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XXXVII – Proyecto de reforma. Convencionales Villaverde y Clidia Allende. Incorporar nuevo artículo referido a los derechos no delegados al Gobierno federal. (Expte. Nro. 713)

XXXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Romero, Federik, Guillermo Martínez, Carlín, Kunath y Barrandeguy. Incorporar un nuevo artículo referido a la acción de habeas data. (Expte. Nro. 714)
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LVI – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un nuevo artículo referido a la participación de los ciudadanos en las tareas de inteligencia criminal que lleve a cabo el Estado. (Expte. Nro. 750)

LVII – Proyecto de reforma. Convencionales Pasqualini y Alasino. Incorporar un nuevo artículo referido al acceso a la información sobre los integrantes del Poder Legislativo. (Expte. Nro. 751)

LVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino. Incorporar un nuevo artículo referido al Consejo de la Magistratura. (Expte. Nro. 752)
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LX – Proyecto de reforma. Convencionales Acharta, De la Cruz de Zabal, Gianfelici y Haiek. Incorporar un nuevo artículo referido la consulta popular. (Expte. Nro. 754)
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LXIII – Proyecto de reforma. Convencionales Reggiardo y Carlos Díaz. Incorporar nuevos artículos referidos a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia y a los aportes jubilatorios, y suprimir el Inciso 27º del Artículo 135. (Expte. Nro. 763)

LXIV – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Incorporar cláusulas transitorias referidas a la soberanía argentina sobre las Islas Malvinas y los demás espacios marítimos e insulares del Atlántico Sur, y a los veteranos de guerra. (Expte. Nro. 764)

LXV – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Incorporar un nuevo artículo referido al derecho a la vida. (Expte. Nro. 765)
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LXX – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Incorporar un nuevo artículo referido a la propiedad privada. (Expte. Nro. 776)
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LXXV – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, De Paoli y Rogel. Incorporar un nuevo artículo referido a la prohibición de introducir especies exóticas. (Expte. Nro. 789)

LXXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Rogel, Monge, Guy, Arralde, De Paoli, Clidia Allende, Cepeda y Brasesco. Modificar el Artículo 47. (Expte. Nro. 802)
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LXXXI – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Modificar los Artículos 152 y 153 e incorporar una Cláusula Transitoria referida a los Juzgados de Paz Legos. (Expte. Nro. 808)

LXXXII – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un nuevo artículo referido a la retribución del personal del Registro Civil. (Expte. Nro. 809)

LXXXIII – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Incorporar un artículo nuevo referido a la actividad agraria y rural. (Expte. Nro. 810)
LXXXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Alasino y Pasqualini. Suprimir el Inciso 6º del Artículo 81 y el Inciso 26º del Artículo 135 y modificar el Artículo 8. (Expte. Nro. 811)

LXXXV – Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Modificar los Artículos 127 y 133. (Expte. Nro. 814)

LXXXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Incorporar nuevos artículos referidos al derecho a un ambiente sano. (Expte. Nro. 815)

LXXXVII – Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Incorporar nuevos artículos referidos a la promoción cultura. (Expte. Nro. 816)

LXXXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Suprimir el Artículo 159 y modificar artículos referidos al Poder Judicial. (Expte. Nro. 817)

LXXXIX – Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Modificar el Artículo 209 e incorporar nuevos artículos referidos a la educación. (Expte. Nro. 818)

XC – Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Incorporar un nuevo artículo referido a la creación del Consejo Ciudadano de Seguridad para la Prevención del Delito. (Expte. Nro. 819)

XCI – Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Incorporar una cláusula transitoria referida a la ratificación de la soberanía de las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur. (Expte. Nro. 820)

XCII – Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Modificar los Artículos 144, 145 y 146. (Expte. Nro. 821)

XCIII – Proyecto de reforma. Convencionales Pesuto y Marciano Martínez. Incorporar nuevos artículos referidos al Ministerio Público. (Expte. Nro. 822)

XCIV – Proyecto de reforma. Convencionales Monge, Cepeda, Arralde, Clidia Allende, De Paoli, Guy, Brasesco y Rogel. Suprimir el Artículo 143 e incorporar un nuevo artículo referido a los órganos de control. (Expte. Nro. 824)

XCV – Proyecto de reforma. Convencionales Guy, Cepeda, Brasesco, De Paoli, Rogel, Arralde y Monge. Incorporar nuevos artículos referidos al régimen municipal. (Expte. Nro. 825)

XCVI – Proyecto de reforma. Convencionales Rogel, Cepeda, Brasesco y De Paoli. Incorporar un nuevo artículo referido al régimen económico y del trabajo. (Expte. Nro. 826)

XCVII – Proyecto de reforma. Convencionales Villaverde y Clidia Allende. Modificar el Artículo 82. (Expte. Nro. 827)

XCVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Villaverde y Clidia Allende. Modificar los Artículos 81 y 135. (Expte. Nro. 828)

XCIX – Proyecto de reforma. Convencional Almada. Incorporar nuevos artículos referidos al régimen municipal. (Expte. Nro. 829)

C – Proyecto de reforma. Convencional Almada. Incorporar un nuevo artículo referido al salario de los trabajadores del Estado, provinciales o municipales. (Expte. Nro. 830)

CI – Proyecto de reforma. Convencional Almada. Incorporar un nuevo artículo referido a la enmienda constitucional. (Expte. Nro. 831)

CII – Proyecto de reforma. Convencional Caramelle. Incorporar un nuevo artículo referido a la promoción de los derechos de las mujeres, niños, ancianos y personas con necesidades especiales. (Expte. Nro. 832)

CIII – Proyecto de reforma. Convencionales Márquez, Schoenfeld y Heyde. Modificar el Artículo 41. (Expte. Nro. 834)

CIV – Proyecto de reforma. Convencionales Márquez, Schoenfeld y Heyde. Modificar el Artículo 37. (Expte. Nro. 835)

CV – Proyecto de reforma. Convencionales Márquez, Schoenfeld, Heyde y Gustavo Díaz. Modificar el Artículo 42. (Expte. Nro. 836)

CVI – Proyecto de reforma. Convencionales Carlos Díaz, Reggiardo, Haiek y De la Cruz de Zabal. Modificar el Artículo 209. (Expte. Nro. 839)

CVII – Proyecto de reforma. Convencionales Carlos Díaz, Reggiardo y De la Cruz de Zabal. Incorporar nuevos artículos referidos a la colegiación de profesionales. (Expte. Nro. 840)

CVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Cepeda, Guy, Rogel, Brasesco y De Paoli. Incorporar un nuevo artículo referido a los recursos naturales y al desarrollo sustentable. (Expte. Nro. 841)

CIX – Proyecto de reforma. Convencionales Haiek, Gianfelici, Carlos Díaz, Acharta y De la Cruz de Zabal. Incorporar nuevos artículos referidos al derecho del trabajo. (Expte. Nro. 842)

CX – Proyecto de reforma. Convencional Taleb. Incorporar nuevos artículos referidos a la promoción del deporte y la educación física. (Expte. Nro. 844)

CXI – Proyecto de reforma. Convencionales Pérez y Heyde. Incorporar un nuevo artículo referido a la educación. (Expte. Nro. 845)

CXII – Proyecto de reforma. Convencionales Heyde y Pérez. Incorporar un nuevo artículo referido a la educación sexual. (Expte. Nro. 846)

CXIII – Proyecto de reforma. Convencionales Heyde y Pérez. Incorporar un nuevo artículo referido a las bancas legislativas. (Expte. Nro. 847)

CXIV – Proyecto de reforma. Convencionales Heyde y Pérez. Incorporar un nuevo artículo referido a los derechos y garantías consagradas en los pactos, tratados y convenciones internacionales. (Expte. Nro. 848)

CXV – Proyecto de reforma. Convencionales Federik, Romero, Kunath, Márquez y Chiesa. Modificar los Artículos 139 y 135. (Expte. Nro. 849)

CXVI – Proyecto de reforma. Convencionales Federik, Chiesa, Márquez, Romero, Kunath y Barrandeguy. Modificar el Artículo 44. (Expte. Nro. 850)

CXVII – Proyecto de reforma. Convencionales Federik, Márquez, Chiesa, Romero, Kunath y Barrandeguy. Incorporar un nuevo artículo referido al derecho a la identidad personal. (Expte. Nro. 851)

CXVIII – Proyecto de reforma. Convencionales Federik, Romero, Márquez, Chiesa, Kunath y Barrandeguy. Incorporar un nuevo artículo referido a la Asesoría Letrada de Gobierno. (Expte. Nro. 852)

CXIX – Proyecto de reforma. Convencional Monge. Modificar el Artículo 25. (Expte. Nro. 853)

CXX – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Modificar el Artículo 47. (Expte. Nro. 854)

CXXI – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Incorporar un nuevo artículo referido a la prohibición de la delegación de facultades legislativas en el Poder Ejecutivo. (Expte. Nro. 855)

CXXII – Proyecto de reforma. Convencional Acevedo Miño. Modificar los Artículos 135, 154 y 163, e incorporar nuevos artículos referidos a la integración y atribuciones del Consejo de la Magistratura. (Expte. Nro. 856)

CXXIII – Proyecto de resolución. Convencionales Rogel y De Paoli. Disponer que la jura de la nueva Constitución se lleve a cabo en el Colegio Histórico de Concepción del Uruguay. (Expte. Nro. 778)

CXXIV – Proyecto de resolución. Convencionales Kunath, Márquez, Romero, Chiesa, De la Cruz de Zabal, Villaverde, De Paoli, Marciano Martínez, Monge, Reggiardo, Báez, Federik, Carlín y Alasino. Establecer que la numeración de los artículos de la Constitución que sean reformados y los que sean aprobados como nuevos, es de carácter provisorio, quedando la numeración definitiva supeditada al control y armonización integral del texto definitivo. (Expte. Nro. 794)

CXXV – Proyecto de resolución. Convencionales Pasqualini, Arralde, Kunath, Villaverde, Zabala, Romero, Heyde, Salomón, Pérez, Calza, Taleb, Caramelle y Guy. Disponer que en la página web de la Convención Constituyente se cree un apartado en el que consten los antecedentes académicos y profesionales de los convencionales. (Expte. Nro. 798)

CXXVI – Proyecto de resolución. Convencionales Clidia Allende, Arralde, Cepeda, Rogel, Guy, Brasesco, Monge y De Paoli. Rendir homenaje al federalismo entrerriano y a sus caudillos. (Expte. Nro. 801)

CXXVII – Proyecto de resolución. Convencional Schoenfeld. Pronunciarse en contra de cualquiera de los hechos antidemocráticos acaecidos durante los golpes de Estado. (Expte. Nro. 813)

6.- Presentaciones particulares.

7.- Artículo 92. Supresión Inciso 5º. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 2 de la Convención. (Expte. Nro. 169). Moción de sobre tablas.

8.- Artículo 11. Derogación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 5 de la Convención. (Exptes. Nros. 170 y 261). Moción de sobre tablas.

9.- Dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión. Moción de sobre tablas. 

––Artículo 13. Supresión. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 6 de la Convención. (Expte. Nro. 182)

––Artículo 80. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 1 de la Convención. (Expte. Nro. 161)

––Artículo 64. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 3 de la Convención. (Exptes. Nros. 212, 173 y 292)

––Artículo 2. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 4 de la Convención. (Exptes. Nros. 211, 183, 217 y 247)

10.- Artículo 81. Supresión Inciso 18º. Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Expte. Nro. 166). Moción de sobre tablas.

11.- Artículo 90. Modificación. Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Exptes. Nros. 361 y 577 unif.). Moción de sobre tablas.

12.- Artículo 29. Modificación. Dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. (Expte. Nro. 162). Moción de sobre tablas.

13.- Artículo 92. Supresión Inciso 5º. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 2 de la Convención. (Expte. Nro. 169). Consideración. Sancionado.

14.- Artículo 11. Derogación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 5 de la Convención. (Exptes. Nros. 170 y 261). Consideración. Sancionado.

15.- Artículo 13. Supresión. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 6 de la Convención. (Expte. Nro. 182). Consideración. Sancionado.

16.- Artículo 80. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 1 de la Convención. (Expte. Nro. 161). Consideración. Sancionado.

17.- Artículo 64. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 3 de la Convención. (Exptes. Nros. 212, 173 y 292). Consideración. Sancionado.

18.- Artículo 2. Modificación. Texto Constitucional en la Sanción Nro. 4 de la Convención. (Exptes. Nros. 211, 183, 217 y 247). Consideración. Sancionado.

19.- Artículo 81. Supresión Inciso 18º. Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Expte. Nro. 166). Consideración. Sancionado.

20.- Artículo 90. Modificación. Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Exptes. Nros. 361 y 577 unif.). Consideración. Sancionado.

21.- Artículo 29. Modificación. Dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. (Expte. Nro. 162). Consideración. Sancionado.

–En la ciudad de Paraná, a los 14 días del mes de abril de 2008, se reúnen los señores convencionales en el recinto de la Convención Constituyente.

–A las 17.12, dice el:

1

ASISTENCIA
SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Por Secretaría se tomará asistencia.

–Así se hace.

SR. SECRETARIO (Reviriego) ─ Informo, señor Presidente, que se encuentran presentes 44 señores convencionales constituyentes.

2

APERTURA

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Con la presencia de 44 señores convencionales, declaro abierta la 4ª sesión ordinaria de la Convención Constituyente.

–Ingresa al recinto el señor convencional Calza.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Por Secretaría se toma nota del ingreso del señor convencional Calza.
3

IZAMIENTO DE BANDERAS
SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Invito al señor convencional Fernando Daniel Baez a izar la Bandera Nacional y al señor convencional Raúl Enrique Barrandeguy a izar la Bandera de Entre Ríos.

–Así se hace. (Aplausos.)

4

ACTA

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Por Secretaría se dará lectura al Acta de la sesión anterior.

Tiene la palabra la convencional Kunath.

SRA. KUNATH ─ Solicito, señor Presidente, se obvie la lectura del Acta de la sesión anterior y se dé por aprobada.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Si hay asentimiento de los señores convencionales, así se hará.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

5

ASUNTOS ENTRADOS

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Por Prosecretaría se dará cuenta de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

I

COMUNICACIONES OFICIALES

- El Tribunal de Cuentas remite Acordada Nro. 239 del 05/03/2008 por el cual se establecen normas, requisitos y plazos a los cuales deben ajustarse las Rendiciones de Cuentas de la Honorable Convención Constituyente a partir del Ejercicio Presupuestario 2008. (Expte. Nro. 607)

- El Tribunal de Cuentas mediante Oficio Nro. 023 comunica que ha designado como Auditores Permanentes del Tribunal de Cuentas en la Dirección de Administración de la Convención Constituyente a la Dra. (C.P.N.) Marta Aurora Pérez y al Sr. Maximiliano Degani, destacando que los mencionados agentes se encuentran investidos por las facultades otorgadas en la Ley Nro. 5.796 orgánica del T.C.E.R. (Expte. Nro. 645)

- Los convencionales Alasino y Pasqualini solicitan la suspensión de las reuniones de comisión y la convocatoria a sesión especial de la Convención para discutir el problema del sector agrario. (Expte. Nro. 672)

- El convencional Marciano Martínez solicita se tenga presente las inmunidades de los convencionales constituyentes sobre la expresión de sus ideas. (Expte. Nro. 721)

–En Secretaría a disposición de los señores convencionales

- La Comisión de Asuntos Cooperativos, Mutuales, Cultura Turismo y Deporte de la Cámara Diputados se dirige en apoyo a la propuesta elevada por el Presidente del Instituto de Promoción Cooperativas y Mutualidades de Entre Ríos de darle rango constitucional al Mutualismo. (Expte. Nro. 612)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana. (Para adjuntar al Expte. Nro. 601)

- El Presidente de la Comisión Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, convencional Carlín, remite Expte Nro. 591, promovido por el Sindicato de Prensa de Entre Ríos, vinculado a los proyectos sobre acceso a la información pública y publicidad oficial, y solicita sean girados a la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo al Artículo 30° del Reglamento, si hay asentimiento del Cuerpo, se dará el giro propuesto.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- El Presidente de la Comisión Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, convencional Carlín, solicita el pase del Expte. Nro. 209 vinculado a los actos de los representantes designados por el Gobierno Federal para ejercer el Gobierno de la Provincia, para que sea abordado por la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo al Artículo 30° del Reglamento, si hay asentimiento del Cuerpo, se dará el giro propuesto.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- El Presidente de la Comisión Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral solicita el pase del Expte. Nro. 363, referido al régimen electoral y partidos políticos, para ser abordado por la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo al Artículo 30° del Reglamento, si hay asentimiento del Cuerpo, se dará el giro propuesto.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- El Presidente de la Comisión Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral solicita el pase del Expte. Nro. 550, referido a la Fiscalía de Estado de la Provincia debiendo el tema ser abordado por la Comisión de Control del Estado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo al Artículo 30° del Reglamento, si hay asentimiento del Cuerpo, se dará el giro propuesto.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- El Presidente de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto comunica el archivo del Expte. Nro. 232, por el que se incorpora al patrimonio del Archivo Histórico “Guillermo Saravi” todos los documentos que quedasen de esta Convención.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración de los señores convencionales el pase al Archivo de acuerdo al Artículo 39° del Reglamento.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Se gira al Archivo.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- El Presidente de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto comunica el archivo del Expte. Nro. 356, por el que se interpone impugnación contra el Convencional Alasino.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración de los señores convencionales el pase al Archivo de acuerdo al Artículo 39° del Reglamento.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Se gira al Archivo.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- El Presidente de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto comunica el archivo del Expte. Nro. 379, por el cual se propone la no admisión de actitudes discriminatorias por la Convención Constituyente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración de los señores convencionales el pase al Archivo de acuerdo al Artículo 39° del Reglamento.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Se gira al Archivo.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- El Presiente de la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto comunica el archivo del Expte. Nro. 580, por el que se dispone que en la página web de la Convención haya un apartado o link que brinde información sobre el Presupuesto, montos de la remuneraciones de los convencionales y funcionarios, declaración jurada de Bienes de Patrimonio, funciones que cada convencional desempeña aparte de su labor como tal y nómina de asesores de cada convencional y cómo utiliza los fondos de los que dispone.
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración de los señores convencionales el pase al Archivo de acuerdo al Artículo 39° del Reglamento.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Se gira al Archivo.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- La Presidenta de la Comisión de Redacción y Revisión remite resolución de dicha Comisión referido a lo ordenado por el Reglamento en su Artículo 29º en relación a la corrección del Diario de Sesiones. (Expte. Nro. 795)

–Quedan enterados los señores convencionales

- El Presidente de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentables solicita el giro a su comisión de los Exptes Nros. 124, 203, 320, 337, 346, 523 y 353 por tratarse de expedientes que abordan temáticas relacionadas en forma directa con los temas que están tratando en forma conjunta con la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. (Expte. Nro. 796)

SR. PRESIDENTE (Busti) – De acuerdo al Artículo 30° del Reglamento, si hay asentimiento del Cuerpo, se dará el giro propuesto.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) ─ Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- El Presidente de la Comisión Peticiones, Reglamento y Presupuesto comunica el rechazo y ordena el Archivo del Expte. Nro. 582, que crea comisiones especiales para agilizar la labor en las Comisiones Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

–En consideración de los señores convencionales

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el Convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente: el Expediente Nro. 582 contiene un proyecto de resolución referido a la creación de comisiones especiales para agilizar la labor de las dos comisiones que más iniciativas concentran en esta Convención, pero dado que se acordó en la Comisión de Labor la realización de más reuniones, es decir, con mayor frecuencia, como autor de esa iniciativa entiendo que el objeto central que tenía dicho proyecto, que era –reitero– el de contribuir a la celeridad del trabajo de esta Convención, está cumplido por esta mecánica nueva que se adoptó.

Así que, simplemente, quería señalar que en ese sentido el objeto de esta iniciativa ya está cumplido por este acuerdo de mayor frecuencia de las reuniones en que las dos comisiones funcionan.

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Está proponiendo el pase al Archivo, señor convencional?

SR. SCHVARTZMAN – Sí, señor Presidente, propongo el archivo de esta iniciativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración el envío al Archivo de esta propuesta.

Tiene la palabra el señor convencional Taleb.

SR. TALEB – Señor Presidente, los argumentos vertidos por el convencional preopinante fueron los que tomó la comisión que presido para proponer el archivo de este proyecto. Probablemente la reiteración de estos argumentos por parte del convencional preopinante, se debe a su ausencia en la reunión de la comisión, pero estos fueron los argumentos que se esgrimieron en la misma para el interesar su archivo.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción formulada por el señor convencional Schvartzman. Los que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira al Archivo el proyecto de resolución –Expte. Nro. 582–.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

II

DICTÁMENES DE COMISION

De la de Redacción y Revisión:

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 02 de la Convención, en el Expte. Nro. 169, por el que se suprime el Inciso 5º del Artículo 92 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 05 de la Convención, en los Exptes. Nros. 170 y 261, por el que se suprime el Artículo 11 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 06 de la Convención, en el Expte. Nro. 182, por el que se suprime el Artículo 13 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 01 de la Convención, en el Expte. Nro. 161, por el que se modifica el Artículo 80 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 03 de la Convención, en los Exptes. Nros. 212, 173 y 292, por el que se sustituye el Artículo 64 de la Constitución vigente.

- Texto Constitucional, en la Sanción Nro. 04 de la Convención, en los Exptes. Nros. 211, 183, 217 y 247, por que se modifica el Artículo 2 de la Constitución vigente.

–En consideración de los señores convencionales

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, vienen a esta sesión los primeros seis dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión y quiero hacer mención al clima de trabajo que se ha dado en el seno de la misma, que seguramente tiene que ver con que el debate de las cuestiones de fondo ya se ha dado en las respectivas comisiones temáticas. Reitero, señor Presidente, quiero destacar el clima de trabajo y la buena disposición de los señores convencionales.

Atento a ello vengo, en esta oportunidad, a solicitar que sean reservados los seis expedientes que han sido enunciados por Secretaría.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Quedan reservados en Secretaría, señora convencional.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

De la de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral:

- Proyecto de reforma (por unanimidad). Suprimir el Inciso 18º del Artículo 81. (Expte. Nro. 166).

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, solicito su reserva en Secretaría.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda reservado, señora convencional.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- Proyecto de reforma (de mayoría y disidencia parcial). Modificar el Artículo 89. (Expte. 215).

–Al Orden del día de la próxima sesión

- Proyecto de reforma (por unanimidad). Modificar el Artículo 90. (Exptes. Nros. 361 y 577 unif.)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Solicito, señor Presidente, que sea reservado en Secretaría este dictamen de comisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda reservado, señora convencional.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- Proyecto de reforma (de mayoría con disidencia y de minoría). Modificar el Artículo 88. (Expte. Nro. 316)

- Proyecto de reforma (en mayoría y minorías). Mantener la actual redacción del Artículo 51. (Expte. Nro.578)

- Proyecto de reforma (en mayoría y minorías). Agregar un texto al Artículo 99. (Exptes. Nros. 214 y 375)

–Al Orden del Día de la próxima sesión

De la de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular
- Proyecto de reforma, (por unanimidad). Sustituir la palabra agrícolas por productivas en el Artículo 29. (Expte. Nro. 162).

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Solicito, señor Presidente, que quede reservado en Secretaría.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda reservado, señora convencional.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- Proyecto de reforma, (por unanimidad y disidencia). Rechazar el proyecto que contiene la propuesta formulada por los Señores Convencionales Alasino y Pasqualini, referida al reemplazo del Artículo 11º. Por considerar que comporta una modificación del Artículo 147 de la Constitución Provincial declarado pétreo por el Artículo 4 inciso 13º de la Ley 9768. (Expte. Nro. 147)

- Proyecto de reforma, (por unanimidad). Considerar el Artículo 12, quedando los principios del expediente 387 comprendidos en el mismo. (Expte. Nro.541)

–Al Orden del Día de la próxima sesión

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, este dictamen se ha girado al Orden del Día de la próxima sesión, pero como hay unanimidad en este tema solicito que se precise por qué no se reservó para su tratamiento.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Señor Presidente, no obstante tratarse de un dictamen unánime de comisión, no hemos pedido su reserva en Secretaría en virtud de existir una vinculación estrecha con el siguiente dictamen de comisión (que sí pasa al Orden del Día de la próxima sesión), lo que torna aconsejable que los mismos sean tratados en conjunto en la sesión del día de mañana.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

- Proyecto de reforma (mayoría con disidencia parcial), por el que se modifica el Artículo 12. (Exptes. Nros. 140, 246, 175, 270, 300 y 314 unif.)

–Al Orden del Día de la próxima sesión

III

REMISIÓN DE LA CÓMISIÓN DE INICIATIVA Y PARTICIPACIÓN CIUDADANA

a)

(Expte. Nro. 332)

Paraná, 28 de marzo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 332 presentado por el Dr. Eduardo Rey Leyes y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Sin otro particular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – DE LA CRUZ DE ZABAL – DE PAOLI – DÍAZ (Gustavo) – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

b)

(Expte. Nro. 334)

Paraná, 28 de marzo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 334 presentado por el Circulo de Retirados y Pensionados de la Policía y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Se envía una copia a cada comisión por ser una reforma integral de la Constitución.

Sin otro particular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – DE LA CRUZ DE ZABAL – DE PAOLI – DÍAZ (Gustavo) – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. (Y copia a todas las comisiones)

c)
(Exptes. Nros. 355 y 368)
Paraná, 28 de marzo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 355 presentado por los Sres. Juan Grubert, José Grubert, Anselmo Subiría y Aldo Silio Jubilados y Pensionados de la Provincia, y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo en cuanto a la modificación del artículo 19 de la Constitución Provincial sea girado a la Comisión temática de Poder Ejecutivo Poder Legislativo Poder Judicial y Régimen Electoral.

Sin otro particular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – DE LA CRUZ DE ZABAL – DE PAOLI – DÍAZ (Gustavo) – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

Paraná, 28 de marzo de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 368 presentado por los Sres. Juan Grubert, José Grubert, Anselmo Subiría y Aldo Silio Jubilados y Pensionados de la Provincia, y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo en cuanto a la modificación del artículo 19 de la Constitución Provincial sea girado a la Comisión temática de Poder Ejecutivo Poder Legislativo Poder Judicial y Régimen Electoral.

Sin otro particular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – DE LA CRUZ DE ZABAL – DE PAOLI – DÍAZ (Gustavo) – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. (Se envió copia a las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.)

d)

(Expte. Nro. 401)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la necesidad del envío al Archivo del Expte Nro. 401 presentado por el Sr. Martín Quiroz, debido a que el tema ya fue tratado y aprobado por el pleno de la Convención Constituyente.

Sin otro particular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA –CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–Al Archivo.

e)

(Expte. Nro. 403)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la necesidad del envío al Archivo del Expte. Nro. 403 presentado por el Sr. Martín Quiroz, debido a que el mismo ya fue tratado y aprobado por el pleno de la Convención Constituyente.

Sin otro particular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) –CARAMELLE – DE PAOLI – DÍAZ (Gustavo) – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL.

–Al Archivo

f)

(Expte. Nro. 440)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 440 presentado por empleados del Registro de la Propiedad Inmueble de la Provincia y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial. Régimen Electoral.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) –CARAMELLE – DE PAOLI – DIAZ (Gustavo) – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral

g)

(Expte. Nro. 371)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 371 presentado por los señores diputados provinciales Bescos y Cáceres y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la Comisión temática de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen electoral.

Sin otro particular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DÍAZ (Gustavo) – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

h)

(Expte. Nro. 383)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la no pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 383 presentado por el Señor Carlos Jaime Hartwig y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema no se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9768. Se solicita pase a la Oficina de Sugerencias Ciudadanas de la Honorable Cámara de Diputados.

Sin otro particular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA –CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Oficina de Sugerencias Ciudadanas de la Cámara de Diputados.

i)

(Expte. Nro. 389)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 389 presentado por el Sr. José M. Paolazzi y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA –BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

j)

(Expte. Nro. 391)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo Nro. 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la no pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 391 presentado por el Sr. Félix Antonio Casals gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema no se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la Oficina de Sugerencias Ciudadanas de la Honorable Cámara de Diputados.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA –CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Oficina de Sugerencias Ciudadanas de la Cámara de Diputados

k)

(Expte. Nro. 398)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 398 presentado por el Señor Martín L. Quiroz y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema no se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768. Se solicita pase a la Oficina de Sugerencias Ciudadanas de la Honorable Cámara de Diputados.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA –BARRANDEGUY – CARAMELLE –DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Oficina de Sugerencias Ciudadanas de la Cámara de Diputados.

l)

(Expte. Nro. 400)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 400 presentado por el Señor Martín L. Quiroz y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

ll)

(Expte. Nro. 402)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 402 presentado por el Señor Martín L. Quiroz y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema  se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y como 2do., giro a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

m)

(Expte. Nro. 404)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 405 presentado por el Señor Martín L. Quiroz y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral

n)

(Expte. Nro. 405)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 405 presentado por el Señor Martín L. Quiroz y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral

ñ)

(Expte. Nro. 407)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 407 presentado por el Señor Martín L. Quiroz y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA –BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral

o)

(Expte. Nro. 409)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 409 presentado por el Señor Martín L. Quiroz y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Régimen Municipal.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – BARRANDEGUY – CARAMELLE – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Régimen Municipal.

p)

(Expte. Nro. 410)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 410 presentado por el Señor Martín L. Quiroz y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – BARRANDEGUY – CARAMELLE – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

q)

(Expte. Nro. 411)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 411 presentado por el Señor Martín Quiroz y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de participación Popular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – BARRANDEGUY – CARAMELLE – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD 

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

r)

(Expte. Nro. 429)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 429 presentado por el Diputado Arquitecto Daniel Bescos y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

s)

(Expte. Nro. 459)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la no pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte Nro. 459 presentado por el Sr. Emmanuel Gainza y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema no se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Peticiones, Reglamento y Presupuesto, para que emita opinión.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

t)

(Expte. Nro. 483)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta Comisión se expide sobre la pertinencia de las opiniones vertidas en el Expte. Nro. 483 presentado por el Sr. Adrián D´Andrea, y gira el mismo a vuestro despacho para dar continuidad al tramite previsto en el mismo artículo; considerando que el tema se encuentra expresamente habilitado por la Ley Nro. 9.768; sugiriendo sea girado a la comisión temática de Control del Estado.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA –BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–A la Comisión de Control del Estado.

u)

(Expte. Nro. 536)

Paraná, 3 de abril de 2008.

SR. PRESIDENTE DE LA

H. CONVENCIÓN CONSTITUYENTE

DE LA PROVINCIA DE ENTRE RÍOS

DR. JORGE PEDRO BUSTI

SU DESPACHO

De acuerdo al Artículo 29º del Reglamento de esta Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos, esta comisión se expide sobre la necesidad de envió al Archivo del Expte. Nro. 536 presentado por la Señora Marta G. Arrías Pabón, debido a que el tema ya fue tratado y aprobado por el pleno de la Convención Constituyente.

Comisión de Iniciativa y Participación Popular: PÉREZ – DÍAZ (Carlos) – CEPEDA – BARRANDEGUY – CARAMELLE – CRESTO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HEYDE – MÁRQUEZ – PESUTO – ROGEL – SCHOENFELD.

–Al Archivo

PROYECTOS DE LOS SEÑORES CONVENCIONALES

IV

PROYECTOS DE REFORMA

(Expte. Nro. 588)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art. 1) Incorpórese un artículo, en la sección II de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, que quedará redactado de la siguiente forma:

ARTÍCULO XX: REGIÓN.- La Provincia de Entre Ríos promueve su integración regional. Los Poderes Públicos podrán celebrar acuerdos o convenios internacionales, interprovinciales, con la Nación o entes nacionales, pudiendo crear organismos, con el objeto de lograr un mayor desarrollo económico y social.

La provincia de Entre Ríos ratifica su pertenencia a la Región Centro y otorga a su adhesión al tratado constitutivo de dicha Región rango constitucional, como así también a los tratados que sean consecuencia, derivación o modificación directa de aquel.

La legislación podrá organizar el territorio provincial en regiones atendiendo a características de comunidad de intereses, afinidades poblacionales, geográficas, económicas o culturales.

TALEB

–A la Comisión de Régimen Municipal.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, solicito que este proyecto en lugar de ser girado a la Comisión de Régimen Municipal lo sea a la de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, para unificarlo con los otros proyectos de reforma constitucional en el mismo sentido que están radicados en esa Comisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Hay una propuesta del convencional Márquez para que este proyecto en vez de ir a la Comisión de Régimen Municipal, como lo había derivado la Presidencia, vaya a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable. Está a consideración de los señores convencionales.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, se gira a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

V

PROYECTOS DE REFORMA

(Expte. Nro. 590)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

TEMA: COLEGIACION DE PROFESIONALES

(Habilitación: Ley N° 9.768 Art. 1° - 7)

Art.    : La Provincia reconoce y garantiza el derecho de las personas con títulos profesionales habilitantes a constituirse en Colegios y Consejos de Profesionales cuyas funciones esenciales son las de ejercer el control de la matrícula, el poder disciplinario sobre los profesionales y la aplicación de las respectivas leyes de ejercicio profesional y sus disposiciones legales afines y reglamentarias.

Los Colegios y Consejos de Profesionales son corporaciones de Derecho Público, amparadas por ley y reconocidas por el Estado, con personalidad jurídica propia y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines, de los que son esenciales: la ordenación del ejercicio de las profesiones, la representación exclusiva de las mismas y la defensa de los intereses profesionales de los colegiados, derechos jubilatorios, de pensiones y los atinentes al seguro social que establecerán y regularán.

Art.    : La Provincia tiene competencia para consagrar pautas fundamentales relativas al establecimiento de Colegios y Consejos de Profesionales, con la finalidad de la defensa de los derechos e intereses gremiales, como así también su representación única y el contralor sobre el ejercicio de la respectiva profesión de nivel superior universitario, tendiendo a su práctica honesta, ética y leal.

Art.    : Los Colegios y Consejos de Profesionales son organismos institucionales estrechamente vinculados al Estado, con autoridades surgidas del voto de sus colegiados. Queda implícito que los profesionales con título habilitante universitario deben colegiarse obligatoriamente en su respectivo Colegio o Consejo, por tratarse de un ente necesario que hace a la esencia del régimen legal y jurídico que informa la respectiva profesión y su ejercicio.

Art.    : Los Colegios y Consejos, sin perjuicio de lo que específicamente se establezca por ley, observarán las condiciones propias de su régimen jurídico y funcionamiento que deberán ajustarse a los principios democráticos. Tendrán a su cargo el gobierno de la matrícula profesional y la potestad disciplinaria sobre sus miembros respecto de las faltas éticas en el ejercicio de la profesión. Poseen un régimen de autonomía administrativa, disponiendo del gobierno exclusivo de la matrícula y competencia para juzgar a sus miembros por las faltas cometidas en el ejercicio de la profesión, previo sumario con amplio derecho de exposición y defensa.

ARRALDE – BRASESCO – GUY – ROGEL – CEPEDA.

FUNDAMENTOS

La finalidad del proyecto que nos ocupa es el de incorporar a la Constitución Provincial normas –de nivel institucional- relativas a la colegiación de profesionales.

Lo medular de la cuestión consiste en la incorporación de disposiciones jurídicas fundamentales que consagren pautas relativas, entre otras, a la siguiente materia, como por ejemplo: El establecimiento de entes con carácter de institución gremial con la finalidad –entre otras- de la defensa de los intereses profesionales con funciones propias y relativas a la cuestión; La determinación de que un Colegio Profesional de ley es a su vez un organismo vinculado al Estado con características propias y específicas; Y la consagración de que los Colegios tienen funciones esenciales relativas a la administración de la matrícula profesional y potestades específicas al respecto y las normativas que son propias y exclusivas de un Colegio de Profesionales de ley.

Existen innumerables antecedentes sobre la materia consignando normas específicas en las respectivas cartas magnas que las contienen, verbigracia la Constitución Provincial de Córdoba en nuestro país. A nivel internacional es destacable la normativa consagrada por la Constitución española del 27 de diciembre de 1978 (modif. el 27/ agosto/ 1992). Igualmente es ponderable el régimen normativo sobre la materia vigente en España en virtud de la Ley N° 2 del 13 de febrero de 1974, modificada por la ley N° 74 del 26 de diciembre de 1978.

Es imprescindible recordar y destacar lo valiosa que son las disposiciones legales existentes en la Provincia de Entre Ríos en virtud de las leyes de creación de los distintos Colegios Profesionales y, además, la eficiencia del funcionamiento de las estructuras generadas por dichas leyes.

Juan C. Arralde – Luis A. Brasesco – Raúl D. Guy – Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, en la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y en la de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, ya se encuentran radicados y han sido unificados todos los proyectos vinculados a ese tema; por lo que solicito que esta iniciativa, al igual que el proyecto de reforma –Expte. Nro. 840–, autoría de los señores convencionales Carlos Díaz, Reggiardo y De la Cruz de Zabal, que refiere a la Colegiación de Profesionales, se giren también a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Acevedo Miño.

SR. ACEVEDO MIÑO – Una aclaración, señor Presidente. ¿Cuál es la propuesta del señor convencional Márquez?

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si mal no interpreta esta Presidencia, es unificar estos proyectos que refieren al tema de la Colegiación de Profesionales…

SR. MÁRQUEZ – Que vayan a las dos comisiones donde ya están radicados los otros proyectos.

SR. ACEVEDO MIÑO – Gracias, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento de los señores convencionales, se procederá según lo solicitado por el convencional Márquez.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consecuencia, los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 590 y 840–, se giran también a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

VI

PROYECTOS DE REFORMA

(Expte. Nro. 609)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°. Incorpórase al texto constitucional el siguiente artículo:

Artículo .- “El patrimonio cultural, tangible o intangible, testimonia la unidad y diversidad de la identidad entrerriana e integra el ambiente apto para el desarrollo humano.

Su protección, preservación, enriquecimiento, promoción y divulgación son responsabilidad de la sociedad en su conjunto y deber indelegable del Estado provincial y municipal.

La Provincia deberá legislar sobre el patrimonio cultural con miras a la concreción de aquellos objetivos y hará efectivas las responsabilidades emergentes por los daños causados a los bienes que lo constituyen.

El patrimonio cultural público es inalienable, inembargable e imprescriptible.”

DE PAOLI – BRASESCO – CEPEDA – ARRALDE – ROGEL.

FUNDAMENTOS

Si bien los usos sociales del patrimonio transcienden el ámbito jurídico, contar con disposiciones constitucionales, leyes y reglamentos que protejan el patrimonio cultural es esencial para definir desde el Estado políticas que lo preserven en su enorme diversidad y en sus significados contextuales, atendiendo a que el patrimonio cultural es reflejo de la cultura viva y forma parte vital del entramado del desarrollo de las sociedades.

El patrimonio cultural de un país, región o ciudad está constituido por todos aquellos elementos y manifestaciones tangibles o intangibles producidas por las sociedades, resultado de un proceso histórico en donde la reproducción de las ideas y del material se constituyen en factores que identifican y diferencian a ese país o región.

Un concepto moderno de patrimonio cultural incluye no solo los monumentos y manifestaciones del pasado (sitios y objetos arqueológicos, arquitectura colonial e histórica, documentos y obras de arte), sino también lo que se llama patrimonio vivo; las diversas manifestaciones de la cultura popular (indígena, regional, popular, urbana), las poblaciones o comunidades tradicionales, las lenguas indígenas, las artesanías y artes populares, la indumentaria, los conocimientos, valores, costumbres y tradiciones, características de un grupo o cultura. Este último constituye el patrimonio intelectual: es decir, las creaciones de la mente, como la literatura, las teorías científicas y filosóficas, la religión, los ritos y la música, así como los patrones de comportamiento y la cultura que se expresa en las técnicas, la historial oral, la música y la danza. Es posible conservar trazas materiales de este patrimonio en los escritos, las partituras musicales, las imágenes fotográficas o las bases de datos informáticas, pero no resulta tan fácil cuando se trata, por ejemplo, de un espectáculo o de la evolución histórica de un determinado estilo de representación o de interpretación.

En definitiva los elementos que constituyen el patrimonio histórico-cultural son testigos de la forma en que una sociedad o cultura se relacionan con su ambiente. (Casasola, L. 1990:31)

Entonces el patrimonio cultural se constituye por una porción del ambiente transformado incluyendo formas de organización social, relaciones entre los diversos sectores de la sociedad y de las instituciones sociales. Esto es variable en cada época, y cada sociedad rescata el pasado de manera diferente, seleccionando de éste ciertos bienes y testimonios que se identifican con el patrimonio.

El patrimonio, por lo tanto, es el producto de un proceso histórico, dinámico, una categoría que se va conformando a partir de la interacción de agentes y diferentes situaciones, que obligan a obtener una mirada a largo plazo, tanto en la concepción como en el uso de los recursos.

No podemos dejar de considerar que la información es un componente esencial del patrimonio, ligado a todos los demás: saber cómo, cuándo y por quién ha sido utilizado un instrumento musical enriquece nuestra comprensión del contexto humano del que procede, en consecuencia la transmisión de este tipo de información es tan importante como la del propio objeto al que se refiere.

Hablar de patrimonio es considerar a la cultura resultante de la interacción de la sociedad con el ambiente, en donde se incluye el conocimiento, las aptitudes y hábitos adquiridos por el hombre como miembro de una sociedad. (1)

Dentro del patrimonio cultural material, a partir del paisaje, que es la forma primaria incluimos el arquitectónico, ambiental, paisajístico y monumental, una segunda forma la constituyen los cuadros, los objetos de uso siendo las universidades, bibliotecas, teatros, centros culturales y museos los lugares en que se produce la transmutación de cosa física a bien cultural.

Hay otro tipo de patrimonio tangible que es el inmueble que está constituido por los lugares, sitios, edificaciones, obras de ingeniería, conjuntos arquitectónicos, zonas típicas y monumentos de interés o valor arquitectónico, arqueológico, histórico, artístico o científico, reconocidos y registrados como tales. Evidentemente se trata de obras que no puede ser trasladadas de lugar.

Hay un tercer tipo de patrimonio cultural que es el de la esfera inmaterial que concierne a la relación entre la comunidad misma y los primeros dos patrimonios que mencionamos. Se trata de aquel complejo de convenciones sociales, opiniones, orientaciones, usos y tendencias que influyen en los modos de vida y la mentalidad. Está constituido entonces por aquella parte invisible que reside en el espíritu mismo de las culturas. Engloba los modos de vida, los derechos fundamentales del ser humano, los sistemas de valores, las tradiciones y las creencias. Forman parte de él la poseía, los ritos, la medicina tradicional, la religiosidad popular y las tecnologías tradicionales de nuestra tierra, lo integran la cocina, las danzas, los modismos regionales, los trajes festivos, las adivinanzas y hasta las canciones de cuna. Los dichos y los juegos infantiles. (2)

Quien debe gestionar el patrimonio histórico cultural, indudablemente que el rol del estado en esto debe ser central, pues no puede entrar en la lógica de la comercialización (3) y en este sentido la presencia del Estado no puede reducirse a esporádicas intervenciones (declaraciones de interés histórico, poner una placa) sino a una efectiva acción de rescate y preservación que garantice su protección y comprometa a la comunidad en ello.

Es real que para esto no alcanza la letra de la Constitución sino que las políticas de estado en este sentido deben atender a la elaboración de programas de educación para la preservación del patrimonio cultural, el impulso de proyectos de investigación y a acciones de capacitación y difusión.

De igual modo es necesario saber o intentarlo al menos, cual es el patrimonio cultural de un Estado, en nuestro caso el entrerriano y para ello se puede apelar a elaborar un registro de colecciones y bienes patrimoniales culturales que le permitan a la Provincia tomar real conciencia acerca del mismo y evitar su ingreso a los circuitos de tráfico ilegal, o elaborar proyectos y propuestas a los efectos de su difusión.

Dice el Arquitecto Carlos Moreno, al reflexionar sobre el patrimonio cultural (Octubre 2000 Simposio nacional “repensando los museos históricos”) “El hombre debe tener como uno de sus derechos fundamentales el reconocimiento y goce espiritual de sus raíces, expresadas en el patrimonio cultural del cual es depositario para las generaciones futuras.”

El artículo que proponemos es sencillo pero conceptual y está orientado a atender tanto aquellos elementos que hacen a la unidad de la cultura entrerriana como a aquellos que son testimonio claro de su diversidad y que conforman lo que podemos reconocer como nuestra identidad, identidad que indudablemente se articula armónicamente con el ambiente y que tiene que ser un instrumento para el desarrollo personal y de conjunto, preservándolo para que las actividades que su uso demande no afecten su existencia futura.

La consideración del patrimonio cultural como parte integrante del ambiente nos lleva a abrir el derecho ciudadano de interponer recurso de amparo contra aquellos actos u omisiones sea de las autoridades o de los particulares que actual e inminentemente lesionen, restrinjan, alteren o amenacen de manera arbitraria o manifiestamente ilegal los derechos y garantías en general y en particular aquellos relacionados con la protección del ambiente, reconocidos tanto por la Constitución Nacional como por la Provincial.

En razón de los fundamentos expuestas es que solicitamos a los Sres. Convencionales el apoyo para validar estos conceptos en el texto de nuestra Constitución.

(1) Prof. Lic. Guillermina Fernández - Prof. Lic. Aldo Guzmán Ramos EL PATRIMONIO HISTORICO-CULTURAL REVALORIZADO EN EL MARCO DE UN DESARROLLO SUSTENTABLE DEL TURISMO. Universidad Nacional del Centro de la Provincia de Buenos Aires. Tandil. Argentina.

(2) PURINI, Franco. Las formas del patrimonio cultural. Bs.As. 14/10/04

(3) Prof. Lic. Guillermina Fernández - Prof. Lic. Aldo Guzmán Ramos, EL PATRIMONIO HISTORICO-CULTURAL REVALORIZADO EN EL MARCO DE UN DESARROLLO SUSTENTABLE DEL TURISMO. Universidad Nacional del Centro de la Provincia de Buenos Aires.

Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco – Silvina E. Cepeda – Juan C. Arralde – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

VII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 653)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ART… La salud es un bien natural y social que genera en los habitantes de la Provincia el más amplio derecho al bienestar físico, psicológico, espiritual y social.

El Gobierno de la provincia garantiza mediante acciones y prestaciones la participación del individuo y de la comunidad.

Establece, regula y fiscaliza el sistema de salud, integra los recursos y concerta la política sanitaria con el Gobierno Nacional, y los Municipios e Instituciones públicas y privadas.

La provincia en función a lo que dispone la Constitución Nacional, conserva y reafirma para sí la potestad de policía en materia de Legislación y Administración de salud.

El sistema de salud se basa en la universalidad de las coberturas, con acciones integrales de promoción, protección y rehabilitación de la salud - e incluye el control de riesgos biológicos, sociales y ambientales para todas las personas desde su concepción - promueve la participación de los sectores interesados en la solución de los problemas sanitarios, asegurando el acceso en todo el territorio provincial al uso adecuado e igualitario y oportuno de las tecnologías y recursos terapéuticos para lograr un pueblo sano y productivo.

CARAMELLE

FUNDAMENTOS

En la reunión de Alma Alta en 1.978 los países miembros arribaron con sus propios conceptos y análisis de la situación de la salud y el concepto que ellos tenían de la APS de acuerdo por cierto con su política y sus ideologías, que no eran las del Estado miembro sino la del Gobierno del momento. A partir de la crisis del petróleo se reformulan criterios para aplicar en SPT 2.000 que trae aparejada la implementación de la APS.

A partir del año 1.980 se incrementan los problemas de salud y aumenta también la exclusión social, llamado de atención para los gobiernos que ven la urgente necesidad de reforzar y reformular la APS creando diferentes indicadores y definiendo resultados también diferentes.

En nuestro país las provincias toman distintos marcos conceptuales, más acordes con los costos que con las necesidades reales de la población y menos aún con las estrategias de la APS.

Por ello en el año 2.005 aparece un paradigma global que se vincula con la salud y los derechos humanos. Los resultados de las acciones de la APS deben estar dirigidos a la comunidad, a la sociedad y a la familia en sentido global emergente.

Las metas del desarrollo del milenio-APS para las Américas.

SALUD PARA TODOS (SPT) fue la política trazada y ATENCIÓN PRIMARIA DE LA SALUD (ATP) fue la estrategia para llevar adelante. La política de la salud para todos tiene una base social y económica y puede definirse como “el logro para toda la población sin excepciones” de un nivel de salud que le permita llevar adelante una vida social y económicamente productiva.

Salud para todos como política del más alto nivel oficial – que implica destinar a la salud al menos el 5% del producto bruto interno (PBI).

Es imposible desarrollar este tema profundamente, pero debo señalar que la intención es advertir sobre los cambios necesarios que deban realizarse en el sistema de salud para alcanzar los objetivos del MILENIO, LA SUSTENTABILIDAD Y LA ESTRATEGIA DE LA APS Y LA POLÍTICA DE SPT 2.000 Y LOS ESTABLECIDOS PARA LA REGIÓN DE LAS AMÉRICAS APROBADOS POR LA OPS (Organización Panamericana de la Salud) En 1.980.

Eda R. Caramelle

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

VIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 655)

I.- Consideraciones preliminares del proyecto:

Sin dudas que uno de los aspectos significativos de la actual reforma, conforme la íntegra habilitación que nos propone la Ley 9768, lo constituye lo atinente al régimen municipal de nuestra provincia, por su trascendencia institucional e implicancias directa en la vida de los ciudadanos del interior de la misma, no siendo ajeno al suscrito sus avatares, no sólo por su condición de habitante de un Departamento que contiene en su seno tres municipios, uno de primera categoría y dos de segunda, sino también por haber formado parte de la corporación municipal en determinado período.

En ese orden, entiende el suscrito que la hora es propicia para formular un cambio en el régimen previsto por la carta de mil novecientos treinta y tres, dado que el lapso de vida democrática iniciado en el año mil novecientos ochenta y tres hasta la fecha, ha resultado pródigo en experiencia, pudiendo advertir como hombre político cuáles han sido los aciertos y deficiencias del actual sistema.

A la luz de ello, debo señalar que el presente proyecto se inspira en la idea de un cambio parcial del sistema, sin condicionar aquellos aspectos que se han plasmado en nuestro derecho público provincial en los últimos setenta años, respetando nuestra idiosincrasia provincial. El presente proyecto renueva vigencia a diversos aspectos de nuestro actual sistema, utilizando conceptos e institutos acuñados y aceptados, sean ellos el de “Presidente Municipal”, “Concejo Deliberante”, como así también las “categorías” de municipio, aspecto éste que si bien descarta el presente proyecto, queda implícitamente contemplado en la distinción que se formula y que gira alrededor del grado de autonomía asignado a los mismo, teniendo presente el tipo de ciudades que nos presenta la realidad provincial, básicamente en lo atinente a su densidad demográfica y la perspectiva que a su respecto no podemos soslayar para los tiempos por venir.

Sin perjuicio de ello, no puede soslayarse que cualquier reforma que se proponga al actual régimen municipal de nuestra provincia, debe informarse en la nueva exégesis que nos impone la reforma de la Constitución Nacional respecto del artículo 5º de la Constitución de 1953. Del juego armónico de las pautas normativas que nos proporcionan los artículos 5º, 6º, 123º de la Constitución Nacional a partir de su última reforma, debe la Convención Constituyente que integramos establecer el marco normativo de un “régimen Municipal” provincial que asegure su autonomía en el orden político, financiero, institucional y administrativo.

En lo que a ello refiere, se torna necesario que la nueva norma que debe plasmar la reforma respecto de la autonomía municipal se inscriba en la dirección que han tomado varias constituciones provinciales a partir de mil novecientos ochenta y seis, entre otras las Constituciones de Córdoba, San Luís y Misiones, en el que se han consagrado municipios autónomos de “categoría” superior, usando el término sólo para ejemplificar lo que se quiere expresar, determinados éstos por características específicas y facultados a dictarse sus propias “cartas constitutivas”.

En ese orden y en lo que es atinente a ello, han inspirado el presente trabajo la actual redacción de las constituciones referidas, como así también el criterio jurisprudencial iniciado a partir de los pronunciamientos de la Corte Suprema de Justicia en su precedente “Rivademar c/Municipalidad de Rosario” (Expte. Nº 2307) y “Municipalidad de Rosario c/Provincia de Santa Fe”, en los que se perfiló con mayor precisión el alcance de la autonomía municipal.

El presente proyecto se desarrolla en tres Capítulos y diecisiete artículos, cuatro menos de los que actualmente contienen los capítulos I, II y III de la actual Constitución. El orden escogido tiende en alguna medida a preservar los lineamientos generales de su actual redacción.

Resta señalar que en la faena de elaborar el presente proyecto de reforma, animado en el propósito de que el mismo sirva para mejorar la calidad institucional de nuestro pueblo, se ha visto inspirado no sólo en la experiencia proporcionada en mi vida política activa, como integrante en épocas diversas de la estructura de gobierno municipal de la ciudad de Federal, sino también en el aporte doctrinario de prominentes juristas que han abordado en tiempos recientes la problemática municipal, cuyas obras se especifican infra.

II.- Los alcances del régimen propuesto. Consideraciones políticas y jurídicas.

Corresponde formular en prieta síntesis las motivaciones que informan el contenido de cada una de los capítulos y sus normas específicas, señalando las motivaciones de algunas de sus normas específicas.

II.1.- Elementos caracterizantes del municipio.

El primer artículo del régimen que se propone, refiere a la definición del municipio en su moderna acepción, tratando de superar los otrora excluyentes criterios cualitativos y cuantitativos que plasmaron otros regímenes, entre ellos nuestros constituyentes de 1933 cuando optó por una caracterización sólo cuantitativa para la elevación a la categoría de municipio.

La realidad de hoy de nuestros centros urbanos y rurales, muy distinta a la vigente en los tiempos de la anterior reforma, con sus particulares connotaciones económicas, demográficas, políticas, junto a la mayor estructura administrativa del gobierno provincial, la crisis del vecinalismo en su acepción convencional, nos debe conducir a caracterizar al municipio en ésta reforma mediante la combinación de aspectos que conjuguen no sólo las pautas numéricas de población, sino también todos aquellos aspectos cualitativos, geográficos y humanos que nutren un conglomerado poblacional, con posibilidades ciertas de satisfacer necesidades comunes no sólo materiales sino también culturales, en cuyo ámbito pueda resultar posible la armonía del hombre con el medio ambiente a partir de sus recursos propios.

Entiendo por lo demás, que las categorías municipales, tal como las concibe el actual régimen, debe derogarse. El eje para su distinción debe orbitar hoy a partir de su mayor o menor grado de autonomía, contemplando las particulares realidades de las ciudades de nuestro interior provincial, en las que el crecimiento demográfico y sus crecientes y nuevas necesidades se ha hecho ostensible en los últimos años, muy distinta de la realidad que contemplo el constituyente de 1933, con necesidades y problemáticas nuevas que el Estado municipal debe abordar.

En este aspecto se ha abrevado en la legislación municipal de otras provincias con características similares en algunos casos, entre otras, la Ley Orgánica de Municipios de la Provincia de Santa Fe según su texto de la Ley 12065 del año 1985, como así también la Constitución de Córdoba dictada en los años ochenta y que ha receptado algunos aspectos de la moderna doctrina constitucionalista.

Asimismo y en consonancia con ello, se han estableciendo municipios con competencia para el dictado de sus propias “cartas orgánicas”, atendiendo no sólo al número de habitantes de nuestras principales ciudades sino también a la condición de cabecera de Departamento de las mismas, lo que en alguna medida contempla las particularidades de nuestro interior provincial, teniendo presente que son las cabeceras departamentales las que cuentan con delegaciones de los poderes administrativos del Estado Provincial, lo que hace de ellas ciudades con influencia particular sobre la región circundante.

Entre otros aspectos, debe tenerse presente que la actual Ley 3001 ha establecido una distinción en lo que refiere al número de integrantes de los Concejos Deliberantes de las ciudades de Concordia y Paraná, atendiendo a su mayor densidad demográfica respecto de las restantes, aspecto éste que entiende el suscrito debe quedar reglado y plasmado en la letra de la nueva constitución, razón ésta que a criterio del suscrito, justifica que sena las ciudades de mas de veinte mil habitantes las que cuenten con un Concejo Deliberante integrado por doce miembros.

Siguiendo los lineamientos de la Constitución de Santa Fe, se instituyen las “Comunas” como gobiernos de aquellos centros poblacionales menores a ocho mil habitantes, derogando en los hechos el sistema de Juntas de Fomento que instituyera la Constitución de mil novecientos treinta y tres.

En el presente proyecto se establece la necesidad de que las referidas Comunas sean gobernadas por dos órganos, como las restantes corporaciones municipales, contando sí con un cuerpo deliberativo mas reducido, teniendo presente su menor tamaño. Entiende el suscrito que el funcionamiento institucional de las Juntas de Fomento en nuestra provincia no ha sido bueno, dado que no en pocas oportunidades no ha sido respetada la voluntad popular, en la medida en que el actual sistema, al establecer una “elección indirecta” del Presidente Municipal por parte de los Vocales, no garantiza la elección de la persona que en los hechos encarna los proyectos políticos locales de gestión. Sabido es que por nuestra idiosincrasia, la expectativa queda siempre depositada en una persona que encare la función ejecutiva de la comunidad.

En ese orden, creo es hora de que las pequeñas localidades puedan elegir a sus autoridades en forma directa, en especial al jefe comunal.

II.2.- Reelección de los presidentes municipales. Inhabilidades.

Se consagra en el proyecto la reelección de los Presidentes municipales, admitiendo que su inclusión en el cuerpo constitucional puede resultar controversial. En los hechos, no puede soslayarse que dicho aspecto es el que ha despertado mayores debates en los últimos años de vida institucional en nuestra provincia, con posturas encontradas a su respecto. Cierto es también que la Constitución provincial reguló lo atinente a la reelección del Gobernador y su Vice, soslayando lo referente a los Presidentes Municipales sin mayores razones.

Creo conveniente que el texto constitucional recepte expresamente la reelección del Presidente Municipal para zanjar así una cuestión que ha traído disputa y que en los hechos ha zanjado la actual redacción de la Ley 3001.

En lo que refiere a las inhabilidades para ser integrante de los cuerpos municipales, se hace necesario establecer alguna pauta, en la necesidad de dotar a la política y a la vida institucional de lo que se da en llamar en los tiempos actuales “calidad institucional”. Por lo demás, si bien la Carta Constitucional de 1933 estableció algunas de ellas, la Ley 9768 permite la revisión de todo lo atinente a la idoneidad para el acceso a los cargos públicos.

Puede ser susceptible de mejora los alcances de la norma que estable la posibilidad de la suspensión del Presidente Municipal por parte del Concejo Deliberante, en la eventualidad de que el mismo se encuentre incurso en delitos contra la administración pública y en grado de investigación penal que torne insostenible su continuidad en el cargo.

Sin dudas que la norma puede merecer reparos constitucionales a la luz de lo normado en el Pacto de San José de Costa Rica, vigente en nuestro sistema por imperio de la ley 23054 y las normas específicas de la Constitucional Nacional. Tampoco viola las normas del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cuyas normas  constituyen derecho positivo vigente  en nuestro sistema jurídico.

Pero con poco que se analice los alcances de las normas y conceptos involucrados, debemos concluir que una exégesis adecuada a los tiempos nos advierte que no existe tal choque que merezca impugnación de constitucionalidad. Ello así, pues por idoneidad debemos entender no sólo la aptitud intelectual de una persona para el desempeño de una función específica sino también, su idoneidad moral y republicana para el desempeño de una función, lo que no existiría cuando el funcionario se encuentra sujeto como imputado por un delito de acción pública por delitos cometidos en el ejercicio de la función, sea ello por abuso de autoridad, violación de los deberes propios de su función, cohecho, malversación de caudales públicos, negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función, exacciones ilegales, enriquecimiento ilícito, en la medida en que el hecho pueda entorpecer la función o comprometer los intereses públicos.

En ese orden, no podemos soslayar que la recurrente invocación de los valores éticos para el ejercicio de la función, deben verse plasmados en la norma para que ello no sea una simple invocación. Frente a casos concretos en el tiempo reciente de funcionarios que en el ejercicio de la función pública fueron procesados o condenados por delitos como el enriquecimiento o por exacciones ilegales, quienes pese a ello continuaron sin pudor en el ejercicio de la función con amparo en una interpretación controvertida de las normas del Pacto de San José de Costa Rica, se torna menester establecer una facultad de intervención del órgano deliberativo, con la concreta facultad de suspender temporariamente en el ejercicio de la función al funcionario involucrado.

Ello no implica discriminación alguna para el ejercicio de la función pública.

Esa suspensión no implica menoscabo a derecho constitucional alguno, dado que implica solo una suspensión mientras dure el impedimento, esto es, la inidoneidad del mismo para el ejercicio de la función de que se trate. Ello no implica por lo demás violación del Principio de Inocencia que establece la Constitución Nacional, dado que sus alcances cobran rigor material en el ámbito específico del Derecho Penal.

La suspensión debe quedar sin efecto en forma inmediata en la medida en que la justicia penal consagre la revocación de la resolución en que pudo fundarse la suspensión o, en su caso, con la absolución del encartado. Mas aún, debe entenderse que cualquiera de los referidos extremos debe reponer al funcionario en sus funciones, no obstante que lo resuelto haya sido materia de recursos ordinarios o extraordinarios por parte de fiscales o querellantes.

Por último, entiende el suscrito que los precisos alcances de las inhabilidades, deben ser establecidos en el ámbito provincial mediante el dictado de una ley de ética pública que pueda adecuarse a cada tiempo, siguiendo la línea directriz que se establece en las normas de la Constitución.

La norma legal que a su respecto debe dictar la legislatura, debe precisar los alcances de la inidoneidad e inhabilidad en la función pública, en aquellos casos en que los aspirantes o funcionario se encuentren sujetos a la investigación judicial en las particulares hipótesis y delitos que se han especificado, estableciendo los alcances precisos de la probidad, idoneidad, incompatibilidades que debe exigirse y resguardarse.

II.3.- Necesidad de reglar lo atinente a la intervención de los órganos municipales por parte del Gobierno Provincial.

Uno de los aspectos que los constituyentes de mil novecientos treinta y tres no contemplaron, fue lo atinente a la intervención por parte del Gobierno Provincial de los órganos municipales. En líneas generales, entiende ésta parte que su procedimiento debe guardar similitud al que consagra la Constitución Nacional para las intervenciones de provincias.

En el caso, se establece qué presupuestos objetivos deben reunirse para que sea procedente la intervención, de manera de no crear una potestad arbitraria al Gobierno Provincial que termine avasallando las autonomías de los municipios y su funcionamiento institucional. La intervención de la legislatura provincial dictando la ley de intervención constituye una garantía necesaria para el regular funcionamiento del instituto.

En lo que refiere a los presupuestos objetivos excepcionales que deben configurarse para habilitar la intervención, no se incluye el supuesto de “conflicto de poderes”. Ello así, pues en nuestro actual sistema, el referido supuesto debe dirimirlo en Superior Tribunal de Justicia, con competencia exclusiva y originaria, procedimiento que evitaría en no pocos casos evitar la necesaria intromisión de la autoridad provincial con detrimento del principio de autonomía municipal.

II.4.- Centros rurales de población.

El presente proyecto omite el tratamiento de los llamados “Centros rurales de población”, en la convicción de que ello debe ser regulado e insertado en un marco normativo propio y específico del régimen de poblaciones rurales, en cuyo marco debe regularse lo atinente a ello y a lo relativo a las Juntas de Gobierno que prevé nuestro sistema provincial.

La presente reseña sólo tiende a informar sobre los lineamientos básicos del proyecto, el que será sin dudas enriquecido con el aporte del Cuerpo que usted preside.

Mario R. Heyde

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCION VIII

Régimen de Municipalidades y Comunas

Capítulo I

Disposiciones Generales:

Artículo 1: Todo núcleo de población estable de mas de mil habitantes que por su comunidad de intereses y por su capacidad de desarrollo económico y cultural, cuente con vida propia y pueda organizar la gestión autónoma de sus necesidades comunes, constituirá un Municipio o Comuna que la ley deberá reconocer, el que será gobernado por una corporación con arreglo a las prescripciones de la Constitución Nacional y Provincial y la Ley Orgánica de Municipios, debiendo la ley determinar su ejido con arreglo a la efectiva prestación de sus servicios y necesidades comunes.

Artículo 2: La presente constitución reconoce en el ámbito provincial tres tipos de municipios.

Las ciudades que se conformen con centros de población de más de veinte mil habitantes dentro de su ejido y, que al mismo tiempo sean cabecera administrativa de Departamentos provinciales, gozaran de autonomía política, administrativa, económica, financiera e institucional, estando las mismas facultadas para dictarse su propia Carta Orgánica Municipal con arreglo a la presente constitución.

Los centros de población que tengan más de ocho mil habitantes y no superen los veinte mil, dentro de sus respectivos ejidos, serán gobernados por Municipalidades que gozarán de autonomía política, administrativa, económica y financiera.

Los centros de población de más de mil y menos de ocho mil habitantes, serán gobernados por Comunas que gozaran de autonomía política, económica, administrativa y financiera, con arreglo a las disposiciones de la Ley Orgánica respectiva.

Los censos nacionales o provinciales, legalmente practicados y aprobados, determinarán los tipos de gobiernos que determina la presente constitución, cuya reglamentación contemplará la Ley Orgánica de Municipios.

Artículo 3: Autonomía e Intervención: Los Municipios y Comunas gozaran de todas las atribuciones, funciones y deberes necesarios para la eficaz gestión de sus intereses locales, siendo independientes de todo otro poder en el ejercicio de sus funciones y competencias propias, conforme la presente Constitución y las leyes que en su consecuencia se dicten.

Tendrán facultades para crear, recaudar y disponer libremente de sus recursos provenientes de tributos que establezcan en su jurisdicción. Tendrán participación en los tributos directos, indirectos que recaude la provincia y nacionales coparticipables, conforme a un régimen especial que asegure a todas una distribución proporcional, inmediata y simultanea de los mismos, garantizando un mínimo de participación del cincuenta por ciento (50%) del producido de tributos provinciales directos de base territorial.

La legislatura provincial podrá intervenir por ley el gobierno municipal de los Municipios y Comunas cuya vigencia reconoce la presente constitución, en caso de acefalía total o cuando su situación institucional se encuentre subvertida afectando gravemente la prestación de sus servicios esenciales y el cumplimiento de sus fines específicos.

La ley que disponga la intervención deberá contar con el voto favorable de los dos tercios de los miembros de cada Cámara, la que no podrá exceder de noventa días, autorizando al Poder Ejecutivo Provincial a designar un Comisionado Municipal para que normalice el funcionamiento del municipio y convoque a elecciones de autoridades que completarán el período respectivo.

Las facultades del Comisionado Municipal tendrán por objeto garantizar el funcionamiento de los servicios públicos básicos, el funcionamiento administrativo y los fines propuestos por la ley que disponga la intervención.

Artículo 4: Cuerpo electoral: El cuerpo electoral de los Municipios y Comunas se conformará con:

1º) Los electores con domicilio dentro del ejido municipal correspondientes al padrón cívico nacional.

2º) Los extranjeros mayores de edad que residan en el ejido municipal, que acrediten tres años de residencia inmediata en el municipio al tiempo de su inscripción en el padrón, quienes deberán acreditar además el pago de impuestos directos o Tasas del municipio en el que residan. La Junta Electoral municipal confeccionará un padrón especial de extranjeros.

Artículo 5: Las Municipalidades y Comunas, como personas jurídicas públicas, podrán ser demandadas ante los tribunales ordinarios provinciales, sin necesidad de autorización previa o privilegio alguno. Si fueren condenadas al pago de una deuda, podrán ser ejecutadas en la forma ordinaria y embargadas sus rentas, si transcurrido un año desde la fecha en que el fallo condenatorio quedó firme, el órgano respectivo no haya presupuestado los recursos para efectuar el pago. Quedan exceptuadas de ésta disposición, las rentas o bienes especialmente afectados en garantía de una obligación. Serán inembargables las rentas que al efecto determine la Ley Orgánica de Municipios.

Ley Orgánica Municipal:

Artículo 6: La legislatura provincial dictará la Ley Orgánica de Municipios, cuyas disposiciones deberán asegurar el funcionamiento del régimen municipal y Comunal instituido en la presente Constitución con arreglo a los principios que la misma consagra, previendo el régimen para el reconocimiento de nuevos municipios. Dicha norma proverá respecto del funcionamiento de los municipios que no tengan autonomía institucional, debiendo la misma consagrar la autonomía municipal en sus restantes aspectos y el control de sus órganos de gobierno.

Derecho de iniciativa, referéndum y destitución de funcionarios:

Artículo 7: La Ley Orgánica de Municipios y Comunas deberá reglamentar el derecho de iniciativa de ciudadanos, referéndum, inhabilidades y destitución de funcionarios electivos, con arreglo a las disposiciones de la presente constitución. Deberá también proveer un procedimiento breve para el reemplazo de autoridades en los casos de acefalía parcial de las autoridades municipales y comunales o de suspensión temporaria de las mismas.

Capitulo II

Disposiciones específicas:

Municipios:

Artículo 8: Los municipios de más de veinte mil habitantes que gocen de autonomía institucional, serán gobernados por municipalidades, las que estarán compuestas de dos Departamentos: uno Deliberativo y otro Ejecutivo, cuyos miembros serán elegidos directamente por el pueblo. El cuerpo deliberativo se denominará Concejo Deliberante y estará compuesto por doce miembros elegidos directamente por el cuerpo electoral de sus respectivos ejidos, mediante sistemas de elección proporcional que garanticen la genuina participación de las minorías. El Departamento Ejecutivo será ejercido por un Presidente Municipal que durará cuatro años en sus funciones y puede ser reelecto por un solo período consecutivo en el cargo, pudiendo ser reelecto de manera indefinida por períodos alternados.

Atribuciones de sus órganos:

Artículo 9: El Concejo Deliberante tendrá por objeto sancionar ordenanzas y dictar resoluciones en los asuntos contenciosos-administrativos que ante la municipalidad se promuevan. El Departamento Ejecutivo tendrá por objeto hacer cumplir las ordenanzas y resoluciones de la municipalidad y representar a ésta en todos sus actos.

Carta Orgánica Municipal:

Artículo 10: Los municipios a los que la presente constitución les reconoce autonomía institucional, podrán dictar su Carta Orgánica Municipal, las que serán sancionadas por las convenciones que al efecto convoque la autoridad municipal mediante el dictado de la Ordenanza respectiva, la que será aprobada con los dos tercios de sus miembros. La convención que al efecto se convoque se integrará con el doble de miembros del Concejo Deliberante, elegidos mediante el voto directo y por un sistema de representación proporcional que asegure la participación de las minorías. Para ser convencional municipal se requieren los mismos requisitos que la presente constitución establece para la elección de concejales, estando sujetos a las mismas inhabilidades.

Las Cartas Orgánicas Municipales serán reformadas, debiendo dictarse para ello la Ordenanza respectiva que declare la necesidad de su reforma, la que deberá ser aprobada con los dos tercios de los miembros del Concejo Deliberante, conforme el sistema de sanción de las mismas.

La elección de los constituyentes municipales deberá hacerse mediante convocatoria separada de otras elecciones provinciales o nacionales.

Las Cartas orgánicas municipales deben contener normas que aseguren: A) Requisitos y procedimiento para su modificación. B) Sistemas de control de gestión con intervención efectiva de las minorías. C) Órganos de control integrados conforme el inciso anterior. D) Procedimientos y requisitos para la revocatoria de mandatos. D) Mecanismos de integración de Consejos Consultivos.

Municipios sin autonomía institucional:

Artículo 11: Los centros de población de más de ocho mil habitantes se compondrán de dos Departamentos: uno Ejecutivo ejercido por un Presidente Municipal y otro Deliberativo ejercido por un Concejo deliberante, el que se compondrá de diez miembros elegidos de la misma forma. El Departamento Ejecutivo será ejercido por un Presidente Municipal, en los mismos términos del artículo anterior, siendo las funciones de sus órganos las que se prevé el artículo 8.

Comunas:

Artículo 12: Los centros de población de menos de ocho mil habitantes serán gobernados por Comunas, las que gozarán de autonomía financiera, económica, administrativa y política, compuestas por un Departamento Ejecutivo ejercido por un Presidente Comunal y un Departamento Deliberativo ejercido por un Concejo Deliberante compuesto de cinco miembros. La Ley Orgánica de Municipios establecerá lo atinente a las demás condiciones para su existencia y control administrativo y financiero de sus actos de gobierno.

Integración de sus órganos: Requisitos.

Artículo 13: Los integrantes del Departamento Ejecutivo y Deliberativo gozaran durante su ejercicio de la remuneración que fije la ordenanza de presupuesto, gozando también por el período de sus funciones de las inmunidades que la Constitución Provincial establece para legisladores y Gobernador provincial.

Artículo 14: Para ser integrante del Concejo Deliberante de las municipalidades será necesario ser mayor de treinta años de edad, ser vecino con residencia mínima anterior en el ejido de dos años, ejercer una industria o actividad lícita lucrativa o abonar tasas municipales. Para ser Presidente Municipal se requiere ser ciudadano argentino, tener no menos de treinta años de edad, tres años de residencia inmediata en el ejido y no estar comprendido en las siguientes prohibiciones:

Sin perjuicio de los supuestos específicos que establezca la Ley Orgánica respectiva, no pueden ser electos Presidentes Municipales, Presidentes Comunales o Concejales:

a) Los condenados por delitos mientras no hayan cumplido todas sus penas.

b) Las personas que estén inhabilitadas para ocupar cargos públicos, mientras dure la inhabilitación.

c) Los deudores del fisco municipal que estando ejecutados legalmente no hubieran cancelado sus deudas.

d) Los quebrados fraudulentos no rehabilitados, como así también quienes estuviesen privados de la libre administración de sus bienes.

e) Los que desempeñaren cargos que por la presente Constitución y por las leyes sean incompatibles con el cargo de Presidente Municipal, Presidente Comunal o Concejal.

f) Los que hubiesen sido condenados con sentencia firme por delitos que merezcan penas de reclusión, por delitos contra la propiedad, contra la administración pública o contra la fe pública.

El Concejo Deliberante Municipal podrá suspender en sus funciones con el voto favorable de la mitad mas uno de sus miembros a aquellos funcionarios que se encuentren procesados por decisión judicial firme por delitos contra la administración pública, o cuando en el marco de su investigación penal se cuente con un pronunciamiento firme respecto de la necesidad del dictado de un juicio condenatorio o absolutorio.

Artículo 15: Los Concejos Deliberantes municipales se compondrán del número de miembros titulares que establece la presente constitución, debiendo elegirse igual número de suplentes, mediante un sistema de elección proporcional que garantice la participación de las minorías. Serán presididos por uno de sus miembros y éstos durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones. Su renovación se hará totalmente pudiendo ser reelectos.

Capitulo III

Competencia material:

Artículo 16: Será competencia de los gobiernos municipales:

a) Convocar a los comicios para la elección de sus autoridades y funcionarios, estando facultades para juzgar la validez o nulidad de las elecciones.

b) Designar y remover a los funcionarios y empleados municipales, asegurando la carrera administrativa y la estabilidad en el empleo para los últimos.

c) Establecer mediante ordenanza el presupuesto de gastos y cálculo de recursos.

d) Establecer y aumentar el monto de los tributos de los servicios que preste.

e) Administrar y disponer de sus bienes y rentas para el logro de sus fines específicos, garantizando el debido contralor de sus órganos.

f) Contraer empréstitos con objetos específicos, debiendo para ello contar con dos tercios de la totalidad de los miembros del Concejo, no pudiendo ser destinados a otros fines. En ningún caso la amortización de empréstitos podrá comprometer más de la cuarta parte de sus ingresos.

g) Dictar las normas que fueren necesarias para el logro de sus fines y el eficaz funcionamiento político y administrativo.

h) Crear la jurisdicción de faltas y contravenciones en su ejido, garantizando la independencia de la misma respecto de los demás poderes municipales y la estabilidad de sus funcionarios y la intangibilidad de sus haberes, regulando el procedimiento administrativo y régimen de faltas.

i) Llevar a cabo previa licitación las obras necesarias útiles para los habitantes de su jurisdicción, prestar los servicios públicos necesario para la satisfacción de necesidades, sea en forma directa o a través de terceros, regular lo atinente a salubridad pública, moralidad, tránsito, urbanismo, equilibrio ecológico, educación, polución ambiental, medio ambiente, seguridad, higiene, ancianidad, discapacidad, como así también aquellas que la presente constitución no reserve exclusivamente al Gobierno Provincial, ejerciendo respecto de la mismas el poder de policía.

j) Dictar las normas necesarias para el planeamiento urbano, estando facultadas para disponer restricciones administrativas al dominio, sin afectar el goce efectivo del derecho, disponiendo respecto de la utilidad pública de las propiedades y la expropiación de las mismas con arreglo a las leyes nacionales.

k) Enajenar en subasta pública y gravar los bienes municipales, con los dos tercios de la totalidad de los miembros del Concejo Deliberante.

l) Ejercer las funciones delegadas por el Gobierno Nacional y Provincial.

ll) Celebrar con otros municipios y con el gobierno provincial convenios para el desarrollo de intereses comunes, la cooperación técnica y financiera de actividades de interés común de sus respectivas competencias, constituir organismos intermunicipales para la prestación de sus servicios, celebrar convenios con organismos descentralizados nacionales y provinciales para el ejercicio coordinado de facultades concurrentes y propias.

m) Consultar mediante referéndum vinculante destinado a la sanción, reforma o derogación de normas de alcance general.

n) Ejercer el poder de policía respecto de las materias vinculadas a la justicia de falta, creando para ello los órganos necesarios para ello.

ñ) Tendrá a su cargo todas aquellas funciones y atribuciones estatales necesarias para el bienestar de sus  vecinos y la satisfacción de los intereses generales de su jurisdicción, a excepción de aquellas funciones exclusivas que la presente constitución reserva al Gobierno Provincial.

Recursos:

Artículo 17: Los recursos municipales serán los que seguidamente se enumeran, sin perjuicios de los que ulteriormente establezca la ley respectiva:

a) Lo recaudado en concepto de tributos, sean estos Tasas por servicios, Contribución de mejoras por obras, patentes, multas por contravenciones o faltas, conforme los principios generales de la tributación consagrados en la presente Constitución y la Constitución Nacional.

b) La coparticipación de impuestos de competencia provincial, con arreglo a la presente constitución y las leyes que al efecto se dicten.

c) Los provenientes de operaciones de crédito y rentas de sus bienes.

HEYDE

–A la Comisión de Régimen Municipal.

IX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 657)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:

Incorpórase como nuevo artículo de la Constitución Provincial con el siguiente texto:

Art...: “Las aguas de dominio público de la Provincia están destinadas a satisfacer las necesidades de consumo y producción.

Los poderes públicos preservan la calidad y reglan el uso y aprovechamiento de las aguas superficiales o subterráneas que integran el dominio de la Provincia.

El uso de las aguas del dominio público destinadas a las necesidades de consumo de la población es un derecho de ésta y no puede ser objeto de concesiones a favor de personas privadas.

Los usuarios del agua pública tienen participación en todo lo concerniente al aprovechamiento de aquélla.

El uso de las aguas del dominio público destinadas al riego es un derecho inherente a los predios en beneficio de los cuales se concede, respetando su función social y económica.

La Provincia regula el aprovechamiento de los ríos interprovinciales que nacen o atraviesan su territorio, mediante leyes o tratados con las otras provincias ribereñas”.

Art...: De forma.

ROGEL – ARRALDE – CEPEDA – VILLAVERDE – BRASESCO.

FUNDAMENTOS

Teniendo en cuenta la importancia geopolítica de los recursos naturales y lo dispuesto en el Artículo 124 de la Constitución nacional creemos conveniente dedicarle especialmente una nueva Sección a este tema en la Constitución provincial, reconociendo a la tierra y el agua como los recursos naturales mas importantes y explotados por el hombre.

El artículo propuesto reafirma la potestad del estado sobre el agua y su deber de reglamentar su uso y aprovechamiento, sea para consumo o para la producción, reconociendo el derecho de los usuarios a participar en las decisiones que al respecto se tomen.

En los últimos años se ha podido palpar la importancia geopolítica de este preciado recurso natural, con el advenimiento de nuevas tecnologías para su potabilización, la transferencia de grandes extensiones de tierra lindantes a cursos de agua a manos de capitales extranjeros, etc.

Por estas razones, y por las que se darán en Comisión y en el plenario, solicitamos de este cuerpo la aprobación del presente proyecto.

Fabián D. Rogel – Juan C. Arralde – Silvina E. Cepeda – Rubén A. Villaverde –Luis A. Brasesco.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

X

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 658)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:

Incorpórense como nuevos artículos de la Constitución Provincial con el siguiente texto:

“Art...: Son del dominio originario exclusivo, inalienable e imprescriptible de la Provincia los recursos naturales, superficiales y subyacentes, renovables y no renovables y los contenidos en agua, su lecho y las islas, inclusive los que hasta la fecha fueren administrados y regulados por el Estado Nacional. La Legislatura dictará leyes de protección de este patrimonio con el objeto de evitar la explotación y utilización irracionales.”

“Art...: La tierra es un bien permanente de producción y desarrollo. Cumple una función social, debe estar en manos de quien la trabaja, evitando la especulación, el desarraigo y la concentración de la propiedad. El Estado fomentará la explotación directa de la tierra por sus propietarios, pudiendo dictar normas impositivas en ese sentido, garantiza su preservación y recuperación procurando evitar tanto la pérdida de fertilidad como la erosión y regulando el empleo de las tecnologías de aplicación.”

“Art...: Las operaciones de enajenación del dominio de inmuebles rurales a personas físicas o jurídicas extranjeras serán reguladas por el Estado, no podrán transferirse a una misma persona física o jurídica extranjera, en forma continua o discontinua, mas de dos (2) unidades económicas; deberán acreditar la capacidad patrimonial, origen de los fondos y sustentabilidad social y ambiental del proyecto productivo; la propiedad adquirida no podrá afectarse como garantía ante personas físicas o jurídicas públicas o privadas extranjeras; a tal fin se creará un registro especial para estas transferencias.”

“Art...: La colonización rural será ejecutada por el Estado mediante la entrega en propiedad de tierras fiscales con pago a largo plazo o en concesiones vitalicias hereditarias, a trabajadores rurales u otras personas físicas que no sean propietarias de una unidad económica, y se ajustará los siguientes principios:

a) distribución por unidades económicas;

b) explotación directa y racional por el adjudicatario, fortaleciendo la familia campesina y la economía agraria;

c) adjudicación preferencial a organizaciones cooperativas;

d) suficiencia y seguridad del crédito oficial, con destino al bienestar y la producción;

e) trámite sumario para el otorgamiento de los títulos una vez cumplidas las exigencias legales, por parte de los adjudicatarios;

f) reversión por vía de expropiación a favor de la Provincia en caso de incumplimiento de los fines de la colonización, a cuyo efecto la ley declarará de interés social la tierra que se adjudique, o la resolución del contrato en su caso;

g) la prohibición de adjudicar lotes a sociedades mercantiles, cualquiera sea su forma, salvo cuando el destino de la tierra en pequeñas parcelas sea para la radicación de industrias.”

Art...: De forma.

CEPEDA – MONGE – ARRALDE – DE PAOLI – GUY – BRASESCO – ROGEL – VILLAVERDE – ALLENDE (Clidia).

FUNDAMENTOS

Teniendo en cuenta la importancia geopolítica de los recursos naturales y lo dispuesto en el Artículo 124 de la Constitución nacional creemos conveniente dedicarle especialmente una nueva Sección a este tema en la Constitución provincial, reconociendo a la tierra y el agua como los recursos naturales más importantes y explotados por el hombre.

Comienza el articulado propuesto con la reafirmación del dominio originario por parte de las provincias de los recursos naturales y la responsabilidad del Estado para dictar las normas tendientes a su protección, en consonancia con lo expresado en el mencionado Artículo 124 de la C.N.

Luego se detalla el alcance y finalidad que la Constitución provincial le da a la propiedad, propiciando la tenencia y explotación de la tierra por sus propietarios, a fin de contrarrestar la concentración de la propiedad agraria sobre todo, tal como lo develara el último Censo Nacional Agropecuario de 2.002, en donde el 10% de las explotaciones agropecuarias más grandes del país concentraba el 78% del total de hectáreas registradas, en tanto el 60% de las explotaciones más pequeñas solo reunía el 5% de hectáreas registradas. Sigue luego con uno de los mayores problemas que debe afrontar nuestro país y al que no es ajeno nuestra Provincia, como el de la extranjerización de la tierra, proponiendo una serie de pautas a cumplir, sin perjuicio de la legislación específica que se deberá sancionar para poder el Estado asumir su responsabilidad de contralor de tan preciado recurso natural y geopolítico. Es de destacar que en los últimos años, nuestro país ha sufrido un proceso de pérdida de soberanía y de recursos naturales, así como de concentración de la tierra en capitales extranjeros, así lo advierten entre otras publicaciones e investigaciones el libro “Una Tierra Para Todos” editado por la Oficina del Libro de la Conferencia Episcopal Argentina.

A continuación y referido a la tierra fiscal, se esbozan algunos principios de una reforma agraria, tan necesaria y tan retrasada en nuestro país.

Por estas razones, y por las que se darán en Comisión y en el plenario, solicitamos de este cuerpo la aprobación del presente proyecto.

Silvina E. Cepeda – Jorge D. Monge – Juan C. Arralde – Griselda L. De Paoli – Raúl D. Guy – Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel –Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende.
–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 659)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Articulo 1º) Incorpórase como sección nueva de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos la siguiente:

“Participación Ambiental Comunitaria” (PAC)

Articulo…: El Estado Provincial reconoce la necesidad de incorporar la dimensión ambiental a la estructura curricular de los distintos niveles y modalidades educativas como un componente que permita ampliar la relación interdisciplinaria y, por tanto, posibilite una mejor comprensión de los problemas ambientales y de estilos de vida sustentables.

El Estado a través de su legislación, garantizará y promoverá la creación de espacios o escenarios para la participación y decisión comunitaria de todo entrerriano; en programas y/o directrices inclusivas de capacitación, con el objetivo de fortalecer las habilidades personales y aptitudes ecológicas y culturales de cada localidad de la Provincia, que así lo requiera; con carácter pluralista e integral; que se relacionen con la promoción de ambientes y estilos de vida sustentables.

Articulo…: El Estado implementará Programas de Educación Ambiental dirigidos a diferentes sectores y grupos de la población, fomentará la comprensión pública y política sobre la protección del medio y complementará Programas Nacionales en el ámbito de la provincia de Entre Ríos.

Articulo…: El Estado garantiza a todo entrerriano un Desarrollo a Escala Humana (DEH), mediante el impulso e implementación de estrategias políticas, económicas, sociales y ecológicas compatibles entre el derecho a un ambiente sustentable y el derecho al desarrollo productivo imperante en la región en cuestión. El Estado creará bases de datos capaces de medir las heterogeneidades estructurales y especificidades psico-culturales de las regiones, así como las potencialidades de estas diversidades.

ARRALDE – VILLAVERDE – GUY – MONGE – CEPEDA – DE PAOLI – ROGEL – BRASESCO.

FUNDAMENTOS

La falta de una planificación urbana ambiental y el crecimiento de la población urbana, ha llevado a una ocupación desordenada del entorno con consecuencias ambientales y sociales sumamente graves. La ciudad moderna se nutre casi por completo de la producción para el mercado (en el caso de las ciudades de los países empobrecidos, priorizando el mercado externo) y tiñe con el mismo color las relaciones interhumanas en el contexto urbano. No existe un “Ordenamiento Territorial Ambiental”. Se encara la temática de manera: separada, paralela; cuando en realidad debe ser integrada con el desarrollo a escala humana; desde diferentes alternativas.

Se ha destacado la importancia de instrumentar programas o proyectos formativos, dirigidos a diferentes sectores y grupos de la población, para fomentar la comprensión publica y política sobre la protección del medio, así como la necesidad de incorporar la dimensión ambiental a la estructura social de los distintos niveles, no como un área técnica anexa a los contenidos programáticos, sino como un componente que permita ampliar la relación interdisciplinaria y, por lo tanto, posibilite una mejor comprensión de los fenómenos ambientales1. Ambientalizar el Currículo2.

Adherimos a la iniciativa de llegar a establecer estrategias que permitan instalar la cultura de la “calidad de vida” por la que lucha la promoción Ambiental. Que involucre a las autoridades gubernamentales, técnicas y a los ciudadanos en general, en acciones específicas de promoción del ambiente, resaltando la función gubernamental, la participación social y la responsabilidad en la búsqueda de las condiciones idóneas para una vida sana.

Lograr que el Habitante de una Comunidad o un Barrio tome conciencia del entorno y se interese por él y por sus problemas conexos y que cuente con los conocimientos, aptitudes, actitudes, motivación y deseos necesarios para trabajar individual y colectivamente en la búsqueda de soluciones a los problemas actuales, y para Prevenir los que pudieran aparecer en lo sucesivo.

Se destaca la importancia de asociar la variable ambiental, no sola vinculada a la mera adquisición de conocimientos sobre el ambiente, sino también, darle espacio al desarrollo de competencias éticas, críticas y estratégicas3. Logrando una movilización que desarrolle maneras democráticas de intercambio, dirigidas a incorporar de manera activa y consciente la reflexión y definición de propuestas creativas para el desarrollo de entornos saludables y la solución de problemas que constituyen condicionantes negativos en la salud de las personas y la comunidad; lo que requerirá, en todos los casos, la concertación de voluntades y recursos políticos, institucionales y comunitarios.

El carácter insular y aislado de las demandas, que persiguen un desarrollo sustentable, en general, se materializan como quejas individuales o, escasamente grupales, que, en su mayoría no tienen respuesta. Las causas son básicamente, la insuficiencia o inexistencia de servicios de saneamiento y de un entorno adecuado, no solo biofísico, sino sociocultural. Por esto entendemos que, a los efectos de obtener las respuestas esperadas, es necesario sistematizar las demandas.

El concepto tradicional de Ambiente, reduce a este a lo meramente ecológico o anexo a lo natural, desconociendo, que el desarrollo a escala humana, mantiene una íntima relación con un todo. El espacio en el que queremos transitar, corresponde a una de las tres esferas de desarrollo e interacción personal y social: El uno-mismo (esfera de identidad);  El otro (esfera de alteridad) y EL AMBIENTE (esfera de desarrollo con “oikos” = “casa”= “todo”)2. En esta ultima esfera, se dan las relaciones con el ambiente biofísico, mediada por las esferas de las relaciones personales y sociales. Este marco de desarrollo permite, incorporar a los reales conocedores de las condiciones ambientales de cada localidad, sus Habitantes, quienes viven en condiciones ambientales no satisfactorias y quienes sufren sus consecuencias. Por lo tanto, consideramos que la solución pasa por diseñar una propuesta elaborada en forma interactiva, participativa y creativa.

El espacio o lugar desde el que percibimos la complejidad ambiental, nos lleva a una construcción social, del “Impulsar la innovación”. Creyendo, en que “…el éxito de los proyectos depende en gran parte de la capacidad para generar la innovación en varios ámbitos. Para lograrlo hay que crear un clima que sea conducente al cambio; comienza con el reconocimiento de que la innovación es necesaria y posible y que sus inevitables riesgos son aceptables. Las comunidades siempre tienen un enorme potencial que no es habitualmente convocado, ni reconocido. Cuando los ciudadanos identifican sus problemas tienen la posibilidad de resolverlos, siempre y cuando tengan las condiciones para hacerlo. Es importante en este tipo de experiencias, la sistematización de las mismas y la evaluación: las propuestas innovadoras pueden ser informaciones de procesos muy útiles para el diseño de nuevas políticas y resoluciones exitosas de viejos problemas”4.

Es así, que si queremos evaluar un medio socioambiental cualquiera, en función de las Necesidades Humanas, no basta con comprender cuáles son las posibilidades que se pone a disposición de los grupos o de las personas para realizar sus necesidades. Es preciso examinar en qué medida el medio reprime, tolera o estimula que las posibilidades disponibles o dominantes sean recreadas y ampliadas por los propios Individuos o Grupos que lo componen.

Son los satisfactores los que definen la modalidad que una cultura o una sociedad imprime a las necesidades. Los satisfactores no son los bienes económicos disponibles, sino que están referidos a todo aquello que, por representar formas de Ser, Tener, Hacer y Estar, contribuye a la realización de las necesidades humanas. Pueden incluir, entre otras cosas, formas de organización, estructuras políticas, prácticas sociales, condiciones subjetivas, valores y normas, espacios, comportamientos y actitudes; todas en una tensión permanente entre consolidación y cambio.

Ya no se trata de relacionar las necesidades solamente con los bienes y servicios que presuntamente las satisfacen, sino de relacionarlas además con prácticas sociales, tipos de organización, modelos políticos y valores que repercuten sobre la forma en que se expresan las necesidades. Bastará tan sólo con proponérnoslo para que podamos detectar de qué modo los satisfactores y bienes disponibles o dominantes limitan, condicionan, desvirtúan (o, por el contrario, estimulan) nuestras posibilidades de vivir las necesidades humanas. Podemos, sobre esa base, pensar las formas viables de recrear y reorganizar los satisfactores y bienes de manera que enriquezcan nuestras posibilidades y reduzcan nuestras frustraciones.5

Es por esto que cuando el objeto de estudio es la relación entre los Seres Humanos, la Sociedad y el Ambiente, la universalidad de lo subjetivo no se puede soslayar. El carácter social de la subjetividad es uno de los ejes de la reflexión sobre el ser humano concreto. No existe imposibilidad alguna de juzgar sobre lo subjetivo. Lo que existe, más bien, es miedo a las consecuencias que pueda tener tal discurso. Hablar de necesidades humanas fundamentales, obliga a situarse desde la partida en el plano de lo subjetivo-universal, lo cual torna estéril cualquier enfoque mecanicista.4

La idea es perseguir un Desarrollo a Escala Humana, el cual no excluye metas convencionales como crecimiento económico para que todas las personas puedan tener un acceso digno a bienes y servicios. La diferencia respecto de los estilos dominantes radica en concentrar las metas del desarrollo en el proceso mismo del desarrollo. En otras palabras, que las necesidades humanas fundamentales pueden comenzar a realizarse desde el comienzo y durante todo el proceso de desarrollo; o sea, que la realización de las necesidades no sea la meta, sino el motor del desarrollo mismo. Ello se logra en la medida en que la estrategia de desarrollo sea capaz de estimular permanentemente la generación de satisfactores sinérgicos. Integrar la realización armónica de necesidades humanas en el proceso de desarrollo, significa la oportunidad de que las personas puedan vivir ese desarrollo desde sus comienzos, dando origen así a un desarrollo sano, autodependiente y participativo, capaz de crear los fundamentos para un orden en el que se pueda conciliar el crecimiento económico, la solidaridad social y el crecimiento de las personas y de toda la persona4; en relación armónica con su ambiente.

El desafío que esta teoría propone estriba en que políticos, planificadores, promotores y los Actores del Desarrollo sean capaces de manejar el enfoque de las Necesidades Humanas, para orientar sus acciones y aspiraciones, se requiere por tanto un enfoque transdiciplinario, en el que la política, economía, ambiente, y salud converjan hacia un mismo resultado. La construcción social inédita.

Se impone así, un nuevo esquema de mejoramiento de la calidad de vida de la población que se sustenta en el respeto a la diversidad biológica y cultural y renuncia a convertir a las personas en instrumentos de otras personas y a los países en instrumentos de otros países. De esta manera, el desarrollo, visto de esta manera, disminuye la dependencia económica, protege la subsistencia, incentiva la participación y creatividad, refuerza la identidad cultural y se logra un entendimiento de las tecnologías y procesos productivos4.

A fin de lograr que las nuevas ideas del Desarrollo a Escala Humana (DEH) se confronten, discutan y profundicen con aquellas ideas hasta ahora dominantes en los espacios de las políticas públicas es necesario: Crear bases de datos capaces de medir las heterogeneidades estructurales y especificidades psico-culturales de las regiones, así como las potencialidades de estas diversidades. Esto medirá las variables relevantes del DEH. El impulso de la participación popular en los sistemas de producción de información haciendo la estadística accesible y relevante para los intereses de las personas, la creación de bancos de ideas (proyectos e iniciativas), la modificación de los currículos de enseñanza en los centros de educación superior para incluir esta nueva reflexión sobre Alternativa de Desarrollo en sus aspectos metodológicos, propositivos y epistemológicos a fin de evitar el monopolio de las ideologías clásicas y reduccionistas, el mejoramiento de la formación de educadores y promotores del desarrollo para que sean consistentes con los principios del DEH.6

Uno de los caminos más importantes para la construcción del Desarrollo Humano Sostenible es el fortalecimiento de la participación ciudadana a través de la formación del recurso humano, la gerencia y la gestión de proyectos que respondan a las necesidades sentidas de la población. Participar es organizar mejor y más eficientemente las instituciones para hacer del desarrollo humano fuente de oportunidades para todos, especialmente para los más desfavorecidos.7

Se intenta llegar a una comunidad: [...] que crea y/o mejora constantemente sus entornos físicos y sociales y amplía aquellos recursos de la comunidad que permiten el apoyo mutuo de las personas para realizar todas las funciones vitales y conseguir el desarrollo máximo de sus potencialidades.8

La presente propuesta ante la Convención, encuentra sustento en lograr Sujetos Participes de un Espacio, con mas operatividad y contacto directo en la relación Sociedad-Ambiente, que identifique, registre, promueva, y estimule conductas y acciones individuales y solidarias de manejo y promoción de una vigilancia ambiental de valoración de la calidad de vida al nivel de los Hogares, del Barrio, de la Ciudad y consecuentemente, de las Regiones de la provincia, consolidándose el papel de estos nuevos e inéditos Actores Sociales como Agentes y Ciudadanos con una activa participación de prevención y promoción. Componentes estos, que aportarían sustentabilidad al progreso regional, cumpliendo con los principios de la Ley General de Ambiente (LGA)9

“Ante la dinámica negativa de la globalización, que tiende a la homogeneidad, se impone una nueva acción del hombre y de la sociedad desde los lugares que alimente la libertad, la responsabilidad, la participación, la diversidad y el pluralismo. Que alimente una nueva ciudadanía más libre, más responsable y más involucrada en lo público”.10 Que logre una resignificación del concepto de ciudadanía en la construcción del Ser Colectivo asentado en el derecho a la diversidad y a las identidades diferenciadas. A la valorización subjetiva del espacio, otorgando pertenencia y deseabilidad residencial. Forjando “Las pequeñas tácticas del hábitat”11

Imaginar que la Ética de la Sustentabilidad “promueve la gestión participativa de los bienes y servicios ambientales de la humanidad para el bien común, la coexistencia de derechos colectivos e individuales; la satisfacción de necesidades básicas, realizaciones personales y aspiraciones culturales de los diferentes grupos sociales” 12

1 Gonzalez Gaudiano, E. 1999. “Otra lectura de la historia de la ecuación ambiental en América Latina y el Caribe”. Rev. Tópicos de Educación Ambiental Nº 1 Año 1. México.

2 Galano Carlos, 2006. Reflexiones para contextualizar desde la Epistemología y la Pedagogía el “Manifiesto por la vida por una Ética para la Sustentabilidad”, en: Manifiesto por la Vida. Por una ética para la Sustentabilidad. CTERA-EMV-Red Educadores Ambiéntales de Argentina. Disponible en: www.ctera.org.ar; www.escuelamarinavilte.org.ar;  www.educacionambiental.org.ar
3 Sauvé, Lucie. 1999. “La educación ambiental entre la modernidad y la posmodernidad: en busca de un marco de referencia educativo integrador” 87-25) Tópicos de Educación Ambiental. Volumen 1. México

4 Alessandro, Laura y Mabel Munist. 2003. Municipios saludables. Una opción de política publica. Avances de un proceso en Argentina.1 Ed. Bs. As. Organización Panamericana de la Salud.

5 M. Max-Neef; Elizalde.A; Hoppenhayn, M. 1986. Desarrollo a Escala Humana. Cepaur, Fundación Dag Hammarskjöld.

6 Roberto Pérez, Marieli Vásquez, Rosa Clara Solórzano.1986.- Desarrollo y Autodependencia. Capitulo III.

7 Patiño-Guimaraes. 2001. “Descentralización y autogestión comunitaria”, Restrepo/Málaga, (eds.), Promoción de la salud: como construir vida saludable, Editorial Médica Panamericana, pág. 75

8 Glosario de promoción de la salud, op. cit. (Cap. 1)
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XII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 660)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:

SECCIÓN I

“DECLARACIONES, DERECHOS Y GARANTÍAS”

Artículo ……: “La Provincia de Entre Ríos, ratifica la legítima soberanía de la Nación Argentina sobre las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sándwich del Sur y sus espacios marítimos e insulares correspondientes, como parte integrante del Territorio Nacional. La recuperación de los mismos y el pleno ejercicio de la soberanía, respetando el modo de vida de sus habitantes y los principios rectores del Derecho Internacional, constituyen un objetivo permanente e irrenunciable del Pueblo Argentino.”

Artículo…….: “La provincia adoptará políticas activas orientadas a la asistencia y protección de sus veteranos de guerra, facilitándole el acceso a la educación, al trabajo, a la salud y a una vivienda digna.”

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

Habilitados por la ley que declara de necesidad de la reforma a incorporar a nuestra Constitución nuevos derechos, declaraciones y garantías, y haciendo propio el deseo y la inquietud del Centro de Veteranos de Malvinas, me permito solicitar a mis pares se incorporen estos nuevos artículos a nuestra Constitución en la sección correspondiente, conforme los fundamentos que a continuación expongo y que oportunamente ampliaré de ser necesario.

Malvinas nos pertenece, así lo enseña la geografía, la historia y el derecho internacional.

“Malvinas es un objetivo Nacional para los entrerrianos”

Como sabemos y es oportuno recordarlo el conflicto por la soberanía de las Islas Malvinas, entre nuestro país y el Reino Unido de Gran Bretaña, viene de 1833 cuando las autoridades argentinas fueron desalojadas por la fuerza. La usurpación del siglo anterior, contraria al derecho internacional, la reiterada desatención a los reclamos y la guerra de 1982, alimentan un sentimiento de agravio al pueblo argentino que, con el tiempo, se ha convertido en parte de la conciencia colectiva. A tal punto el tema Malvinas pone en juego elementos profundos de la misma condición de nación que, todo lo relacionado con las islas, es percibido por los argentinos con un simbolismo que no tienen otros asuntos de interés nacional.

En 1982 habían transcurrido 149 años del desalojo por la fuerza. Desde entonces, la política exterior argentina procuró una solución pacífica y negociada de la disputa por las islas heredadas de España.

Desde el punto de vista del derecho internacional, las aspiraciones argentinas se fundamentan en el sistema de reconocimiento legal vigente en Europa en los Siglos XVI y XVII que concede reclamos de territorio res nullis cuando se apela al derecho del descubrimiento, la ocupación efectiva, los tratados o acuerdos internacionales y la proximidad geográfica.

En 1833, las islas fueron ocupadas por la fuerza por Gran Bretaña. De inmediato, Argentina reclamó diplomáticamente el reintegro. Año tras año llevó el asunto a las Naciones Unidas y, pese a las recomendaciones específicas del organismo multinacional, tropezó con la constante negativa británica a negociar.

En enero de 1966 viajó a Buenos Aires el canciller británico Michael Stewart e inició los contactos previos a negociar con la Argentina el futuro de las islas. En 1968 se llegó a un principio de acuerdo, registrado en un documento secreto: Memorando de Entendimiento, cuyo párrafo 4 establecía: ...El objetivo común es solucionar definitivamente y en forma amistosa la disputa sobre la soberanía, teniendo debidamente en cuenta los intereses de la población...El Gobierno del Reino Unido, como parte de esa solución final, reconocería la soberanía de la República Argentina sobre las Islas a partir de una fecha a ser convenida...

Lamentablemente, pese a la clasificación de secreto, el contenido del acuerdo fue difundido por la prensa británica. La publicación desató la reacción de grupos activistas londinenses. El objetivo común de hallar la solución definitiva no se logró y, sólo el 1º de julio de 1971, como corolario del Memorando de Entendimiento, se consiguió firmar un acuerdo sobre comunicaciones. Este documento, la Declaración Conjunta de Buenos Aires, es el primer logro de las negociaciones.

Gracias a esa Declaración, la República Argentina realizó un esfuerzo sostenido de acercamiento con la población de las islas. La política de comunicaciones desarrollada por la Fuerza Aérea Argentina entre 1971 y 1982, mantenida aún en épocas en que se carecía de embajadores acreditados en Buenos Aires y Londres, fueron percibidas por los isleños como notables señales de buena voluntad.

Tanto las inversiones e iniciativas de los diez años previos al conflicto como la sangre derramada en la batalla por las islas constituyen para la Argentina una experiencia inédita, que cimientan su decisión irrenunciable de reivindicar por siempre los derechos como legítima heredera de los territorios.

Durante esos diez años, los malvinenses en general, más allá de los gestos y actitudes corteses hacia los argentinos destacados por la FAA en las islas, demostraron un claro rechazo a la posibilidad de que, alguna vez, se cambiase la soberanía. Por eso, repudiaron toda acción que suponía un avance en las negociaciones. La mayor resistencia provenía de grupos económicos que veían peligrar sus intereses y se defendían, aunque con distintas motivaciones. La Falkland Island Company, dominadora por décadas de la actividad comercial, percibía el peligro que implicaba enfrentar la competencia argentina y no avizoraba ningún beneficio en un eventual cambio de soberanía.

Mención aparte merece la política activa llevada adelante por la gestión del primer gobierno del General Perón que enfáticamente reclamó en todos los foros internacionales la soberanía argentina sobre estos territorios; así, en 1953 envió a la ceremonia de coronación de la reina Isabel Segunda al Presidente provisional del senado contralmirante Tesaire, con el fin de ofrecer al Gobierno Británico que el archipiélago pasara a manos argentinas a través de una operación privada de transferencia de fondos, propuesta que fue rechazada ante una eventual reacción de la oposición que debilitara al primer ministro Winston Churchil. En tanto en 1948 el gobierno Argentino creo un departamento dependiente del Ministerio de Relaciones Exteriores especializado en la gestión diplomática de la soberanía de Malvinas y a finales de 1950 el Congreso Nacional declaró formalmente a las Islas como “Posesión Argentina”

El 2 de Abril de 1982 la Argentina buscaba recuperar un territorio cuyo reclamo fue reconocido como legítimo por los organismos internacionales. La ONU aceptó la naturaleza colonial del diferendo (Resolución 1514) y la validez de los reclamos argentinos sobre las islas Malvinas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur (Resolución 2065), invitando a ambos gobiernos a mantener negociaciones por el futuro de las islas. En el mismo sentido se expidieron la OEA (Organización de Estados Americanos) en el Comité Jurídico Interamericano, el Buró de Países No Alineados y el TIAR (Tratado Interamericano de Asistencia Recíproca) en la Resolución del 26 de Abril de 1982.

Ese histórico día nos dejó el lamentable saldo de hermanos de nuestra Provincia muertos por la causa , y la sensación amarga de no haber podido hacer nada por ellos, por eso considero que esta es una oportunidad, consagrando en nuestra Constitución la ratificación como Provincia argentina que somos de nuestra Soberanía Nacional sobre las Islas y el compromiso de impulsar e implementar políticas activas de asistencia a nuestros veteranos de guerra tal como lo viene haciendo el Gobierno de la Provincia hasta ahora.

Por todo esto es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 661)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:

ARTÍCULO 1°): AGRÉGUESE al Art. 33 de la Constitución provincial el siguiente texto: “Sin perjuicio de ello los jueces deberán declarar de oficio la inconstitucionalidad de toda norma jurídica que contraríe los preceptos establecidos en la Ley Suprema de la Nación o en esta Constitución en los juicios o asuntos que lleguen a su conocimiento. Declarada la inconstitucionalidad de la norma el juez podrá pronunciarse sobre los efectos y ejecutoriedad de la sentencia. Serán admisibles las medidas cautelares en el trámite del procedimiento. La inconstitucionalidad declarada por el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia debe ser comunicada formal y fehacientemente a los poderes públicos correspondientes, a los fines de sus modificaciones y adaptaciones al orden jurídico vigente”.

ARTÍCULO 2°) INCORPÓRESE a la Constitución provincial el siguiente artículo: “Todo derecho otorgado por esta Constitución, ley u ordenanza que deba ser reglamentado sin que esto suceda en el término de un (1) año desde su sanción, habilitará al interesado a interponer la acción de inconstitucionalidad por omisión la que tramitará por ante el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia. La sentencia emanada de dicho proceso ordenará a la autoridad respectiva a dictar la reglamentación omitida en un plazo no superior a los treinta (30) días y, en el caso de incumplimiento, el funcionario remiso quedará sujeto a las sanciones legales que le correspondieren”.

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

La Ley 9768 que declara la necesidad de la reforma parcial de nuestra Constitución provincial en su Artículo 1° Inciso 36, habilita a incorporar una acción directa de inconstitucionalidad.

El presente artículo que se proyecta tiende a incorporar un remedio procesal a los ciudadanos que garantice el principio de supremacía constitucional consagrado en los Artículos 31 de la C.N. y 33 de la C.P.

Si bien el Artículo 33 vigente de nuestra Carta Magna Provincial consagra la posibilidad de deducir esta acción lo que se proyecta en el presente es imponer el deber a todo magistrado judicial de la Provincia de declarar la inconstitucionalidad de toda disposición contraria a la pirámide normativa de la Nación y la Provincia como asimismo establecer las bases del remedio procesal garantístico que se incorpora.

En este sentido corresponde que me refiera al tema del control de constitucionalidad de las leyes por los jueces.

Nuestro país adoptó el sistema de control de constitucionalidad difuso, es decir que se encuentra en cabeza de todos los jueces. A partir del fallo de la Corte Suprema de los EE.UU. “Marbury v. Madison”, se fundó las bases de este sistema que se conocería como “control de constitucionalidad” de las normas por parte de los jueces razonando el alto tribunal estadounidense que, si la Constitución es jerárquicamente superior e inmodificable por los poderes constituidos, los tribunales debían abstenerse de aplicar proposiciones normativas que contrariaren aquélla, sencillamente porque “el acto legislativo contrario a la Constitución no es ley”.

Como veníamos afirmando, este fue el sistema consagrado por nuestro país a partir del fallo de la Excma. Corte en: “Procurador Municipal c/ Doña Isabel A. de Elortondo s/ Expropiación” donde se expresó: “Que es elemental en nuestra organización constitucional, la atribución que tienen y el deber en que se hallan los tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su decisión, comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guardan o no conformidad con ésta, y abstenerse de aplicarlas, si la encuentran en oposición con ella, constituyendo esta atribución moderadora, uno de los fines supremos y fundamentales del Poder Judicial Nacional y una de las mayores garantías con que se ha entendido asegurar los derechos consignados en la Constitución, contra los abusos posibles e involuntarios de los poderes públicos” (CSJN, Fallos 33:162).

El control de constitucionalidad de leyes y de las demás normas del ordenamiento es la labor de la judicatura tendiente a custodiar la supremacía constitucional instaurada por el Art. 31 de la C.N. cuyo máximo y último intérprete es la C.S.J.N.

Sagüés, opina que “el control judicial de constitucionalidad es una suerte de antídoto o garantía que prepara el propio sistema constitucional para conservar su salud jurídica,” ya que “sin un adecuado desempeño del Poder Judicial la Constitución carecerá de “fuerza normativa”, pues a la magistratura le cabe dar esa fuerza a la Constitución. Agrega que si el rol judicial se desempeña en forma inadecuada e incompleta, se está privando a la Constitución de su “realidad existencial” y así se transforma en lo que Karl Lowenstein denomina “una constitución nominal”. Por ello insiste el Dr. Sagüés en la responsabilidad que pesa sobre fiscales y jueces en la actividad de dar la “fuerza normativa” a la Carta Magna, y desde ese punto de vista, la tarea de la judicatura los transforma en protagonistas principales de esa empresa (Sagüés Néstor P., “La fuerza normativa de la Constitución y la actividad jurisdiccional”, ED, 93-891, cit. por Palacio de Caeiro Silvia B., “El Recurso Extraordinario Federal”, pág. 192, Ed. La Ley, 2002).

Así es que la labor de garantizar la supremacía constitucional, que está en cabeza del Poder Judicial argentino, tiene la característica de estar a cargo de toda la magistratura sin distinción, comprensiva de los jueces federales, nacionales y provinciales, como lo señaló la Excma. Corte en los casos “Strada” (Fallos: 308-I: 490) y “Di Mascio” (Fallos: 311-2: 2478).En nuestro país, como se expresó más arriba, a partir de que la Corte hizo suyos los principios establecidos en “Marbury v. Madison” asumiendo el ejercicio del control de constitucionalidad, aún cuando la Constitución no le adjudica esta tarea específicamente ni hay ley alguna que lo regule, rige el sistema de control de constitucionalidad difuso.

Este sistema implica que la función del control de constitucionalidad le compete a cualquier juez de cualquier fuero o instancia, tiene lugar en principio a petición de parte, respecto de un caso concreto y para producir efectos “interpartes”; en oposición con el sistema concentrado de los países europeos y de algunos sistemas latinoamericanos que el control de constitucionalidad funciona en abstracto, con efecto “erga omnes” y derogatorio de la norma cuestionada.

Ha reiterado la Corte Suprema de Justicia de la Nación que el control de la constitucionalidad es función suprema y fundamental del Poder Judicial. Ello, por cuanto los jueces, en los casos que se llevan a su conocimiento deben constatar si las leyes (o actos administrativos), guardan o no conformidad con los preceptos constitucionales y abstenerse de aplicarlos en su caso, pues es una manera de garantizar la supremacía del derecho de la Constitución ante posibles abusos de los demás poderes del Estado.

En este sentido, Sagüés indica que resulta necesario realizar una triple operación, que consiste en “comparar la compatibilidad o incompatibilidad de las normas o actos en juego; si hay oposición, determinar cual es la norma o acto superior, y cual es el inferior; y por último, declarar la inconstitucionalidad de la norma o acto inferior apartados de la norma o actos que tienen condición constitucional de superioridad” (SAGÜÉS, NESTOR P., “Recurso Extraordinario”, Ed. Depalma, Bs. As., 1984, Tº II, pág. 492).

La histórica y rígida doctrina del Máximo Tribunal en cuanto a que el sistema de control de constitucionalidad solamente operaba a pedido de parte, fue mutando a partir de la reforma constitucional de 1994, donde en el Art. 43 se habilita a los jueces a declarar la inconstitucionalidad de oficio en las acciones de amparo lo que fue plasmado posteriormente en la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (Art. 14).

En nuestro Constitucionalismo Provincial encontramos diversos textos en las respectivas leyes fundamentales que regulan la acción que se proyecta incorporar a nuestra Constitución por el presente estableciéndose la posibilidad de la declaración de inconstitucionalidad de oficio por los jueces.

Así la de La Rioja en su Art. 9 dispone que: “Toda Ley, Decreto, Ordenanza o Disposición contraria a la Constitución Nacional o a esta Constitución debe ser declarada inconstitucional por los Jueces, a requerimiento de parte o de oficio”; San Luis en su Art. 10: “Toda ley, decreto, ordenanza o disposición contraria a la ley suprema de la Nación o a esta Constitución, carece de valor y los jueces deben declarar su inconstitucionalidad en juicio, aún cuando no hubiere sido requerido por las partes. La inconstitucionalidad declarada por el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia debe ser comunicada formal y fehacientemente a los poderes públicos correspondientes, a los fines de sus modificaciones y adaptaciones al orden jurídico y vigente”; San Juan en su Art. 11: “Toda ley, decreto, ordenanza o disposición contraria a la Ley Suprema de la Nación o a esta Constitución, carecen de valor y los jueces deben declarar su inconstitucionalidad en juicio, aún cuando no hubiere sido requerido por parte, previo conocimiento a las mismas. La inconstitucionalidad declarada por la Corte de Justicia de la Provincia debe ser comunicada formal y fehacientemente a los poderes públicos correspondientes, a los fines de sus modificaciones y adaptaciones al orden jurídico vigente”.

Atento a dichos antecedentes, el Alto Tribunal de la Nación, a partir de los Autos: “Mill de Pereyra, Rita Aurora; Otero, Raúl Ramón y Pisarello, Angel Celso c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ demanda contencioso administrativa” comenzó a admitir la declaración de inconstitucionalidad de oficio que si bien no implica la habilitación a los jueces de declarar de oficio la inconstitucionalidad de una ley en cualquier supuesto, sí se los autoriza en situaciones muy precisas:

a) cuando la violación de la Constitución sea de tal entidad que justifique la abrogación de la norma en desmedro de la seguridad jurídica, ya que la declaración de inconstitucionalidad es un acto de suma gravedad;

b) cuando la repugnancia a la Constitución sea manifiesta e indubitable, ya que en caso de duda debe estarse por la constitucionalidad;

c) cuando la incompatibilidad sea inconciliable, o sea, cuando no exista la posibilidad de una solución adecuada del juicio por otras razones distintas que las constitucionales comprendidas en la causa;

d) cuando su ejercicio no suponga en modo alguno la admisión de declaraciones en abstracto, es decir, fuera de una causa concreta, lo que determina el carácter incidental de este tipo de declaraciones de inconstitucionalidad o sea, que se ejerce sólo cuando es necesario remover un obstáculo que se interpone entre la decisión de la causa y la aplicación directa a ésta de la C.N.;

e) cuando la declaración de inconstitucionalidad no vaya más allá de lo estrictamente necesario para resolver el caso;

f) cuando la declaración de inconstitucionalidad no tenga efecto derogatorio genérico.

Por ello es que considero de vital importancia incorporar al Art. 33 de nuestra Constitución provincial la obligación a los jueces de declarar la inconstitucionalidad de oficio.

En cuanto a las vías idóneas para el control de la constitucionalidad, es relevante señalar la evolución jurisprudencial de la Corte toda vez que partiendo de la primitiva vía incidental, indirecta o de excepción, en relación al objeto principal del juicio, admite hoy bajo el Art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, dos tipos diferentes de acciones declarativas: a) la acción declarativa de certeza, dentro de la cual puede ejercerse control constitucional y b) la acción declarativa de inconstitucionalidad, siempre que se trate de un caso judicial, para precaver las consecuencias de un acto en ciernes y siempre que el actor tenga legitimación procesal (conf. Bianchi, A.B. “De la acción declarativa de certeza a la acción declarativa de inconstitucionalidad”, E.D. 22/2/01; C.S.J.N “Gomer S.A. c. Pcia. de Córdoba” Fallos 310-142. año 1987; “Estado Nacional c. Santiago del Estero” Fallos 310-2812 año 1987; “El Libertador S.A. c. Buenos Aires”, Fallos 321-2527/30 año 1994; “Central Neuquén S.A. c. Buenos Aires” Fallos 318-30 año 1995; “Pereyra c. Estado Nacional, Fallos 320-1556 año 1997 entre otros).

En este aspecto, y bajo el argumento de que única vía idónea existente es la acción meramente declarativa arriba expuesta, se le ha denegado el carácter de ejecutable a la sentencia dictada en dicho proceso. Por eso considero importante incorporar como efecto de la sentencia que la misma pueda ser ejecutada.

Otra cuestión también liminar resulta lo atinente a la alternativa de la concesión de medidas cautelares –cuando correspondiere– en el proceso de control de constitucionalidad ya que tiende al aseguramiento del derecho en juego a fin de que la tutela judicial se torne efectiva y no se frustren los derechos conculcados.

Asimismo se proyecta incorporar como artículo nuevo el instituto de la Acción de Inconstitucionalidad por Omisión.

Ello responde a solucionar una gran problemática, cual es que en innumerables ocasiones la misma Constitución como las leyes consagran derechos para cuyo ejercicio o para llevarlo a la práctica se encuentran sujetos a la reglamentación de los mismos que nunca se lleva a cabo.

Por tal motivo, a efectos de que los derechos consagrados en la Carta Magna provincial y en toda ley que se sancione no queden como letra muerta ante la ausencia de reglamentación, mediante el presente proyecto se otorga la posibilidad de que se acuda al Poder Judicial para que éste obligue a la autoridad remisa a dictar la reglamentación respectiva.

Disiento de algunas Constituciones provinciales en cuanto prevén la alternativa de que si la autoridad renuente persiste con su actitud omisiva el Tribunal pueda dictar la reglamentación omitida como la de Río Negro en su Art. 207, 2.d ya que de esta forma entiendo que se estaría violando el principio de división de poderes consagrado en el Art. 1º de la C.N.

Por ello es que en el presente proyecto se establece que al funcionario remiso le deberán recaer las sanciones administrativas, penales y/o civiles que le correspondan ante el incumplimiento a dictar la reglamentación respectiva.

Por estas razones y por las otras que surgieran en el tratamiento de la comisión respectiva es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 662)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

CAPITULO...

ARTICULO 1°: Agréguese como SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 111, EL SIGUIENTE: "La cámara juzgadora anticipará el fallo dentro del plazo del artículo 109, debiendo darle lectura dentro de los diez días siguientes. Si dentro de los cinco últimos días de la expiración de aquél no se reuniere, podrá hacerlo con un tercio de la totalidad de sus miembros y emitir el veredicto con la aprobación de dos tercios de los presentes. El reglamento interno del cuerpo preverá el envío de los antecedentes de los miembros remisos a la justicia penal que a tal efecto, con la sola ausencia, quedarán despojados de sus inmunidades. Las reglas procesales de este capítulo son operativas y todo reglamento dictado en su consecuencia deberá garantizar el derecho de defensa del acusado”.

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

La Ley N° 9786, habilita la reforma del art. 111, incorporado al Cap. VIII, del "JUICIO POLÍTICO".

Libera la reforma para "incorporar reglas de procedimientos y otros plazos".

La Constitución actual fija en noventa días el plazo perentorio para dictar el veredicto de la Cámara de Senadores, art. 109.

Es decir, debiendo iniciar el tratamiento a los cinco días de ingresada la acusación impulsada en Diputados.

Luego, revive la mención al primer plazo -art. 111- para estipular que si no se cumple con la emisión del veredicto vencido ese término, la Cámara no lo podrá hacer, originándose una presunción de inocencia "jure et de jure" a favor del funcionario y lo faculta para reintegrarse al cargo.

Esa presunción protege al enjuiciado de una condena posterior, entendida ésta o como veredicto destitutorio que ya no se pueda emitir debido al plazo perentorio, o como una sentencia penal atributiva de responsabilidad delictual.

En realidad me inclino por lo primero, es decir que vencidos los noventa días, ante la inercia de la Cámara -juez por no emitir su fallo dentro de ese plazo, la Constitución invalida cualquiera que se dicte una vez expirado.

Condena penal no podrá dictarse porque se le deben quitar previamente las inmunidades del cargo, situación que no se produce sin un veredicto del juicio político.

Ello referido a los plazos y a los efectos jurídicos atribuidos por la norma a la inercia de la Cámara -juez.

Entiende a todo esto este Convencional, que se debe plantear la Honorable Convención a mérito de la verdadera postura renovadora que se advierte en su seno, que si la Ley 9786 sólo habilita incorporar reglas de procedimiento para el trámite del juicio en el ámbito del Senado, o también, dentro de ese camino reglamentario, se deba incluir una postura sustancial y de sanidad republicano -democrática, como es obligar o impulsar al Senado la emisión de un veredicto en tiempo.

Recuérdese que para vencer la quietud de cualquiera de las cámaras en el trámite de sanción de las leyes, estamos debatiendo la incorporación de algún dispositivo que obligue a la sala remisa a tratarlas o que en definitiva se aprueben mediante algún mecanismo específico.

Y es por esas razones, más el deber que tenemos los representantes del pueblo en el desempeño de los mandatos, con más razón cuando se considera y tramita un juicio político, que se debe avanzar en el impulso del proceso en casos como el ilustrado por el art. 111, es decir, la no emisión del veredicto dentro del plazo.

Propongo así, incorporar un plazo de diez días para emitir el fallo por escrito

Es decir, no encontrándose habilitada la reforma del plazo del art. 109, la Cámara dará a conocer la decisión dentro de los noventa días, pero para la redacción contará con un adicional de diez días.

Estructuradas así las normas procesales referidas a los términos indicados, la labor de la Cámara -juez se verá descomprimida.

Es, a mayor abundamiento, una posibilidad que da al Superior Tribunal de Justicia el Código Procesal Penal en vigencia, que también es utilizado por el Jurado de Enjuiciamiento por razones de orden práctico.

Y siempre, dentro de las normas procedimentales que habilita la Ley N° 9.768, establecer que el Senado podrá dictar el veredicto con la mayoría simple de los senadores presentes, pudiendo sesionar el cuerpo con un tercio de la totalidad de los miembros, en el caso que esté por expirar el término de noventa días del art. 109 y dentro de los últimos cinco días de su vencimiento.

Además, como esa estipulación operará de límite máximo, se menciona la facultad expresa se sancionar reglas en el reglamento interno de dicho cuerpo.

Se prevé el envío de los antecedentes para la aplicación de la sanción penal de los integrantes del cuerpo que no asistan a la sesión definitoria. Por la sola ausencia quedarán despojados de las inmunidades a tal efecto.

Es más, se incorpora un dispositivo procesal fundamental, que es la mención expresa de la "operatividad" de las reglas procesales contenidas por el capítulo del Juicio Político y a la vez, la posibilidad que se dicte un reglamento por la cámara -juez, antecedente este que se ve en el Congreso Nacional. Se incorpora una garantía del derecho de defensa.

De este modo se evitarán planteos, incluso judiciales, referidos al proceso y sus garantías en la defensa del acusado.

Apreciarán los Sres. Convencionales, que un instituto tan sensible al funcionamiento del sistema republicano y democrático de gobierno, en cuanto resguarda la facultad investigativa atribuida en la Constitución en favor del Poder Legislativo debe también actualizarse en el sentido de flexibilizar su aplicación.

Y respecto al plazo para emitir el veredicto, se considera que 90 días es suficiente pues no se debe ampliar visto el verdadero estado de incertidumbre que se origina, eso si, la anticipación del fallo dentro de ese plazo no impide, por razones de organización, dar a publicidad su redacción total dentro de los diez días siguientes.

"Es que este proceso cuya finalidad es investigar y resolver en definitiva sobre la cabeza de los demás poderes -y probablemente en esta reforma respecto a otros organismos-, es una facultad trascendente en la vida del gobierno democrático, cuando razones sensibles comprometen la estabilidad en el cargo de un rango de funcionarios de máxima jerarquía, y demás está decir, cuando esa situación compromete el funcionamiento del gobierno o la prestación del servicio de justicia, en su caso".

Otras constituciones

Corrientes. Artículo 62. El fallo del Senado deberá darse precisamente dentro del período de sesiones en que se hubiere iniciado el juicio, prorrogándose si fuese necesario, para terminar éste, el cual, en ningún caso, podrá durar más de cuatro meses, quedando absuelto el acusado si no recayese resolución dentro de este término.

Río Negro. En el Artículo 159, solo contempla la votación de los dos tercios de la totalidad del tribunal de sentencia, en caso de fallo condenatorio.

Mendoza. art. 109, Inc. 13. Ningún acusado podría ser declarado culpable sin una mayoría de dos tercios de votos de los miembros del Senado presentes en sesión. Si de la votación resultase que no hay números suficientes para condenar al acusado, se le declarará absuelto. En caso contrario, el Senado procederá a redactar la sentencia, que no podrá tener más efectos que los determinados en el Artículo 165, Inciso 10 de esta Constitución.

Inc. 15 - La duración del trámite en cada Cámara no excederá de 60 días hábiles, so pena de quedar sin efecto el juicio.

En consecuencia, descontando desde ya que los Sres. Convencionales suplirán con sus elevados argumentos a lo expresado en este proyecto, es que promuevo modificar la norma relacionada en el sentido expuesto y que se refleja con la agregación de un nuevo párrafo al art. 111.

José A. Allende

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 663)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO 1°: Sustitúyase la segunda parte del Articulo 103 de la Constitución Provincial por el siguiente párrafo. “El quórum para esta sesión será también de dos tercios de los miembros de la cámara. Ambas cámaras preverán un régimen de recusación de sus integrantes”

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

La Ley N° 9786, habilita la reforma del Art. 103, incorporado al Cap. VIII, del “JUICIO POLÍTICO”.

La actual norma estipula dos mayorías especiales para sendas etapas del proceso de formación del juicio político.

Establece los “dos tercios de votos de la totalidad de sus miembros, cuando el dictamen fuere favorable a la acusación”, para aprobar ésta.

Y más abajo, para la sesión que lo resuelva o se practique aquella votación, exige un quórum de “tres cuartos de los miembros de la cámara”.

Como es de estilo y reglamento, en el funcionamiento del poder legislativo, generalmente toda mayoría especial es de “dos tercios” de la totalidad de los miembros de cada cámara, siendo por tanto un verdadero obstáculo exigir un número mayor, como es este caso.

La mayoría de dos tercios, por otra parte, no sólo es calificada por el número de legisladores requerido para aceptar el dictamen de la comisión acusadora, sino que en la práctica resulta dificultosa conseguirla, y con ello quienes recelan de la aplicación de este instituto pueden encontrar seguridad o moderación para desencadenarlo.

En un asunto tan sensible como la tramitación de esta herramienta de control político a un poder del Estado, como es el juicio político, si bien se alza ese límite que considero altamente razonable por la gravedad de la cuestión, el segundo condicionamiento –para obtener el quórum de la sesión– se ve como un verdadero e insalvable obstáculo.

Tres cuartos de miembros de la Cámara de Diputados resulta una solución impracticable -a no dudar- para el desarrollo de la sesión especial y, no errarán los Sres. Convencionales, si entienden que ello limita y hasta suprime, el funcionamiento del sistema republicano y democrático de gobierno, en cuanto a la facultad investigativa atribuida en la Constitución.

Es que este proceso cuya finalidad es investigar y resolver en definitiva sobre la cabeza de los demás poderes –probablemente en esta reforma respecto a otros organismos-, es una facultad trascendente en la vida del gobierno democrático, cuando razones sensibles comprometen la estabilidad en el cargo de un rango de funcionarios de máxima jerarquía, y demás está decir, cuando esa situación compromete el funcionamiento del gobierno o la prestación del servicio de justicia, en su caso.

Otras constituciones moderan el rigor del quórum que propongo modificar, dejando en pié la mayoría especial para todo el artículo, pero dándole menor trascendencia, visto que sólo hablan que deben reunirse dos tercios de los miembros presentes.

Así: La constitución de La Rioja, en el capítulo del Juicio Político, arts. 153 a 159, requiere dos tercios de votos, tanto para suspender al funcionario como para dictar sentencia condenatoria, sin especificar si de los miembros presentes o de la totalidad. En cambio la constitución de la Provincia de Buenos Aires, estipula dos tercios de los presentes para acusar como para destituir.

Hago notar, asimismo, que se incorpora la posibilidad que las dos Cámaras prevean un régimen de recusación de sus integrantes, lo cual puede cristalizarse en el reglamento interno de cada una, tal y como sucede, por ejemplo, con el adoptado en el Congreso de la Nación referido al trámite del juicio político en las dos cámaras.

En consecuencia, descontando desde ya que los Sres. Convencionales suplirán con sus elevados argumentos a lo expresado en este proyecto, es que promuevo modificar la norma relacionada en el sentido de exigir una sola mayoría o cuantificación de votos –dos tercios de la totalidad de los miembros de la Cámara- para aprobar el informe acusatorio de este proceso constitucional.

José A. Allende

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 664)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCIÓN …

DE LOS NUEVOS DERECHOS

ARTICULO 1°: Incorpórese como Artículo … el siguiente: “Todos los habitantes de la provincia gozan del derecho a un ambiente sano y equilibrado, para su desarrollo y crecimiento y tienen el deber de conservarlo y resguardarlo en su provecho y en el de las generaciones futuras. Toda persona tiene derecho, a recibir información sobre el impacto que causen o puedan causar sobre el ambiente actividades privadas o públicas, además de la educación ambiental. La Provincia ejerce el dominio sobre el ambiente y los recursos naturales de su territorio.”

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

La incorporación de este nuevo artículo a la Constitución surge de la autorización dada por la Ley 9768 que declara la necesidad de reforma, en su artículo 1 inc. 13.

El concepto volcado al texto del artículo proyectado surge de una interpretación de Pigretti: “El derecho al ambiente tiene tres atributos que, conjuntamente, especifican el objeto sobre el que tenemos derecho. El constituyente - de 1994 - ha dicho que tenemos: primero, derecho a un ambiente sano; segundo, derecho a un ambiente equilibrado; y tercero, derecho a un ambiente apto para el desarrollo humano.”

“El ambiente es un conjunto interrelacionado de componentes de la naturaleza y la cultura, que dan fisonomía a la vida en el planeta que posibilitan la subsistencia de la civilización y que aseguran la conservación del hombre y los demás seres como especies.”

Este concepto –amplio– engloba todo lo que la legislación y en definitiva la constitución debe proteger para lograr el objetivo último, que es el desarrollo en un ambiente equilibrado, del hombre actual y de los que vendrán y lograr una mejor calidad de vida.

La importancia de su protección a nivel constitucional recae sobre la forma en que el hombre aprovecha los recursos naturales.

Evolución histórica

Es imposible dejar de señalar el hito histórico que a nivel mundial se produce en 1972 con la Conferencia de Naciones Unidas sobre Ambiente, realizada en Estocolmo. En ella se declara formalmente el derecho humano a un ambiente adecuado para vivir con dignidad y en bienestar y el deber de protegerlo, acentuándose la conciencia mundial del compromiso personal, de las comunidades y de los gobiernos en la preservación y el cuidado ambiental, teniéndose presente a las generaciones actuales y futuras.

En Argentina se ven diversos periodos relacionados al tema, los que derivaron de la organización del País luego de la sanción de la Constitución Nacional y los Códigos de Fondo.

En la época del 70 se sancionaron leyes Nacionales para la navegación de las aguas, defensa de riqueza forestal, protección del aire, hidrocarburos, en las que se nota la influencia a nivel internacional. También en este periodo se modifican las Constituciones Provinciales y se dictan leyes provinciales, finalmente el 5 de julio de 1993 se firma del Pacto Federal Ambiental y en 1994 se reforma la Constitución Nacional y se plasma en el artículo 41.

En Entre Ríos, a nivel administrativo, ha sido tratado mediante el convenio firmado entre la secretaría de salud de la Provincia y la Sub. Sec. de Asuntos Agrarios y Recursos Naturales las que dentro de sus objetivos se disponen a realizar actividades conjuntas para la protección del medio ambiente.

Necesidad de su incorporación:

En nuestra época se plantea con urgencia cada vez más apremiante la llamada “cuestión ambiental”. Se trata de una cuestión relativamente nueva, que deriva de la comprobación de que el hombre está deteriorando -y a veces destruyendo la naturaleza-, cuestión que ya ha sido receptada por muchas constituciones provinciales, y que en nuestra constitución de 1933 es de urgente agregación.

En este sentido podemos citar: la constitución de la provincia de Córdoba, que establece en forma acotada “El Estado Provincial resguarda el equilibrio ecológico, protege el medio ambiente y preserva los recursos naturales”.

Si bien se ocupa del tema, no explica de qué manera el Estado garantizará a los ciudadanos la forma de protegerlos. Es decir que el constituyente del que hablamos no se termina de comprometer con el derecho en sí.

La constitución de la Provincia del Chaco, establece de manera más extensa:

“Artículo 38: Todos los habitantes de la Provincia tiene el derecho inalienable a vivir en un ambiente sano, equilibrado, sustentable y adecuado para el desarrollo humano, y a participar en las decisiones y gestiones públicas para reservarlo, así como el deber de conservarlo y defenderlo.

Es deber de los poderes públicos dictar normas que aseguren básicamente:

1. La preservación, protección, conservación y recuperación de los recursos naturales y su manejo a perpetuidad.

2. La armonía entre el desarrollo sostenido de las actividades productivas, la preservación del ambiente y de la calidad de vida.

3. El resguardo de la biodiversidad ambiental, la protección y el control de bancos y reservas genéticas de especies vegetales y animales (…)

Es interesante destacar que en su amplísima redacción, habla de la inalienabilidad de este derecho, es decir, le da al derecho a un ambiente sano la característica fundamental de los derechos de las personas, como la vida y la dignidad humana.

Sea de manera escueta, o extensa, la realidad es que la mayoría de las provincias han incorporado a su nueva redacción este derecho de importancia universal, y nuestra constitución debe incorporarlo también.

La tarea de gobierno, consiste en proteger el medio ambiente y contribuir a desarrollar una cultura de medio ambiente que, expresada en términos de derechos subjetivos, sirva como instrumento de prevención o recuperación del daño si el mismo se hubiera producido.

También implica la asunción del ciudadano de su responsabilidad en el sostenimiento de las bases democráticas y comunitarias de la cultura de medio ambiente.

Es necesaria también una regulación especial, donde se habilite y reconozca a todos los hombres el derecho de solicitar y acceder a la información sobre ciertas actividades que puedan contaminar el ambiente.

La necesidad de que haya en nuestra Carta Magna un artículo que proteja el medio ambiente, se debe por un lado a su adecuación a la CN y por el otro, a la magnitud de recursos naturales aprovechables con los que cuenta nuestra provincia.

Avanzar en la tutela constitucional del derecho a un ambiente sano es determinante porque los daños ambientales son situaciones irreparables.

Por estos fundamentos es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. 666)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo xxx…: Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, protección de su salud, seguridad e intereses económicos, a una información adecuada y veraz, a la libertad de elección, a condiciones de trato equitativo y digno, como así también todos los derechos establecidos en la Constitución Nacional y de los que directa o indirectamente les confieran las normas supranacionales, nacionales y provinciales que sean adecuadas para brindarles tutela.

Las autoridades provinciales proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios.

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios, en los organismos de control.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

El artículo 1º inciso 15 de la ley 9.768 de necesidad de reforma prevé la facultad de que el constituyente provincial incorpore los derechos de los consumidores y usuarios de bienes y servicios públicos.

Los ciudadanos, históricamente han vivido en un estado de indefensión frente a las grandes corporaciones productoras de bienes y servicios. Posiblemente sea debido a la ignorancia que tienen generalmente las personas, respecto de las facultades ordenadas a la defensa sus derechos fundamentales y a las vías o procedimientos que el sistema legal y social les provee para asegurar sus objetivos.

Por el contrario, los proveedores de bienes y servicios se ven cada vez más fortalecidos con los fenómenos de globalización económica, la irrupción de las técnicas de marketing junto a la evolución de la publicidad y la revolución de las comunicaciones con ofertas de bienes y servicios en constante mutación.

Uno de los principios en que se sostiene toda la construcción jurídica del sistema de tutela del derecho del consumidor es el "in dubio pro consumidor"., que se sustenta en el reconocimiento de su situación de debilidad antes descripta. Este tipo de abusos y la inequidad en el marco de relaciones jurídicas que se generen, actúa como vehículo que destruye la armonía social, que debe ser resguardada por el Estado y por la Ciencia Jurídica, en su carácter de disciplina que debe velar por la equidad y la justicia, y es por ello que el "In Dubio Pro Consumidor" ha sido contemplado en el ordenamiento positivo, como uno de los principios fundamentales de protección al consumidor. (SALICRU, Andrea. “El principio in dubio pro consumidor” La Ley on line. www.laleyonline.com.ar)

En repuesta a esa situación, encaminándose a encontrar soluciones para procurar la defensa de sus intereses, comenzó a desarrollarse en todo el mundo el movimiento de los consumidores. Así han ido surgiendo distintas instituciones que investigan, proponen, informan y representan a los consumidores, cumpliendo un rol importantísimo en el sistema educativo de la población y en la protección del individuo frente a las grandes empresas productoras de bienes y servicios. (AMAYA, Jorge Alejandro. “Mecanismos constitucionales de protección al consumidor”, Editorial La Ley, Buenos Aires, 2004, p. 33).

A partir de la reforma de la Constitución Nacional de 1994, existen tres clases de derechos con base en la ley suprema. En primer lugar, los derechos individuales, conocidos también como de primera generación, en segundo lugar los derechos corporativos o económicos, sociales y culturales o de segunda generación y por último, los derechos de incidencia colectiva o de tercera generación.

En los derechos individuales de primera generación se encuentran comprendidos los derechos subjetivos, los intereses legítimos y los intereses simples. Los derechos colectivos corporativos alcanzan los derechos de clase en cabeza de un sujeto de derecho colectivo, constituido mediante norma estatutaria social, registrada por la autoridad de contralor. Por último, los derechos de tercera generación o de incidencia colectiva son los “nuevos derechos” que el constituyente nacional ha incorporado en la última reforma, tales como los derechos de los usuarios y consumidores, los derechos contra la discriminación social, los derechos a la libre competencia, y los derechos ambientales. (Conf. CAFFERATTA, Néstor A. “Los derechos de incidencia colectiva”. Artículo publicado en El Dial. www.eldial.com. Suplemento de Derecho Público. Año VIII - Nº 1749. Lunes, 21 de marzo de 2005).

Sentado ello, con la reforma de la Constitución Nacional en 1994 los derechos de los usuarios y consumidores consiguen tener protección constitucional expresa al incorporarse el artículo 42, que dispone que “los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno. Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos y a la constitución de asociaciones de consumidores y usuarios. La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control”

Reconocer en el texto constitucional provincial el derecho de los consumidores y usuarios de bienes y servicios a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos, a una información adecuada y veraz, a la libertad de elección, a condiciones de trato equitativo y digno, en la relación de consumo viene a cerrar la tutela existente en la provincia.

En efecto, en Entre Ríos sin perjuicio que, los derechos de los usuarios y consumidores de bienes y servicios no se encuentran incorporados en el texto Constitucional, la provincia ha adherido mediante la ley 8.973 (Publicada en el BO el 21/12/1995) a la reglamentación establecida por el Congreso de la Nación mediante la ley nacional n° 24.240 (Sancionada el 22/9/93. Después de la reforma de 1994, parcialmente reformada por la ley 24.568. -Publicada en el BO el 31/10/95-, ley 24.787 –Publicada en el BO. 2/4/97, y ley 24.999 –Publicada en el BO el 30/7/98), con lo cual puede apreciarse un avance en el tema, aunque no es el necesario y definitivo que se daría al incorporar una cláusula expresa en el texto Constitucional provincial.

La ley nacional Nº 24.240 fue sancionada a fin de reglamentar el precepto del artículo 42 de la Constitución Nacional y tiene por objeto la defensa de los consumidores o usuarios. A tal fin, se consideran consumidores o usuarios, las personas físicas o jurídicas que contratan a título oneroso para su consumo final o beneficio propio o de su grupo familiar o social: a) La adquisición o locación de cosas muebles; b) La prestación de servicios; c) La adquisición de inmuebles nuevos destinados a vivienda, incluso los lotes de terreno adquiridos con el mismo fin, cuando la oferta sea pública y dirigida a persona indeterminada.

En el artículo 3 da nacimiento a un sistema de protección legal integrado por todas las normas aplicables a las relaciones de consumo, las cuales, asimismo, deben ser aplicadas e interpretadas siguiendo el principio rector del "in dubio pro consumidor".

Asimismo, dispone en su artículo 4° que “quienes produzcan, importen, distribuyan o comercialicen cosas o presten servicios, deben suministrar a los consumidores y usuarios, en forma cierta y objetiva, información veraz, detallada, eficaz y suficiente sobre las características esenciales de los mismos”, implica – a pesar de haber sido sancionada con anterioridad a la reforma constitucional de 1994- una saludable y correcta reglamentación del artículo 42, en consonancia con el espíritu de la reforma constitucional, en relación a la introducción de normas tendientes a dotar de mayor grado de transparencia, desde y hacia los diferentes actores de la sociedad.

La ley nacional de defensa del consumidor, estableció la existencia de organizaciones no estatales ni gubernamentales, que propendan a la defensa, información y educación del consumidor. Estas organizaciones son las denominadas asociaciones de defensa de usuarios y consumidores, que para poder funcionar debe contar con la respectiva autorización de la autoridad de aplicación correspondiente.

Estas asociaciones tienen la carga constitucional de difundir de modo amplio, tanto la normativa de la misma, como los alcances y efectos, que tiende a la protección de los derechos de los consumidores. En tal sentido, deben explicar de modo sencillo, a través de todos los medios de difusión posibles, y que resulten de fácil acceso para la población, los alcances de la normativa y enseñar a los consumidores a adquirir los productos que le resultan más convenientes por razón de precio, uso, aprovechamiento y demás (SCHVARTZ, Liliana. “Publicidad y Consumidor”, El Dial. www.eldial.com. DC32D).

La formula que se propone no solo reconoce el derecho a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos, a una información adecuada y veraz, a la libertad de elección, a condiciones de trato equitativo y digno, sino que además agrega “como así también todos los derechos establecidos en la Constitución Nacional y de los que directa o indirectamente les confieran las normas supranacionales, nacionales y provinciales que sean adecuadas para brindarles tutela.”

A diferencia de la técnica legislativa empleada por la Constitución de la Nación, y en concordancia con la reciente reforma efectuada a la Constitución de la Provincia de Tucumán, se sugiere que no se efectúe sólo un enunciado de derechos. Por el contrario, se pretende evitar toda posibilidad de omisiones dado que de esa forma se asegura la más amplia protección posible mediante la remisión a todas las normas que contengan dispositivos legales adecuados para brindarles protección.

Robusteciendo aún más la consagración de derechos, la remisión se efectúa no solamente respecto de aquellas normas que expresamente han sido creadas para proteger a los consumidores y usuarios, sino también a todas las que, aun de manera implícita, contengan enunciados o institutos que puedan ser útiles para completar o complementar el elenco de derechos incluyendo las normas supranacionales receptadas por la Constitución Nacional en el art. 75, inc. 22. (Conf. STIGLITZ, Gabriel, JAPAZE, Maria Belén, BRU, Jorge y RUSCONI, Dante. “Propuesta para la incorporación de los derechos de la tutela de los consumidores y usuarios en la Constitución de la Provincia de Tucumán” LLNOA 2006 (junio), p. 469).

De otro lado, el hecho fáctico de que las autoridades provinciales deban proveer a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios, importa establecer un papel activo a los poderes públicos y a las autoridades que los conforman.

Asimismo, se propone delegar en la legislatura el establecimiento de los procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios, en los organismos de control. En efecto, resulta un punto relevante a fin de que los intereses de este grupo puedan ser adecuadamente representados en los distintos ámbitos.

Favorecer la creación de asociaciones que agrupen a los usuarios y consumidores, destinadas a canalizar las inquietudes y necesidades de sus integrantes de manera homogénea y con la suficiente fuerza implica brindar una tutela efectiva.

Sentado ello, es preciso destacar que para algunos autores el derecho a una información adecuada y veraz constituye el punto más fuerte de la protección constitucional de la relación de consumo. (QUIROGA LAVIÉ, Humberto, Constitución de la Nación Argentina comentada, Ed. Zavalía, Buenos Aires, 2000, p. 227/8; BASTERRA, Marcela. El Derecho Fundamental de acceso a la información Pública, Lexis Nexis, 2006. Buenos Aires, p. 57).

En tal sentido, la ley 24.240 abunda y esclarece el concepto que surge del propio artículo 42 de la Constitución, en sentido que la “información adecuada y veraz” a que la norma se refiere, no queda satisfecha en modo alguno con la publicidad que se haga del producto. Si tomamos, por ejemplo, la definición de publicidad del artículo 2 de la ley española, N° 34/1988, es “toda forma de comunicación realizada por una persona física o jurídica, pública o privada, en el ejercicio de una actividad comercial, industrial, artesanal o profesional, con el fin de promover de forma directa o indirecta la contratación de bienes muebles o inmuebles, servicios, derechos y obligaciones”, se puede visualizar con claridad que el concepto de publicidad no tiene siquiera parentesco con el derecho a la información veraz que consagra nuestro plexo constitucional y reglamenta, en consonancia, la ley 24.240, ya que el objetivo de ésta, es la de ilustrar acabadamente las características del producto o servicio a adquirir, y el objetivo de la publicidad no es otro que el promover la venta de un bien o servicio.

Además de la ley de defensa del consumidor, existen a nivel nacional otras normativas que tutelan el derecho a la información de usuarios y consumidores de servicios y bienes. Tal es el caso de la ley de lealtad comercial, N° 22.802 (Publicada en el B. O el 11/5/83) donde el bien jurídicamente protegido es la lealtad en las relaciones comerciales tanto los derechos de los consumidores como de los de los competidores, tutelando la libertad, la debida información y la transparencia en tales actividades. Otras leyes, más específicas son las que regulan ciertos productos o servicios en particular. En tal sentido, la ley 16.463 (Publicada en el B. O el 8/8/64) referida a los medicamentos dispone en el artículo 19 la prohibición a inducir en los anuncios de sus productos de expendio libre, a la automedicación, como así también la prohibición de publicitar medicamentos cuyo expendio solo haya sido autorizado “bajo receta”. Coexisten con la normativa constitucional un gran número de leyes especiales que imponen la inserción de determinadas leyendas o mensajes referidos que constituyen “información obligatoria” para el consumidor, tales como la referida al tabaco (Ley 23.344. Publicada en el B.O el 29/8/86), al alcohol (Ley 24.788. Publicada en el B.O el 3/4/97), a los alimentos (Código Alimentario Argentino. Ley 18.284. Publicada en el B.O el 28/7/69), entre otras.

Los usuarios y consumidores sólo podrán ejercer plenamente los derechos de los que son titulares cuando, 1) conocen íntegramente la tutela judicial que recae sobre ellos, entienden los alcances y efectos de cada uno de los institutos, figuras, y principios que han sido consagrados a su favor, ya que de nada vale saber sobre la existencia de un derecho, si no se lo puede ejercer, 2) son informados de todos los aspectos (incluye naturaleza, alcances y efectos) del contrato que lo vincula con el consumidor, 3) son enseñados de los beneficios de consumir con razonabilidad y racionalidad, 4) acceden a la información que posibilita que conozcan los regímenes jurídicos y los evalúen a los fines de saber cuales son sus derechos, permitiendo que en el marco de un vinculo jurídico especifico, el usuario o consumidor pueda conocer sus derechos y obligaciones, las del proveedor, así como los efectos y resultados esperados de la provisión. (Véase LOWENROSEN, Flavio. “Breves consideraciones sobre el Deber de Información, la Educación y la Buena Fe, en su carácter de principios básicos que tutelan los derechos de los administrados en general, y de los usuarios y consumidores en particular.” Articulo Publicado en El Dial. www.eldial.com DC4E4)

Sin la información necesaria se privaría a los usuarios y consumidores de acceder a conocer lo necesario a fin de elegir un bien o servicio. Como contrapartida a la obligación constitucional, en caso que se brindare información falsa o inexacta, se debe la correspondiente indemnización por los daños causados como consecuencia de tal acción u omisión.

No es suficiente a los efectos de la obligación de informar, la publicidad de dicho bien o servicio. Esta tiene como principal finalidad la de captar voluntades tendientes al consumo del bien o servicio publicitado, razón por la que estaría permitido cierto grado de subjetividad valorativa, sin que, por supuesto la misma signifique desvirtuar el producto de manera tal que se induzca al destinatario a error, porque en ese caso también correspondería una indemnización. El derecho a la publicidad es de naturaleza diferente a la obligación del deber de información en relación al consumo.

La Justicia se ha manifestado en reiteradas ocasiones, con relación al deber de información que recae sobre los proveedores, como contrapartida al derecho de información que tienen los usuarios y consumidores. Es esencial una adecuada información y explicación clara, concisa e inequívoca, a los usuarios, de los derechos y obligaciones que sobre él recaen en el marco de la relación de consumo. Asimismo, de los riesgos y efectos de la provisión, sea de bienes o de servicios, siendo la información el medio que permite inequívocamente que el consumidor reflexione adecuadamente al momento de celebrar el contrato. (“Epac S.R.L. c/Secretaría de comercio e inversiones – Disp. DNCI. 582/97-", CNACAF, Sala II, 11/12/97 “El derecho de información que el artículo 42 de la Constitución Nacional reconoce al consumidor, halla su correlato en el "deber de información" impuesto a los proveedores de bienes y servicios por la ley de defensa del consumidor”. (Considerando 4º)

Sentado ello, la ley provincial nº 8.973, además de las disposiciones establecidas en la ley 24.240, en el artículo 5, faculta a la autoridad de aplicación para: a) Adoptar o promover las medidas adecuadas, necesarias y conducentes para suplir o equilibrar las situaciones de inferioridad, subordinación o indefensión en que pueda encontrarse individual o colectivamente el consumidor o usuario; b) Disponer la realización de inspecciones y pericias vinculadas con la aplicación de esta ley; c) Disponer la organización necesaria para recibir y procesar las quejas que las personas físicas o jurídicas presuntamente perjudicadas por conductas que afecten los derechos de los consumidores o usuarios como así también, la ratificación y ampliación de las denuncias que se presenten; d) Sustanciar los sumarios por violación a las disposiciones de la presente ley y proceder a su resolución asegurando el derecho de defensa; e) Defender y representar los intereses de los consumidores individual o colectivamente ante la justicia u otros organismos oficiales o privados; f) Disponer de oficio o a requerimiento de parte, celebración de audiencias con la participación de denunciantes damnificados, presuntos infractores, testigos y peritos; g) Velar por el fiel cumplimiento de las leyes, decretos y resoluciones de carácter nacional y provincial que hayan sido dictadas para proteger al consumidor o usuario; h) Realizar investigaciones en los aspectos técnicos, científicos y legales; i) Pedir informes y antecedentes que juzgue necesarios tanto a comerciantes, empresas y entidades oficiales y privadas; j) Requerir la colaboración de cualquier laboratorio u oficina nacional, provincial o municipal; k) Elaborar las disposiciones relativas a materias que afecten directa o indirectamente a consumidores o usuarios; l) Organizar y mantener actualizados los registros de asociaciones de consumidores e infractores; ll) Realizar cualquier otro tipo de actividad destinada a la defensa, información y educación del consumidor y, m) Proponer todas las disposiciones necesarias para el cumplimiento de la presente ley, dar instrucciones y directivas y ejercer todas las funciones y atribuciones que emanen de esta ley y su reglamentación y las que en consecuencia se dicten”.

En consonancia con estos preceptos, se torna imprescindible progresar en el tema otorgándoles a los usuarios y consumidores de bienes y servicios una debida tutela constitucional. En tal sentido, es preciso destacar que en el derecho constitucional provincial se ha avanzado mucho en el tema. Al respecto la mayoría de las Constituciones prevén disposiciones en la materia. (Ciudad Autónoma de Buenos Aires, artículo 6; Buenos Aires, artículo 38; Catamarca, artículo 27; Chaco, artículo 47; Chubut, artículo 33; Córdoba, artículo 29; Corrientes, artículo 48; Formosa, artículo 74; Jujuy, artículo 73; La Rioja, artículo 50; Neuquén, artículo 55; Río Negro, artículo 30; Salta, artículo 31; San Juan, artículo 69; Santiago del Estero, artículo 36; Tierra del Fuego, artículo 22 y; Tucumán, artículo 42). Las únicas cartas provinciales que no lo disponen son las de Entre Ríos, La pampa, Mendoza, Misiones, San Luís, Santa Cruz y Santa Fe.

Los medios habilitados para la salvaguarda de los usuarios y consumidores, de los competidores económicos y de la transparencia del mercado, comprenden las acciones privadas que tienen derecho a emprender las personas físicas y las personas jurídicas y las acciones públicas a que están obligadas las autoridades. (Conf. GELLI, María Angélica. Constitución de la Nación Argentina -Comentada y Concordada. La Ley. Buenos Aires. 2001, p. 329).

Asimismo, para una efectiva operatividad de los derechos de los consumidores y usuarios es preciso el alumbramiento de procedimientos abreviados y gratuitos, que permitan que los sujetos afectados puedan acceder a las vías de reclamación, administrativas y judiciales, sin que ello signifique una barrera infranqueable teniendo en cuenta la naturaleza y entidad del perjuicio o las posibilidades del sujeto afectado (conf. Stiglitz, Gabriel, "El acceso a la justicia en la ley de Defensa del Consumidor" en "Reglas para la Defensa de los Consumidores y Usuarios", Editorial Juris, Rosario, 1997, p. 89 y ss).

La eficacia de los procedimientos para la prevención y solución de conflictos de consumo, es una garantía asegurada por el artículo 42 de la Constitución de la Nación, y ésta se obtendrá en la medida que la legislación adjetiva local posibilite vías de reclamación de trámite abreviado, coadyuvando a la obtención de soluciones rápidas.

Los derechos de los consumidores y usuarios deben ser respetados por las empresas en sus relaciones comerciales con los consumidores; pero principalmente es el propio Estado el que debe salvaguardarlos mediante acciones concretas desde todos sus cometidos y funciones. En efecto, adquieren principal relevancia en este punto el diseño de políticas públicas específicas, el ejercicio activo del poder de policía de las relaciones de consumo y el funcionamiento adecuado del poder judicial.

De esta manera se recepta cabalmente el mandato derivado de las Directrices para la protección del consumidor de las Naciones Unidas del año 1985 que instan a los Estados a formular, o mantener una política enérgica de protección del consumidor y mantener una infraestructura adecuada que permita formular, aplicar y vigilar el funcionamiento de las políticas de protección del consumidor". (STIGLITZ, Gabriel, JAPAZE, Maria Belén, BRU, Jorge y RUSCONI, Dante. “Propuesta para la incorporación de los derechos de la tutela de los consumidores y usuarios en la Constitución de la Provincia de Tucumán” LLNOA 2006 (junio), p. 469).

Por los fundamentos expuestos y sin que esto implique desmerecer, en modo alguno, los importantes avances de la Provincia en la materia al haber adherido a las disposiciones de la ley nacional de defensa de los consumidores, es que se recomienda específicamente, para cerrar el capítulo de reconocimiento de los derechos fundamentales, la incorporación de la fórmula propuesta como derechos explícitos en el que será el nuevo texto constitucional de los entrerrianos.

Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 668)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO PRIMERO: Incorpórese  a la Constitución los siguientes artículos a continuación del art.11.

Art.: ……. “Créase la Auditoría General de Medios, que se compondrá de cinco miembros, elegidos dos a propuesta de cada una de las Cámaras, y tres por elección de la ciudadanía.

Art.:…… Funcionará en la órbita del Poder Legislativo, y tendrá a su cargo el control de la publicidad oficial, entendiendo por esta: la publicidad de los actos de gobierno, la publicidad institucional, la publicidad de bienes y servicios producidos y/o comercializados por entidades o instituciones en la que el estado Provincial tenga intereses.

La publicidad oficial deberá: afianzar los valores y principios constitucionales, informar objetivamente sobre la gestión del gobierno y la labor de las autoridades y funcionarios públicos, comunicar las disposiciones normativas, especialmente las que por su importancia e impacto social requieran la adopción de medidas complementarias a fin de lograr el conocimiento general, divulgar el patrimonio histórico y cultural de la Provincia y de la Región en pos de su defensa y conservación, preservar el medio ambiente y los derechos de los usuarios y consumidores, difundir programas o políticas públicas relevantes o de interés social, y difundir la producción de bienes y servicios de Entidades o Instituciones Públicas.

Art. ….: No se podrán incluir mensajes discriminatorios ni contrarios a los principios que animan esta Constitución y la Constitución Nacional.

La ley especial que reglamente necesitará para su sanción mayoría absoluta deberá asegurar una adecuada distribución de los puntajes. Asignará los recursos teniendo en cuenta la producción local, los programas que difundan temas relacionados, con la población, la cultura y el medio ambiente entre otros.

Para ello se tendrá en cuenta: Nivel de Audiencia, Alcance, Penetración, Preponderancia Social y Credibilidad. Establecerá pautas objetivas que permitan conocer la aptitud informativa de los medios de información.

PASQUALINI – ALASINO.

FUNDAMENTOS

1.- El derecho de usuarios y consumidores, comprende el de consumir una información adecuada y veraz, según lo prescribe la Constitución Nacional. Por su parte es admitido que la información es un bien público.

Su posesión, producción, distribución y difusión es un derecho humano, y como tal garantizado por la Constitución Nacional (art. 14) y los Pactos Internacionales con jerarquía constitucional a que incorpora el art.75 inc. 22 de la Carta Magna.

Sin duda que la distribución arbitraria y discriminatoria de la publicidad oficial es una violación a los derechos humanos.

Hace unos años la Relatoría para la Libertad de Expresión de la “Comisión Interamericana de Derechos Humanos expresó: “No existe un derecho intrínseco a recibir recursos del Estado por publicidad. Solo cuando el Estado asigna estos recursos en forma discriminatoria se viola el derecho fundamental a la libre expresión. Un Estado podría negarle a todos los medios de comunicación, pero no puede negarle ese ingreso sólo a algunos medios con base en criterios discriminatorios”

La libertad de expresión es la que ataca a esta forma de discriminar que da a unos y niega a otros.

Las razones de la negativa, siempre son arbitrarias. Esto es: lo hago por que se me da la gana.

El proyecto en general completa la disposición anterior de la no discriminación por medio de la publicidad y pretende terminar con esta forma de exclusión, para lo cual propone crear una Auditoria de Medios en la órbita del Poder Legislativo.

Dos de los integrantes serán propuestos uno por cada una de las cámaras y los otros tres por la ciudadanía y deja reservada a la ley la forma de elección de estos últimos.

Avanza en el concepto de publicidad oficial, y permite entender que es lo que se debe entender como tal.

Propone lo que la publicidad debe proteger y en función de cuáles criterios se debe otorgar; establece asimismo las pautas para un sistema de puntajes, mediante la cual se distribuirán los recursos.

La aptitud informativa de los medios podría resultar de algunas metodologías instrumentadas con la participación pública y privada. Verbigracia, la Dirección de Estadísticas y Censos por un lado, y por el otro las Universidades públicas y/o privadas que tengan carreras afines en la materia.

Esta norma completa el párrafo del art. 11, principio general de no discriminación, que comprende la libertad de expresión.

Procuramos afianzar el grado de independencia de los medios respecto del gobierno. Hoy al moverse los recursos, en cuanto a la cantidad y al monto de los mismos, arbitrariamente y sin ningún control, genera sospechosamente una situación absolutamente reñida con lo que el sistema democrático y republicano protegen.

Se advierte la cantidad enorme de avisos para algunos medios y la carencia total para otros. Lo que es peor nada se sabe de los montos.

Al depender en gran medida de los recursos que le asigne el Gobierno, se les impone un grado de sometimiento y absoluta dependencia, lo que los transforma en rehenes del Poder al que deberán complacer o el medio quedará totalmente desfinanciado.

Como contribución, a lo que la Convención debe saber en cuanto a la situación, hicimos un relevamiento de un número importante de medios, tomando como base la pagina “periodismoentrerios.com.ar, que tiene registrado 226 medios y dio como resultado lo que sigue

2.- La libertad de Prensa en Entre Ríos y el Grado de Independencia de los medios respecto del Gobierno:
A-Introducción y Aclaración Previa: Los resultados obtenidos a partir del Índice de Independencia de los medios de prensa en Entre Ríos son los que se exhiben en el Cuadro adjunto. El mismo fue construido en base a un relevamiento realizado el día 23 de febrero de 2008 a partir de los respectivos sitios de los medios analizados.

El índice de independencia se define como la proporción de avisos oficiales respecto del total de avisos publicitarios exhibidos por un medio.

Diversas limitaciones pueden señalarse a este indicador:

a- los avisos no miden en su integridad la independencia de un medio, ya que otros elementos deben también ser incluidos con tal objetivo;

b- los avisos a veces pueden ser ocultados y no exhibidos, no obstante percibirse los honorarios correspondientes, más aún cuando las auditorias de medios no es procedimiento habitual en nuestro medio que asegure la difusión de la publicidad gubernamental contratada;

c- un aviso tiene en el índice la misma importancia, sea que se trate de una pequeña verdulería o imprenta o de los Casinos de Entre Ríos, no diferenciándose que los avisos oficiales y las pautas publicitarias oficiales son contratadas por montos mucho mayores que las que contratan los auspiciantes privados.

Cualquier aproximación al problema en base al indicador utilizado es siempre superficial y, como es reconocido en los medios académicos, muy simplista y limitada para aprehender un fenómeno tan complejo.

Sin embargo, como se reconoce también en los trabajos académicos, es una forma sencilla, rápida y eficaz para describir en un solo número el grado de independencia de los medios de información y las posibilidades de los ciudadanos de informarse en forma integral y plural.

B-Resultados Obtenidos: La mitad de los medios analizados, 18 sobre 36, tienen por lo menos un 38 % de sus avisos pagados por el gobierno. Si se tienen en cuenta que en la mayoría de los casos los avisos oficiales son de magnitudes muchos mayores a la de los avisos privados, puede concluirse que la mitad de los medios relevados tienen casi todo su presupuesto financiado por el Estado provincial.
El porcentaje de avisos oficiales es, en algunos casos, mucho mayor al 38 % arriba señalado.

A veces es del 50 % (5 casos sobre 36), 3 casos de índice de valor 43-45 %, 2 casos de 67-68 %, 3 casos de 80-83 % y 2 con un índice de valor 100.

Debe señalarse además que en este grupo se encuentran los medios más influyentes en las ciudades de Paraná y Concordia.

Debe destacarse también lo que ocurre en el otro extremo: 4 de los medios relevados no tienen ningún aviso publicado, lo que puede reflejar la voluntad de informar solamente por vocación.

O también, se encontraron 10 medios sobre los 36 relevados que no tienen ningún aviso oficial y pueden ser calificados como de mayor independencia.

Por último los porcentajes que se leen en la tabla que sigue, pueden tener algunos errores menores, que no se debe a la subestimación de la capacidad de venta particular del medio ni tampoco a criterios distintivos extraños al objetivo que anima el informe. Hay que atribuírselo simplemente a la falta de información en el estado del destino de los fondos publicitarios que distribuye el gobierno.

Los multimedios (entendiéndose a las empresas que informan con distintas técnicas: escrito, orales, digitales, etc.) sin duda destinan su recurso a mantener la organización.

Para realizar el relevamiento que acompañamos, se individualizaron- como lo decimos mas arriba- todos los medios de Entre Ríos registrados por el sitio de Internet www.periodismoentrerios.com.ar. Este sitio tiene registrados 226 medios: diarios, semanarios, radios y sitios de noticias on line. De este total, se seleccionaron 36 medios en base a su importancia, distribución en la provincia, velocidad de respuesta en la red y que estuvieran activos.

En los sitios seleccionados, se computaron el día 23/02/08 los avisos y auspiciantes en base a los siguientes criterios: solo se computan los avisos publicados y no los enlaces a otros sitios; no se computan los avisos de ONG, asociaciones sin fines de lucro, agencias gubernamentales con teléfonos para denuncias y medios relacionados con el medio analizado; el aviso de la Cámara de Senadores y de la Vicegobernación, que siempre aparecen como dos banners o dos avisos, se computan como uno solo. Los medios se ordenaron según el número de avisos oficiales.

	Acerca de la Libertad de Prensa en Entre Ríos

ÍNDICE DE INDEPENDENCIA DE UN MEDIO DE PRENSA (Se define como % de avisos exhibidos en el sitio de internet)


	Medios
	Públicos
	Privados
	Total
	% de avisos públ. sobre el total

	análisisdigital.com.ar
	23
	31
	54
	43

	Apfdigital.com.ar
	15
	7
	22
	68

	lavoz901.com.ar
	12
	3
	15
	80

	abc1digital.com.ar
	9
	11
	20
	45

	aimdigital.com.ar
	8
	2
	10
	80

	elheraldo.com.ar
	5
	1
	6
	83

	paginapolitica.com.ar
	5
	0
	5
	100

	davidricardo.com.ar
	4
	2
	6
	67

	informeentrerios.com.ar
	4
	0
	4
	100

	accionlaroque.com.ar
	3
	5
	8
	38

	diarioelsol.com.ar
	3
	3
	6
	50

	eldiariodeparana.com.ar
	3
	3
	6
	50

	elinformedigital.com.ar
	3
	3
	6
	50

	gualeguayaldia.com.ar
	3
	3
	6
	50

	imass.com.ar
	3
	5
	8
	38

	larepublicadigital.com.ar
	3
	5
	8
	38

	noticiaschajari.com.ar
	3
	4
	7
	43

	rielfm.com.ar
	3
	3
	6
	50

	fmazahares.com
	2
	6
	8
	25

	multimedioschajari.com
	2
	11
	13
	15

	paralelo32.com.ar
	2
	10
	12
	17

	20diez.com.ar
	1
	7
	8
	13

	diariovictoria.com.ar
	1
	3
	4
	25

	eloncedigital.com.ar
	1
	2
	3
	33

	gualeguaychudigital.com.ar
	1
	2
	3
	33

	unoentrerios
	1
	3
	4
	25

	colondiario.com.ar
	0
	3
	3
	0

	cronistadigital.com.ar
	0
	2
	2
	0

	diarioelargentino.com.ar
	0
	1
	1
	0

	hojadenoticiasfederacion.blogspot
	0
	3
	3
	0

	lacalle-online.com
	0
	0
	0
	Sin avisos

	lamesofm.com.ar
	0
	4
	4
	0

	litoralfm.com.ar
	0
	0
	0
	Sin avisos

	lt15concordia.com.ar
	0
	0
	0
	Sin avisos

	lt39am980.com.ar
	0
	0
	0
	Sin avisos

	victoriaaldia.com.ar
	0
	3
	3
	0


Son por demás elocuentes los datos aportados y resulta sorpresiva, en algunos casos, la dependencia económica de los medios con quien detenta el poder del Estado. Así y solo así se comprende la orientación que tienen las noticias en nuestra provincia.

Nada obsta a que los medios opinen a favor del gobierno -esto no es lo que aquí se cuestiona- sino que la información esté orientada a prestigiar desmedidamente a quién gobierna y desacreditar cualquier opinión contraria.

Este proyecto también va de suyo, encaminado a proteger el derecho a informarse de todos los entrerrianos.

Flavia E. Pasqualini – Augusto J. Alasino.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Pasqualini.

SRA. PASQUALINI – Señor Presidente, en cuanto al giro otorgado, sin ánimo de contradecirlo, me parece que tratándose de una Auditoría General, el seno donde debe debatirse el contenido de la propuesta es el de la Comisión de Control del Estado.

Pido, entonces, que se gire a esa comisión y no a la de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral como está propuesto en la nómina de Asuntos Entrados.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Federik.

SR. FEDERIK – Señor Presidente, pedí la palabra para hacer una propuesta en el mismo sentido que la señora convencional Pasqualini.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Está a consideración la moción de los señores convencionales Pasqualini y Federik, en el sentido de que el giro hecho por esta Presidencia sea cambiado, y se gire a la Comisión de Control del Estado.

Los señores convencionales que están por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se gira a la Comisión de Control del Estado. 

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

XIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 673)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Introducir los siguientes artículos al texto de la Constitución Provincial:

Artículo... “El Estado Provincial conserva y protege los bosques nativos y las selvas ribereñas y garantiza su aprovechamiento sustentable”

Artículo... “El Estado Provincial reconoce a los propietarios de tierras con bosques nativos y selvas ribereñas el derecho a recibir los beneficios económicos y exenciones impositivas que por ley especial se establezcan.”

CEPEDA – DE PAOLI – BRASESCO –ROGEL – GUY.

FUNDAMENTOS

Desde que comenzó la agricultura –hace unos 10.000 años– nuestras actividades han reducido la cubierta forestal por lo menos en un tercio. Los bosques están desapareciendo más rápido que cualquier otro bioma y son talados para obtener madera, leña, cultivos de alimentos, pastaje de ganado, minería y urbanización. Los bosques y selvas son recursos potencialmente renovables si se usan sustentablemente. También son el albergue del 50 al 90% de las especies que constituyen la valiosa biodiversidad del planeta. (1)

Los bosques prestan servicios ambientales que van mucho más allá de la actividad maderera y tienen impactos significativos sobre los sectores productivos y la calidad de vida de la población. (2)

Algunas razones que justifican su protección son:

-Contienen una importante diversidad biológica, proveen de hábitats esenciales para una amplia gama de especies de flora y fauna, algunas en vías de extinción.

-Ayudan a mantener los equilibrios naturales del planeta, los ciclos del agua, nutrientes y energía; generan oxígeno y contribuyen a reducir el efecto invernadero estabilizando el clima.

-Generan y mantienen los suelos minimizando la degradación y son los principales elementos en una cuenca, purificando y conservando el agua.

-Numerosas especies de árboles, arbustos, líquenes, epifitas, musgos, hierbas y hongos, son una importante materia prima para la producción de medicinas.

-Son valiosas las referencias científicas a partir de las cuales se puede obtener información acerca de cómo funcionan los ecosistemas.

-Poseen un valor paisajístico irremplazable, son de gran importancia para el turismo y la recreación, como también para el goce espiritual.

-Proveen una amplia gama de productos (además de la madera) como hongos, frutos, forraje, huevos, carne, etc.

-Son el sustento de muchas personas cuya supervivencia depende de la presencia y del estado de los bosques.

Sin embargo, lo cierto es que hasta la fecha, lejos de proteger y manejar la base de los recursos naturales, la estamos degradando y perdiendo. (2)

Argentina es un ejemplo patético de “silvidestrucción”. En ninguna provincia se aplicó un criterio silvícola que haya previsto el acrecentamiento o mejoramiento del capital forestal, a tal punto que la degradación ha producido daños catastróficos de muy difícil recuperación. En el año 1914 se efectuó un censo que arrojó 106 millones de hectáreas como superficie cubierta con montes nativos de la Argentina. Hoy quedan sólo 33 millones de hectáreas de bosques, cifra tan reducida que expresa sin la necesidad de dar mayores explicaciones la gravedad de la situación. (3)

En la provincia de Entre Ríos los montes nativos ocupaban a principios de siglo 2.500.000 millones de hectáreas. Según los datos obtenidos en el trabajo Bosques Nativos y Selvas Ribereñas en la Provincia de Entre Ríos, la misma contaba hasta enero de 2003 con 1.360.056 hectáreas de bosque nativo y vegetación ribereña.

Los especialistas forestales, estiman que un estado con tierras onduladas y numerosas vías de agua como sería el caso de Entre Ríos, tiene que mantener el 25% de su superficie cubierta de bosques para evitar los arrastres de tierra por la erosión hídrica y la pérdida del caudal de sus arroyos. Por esta razón, si consideramos las 8.211.741 ha de esta provincia, esta proporción significaría 1.850.000 ha que deberían ser mantenidas cubiertas de bosques. (3)

A pesar de esto, en los últimos años se ha observado un aumento del área desmontada en la provincia, realizándose en la mayoría de los casos sin una planificación técnica previa. (1)

El tratamiento que recibieron los bosques nativos de Entre Ríos fue irracional, a pesar de que en su gran mayoría representan formaciones vegetales de muy alto potencial productivo económico, y al mismo tiempo son ecosistemas muy complejos con árboles de grandes dimensiones. Durante más de un siglo fueron sometidos a una intervención fuerte de tala selectiva. En ese sistema de corta, no se tuvieron presente consideraciones ecológicas ni de sustentabilidad y se cosecharon principalmente las especies más valiosas. Los frecuentes incendios completaron este proceso degradativo. (1)

No es sorprendente que algunos bosques con especies de alto valor del Espinal como el algarrobo y el ñandubay, así como la Selva en Galería Paranaense, llegaran al límite de su riesgo de extinción como tipos forestales de importancia y como ecosistemas únicos.

Las formaciones boscosas nativas, después de ser explotadas en todas las áreas accesibles, perdieron importancia económica forestal y se volcaron a la ganadería de cría y recría o directamente fueron desmontadas y transformadas en chacras. (1)

Este proceso extractivo, ha ocurrido y es visible en grandes áreas del país. Justamente por ese error, esta generación tiene la tarea de recuperar los bosques nativos como sistema ecológico productivo y como sistema protector, y dado que son cada vez más escasos, preservarlos constituye una inversión para el futuro.

No obstante, la agricultura y la ganadería la mayoría de las veces son las únicas alternativas rentables por lo que se torna difícil competir con los beneficios económicos a corto plazo que confieren estas actividades.

Cuando la rentabilidad inmediata resulta conveniente, los productores adoptan masivamente la actividad que les es más lucrativa, independientemente de los costos ambientales o sociales de tales decisiones.

En consecuencia debe implementarse una política con incentivos económicos que colabore en modificar la actitud de los productores privados, de forma que éstos no vean al bosque como una limitación a las actividades productivas, sino como una fuente de recursos, evitando la tendencia a su reemplazo. (4)

Una alternativa prometedora para minimizar esta tendencia la constituyen los pagos por la tenencia de estos ecosistemas. Es un instrumento de política ambiental para incentivar a los propietarios y poseedores de bosques nativos para la conservación de los mismos. Al reconocer el valor económico que estos generan, este nuevo paradigma trata de orientar la toma de decisiones sobre el uso de los bosques con base en los beneficios económicos.

Los recursos naturales, considerados por lo común bienes “libres”, como el agua y el aire, no son objeto de manejo racional, a semejanza de los bienes económicos a los que se les asigna un valor monetario, por el contrario, permanecen totalmente ignorados, puesto que todo fenómeno que no implique un intercambio monetario en el mercado no es tenido en cuenta en el sistema económico. En poco tiempo más el capital natural se hará tan escaso que se transformará en un factor netamente limitante de la actividad económica, y aunque su valorización monetaria es difícil y políticamente delicada, es sin embargo, la única manera de evitar su desaparición, si se asegura que los precios de los recursos naturales reflejen efectivamente su utilidad y su escasez relativa. (3)

Diseñar un proyecto para las próximas décadas muestra que poseemos una idea optimista.

Hemos de transmitir un mundo mejor en todos los aspectos, y esto incluye una naturaleza preservada y rica; pero de continuar las actuales tendencias, veremos muy comprometido nuestro propio destino. Urge entonces reducir significativamente la deforestación, deteniendo la alarmante pérdida de diversidad biológica de los bosques y la degradación de los suelos y los recursos asociados. (2)

Esto se puede lograr mediante la aplicación de regímenes de promoción o de exención impositiva para compensar por el uso restringido que realicen aquellos productores que mantengan en buenas condiciones los bosques que existen en su respectiva propiedad. (4)

El surgimiento de esta iniciativa consolida un proceso de fuerte intervención estatal por medio del cual se otorga un reconocimiento financiero a los propietarios de terreno con bosques nativos, con el fin de promover el mantenimiento y la recuperación de la cobertura forestal de la provincia.

Conforme las razones expuestas, las que se darán en comisión y en la Asamblea, solicitamos la aprobación del presente proyecto.

Silvina E. Cepeda – Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco –Fabián D. Rogel – Raúl D. Guy

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 674)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el artículo que sigue:

REVOCATORIA POPULAR

“Los ciudadanos podrán revocar el mandato de los funcionarios electivos después de transcurrido un año del comienzo del mismo y antes de que resten seis meses para su expiración. El procedimiento revocatorio se habilitará a pedido de un número de ciudadanos no inferior al 35% del padrón electoral y siempre que exista causal de mal desempeño o falta grave en el ejercicio de sus funciones. El Tribunal Electoral comprobará que dentro de los noventa días de iniciado el procedimiento, el pedido reúna los requisitos referidos y en ese caso convocará a comicios. En la compulsa electoral respectiva el funcionario mantendrá el cargo siempre que no se obtuviere la mitad más uno de los votos validos a favor de la destitución. Durante el período para el cual fue elegido el funcionario no podrá hacerse más de una solicitud de revocación de su mandato por la misma causal. No se admitirá la iniciativa ni avanzará de haber sido promovida, mientras se sustancia el procedimiento destitutorio del funcionario previsto por esta Constitución”.
Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Que por expresa disposición del artículo 1º inciso 24 de la Ley 9.768 se permite la incorporación de instrumentos de democracia semidirecta o participativa como la revocatoria de mandatos.

La revocatoria es el derecho reconocido al pueblo para decidir a través del sufragio la destitución de un gobernante.

Debemos destacar de este tipo de figuras como la revocatoria popular, la iniciativa popular y la consulta popular, precisamente eso: lo popular, en tanto significa una reivindicación del pueblo y de su posibilidad de organización, y en consecuencia, un reconocimiento de su capacidad transformadora.

De mi autoría he presentado un proyecto sobre participación ciudadana en el cual he incluido la iniciativa popular, consulta popular, el acceso a la información publica, las audiencias públicas. Con este proyecto venimos a otorgar aún mayor participación al pueblo entrerriano, convencidos de que la voluntad reside en el mismo y que el mandato y la confianza otorgada a sus representantes deben permitirle el control continuo de las tareas y funciones que desarrollen aquellos.

Ante el hecho real de que los órganos representativos muchas veces no han constituido fiel expresión de la voluntad popular, se creyó conveniente remediar esa falencia ampliando y profundizando aún más la participación del pueblo.

La responsabilidad de los funcionarios públicos constituye un principio elemental del Estado de Derecho, y representa el fundamento mismo de las instituciones políticas.

No se concibe, en la actualidad, un gobierno que no sea responsable de sus actos; y normalmente esa responsabilidad está consagrada expresamente en los textos constitucionales.

Que si bien el cumplimiento o no del mandato conferido significará la renovación de confianza o no del pueblo en la persona del gobernante al final de su mandato, se introduce este mecanismo para permitir que durante el ejercicio de las funciones el pueblo tenga el instrumento para hacer valer su derecho ante los incumplimientos y faltas graves.

Que a los fines de evitar otros usos y desviaciones de tan importante instrumento, se impone la necesidad de precisar la causal, sea por mal desempeño, sea por falta grave, siempre en el ejercicio de las funciones.

Que, asimismo, se exige un importante porcentaje del padrón para darle iniciativa a este procedimiento. Este requisito se entiende en el sentido de evitar que aquellos que “no confiaron” en un primer momento, propio de un sistema pluralista de gobierno, puedan utilizar este mecanismo como presión o modo de destituir al candidato de la mayoría votante.

También es importante que se deje el tiempo suficiente para que el funcionario electo demuestre sus aptitudes y compromisos en el cargo, debiendo haber transcurrido siquiera un año desde que asuma el cargo.

En tal sentido, si tan solo restan 6 meses de su mandato, el voto negativo para el mismo u otro cargo de parte del pueblo, una vez finalizado el anterior mandato, significará suficientemente la “destitución”.

Creemos que la democracia participativa permite al pueblo ejercer efectivamente sus derechos mediante la participación continúa en todos los ámbitos de la vida.

La crisis de representatividad, acompañada por un descreimiento en los mecanismos clásicos del sistema democrático de canalización de las inquietudes del electorado, ha ocasionado que vías o canales alternativos sean utilizados por diversos sectores sociales para expresar sus inquietudes y patentar sus reclamos.

Resulta evidente que la posibilidad de peticionar y decidir en torno a la cesación del mandato de un funcionario electo constituye una forma de ejercicio del derecho de participación política, por lo que se encuentra, en principio, amparada por las normas que lo reconocer (Convención Americana sobre Derechos Humanos, art. 23; Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, art. 25; entre otros instrumentos internacionales).

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 675)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el artículo que sigue:

DEFENSA DE LA PRODUCCIÓN

“El Estado fomenta y protege la actividad productiva entrerriana y su diversificación y promueve su industrialización y comercialización, y, en especial, protege al pequeño productor. Sanciona leyes y realiza acciones positivas tendientes a tales fines.

Se garantiza la participación de los productores entrerrianos en la planificación e implementación de las políticas provinciales en la materia, en ámbitos en donde el dialogo y el debate sean la regla común.

Se formulan periódicamente planes generales para el desarrollo económico, en donde participarán representantes del Estado, de los consumidores, de los sectores de trabajo, de la producción y del comercio.”

Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

La Ley 9.768 artículo 1º inc. 27 habilita la ampliación de las normas actuales referidas al Régimen económico y del Trabajo, haciendo hincapié en la producción como un bien de la sociedad y como un principio fundamental para el desarrollo sustentable.

La Sección II (Régimen económico y del Trabajo) de la Constitución Provincial consagra normas referidas a un período histórico determinado de la actividad económica Nacional y Provincial, siendo necesario actualizar sus textos con los nuevos postulados del Derecho en su interferencia con la economía.

Hoy nos encontramos con una nueva visión de la economía en donde se conforman a diario grandes grupos económicos, todo lo cual aumenta la brecha entre los que tienen mucho y los que tienen poco, lo que producen mucho y los que producen poco. Es necesario proteger al pequeño productor ante este escenario.

El Estado debe asumir un rol esencial en la planificación económica, lo cual no significa tomar partido por un intervencionismo estatal, solamente significa que el Estado debe garantizar el ejercicio de los derechos humanos fundamentales en consonancia con la economía y crear el marco en donde pequeños productores puedan desarrollar sus capacidades y crecer en armonía.

Esta Honorable Convención Constituyente ha expresado su sentido, con amplios debates y con la aprobación de dictámenes al respecto (consejos asesores consultivos, por ejemplo), por la amplia participación de todos los sectores en todos los ámbitos de la vida: económico, social, cultural, político. Hoy que nadie puede negar que “el mundo de la economía” en que vivimos muchas veces solo deja la toma de decisiones en manos de unos pocos, relegando a la gran mayoría, se hace necesario que el Estado garantice y propenda a la participación de todos los actores involucrados, independientemente del “poderío económico”.

La Economía de bienestar es entendida como la valoración de las políticas exclusivamente en términos de sus efectos en el bienestar de los individuos. No nos referimos a un intervencionismo estatal desmesurado pero tampoco nos referimos a la absoluta regulación del mercado por sus propias leyes. El punto intermedio que requiere de un Estado que intervenga para equilibrar las desigualdades y permitir el mejoramiento de la calidad de vida de todos los habitantes debe ser el norte a seguir. El Estado interviene cuando es necesario para generar igualdad real de oportunidades y desarrollo. En este proceso de intervención es esencial la participación activa y efectiva de los actores sociales, en un ámbito propio de debate y dialogo.

El principio de protección del pequeño productor entrerriano debe regir nuestra constitución como un parámetro que ilumine cada una de las decisiones de los sujetos estatales y no estatales.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 676)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese al artículo 41 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el texto que sigue:

“El Estado fomentará la formación, organización, mantenimiento y desarrollo de cooperativas, mutuales u otras organizaciones sobre la base de la cooperación libre sin fines de lucro; mediante la asistencia integral, capacitación, beneficios impositivos u otros compatibles con esta Constitución. Sus estructuras internas deben ser democráticas y pluralistas.

El Estado controla el cumplimiento de sus fines”

Artículo 2º: De Forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

La Ley 9.768 artículo 1º inc. 27 habilita la ampliación de las normas actuales referidas al Régimen económico y del Trabajo. Entre dichas normas nos encontramos con el art. 41 que expresa: “Estimulará la tendencia cooperativista y protegerá las organizaciones de ese carácter”. Creemos que la norma es acertada pero requiere su ampliación en consonancia con el proyecto que proponemos.

Las instituciones que propenden a fines altruistas, como cooperativas, mutuales u otras organizaciones basadas en la cooperación libre, son participes necesarios del crecimiento provincial. No podemos limitarnos únicamente a las cooperativas, adoptando de esa manera determinadas formas jurídicas: lo importante es que se trate de “organizaciones que se basen en la cooperación libre y sin fines de lucro”.

Los principios que iluminan estas instituciones se traducen en la gestión democrática, la participación económica de todos los miembros, la autonomía e independencia, la educación, formación e información, la colaboración entre instituciones, el interés por la comunidad.

También es relevante, aunque parezca un obviedad, que se plasme la exigencia constitucional de que las estructuras internas sean “democráticas” y “pluralistas”.

Finalmente, el Estado debe vigilar por el cumplimiento adecuado de sus fines, evitando apariencias jurídicas (en las formas) que escondan otros intereses ajenos al espíritu y razón de ser de estas instituciones.

Dentro de estas bases, las instituciones que tiendan a estos fines podrán organizarse y desarrollarse con libertad, y de conformidad a las decisiones de sus órganos de gobierno, permitiendo que continúen siendo motores del crecimiento y desarrollo humano.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 677)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese como nuevo artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto:

INICIATIVA CIUDADANA

“Todo ciudadano tiene el derecho de iniciativa para presentar proyectos de ley, opiniones, sugerencias, propuestas e ideas en la Cámara de Diputados y sobre temas de competencia legislativa del estado provincial.

Cualquier diputado podrá asumir la iniciativa y defenderla en el recinto, garantizando la participación de los autores.

Toda iniciativa que no sea asumida como propia por un diputado será tratara en el ámbito de una oficina creada al efecto.”

Cláusula transitoria: Deberá reglamentarse este mecanismo dentro del plazo de 12 meses a partir de la sanción de la Constitución Provincial.

Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

La Ley 9.768 en su artículo 1° inciso 24 permite “incorporar instrumentos de democracia semidirecta o participativa”

Con la “Iniciativa ciudadana” pretendemos incorporar una herramienta que permita al ciudadano, individualmente, en grupo o por intermedio de asociaciones, acercarse al Poder legislativo Provincial y proponer o sugerir ideas, opiniones, proyectos, sin las exigencias de determinados porcentajes traducidos en firmas para avalar la propuesta.

Este mecanismo es más amplio que el de la iniciativa popular, porque además de no requerir cantidad alguna de firmas (puede presentar una propuesta una sola persona) tampoco requiere de que se trate exclusivamente de una propuesta de texto legislativo, con las formas y exigencias que ello implica.

La idea es que cualquier ciudadano pueda acercar sus preocupaciones y las posibles soluciones, y que de esta manera encuentre en el Poder Legislativo un ámbito receptor de las mismas.

Cada idea o sugerencia será recibida y podrá ser asumida en su defensa por uno o varios diputados, quienes realizarán el marco formal de un texto legislativo, permitiendo asimismo la participación de los autores de la idea.

En síntesis, este mecanismo de democracia participativa permite que el ciudadano este “cercano” al poder legislador, que pueda realizar sus propuestas sin exigencias ni formalidades (similar a como ocurre en la convención con las propuestas ciudadanas) y que encuentre un ámbito propicio para ello, e incluso la posibilidad cierta de que un legislador tome su idea y la transforme en un proyecto legislativo.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 681)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°: Incorporase al texto de la Constitución Provincial, en el capítulo de Nuevos Derechos y Garantías el siguiente:

Artículo  : La provincia reconoce la preexistencia étnica y cultural de sus pueblos originarios, garantiza el respeto a su identidad, la recuperación y conservación de su patrimonio y herencia cultural y la entrega de tierras aptas para el desarrollo humano, promoviendo la propiedad comunitaria de las que legítima y tradicionalmente ocupan.

DE PAOLI – CEPEDA –ROGEL.

FUNDAMENTOS

Uno de los principales desafíos del proceso de democratización es precisamente recuperar la capacidad de incluir a los actores sociales excluidos en razón de ello, una de las fórmulas propuestas ha sido la de evitar la concentración de poder político y la homogeneización cultural y de estilos de vida. En contrapartida se ha intentado y se intenta, de hecho lo estamos haciendo, estimular el respeto a la diversidad cultural, el pluralismo de valores y la mayor autonomía de los sujetos. El desafío que percibimos es el de compatibilizar igualdad de oportunidades y respeto a las diferencias, anteponiendo como prioridad el ejercicio de los derechos civiles, políticos, sociales y culturales. Civiles por la autonomía de los sujetos para decidir, individual o colectivamente sobre sus vidas y sus valores sin coacción. Políticos para dar cabida en los procesos decisorios a los distintos actores sociales. Sociales y culturales, por la aspiración a compatibilizar la igualdad de oportunidades con el respeto a la diferencia, es en este contexto en el que precisamente el tema indígena adquiere relevancia. (1)

Dice Valenzuela Hernández que en los debates sobre políticas para el desarrollo de los pueblos indígenas destacan conceptos como los de acción y discriminación positiva, de un lado y autogestión del desarrollo, por el otro. El principio de discriminación positiva reconoce que los pueblos indígenas han sido y son discriminados al interior de la sociedad, de modo que la ley procura lograr una igualdad real por sobre la igualdad formal a favor de ellos. Esto supone hacer un  reconocimiento explícito de su presencia en cada lugar donde estén presentes.

El Estado, la sociedad civil y los movimientos sociales tienen que promover el debate en pro del reconocimiento de la cultura de cada pueblo originario –cuestión que va más allá de una porción de tierra– pues la cultura significa cosmovisión y vida cotidiana creada durante siglos. (Luis Vitale). Reconocer su identidad es enriquecer la nuestra.

Las Ciencias Sociales pueden haber olvidado durante décadas el estudio de los Pueblos Originarios, pero ellos siguieron viviendo en el tiempo histórico real. Algo similar acaeció con la mitad invisible de la historia: la mujer; ignorada por las ciencias sociales y políticas, como no hacedora de historia, fue conquistando derechos y protagonismo social en un tiempo propio, que no coincidía con el del régimen patriarcal. (2)

En poco tiempo los países hispanoamericanos conmemoraremos el bicentenario de nuestra su independencia; es un momento propicio para recoger las aspiraciones largamente anheladas por nuestros pueblos originarios ( Luis Vitale, a este momento propicio sumamos la oportunidad que nos da la reforma de nuestra la Constitución de rearticular partes de nuestra identidad atendiendo a que las rupturas en la construcción colectiva de un pueblo interrumpen caminos, desarticulan y esto vale no solo cuando hablamos de los hermanos originarios, es por todos.

Recuperar para la identidad entrerriana, la presencia actual de charrúas, chanáes, minuanes, yaros y guaraníes más allá de constituirse en un atisbo de reparación histórica hacia comunidades marginadas y pospuestas implica contribuir a la preservación de su identidad cultural y también la opción de ejercicio de formas políticas administrativas propias y obtención de personería jurídica para las comunidades.

Existen Entre Ríos, familias descendientes de aborígenes nativos, por primera vez lo registra el Censo Nacional Indígena anexo al Censo Nacional 2001 en el que figuran, para la provincia, 4643 personas de ascendencia indígena, esto nos pone en dimensión actual y proximidad real y nos permite pensar una reindianización desde 13000 años de presencia.

Hablar de la posesión de la tierra que tradicional y legítimamente ocupan también implica una decisión constituyente. La intención es que las comunidades pasen a ser propietarias y poseedoras de esas tierras, aún cuando su ocupación no haya sido animus domini, siempre que fuere durante un tiempo extenso, casi inmemorial (el apto para configurar una situación de “tradición” y que por ende debe superar con creces una posesión veinteañal o treintañal).

En el caso de tratarse de tierras fiscales, el estado puede garantizar la transferencia de dominio a favor de la comunidad, mientras cuando se trate de dominio privado deberá dictar la ley de expropiación pertinente.

Lograda la propiedad comunitaria, corresponderá a la ley declarar el dominio colectivo inenajenable, intransmisible insusceptible de gravámenes o embargos.

No podemos dejar de mencionar que las Constituciones de 10 provincias argentinas contemplan el reconocimiento de la preexistencia y la reivindicación de los pueblos originarios, el respecto a su identidad y al desarrollo de su cultura, así como el derecho a la propiedad comunitaria de la tierra, con distintos matices según su realidad histórica. Esto es lo que intentamos hacer con nuestra constitución entrerriana.

Es indudable que la expansión de los derechos se vincula con las luchas sociales y las luchas suponen procesos de organización de actores políticos y sociales y como expresa Nora Britos (3), “incluye luchas relativas a lograr el estatuto público de cuestiones que eventualmente no han sido politizadas anteriormente, luchas en la que los actores que consideran necesaria su incorporación a la “agenda” de asuntos vigentes reclaman sea reconocido su carácter político. Este, creemos, es el caso de los descendientes de nuestros pueblos originarios.

Rescatamos aquí la expresión de Marcelo Luna (vocero de la comunidad charrúa Onkaiujmar ) “Las comunidades son en dispersión y reencuentro. El Estado ha reconocido a la primera comunidad charrúa, que es el Pueblo Jaguar, de Villaguay. Una comunidad surgida por el trabajo de rescate de Hué Guidaí Berá, líder charrúa, que falleció el 17 de marzo de este año, pero aún es una líder espiritual. Nuestro trabajo es el reencuentro de los hermanos dispersos por genocidio, ... Estamos recomponiendo una gran vasija rota por la invasión de Juan Díaz de Solís al Río de la Plata, en 1516.” El estado entrerriano organizado, que hoy aspira a perfeccionar su democracia, no puede obviar la consideración de esta realidad y tiene hoy la obligación de dar rango constitucional a esta reparación.

Apelamos y adherimos aquí a las expresiones de Adolfo Perez Esquivel, cuando sostiene “La globalización – dice él, una palabrita que no me gusta pero la voy a usar- es la imposición del pensamiento único y esto lleva a la muerte de las culturas, de las identidades y lógicamente de las lenguas". El Premio Nobel de la Paz 1980 señaló que la capacidad de la "resistencia social, cultural y espiritual de los pueblos es el fortalecimiento del pensamiento propio, de lo que somos realmente como pueblos, de los pueblos originarios y los pueblos mestizos, que somos parte de estas culturas.” Y rescatamos especialmente esta expresión que viene precisamente al caso que nos ocupa “Si nosotros logramos recuperar una cultura, un pueblo, es un bien para toda la humanidad". (Adolfo Perez Esquivel)

Estamos ante un nuevo panorama constituido por sujetos multitudinarios y esto gesta nuevas formas de participación en los diferentes espacios sociales. Siguiendo a Rosanvallón (4) podemos considerar que “entramos a una nueva era de lo social, pero al mismo tiempo a una nueva era de lo político”, ante el mapa de muchos años de antagonismos, desintegraciones, anomias, exclusiones múltiples y de inclusiones deficientes , de discriminación entre iguales que han desgarrado a la sociedad y multiplicado la conflictividad, nos encontramos ante la rica oportunidad de contribuir a reparar nuestra escena social y esta, precisamente, puede ser una importante contribución.

Volvemos a la figura de la vasija rota en 1516. Sr. Presidente, tenemos la oportunidad de recoger su contenido y capitalizarlo para la identidad entrerriana, completándola, seguramente los Señores Convencionales comprenderán y acompañarán esta propuesta.

(1)VALENZUELA FERNANDEZ, Rodrigo. Inequidad, ciudadania y pueblos indígenas en Chile. Naciones Unidas. Serie Polìticas sociales. http://books. Gooble.es/books?id

(2) Luis Vitale, EL TIEMPO EN LA RELACION SOCIEDAD – NATURALEZA – AMBIENTE. http://www.nodo50.org/ciencia_popular/articulos/Vitale.htm
(3) BRITOS, Nora (2003), La trayectoria de la ciudadanía en Argentina. En ARGUIN, Nora Compiladora) Ensayos sobre ciudadanía. Reflexiones desde el Trabajo Social. Bs.As., Espacio.

(4) ROSANVALLON, P. (1995) La nueva cuestión social. Bs.As., Manantial.

Griselda L. De Paoli – Silvina E. Cepeda –Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 682)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art…:  La Provincia de Entre Ríos ratifica la legítima e imprescriptible soberanía de la Nación Argentina sobre las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sándwich del Sur y los espacios marítimos e insulares correspondientes.

Art…: La Provincia de Entre Ríos destaca el valor de preservar la historia y la memoria de aquellos soldados que respondieron al deber ante la Patria.

Art…: El Gobierno Provincial garantizará a través de políticas sociales el acceso óptimo a la salud, trabajo, educación y vivienda digna a los excombatientes y sus familias.

ACHARTA – GIANFELICI – SCHARTZMAN –HAIEK.

FUNDAMENTOS

“Tras un manto de neblinas no las hemos del olvidar, las Malvinas Argentinas…”

El presente proyecto nace como respuesta a una demanda explicita del “Centro de Veteranos de Guerra de Malvinas” de la cuidad de Paraná; así como también de la identificación con el dolor de los veteranos y sus familiares.

El encuadre está abordado desde una mirada integral que abarca al discurso jurídico, psicológico-psiquiátrico y social.

Hoy el mundo parece estar en tan terrible prisa y ansioso por desarrollos grandiosos, que nadie tiene tiempo para el otro, para el semejante, para nuestros héroes.

El olvido de la sociedad para con los veteranos de guerra es una realidad y duele, el hecho de no sentirse reconocido, amado, respetado, valorado por un pueblo y por sus gobernantes.

El conflicto por la recuperación de las Islas Malvinas tiene una historia de más de ciento setenta años, cuando aquel 2 de enero de 1833 los ingleses las usurparon expulsando la población local y reemplazándola por los llamados “kelpers”.

Existen razones históricas, geográficas y jurídicas que fundamentan el legítimo reclamo argentino de la soberanía sobe las Islas Malvinas, entre ellas podemos destacar:

* Que el Tratado de Tordecillas otorga a España la posesión de las Islas, finalizada la colonia pasaron a ser posesión argentina.

* Que las Islas se encuentran dentro de la plataforma submarina de nuestro país (346 km del continente) siendo parte de la Patagonia Argentina.

* Que mucho antes de la Independencia de nuestro país (año 1740) España protestó diplomáticamente y dejó sin efecto la expedición inglesa que pretendía establecer una base en las Islas.

Se considera necesaria la recuperación de determinados valores, honrar a nuestros soldados caídos y a los veteranos que tuvieron el coraje de marchar a la guerra, sin medir la desproporción de las fuerzas, la sofisticación de las armas, ni el futuro de sus vidas y las de sus familias.

Resaltar la valentía de quienes lucharon para defender la patria, hasta perder la vida; así también a los que volvieron, con heridas en el cuerpo y en el alma, que son quienes no pueden quedar en la soledad y el olvido del pueblo argentino.

Es a destacar algunas políticas públicas implementadas a modo de “resguardo económico”, aquellas pensiones que hoy reciben los veteranos pero la magnitud del problema remite a un abordaje más complejo.

Se ha de tener en cuenta que el tema de la salud, primordial en la vida de un sujeto, aún no se encuentra lo suficientemente abordado, siendo una deuda social pendiente con los 14.000 ex combatientes y sus familias.

Entiéndase por “Veterano de Guerra de Malvinas” a toda aquella persona, civil o militar, que participó de las acciones bélicas desarrolladas en defensa de nuestra soberanía sobre las Islas Malvinas, Georgia del Sur y Sándwich del Sur, en el denominado Teatro de Operaciones del Atlántico Sur, entre el 2 de abril y el 14 de junio de 1.982. Quedan también comprendidas las personas que se encontraban embarcadas en el crucero ARA General Belgrano al momento de su hundimiento.

Determina además que “no podrán acceder al beneficio o mantenerlo quienes hubiesen sido condenados por delitos de lesa humanidad”.

Trauma hace referencia a la presencia de trastornos emocionales en el sujeto, producto de la exposición a eventos de naturaleza grave o catastrófica.

Al hablar de Trastorno por estrés postraumático (en adelante TEPT) se hace referencia a una severa reacción patológica, cuyo factor causante es un suceso traumático. El efecto de este último se plasma en el interior del organismo, cronificándose y modificando su neurobiología.

El diagnostico de TEPT implica una interferencia significativa en las relaciones familiares, sociales y laborales.

El TEPT se produce cuando una persona se ha expuesto a una situación traumática y sobrepasa los limites de tolerancia de la psiquis, en el caso particular de Malvinas se le suma el mandato de silencio y justamente el suicidio era la forma de romper el silencio.

Otros síntomas que agravan el cuadro son: la irritabilidad, insomnio, agresión, tendencia al suicidio, producto de intolerancia a la vida y se puede agregar a los excombatientes la desesperanza, el desempleo, el aislamiento del cual son víctimas.

A veintiséis años del horror, las secuelas producto de la guerra, siguen vivas entre cada uno de nosotros.

Es absurdo asimilar que en tiempos de democracia estos ex combatientes continúen “abandonados” por el mismo Estado que los convocó sin brindarles políticas públicas suficientes, estables y sistemáticas que les permitan sobrellevar el impacto negativo de las consecuencias emocionales de participar en una catástrofe como la guerra.

“Un enfrentamiento nunca justificará tanto dolor, tanta pérdidas de vidas ¿Saben lo que es una guerra, cuántas esposas lloran a sus maridos, cuántos hijos lloran a sus padres?” Viviana Muñoz (Esposa de un ex combatiente)

Emiliano Acharta – Darío R. Gianfelici – Américo Schvartzman – María M. Haiek.
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 683)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°: Incorpóranse al texto constitucional los artículos correspondientes a medioambiente que se consignan a continuación:

Artículo ..: El Estado Provincial y Municipal en sus respectivas jurisdicciones garantizan el resguardo del ambiente, del equilibrio ecológico, de la diversidad biológica, de bancos de reservas genéticas de especies vegetales y animales y la preservación de los recursos naturales, para la protección de la salud socioambiental de las generaciones presentes y futuras, adoptando un enfoque ecosistémico como estrategia proactiva para un manejo integrado del espacio aéreo, la tierra, el agua y los recursos vivos, que promueve la conservación y el uso sostenible de forma equitativa.

Artículo ..: La preservación y mejoramiento del ambiente y la asignación prioritaria de recursos financieros suficientes para la elevación de la calidad de vida, se corresponderán con las políticas de desarrollo productivo que integren la programación económica, social, educativa, tecnológica y cultural de la provincia.

DE PAOLI – CEPEDA –ROGEL.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Estando habilitada la incorporación propuesta por el Art. 1º punto 13 de la ley de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos (Nº 9768) propiciamos la incorporación de la norma.

La relación hombre naturaleza fue originalmente armónica, el hombre tomaba de ella sólo lo necesario para su subsistencia pero el crecimiento poblacional generó exigencias cada vez mayores y el hombre no se contentó sólo con lo necesario sino que cada vez quiso más.

Hoy, un planeta en alerta por el quiebre tanto de la armonía hombre-naturaleza como por la injusta distribución de la riqueza, exige la especial atención desde los ámbitos de toma de decisión y desde las políticas públicas.

En nuestra realidad presente, el que más cuida su hábitat, no es precisamente el que más progresa, sino el que más sufre las consecuencias de los que depredan el ambiente para conseguir mejores ganancias. Sabemos que los problemas ambientales no son nuevos y podemos remontarnos al Siglo XII, cuando San Francisco de Asís puso de relieve que el hombre es Parte de la Creación y en consecuencia no tiene el derecho de dominio absoluto sobre ella. Esta manifestación nos induce a entender que no somos dueños sino solo usufructuarios. Agregamos nosotros un concepto desde el hoy, podemos considerar que los Estados son FIDEICOMISARIOS responsables de la protección del ambiente al igual que de los bienes culturales que tienen un valor universal para el conjunto de la comunidad y aún para la humanidad.

El ambiente esta formado por distintos medios que sintetizamos en dos: medio natural y medio humano. El medio es el elemento en que vive o se mueve una persona, animal o cosa. En este sentido resulta redundante hablar de medio ambiente. (1)

El hombre como especie ha alcanzado –o al menos a veces parece– un alto grado de evolución y organización, lo que le permitió una gran capacidad de adaptación, aún para modificar el ambiente y con ello el predominio sobre las demás especies, pero también dentro de su misma especie demuestra dominio anteponiendo intereses individuales a los de grupo y creando conflictos dentro de los cuales, uno de los mas importantes, es el deterioro del ambiente.

Así hoy, nos encontramos inmersos en un proceso de reacción, en el que se alzan voces de alarma, sin embargo, los excesos continúan, los países no industrializados son empujados por la pobreza, y la dependencia tecnológica a sobreexplotar sus recursos naturales para satisfacer las necesidades de la calidad de vida de los países desarrollados, en desmedro de la propia.

No obstante las limitaciones, la importancia de los efectos e impactos de la actividad humana, nos obligan a considerar imperiosamente la necesidad de preservar y proteger el ambiente ante la verdad evidente de que los ecosistemas y sus recursos naturales son finitos y agotables ante el uso indiscriminado y la sobreexplotación.

Cada uno de los recursos naturales, es decir, todos aquellos elementos que existen en la naturaleza o forman parte de ella y que el hombre puede aprovechar, son bienes jurídicamente protegidos, y por lo tanto nace la obligación de instrumentar todas las medidas que sean necesarias para evitar su degradación.

El siglo XXI para su comprensión también requiere reconocer el peculiar modo en que Latinoamérica y nuestro país se insertaron en la historia de este mundo en transformación, dando lugar a una creciente complejidad de los escenarios sociales y productivos. En este escenario las ideas neoconservadoras que se pusieron desde mediados de los años `70 y se consolidaron en la década del ´90, profundizaron la involución de la estructura social y productiva y ampliaron las asimetrías sociales y territoriales aumentando las brechas en el acceso al bienestar, al punto de que en cada región la pobreza aumenta aún en periodos de crecimiento económico así como proliferan prácticas que privilegian al individualismo por sobre el interés colectivo.

Es urgente la construcción de una nueva ética capaz de garantizar mínimos acuerdos en torno a aspectos como la redimensión de las relaciones del hombre con la naturaleza.

Debemos reflexionar sobre el presente y futuro de nuestro Modelo Productivo, si nuestra agriculturización es sustentable o degradante. Pensamos entonces en la ecuación educación–trabajo–crecimiento económico y nos animamos a sostener que desde el punto de vista de la economía invertir fuertemente en educación constituye un prerrequisito, precisamente, para impulsar un desarrollo más exigente desde el conocimiento y las tecnologías, agregando valor a las exportaciones y generando nuevas actividades productivas, diversificando, en sectores mas dinámicos y tecnológicamente intensivos. Así la generación de riquezas se convierte en un verdadero aporte para el desarrollo sustentable como aplicación de un modelo de desarrollo que minimice la degradación o destrucción de su propia base ecológica de producción y habitabilidad que permita el desarrollo de las presentes y futuras generaciones.(5)

Incluimos en nuestra propuesta la idea de “ambiente equilibrado” y tenemos en cuenta que cuando en la Convención de 1994 se habló de “ambiente equilibrado” implicó que los ambientes transformados o agredidos por el hombre debían contar con respuestas equivalentes, que generaran condiciones aceptables de vida. En aquella Convención, el despacho mayoritario mencionó que ello obligaba primero a un relevamiento y conocimiento de los recursos, entre los que estaban los bienes de valor histórico y arquitectónico, los restos fósiles, arqueológicos y antropológicos, y la preservación de la diversidad biológica, el sentido de la norma constitucional es el cuidado de la variedad de las especies y de los ecosistemas, comprendiendo a las diversidades genéticas. El artículo conlleva el deber de preservación, tanto para los habitantes como para el estado. Las actividades productivas comprensivas de las de bienes y servicios, están explícitamente comprendidas en esa obligación.

Los distintos gobiernos tienen el deber jurídico de lograr que los derechos fundamentales no queden en el plano de una mera proclamación formal. En el proceso de reconocimiento de los derechos, el momento más importante no es el de las declaraciones, sino el del establecimiento de las condiciones sociales, económicas y culturales, que posibilitan la realización de esos derechos, es por eso que pretendemos que las leyes que deban dictarse para dar vida a estos principios superen la condición de proclamación.

A nivel social desafía a los gobernantes a llevar adelante un modelo en términos de equidad, justicia y solidaridad entre los hombres y a nivel económico, compromete a lograr y mantener el equilibrio en el desarrollo de las actividades productivas para satisfacer necesidades presentes y la conservación del medio humano y natural, de manera tal que se respeten las limitaciones y características ecológicas de cada ambiente y la cultura de sus pobladores. Para ello, es prioritario entonces realizar Evaluaciones del Impacto Ambiental, para dimensionar y delimitar características de cualquier emprendimiento, como así también para controlar el mantenimiento de la calidad del ambiente. Para lo cual también será necesario preparar recursos humanos que sean capaces de dar cumplimiento a esta importante misión de minimizar los costos ambientales de cualquier actividad.

A nivel cultural será imprescindible educar con la intención de formar una conciencia moral ambiental que defienda sus derechos de uso y goce de los recursos del medio y desarrolle comportamientos responsables que garanticen su accesibilidad a las generaciones futuras.

Es necesario que el objetivo sea unificar las posiciones en beneficio de todas las personas, en una relación armónica con el ambiente. Todo ello en relación directa con el logro de una mejor calidad de vida que parta del logro de una mejor comprensión del funcionamiento de la naturaleza y del planeamiento de nuestra forma de vivir, en congruencia con lo normado en el inciso 18 del art. 75. de la Constitución Nacional,“cláusula de la prosperidad” (Bidegain) o “del progreso” (Bidart campos) que puntualiza una serie concreta de políticas de fomento, o de desarrollo del país.

Y del actual art 75 inc 19 que actualiza las políticas de fomento del texto anterior completándolo sin derogarlo que establece: “proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de empleo, a la formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento...”.

Desarrollo humano: “se trata de concebir a la economía como algo mas que números y tener presente al hombre como centro de las preocupaciones”.

Según el informe UICN de, Quito, 15 de febrero de 2008: “Los gobiernos, empresas y la sociedad en general, tienden a manejar los ecosistemas para obtener un bien o servicio (pescado, madera, energía, etc.) sin reconocer plenamente lo que está perdiendo mientras aprovechan estos recursos. Así, es posible que se estén sacrificando bienes y servicios tanto más valiosos que los obtenidos, sin que nadie perciba esos problemas en el corto plazo –contaminación, desertificación, pérdida de diversidad cultural y biológica, entre otros.”

Nuestra provincia no escapa a todo lo expresado anteriormente. Por ello se hace necesario que se establezca en la nueva Constitución Provincial un capítulo o articulado que comprometa al gobierno provincial a preocuparse y ocuparse del tema con la seriedad y eficiencia que merece. Indudablemente la ejecutividad no será fácil pues implica enfrentar pautas culturales muy arraigadas e intereses económicos muy poderosos, ello se contrarrestará con educación ambiental y una normativa de fomento, preventiva y sancionatoria.

A los efectos de la interpretación y aplicación de estos artículos que proponemos el enfoque ecosistémico, que incorporamos en el artículo 1° propuesto, es una estrategia proactiva para un manejo integrado de la tierra, el agua y los recursos vivos, que promueve la conservación y el uso sostenible de forma equitativa. Pone a la gente y a sus prácticas de manejo de los recursos naturales en el centro de la toma de decisiones. Por eso puede utilizarse para buscar un balance apropiado entre la conservación y el uso de la diversidad biológica en áreas en donde hay múltiples usuarios de los recursos y de los valores naturales importantes. Todas las acciones deben desarrollarse con participación multiactoral.

Griselda L. De Paoli – Silvina E. Cepeda –Fabián D. Rogel.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 693)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

DERECHOS DE LOS PUEBLOS ORIGINARIOS

Artículo 1. - Incorpórense al texto de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos los siguientes reconocimientos y garantías sobre los derechos de los pueblos indígenas:

Artículo…- La Provincia de Entre Ríos reconoce la preexistencia de pueblos indígenas en el territorio provincial, su identidad étnica y cultural, y la personería jurídica de sus comunidades, promoviendo el protagonismo de sus instituciones ancestrales.

Artículo…- Se reconoce el pleno derecho de los pueblos originarios a participar en la preservación y recuperación de los recursos naturales vinculados a su entorno ancestral y a su subsistencia.

Artículo…- Se reconoce a los pueblos originarios el derecho a la propiedad intelectual sobre sus conocimientos ancestrales y producciones culturales.

Artículo 2. - De forma.

DE LA CRUZ DE ZABAL – SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – GIANFELICI – ACHARTA – HAIEK.

FUNDAMENTOS

“Muerte contra la vida.

Gloria de un pueblo desaparecido

Es comienzo, es final.

Leyenda perdida

Cinco siglos igual”

León Gieco, Cinco siglos igual

“Como consecuencia de la política neoliberal de dominación de la naturaleza, de la búsqueda de la ganancia fácil, de la concentración del capital en pocas manos y de la irracional explotación de los recursos naturales, nuestra Madre Tierra está herida de muerte, mientras los pueblos indígenas seguimos siendo desalojados de nuestros territorios. El planeta se está recalentando. Estamos viviendo un cambio climático sin precedentes, en el que los desastres socioambientales son cada vez más fuertes y más frecuentes, en el que todos sin excepción somos afectados y afectadas”1

“Estamos muriendo como pajaritos: más del 50% de la población Guaraní la conforman niños y niñas de 0 a 14 años; ellos son los principales afectados por las malas condiciones de vida que poseen”.2

“El problema cierto de las comunidades son las políticas implementadas por ‘los blancos’; la desertificación de la zona hace que las comunidades vean alterados sus hábitats. A esto se suma la expulsión de las tierras: los han conminado a la pobreza extrema. Su vida es la tierra. La Pachamama es la esencia de la existencia. Viven, reproducen, producen y conservan tradiciones. Ellos son la TIERRA. Ella, sus tradiciones, han quedado entre sus creencias ancestrales. El blanco ha violado su identidad”.3

Estos textos, producidos por las comunidades nativas de nuestro país, son la síntesis de lo que estamos haciendo con el planeta y con los pueblos originarios.

Cada uno de estos pueblos posee una historia, construida sobre su propia memoria, conservada y transmitida de una generación a otra durante siglos. Una historia viva sobre la que prefiere callar la historia impresa en los manuales; una historia que los determina como Comunidad, a pesar de las negaciones y la indiferencia de quienes marcan los caminos de la cultura y la historia oficiales en nuestro país.

Los ámbitos culturales, históricos, éticos, étnicos, sociales, económicos, geográficos y lingüísticos son los espacios y los ejes a través de los cuales debemos una reparación histórica a los pueblos originarios; no se trata de un simple reconocimiento, sino de establecer garantías expresas, de carácter constitucional, sobre sus derechos.

La extensa cultura de la nación Charrúa –cuyo territorio original abarcaba nuestra provincia y sus límites se extendían hasta la República Oriental del Uruguay y el sur del Brasil– abarca saberes y conductas que aún subsisten en el imaginario colectivo provincial. La política que instauró a fuerza de sangre la falsa dicotomía civilización / barbarie, no pudo lograr más que la disponibilidad económica y administrativa de nuestro territorio. La reparación histórica, la revisión de nuestras propias raíces es impostergable; nos enriquecerá con los aportes de lo diverso, de lo minoritario, pero no por ello menos determinante de nuestra idiosincrasia.

Tanto los conocimientos sobre la utilización de hierbas medicinales y sus aplicaciones en el ámbito de la salud, como los saberes vinculados a la cosmovisión de los pueblos originarios deben ser resguardados a través de la protección de la propiedad intelectual, ejercida desde el principio de su existencia comunitaria.

Agradecemos principalmente a las comunidades Charrúas sus invaluables aportes para la elaboración de este proyecto.

1 Declaración del Encuentro Mundial “Por la Victoria Histórica de los Pueblos Indígenas del Mundo” - Chimore, Cochabamba- Bolivia 12 de Octubre de 2007

2 Elena Luz González Bazán ARGENPRESS.info publicación:11/08/2006

3 Arnulfo Verón, director de Asuntos Guaraníes de Misiones en nota de Elena Luz González Bazán para www.boletinargentino.com
Adriana De la Cruz de Zabal – Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz –Darío R. Gianfelici – Emiliano Acharta – María M. Haiek.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 695)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1. - Elimínese el párrafo final del Artículo 22 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, que establece la imposibilidad de ser empleados, funcionarios o legisladores a “los afectados por incapacidad física o mental”.

Este artículo quedará redactado de la siguiente manera:

“Artículo 22. - No podrán ser empleados, funcionarios ni legisladores, los deudores de la Provincia, que ejecutados legalmente, no hayan pagado sus deudas, los inhabilitados por sentencia y los quebrados fraudulentos no rehabilitados”. 

Artículo 2. - Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente texto:

“Artículo… - Sin perjuicio de los derechos individuales, declaraciones, garantías y derechos colectivos consagrados por esta Constitución para todos los habitantes de la Provincia, el Estado provincial y los Estados municipales están obligados a garantizar el ejercicio efectivo de sus derechos a las personas con discapacidad y a su núcleo familiar, con el objetivo de lograr su plena integración a la sociedad. En este sentido, se deberán ejecutar medidas de acción positiva para consagrar la igualdad real de oportunidades y de trato. Los derechos de los ciudadanos con discapacidad deben ser interpretados de buena fe y no pueden ser negados ni limitados por la omisión o insuficiencia de su reglamentación, ni ésta puede cercenarlos.

Artículo… - El Estado provincial promueve la creación de un Consejo Provincial de Discapacidad y Consejos de Discapacidad en cada municipio, con participación activa y directa de las organizaciones de la sociedad civil representativas de este sector, para la elaboración, ejecución y evaluación de las políticas públicas en materia económica, social, sanitaria, educativa, cultural y laboral, entre otras, a fin de cumplir con las disposiciones del artículo anterior”.

Artículo 3. - De forma.

DE LA CRUZ DE ZABAL – ACHARTA – DÍAZ (Carlos) – HAIEK –SCHVARTZMAN – GIANFELICI.

FUNDAMENTOS

¿En quién pensamos cuando hablamos de discapacidad?

¿De qué hablamos cuando hablamos de discapacidad?

La discapacidad es un modo particular de relacionarse: es, en esencia, una producción social. Si no pensamos esta categoría como producción, naturalizamos aquello que lo produce. Dividir al mundo en categorías que separan a los “normales” de los que no lo son, no es otra cosa que naturalizar una determinada forma de pensar. Esto implica, necesariamente, que existen formas diversas y particulares de estar en este mundo. De lo que se trata es de valorizar cada una de ellas, y concebirlas como potencialidades.

De lo que se trata es de pensar la realidad de manera distinta, porque esa es la condición para que podamos transformarla.

La discapacidad surge a partir de un modo particular de relación con el mundo. No está dada, ni tiene que ver con la naturaleza: la discapacidad se produce cuando alguien establece una relación determinada con aquellos a quienes llamamos discapacitados. Esa relación es particular y depende de distintas condiciones que la determinan: condiciones físicas, geográficas, históricas, políticas y sociales. La discapacidad como producción social no tiene que ver con marcas biológicas, daños o cromosomas. Hay un medio que está discapacitando, y por ello mismo constituye un problema social y político.

Como convencionales y como ciudadanos preocupados por brindar un marco que otorgue una importancia específica a los problemas vinculados con los ciudadanos con discapacidad, debemos oír y hacer propias las recomendaciones que surgen desde distintas acciones llevadas a cabo por agrupaciones como la Asociación de Discapacitados de Entre Ríos (Adiser), la Asociación Síndrome de Down de Concepción del Uruguay, y el Instituto de Derecho y Discapacidad. Como resultado del panel debate sobre Las personas con discapacidad en la Reforma de la Constitución de Entre Ríos, estas entidades proponen en primer término modificar la terminología empleada para definir a las personas con discapacidad, suprimiendo aquellos términos que inducen a equívocos, carentes de sustento jurídico y del consenso de la comunidad. Términos como “minusválidos”, “deficientes”, “personas con necesidades especiales” o “incapaces”, resultan agraviantes de forma evidente, y en el mejor de los casos constituyen eufemismos sobre los que se construyen paradigmas de invisibilización del sector.

Conforme al Inciso 1 del Artículo 1 de la Ley 9768, proponemos modificar el Articulo 22 de la Constitución provincial, suprimiendo la discriminación manifiesta que hace evidente la redacción del artículo. A pesar de no haber sido invocado para su aplicación hasta la fecha, el carácter del texto mismo exige sin más su modificación. Esto implica respetar principios de supremacía constitucional y evita incurrir en la violación de los tratados que forman parte de nuestro sistema legal, conforme surge de la interpretación y aplicación de nuestra Constitución Nacional a partir de su reforma del año 1994.

Todo el plexo normativo nacional e internacional intenta reforzar el contenido de estos principios de derechos humanos, adaptándolos a las circunstancias particularmente impuestas por el sistema social a la discapacidad,  con el fin de superar y eliminar la situación de inequidad de hecho generada a partir de ellas.  La familia, unidad colectiva natural y eje fundamental en el desarrollo de la vida de toda persona, debe estar contenida en las previsiones constitucionales para velar por su sostenimiento, en favor de la persona con discapacidad. En esta dinámica de acción positiva obligatoria para el Estado, es indispensable la participación protagónica de los representantes del sector, que son los más indicados para realizar las propuestas  instrumentales idóneas y ejercer un control eficaz sobre las políticas públicas que los tiene como destinatarios.

En coherencia con esta filosofía inclusiva, las agrupaciones del sector han propuesto y nosotros hemos plasmado en este proyecto dos artículos referidos a los derechos de las personas discapacitadas, que deben considerarse en su unicidad axiológica e incorporarse al texto constitucional en forma consecutiva.

Citamos como antecedentes para la elaboración de los artículos mencionados: Artículo 75 (Inciso 23) de la Constitución Nacional; Ley 22.431(particularmente artículos 1, 4, 8, 13, 14, 20, 21 y 22); Ley 24.901; Convenio 159 Sobre la Readaptación Profesional y el Empleo de Personas Inválidas de la Organización Internacional del Trabajo ratificado por Ley 23.462 (especialmente artículos 2, 3, 4 y 5); Ley 25.280 sobre Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad (en particular Artículos I, II, III, IV y V); Constitución de Neuquén (artículo 50); Constitución de Río Negro (artículo 36), Constitución de Buenos Aires (artículo 36, incisos 6 y 7); Resolución Ministerial 820/06 del Ministerio del Interior de la Presidencia de la Nación Argentina sobre “Creación del Programa de Accesibilidad Electoral en la órbita de la Dirección Nacional Electoral”; Resolución  61/106 del 13 de Diciembre de 2006 sobre Convención Internacional de Derechos de las Personas con Discapacidad, firmada por Argentina el 30 de marzo de 2007 y en vías de ratificación; Programa de Acción Mundial para los Impedidos aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas por Resolución 37/52 de 3 de diciembre de 1982; Resolución 48/96 de Asamblea General de las Naciones Unidas (Norma 5 de las Normas Uniformes sobre la igualdad de oportunidades para las personas con discapacidad).

Por último, queremos agradecer a las agrupaciones mencionadas en este texto, verdaderas almas madres de este proyecto.

Adriana De la Cruz de Zabal – Emiliano Acharta – Carlos Díaz – María Marcela Haiek – Américo Schvartzman – Darío Roque Gianfelici.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 696)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Modifícase el texto del artículo 81 inciso 3º, por el siguiente:

“3º) Legislar sobre régimen municipal, comunas y organización policial, de acuerdo con lo que establece al respecto la presente Constitución”.

Artículo 2º: Sustitúyase la Sección VIII “Régimen Municipal”, por la siguiente:

SECCIÓN VIII

Régimen Municipal

Capítulo I

Disposiciones Generales

ARTÍCULO I: Reconócese como municipio a la comunidad sociopolítica con vida propia e intereses específicos en la que sus integrantes, unidos por lazos de vecindad y arraigo, concurren en la búsqueda del bien común, constituyéndose sobre una población estable mínima de mil quinientos habitantes dentro de una circunscripción territorial que determina la ley.

ARTÍCULO II: Los municipios tendrán autonomía política, institucional, administrativa, económica y financiera, con arreglo a esta Constitución y a las leyes que se dicten en su consecuencia. Los municipios con una población estable de, al menos, diez mil habitantes, podrán dictar su propia norma organizativa local.

ARTÍCULO III: Las comunidades que reúnan una población estable mínima de habitantes que se determine legalmente y que no alcancen al mínimo previsto para ser municipios se reconocerán como comunas, teniendo el marco autonómico que establezca la ley.

ARTÍCULO IV: Los municipios tienen las siguientes competencias:

1º) Gobernar y administrar los intereses locales orientados al bien común, con facultades de planeamiento, regulación, gestión y control;

2º) Convocar a los comicios para la elección de las autoridades municipales. La validez o nulidad de la elección, la proclamación de los electos y la expedición de los diplomas respectivos estará a cargo de los tribunales electorales que reglamentará la ley;

3º) Juzgar políticamente a sus autoridades en la forma establecida en las respectivas cartas orgánicas municipales o en las leyes orgánicas que se dicten para los municipios que no cuenten con aquellas, debiendo garantizarse el derecho de defensa y la exigencia del voto de, al menos, dos tercios del total de los miembros del órgano colegiado respectivo, para concretar la remoción del enjuiciado. Regirán las causales de enjuiciamiento y el sistema recursivo indicado en el artículo XX inciso 5° de esta Constitución.

4º) Nombrar a sus funcionarios y agentes y removerlos, con arreglo a las normativas respectivas. La regulación referida a las designaciones de empleados garantizarán la idoneidad, la estabilidad laboral, la capacitación continua y la carrera administrativa, procurando el establecimiento de condiciones de trabajo y salariales adecuadas. Se preverá la realización de convenios colectivos de trabajo.

5º) Proponer las ternas para la designación de los jueces de paz de la circunscripción del modo que determina esta Constitución.

6°) Regular el procedimiento para el juzgamiento de las infracciones que corresponda aplicar al municipio y fijar las sanciones correspondientes;

7º) Establecer los órganos que intervendrán para el juzgamiento y sanción de las infracciones municipales, pudiendo organizar un  régimen jurisdiccional, a cargo de Jueces de Faltas, que serán designados con acuerdo del órgano deliberativo a través de un procedimiento que garantice la idoneidad de los postulantes.

8º) Crear la Defensoría del Pueblo, cuya principal función será la de proteger los derechos e intereses de los ciudadanos, especialmente los de incidencia colectiva, sin recibir instrucciones de autoridad alguna y gozando de  independencia de actuación, a los fines de hacer frente a los actos, hechos u omisiones de la administración municipal, sus entes, concesionarios de servicios públicos, o particulares en cuestiones de competencia municipal, ante el ejercicio ilegítimo, defectuoso, irregular, abusivo, arbitrario, discriminatorio, negligente u ostensiblemente vulnerante de las libertades que debe proteger. Las actuaciones serán gratuitas para los administrados y la designación deberá hacerse con acuerdo del Concejo Deliberante, con arreglo a los requisitos, formas y demás recaudos que determinará la ley o, en su caso, la Carta Orgánica.

9º) Confeccionar y aprobar su presupuesto de gastos y cálculo de recursos. El presupuesto de gastos del Concejo Deliberante, que goza de autarquía financiera, no podrá superar en total y por todo concepto el cuatro por ciento de los recursos ordinarios o corrientes del municipio. Resultan civil y administrativamente responsables quienes aprueben, consientan o ejecuten actos que violen esta disposición;

10º) Establecer, recaudar y administrar sus rentas y bienes propios, incluidos la percepción de impuestos y tasas por servicios;

11º) Regular, disponer y administrar, en cada caso, los bienes del dominio público y privado municipal;

12°) Administrar y adjudicar las tierras fiscales ubicadas dentro del ejido municipal e incorporar, a través de los trámites pertinentes, los bienes que le correspondan en virtud de su dominio eminente;

13°) Contraer empréstitos con objeto determinado, con aprobación de la mayoría absoluta del cuerpo deliberativo o, en su caso, de la Junta de Fomento;

14°) Disponer restricciones y servidumbres administrativas al dominio;

15º) Declarar la necesidad de expropiación por causa de utilidad pública, determinando los fondos con que se hará efectiva, previa indemnización, solicitando a la provincia el dictado de la ley respectiva;

16º) Realizar las obras públicas y prestar los servicios de naturaleza o interés municipal, con arreglo a las normas respectivas;

17º)  Ejercer funciones político-administrativas y todos los actos de regulación, gestión y los inherentes al poder de policía municipal, con respecto a:

a) Planeamiento estratégico y desarrollo social del municipio;

b) Salud pública, asistencia social y educación, en lo que sea de estricta competencia municipal;

c) Higiene y salubridad pública;

d) Control comercial de bromatología, higiene, seguridad, pesas y medidas;

e) Planeamiento territorial, vialidad, rutas y caminos, apertura, construcción y mantenimiento de calles;

f) Planes edilicios, control de la construcción, política de vivienda, diseño y estética urbana, plazas, paseos y edificios públicos;

g) Uso de espacios públicos, espacios verdes, calles y subsuelos;

h) Tránsito y transporte urbanos;

i) Protección del medio ambiente, del equilibrio ecológico y de los valores y la estética paisajística. Podrán ejercer acciones de protección ambiental más allá de los límites territoriales adyacentes al municipio, en tanto se esté afectando o pueda afectarse a su población, sin perjuicio de la potestad concurrente de la provincia, en mérito a expresa delegación que se hace por esta constitución. Una ley reglamentará esta potestad;

j) Servicios fúnebres y cementerios, con facultad de inspección sobre los contiguos a sus límites, no sujetos a la órbita de otro municipio o comuna, haciendo conocer a la provincia cualquier anomalía o irregularidad; 

k) Abastecimiento, mercados y frigoríficos cuya producción se destine al consumo;

l) Defensa de los derechos de usuarios y consumidores;

m) Creación y fomento de instituciones culturales, artísticas y artesanales;

n) Turismo, deportes y actividades recreativas;

ñ) Espectáculos públicos;

o) Conservación y defensa del patrimonio histórico, cultural y artístico; y,

p) Ejercer cualquier otra competencia de interés municipal que la Constitución no excluya expresamente y en tanto no haya sido reservada expresa o implícitamente como propia de la Nación o la Provincia.

18°) Para el logro de sus objetivos y el cumplimento de sus competencias, el municipio está habilitado a:

a) Promover en la comunidad la participación activa de los pobladores, juntas vecinales y demás organizaciones intermedias;

b) Concertar con la Nación, con las provincias y/o con otros municipios, todo tipo de convenios interjurisdiccionales que tengan por fin desarrollar actividades destinadas a la mejor prestación de los servicios, la realización de obras públicas, el ejercicio del poder de policía, el desarrollo integral del municipio u otras actividades de interés para la comunidad, dentro de las competencias atribuidas por esta Constitución;

c) Formar parte de organismos de carácter regional o interprovincial;

d) Mantener relaciones intermunicipales para la satisfacción de intereses mutuos dentro de la órbita de sus respectivas competencias y convenir con el Estado Provincial la delegación de funciones del mismo fuera de sus límites territoriales específicos; y

e) Ejercer, en los establecimientos de utilidad nacional y provincial, los poderes municipales compatibles con la finalidad y competencias de aquéllos.

ARTÍCULO V: Las rentas municipales están compuestas por:

1. Los recursos tributarios que surjan de su facultad de imposición respecto de personas, bienes o actividades sujetas a jurisdicción municipal, en concepto de impuestos, tasas, derechos, patentes, contribuciones de mejoras y demás tributos necesarios para el cumplimiento de los fines y actividades propias, siempre que respeten los principios constitucionales de legalidad, igualdad, finalidad y no confiscatoriedad y se armonicen con el régimen impositivo provincial y federal, prohibiéndose la doble imposición. Las municipalidades y juntas de fomento no podrán establecer impuestos directos ni indirectos sobre la producción y frutos del país, ni sobre los establecimientos industriales y sus productos, con excepción de los de seguridad, higiene u otros de carácter esencialmente municipal y de las tasas por retribución de servicios.

2. Los recursos permanentes o transitorios que surjan de la actividad económica que realice, de los servicios que preste y el generado por las multas y sanciones económicas que aplique;

3. Los que surjan de empréstitos, operaciones de crédito, donaciones, legados y subsidios;

4. Los que le correspondan por coparticipación provincial y federal;

5. Todo otro ingreso de capital originado por actos de disposición, administración o explotación de su patrimonio.

ARTÍCULO VI: La provincia dictará una ley que regule las siguientes materias:

1. Tributos concurrentes.

2. Forma y proporción de coparticipación y redistribución de los gravámenes fiscales directamente percibidos por los municipios y comunas.

3. Forma y proporción de coparticipación de los impuestos nacionales y provinciales e ingresos por regalías o compensaciones que perciba la Provincia.

ARTÍCULO VII: Las autoridades provinciales deberán remitir regularmente los fondos que por ley les correspondan a los municipios, tendiendo a la automatización de tales envíos.

ARTÍCULO VIII: En su carácter de personas jurídicas públicas, los municipios pueden ser demandados ante los tribunales ordinarios, sin necesidad de autorización previa y sin privilegio alguno. Si fueran condenados al pago de una deuda, sólo podrán ser ejecutados en la forma ordinaria y embargadas sus rentas hasta un veinte por ciento, presumiéndose que la proporción restante está destinada al pago de emolumentos remuneratorios, de carácter alimentario, y a la satisfacción de obras o servicios públicos esenciales, cuya prestación no puede cancelarse, suspenderse o diferirse sin afectar la cobertura de necesidades fundamentales  de la población.

ARTÍCULO IX: Formarán el cuerpo electoral de los municipios y comunas:

a) Los electores domiciliados en la localidad inscriptos en el padrón respectivo que se utilice para las elecciones nacionales y/o provinciales.

b) Los extranjeros mayores de dieciocho años que acrediten una residencia inmediata en la localidad no inferior a dos años y se inscriban en el padrón que deberá confeccionarse al tiempo de convocar a elecciones locales. 

ARTÍCULO X: Las leyes orgánicas y las cartas orgánicas que se dicten los municipios autorizados para ello otorgarán al electorado respectivo y para casos expresamente enumerados los derechos de iniciativa, consulta, revocatoria de los funcionarios electivos y otras formas de participación popular.

ARTÍCULO XI: Las autoridades provinciales y municipales se prestarán mutua asistencia y colaboración para el cumplimiento de los fines públicos que persiguen sean éstos de competencia exclusiva o concurrente.

Capítulo II

Órganos permanentes de gobierno

ARTÍCULO XII: Los municipios que superen el número de cinco mil habitantes tendrán los siguientes órganos de gobierno:

a) Un Concejo Deliberante elegido directamente por el pueblo de la ciudad y, en la misma elección, un número igual de suplentes, debiéndose respetar en su integración la equidad de géneros. Es presidido por el Vicepresidente Municipal.

b) Un Departamento Ejecutivo a cargo de un Presidente Municipal, el que será elegido a simple pluralidad de sufragios en la misma fórmula y por el mismo período, juntamente con un Vicepresidente Municipal. Este último reemplazará al titular del Departamento Ejecutivo en caso de acefalía transitoria o permanente.

En caso de empate en el comicio, se convocará a nuevas elecciones dentro del plazo de 10 días de concluido el escrutinio, entre las fórmulas que hayan igualado, debiendo el acto eleccionario realizarse dentro de los veinte días siguientes.

ARTÍCULO XIII: Los municipios que tengan un número mínimo de mil quinientos habitantes y un número máximo de cinco mil tendrán como órgano de gobierno una Junta de Fomento, que será presidida por el integrante de la misma que encabece la lista que haya obtenido mayor número de sufragios, siendo vicepresidente el segundo de dicha lista. El Vicepresidente reemplazará al presidente en caso de acefalía transitoria o definitiva.

ARTÍCULO XIV: Las comunas tendrán como órgano de gobierno una Junta Comunal, la que será presidida por el integrante de la misma que encabece la lista que haya obtenido mayor número de sufragios, siendo vicepresidente el segundo de dicha lista. El Vicepresidente reemplazará al presidente en caso de acefalía transitoria o definitiva, prosiguiéndose con los reemplazos, en caso de ser necesario, según el orden de la lista.

ARTÍCULO XV: Para la integración de los Concejos Deliberantes, las Juntas de Fomento y las Juntas Comunales será de estricta aplicación lo dispuesto en el artículo 51° de esta Constitución, distribuyéndose las bancas con arreglo al mismo.

ARTÍCULO XVI: Para ser Presidente o Vicepresidente Municipal se requiere tener una edad mínima de veinticinco años; para integrar las Juntas de Fomento o las Juntas Comunales, una edad mínima de 21 años. Todos ellos deberán ser vecinos de la localidad en la que ejerzan el cargo, con una residencia inmediata en ella no inferior a 2 años.

ARTÍCULO XVII: El órgano electoral municipal entregará a quienes corresponda asumir la presidencia y vicepresidencia de las Juntas de Fomento o de las Juntas Comunales el diploma para dichos cargos.

Capítulo III

De los municipios con autonomía institucional

ARTÍCULO XVIII: Los municipios que alcancen el número de diez mil habitantes podrán dictarse sus cartas orgánicas, las que serán sancionadas por convenciones municipales convocadas por ordenanzas de los Concejos Deliberantes.

Dichas convenciones estarán integradas por un número de convencionales igual al doble del de concejales, elegidos en forma directa.

Para ser convencional municipal se requieren las mismas condiciones que para ser concejal, estando sujetos a idénticos derechos e inhabilidades. Su desempeño será considerado una carga pública honorífica y, por ende, no susceptible de remuneración. Es incompatible el cargo de convencional municipal con los de Gobernador, Vicegobernador, Presidente, Vicepresidente Municipal y Concejal. Deberán expedirse en un plazo que no excederá de los ciento veinte días. 

Mientras no se sancione la carta orgánica local, el municipio respectivo se regirá por las leyes orgánicas que dicte la provincia.

ARTÍCULO XIX: Las Cartas Orgánicas deben reglar, sin perjuicio de otros temas, los siguientes:

1. El sistema representativo, según el diseño previsto por el art. XII, con elección directa de las autoridades municipales por el voto universal, igual, secreto y obligatorio, a simple pluralidad de sufragios;

2. La distribución de la representación en el Concejo Deliberante con arreglo a lo establecido en el artículo 51° de esta Constitución y conforme las reglas señaladas en el Capítulo II precedente;

3. Los criterios de la planificación estratégica de su crecimiento, asegurándose la participación ciudadana;

4. Los procedimientos y las mayorías necesarias para definir las modalidades de prestación de los servicios públicos básicos;

5. Un sistema de contralor del patrimonio y de las cuentas públicas que podrá ser ejercido por un organismo dotado de autonomía, con estabilidad de sus integrantes, los que deberán acceder al cargo por concurso y con acuerdo del Concejo Deliberante, requiriéndose la mayoría absoluta del mismo para prestarlo. El órgano de control contará con la estructura estrictamente necesaria para el cumplimiento de sus fines; si no se estableciera tal organismo, el contralor estará a cargo del Tribunal de Cuentas de la Provincia;

6. Un amplio y rápido acceso en materia administrativa a los tribunales en lo contencioso administrativo de la provincia;

7. El funcionamiento de los institutos participativos señalados en el artículo X de esta Constitución;

8. El procedimiento para su reforma.

Capítulo IV

De los Municipios sin Carta Orgánica

ARTICULO XX: Los municipios que, habilitados para dictar sus Cartas Orgánicas se abstuvieran de hacerlo, y los restantes previstos en esta Constitución que tengan una población estable mayor a cinco mil y menor a diez mil habitantes, se rigen por una ley orgánica de municipalidades. Esta ley se ajustará a los principios y bases autonómicas que preserva esta Constitución, regulando lo atinente al reconocimiento de nuevos municipios, al deslinde de competencias entre los órganos de gobierno, a la fijación de los límites territoriales, y al diseño institucional local con seguimiento de las siguientes pautas:

1. El órgano legislativo estará conformado por un Concejo Deliberante integrado por diez miembros, conformado y elegido con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo II de esta sección, con un mandato de cuatro años y con  posibilidad de ser reelectos;

2. El órgano ejecutivo estará conformado por un Departamento Ejecutivo a cargo de un Presidente Municipal, que durará cuatro años en sus funciones y podrá ser nuevamente electo por un solo período consecutivo e indefinidamente por períodos alternados. En la misma fórmula se elegirá a un Vicepresidente Municipal, que en el caso de asumir en forma permanente el Departamento Ejecutivo, podrá ser reelecto por un solo período consecutivo sin importar el plazo durante el cual ejerció la función y de manera alternada indefinidamente;

3. Cada departamento de gobierno será independiente entre sí, sin perjuicio de las atribuciones de fiscalización del Concejo Deliberante;

4. La ley determinará las atribuciones y funciones de cada departamento.

5. El Presidente Municipal, el Vicepresidente y los concejales se hallan sujetos a las mismas causales de destitución previstas en esta Constitución para el Gobernador. La destitución debe concretarse previo juicio político, en el que se requerirá el voto de los dos tercios del total de los miembros del Concejo Deliberante, siendo la resolución destitutoria recurrible ante el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia. El recurso tendrá carácter suspensivo;

6. El contralor del gasto será realizado por el Tribunal de Cuentas de la Provincia, sin perjuicio de los mecanismos de control interno;

7. Las disposiciones administrativas de las municipalidades son recurribles judicialmente ante los tribunales provinciales con competencia en lo contencioso administrativo.

Capítulo V

De los Municipios Gobernados por Juntas de Fomento

ARTÍCULO XXI: Las Juntas de Fomento se integrarán por un número de vocales que se establecerá por ley. Sus miembros serán elegidos a simple pluralidad de sufragios por el término de cuatro años rigiendo lo dispuesto en el capítulo II precedente en orden a su conformación y presidencia.

ARTÍCULO XXII: Las Juntas de Fomento tendrán, en general, las mismas atribuciones y deberes que las municipalidades y su naturaleza colegiada no impedirá que la representación de las mismas sea ejercida por su presidente.

ARTÍCULO XXIII: El presidente y los demás miembros de la Junta de Fomento podrán ser reelectos. Solo podrán ser destituidos por las mismas causales indicadas en el artículo XX inciso 5 y por dos tercios de votos del órgano de gobierno, garantizándose el derecho de defensa del enjuiciado.

Capítulo VI

De las Comunas

ARTÍCULO XXIV: El régimen de las comunas será establecido por ley, que determinará sus competencias, su circunscripción territorial, atribuciones y responsabilidades, incluyéndose la potestad para el dictado de ordenanzas, alcances de sus facultades tributarias, el ejercicio del poder de policía, la realización de obras públicas, la prestación de los servicios básicos, la regulación de la forma de adquisición de bienes y las demás facultades que se estimen convenientes para posibilitar un marco razonable de actuación a los fines de satisfacer las necesidades  locales.

La ley podrá establecer distintos tipos de comunas, con diferente número de integrantes de sus Juntas Comunales y competencias diferenciadas en función de criterios objetivos.

Artículo 3°): Inclúyese en las disposiciones transitorias los siguientes artículos:

ARTÍCULO….: La Legislatura deberá dictar en el plazo de un año computado desde la entrada en vigencia de esta reforma constitucional la Ley Orgánica de las Municipalidades y de las Comunas. Vencido dicho plazo, lo hará en forma provisoria el Poder Ejecutivo. Hasta el dictado de las normas encomendadas regirán las disposiciones vigentes a la fecha, en tanto no se opongan a lo dispuesto en esta Constitución.

ARTÍCULO…: Los nuevos cargos creados por esta Constitución en el régimen municipal y la forma de integración de los órganos colegiados regirá a partir de la elección para la cobertura de los cargos respectivos, rigiendo hasta el vencimiento de los actuales mandatos lo dispuesto por las normas vigentes a la fecha.

CARLÍN – BUSTI – ROMERO – FEDERIK – BARRANDEGUY – KUNATH – MARTÍNEZ (Guillermo) – SCHOENFELD – MOTTA – ALLENDE (José) – PÉREZ – SALOMÓN – ALMADA – CARAMELLE – MÁRQUEZ – TALEB – CHIESA – DÍAZ (Gustavo) –CALZA – GASTALDI – HEYDE – BAEZ.

FUNDAMENTOS

La Constitución de 1933 avanzó sensiblemente al incrementar criterios autonómicos para los municipios entrerrianos con relación a lo establecido en la carta de 1903, ya que permitió que el electorado local pudiera elegir sus presidentes municipales que hasta entonces eran designados desde la Provincia. Confirió también –y ello fue innovador para su época- facultades impositivas a las municipalidades, diferenciándose de otras provincias que reducían las facultades tributarias al establecimiento y cobro únicamente de tasas y contribuciones de mejoras.

Sin embargo los veinte artículos que la  Sección VIII dedica al régimen municipal no logra en la actualidad satisfacer adecuadamente los criterios autonómicos reconocidos en los últimos años por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, y menos aún ajustarse al texto del art. 123 que la reforma de 1994 introdujo a la Ley Suprema cuando determina que las constituciones provinciales se dictarán “asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político administrativo, económico y financiero.”

El proyecto que presentamos a la consideración de la Convención pretende fijar las bases fundamentales del régimen municipal, dejando a la ley y/o a las cartas orgánicas los aspectos operativos o funcionales, con excepción de lagunas disposiciones a las que se le ha querido brindar rango constitucional para su observancia homogénea.

Se ha partido del criterio de considerar municipio a toda comunidad vecinal estable, con vida propia e intereses específicos en la que sus integrantes, unidos por lazos de vecindad y arraigo, concurren en la búsqueda del bien común. Es decir que se tuvo en cuenta el aspecto sociológico de la preexistencia de la comunidad vecinal para conferirle el carácter de municipio, y se lo hizo siguiendo a la Constitución vigente, la que ha partido de la exigencia de contar con el número de mil quinientos habitantes, a lo menos, continuando con el régimen que ya tiene largos años de experiencia en nuestro medio de determinar que recién a partir de los cinco mil pobladores tendrán dos órganos separados de gobierno local: el Concejo Deliberante de diez ediles y el Departamento Ejecutivo a cargo del Presidente Municipal; brindándose a los que superen los diez mil habitantes la autonomía institucional que les permite dictarse su propia carta orgánica.

Sin perjuicio que dichas cartas habrán de delinear el municipio que pretende cada localidad, se estimó pertinente fijar algunos criterios básicos que eviten que una atomización de reglas – cada carta municipal – produzca una colisión normativa, el sustentamiento de criterios distintos en aspectos esenciales, lo que podría traer aparejada una conflictividad que debe evitarse, al tiempo de resultar razonable la homogeneidad en aspectos medulares del diseño municipal, uniformando sus competencias y estableciendo un cimiento normativo que torne similares los órganos de gobierno y administración de las municipalidades de mayor dimensión poblacional.

La autonomía institucional brindada, con los alcances señalados, ha sido amplia, ya que cada municipio que supere el número de diez mil habitantes puede darse para sí su propia organización, sin intervención de la Provincia. De ahí que el poder constituyente municipal se ejerce sin sometimiento a órganos ajenos a ámbito local, esto es sin requerirse la aprobación de las cartas orgánicas respectivas por la Legislatura o por el Poder Ejecutivo Provincial como lo hacen algunos sistemas comparados, entendiendo que ellos comprometen el régimen autonómico institucional de las localidades.

Respecto a los municipios de menos de cinco mil habitantes, se receptó el criterio de sus autoridades que, por amplia mayoría, se expidieron por el mantenimiento de las Juntas de Fomento estimando que la existencia de dos órganos diferenciados, en poblaciones pequeñas, acarrearía un incremento del gasto y una dispersión de la autoridad que no resulta saludable para el desarrollo de una gestión austera y al mismo tiempo sujeta a una mayor participación de los diversos sectores políticos, que tendrían su intervención, aún minoritaria, en el órgano respectivo. Más de siete décadas de funcionamiento del sistema colegiado o directorial para el gobierno de estas localidades ha demostrado la conveniencia de su continuidad, sin perjuicio de mejorar su sistema tanto por vía constitucional (vg.: determinando que quien encabece la lista ganadora será el Presidente y el segundo el Vicepresidente de la Junta de Fomento, expidiéndose los diplomas respectivos para dichos cargos y evitando las luchas intestinas para las designaciones respectivas, a partir de la convicción que el voto popular tiene en cuenta a las personas que lideran las listas propuestas por los agrupamientos políticos); como por el camino legal, el que deberá señalizar algunos aspectos funcionales que requieren una expresa regulación legislativa.

También se estableció la conceptualización como comunas de aquellas localidades que tengan un número de pobladores inferior a los mil quinientos habitantes y que, por lo tanto, no pueden ser considerados como municipios. Para ello y si la cantidad de habitantes lo justificare por conformar un centro urbano que alcance un número de vecinos apreciable, lo que se deriva a la ley a los fines de no acotar una cantidad que no se compadezca con la cambiante realidad, se les acuerda una autonomía limitada, superadora del carácter de meras descentralizaciones administrativas conferida por la ley 7555, debiendo la Legislatura dictar la Ley Orgánica que determine sus competencias, atribuciones, potestad para el dictado de ordenanzas, alcance de sus facultades tributarias, el ejercicio del poder de policía, realización de obras públicas, prestación de servicios básicos, regulación de las formas de adquisición de bienes y cuantas más facultades se estime conveniente conferirles para posibilitar un marco razonable de actuación. Incluso se prevé la posibilidad de establecer distintas especies de ellas, siendo diverso el número de los integrantes de las Juntas comunales que las gobiernen y las competencias que les atribuyan, en función de criterios objetivos para ello.

La horizontalidad de la Provincia de Entre Ríos, la que cuenta a la fecha con diecisiete departamentos, numerosas municipalidades y casi dos centenares de Juntas de Gobierno, marcan una realidad que no puede ser desconocida por el constituyente en el diseño local. Si se tiene en cuenta la alta población conviviente en los viejos “centros rurales de población” se advertirá la importancia que tiene la creación de las comunas, dejando librada a la decisión legislativa los aspectos funcionales de las mismas, dada su mutabilidad en función del tiempo y el crecimiento de las necesidades que deben ser satisfechas.

Tanto para municipios como para comunas, se han desechado delineamientos que no han tenido carta de ciudadanía en nuestra provincia tales como los sistemas de partidos que ha adoptado la provincia de Buenos Aires o el de los distritos que hubo de acuñar La Rioja y la nueva Constitución de Corrientes, manteniendo el régimen circunscripcional actual del municipio “villa” o “ciudad”, sin perjuicio que su ejido comprenda tres zonas: la planta urbana, la zona de quintas y la de chacras, tal como lo ha determinado desde hace más de setenta años la ley 3.001 (art. 8º).

Para ser prolijos en la presentación nos hemos permitido numerar provisoriamente el articulado con la nomenclatura romana. Estimando que lo redactado permite apreciar elocuentemente nuestra idea sobre el régimen municipal y comunal, cabe remitirse a la propia propuesta.

Por ello y las razones que se expondrán en su oportunidad hacen que propiciemos la aprobación del proyecto traído.

Miguel A. Carlín – Jorge P. Busti – Rosario M. Romero – Guillermo C. Martínez – Laura I. Gastaldi – Nelio H. Calza – Raúl A. Taleb – María C. Pérez – José A. Allende – Mario R. Heyde – Jorge Salomón – Zulema E. Schoenfeld – Eda R. Caramelle – Julio A. Federik – Gustavo E. Díaz – Raúl E. Barrandeguy – Juan C. Almada – Luis M. Márquez – Manuela T. Chiesa – Fernando D. Baez – Héctor J. Motta – Sigrid E. Kunath.

–A la Comisión de Régimen Municipal.

XXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 697)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorporar un nuevo artículo a la Constitución provincial, cuyo texto expresa: “El Estado provincial garantiza la defensa de los consumidores y usuarios de bienes y servicios públicos y privados, en su relación de consumo.

Ejerce poder de policía en toda materia relativa a bienes y servicios, en especial, en lo relativo a alimentos y medicamentos.

El Estado provincial y cada una de las municipalidades actuarán como autoridad de aplicación respecto de las normas que rijan materias relativas a derechos de usuarios y consumidores, controlando, vigilando, juzgando y sancionando, en los lugares sometidos a sus respectivas jurisdicciones.

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de los conflictos, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios reconocidas, y de los municipios interesados en los órganos de control”.

MARTÍNEZ (Guillermo)

FUNDAMENTOS

I. La Habilitación Legal para incorporar la norma propuesta:

En primer lugar debemos partir de considerar que ésta H. Convención Constituyente se encuentra habilitada por la ley de convocatoria Nº 9768 para la incorporación del artículo propuesto, precisamente en el artículo 1º inciso 15) que, textualmente, permite “Incorporar los Derechos de los consumidores y usuarios de bienes y servicios públicos”. Si bien la redacción no es feliz, dado que, si se interpretara limitativamente parecería que sólo se podría proteger a los “consumidores y usuarios de bienes y servicios públicos”, excluyendo, el universo propio de la “relación de consumo”, partimos de entender que el legislador ordinario pretendió habilitar la posibilidad de incorporar normas a nuestra Constitución provincial de protección del género amplio “consumidores y usuarios”.

II. Los derechos de los consumidores y de los usuarios en general:

La defensa de los derechos de los usuarios y consumidores, es una de las ramas de reciente surgimiento dentro del derecho. Así igual, en sus pocas décadas de existencia, la misma ha logrado avances significativos en el cumplimiento de sus objetivos protectorios.

En nuestro país, la defensa de los derechos de los consumidores fue acompañado de numerosas iniciativas legislativas, fallos ejemplares, un desigual desarrollo de políticas y acciones por parte del Estado y un profundo compromiso y presencia por parte de las asociaciones de consumidores.

En la actualidad, los vertiginosos cambios producidos en el sistema económico globalizado, en el cual nos encontramos inmersos, hacen que todos los habitantes de este país –y del mundo– para satisfacer sus necesidades (básicas o no) deban forzosamente realizar actos de consumo, adquiriendo bienes y contratando servicios, en un “mercado” que, contrariamente a lo que indica la doctrina de la economía liberal, es dominado por las empresas.

Queda claro entonces que “Los principios de la economía liberal sostienen que las empresas se encuentran sometidas incondicionalmente a los deseos de los consumidores, y éstos son los que deciden a través de sus demandas los bienes que se deben producir y la magnitud de la producción. Sin embargo tanto en este sentido como en la formación de precios, los juicios y decisiones del consumidor tienen un escaso peso. La soberanía del consumidor tal como la pretende la economía de mercado es una FALACIA. La efectiva soberanía del consumidor solo es posible en el marco de la tutela de derechos que impone la norma y obliga al Estado y a las instituciones a instalar al consumidor a la misma altura de las empresas, no desde el mercado y la decisión de compra o no compra sino desde la norma y el derecho como concepto y como instrumento. Solo allí el consumidor alcanza el estado de soberanía cuando la norma (hecha efectiva) lo libera de la atadura que le impuso el mercado”1.

De esta manera, la visión tradicional de igualdad entre las partes intervinientes en los contratos de consumo queda perimida, ya que la posición dominante de la empresa en su relación con el consumidor es incuestionable. A partir de reconocer este estado de “desventaja o vulnerabilidad” estructural por parte de los consumidores y usuarios, surge toda la legislación de tutela a favor de los derechos de la parte débil intentando -de esta manera- lograr que las partes se relacionen en un plano de equilibrio.

En nuestro país, recién en el año 1983 con la sanción Ley Nº 22.802 denominada de “Lealtad Comercial” y luego en 1993 con la sanción de la Ley 24.240 de “defensa del consumidor” la legislación hizo lugar estableciendo medidas legislativas de protección de este sector económico2.

Posteriormente, el otro gran avance en esta materia se produce con la reforma constitucional del año 1994, al incorporarse al texto de nuestra Constitución Nacional el artículo 42º que establece:

“Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno.

Las autoridades proveerán a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y de usuarios.

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control”.

La consagración de estos derechos con rango constitucional, ha significado un importante avance al reconocer numerosos derechos para los usuarios y consumidores, e impone obligaciones al Estado en pos de lograr una efectiva defensa de los mismos.

La sanción del Artículo 42º ha generado profundos cambios, pudiendo equipararse el impacto de los mismos, al que tuvo la sanción de la legislación laboral moderna.

Asimismo, y a pesar de los importantes logros en la corta vida de los derechos mencionados, aún falta mucho por hacer, por eso la inclusión de un artículo en la Constitución provincial que reafirme el camino iniciado por la Constitución nacional, es un paso de suma importancia y un aporte sustancial al equilibrio entre partes esencialmente desiguales, objetivo que se persigue para que los consumidores y usuarios tengan seguridad física y jurídica a la hora de contratar.

Cuando la actual Constitución de Entre Ríos fue sancionada, el derecho del consumidor –como se los considera en la actualidad– era inexistente. Asimismo la falta de consensos necesarios para producir una modernización de nuestra Carta Magna, ha hecho que la misma haya quedado rezagada con relación a otras constituciones provinciales, las cuales, de diferentes maneras, incorporaron estos derechos en sus textos3.

A pesar del tiempo transcurrido desde la aparición de las normas nacionales, y de algunos intentos frustrados, la legislación de Entre Ríos no ha tenido un correlato y desarrollo acorde a la jerarquía de la cuestión, por lo que la inclusión de un artículo de protección de los derechos de los usuarios y consumidores en la Constitución provincial resulta por demás oportuna y conveniente.

En definitiva, es necesario reafirmar la importancia de los derechos de los consumidores y usuarios, y la obligación del Estado de garantizar su desarrollo, para lograr que cada entrerriano sea un ciudadano conciente de sus derechos, crítico con el mercado, comprometido con su medio ambiente, conocedor de las herramientas que posee para defenderse para lograr respeto por su dignidad humana.

III. El texto del artículo propuesto:

Nos hemos propuesto incorporar al texto constitucional una norma que verdaderamente sea de avanzada, tomando en cuenta el avance del derecho en esta materia y las experiencias nacional y provinciales.

Por ello es que no hemos cometido el error de “redundancia” de algunas constituciones provinciales, que repiten la disposición contenida en nuestra Constitución nacional, cuando ello es innecesario por sobreabundante, máxime para los entrerrianos que contamos (en realidad, prácticamente todas las constituciones provinciales también lo tienen) con el dispositivo normativo contenido en el artículo 5º.4

Tampoco hemos pretendido ser demasiados reglamentaristas5 (lo cual es reñido con la técnica constitucional), ni tampoco demasiados escuetos6 (lo que impide mejorar el status jurídico de los consumidores y usuarios entrerrianos).
Por ello es que, todas sus disposiciones “elevan” el piso establecido en la carta magna nacional y precisan detalladamente sus postulados. Así, en el primer párrafo se especifica la calidad de servicios “públicos y privados”, lo que había generado diversas interpretaciones de parte de la doctrina y de la propia jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.
Se especifica, también, el mayor énfasis en el control estatal en materia de alimentos y medicamentos, dos rubros sumamente vitales para proteger los derechos humanos del consumidor en esta parte del mundo.
Accediendo a un problema que se han enfrentado las distintas jurisdicciones estatales (provinciales y municipales de todo el país y de nuestra provincia), se estableció claramente que tanto la provincia como el municipio cuentan con competencia para actuar como autoridad de aplicación de las leyes (nacionales, provinciales y ordenanzas municipales que integren el ordenamiento jurídico aplicable a las relaciones de consumo), como así también y fundamentalmente, en cuanto al juzgamiento de las infracciones y conflictos que se originen de manera de posibilitar claramente la potestad de aplicar sanciones y ejecutarlas. Claro está, la reglamentación deberá establecer los modos y los recaudos para hacer cumplir las garantías constitucionales del debido proceso adjetivo y sustantivo.
Concluyendo, considero que la norma propuesta cuenta con la técnica adecuada y el contenido preciso para garantizar de la mejor manera posible los derechos de los consumidores y usuarios entrerrianos, brindándole una herramienta sumamente necesaria para los tiempos futuros.
1 Chamatrópulos, Pablo. “Hacia la Soberanía del Consumidor” Editorial Tobel, Buenos Aires, 2003.

2 El 12 de marzo pasado, en las vísperas del Día del Consumidor, la Cámara de Diputados de la Nación ha sancionado la reforma a la ley 24.240, oportunamente aprobada por la Cámara de Senadores de la Nación, incluyendo una importante cantidad de nuevos principios que tenderán a brindar una mayor y más efectiva tutela de los derechos e intereses de consumidores y usuarios.

3Todas las constituciones provinciales modernas contemplan disposiciones en tal sentido, así, entre otras, podemos citar: Constitución de Catamarca en su art. 57º; Constitución de la provincia de Buenos Aires en su art. 38º; Constitución de Chaco en su art. 47º; Constitución de Chubut en su art. 33º.

4 Artículo 5º Constitución Provincial: “Los habitantes de la Provincia, gozan en su territorio de todos los derechos y garantías declarados por la Constitución Nacional, con arreglo a las leyes que reglamenten su ejercicio”.

5 Como lo es la recientemente sancionada Constitución de Corrientes, la cual, en su artículo 49º establece “Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos, a una información adecuada y veraz, a la libertad de elección y a condiciones de trato equitativo y digno. Las autoridades deben proveer a la protección de esos derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de asociaciones de consumidores y usuarios. La legislación establece los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial, previendo el mecanismo de audiencias públicas y la necesaria participación de los organismos de control y en la confección o modificación de dicho régimen regulatorio, de las asociaciones de consumidores y usuarios y de los municipios interesados. Toda persona tiene el derecho de elegir la vía de resolución para sus controversias, disputas o conflictos, que puede ser la conciliación, mediación, arbitraje o instancia judicial. En los casos donde el Estado provincial y las municipalidades sean parte de la controversia, se preferirá la vía arbitral. La ley establece las normas y procedimientos a cumplimentar en cada caso y las excepciones para cada una de las vías de resolución”. 

6 Artículos 29º de la Constitución de Córdoba y 22º de la Constitución de Tierra del Fuego “Los consumidores y usuarios tienen derecho a agruparse en defensa de sus intereses. El Estado promueve su organización y funcionamiento”.

Guillermo C. Martínez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 705)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°: Incorpórese en la sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente Capítulo y articulado:

CAPITULO…

DE LA REVOCATORIA DE LOS MANDATOS

Artículo ____: Los mandatos de las autoridades provinciales y municipales electivas podrán ser revocados por mal desempeño en sus funciones por referéndum popular convocado en los términos y condiciones descriptos en el presente capítulo y sin perjuicio de lo dispuesto sobre el juicio político. En los casos de Gobernador/a, Vicegobernador/a e Intendentes, deberán tener cumplido un año de mandato y los Legisladores y Concejales un período y medio de sesiones ordinarias. El ejercicio de este derecho no está permitido si en virtud del mismo se impide o elimina el ejercicio de la oposición política o de representación de las minorías.

Artículo ____: La solicitud de revocatoria deberá contar con el aval del tres por ciento de los ciudadanos que figuren en el padrón electoral vigente en las últimas elecciones de autoridades provinciales o comunales –según corresponda– ante el Superior Tribunal de Justicia, que en un plazo de diez días hábiles comprobará el cumplimiento de las formas exigidas, sin abrir juicio sobre los fundamentos del pedido, pudiendo rechazar imputaciones que no tengan relación con la idoneidad del funcionario para el desempeño del cargo. A continuación se correrá vista al funcionario involucrado, quien deberá contestar en el término de diez días hábiles.

Artículo ____: Contestada la vista o vencido el término, se habilitará en cada Juzgado de Paz con competencia en el respectivo cuerpo electoral un Libro donde constarán los fundamentos del pedido y la contestación del funcionario cuestionado, si la hubiere. A continuación de tales piezas se receptarán durante sesenta días corridos, las adhesiones de los ciudadanos a la revocatoria del mandato a través de la consulta ciudadana o referéndum revocatorio. Este aval debe registrarse personalmente, consignando la firma, aclaración de firma, domicilio y número de documento de cada uno de los electores peticionantes.

Artículo ____: Transcurrido el plazo, los libros de firmas se remitirán al Superior Tribunal, quien sentenciará en el término de treinta días hábiles. Si las adhesiones alcanzan el veinticinco por ciento de los inscriptos en el padrón electoral utilizado en la última elección válida realizada en la provincia o la comuna, según corresponda, deberá convocarse a un referéndum popular que se realizará no más allá de los sesenta días subsiguientes a la sentencia. La opción propuesta a la ciudadanía será por el Sí a la revocatoria del mandato o por el No a la misma. Si no se alcanza el porcentaje de adherentes exigidos, el pedido de revocatoria será rechazado y se archivarán las actuaciones, no pudiendo volver a interponerse contra el/los mismo/s funcionario/s, con excepción de causal sobreviniente. Si el voto afirmativo obtiene la mitad de los votos emitidos válidos el funcionario en cuestión será relevado inmediatamente de sus funciones, y se arbitrarán los mecanismos legales para su reemplazo.

Artículo 2°: Incorpórese la siguiente Cláusula Transitoria:

Artículo ____: El Capítulo… correspondiente a la Revocatoria de Mandatos regirá para los funcionarios actualmente en ejercicio de los cargos electivos.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – GIANFELICI – ZABALA.

FUNDAMENTOS

La revocatoria de mandatos, como mecanismo de democracia directa, es un proceso por intermedio del cual se destituye a funcionarios electivos por decisión ciudadana expresada mediante sufragio. Constituciones provinciales ya lo han incorporado, como en los casos de la Ciudad de Buenos Aires, Misiones, Chaco, Neuquén, Chubut, Río Negro y La Rioja. Asimismo, este instituto se encuentra consagrado en la Ley Orgánica de los Municipios de Entre Ríos (Ley Nº 3.001 con sus modificatorias obrantes en las Leyes Nº 4157, 4876, 5693, 7364, 7681, 8169, 8881, 8918, 9075 y 9226).

Norberto Bobbio presenta una de las aspiraciones de la democracia como “el poder en público”, indicando que todos los mecanismos constitucionales deben adoptarse a la luz del día, y permitan a los gobernados ver dónde y cómo se toman las decisiones, una definición que representa la antitesis de todas las formas autocráticas del poder.

Raúl Gustavo Ferreira, en un trabajo sobre “Derechos políticos y participación ciudadana”, analiza la manera en que la Constitución porteña prevé la posibilidad de destituir a los funcionarios. “Dispone el artículo 67, un verdadero paradigma del derecho constitucional y de la participación ciudadana… El electorado tiene derecho a requerir la revocación del mandato de los funcionarios electivos…”.

En efecto, en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la ley 357 reglamenta el contenido de esta regla constitucional, un derecho subjetivo, grupal o colectivo para el que se establecen dos etapas, en la primera de las cuales se requiere el respaldo explícito y documentado del 20% del electorado. “Hasta entonces es derecho de petición a las autoridades”, señala Ferreyra. Pero una vez reunida la cantidad necesaria de adhesiones de los ciudadanos y ciudadanas que se hallen inscritos en el padrón electoral “el rostro del derecho subjetivo para requerir la revocatoria del mandato queda totalmente configurado. Consecuentemente, de comprobarse tal situación, se pasa a la fase 2, es decir, el plebiscito”.

Este proyecto, conocidos los presentados por los convencionales Brasesco y Allende (que establecen 25 y 30 por ciento respectivamente como paso de la primera a la segunda fase), pretende aportar una nueva hipótesis de trabajo, para que “sea mejorado, perfeccionado como consecuencia de su estudio, diálogo y realidad política-social que desde 1983 muestra nuestro país a los efectos de perfeccionar la democracia” (Proyecto Brasesco).

Difiere de la línea de los anteriores citados, fundamentalmente, por promover un mecanismo adoptado por otras legislaciones para facilitar el desarrollo del instituto (Ley N° 6292 de Institutos de Democracia Semidirecta –Reglamentación; B.O. 7/6/1996; que reglamenta el art. 220, inc. 20 de la Constitución de Mendoza, para regular el funcionamiento de los institutos de democracia semidirecta previstos en la norma indicada bajo la denominación de referéndum y revocatoria que regirá en los municipios comprendidos en el ámbito de aplicación de la Ley Nº 5590 –Orgánica de Municipalidades).

Esa diferencia central consiste en que se incorpora una etapa más. Siendo la primera parte del instituto una forma clásica del derecho ciudadano de “peticionar ante las autoridades”, se debe facilitar la promoción del pedido requiriendo un porcentaje mínimo de los vecinos que lo impulsen, para luego ser ratificado por un porcentaje mayor del electorado y, entonces si, pasar a la etapa del “plebiscito”, es decir, aquí se justifica poner en marcha el sistema electoral para sufragar por la revocatoria o confirmación del mandato del funcionario.

Los porcentajes deberán ser consensuados por los colegas constituyentes, pero siempre deberá tenerse en cuenta que: a) el derecho del pueblo no debe ser regulado de forma tal que se conspire contra el mismo; b) si es necesario un porcentaje muy inferior para elegir un representante, no podemos exigir grandes masas populares movilizadas para una revocatoria, más allá de reparar y defender la representación de las minorías y una democracia pluralista.

Por todo lo expuesto, invitamos a nuestros pares a dar íntegra sanción al presente proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Gregorio D. Zabala.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 706)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°: Incorpórense a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, los siguientes artículos:

ÉTICA EN LA FUNCIÓN PÚBLICA

Artículo ____: Todos los funcionarios, electos, designados o por concurso, de cualquiera de los poderes del Estado Provincial, Municipal y empresas, entes u organismos, en los que el estado tenga participación, deberán cumplir los siguientes deberes y pautas de funcionamiento ético:

a) Cumplir y hacer cumplir estrictamente esta Constitución, la Constitución Nacional, las leyes y los reglamentos que en su consecuencia se dicten y defender el sistema republicano y democrático de gobierno;

b) Desempeñarse con la observancia y respeto de los principios y pautas éticas: honestidad, probidad, rectitud, buena fe y en forma austera;

c) Velar en todos sus actos por los intereses del Estado, orientados a la satisfacción del bienestar general, privilegiando los intereses públicos;

d) No recibir ningún beneficio personal vinculado a la realización, retardo u omisión de un acto inherente a sus funciones, ni imponer condiciones especiales que deriven en ello;

e) Fundar sus actos y observar transparencia en las decisiones, poniendo a disposición de la comunidad toda la información que se genere en su área;

f) Proteger y conservar la propiedad del Estado y sólo emplear sus bienes con los fines autorizados. Abstenerse de utilizar información adquirida en el cumplimiento de sus funciones para realizar actividades no relacionadas con sus tareas oficiales o de permitir su uso en beneficio de intereses privados;

g) Abstenerse de usar instalaciones y servicios del Estado para beneficio particular o de sus familiares, allegados o personas ajenas a la función oficial;

h) Observar en los procedimientos de contrataciones públicas en que intervengan, los principios de publicidad, igualdad, concurrencia y razonabilidad.

PROPIEDAD DE LOS OBSEQUIOS

Artículo ____: Los funcionarios públicos, integrantes de los Poderes del Estado Provincial o Municipal, no podrán recibir regalos, obsequios, donaciones, de ningún tipo, sean éstos servicios, bienes o cosas, con motivo o en ocasión del desempeño de sus funciones.

Artículo ____: En caso de que los obsequios sean de costumbre o cortesía, el funcionario que lo reciba, deberá dar inmediato conocimiento a la autoridad que la ley disponga. Los obsequios recibidos serán de exclusiva propiedad del Estado Provincial o Municipal, según el cargo que ostente el funcionario que lo reciba. Los obsequios, serán incorporados al patrimonio del Estado Provincial o Municipal que corresponda según el sea el carácter del cargo que ostente el funcionario que lo reciba. La ley a dictarse al efecto fijará el destino que se le dará a los obsequios.

Artículo 2°: Cláusula Transitoria: La legislatura de la Provincia sancionará una ley que reglamente el funcionamiento del nuevo texto constitucional en el plazo de 180 días a partir de la sanción de la presente Reforma.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – GIANFELICI – ZABALA – ACHARTA.

FUNDAMENTOS

El Art. 1º) acápite 8 de la ley de necesidad de reforma de nuestra Carta Magna Provincial (9768), habilita que se introduzcan normas sobre ética pública, incluido un régimen de incompatibilidades, para los funcionarios y empleados del Estado Provincial y Municipal. En este sentido va dirigido nuestro proyecto, con el propósito de darle rango constitucional a normas que resultan a todas luces imprescindibles en el desempeño de la función pública, en todos sus niveles.

Conocido por todos son los innumerables casos de corrupción y denuncias de enriquecimiento ilícito, que pesan sobre muchos funcionarios que han pasado por la función pública. Seguramente en 1933, otra era la realidad provincial y nacional, con otras prioridades, ya que se obviaron incorporar normas a la Constitución que regulen taxativamente las normas de ética en la función pública. A 75 años de la sanción de la Carta Magna, que hoy nos encontramos reformando, a todas luces resulta imperioso que se incorporen los artículos que ponemos a consideración a través del presente proyecto.

Si estamos reglamentando las pautas que deben cumplir los funcionarios públicos, en su condición de representantes, ello no obsta a que la ética debe ser entendida y puesta en práctica por los representados, esto es por toda la sociedad. No hay justicia, ni salud, ni educación, ni mucho menos igualdad, en una sociedad que no cumpla con ciertas pautas de funcionamiento y en este caso, estamos convencidos que la falta de ética en la función pública posibilitó la corrupción que atenta directamente contra los valores democráticos que intentamos plasmar en el texto de la Constitución. Así lo entendieron los constituyentes del ’94, que introdujeron en el Artículo 36 de la Constitución Nacional, en los últimos párrafos el siguiente texto: “…Atentará asimismo contra el sistema democrático quien incurriere en grave delito doloso contra el Estado que conlleve enriquecimiento, quedando Inhabilitado por el tiempo que las leyes determinen para ocupar cargos o empleos públicos. El Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función.” Nótese que se incluye entre quienes atentan contra el sistema democrático, a quienes incurrieran en graves delitos dolosos contra el Estado. Esta línea de pensamiento, es la que nos lleva a afirmar que los actos contrarios a la ética, fundamentalmente los ejercidos por los funcionarios públicos, atentan directamente contra el sistema democrático.

A fin de que no ocurra la triste experiencia de lo que ya sucediera con los artículos de la Constitución Nacional, que requerían el dictado de una ley, es que proponemos que se deje especificado en el mismo texto constitucional, los deberes y pautas que deben cumplir los funcionarios públicos, como así también, en el caso puntual que proponemos respecto de la propiedad de los obsequios que reciben los funcionarios con motivo o en ocasión del desempeño de sus funciones. Fundamento ello en leyes, cuya redacción le fueran encomendadas por los constituyentes a los legisladores nacionales y hoy a casi 14 años de la sanción de la Constitución Nacional, aún no se han dictado. En el caso particular de ética pública, luego de cinco años, recién a fines de 1999, se sancionó la ley Nº 25.188.

En casi la totalidad de las constituciones provinciales se legisla acerca de la ética en la función pública, como así también en la de Tierra del Fuego, en su Artículo 11, se incorpora el régimen de propiedad de los obsequios recibidos por los funcionarios públicos en ejercicio de su función. Por todo esto solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto, en el entendimiento de que con él realizaremos un aporte para un mejor funcionamiento de las instituciones de la democracia.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Gregorio D. Zabala – Darío R. Gianfelici – Emiliano Acharta.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 707)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°: Incorpórese como nueva sección de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, con los artículos que integran la misma, el siguiente texto:

PUBLICIDAD OFICIAL

Artículo__: Se entiende por publicidad oficial toda comunicación gubernamental realizada por la administración pública provincial central, descentralizada y entes autárquicos, a través de medios de difusión radial, gráficos, televisivos y páginas web oficiales o pertenecientes al sector privado. Su objeto es garantizar el principio republicano de publicidad de los actos de gobierno y el derecho a la información publica.

Artículo__: La adjudicación de la publicidad oficial se regirá por los principios de interés general, veracidad, libre acceso a la información, transparencia, razonabilidad, acceso equitativo y pluralista a las oportunidades de expresión, austeridad en la administración del gasto público y publicidad de los actos de gobierno. En la publicidad oficial no se podrán incluir mensajes discriminatorios ni contrarios a los principios, valores, declaraciones, derechos y garantías que configuran el régimen republicano democrático consagrado en la Constitución Provincial y en la Constitución Nacional.

Artículo__: El Estado no podrá contratar espacios en los medios de comunicación en el período comprendido entre la convocatoria a una elección y el día de la votación, excepto para informar sobre la misma o en situaciones de emergencia. La publicidad contratada no podrá tener un costo superior a lo que paga el sector privado por similar producto en el mercado.

Artículo__: Créase un Registro Público de Medios para la Publicidad Oficial en donde deberán inscribirse todos los medios de comunicación que deseen recibir publicidad oficial, los cuales deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) poseer inscripción ante la Dirección Provincial de Rentas;

b) poseer Libre Deuda de Ingresos Brutos, Impuestos Municipales y de la Administración Federal de Ingresos Públicos;

c) presentar declaración jurada de cumplimiento de relaciones laborales;

d) presentar y actualizar declaración jurada de tirada para los medios gráficos o visitas para los electrónicos, según corresponda; 

e) las emisoras de amplitud modulada, frecuencia modulada o canales de televisión, deberán tener inscripción provisoria o definitiva ante el Comité Federal de Radiodifusión;

f) presentar grillas de programación; y cuadro tarifario actualizado.

Las producciones independientes deberán presentar idéntica documentación a los medios donde salgan al aire sus programas o publiquen sus suplementos. El Registro Público de Medios asignará puntaje, en forma debidamente fundada, de acuerdo a criterios que serán establecidos por ley. Los medios no inscriptos en el Registro Público de Medios no podrán recibir publicidad oficial.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – GIANFELICI – ACHARTA – ZABALA.

FUNDAMENTOS

Las presiones ejercidas a los medios de comunicación y periodistas mediante la asignación o el retiro de pauta publicitaria estatal, dependiendo para esto de posturas complacientes o críticas, respectivamente, se han convertido en algo habitual. No es nueva esta forma de censura sutil ni tampoco ha sido exclusiva de una sola gestión. Por ello es necesaria la regulación de la asignación de publicidad proveniente de cualquiera de los estamentos, organismos, dependencias y entes autárquicos del Estado provincial, ya que lo anteriormente descrito es posible sólo por la ausencia de un marco normativo que otorgue transparencia y claridad a los fondos públicos destinados a publicidad. Esta falta de reglas claras promueve decisiones arbitrarias y facilita el uso de la pauta oficial como instrumento de presión política. Estas prácticas consisten en asignar o retirar pautas publicitarias para beneficiar a medios y periodistas afines o castigar a los críticos y condicionar, de este modo, el contenido de sus expresiones.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos prohíbe específicamente la restricción de la libertad de expresión “por vías o medios indirectos”. Del mismo modo, la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión, adoptada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en octubre de 2000, establece que “la utilización del poder del Estado y los recursos de la hacienda pública; la concesión de prebendas arancelarias; la asignación arbitraria y discriminatoria de publicidad oficial y créditos oficiales; el otorgamiento de frecuencias de radio y televisión, entre otros, con el objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función de sus líneas informativas, atentan contra la libertad de expresión y deben estar expresamente prohibidos por la ley”.

En el mismo sentido, surge de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el caso Emisiones Platenses SA s/ Acción de Amparo", del 12 de junio de 1997, que la libertad de expresión puede verse conculcada a través de vías no solamente directas –como sería la clausura de un periódico– sino también indirectas como el manejo discrecional en la entrega de la publicidad oficial. El efecto inhibitorio es particularmente fuerte en países como Argentina, donde la pauta publicitaria estatal es esencial para la supervivencia financiera de muchos medios de comunicación, sobre todo a nivel provincial, lo que impacta directamente sobre la calidad del debate público.

El Estado provincial debe propiciar la diversidad y pluralidad de opiniones y noticias en los medios de comunicación, y no desconocer las voces minoritarias ni las posturas críticas hacia el propio gobierno. Es el único modo de garantizar un debate amplio, robusto y auténticamente democrático, que incluya, en lugar de excluir, a la mayor cantidad de sectores sociales. Por otro lado, la Relatoría para la Libertad de Expresión de la Organización de Estados Americanos (OEA) expresa que “no existe un derecho intrínseco a recibir recursos del Estado por publicidad. Sólo cuando el Estado asigna estos recursos en forma discriminatoria se viola el derecho fundamental a la libre expresión. Un Estado podría negarle a todos los medios de comunicación, pero no puede negarle ese ingreso sólo a algunos medios con base en criterios discriminatorios. Aunque los Estados pueden adoptar decisiones de asignar publicidad con base en el porcentaje de la población que un determinado medio, una frecuencia o factores similares, cubren, las decisiones de asignar o no publicidad que se basan en la cobertura de actos oficiales, en críticas a funcionarios públicos o la cobertura que podría perjudicar a los contribuyentes financieros de esos funcionarios, equivale a penalizar a los medios por ejercer el derecho a la libertad de expresión”.

Es necesario, por lo tanto, que se dicte una legislación clara y específica a nivel provincial que regule la producción, distribución y control de la publicidad pagada con dinero de las arcas públicas. La publicidad oficial debe ser entendida como un canal de comunicación entre el Estado y la población. Debe ser objetiva, fácil de entender, necesaria, útil y relevante para el público. No debe promover -explícita o implícitamente- los intereses de ningún partido político ni del gobierno. La decisión de otorgar fondos públicos para publicidad debe tomarse de modo transparente, justificado y que permita el control público.

Esa necesaria legislación debe tener su fundamento en principios que esta Asamblea incluya en la nueva Constitución entrerriana y que constituyan la base de la distribución de la pauta publicitaria estatal para la provincia de Entre Ríos. Debe estar regida por la transparencia, la igualdad de posibilidades en el acceso a la publicidad, la no discriminación de aquellos que sean críticos de la labor del gobierno de turno y la posibilidad de controlar a quienes toman la decisión de colocar la publicidad que se compra con dinero público. Por tanto, resulta imprescindible que exista una definición ex ante y pública de los criterios de asignación de la pauta publicitaria oficial.

Entro esos criterios, es válido señalar que la Dirección de Información Pública de Entre Ríos sea la autoridad de aplicación, y tenga a su cargo el Registro Público de Medios (RPM). Los requisitos a cumplir de parte de los medios de comunicación interesados en contratar con el Estado Provincial, deben ser parte del texto de la sección en cuestión. Le legislación deberá luego incluir otros aspectos más específicos, tales como los que se enumeran a continuación:

- La inscripción en el RPM revestirá carácter de Declaración Jurada y el falseamiento de datos dará lugar a la exclusión del listado de distribución de pautas oficiales y las correspondientes acciones penales judiciales.

- La autoridad de aplicación deberá presentar un informe anual sobre el plan de distribución de la publicidad oficial a realizar por la administración pública provincial central, descentralizada, entes autárquicos y cualquier empresa en la que el Estado tenga participación previo a su ejecución, ante ambas cámaras de la Legislatura de Entre Ríos, y disponer que dicho informe quede también bajo el control del Defensor del Pueblo de la Provincia.

Para la distribución de la Publicidad Oficial se asignará puntaje en consideración a los siguientes criterios:

a) Programas o medios de exclusiva realización y producción local, con programación extensiva.

b) Programas destinados a difundir, en no menos del sesenta por ciento (60%) de sus espacios operativos, temas relacionados con la población, la cultura, el entorno natural geográfico, la información y noticias de la Provincia.

c) Programas y medios de mayor audiencia o tiraje.

d) Programas, medios o producciones independientes que posean un mínimo de dos (2) años de publicación o salida al aire ininterrumpida del producto que postula.

e) Medios de comunicación o producciones independientes que posean desde nueve (9) o más empleados declarados ante la autoridad competente.

f) Medios de comunicación o producciones independientes que posean desde cuatro (4) o más empleados declarados ante la autoridad competente.

Para la asignación de puntaje, se sugiere que los incisos c) y e) tengan un valor de seis (6) puntos; los incisos a), b), d) y f) cuatro (4); computándose el total de cada postulante.

Para la acreditación de la nómina de empleados, la autoridad de aplicación requerirá a cada medio o producción independiente la presentación mensual del formulario 931 -y el Anexo- de la AFIP, para declaración de contribuciones y aportes patronales y la constancia de pago de Seguros de Vida y ART. El valor de las pautas publicitarias guardará relación con el puntaje obtenido por cada postulante del RPM.

Por todo lo expuesto invitamos a las y los convencionales a aprobar íntegramente el presente proyecto.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Darío R. Gianfelici – Emiliano Acharta – Gregorio D. Zabala

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 708)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

DESCENTRALIZACIÓN

Artículo 1°: Incorpórense los siguientes artículos a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos:

Artículo ____: El Estado de Entre Ríos promoverá la descentralización operativa, administrativa, territorial y de recursos de la actuación del poder estatal provincial. Para ello podrá crear regiones que expresen dicha descentralización, con el objetivo de abrir el camino a un federalismo de concertación, ejecutar las políticas, planes y programas del Poder Ejecutivo y demás autoridades provinciales; así como garantizar la participación ciudadana en la definición de dichas políticas planes y programas, mediante la creación de Consejos Regionales Económicos y Sociales, integrados democráticamente por representantes de la producción y el trabajo, de entidades gremiales, de profesionales, sociales, culturales, entidades no gubernamentales y de universidades. 

Artículo ____: Las regiones a crearse deberán considerar indicadores como población, espacio físico, estructura económica, estilo de vida. La sanción de la ley de creación de regiones requiere de dos tercios de los miembros de ambas Cámaras, con el voto positivo de los senadores que representan a los territorios involucrados en la región a crear. En cada región se podrán designar Directores o Jefes de cada área administrativa, los que dependerán de la conducción central, según la estructura administrativa que se establezca, y serán designados por concurso público de oposición y antecedentes.

Artículo 2º: Cláusula transitoria: La Honorable Legislatura dictará la ley que reglamentará la descentralización y el funcionamiento de los Consejos Regionales Económicos y Sociales, antes de transcurridos los 180 días de sancionada la Constitución.
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FUNDAMENTOS

Debemos entender la descentralización como una propuesta de profundo contenido político cultural. En este sentido significa permitir desarrollar y respetar las características locales, históricas, culturales, geográficas, ambientales, económicas y sociales de tal manera que nos permita afianzarnos como parte de un proyecto –la provincia– con objetivos y metas comunes, potenciando el respeto por la diversidad que la habita.

La descentralización que proponemos promueve la participación en la política, en la administración y en el control de los recursos por parte del ciudadano. Para ejercer “plena ciudadanía deben confluir la existencia de instituciones democráticas que aseguren los derechos y al mismo tiempo la acción colectiva de los ciudadanos ejerciendo la cosa pública, apropiándose de ella”. Pensar en unidades más pequeñas desde lo político territorial, en las que se centren demandas y respuestas de la sociedad y el estado, puede ser una herramienta adecuada para facilitar este proceso, achicando las brechas abiertas y fortaleciendo la representación democrático institucional.

Estos mecanismos permitirán potenciar el desarrollo económico con bienestar social, creando nuevos centros de decisión, horizontalizando el poder y promoviendo el surgimiento de proyectos locales o regionales sustentables y sostenibles. La descentralización promueve la equidad a través del aumento y mejora en la prestación de servicios. Esta Descentralización debe ser entendida en el sentido que menciona Jordi Borja, esto es “como un proceso democratizador… dotado de autonomía en el ejercicio de sus competencias y de su carácter global”. Es lo que Aghón y Cortés definen como “transferencia de nuevas competencias y recursos hacia los entes territoriales”.

La misma debe encararse como parte de una estrategia que permita profundizar la construcción de una provincia armónica y equilibrada –federal– tal lo que era Entre Ríos en sus inicios como organización política–administrativa.

Lo señalábamos en nuestro proyecto de desconcentración de los organismos y entes de estado y volvemos a traerlo a colación en el presente proyecto. “A partir de la instalación de la capital de la provincia en la ciudad de Paraná se ha ido modelando un esquema cada vez más homogéneo de concentración”, construyendo –equivocadamente a nuestro juicio– una provincia que repite el esquema nacional.

“Este centralismo desestima las fuerzas creativas y el trabajo de gran parte de la población y el potencial de los recursos que están presentes en cada una de las diversas regiones del territorio provincial” produciendo un desequilibrio de riquezas y de funciones que se agudiza día a día. Por ello es que creemos que deben encararse, y esta Convención es una oportunidad magnífica, acciones que permitan retomar aquel norte que está insito en nuestra construcción política original. Debemos distinguir entonces entre descentralización y desconcentración, ya que ésta consiste en atribuir facultades de decisión a algunos órganos de la administración que, a pesar de recibir tales facultades, siguen sometidos a los poderes jerárquicos de los superiores.

Podemos observar tres dimensiones o tipos de descentralización: administrativa, política y fiscal de acuerdo a que tipos de aspectos se acentúen o promuevan. En el que proponemos creemos que debe darse una visión articuladora e integradora de las tres dimensiones, avanzando en un modelo que vaya otorgando mayores poderes y decisiones a las autoridades locales o regionales.

Las regiones suscitan renovado interés en el mundo académico y en experiencias concretas y por eso la Constitución Nacional reformada en 1994 abrió la posibilidad de crear esos espacios, sin por ello querer como bien señala Pedro J. Frías “convertirlos en una nueva colectividad política con funcionarios electivos, competencias e ingresos propios”. Nuestra provincia es un claro ejemplo de lo antedicho, integrada al esquema propuesto desde la denominada Región Centro de la que somos parte.

La tensión entre lo viejo que se resiste a morir y lo nuevo que busca nacer es permanente. Debemos pensar en desafíos presentes y futuros de un proceso que no será de corto plazo. Decíamos al principio que es necesario un cambio cultural, esto es transformar prácticas y comportamientos sociales. Pero estamos convencidos que esto solo será posible si asumimos un compromiso muy fuerte con valores y conductas que conllevan una profunda convicción democrática, participativa y transformadora.

Tomando las palabras de Guillermo Estévez Boero “estamos debiendo a nuestra sociedad una reforma total de la Constitución que no se concrete en aspectos coyunturales sino que sirva para crear mecanismos de participación y descentralización”. Creemos que con este proyecto estamos dando un paso importante en la construcción de un nuevo modelo de provincia acorde con los requerimientos del presente, pero sobre todo, en consonancia con los desafíos del mañana.
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–A la Comisión de Régimen Municipal.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente, con respecto a este proyecto, y en el mismo sentido de la anterior solicitud del señor convencional Márquez respecto del Expediente Nro. 588, entiendo que debería ser girado a las comisiones de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable y de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, dado que se refiere a la cuestión de la descentralización en regiones y a la actuación del poder estatal provincial.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Márquez.

SR. MÁRQUEZ – Señor Presidente, personalmente pienso que debe ser enviado a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, además de lo acordado en la Comisión de Labor, en el sentido de girarlo a una sola comisión. Con que esa comisión dictamine sobre el proyecto es suficiente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Hay dos propuestas o las podemos unificar, señor convencional Schvartzman?

SR. SCHVARTZMAN – Entiendo que podemos unificarla, señor Presidente; en todo caso que sea la propia comisión la que sugiera un posible segundo giro.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Pido la palabra.

Además de destacar la predisposición del convencional Schvartzman, quiero reiterar que, en la necesidad de no incurrir en más reuniones, la idea era que se hiciera un solo giro con la recomendación especial –aprovechamos esta instancia para volver a mencionarlo– que en el tratamiento de los proyectos que tuvieran una envergadura importante, se invitara a participar de la reunión de comisión a los autores o a los coautores, porque a veces se pide el doble giro para que los autores puedan participar.

Entonces, si el convencional Schvartzman está de acuerdo, podemos mantener el criterio de evitar el doble giro e invitar a los autores del proyecto a participar del tratamiento en comisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Reggiardo.

SR. REGGIARDO – En esta idea de tratar de limitar los giros a lo indispensable, y teniendo en cuenta la índole del proyecto que pudiera ser girado a la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, era una de las cosas que solicitaba el convencional Schvartzman.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Quiero recordar, señores convencionales, que el día jueves de la semana pasada, a las 12 horas, se reunió la Comisión de Labor y con los representantes de los distintos bloques acordamos priorizar la comisión principal y, como dijo el señor convencional Rogel, invitar al seno de la comisión al autor del proyecto.

Como la Presidencia debe cumplir estrictamente tanto con el Artículo 30º como con el Artículo 31º para ordenar la distribución de los proyectos, le pregunto, señor convencional Schvartzman, si está de acuerdo con que el giro sea a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

SR. SCHVARTZMAN – Entiendo que podemos unificar la propuesta perfectamente, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento del Cuerpo, el proyecto se gira a la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:
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PROYECTOS DE REFORMA

(Expte. Nro. 709)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

TIERRAS

Artículo 1°: Incorpórese un nuevo capítulo bajo el título “TIERRAS” en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, que incluirá nuevos artículos y sus correspondientes incisos con el siguiente texto:

Artículo ____: Los recursos naturales que forman parte del territorio provincial son dominio originario del Estado Provincial: el suelo, el subsuelo, las islas provinciales, las aguas de uso público, aptas para usos de interés general o adquieran esa aptitud, y sus corrientes, incluidas las aguas subterráneas, y la energía. El Estado promoverá el uso y distribución equitativos de los recursos naturales.

Artículo ____: La tierra urbana y rural es un bien común permanente. El Estado garantiza el acceso a la tenencia de la tierra a todos aquellos que la trabajan; su explotación racional y sustentable para el adecuado cumplimiento de su función social y económica comunitaria; su preservación y recuperación evitando la pérdida de fertilidad y la erosión y regulando el empleo de las tecnologías de aplicación.

Artículo ____: La Provincia dictará normativas de ordenamiento territorial con los fines de:

a) Mantener la propiedad de los bienes inmuebles ubicados en zonas de seguridad o en áreas protegidas o que constituyan recursos estratégicos, en manos de habitantes argentinos nativos, del propio Estado Provincial o de los municipios;

b) Impedir que extranjeros sin residencia permanente, sociedades conformadas por ciudadanos o capitales foráneos y sociedades sin autorización para funcionar en el país, adquieran tierras ya sean fiscales o particulares que se encuentren en las zonas determinadas en el párrafo precedente, con excepción de los extranjeros que acrediten residencia legal conforme la ley.

c) Estabilizar la población rural, combatiendo el desarraigo y expulsión de la población de las áreas rurales y facilitando a cada familia labriega conservar la tenencia de la tierra que cultiva o adquirir la que arrienda, para su trabajo personal y familiar.

d) Favorecer la explotación racional de la tierra mediante respaldo crediticio y tecnológico y desfavorecer la especulación y la tenencia improductiva, mediante mecanismos impositivos progresivos que gravarán la renta y el patrimonio de las tierras libres de mejoras y aquellas que se encuentren total o parcialmente inexplotadas. 

e) Impedir la concentración de la tierra en pocas manos; 

f) Ejecutar planes de colonización de tierras y habilitación de créditos promocionales y beneficios impositivos para que el agricultor pequeño y mediano tenga acceso a la propiedad de la tierra;

g) Mejorar la calidad de vida en el medio rural; incrementando la infraestructura e inversión en servicios educativos y de salud;

h) Participar a los pobladores rurales de los beneficios de la tecnología; impartir educación relativa al uso y conservación en el manejo de suelos.

Artículo ____: A los efectos de dar cumplimiento a los principios enunciados, la Provincia crea el Instituto de Colonización y Tierras, que tendrá como ejes de su acción el acceso a la tierra, el reordenamiento territorial y el desarrollo rural. El Instituto será autárquico, y será dirigido por un Consejo en cuya conformación se garantizará la representación democrática de los sectores de la producción y el trabajo del agro, el Centro Regional Entre Ríos del INTA, entidades gremiales, profesionales, sociales, culturales, no gubernamentales y de universidades, que tengan relación directa con la temática.

Artículo ____: Dicho Instituto elaborará un Plan de Colonización que tendrá como principios:

1) Distribución por unidades económicas.

2) Explotación directa y racional por el adjudicatario. 

3) Adjudicación preferencial a: organizaciones cooperativas, ocupantes actuales, pequeños productores y su descendencia privilegiando la continuidad e indivisibilidad de la empresa familiar; entidades intermedias sin fines de lucro, comunidades aborígenes.

4) Trámite sumario para el otorgamiento de los títulos, una vez cumplidas las exigencias legales por parte de los adjudicatarios.

6) Reversión por vía de expropiación a favor de la provincia en caso de incumplimiento de los fines de la colonización, a cuyo efecto la ley declarará de interés social la tierra que se adjudique o la resolución del contrato, en su caso.

7) Inembargabilidad del predio y de las mejoras de las unidades de producción.

8) Asesoramiento y asistencia técnica permanente a los agricultores y ganaderos a través de los organismos competentes del Estado provincial o municipal, y nacional mediante convenio.

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – GIANFELICI – ZABALA.

FUNDAMENTOS

El problema de la tierra en Entre Ríos y en la Argentina no es un problema meramente económico: sus consecuencias se manifiestan también en el plano social y cultural definiendo los rasgos de una sociedad cada vez más escindida, menos reconocible en su identidad y carente de un proyecto integrador.

Entre otras oportunidades históricas que la reforma constitucional de 1994 dejó pasar se encuentra sin dudas el tema de la función social de la propiedad y particularmente del derecho agrario. Estudiosos señalan que por ello se configura una situación atípica: nuestra Constitución Nacional tiene la peculiaridad, no muy honrosa, de incluir derechos de tercera generación, como el de desarrollo sostenible, sin haber incorporado las cláusulas típicas de los derechos de segunda generación, los que suponen el entendimiento de que la propiedad posee una función social. Mientras los derechos de primera y tercera generación están acabadamente representados en la letra constitucional, los derechos de segunda generación, en cambio, cuentan con escasa participación (sólo a través del artículo 14 bis).

Como exponente del nuevo paradigma que surge a partir de 1994, es necesario mencionar el artículo 41: “Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo...”. Este es el principio conocido como de desarrollo sostenible o sustentable. El segundo párrafo agrega: “Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales...”.

Puede decirse que en el fondo se trata de una contradicción, ya que se incorpora el principio de desarrollo sostenible y, éste en sí mismo, hace que se modifique el campo de acción del derecho agrario y el alcance del derecho de propiedad. La presente iniciativa tiene el objeto de advertir acerca de dicha situación y de proponer que la Reforma que estamos protagonizando en Entre Ríos no cometa el mismo yerro. Obran numerosos proyectos presentados en el marco de esta Convención que avanzan en el camino de la protección del ambiente y del concepto de desarrollo sustentable. Sin embargo escasas iniciativas incorporan en este nuevo planteo constitucional cuestiones trascendentes a las que podríamos inscribir en la segunda generación de derechos, tales como el acceso igualitario a la tierra, las nociones de colonización, agricultura familiar y combate a la concentración y extranjerización del recurso tierra.

En este sentido, los objetivos a considerar están expresados en la intención de frenar y revertir la expulsión de nuestros pobladores rurales, la monopolización creciente de la tierra, el monocultivo, el despoblamiento rural, y todo lo que configura la situación de crudeza tan bien descripta por la Federación Agraria Argentina cuando acusa al modelo económico de impulsar “una agricultura sin agricultores”.

Por esas razones, además de establecer la función social de la propiedad de la tierra, e incluirla entre los recursos de dominio público (es decir de la comunidad toda), también se postula la creación de un Instituto Autárquico de Colonización y Tierras, con participación de los sectores involucrados. La democratización de la renta agraria comienza con la instauración de dicho instituto.

Entre otros aspectos que implica la idea de la colonización, se encuentran la subdivisión de latifundios y la adjudicación de unidades económicas en propiedad, la  regularización de títulos de quienes poseen en forma precaria las tierras que ocupan. La seguridad que otorga el título de propiedad permite que mayor número de agricultores accedan o permanezcan en el medio rural, alentando una distribución más equitativa de la riqueza y una población más estable, procurando revertir las condiciones actuales en las que el hombre de campo, por condiciones de pobreza rural o desalojo, o por simples ventajas relativas, es expulsado hacia zonas urbanas.

¿Cuánto tiene que ver con ese diagnóstico el hecho de que el área de soja creció en Entre Ríos un 2.200 % en tres lustros, de 1991 a 2006? ¿O que la soja pasó de ocupar el 6,9 % de la superficie cultivada, al 67,7 % en ese lapso en este territorio? “De casi nada a casi todo. Entre los censos agropecuarios de 1988 y 2002 perdimos en Entre Ríos 5.555 explotaciones, casi todas ellas pequeñas y medianas. Pero el cambio de la trama social, con más hacinamiento en los barrios y menos seres humanos distribuidos con armonía en la superficie, en desmedro del aconsejable equilibrio social y de las posibilidades de crecimiento equitativo, no ha merecido planes acordes a la gravedad del problema”, nos dice Tirso Fiorotto en uno de sus numerosos trabajos sobre el tema.

El agricultor propietario se esmera por preservar la fertilidad de su tierra, rotando cultivos y cumpliendo prácticas que contribuyen a que el recurso no se agote. En cambio, no tienen este interés quienes especulan con la inversión, como los grandes pooles de siembra, que sólo ven en el campo un negocio rentable, desmontando y sembrando cultivos no aptos, en forma abusiva si es necesario, para después partir cuando el negocio deja de ser conveniente, porque el recurso irreversiblemente se ha agotado y los rindes de la cosecha ya no son los mismos.

Un antecedente a considerar es la Ley provincial 8.318 que en Entre Ríos gravó con mayores impuestos a las empresas dedicadas a la actividad agropecuaria que no estén radicadas en la provincia. Esto apunta, directamente, a los pool de siembra.

Varias provincias argentinas en sus constituciones establecen pautas colonizadoras precisas y lineamientos para regular el uso y tenencia de la tierra, consagrando el principio de función social de la propiedad y en el tema específico de la colonización de tierras, se destacan las de Santa Cruz, Río Negro, La Pampa, Neuquén, Catamarca, Chaco, y Misiones, que en general entienden a la colonización como un todo integral, donde además del reparto de tierras se complementan con medidas impositivas, educativas, cooperativas, de acceso al crédito, de acceso a la tecnología, etc., coadyuvando al fortalecimiento de la agricultura familiar.

En otro trabajo aún inédito, Fiorotto advierte además sobre otro grave problema que padece la provincia en relación a la inexistencia de un ente como el que proponemos en la presente iniciativa, que vele por la defensa de una agricultura con agricultores, dueños de su tierra y afincados en ella. En referencia al despoblamiento rural, señala que “gran parte de la población pasó de un ámbito bucólico entre las lomadas, a un estado de hacinamiento en las periferias de las grandes ciudades de la provincia, cuando no tuvo que, directamente, emigrar. El crecimiento demográfico de una Paraná desbordada y el decrecimiento de decenas de pueblos de menos de 1.000 habitantes en este medio siglo nos relevan de más detalles”.

Otros datos que ese mismo trabajo nos provee, revelan la necesidad de impulsar una decidida política transformadora en el agro entrerriano: “Una sola firma multinacional puede almacenar un cuarto de toda la producción entrerriana y está en condiciones de industrializar casi el doble de toda la soja de esta comarca, aunque afuera de este territorio. Como el caso de Cargill, eso significa: empleados afuera, impuestos afuera”.

“Distribuir más equitativamente la tierra, con políticas colonizadoras integrales, conlleva al bienestar de cientos de familias rurales, que acceden a la tierra para trabajarla y quedarse, solidificando la agricultura familiar, en pos de las generaciones futuras. De esta forma, se comenzaría a transitar el camino hacia una efectiva democratización de la renta agraria, combatiéndose la desigualdad e injusticia reinante, que conllevan indefectiblemente a la marginación y exclusión social”. La cita, tomada de modo textual de dos estudiosas de la vecina provincia de Santa Fe, que profundizaron en la legislación agraria constitucional nacional y provincial comparada, es la más exacta síntesis de las aspiraciones de la presente iniciativa.

Podríamos agregar que en lo más profundo de las raíces de Entre Ríos está latente el criterio de que la tierra es un bien común y que debe ser compartida solidaria y cooperativamente por los pobladores, con “los más infelices” como “los más privilegiados”, al decir de nuestro más eminente prócer, José Artigas; pero también en la intención de un pionero de la colonización y enemigo de la concentración de las tierras como lo es Alejo Peyret, quien ya en 1889, vinculaba la idea de la subdivisión de la propiedad rural a la cooperación, a la necesidad de asociarse para que “millares de propietarios, soberanos cada uno en su pedazo de tierra, libres como el pampero que viene a azotar su frente”, pudieran dejar atrás “el vasallaje de las sociedades europeas” donde “hasta ahora los derechos del hombre y del ciudadano, proclamados por tantas revoluciones, se reducen a puras abstracciones, y no han podido penetrar todavía en la esfera de la realidad práctica." Peyret define entonces lo que considera “el problema magno de la sociedad moderna”: la “democratización de la propiedad aristocrática, la propiedad puesta al alcance de todos los trabajadores, de todos los hombres de buena voluntad, de corazón puro y de generosas intenciones…”.

Cerramos con otras dos citas de eminentes defensores de la consigna de “Tierra y libertad”, el primero entrerriano, el segundo santafesino pero ambos de estatura nacional y continental:

Luis R. MacKay: “Para la humanidad quedó el emblema: Tierra y Libertad. En el Congreso Agrario Nacional donde lo propuse como lema presidente de nuestras deliberaciones al finalizar mi discurso inaugural, se adoptó por aclamación, como síntesis de las grandes reivindicaciones campesinas”. (Ese Congreso de la UCR se realizó el 28 de agosto de 1949 en Rosario).

Lisandro de la Torre: “El olvido de las campañas ha producido la ruina de las naciones poderosas. La historia demuestra evidentemente la corta duración de los deslumbrados poderíos de los estados a quienes no sostienen campañas abundantemente pobladas”.

Por todo lo expuesto, invitamos a nuestros pares a dar íntegra sanción a este proyecto que sometemos a consideración de la Convención Constituyente.

Bibliografía, citas y fuentes:

Daniel Tirso Fiorotto, “El canto y la tierra. La necesaria reforma agraria se deduce también de las poesías”, Cuando el pago se hace canto, 2007.

“Suelo, agua, expulsión, distancia. Indicios de la identidad de los entrerrianos en su ambiente”. Inédito. Paraná, diciembre de 2007. 

Ana Clara Moresco y Luciana Valeria Soumoulou, “Ante el necesario debate sobre la democratización de la tierra: aportes a la futura reforma constitucional de Santa Fe”. Federación Agraria Argentina, 2007

Conclusiones del Congreso Nacional y Latinoamericano por el Uso y Tenencia de la Tierra, septiembre 2007.

Alejo Peyret: “Una visita a las colonias”, Tomos I y II, “Discursos”, etc., consultados en Biblioteca Popular El Porvenir

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Darío R. Gianfelici – Gregorio D. Zabala.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 710)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

MODIFICACIÓN ARTICULO 50

EQUIDAD DE GÉNERO EN EL SENADO

Artículo 1°: Modifíquese el Artículo 50 de la Constitución Provincial, que quedará redactado de la siguiente manera:

“Los senadores serán elegidos directamente por el pueblo a razón de un titular por cada departamento, a simple pluralidad de votos y de tal modo que no pertenezcan al mismo género más de ocho senadores. Se elegirán suplentes por cada partido o agrupación para reemplazar a los que cesen en su mandato por muerte o renuncia. 

El partido o agrupación que renueve el cargo en la elección siguiente, deberá proponer como candidato titular a una persona del género opuesto al que renueva.

En caso de ser reelectos, los senadores no pueden ser elegidos para un nuevo período sino con un intervalo de cuatro años.”

Artículo 2º: Incorpórese la siguiente Cláusula transitoria:

“El Tribunal Electoral sorteará previamente a las elecciones de 2011, con una antelación de 120 días, los departamentos que deberán elegir cada género para dar inicio al sistema de equidad de género en el Senado provincial. Dicho sorteo se realizará por única vez dado que a partir de la elección siguiente regirá lo normado en el artículo 50 según la nueva redacción aprobada.”

SCHVARTZMAN – DÍAZ (Carlos) – GIANFELICI – ZABALA.

FUNDAMENTOS

La Ley provincial 9768, que convocó a la Reforma Constitucional, en su artículo 1º, inciso 19, prevé la incorporación del principio de “equidad de género”. En vista de dicha posibilidad es que proponemos considerar, a través de la presente iniciativa, la particular situación que exhibe la composición del Senado provincial, al elegir un solo cargo por departamento, lo cual dificulta la concreción de la anhelada aspiración de la igualación de las oportunidades de acceso a los cargos públicos de varones y mujeres.

Como ya lo afirmamos en otra iniciativa, estamos convencidos de que la participación igualitaria es una estricta cuestión de justicia. Pero además, queremos agregar que la realidad misma sustenta la necesidad de dar rango constitucional a la paridad de género: si bien en marzo de 2007 se pudieron conformar las listas sin trauma alguno y hoy en toda la provincia hay concejos constituidos con 50 y 50, apenas meses después, cuando se produjeron las elecciones para esta Convención, al no existir dicho requisito, nuevamente las mujeres fueron relegadas en las listas de los partidos. Y es así que sobre 45 convencionales, hay sólo 13 representantes de la mujer. Esta constatación permite justificar por qué es necesario establecer en la Constitución este principio, también en lo que respecta al Senado de la Provincia: al no existir ninguna obligación establecida por ley a este respecto, la presencia de la mujer en la Cámara mencionada, en el período que está transcurriendo, es nula. Sobre 17 senadores, todos pertenecen al género masculino.

La forma de establecer la equidad de género en un cuerpo que se conforma a través de la elección uninominal por departamento nos plantea un desafío interesante. La mecánica propuesta garantiza la elección de un titular y un suplente de géneros distintos y establece un mecanismo de azar para determinar, por única vez, a qué departamentos les corresponderá designar candidatos de cada género, es decir, si deberán elegir un senador titular o una senadora titular con sus correspondientes suplentes. Decimos por única vez, dado que en el artículo se estipula que el partido o agrupación que renueve el cargo en la elección siguiente, deberá proponer como candidato titular a una persona del género opuesto al que renueva, lo cual garantiza la preservación del principio de equidad en la continuidad de las elecciones provinciales.

Por otro lado, y en el mismo sentido en que ya lo planteamos para los diputados, entendemos que tampoco los senadores deben ser reelectos por más de un período consecutivo, y las razones son las mismas que se esgrimieron para tal caso. Por todo ello, invitamos a nuestros pares a aprobar en su totalidad el presente proyecto.

Américo Schvartzman – Carlos C. Díaz – Darío R. Gianfelici – Gregorio D. Zabala.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 713)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I – Incorporar como artículo nuevo dentro de la “Sección II – Régimen Económico y del Trabajo” de la Constitución de Entre Ríos, el siguiente artículo:

“Artículo....: Corresponde al Gobierno de la Provincia:

1. Ejercer los derechos y competencias no delegados al gobierno federal.

2. Promover un federalismo de concertación con el gobierno federal y entre las provincias, con la finalidad de satisfacer intereses comunes y participar en organismos de consulta y decisión, así como establecer relaciones intergubernamentales e interjurisdiccionales, mediante tratados y convenios.

3. Ejercer en los lugares transferidos por cualquier título al gobierno federal las potestades provinciales que no obstaculicen el cumplimiento de los objetivos de utilidad nacional.

4. Procurar y gestionar la desconcentración y descentralización de la Administración Federal.

5. Concertar con el gobierno federal regímenes de coparticipación impositiva.

6. Las adhesiones a regímenes nacionales que importen delegación de sus facultades reservadas requerirán del voto afirmativo de las dos terceras partes de ambas cámaras de la Legislatura de Entre Ríos. En ningún caso dichos acuerdos podrán comprometer la capacidad de la Provincia  para implementar políticas sustentables de  producción, trabajo e inclusión social de conformidad con las disposiciones de la presente sección.
Las facultades delegadas por la Provincia, con anterioridad a la vigencia de la presente en materia fiscal, control de sanidad animal y vegetal, regulación del espectro radioeléctrico y comercio exterior deberán ser ratificados en idéntica forma dentro del plazo de dos años de vigencia de la presente, caso contrario caducarán de pleno derecho.

7. Realizar gestiones y acuerdos en el orden internacional para satisfacción de sus intereses, compatibles con la política exterior de la Nación y sin perjuicio de las facultades del Gobierno federal.”

VILLAVERDE – ALLENDE (Clidia).

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

El nuevo texto que impulsamos para la Constitución entrerriana refiere a materias habilitadas por los artículos 1 (incisos 27, 28 y 32) y 2 (inciso 1) de la Ley Nº 9768 que declaró la necesidad de su reforma parcial.

La fuente de la norma propuesta reconoce, de manera evidente, su fuente, en la similar contenida en el art. 16 de la Constitución de Córdoba, conocida como “cláusula federal”.

Mediante ella, la Provincia reafirma sus potestades autonómicas frente a la Nación, en una especie de contra-cara del artículo 5 de la Constitución federal y como despliegue de los 121 y concordantes de la misma. Todas las facultades enunciadas se vinculan – directa o indirectamente - con la economía local y el manejo de sus recursos en relación a las otras esferas estatales del país, la ubicación metodológica corresponde a la sección constitucional dedicada al Régimen Económico y del Trabajo.

A partir de la Reforma de la Constitución Nacional de 1994, los contenidos propuestos en la mayoría de los incisos proyectados son indiscutibles, en tanto, han tenido reconocimiento expreso en el nuevo capítulo de los “Gobiernos de Provincia”.

Ahora, reafirmadas y reconocidas las potestades provinciales mediante la incorporación propiciada, nos parece sumamente necesario incluir una disposición respecto de la disponibilidad de esas facultades. O sea, respecto del traspaso al gobierno de federal, por vía de delegación de facultades estaduales.

El despojo de competencias que padecen las provincias, fruto de esos “acuerdos delegativos”, tiene el carácter de una verdadera expoliación. Ello, sumados a las tendencias centralistas del poder, lo concentra y agudizan el desequilibrio básico entre los planos regionales y estatales. Nunca como en este momento de muy fuerte  protesta rural contra la voracidad impositiva nacional y en reclamo de políticas activas de promoción sectorial, ha quedado tan evidenciada la situación absolutamente  inequitativa de distribución de recursos entre el Estado federal y las Provincias. Sobre todo, frente al gravamen que impone aquel en concepto de retenciones a las  exportaciones sobre productos obtenidos de la explotación de los recursos naturales de dominio originario de éstas.

Pero volviendo sobre el  fenómeno de los convenios de traspaso de potestades provinciales, se ha dicho: “....sucede que las últimas décadas exhiben un paulatino y constante traspaso de facultades económicas de los Estados miembros a favor del Estado federal central, que iniciado en 1932, presenta en la actualidad caracteres alarmantes.”1 En el mismo sentido, Hernández sentencia: “Se impone, en consecuencia, la necesidad de una verdadera política de Estado que persiga la superación de los gravísimos desequilibrios que se observan entre los distritos provinciales....”2

Es necesario revertir esa tendencia centralista que lesiona el sistema federal y profundiza la dependencia provincial. Una alternativa es  desde la órbita provincial recuperar protagonismo en lo atinente al ejercicio pleno de las potencialidades locales.

Si bien no impedimos la adhesión a regímenes concertados que importen transferencia de competencias provinciales a través de las leyes- convenio (que por lo demás han obtenido viabilidad constitucional en lo atinente a la faz impositiva, a través de actual art. 75 inciso 4 de la CN reformada en 1994); juzgamos necesarios fijar normas claras y restrictivas en cuanto a su aplicación. Si es necesario y conveniente a los intereses locales suscribirlos deberán contar con ratificación legislativa otorgada por una mayoría calificada, de dos tercios de la totalidad de los miembros de ambas Cámaras.

De la misma manera proponemos que todos los pactos celebrados hasta el presente mediante. Los cuáles se transfieran competencias provinciales (impositivas, de poder de policía, de administración de recursos propios, entre otros) deberán ser ratificados, en las mismas condiciones fijadas para los futuros, en el término de dos años a partir de la vigencia de la Constitución reformado. De forma tal que habilitamos la posibilidad de revisión de los contenidos y de los cumplimientos de las prestaciones comprometidas. De no mediar esas ratificaciones requeridas caducarán de pleno derecho.

En definitiva, por estas y por las razones que expondremos oportunamente esperamos un pronto tratamiento a la iniciativa.

1ZUCCHERINO, Ricardo Miguel – MORENO TIHNER, María Josefina, “Tratado de Derecho Federal, estadual, Estatuyente y Municipal”, Argentino y Comparado. Tomo I, Segunda Edición, Ed. Lexis Nexis, pág. 253.

2HERNANEZ, Antonio María (compilador), “DERECHO PÚBLICO PROVINCIAL”, Ed. Lexis Nexis, pág. 90.

Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

XXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 714)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase como nuevo artículo de la Constitución Provincial el siguiente texto:

“Art...: Toda persona tiene derecho a interponer acción expedita de habeas data para garantizar su derecho de autodeterminación informativa, para lo cual podrá acceder a todos los datos referidos a su persona y bienes, asentados en cualquier base de datos pública o privada, así como conocer la finalidad y destino de dicha información.

En caso de falsedad o uso discriminatorio de tales datos podrá exigir sin cargo alguno su inmediata supresión o modificación.

El ejercicio de este derecho no puede afectar las fuentes de información periodística ni el secreto profesional.”

ROMERO – MARTÍNEZ (Guillermo) – BARRANDEGUY – FEDERIK – KUNATH – CARLÍN.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

Conforme lo autoriza el artículo 1°, inciso 17 de la ley 9768, proponemos incorporar a la constitución provincial el HABEAS DATA, instituto no previsto por el convencional del ´33.

En este siglo XXI que transitamos, cada vez es mayor la cantidad de datos referidos a las personas que constantemente se registran en bancos de datos públicos y privados. Por ello, debemos consagrar el Hábeas Data en nuestra Carta Magna provincial, como lo ha hecho la Constitución Nacional y diversas constituciones provinciales de nuestro país.

En relación con la naturaleza de este instituto, la misma ha sido discutida largamente por la doctrina. Algunos autores, desde la reforma del ´94, y teniendo en cuenta su ubicación metodológica dentro del artículo 43, han sostenido que es una subespecie o modalidad de amparo1, con una finalidad específica. Otros por su parte consideran que se ha creado una garantía constitucional de carácter propio o autónomo.

El Hábeas Data, es una herramienta constitucional que garantiza o preserva los derechos fundamentales de las personas agredidas o amenazadas por bancos de datos que contienen información a ellas referida. La protección del  derecho a la intimidad es un fundamento de la garantía, que comprende la privacidad, el honor, etc.

En este punto, el del objeto de protección del habeas data, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho en el caso “DGI c/Colegio de Público de Abogados” (F. 319:71-1996) que el mismo “protege un ámbito de de autonomía individual constituida por los sentimientos, hábitos y costumbres, las relaciones familiares, la situación económica, las creencias religiosas la salud mental y física, y, en suma, las acciones, hechos o datos que, teniendo en cuenta las formas de vida aceptadas por la comunidad están reservadas al propio individuo y cuyo conocimiento y divulgación por los extraños significa un peligro real o potencial par la intimidad”.

Entrando al punto del sujeto de protección o sujeto activo de esta acción -titular-, quizás sea necesario aclarar que la facultad de controlar los archivos que contienen datos personales y la libre disposición de los mismos puede ser también ejercida por una persona ideal o jurídica, tal como lo sostiene pacíficamente la doctrina y ha sido receptado en textos constitucionales de otras provincias argentinas. Desde ya que respecto a estas últimas la acción tendrá un campo más acotado.

El presente proyecto propicia la tesitura de que el asiento de los datos puede darse en “cualquier” base de datos pública o privada, queriendo comprender allí a los avances de la tecnología, ya que como sabemos, cada día aumentan las posibilidades de acceder e intercambiar datos de múltiples fuentes de almacenamiento.

Analizando distintas constituciones provinciales de nuestro país, podemos citar a la de Río Negro (artículo 20) que al igual que la Ley Nacional de Protección de Datos Personales, consagran una serie de principios de aceptación universal en lo referido a la protección de datos personales. Así, se enumeran los siguientes: justificación social, límite de la recolección, fidelidad de la información, especificación del propósito o la finalidad, confidencialidad, seguridad de los datos, limite en el tiempo, control público y participación individual, entre otros.

Señor Presidente, el instituto propuesto ha sido receptado de diversos modos por la mayoría de las constituciones provinciales, entre otras: La Rioja (Artículo 28° bis), Corrientes (Artículo 68), Santiago del Estero (Artículo 60), San Luis (Artículo 21, Última Parte), Tierra del Fuego (Artículo 45), Córdoba (Artículo 50), Jujuy (Artículo 23, inc. 6) y Tucumán (Artículo 39).

1“Derecho Constitucional Argentino”, Quiroga Lavié, H., Benedetti, M. y Cenicacelaya, M., Pég. 613, Tomo I, Ed. Rubinzal-Culzoni.

Rosario M. Romero – Guillermo C. Martínez – Raúl E. Barrandeguy – Julio A. Federik – Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 715)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorporar a la Sección I “Declaraciones, Derechos y Garantías”

DE LOS DERECHOS SOCIALES

ADULTOS MAYORES

ART.…: El Estado promoverá la participación de las personas adultas mayores en la vida cultural, económica, política, social y en el aprendizaje a lo largo de toda la vida.

Velará por el pleno acceso a la salud y a los beneficios de la seguridad social, así como por la existencia de oportunidades de empleo a todas las personas de edad que deseen trabajar alentando iniciativas de empleo independiente.

Instrumentará políticas que promuevan el acceso a la capacitación permanente, la elaboración y distribución de información que incluyan la utilización de nuevas tecnologías que compensen las disminuciones físicas y orgánicas que conlleva el envejecimiento.

El Estado fortalecerá la solidaridad mediante la equidad y la reciprocidad entre las generaciones.

ROMERO – BARRANDEGUY – MARTÍNEZ (Guillermo) – FEDERIK – KUNATH – CARLÍN.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:
El Proyecto de Reforma que ponemos a consideración de esta Convención Constituyente se funda en el art. 1 de la ley 9768 que establece “Declárese la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos y convóquese a una Convención Constituyente que estará habilitada para: “…inc. 20: Incorporar los derechos de las mujeres, niños, ancianos y personas con capacidades especiales y/o diferentes, otorgando prioridad, dentro de las políticas públicas, a la ejecución de medidas de promoción y protección integral de las personas mencionadas.”

Muchas personas de edad envejecen con seguridad y dignidad y también potencian su propia capacidad para participar en el marco de sus familias y comunidades.

El envejecimiento de la población es una fuerza universal. Es indispensable reconocer la capacidad de las personas de edad para hacer aportes a la sociedad, no sólo tomando la iniciativa para su propio mejoramiento, sino también para el perfeccionamiento de la sociedad en su conjunto. Un pensamiento progresista sostiene “aprovechemos el potencial de la población que envejece como base del desarrollo futuro”.

En el ámbito internacional se celebró en 1999 “El Año Internacional de las Personas de Edad” donde se formuló un concepto de Sociedad para todas las edades que tenía cuatro dimensiones: el desarrollo individual durante toda la vida; las relaciones multigeneracionales; la relación mutua entre el envejecimiento de la población y el desarrollo; y la situación de las personas de edad.

En el año 2.002 se aprobó el “Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento” (Madrid, España; abril de 2002) donde se plantaron temas centrales que están vinculados a metas, objetivos y compromisos fijados en las principales conferencias y reuniones en la cumbre de las Naciones Unidas, entre ellos:

- La plena realización de todos los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las personas de edad.

- El envejecimiento en condiciones de seguridad, lo que entraña reafirmar el objetivo de la eliminación de la pobreza en la vejez sobre la base de los Principios de las Naciones Unidas en favor de las personas de edad.

- La habilitación de las personas de edad para que participen plena y eficazmente la vida económica, política y social de sus sociedades, incluso mediante trabajo remunerado o voluntario.

- Las oportunidades de desarrollo, realización personal y bienestar del individuo en todo el curso de su vida, incluso a una edad avanzada, por ejemplo, mediante la posibilidad de acceso al aprendizaje durante toda la vida y la anticipación en la comunidad, al tiempo que se reconoce que las personas de edad no constituyen un grupo homogéneo.

- La garantía de los derechos económicos, sociales y culturales de las personas de edad, así como de sus derechos civiles y políticos, y la eliminación de todas las formas de violencia y discriminación contra las personas de edad.

- El compromiso de reafirmar la igualdad de los sexos en las personas de edad, entre otras cosas, mediante la eliminación de la discriminación por motivos de sexo.

- El reconocimiento de la importancia decisiva que tienen para el desarrollo social las familias y la interdependencia, la solidaridad y la reciprocidad entre las generaciones.

- etc.

En el año 2.003 se aprobó la “Estrategia Regional de Implementación para América Latina y El Caribe del Plan Internacional de Madrid” (Santiago de Chile, noviembre de 2003)y recientemente en el año 2.007 se realizó el “FORO REGIONAL SOBRE ENVEJECIMIENTO DE ORGANIZACIONES DE LA SOCIEDAD CIVIL DE AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE”: EVALUACIÓN DEL PLAN DE ACCIÓN INTERNACIONAL SOBRE ENVEJECIMIENTO (Brasil, Brasilia; 1, 2 y 3 de Diciembre de 2007), Carta de Brasilia 2007, Declaración de la Sociedad Civil” donde se entendió que:…” El valor de la vida y la dignidad de toda persona, a cualquier edad, deben ser respetadas y por principio se debe buscar la realización de sus potencialidades a plenitud.  Las oportunidades logradas o perdidas, y la calidad de las mismas a lo largo de la vida, en los planos de la seguridad social y económica, la salud integral, la educación y la participación ciudadana, tienen profundo impacto en las edades más avanzadas y en la sociedad en su conjunto.

La pobreza, la discriminación y la exclusión en la que viven las personas adultas mayores son incompatibles con la dignidad humana, con el mandato de nuestras Constituciones que consagran a la persona como el fin de la sociedad y del Estado y, con los principios y compromisos internacionales que han suscrito los Estados en torno a la universalidad, integralidad e interdependencia de los Derechos Humanos…”.

Hay que destacar, que a nivel Nacional el proceso de envejecimiento de la población argentina aparece en forma notable a partir del año 1.930, acentuándose hasta el presente.

En el Informe de la Asamblea Mundial del Envejecimiento -Viena 1.982- denomina ANCIANO a toda persona mayor de 60 años de edad y Naciones Unidas (1.956) adoptó caracterizar como "país envejecido" a aquellos cuya población mayor de 65 años supera el 7% de la población total.

En nuestro país este porcentaje alcanza el 9% (INDEC). En el ámbito de nuestra Provincia, según el censo de 2.001 hay. 109.987 personas mayores de 65 años.

Es nuestra intensión que la provincia de Entre Ríos sea una provincia para todas las edades, donde se respete y valorice el aporte socio-cultural de las personas adultas mayores, sin discriminación de ningún tipo, para ello es importante la promoción y protección de todos los derechos humanos y libertades fundamentales y la relación mutua entre las generaciones debe cultivarse, acentuarse y alentarse.

El Estado Provincial debe velar por la igualdad de trato y de oportunidades, promoviendo su bienestar mediante el desarrollo de políticas sociales que garanticen sus derechos fundamentales, que contemplen la promoción de actividades de capacitación y aprendizaje personal, educativas, recreativas, culturales, sociales, etc. y que prevean la distribución de información adecuada para las personas de edad con objeto de ayudarlas a afrontar las exigencias tecnológicas de la vida cotidiana.

En nuestro país, numerosas constituciones provinciales han contemplado la protección de la ancianidad. Así por ejemplo lo han hecho las provincias de:

- LA RIOJA. “Artículo 37°.- Todo anciano tiene derecho a la protección integral por cuenta y cargo de su familia. En caso de desamparo, corresponde al Estado proveer a dicha protección, ya sea en forma directa o por intermedio de los institutos o fundaciones creados para ese fin.”

- CÓRDOBA. “De la ancianidad. Artículo 28. El Estado Provincial, la familia y la sociedad procuran la protección de los ancianos y su integración social y cultural, tendiendo a que desarrollen tareas de creación libre, de realización personal y de servicio a la sociedad”.

- JUJUY: “Protección a las personas de edad avanzada. Artículo 49. - Las personas de edad avanzada tienen derecho a la seguridad económica y social, al goce de la cultura, del tiempo libre, a una vivienda digna y a condiciones de convivencia que tiendan a proporcionarles oportunidades de realización plena a través de una participación activa en la vida de la comunidad.”

- RÍO NEGRO: “Derechos De La Tercera Edad. Artículo 35.- Las personas de la tercera edad, por su experiencia y sabiduría continúan aportando al progreso de la comunidad. Se les garantiza el derecho a trabajar y a gozar del esparcimiento, tranquilidad y respeto de sus semejantes. Tienen derecho a su protección integral por cuenta y cargo de su familia. En caso de desamparo, corresponde al Estado proveer dicha protección, sin perjuicio de la obligación de subrogarse en el ejercicio de las acciones para demandar de los familiares obligados los aportes correspondientes.”

Y otras como Salta, Corrientes, etc. y también la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Por todo lo manifestado Señor Presidente, solicito la aprobación del presente proyecto de texto constitucional.

Rosario M. Romero – Raúl E. Barrandeguy – Julio Federik – Guillermo C. Martínez – Sigrid E. Kunath – Miguel A. Carlín.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XL

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 716)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorpórase como nuevo artículo de la Constitución de la Provincia el siguiente texto:

Art…: “Los derechos humanos y las garantías establecidas expresa o implícitamente en esta Constitución tienen plena operatividad, sin que su ejercicio pueda ser menoscabado por ausencia o insuficiencia de reglamentación”.

ROMERO – BARRANDEGUY – KUNATH – FEDERIK – MARTÍNEZ (Guillermo) – CARLÍN.

FUNDAMENTOS
Sr. Presidente:

En primer lugar, consideremos que el proyecto de reforma propuesto se encuentra entre las habilitaciones de la ley 9768, más precisamente en su Artículo 1º inc.21) cuando expresa, textualmente, lo siguiente: “Incorporar las medidas y previsiones sobre Derechos Humanos implementadas en los Pactos, Tratados y Convenciones Internacionales sobre la materia, así como la interpretación que de ellos hagan los organismos internacionales de protección y control de tales Pactos”.

En efecto, el artículo propuesto, no constituye una mera reiteración de lo ya consagrado por la Constitución Nacional a partir del Artículo 75 inc.22) –reformado en 1994- que es la lisa y llana constitucionalización de los Tratados de Derechos Humanos suscriptos por nuestro país, dado que ello es innecesario, los entrerrianos no necesitan una disposición que ya tienen a su favor1.

Por otra parte, la vigencia y aplicabilidad de los Tratados de Derechos Humanos como “derecho interno”, ya estaba reconocida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a partir del sonado precedente “Ekmekdjián”, la cual, además, en el fallo “Giroldi”2 (07/04/95) estableció que las opiniones consultivas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de San José de Costa Rica son obligatorias en nuestro derecho interno. A su vez, el Tribunal Internacional de San José decidió el 16/07/93, en la opinión consultiva Nº 13, que la Comisión es competente para calificar cualquier norma de derecho interno de un Estado Parte como violatoria de las obligaciones que éste ha asumido al ratificar o adherirse a la Convención, todo esto demuestra una sana evolución jurídica en procura de la mejor protección de los Derechos Humanos.

También son innumerables los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en donde ha remarcado la operatividad de los Derechos Humanos frente a disposiciones, acciones, omisiones y falta de reglamentaciones de autoridades provinciales, siempre en forma favorable a la pretensión de reconocer la plena efectividad de aquéllos3.

Por todo ello es que, con esta norma, logramos sortear el último escollo que se le ha opuesto a las normas referidas al reconocimiento de los Derechos Humanos, porque no decirlo, de todos los Derechos Humanos, cada vez que pretenden ser ejercidos por quienes –sostienen- han sido objeto de violaciones. Es que esta última barrera es la perniciosa invocación de la ausencia de “operatividad” de los mismos, es decir, oponer a la defensa de los derechos fundamentales del hombre que hacen a su esencia y que lo dignifican como tal, la falta de reglamentación -legal o no- para que puedan ser protegidos.

Este obstáculo no es menor, por el contrario, como sabemos, los Derechos Humanos han sido reconocido a los hombres por el ordenamiento jurídico supranacional y constitucional de los países (incluido, el nuestro, como ya dijimos), para serles opuestos al Estado, siendo que –justamente- es éste el que tiene la potestad de reglamentarlos, de allí que, este vallado es importante y debemos luchar por superarlo.

Con la norma propuesta, este vallado, este obstáculo, esta complicación al pleno ejercicio de los derechos más básicos del hombre y que se ha constituido, sin lugar a dudas, en la gran conquista de la civilización en el siglo XX, ahora, en el siglo XXI y en nuestra provincia, podemos decir: “a ninguna persona a quien se le haya violado un Derecho Humano se le podrá oponer la ausencia de su reglamentación legal”, de allí que los jueces podrán hacer lugar a las acciones que se articulen en ese sentido y, porque no, esperar que las autoridades administrativas, también adopten esta actitud en cada caso que corresponda, sin necesidad de que los ciudadanos tengan que acudir a la justicia para que plenamente los derechos humanos sean respetados en nuestra provincia.

Deliberadamente hemos incluido no sólo a los “Derechos Humanos” sino también a las “garantías” constitucionales, éstas que son las que, en el derecho público del poder (constitucional y administrativo) pretenden sopesar el régimen exorbitante de derecho público, al que se le oponen aquéllas en salvaguarda de la persona y como forma de poner vallas y límites al ejercicio de potestades públicas, tan proclives a la arbitrariedad y al abuso.

Por otra parte y como sustento de derecho comparado, podemos citar normas constitucionales de este tipo, que pueden encontrarse en constituciones provinciales, como así también europeas, entre las primeras, podemos citar la del Art. 14º de la Constitución de Río Negro que establece “Los derechos y garantías establecidos expresa o implícitamente en esta Constitución tienen plena operatividad sin que su ejercicio pueda ser menoscabado por ausencia o insuficiencia de reglamentación.  El Estado asegura la efectividad de los mismos, primordialmente los vinculados con las necesidades vitales del hombre. Tiende a eliminar los obstáculos sociales, políticos, culturales y económicos, permitiendo igualdad de posibilidades” y la contenida en el Art.16º “in fine” de la Constitución de Salta “Todos los habitantes gozan de los derechos y garantías consagrados por esta Constitución de conformidad con las leyes que reglamenten razonablemente su ejercicio. Los principios, declaraciones, derechos y garantías contenidos en ella no pueden ser alterados por disposición alguna. Tales enunciaciones no son negatorias de otros derechos y garantías no enumerados, pero que hacen de la libertad, igualdad y dignidad de la persona humana, de los requerimientos de la justicia social, de los principios de la democracia social de derecho, de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno. Tales derechos tienen plena operatividad, sin que su ejercicio pueda ser menoscabado por ausencia o insuficiencia de reglamentación”; y, por último, entre las disposiciones constitucionales europeas, citamos la contenida en el Art. 22º de la Constitución de Finlandia “Garantía de los derechos fundamentales: El poder público debe garantizar el ejercicio de los derechos fundamentales y los derechos humanos”.

Por último, sostenemos que la norma proyectada permitirá la concreción en la práctica, en la vida de las personas víctimas de violaciones a sus derechos humanos y sus garantías constitucionales, de la real y efectiva protección que merecen tener, posibilitando –además- un deseo, un anhelo, una esperanza que compartimos los convencionales constituyentes con el pueblo entrerriano, que las disposiciones se cumplan, se puedan cumplir, que no se transformen en “letra muerta” en meras expresiones de deseo, o peor aún, en palabras y textos que, deliberada y maliciosamente se saben no se cumplirán jamás, eso es lo que no queremos que suceda, de allí que esta disposición tal vez sea una de las más importantes que consagre la reforma de la constitución entrerriana de este año 2008.

1Artículo 5º C.P.: “Los habitantes de la Provincia, gozan en su territorio de todos los derechos y garantías declarados por la Constitución Nacional, con arreglo a las leyes que reglamenten su ejercicio”. Artículo 6º C.P.: “Los derechos, declaraciones y garantías enumerados en el Constitución Nacional y que esta Constitución da por reproducidos, no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enumerados, pero que nacen de principio de la soberanía del pueblo, de la forma republicana de gobierno y que corresponden al hombre en su calidad de tal”.

2GORDILLO, Agustin. «Derechos Humanos» Fundación de Derecho Administrativo (Buenos Aires, 2005), pág.II-5.

3La Procuradora de la CSJN Marta A. Beiró de Gonçalvez “in re” M. 2648. XLI. Recurso de hecho. “María, Flavia Judith c/Instituto de Obra Social de la Provincia de Entre Ríos y Estado provincial” (30/10/2007), expreso en sentido coincidente con el criterio adoptado por el Alto Tribunal al fallar que “...la falta de adhesión de la provincia de Entre Ríos a la Ley Nº 24.901, el carácter operativo de las normas de la Constitución Nacional y de los tratados con rango constitucional, tornan tales disposiciones aplicables al caso por la jerarquía del derecho a la vida y la salud (...).  Sobre el particular corresponde recordar que, coincidentemente, el Tribunal ha dicho que la adhesión por parte de la demandada al sistema de las Leyes 23.661 y 24.901 no determina que le resulte ajena la carga de adoptar las medidas razonables a su alcance para lograr la realización plena de los derechos de la discapacitada a los beneficios de la seguridad social, con el alcance integral que estatuye la normativa tutelar en la materia (v. Doctrina de Fallos: 327:2127).

Rosario M. Romero – Raúl E. Barrandeguy – Sigrid E. Kunath – Julio A. Federik – Miguel A. Carlín – Guillermo C. Martínez

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XLI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 722)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1º: Incorpórase un nuevo apartado titulado “SALUD” en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, comprensivo de los siguientes artículos:

Artículo… “El Estado Provincial fija, regula, controla el sistema de salud pública y efectiviza la política sanitaria con el Gobierno Federal, los otros gobiernos provinciales, municipios e instituciones sociales, públicas y privadas, nacionales e internacionales. Garantiza el derecho a la salud en forma gratuita, con la participación de los habitantes y de la comunidad, mediante acciones y prestaciones que le aseguren a toda persona, sin discriminación ni limitaciones de ningún tipo su efectivo ejercicio, en los aspectos preventivos, asistenciales y terapéuticos. Sostiene el hospital público con funciones de asistencia sanitaria, investigación, formación y promoción de la educación para la salud”.

Artículo… “La regulación de la salud pública provincial deberá contemplar:

1) La coordinación de la atención de los sectores públicos y privados; 

2) La información de la atención pública con criterios de universalidad, oportunidad, accesibilidad, equidad, integralidad, prevención, preservación, promoción, recuperación y rehabilitación, comprensiva del control de los riesgos biológicos, patológicos y socio ambientales; 

3) Priorizar la asistencia materno infantil, la sanidad escolar, la  tercera edad y la discapacidad en todas sus manifestaciones;

4) Promover acciones que protejan la salud en los ámbitos laborales;

5) Promover acciones de saneamiento ambiental; 

6) Concretar la sanidad en las fronteras; 

7) Garantizar la atención médica a los habitantes rurales; 

8) Implementar un vademécum en los hospitales y centro de salud públicos al que acceda toda la población, asignando a los medicamentos, el carácter de bien social básico;

9) Promover la formación, capacitación y actualización continua de todos los agentes de salud para los cuales una ley establecerá sus escalafones

10) Establecer normas de prevención contra la drogadicción, combatir su origen y consecuencias, atender la rehabilitación en forma integral y a la reinserción de las personas tóxico-dependientes.

Artículo...“Nadie puede ser obligado a someterse a un tratamiento terapéutico determinado, salvo por disposición de la ley y siempre en los límites impuestos por el respeto a la dignidad de la persona humana y los daños a terceros”.

Artículo...“El Estado Provincial podrá implementar un seguro provincial de salud para toda la población, conforme lo regule la ley que se dicte en tal orden, así como una progresiva autogestión y descentralización hospitalaria. Las prestaciones estatales gozan de gratuidad, por la cual se entiende que las personas quedan eximidas de cualquier forma de pago directo. Rige la compensación económica de los servicios prestados a personas con cobertura social o privada por sus respectivas entidades .La atención médica estatal se organiza y desarrolla de acuerdo con la estrategia de atención primaria, con la constitución de redes y niveles de atención, jerarquizando el primer nivel”.

ARTÍCULO 2º: De frma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

La ley 9.768 que convoca a la Convención Constituyente, habilita el tratamiento de la temática atinente a la salud en su apartado 18 del artículo 1º. Al respecto sostiene: “Reconocer el derecho a la salud en su integralidad, bajo los principios de universalidad y gratuidad, y como fundamental para el desarrollo sustentable y la dignidad de las personas”. En este orden de ideas, tanto en la Constitución Nacional (art. 33 implícito) y su reforma de 1994 -art. 42 y art. 75 inc. 22- como en las reformas de todas las constituciones provinciales en las dos últimas décadas, sea como apartado o articulado y, en algunos casos en su Preámbulo, la cuestión ha sido expresamente establecida.

Así, La Convención de los Derechos del Niño, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en su art. 11, La Declaración Universal de los Derecho Humanos en su art. 25, la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial en su art. 4 ítem e)  IV y la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la mujer en art. 11 inc. f).

La salud, como la ha definido la Organización Mundial de la Salud, es un estado de bienestar físico, mental, social y no meramente ausencia de enfermedad e invalidez. A contrario sensu, la enfermedad conlleva un estado de desapoderación y desvalimiento humano que necesita ser asistido. Esto es, el Estado debe brindar respuesta sanitaria no solo en la faz asistencial sino también en la preventiva. El derecho a la salud es uno más y esencial de la Carta Internacional de Derechos Humanos. Es abarcativo del derecho a la vida y el respeto a la dignidad de toda persona humana, a la alimentación, a la vivienda, al trabajo, a la educación, a la no discriminación, a la igualdad, a la vida privada, al acceso a la información y a la libertad de asociación, reunión y circulación.

Son ejes centrales del derecho a la salud los principios de igualdad, accesibilidad, gratuidad y equidad que deben ser atendidos por las políticas públicas con adecuada asignación de recursos.

La accesibilidad implica la no discriminación, la accesibilidad física, la accesibilidad económica y el acceso a la información. Es importante destacar en este punto el concepto de equidad que significa medidas de acción positivas que garanticen que las políticas de salud sirvan efectivamente a los sectores marginados social, económica y culturalmente.

La aceptabilidad significa que los bienes y servicios de salud deberán ser acordes a la ética médica y culturalmente pertinentes.

La calidad complementa el principio de la aceptabilidad por cuanto los bienes y servicios no solo deben ser aceptables sino también contestes desde la perspectiva científica y médica.

En materia de tratamientos terapéuticos debe regir el principio de autonomía de las personas en los términos propuestos, esto es, con límites como el respeto a la persona y no dañar a terceros.

La propuesta respecto a la autogestión y descentralización hospitalaria progresiva, la priorización de la atención primaria, la constitución de redes y niveles de atención, la implementación de un vademécum, formación continua de los agentes de salud y la posibilidad de implementar un seguro de salud son todas cláusulas que coadyuvan a la eficacia y eficiencia de los servicios de salud estatales y a la racionalidad del empleo de los recursos humanos y materiales asignados.

Como sostiene Bidart Campos: “El nudo con la vida es evidente: vivir (biológicamente) apareja el derecho a vivir con la dignidad y en las condiciones que, por ser persona, exige todo ser humano, tanto de sus demás semejantes como del Estado. Por ende, para vivir con dignidad la calidad de vida se debe integrar con la salud…” “…La salud ostenta un valor, una valiosidad, una calidad de bien jurídico colectivo como para reconocerle, atribuirle y garantizarle el derecho a cuantas coberturas individuales y colectivas tengan que suministrársele según cada caso, cada momento, cada situación…” “…La salud hace falta para abastecer el desarrollo humano, y la salud como bien colectivo hace falta para abastecer el bienestar general”. Bienestar general al que alude el Preámbulo de nuestra Constitución Nacional. “Ello pone en claro que este bien jurídico ha de ser participable socialmente, aprovechable socialmente, disfrutable socialmente, todo en condiciones “saludables” objetivas como parte del “bien-estar” colectivo o general”.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XLII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 723)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Modifíquense los Artículos 99 y 112 de la Constitución Provincial, todo conforme el siguiente texto:

Artículo 99: “La acusación de los funcionarios sujetos a juicio político sólo podrá fundarse en la comisión de delito, mal desempeño del cargo o  incapacidad para el ejercicio de sus funciones y se hará por escrito, determinando con toda precisión los hechos que sirvan de fundamento a aquélla”.

Artículo 112: “Siendo absuelto el funcionario acusado reasumirá inmediatamente las funciones de su cargo, debiendo en tal caso, como en el previsto por el artículo anterior, integrársele su sueldo por el tiempo de suspensión. El Senado  ordenará el archivo de las actuaciones, y remitirá los antecedentes del caso al Juez Competente cuando se hubiere procedido maliciosamente en la denuncia”.

Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Que nuestra Carta Magna regula, a diferencia de otras Constituciones provinciales, en forma exhaustiva el procedimiento a adoptarse para la destitución del Gobernador, Vicegobernador, Ministros del Poder Ejecutivo y Miembros del Superior Tribunal de Justicia y sus Salas, empero, omite lo referente a las causales que habilitan la acusación y ,eventual, destitución de los mismos.

La Ley Nro. 9768 en su artículo primero, faculta la reforma  del artículo 99 a fin de incluir las causales de juicio político.

Que la propuesta que someto a análisis prevé sólo tres causas de responsabilidad de los funcionarios sujetos a juicio político: comisión de delito, mal desempeño del cargo e incapacidad para el ejercicio de la función para la cuál fue nombrado; ello así pues considero que las mismas son lo suficientemente extensivas y comprensivas de un amplio espectro de conductas –positivas o negativas-, dolosas, culposas y aún ajenas a la voluntad del funcionario que autorizan disponer su remoción del cargo.

De esta manera la causal de “comisión de delito” contempla la comisión de cualquier hecho tipificado como delito por Ley, en el cuál haya incurrido el funcionario a separar del cargo. La remoción por la causa citada sólo puede prosperar si la figura penal atribuida al funcionario se encuentra legalmente incriminada. Juzgo inapropiado reproducir en el texto de nuestra Constitución, la distinción entre delito y crimen que a propósito de la cuestión, efectúa el Artículo 53 de la Constitución Nacional , por entender, siguiendo las enseñanzas de rica doctrina, que la misma constituye resabió de antiguas distinciones efectuadas por la doctrina penal, hoy en día superadas.

Por otra parte, el mal desempeño del cargo como causa de remoción constituye, como bien enseña la doctrina constitucionalista, un concepto sumamente  flexible y elástico, que deja a la buena discreción de los legisladores su evaluación en cada caso concreto, pudiendo responder el mismo a la ausencia o perdida de idoneidad por no alcanzar los requisitos éticos, físicos o técnicos exigidos para el cargo que se ocupa o bien a culpa, dolo, morosidad en el ejercicio de las funciones, entre numerosas posibilidades.

Por último, algunas Provincias – verbigracia: Chaco, San Juan, Formosa, La Pampa, Río Negro, Misiones, Chubut, Catamarca- prevén como causal de Juicio Político la incapacidad física o mental sobreviniente del funcionario; considero que la citada causal solo sería procedente en la hipótesis de que la incapacidad se erija en óbice para el desempeño de la función que ocupa el funcionario en cuestión, lo contrario, puede resultar carente de justificativo alguno e incluso, a la postre, discriminatorio.

Que la modificación propiciada al Artículo 112 responde a la necesidad de resguardar el buen nombre y honor del funcionario objeto de denuncia maliciosa e infundada, instaurada en su contra con la sola intención de causar perjuicio. Sabido es que por su carácter público y el lugar ocupado, los funcionarios se encuentran constantemente amenazados de denuncias en su contra, muchas de las cuales tratándose del gobernador, vicegobernador y ministros responden generalmente  a tendencias partidarias opositoras. Que la formulación de denuncias de responsabilidad política son susceptibles de generar en el imaginario social una estigmatización del mismo difícil de soslayar con una condena absolutoria. De ahí que el denunciante debe asumir las consecuencias del acto que lleva a cabo, el cual muchas de las veces constituye ilícito penal susceptible de ser sometido a posterior juzgamiento en sede penal.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 724)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese como nuevo artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

ARTÍCULO: “El Estado provincial no celebrará ningún acuerdo o pacto con el Estado nacional, provincias y/o municipios de otras jurisdicciones que implique la disminución de los recursos provinciales y/o que signifique la necesidad de erogaciones por la transferencia de servicios sin los respectivos recursos respaldatorios”.

Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Que conforme la Ley 9.768 artículo 1° apartado 27 se habilita la ampliación de normas referidas al régimen económico y del Trabajo. Que, además, en el apartado 32 de la misma disposición se permite incorporar normas sobre relaciones interprovinciales.

Que el artículo 1° de la Constitución Nacional expresa: “La Nación Argentina adopta para su gobierno la forma representativa republicana federal, según la establece la presente Constitución”. Que el artículo 121° del mismo cuerpo legal expresa: “Las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al Gobierno Federal, y el que expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación”. Claramente, la Constitución Nacional refleja la distribución de competencias entre la Nación y las Provincias: son estas últimas las que tienen todas las competencias y atribuciones que no estén expresamente delegadas a la Nación (una relación de regla – excepción). En este contexto, Las provincias son los actores principales de su desarrollo y evolución, insertándose por aquellos pactos históricos y en aras de la organización nacional, a nivel nacional, producto del proceso constituyente 1853-1860. Las Provincias determinan sus políticas de crecimiento y disponen de sus bienes y recursos a los fines de cumplir adecuadamente con el ejercicio de las atribuciones propias de sus competencias.

El sistema de distribución de competencias entre el gobierno nacional y las provincias es otra forma de la separación de poderes. Cada Provincia gobierna ajustándose a sus condiciones locales, las que son disímiles de las de otras provincias.

La necesidad de recursos se fundamenta en la necesidad de ejercer las competencias, que en principio y por regla supra citada, corresponden a las provincias. Que todo servicio delegado y/o asumido por la Provincia debe contar con los recursos idóneos a tales fines.

Este proyecto tiene la intención de evitar una afectación sustancial de los recursos provinciales, sea por remisión de fondos a fines extra-provinciales o por la asunción de servicios sin los correspondientes fondos.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 725)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente artículo:

ARTÍCULO: “Las normas relativas a los Derechos Humanos contenidas en Pactos y Tratados ratificados por la Nación Argentina son plenamente operativas y se interpretan de acuerdo a la Declaración Universal sobre Derechos Humanos.

Será responsable todo funcionario que ordene o consienta la violación de los Derechos Humanos, sin que pueda excusarse en la obediencia a órdenes superiores”.

Artículo 2: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

La Ley Nº 9.768 habilita en su artículo 1º apartado 21 “Incorporar las medidas y previsiones sobre Derechos Humanos implementadas en los Pactos, Tratados y Convenciones Internacionales sobre la materia, así como la interpretación que de ellos hagan los organismos internacionales de protección y control de tales pactos.”

El 10 de Diciembre de 1948 la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó y proclamó la Declaración Universal de los Derechos Humanos, consagrando en su artículo 30 lo siguiente: “Nada en la presente declaración podrá interpretarse en el sentido de que confiere derecho alguno al Estado, a un grupo o a una persona, para emprender y desarrollar actividades o realizar actos tendientes a la supresión de cualquiera de los derechos y libertades proclamadas en esta declaración”.

Que Argentina en la reforma nacional de 1994 incorporo expresamente instrumentos internacionales referidos a los Derechos Humanos, dándole jerarquía constitucional. E, incluso, habilito la incorporación posterior de otros instrumentos internacionales al respecto. Claramente, en consonancia con el Derecho y la política estatal internacional, se adopto una política de fomento, protección y divulgación de los Derechos Humanos fundamentales.

No solo se proclamaron sino que se adoptaron sistemas de protección de Derechos Humanos, a nivel universal e interamericano.

Esta normativa que se aplica a la persona “por su única condición de tal” (Artículo 1º apartado 2 “persona es todo ser humano”, Pacto de San José de Costa Rica) constituyen normas de ius cogens, en cuanto orden público de derecho internacional, inviolable por los estados de todos el mundo. Elocuente es la interpretación de la Corte internacional de Justicia al expresar “La prohibición de los actos de agresión, del genocidio, y los principios y reglas relativos a los derechos fundamentales de la persona humana son normas de ius cogens en la medida que representan obligaciones de los Estados hacia la comunidad internacional en su conjunto” (“Barcelona Traction”, CIJ, 5/2/70).

Que el máximo tribunal Argentino de “las garantías esenciales” ha reiterado el carácter operativo de las cláusulas consagratorias de derechos humanos y la progresividad en la protección de los mismos.

Que nadie puede justificar la violación a los Derechos Humanos, y el Estado debe velar por la protección de los mismos e implementar acciones positivas en procura de una vida digna y “humana”.

Somos fieles creyentes de que la persona humana reviste por tan sola condición de todos los atributos necesarios para constituir el bien más preciado de protección.

Jorge P. Busti.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XLV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 726)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese como nuevo Artículo de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

Artículo     : “Los Partidos Políticos son instituciones fundamentales del Sistema Democrático. 

El Estado Provincial garantiza su libre creación y funcionamiento dentro del respeto a la Constitución Nacional, esta Constitución y la Ley.

La ley determina el régimen de los Partidos que actúan en la Provincia y garantiza su organización democrática interna, la contribución del Estado a su sostenimiento, la rendición de cuentas sobre el origen y destino de sus fondos, la libre difusión de sus ideas y un igualitario acceso a los medios de comunicación social”.

Articulo 2°: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

Hubo de transcurrir mucho tiempo antes que el término Partido político fuera deslindado de su derogatorio: La facción; hasta el siglo XIX los partidos eran considerados como perturbadores del orden político y contrarios, incluso, al Sistema democrático.

Se la atribuye a Burker el mérito de ser el primer autor en atribuir a los partidos políticos un sentido positivo, al afirmar que el mismo “es un cuerpo de hombres unidos para promover, mediante su labor conjunta, el interés nacional sobre la base de algún principio particular acerca del cuál estén todos de acuerdo”; empero, como bien enseña Giovanni Sartori, los partidos políticos no pasaron a ser respetados porque Burker manifestara que lo fueran, sino que la transición fáctica de la facción al partido se baso en “la transición de la intolerancia a la tolerancia, de la tolerancia al disentimiento y, con el disentimiento a creer en la diversidad…los partidos llegaron a verse aceptados… al comprenderse que la diversidad y el disentimiento no son necesariamente incompatibles con, ni perturbadores de, el orden político…los partidos y el pluralismo se originaron en el mismo sistema de creencias y en el mismo acto de fe”.

Mucho tiempo ha transcurrido desde aquella primera definición positiva de los partidos, la realidad mundial demuestra que hoy en día los partidos políticos son herramientas indiscutibles de cualquier sistema que se dice democrático; a mayor claridad: la democracia es un impensable sin la existencia de partidos políticos y ello así, pues, un sistema democrático es, en su funcionamiento real, un sistema de partidos políticos; resumiendo en palabras de Ander Hauriou y Jean Gicquel Gelard los partidos políticos “ son a la democracia…lo que la raíz es al árbol”

Frente a esta realidad histórica de reforma de nuestra ley fundamental, surge como imperativa la necesidad de elevar a rango constitucional su reconocimiento en mérito a la importancia esencial que los mismos revisten como piezas claves del sistema democrático actual. A ellos cabe la trascendental función de orientar, formar, encauzar y manifestar la voluntad política del pueblo, ser nexos entre las crecientes demandas, inquietudes, exigencias sociales y las autoridades gubernamentales con la finalidad de atenderlas, sea mediante su intermediación, sea proponiendo soluciones tendientes a satisfacerlas; educar a los ciudadanos en el ejercicio de la responsabilidad política, preparar y seleccionar a quienes han de detentar el poder político o bien, ejercer el rol de la oposición; proyectar la política de gobierno y controlar su ejecución; a menor abundamiento y en palabras memorables los partidos políticos son “una parte del todo que trata de servir a los fines del todo”.

La norma cuya propuesta someto a consideración de esta Honorable Convención, cristaliza en el plexo constitucional tan valioso instrumento de nuestro sistema democrático de gobierno, impidiendo en lo sucesivo, su posterior desconocimiento o desnaturalización, consagrando , al mismo tiempo, como únicos limites los que están dados por los principios, derechos y garantías constitucionalmente consagrados y por la reglamentación legal de los mismos; en otras palabras; por el conjunto de valores que sustenta el Estado, dejando plasmado de esta manera la oposición que el Estado provincial debe realizar a los denominados partidos antisistemas; es que, como bien señala Miguel A. Ekmekdjian “…no basta con la existencia de los partidos políticos; también es necesario que estos partidos sean funcionales, esto es, que sus actividades se desarrollen dentro del sistema y siguiendo las reglas de juego democráticas. En otras palabras es necesario un consenso mínimo sobre temas tales como la dignidad del hombre, la corrupción que engendra el poder y ‘el acuerdo para no estar de acuerdo’, sin estos recaudos mínimos, el sistema democrático constitucional no es viable, aunque existan partidos políticos”.

La segunda parte del artículo propuesto se fundamenta en la necesidad de establecer una serie de mínimos que la reglamentación legal de los partidos debe garantizar, porque como bien señala Quiroga Lavié “…la ley, sin techo constitucional, hija de las circunstancias y de las demasías políticas, puede quedar tentada a establecer restricciones y condicionamientos graves a dicho desenvolvimiento, así como omitir disponer lo adecuado en relación con la cobertura sustancial que deben tener los partidos, a efectos de que ellos puedan cumplir su trascendente misión” ; de ahí que el proyecto se limita a sentar reglas mínimas dejando librado a la ley la reglamentación de detalle:

- Organización democrática interna, traducida en lo fundamental, en el principio de trato igual y no discriminatorio, y su, corolario, el principio de libre afiliación al partido; respeto de la voluntad de la mayoría de los afiliados; pluralismo interno exteriorizado en el reconocimiento y respeto a las diversas corrientes de opinión que puedan coexistir en el seno del partido; elecciones periódicas internas que garanticen la democracia en la elección de candidatos sea a cargos partidarios o electivos, entre otras.

- Contribución estatal a su sostenimiento y su correlato, la rendición de cuentas sobre el origen y destino de sus fondos: lo primero encuentra fundamento insoslayable en la función trascendental que los partidos políticos asumen, cual es, la de ser, principalmente, sujetos auxiliares del Estado. Dichos aportes podrán ser directos, es decir, consistir en una suma de dinero que guarde relación con el número de votos obtenidos en las últimas elecciones; indirectos, es decir, exenciones impositivas, franquicias en los servicios públicos concesión de espacios gratuitos en los medios de comunicación, etc. o bien mixtos; por otra parte, le ley debe implantar rigurosamente el control sobre el origen y destino de los fondos a fin de dotar de transparencia al movimiento patrimonial de los partidos.

- Libre difusión de ideas: vital si se tiene en cuenta el protagonismo de los partidos en cuantos formadores, orientadores y transmisores de la opinión pública, función que solo es factible de cumplir si sus ideas son susceptibles de llegar al conocimiento de todos los ciudadanos;

- Finalmente, el acceso igualitario a los medios de comunicación social: a fin de garantizar el pluralismo que debe tener el ejercicio de la libertad de prensa como técnica de control social al poder público.

Jorge P. Busti

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XLVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 727)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Agregase al inciso 27 del artículo 135º de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el siguiente texto:

“El Gobernador podrá delegar esta facultad en el ente autárquico encargado de administrar el régimen previsional, contra cuyas resoluciones se podrá recurrir al Poder Judicial”.

Artículo 2º: De forma.

BUSTI

FUNDAMENTOS

La seguridad social, como bien enseñaba el prestigioso constitucionalista Bidart Campos “enlaza a una idea de bienestar”, constituye una forma de liberación de una necesidad, “el término ‘seguridad’ evoca su contrario  que es ‘inseguridad’. Lo que significa, entonces, lo siguiente: Seguridad de que frente a ciertos ‘eventos’ capaces de provocar necesidades determinadas, el sistema ofrecerá ‘prestaciones’ o ‘beneficios’ con los cuáles auxiliar o mitigar tales necesidades”, que el derecho de la seguridad social, a su vez, abarca el denominado derecho de la previsión social destinado a cubrir las contingencias sociales de vejez, invalidez y muerte, revistiendo sus prestaciones la naturaleza de “alimentarias”, de ahí la necesidad de no dilatar el proceso tendiente a su obtención, lo que en el estado actual de la cuestión en nuestra provincia exige de modificaciones.

Que el proyecto propugnado tiene por fin coadyuvar a la eficacia real, concreta del principio de inmediatez que rige en la materia, mediante una agilización del trámite administrativo en salvaguarda de los intereses de los afiliados, a fin de eliminar la inseguridad de quienes persiguen ante la Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia beneficios que, como reitero, son de naturaleza alimentaria y por lo tanto, de imprescindible e inmediata satisfacción.

Que el Artículo 19 de nuestra ley fundamental determina las bases sobre las cuales debe estructurarse el régimen de jubilaciones y pensiones, a su tiempo, el Artículo 135 en su inciso 27 prevé como atribución del Poder Ejecutivo la de conceder y denegar los beneficios previsionales. El párrafo por cuya incorporación brego posibilita que el Gobernador delegue la citada facultad en el órgano administrador del régimen, otorgándole al mismo tiempo a las resoluciones dictadas por el mismo el carácter de definitivas y, por tanto, conclusivas de la vía administrativa, ergo, habilitantes de la instancia jurisdiccional; es que en primera y en última instancia, la reforma propiciada responde una exigencia impuesta por el sistema de derechos humanos.

Jorge P. Busti.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XLVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 728)

FUNDAMENTOS

DERECHO A LA ALIMENTACION

H. Convención:

El proyecto que presentamos para V. ilustrada consideración propone agregar a los nuevos derechos que la reforma constitucional habrá de incorporar a nuestra Carta Magna, el derecho a la alimentación y al ingreso mínimo indispensable para todas las personas que habitan la Provincia.

Los Estados modernos que participan del consenso plasmado en el art. 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas han reconocido el derecho de toda persona a la alimentación, vestido y vivienda1, derecho que se funda, es evidente, en una concepción del Estado como titular de obligaciones activas hacia todos sus ciudadanos. Este enfoque le atribuye, no sólo las competencias para arbitrar en la puja distributiva, sino también una serie de funciones activas de promoción y atención de sus habitantes desprotegidos entre las que, tanto el derecho a la alimentación, como el ingreso mínimo, exhiben clara centralidad.

Se trata de una verdadera reformulación del “contrato social” pues la razón principal para que el hombre acepte vivir en el Estado finca en el grado de seguridades que respecto del disfrute efectivo de sus principales derechos este le ofrece. Para decirlo de otro modo, si el Estado significa para el hombre sólo un conjunto de prohibiciones y limitaciones que la autoridad le impone por la fuerza; si está condenado a llevar una vida miserable que nunca podrá abandonar. Si en definitiva, vivir en la comunidad política no le reporta concretas oportunidades de procurarse una vida digna y la igualdad es sólo una declaración formal divorciada de las condiciones materiales de la existencia humana, no parece un pronóstico aventurado pronosticar que los desventurados se rebelarán. No es posible olvidar que asegurar el derecho a la igualdad es la principal razón teórica y práctica legitimante del Estado moderno pues, las revoluciones que le dieron origen, todas se hicieron en su nombre. Violar la promesa de garantizar el disfrute de todos los derechos en forma igualitaria, subvierte el contrato social y degrada la convivencia abriendo serios interrogantes sobre la perennidad de la Democracia Constitucional.

Claro lo demuestra nuestra experiencia histórica reciente, cuando la crisis agonal que vivió nuestro país a fines de 2001, derrumbó el castillo de naipes que el neoliberalismo edificó en Argentina poniendo a la vez al borde de la disolución nuestro sistema político. El mas absoluto incumplimiento por parte del Estado de esta función de asegurar las condiciones materiales de una vida digna a todos sus habitantes, derivó en situaciones de dolor extremo y una violencia espontánea e incontenible se apoderó de las calles de la República. Represión, muertes y saqueos fueron el resultado del proceso que iniciado en los 90´, eclosionó el 20 y el 21 de diciembre de 2001. El desempleo feroz que condenó a la miseria y a la desesperación a millones de compatriotas detonó la bomba social que estalló en esas fechas luctuosas. En nuestra provincia se escribió un capítulo especial de esta dolorosa historia de la que cabe recordar las tres muertes jóvenes por las que aún llevamos luto. Y esas conmovedoras escenas protagonizadas por conciudadanos desesperados que saqueaban supermercados en busca de los alimentos que les resultaban indispensables para subsistir.

En esa época sombría, el “Plan Jefas y Jefes de Familia Desocupados” del Gobierno Nacional fue un verdadero y efectivo paliativo que acercó el socorro a los argentinos más necesitados, restableciendo paulatinamente la normalidad2. Se trata, como se ve, de un valioso antecedente pues la relativa paz social alcanzada por su intermedio, fue una de las principales herramientas de nuestra inocultable recuperación nacional. De este modo se abre camino una prerrogativa tan básica como lo es el derecho a la alimentación y a la subsistencia que se definen ambos, como prioritarias obligaciones del Estado hacia todos sus habitantes que es menester constitucionalizar.

Se concreta así, como se ha dicho con razón, un nuevo derecho humano que se plasma asegurándoles a todas las personas una renta de inclusión, que garantice su derecho a la existencia. Un Derecho Humano de máxima jerarquía, pues en verdad se trata de una reformulación actualizada del Derecho a la Vida ya que, si los modelos económicos eliminan empleos y producen desempleados, los trabajadores desocupados resultan despojados de sus ingresos3 No es este el lugar para teorizar acerca de las contradicciones existentes entre capitalismo global y democracia, pero si los modelos económicos se definen como incapaces de ofrecer trabajo regular y salarios dignos, sin ninguna duda resultan socialmente inviables. Sin ingresos, en la sociedad organizada según los cánones neoliberales, los desocupados son condenados a muerte, o a una vida peor que la muerte, que obviamente no aceptarán dócilmente. Ante esa situación, el derecho a la alimentación y a un ingreso mínimo indispensable para asegurar la subsistencia construye igualdad y ciudadanía (en el sentido de pertenencia al sistema político) ambas condiciones materiales de existencia compatibles de la democracia.

Vale la pena recordar que hace mas de una década la FAO, ya señalaba que: “Toda persona tiene derecho a acceder de manera regular, permanente y libre, ya sea directa o indirectamente, a una alimentación cuantitativa y cualitativamente adecuada y suficiente, correspondiente a las tradiciones culturales de su población de origen, y que le garantice una vida psíquica y física, individual y colectiva, libre de angustia, satisfactoria y digna”4.

A su vez, el protocolo adicional de la Convención Americana de Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) en materia Económica, Social y Cultural5 aprobado en el país por ley 24.658, expresamente en su art. 12, instaura el “derecho a la alimentación” disponiendo “1.Toda persona tiene derecho a una nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de gozar del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual”.

Similar criterio debe esgrimirse como fundamento del ingreso mínimo indispensable para la subsistencia de una persona cuya sanción constitucional expresa aquí auspiciamos. Esta obligación es el principal desafío que acecha al Estado Constitucional de Derecho desde su perspectiva social y lo amenaza con su disolución pues concretar su promesa fundante, de la igualdad de todos los ciudadanos, como se ha dicho con fundamentos inobjetables, “requeriría la distribución de sus prestaciones según la lógica universalista de las garantías de los derechos sociales en vez de intervenciones discrecionales y selectivas de tipo burocrático. El ejemplo paradigmático, en esta dirección, es el de la satisfacción ex lege, en forma universal y generalizada de los derechos a la subsistencia y a la asistencia mediante la atribución de una renta mínima garantizada a todos a partir de la mayoría de edad”6 

Tampoco es posible dejar de señalar que en la referida filosofía política solidarista filia la ley 4035 que consagró en la provincia la asistencia social a la ancianidad, a la madre con hijos a su cargo y a la invalidez. Basta leer el mensaje con el que el Poder Ejecutivo acompañó el proyecto que se transformó en la ley referida7 (citar) para advertir que esta decisión legislativa, tempranamente inscribió a la provincia en la Dirección correcta.

Lo mismo debe decirse de la ley 8107 que ya en 1988, sancionó el régimen de la jubilación del Ama de Casa estableciendo claras obligaciones del Estado orientadas a la financiación de dicho beneficio incorporando los recursos económicos imprescindibles para sostenerlo pues “La necesidad y la justicia de institucionalizar legislativamente los derechos previsionales de las trabajadoras del hogar está fuera de todo cuestionamiento” ya que “Es responsabilidad solidaria de toda la comunidad como destinataria del esfuerzo que permanentemente han aportado las mujeres en pos del bienestar, la salud y la educación de tantas generaciones de seres humanos, contribuir al establecimiento y el sostenimiento de un sistema previsional que permita...otorgar la dignidad de una jubilación legítimamente merecida por un trabajo justamente valorado, a un inmenso número de ciudadanas entrerrianas” 8.

Obviamente han pasado tiempos difíciles para la República desde entonces a hoy. El proyecto que para su ilustrada consideración ahora remitimos incorpora al texto de la Constitución tales prestaciones pero les da una extensión mayor, desde que establece el derecho a la alimentación y hace acreedores al ingreso mínimo de subsistencia a los trabajadores desocupados. A la vez prescribe que la tramitación y liquidación del beneficio se realice ante las estructuras tecno profesionales del Estado para evitar el aprovechamiento de las necesidades de los beneficiarios por parte de dirigentes políticos inescrupulosos.

1En lo pertinente, el artículo dice: “los estados Partes en el presente Pacto reconocer el derecho de toda persona a un nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido y vivienda adecuado”. 

2V. DUHALDE, Eduardo, “El Derecho al ingreso universal”, en La Nación del 10.10.07

3V. FERRAJLI, Luigi, “”Garantismo. Una discusión sobre Derecho y Democracia”, Ed. Trotta, Madrid, 2006, p.114 donde el destacado jusfilósofo dice: “Este derecho permitiría no sólo asegurar el mínimo vital en una época en que el desempleo ha llegado a convertirse en un fenómeno estructural y se ha roto, de manera quizás irreversible el nexo entre supervivencia y trabajo”.

4V. FAO, Cumbre Alimentaria, Roma 1996 

5 Protocolo de San Salvador, 1988

6V. FERRAJLI, Luigi, “Pasado y Futuro del Estado de Derecho”, en o.c. “Neocontitucinalismos”, Ed. Trotta, Madrid, 2003, p. 23. 

7El gobernador Albariño, a la sazón gobernador de la provincia expresaba en el mensaje: “El hombre…debe contar con los medios suficientes para satisfacer sus primeras necesidades y, cuando razones extremas le impidan disponer de tales elementos, es al Estado a quien le corresponde la iniciativa” (V. Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados correspondiente a la reunión Nº 31 del 22 de diciembre de 1954, p. 959).

8Párrafo extractado del mensaje del Poder Ejecutivo remitiendo el respectivo proyecto de ley.

Raúl E. Barrandeguy

TEXTO DEL PROYECTO

Artículo nuevo: El Estado provincial les asegura a todos los habitantes:

1º) El derecho a la alimentación como integrante del derecho a la vida y a la salud.

2º) El derecho a un ingreso mínimo indispensable para la subsistencia en situaciones de falta de empleo regular, inestabilidad económica, social o catástrofes producidas por fenómenos naturales, que coloquen al afectado en desamparo personal y familiar. La tramitación y liquidación del beneficio se realizará por medio de oficinas técnicas a cargo de profesionales de carrera del Estado que aseguren un tratamiento digno al beneficiario y la libre disponibilidad del beneficio.

Saludamos Ud. con toda consideración.

BARRANDEGUY

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XLVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 730)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO:…. “Toda persona podrá interponer acción de Habeas data para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros, archivos, bancos de datos públicos o privados, destinados a expedir informes, y en caso de error, omisión, falsedad o discriminación  tiene derecho a exigir al demandado su inmediata supresión, rectificación, confidencialidad regularización o actualización de aquellos. No pudiendo afectarse el secreto de la fuente de información periodística. Lo antes expuesto es también aplicable a personas de existencia ideal.”

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

El Habeas Data irrumpe en el ámbito federal argentino, con la reforma de la Constitución  Nacional de 1994 pese a no haber sido previsto expresamente en la ley 24.309 que declaró la necesidad de la reforma pero luego de interesantes debates se optó por introducir el habeas data como un subtipo dentro del amparo en el art.43. Antes algunas constituciones provinciales ya lo habían consagrado expresamente tales como Chaco, Córdoba, Jujuy.

En cuanto a su naturaleza jurídica la doctrina mayoritaria lo considera un subtipo de amparo, para otros es un derecho y para algunos entre ellos Zaffaroni un subtipo de habeas corpus.

El derecho a la intimidad se encuentra seriamente amenazado por la creciente capacidad que posee tanto el sector público como el privado de acumular y acceder a gran cantidad y variedad de información. La utilización de redes imperceptibles en las que circulan a gran velocidad, bajo costo y sin ningún tipo de control información personal, importa la creación de una sociedad en la que todos nuestros actos y datos personales quedan registrados y son eventualmente comercializados.

El derecho a la intimidad como género que caracteriza la defensa de la privacidad, del honor, la imagen, la reputación, la identidad, entre otros de los DERECHOS PERSONALÍSIMOS, es el fundamento de la garantía que tutela el habeas data. Al ser garantía, es la herramienta procesal que la Constitución dispone para afianzar el cumplimiento de los derechos fundamentales; por eso, a partir del derecho de amparo creado por la Constitución Nacional ART.43-, se perfila este proceso constitucional específico de protección a la persona agredida o amenazada por los bancos de datos que aprovechan la información personal que le concierne.

Autores como Sagües consideran que lo que se está preservando son los valores constitucionales de verdad o justicia. Sin pretender agotar tan fructífera discusión, parecería ser que, considerando la asimetría mencionada y a fin de brindar una adecuada protección y contrarrestar el mencionado "poder informático", sería sabio adoptar un criterio amplio y abarcativo de dichos derechos personalísimos que, a fin de cuentas, comparten un denominador común: El reconocimiento de la dignidad humana. Deviene necesario, por lo tanto, tutelar tanto el ámbito que el sujeto desea conservar para sí excluyendo a terceros (derecho a la intimidad) cuánto la fiel representación de la propia individualidad, del conjunto de atributos y características que permiten individualizar a la persona en sociedad (derecho a la identidad), así como también el simple valor verdad. El habeas data no es un derecho fundamental stricto sensu –dice de Slavin-, sino que se trata de un proceso constitucional. Nos hallamos frente a un instrumento procesal destinado a garantizar la defensa de la libertad personal en la era informática.

La calidad de los derechos a proteger le otorga esa base constitucional que torna al habeas data como un instrumento procesal irremplazable e incondicionado.

En América, la fortaleza del proceso constitucional se mide por la finalidad a cumplir como un derecho fundamental que a todos corresponde. Es decir, la libertad de controlar los archivos que contienen datos personales y disponer sobre ellos el destino de la información que utilizan, permite extender la figura a personas físicas e ideales, sin acotar la tutela al derecho consagrado en Europa como "autodeterminación informativa" que sólo se interpreta como un derecho humano.

La autonomía del habeas data como proceso diferente al amparo se sostiene por la identidad propia que tiene el objeto a demandar. Se tiende a proteger los datos personales de la persona que se han ingresado en un archivo, registro o banco de datos.

Es verdad que la definición del modelo amparista de cada lugar determina el perfil que puede revestir al proceso de protección de datos personales, y a su vez, ocupar más o menos espacios que la tradicional herramienta enumera como derechos de acceso, actualización, rectificación, exclusión y confidencialidad de los datos. Es el caso, entre otros, de Perú que desde la perspectiva de su habeas data incluye el derecho de acceso a la información pública y el derecho de rectificación o respuesta. En Paraguay también comprende, además de los consabidos derechos personales como privacidad, no discriminación, reserva sobre convicciones políticas o religiosas, otros derechos personales de índole patrimonial, referidos a información sobre bienes o datos sobre bienes.

En nuestro país, la inclusión del "habeas data" entre los contenidos del derecho de amparo, no puede llevar a confundir la naturaleza jurídica del mismo.

Actualmente, el nuevo artículo 43 de la Constitución Nacional significa un cambio fundamental en el tratamiento del tradicional proceso de amparo. Ha dejado de ser una figura procesal para constituirse en un "derecho" o "garantía" específico, cuya principal concreción es instalar el derecho al amparo.

Por ello, el criterio que observa al amparo como juicio está abandonado, para convertirse en la garantía por antonomasia; la única herramienta disponible para actuar los derechos fundamentales de inmediato, sin mediateces ni postergaciones. En razón de lo expuesto no existe, en nuestro país, el amparo contra los actos arbitrarios o ilegítimos que en forma actual o inminente afecten la libertad por el uso de datos personales. La vía pertinente es el habeas data como actual mecanismo para lograr el acceso a los archivos y otras pretensiones como la actualización, rectificación, supresión o confidencialidad de la información personal almacenada. Inclusive, con la ley se puede responder a otras lesiones derivadas del tratamiento de datos personales: lesiones al honor, la imagen, la identidad, etc.).

La única explicación posible que tiene la confusión reinante en la jurisprudencia, la cual concibe al habeas data como una modalidad del amparo, y que en los términos de la reglamentación puede consolidarse, llega de la ubicación constitucional donde está inserta la garantía, que como se recuerda, proviene del marco restrictivo que tuvo la reforma constitucional; sin perjuicio de la mencionada alegación del artículo 37 reglamentario.

Bien lo dicen Dalla Via y Basterra cuando piensan que cada párrafo del artículo 43 CN tiene autonomía y se refiere a acciones diferentes. Esto es muy claro –afirman- en el caso del hábeas corpus, que es anterior al amparo y que, inclusive, le dio razón de ser. Su ubicación constitucional debería haber sido el artículo 18, donde está su base en la enumeración que garantiza que nadie será arrestado sino en virtud de orden escrita emanada de juez competente; pero la prohibición establecida por la ley 24.309, de modificar la primera parte nos privó de esa posibilidad, consagrando expresamente la garantía en el artículo 43; Otro tanto podría decirse del habeas data, una acción cuyos basamentos originarios se rastrean más bien en el hábeas corpus que en el amparo; y no sólo por razones de denominación sino, principalmente, por las características de un procedimiento destinado a averiguar y, eventualmente, modificar una situación determinada. En el caso del habeas data, no sólo ocurrió que estaba vedado introducir modificaciones en la primera parte del texto constitucional, sino que además su inclusión no fue expresamente prevista en la ley 24.309 declarativa de la reforma constitucional, de manera que el constituyente recurrió al ardid de incluirla en el artículo sobre amparo, como un párrafo dentro de esa especie de garantía.

Por todo esto considero trascendente incorporar expresamente este valioso instituto en nuestra Constitución para lo cual pido de mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XLIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 731)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

LA INCORPORACIÓN DE LA SIGUIENTE SECCIÓN:

SECCIÓN….

“DE LOS NUEVOS DERECHOS”

CAPITULO….

“DEL AMPARO COLECTIVO”

ARTÍCULO… - “Procederá la acción expedita y rápida de amparo colectivo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra cualquier decisión, acto de autoridad o de particulares que, con manifiesta ilegalidad o arbitrariedad, pusiere en peligro actual o inminente; restringiere, limitare o amenazare el ejercicio de los derechos e intereses colectivos reconocidos por la Constitución Nacional, Tratados Internacionales, las leyes que en consecuencia se dicten y por esta Constitución.”

ARTÍCULO… - “Podrán interponer esta acción: El afectado; el defensor del pueblo; las asociaciones y las personas jurídicas defensoras de derechos o intereses colectivos, contra cualquier forma de discriminación o en los casos en que se vean afectados intereses colectivos relativos a la protección del ambiente, a los consumidores, los que atañen a los administrados en relación a la prestación de servicios públicos, al trabajo y la seguridad social, los intereses vinculados al patrimonio cultural, histórico o artístico de la provincia, y los pertenecientes a grupos étnicos religiosos nacionales, para preservar su idiosincrasia, idioma, y sistema de creencias o símbolos.”

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

La ley 9768 que habilita la reforma de nuestra Constitución en su artículo 1 inciso 16 nos autoriza a incorporar el reconocimiento de intereses difusos y colectivos y su tutela a partir de acciones judiciales. Ha sido la base para nuestro proyecto el artículo 43 de nuestra Carta Magna y los antecedentes del amparo en distintos países y en Tratados internacionales; y demás Constituciones provinciales.

En estos artículos se regulan dos formas de amparo -contra actos del Estado y contra actos de particulares- y se exige para su admisibilidad formal la inexistencia de otro medio judicial hábil para hacer cesar la violación, restricción ilegítima o peligro que impida el goce y ejercicio de un derecho colectivo. En este punto me parece importante aclarar que aunque existieran otras vías judiciales, para que el amparo sea de todas maneras viable basta con probar que las primeras no resultaban aptas para lograr la protección que se persigue y en definitiva conseguir que cese el acto que origina la lesión. Es decir que el amparo resulta ser más apto y efectivo para dar cumplimiento a este objetivo que los restantes caminos procedimentales, se trata de una acción, de un acceso supletorio a la jurisdicción. Debe tratarse de actos de arbitrariedad o de ilegalidad manifiesta, sin embargo la prueba no puede ser dificultosa o pesada, pues de ser así pierde el instrumento su carácter de remedio procesal rápido y expedito. Por otra parte, debe existir lesión actual o amenaza cierta de ello. Aludo también a una forma específica de ésta: la discriminación. Según Dromi, al referirse al artículo 43 de la Constitución Nacional, “El constituyente a querido precisar tal arbitrariedad por la entidad de los derechos en juego (dignidad e igualdad), como así también por la proliferación de tales comportamientos en la sociedad contemporánea, habilitando ésta específica protección para los derechos al ambiente, a la competencia y al consumo”1 Estos derechos e intereses colectivos que intentamos hacer reconocer son los llamados “derechos de la tercera generación o de incidencia colectiva”. Detrás de esta categoría de derechos subyace una gama variada de intereses difusos, cuya violación afecta a la ciudadanía en su conjunto o por lo menos a una importante porción de ella, sin desconocer la posibilidad de que existan afectados particulares de resultas de haber sufrido un daño directo en sus personas o en sus patrimonios. En este sentido: “...Ahora bien, la protección de intereses difusos no puede ser irrestricta o indiscriminada, sino que debe existir una relación de causalidad dad por el efecto reflejo de la objetividad en la subjetividad, es decir, que el interés colectivo, debe traducirse en alguna afectación, aunque fuere indirecta o refleja, respecto del accionante. Será vecino, será usuario, radicado o turista, pero siempre deberá experimentar una vinculación por razón de consumo, vecindad habitabilidad, u otra equivalente o análoga”2. Estos caracteres plantean una seria dificultad de tipo procesal en lo que hace a su defensa jurisdiccional. Se trata de determinar quién está habilitado para accionar ante la justicia, cuando no se puede invocar un interés legítimo o un derecho subjetivo para ello. Surge así el problema de la legitimación activa.

La reforma que pretendo reconoce legitimación propiamente dicha a favor de tres sujetos:

a) El "afectado": nos adherimos a la doctrina que adopta la tesis amplia respecto a la legitimación activa. Sagüés, Morello y B. Campos entienden que con la palabra "afectado" se cubre la legitimación para amparar intereses difusos (de incidencia colectiva general). Se debe acreditar un mínimo interés razonable y suficiente, de conformidad con figuras similares del derecho anglosajón, para constituirse en defensor de derechos de incidencia general o supraindividuales.3

b) Defensor del Pueblo: su habilitación es una resultante del papel que cumple este nuevo actor institucional como instancia pública de defensa de los intereses generales.

c) Asociaciones y personas jurídicas defensoras de derechos o intereses colectivos: En este punto se impone ampliar la legitimación activa a éstas instituciones.

En el articulado hago una enumeración de los derechos o intereses colectivos, que lesionados, darían origen al nacimiento de esta acción como son los relativos a la protección del ambiente, los consumidores, los que atañen a los administrados en relación a la prestación de servicios públicos, el trabajo y la seguridad social, los vinculados al patrimonio cultural, histórico o artístico de la provincia, de la competencia, del usuario, del consumidor y los pertenecientes a grupos étnicos, religiosos, nacionales, para preservar su idiosincrasia, su idioma, sus sistema de creencias, sus símbolos; esto implicaría un gran avance en la consagración de los intereses colectivos y su tutela, ya que se encontrarían plasmados en la Constitución, resaltando que con esta reforma estaríamos protegiendo no sólo al individuo sino al grupo, a la colectividad, al núcleo social, se protegen los intereses colectivos es decir los que el ciudadano tiene en cuanto miembro de una comunidad.

Por lo tanto se está proyectando un amparo colectivo, independiente del amparo tradicional de la Constitución actual, a los fines de proteger específicamente los nuevos derechos que en el articulado se enuncian.

Por estos fundamentos solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

1DROMI-MENEM. La Constitución Reformada. Edic. Ciudad Argentina. Pág. 162.

2DROMI-MENEM.  Op. Cit. Pág.164.

3Pág. Web  www.farn.org.ar. El amparo como garantía de los derechos fundamentales. El denominado amparo colectivo.

José A. Allende.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 732)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1°): INCORPÓRESE a la Constitución Provincial el siguiente artículo:

Art. …: “La legislación deberá establecer el marco regulatorio de los servicios públicos de competencia provincial previendo la necesaria participación en la confección y modificación de dicho régimen regulatorio de las asociaciones de consumidores y de los municipios interesados mediante el mecanismo de audiencias públicas como también deberá prever los procedimientos de solución de controversias, disputas o conflictos como la conciliación, el arbitraje, la mediación o la instancia judicial.

Asimismo la Legislatura podrá crear entes reguladores quienes ejercerán el control, seguimiento y resguardo de la calidad de los servicios públicos cuya prestación o fiscalización se realice por la Administración Central y Descentralizada o por empresas públicas, privadas o mixtas para la defensa y protección de los derechos de sus usuarios y consumidores, de la competencia y del medio ambiente, debiendo velar por la observancia de las leyes y reglamentaciones que se dicten al respecto. La integración de los mismos deberá respetar la representación de las asociaciones de usuarios y consumidores.”

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

La Ley 9768 que declara la necesidad de la reforma parcial de nuestra Constitución Provincial en su artículo 1° habilita a crear entes de control de empresas y de inversiones públicas y privadas prestadoras de servicios públicos, con participación popular y determinando sus competencias y atribuciones (inc. 26) y crear procedimientos alternativos de control, prevención y solución de conflictos relacionados con la prestación de servicios públicos, garantizando la participación ciudadana (inc. 10).

La regulación de los servicios públicos es uno de los aspectos fundamentales de los derechos de los usuarios y consumidores. Trasunta un irrenunciable deber del Estado, de asegurar una eficiente prestación del servicio, al par que tutelar a la parte más débil de la relación: el usuario particular. Este se encuentra -en la mayoría de los casos- indefenso frente a una empresa monopólica, y sin posibilidades de hacer valer sus derechos. Frente a esta situación, el Estado debe organizar un mecanismo idóneo para prevenir y solucionar los conflictos que puedan presentarse, y controlar la calidad de los servicios, armonizando los distintos intereses en juego.

En este sentido nuestra Carta Magna, en el ya mencionado art. 42 establece:..

La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas, en los organismos de control”.

Así como ha llegado a consagrarse el derecho al debido proceso no solamente para los actos individuales de la administración, sino también para los actos generales, con el alcance de que los de tal naturaleza requieren previa audiencia pública, así también puede hoy en día sostenerse que el debido proceso incluye la existencia de organismos imparciales e independientes del poder concedente, que se ocupen en sede administrativa de la tutela de los derechos e intereses de los usuarios, sujetos al necesario contralor jurisdiccional.

En la Constitución resultan pues una garantía del usuario que, sin reunir los mismos elementos propios de la garantía de acceso a la justicia, requiere su existencia como organismos imparciales e independientes, dotados de estabilidad y medios adecuados para el cumplimiento de sus fines. Queda con ello dicho que la administración central carece de facultades para exigirles aportes al presupuesto nacional de sus respectivos presupuestos de control: hacerlo importa tanto como atentar contra la efectividad y existencia misma del control que deben constitucionalmente ejercer, máxime cuando sus recursos provienen de los aportes obligatorios de los concesionarios con destino legal afectado al fin específico del ente.

Privar a los usuarios de un órgano de control imparcial e independiente del poder central concedente destruye la imparcialidad objetiva prevista por la Constitución y afecta también la imparcialidad del órgano decisor, siendo la imparcialidad un principio cardinal del procedimiento. En este sentido también se ha dicho que “Desde luego, es ilegítima la decisión tomada en condiciones de parcialidad”. También la Corte Suprema de Justicia de la Nación tiene sostenido que es requisito integrante de la garantía de la defensa que el caso sea considerado “por funcionarios imparciales.”

La tendencia actual es la de creación en los textos constitucionales de crear autoridades administrativas independientes, como el Defensor del Pueblo, el Consejo de la Magistratura, el Jurado de Enjuiciamiento o el Ministerio Público.

En este sentido consideramos deben crearse los entes reguladores pero entendemos que será el Poder Legislativo quien deberá determinar su competencia y atribuciones otorgándole independencia funcional del resto de los poderes del Estado. Además la competencia de la creación de los entes reguladores en cabeza de la Legislatura Provincial hace al objetivo de garantizar seguridad jurídica.

Así es que ha podido decirse que: “La independencia funcional de los entes reguladores es, asimismo, decisiva, porque la experiencia ha demostrado que el poder político es no pocas veces incapaz de sustraerse a las tendencia de sacrificar los objetivos a largo plazo, en aras de las metas diarias de la política”..

Asimismo se prevé la participación ciudadana por intermedio de las asociaciones de consumidores debidamente autorizadas, conforme lo determine la reglamentación, en la formación y modificación del marco regulatorio de los servicios públicos mediante el procedimiento de audiencias públicas.

La audiencia pública previa a modificaciones tarifarias o aprobación de grandes proyectos, exigida por las leyes regulatorias existentes, ya se considera hoy en día un principio constitucional cuyo incumplimiento, o defectuoso cumplimiento, afecta la validez del acto que se dicte con su omisión o en su consecuencia. La doctrina y la jurisprudencia se han inclinado por compartir los principios señeros establecidos por el régimen de audiencias públicas del ENRE, Ente Nacional Regulador de la Electricidad.

En cuanto a las garantías de los ciudadanos hemos proyectado que éstos podrán acudir a la justicia a través de la acción de amparo que tutela los derechos difusos contra los actos o hechos de los entes reguladores que vulneren sus derechos.
También se ha contemplado la participación popular en la integración de los entes reguladores de las empresas prestatarias de servicios públicos lo cual resulta concordante con mi proyecto presentado anteriormente referido a los mecanismos de participación popular bajo Expte. Nro. 442.

En nuestro Constitucionalismo Provincial encontramos que la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires dispone la creación de un Ente Único Regulador de los Servicios Públicos al prescribir:

CAPÍTULO SEXTO -ENTE ÚNICO REGULADOR DE LOS SERVICIOS PÚBLICOS
ARTÍCULO 138.- El Ente Único Regulador de los Servicios Públicos de la Ciudad, instituido en el ámbito del Poder Ejecutivo, es autárquico, con personería jurídica, independencia funcional y legitimación procesal. Ejerce el control, seguimiento y resguardo de la calidad de los servicios públicos cuya prestación o fiscalización se realice por la administración central y descentralizada o por terceros para la defensa y protección de los derechos de sus usuarios y consumidores, de la competencia y del medio ambiente, velando por la observancia de las leyes que se dicten al respecto.

ARTÍCULO 139.- El Ente Único Regulador de los Servicios Públicos está constituido por un Directorio, conformado por cinco miembros, que deben ser profesionales expertos. Los miembros del Directorio son designados por la Legislatura por mayoría absoluta del total de sus miembros, previa presentación en audiencia pública de los candidatos. El Presidente o Presidenta será propuesto por el Poder Ejecutivo y los vocales por la Legislatura, garantizando la pluralidad de la representación, debiendo ser uno de ellos miembro de organizaciones de usuarios y consumidores. No podrán tener vinculación directa ni mediata con los concesionarios y licenciatarios de servicios públicos.

La Constitución de la Provincia de Corrientes establece en su art. 48 que: “La legislación establece los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial, previendo el mecanismo de audiencias públicas y la necesaria participación en los organismos de control y en la confección o modificación de dicho régimen regulatorio, de las asociaciones de consumidores y usuarios y de los municipios interesados. Toda persona tiene el derecho de elegir la vía de resolución para sus controversias, disputas o conflictos, que puede ser la conciliación, mediación, arbitraje o instancia judicial. En los casos donde el Estado provincial y las municipalidades sean parte de la controversia, se preferirá la vía arbitral. La ley establece las normas y procedimientos a cumplimentar en cada caso y las excepciones para cada una de las vías de resolución”.

La Carta Magna de La Rioja establece en su artículo 50 que: “... La legislación establecerá procedimientos eficaces para la prevención y solución de conflictos y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial posibilitando la participación de las Asociaciones de Consumidores y Usuarios, como también la de representantes de los Concejos Deliberantes en los organismos de control y solución de conflictos”.

Asimismo la de Salta en el artículo 31 de su Constitución: “... La legislación establece procedimientos eficaces y expeditos para la prevención y solución de conflictos y los marcos regulatorios de los servicios públicos de competencia provincial, previendo la necesaria participación de los consumidores, usuarios, asociaciones que los representen y municipios, en los órganos de control”.

En resumen, la independencia de los entes reguladores, sin sujeción al Poder Ejecutivo, no supone que tengamos órganos pretendidamente sin control. Lo que se piensa mediante el presente proyecto es que en el sistema constitucional el control de tales entes no lo puede hacer bien el Poder Ejecutivo concedente, demasiado cercano a los monopolios que él mismo ha concedido, sino que lo harán mejor otros órganos por lo que se propone que la competencia y atribuciones de los mismos sean determinados por el Poder Legislativo quien deberá respetar la representación de los ciudadanos a través de las asociaciones de consumidores debidamente inscriptas conforme lo establezca la reglamentación y cuyos actos se encuentren sujetos al control jurisdiccional por parte del Poder Judicial.

Por estas razones y por las otras que surgieran en el tratamiento de la comisión respectiva es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende

–A la Comisión de Control del Estado.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro 733)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

LA INCORPORACIÓN DE LA SIGUIENTE SECCIÓN:

SECCIÓN….

“DE LOS NUEVOS DERECHOS”

CAPITULO….

“DEL DERECHO DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS”

ARTÍCULO…: “Los consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen derecho en la relación de consumo a la protección de la salud y seguridad; a los intereses económicos y sociales; a la información adecuada y veraz; a la educación y formación en materia de consumo; de representación, consulta y participación; a la protección ante situaciones que causen inferioridad, subordinación o indefensión y al resarcimiento de daños. Las autoridades provinciales tienen el deber de promover y garantizar a todas las personas el cumplimiento de los mismos.”

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

IMPORTANCIA DE SU PROTECCIÓN Y NECESIDAD DE SU INCORPORACIÓN:

“Son derechos que aparecen básicamente en las relaciones entre particulares, de particular a particular; en el caso que nos ocupa, entre los personajes concurrentes al mercado, a los fines de la satisfacción de las necesidades de bienes y servicios”1

Las relaciones humanas nacieron del comercio entre personas, es decir relaciones de cambio. Y desde el principio, existen situaciones en que en las relaciones de consumo, quienes adquieren el servicio o bien, se encuentran en una situación de desventaja, o falta de autonomía de la voluntad a la hora de adquirir.

La globalización y la sociedad, han hecho del consumo una parte imprescindible en el hombre y es el estado, como garante y promotor del bienestar general, quien debe intervenir en estas situaciones, para lograr que los intereses jurídicos de los consumidores, solidaridad y cooperación, estén tutelados. Esta tutela parte principalmente de la incorporación de aquellos derechos al ordenamiento jurídico. Así como han sido incorporados y legislados a nivel nacional, deben serlo en la constitución provincial.

Evolución Histórica: desde el origen de la humanidad, las relaciones de consumo han sido la forma de interrelación entre las personas y desde ese momento fueron objeto de protección.

El desarrollo económico, que caracterizó el período posterior a la segunda guerra mundial con la masificación de la producción y del comercio propició, además de la mejoría del nivel de vida del ciudadano, la aparición del derecho del consumidor. Su formulación pues, emana directamente de necesidades sociales recientes, provocadas por tecnologías avanzadas y mercados ampliados.2
En nuestra legislación, podemos citar la Ley 24.240 de Defensa del Consumidor que trata acabadamente el tema, el código civil que se ocupa de estos derechos por ejemplo, en art. 1198: el principio de buena fe, y el art. 1113 que trata la responsabilidad extracontractual. Asimismo, la ley 22.802 que protege la información en las relaciones de consumo, el control de prácticas abusivas y la prohibición de la publicidad engañosa.

La mayoría de las constituciones provinciales se han ocupado de ellos. La constitución de la Provincia de Córdoba en su art. 29, trata el tema de manera acotada, como lo hace en casi toda su redacción, garantizando solamente el derecho de los consumidores a agruparse, apoyados por el estado.

También se ocupa de las relaciones de consumo, la constitución de la Provincia de Río Negro que en su Art. 30 regula el derecho que nos convoca. –“El Estado reconoce a los consumidores el derecho a organizarse en defensa de sus legítimos intereses. Promueve la correcta información y educación de aquéllos, protegiéndolos contra todo acto de deslealtad comercial; vela por la salubridad y calidad de los productos que se expenden.” Es más completa esta redacción, ya que no se limita a enumerar los derechos que comprende el de los consumidores y usuarios sino que los promueve, asumiendo un compromiso más allá de la mera enumeración. En el mismo sentido, reconoce el derecho de organizarse ante la violación de alguno de ellos.

Sin perjuicio de la redacción que el constituyente de cada provincia haya elegido, lo importante es que sean reconocidos estos derechos, concebidos en un primer momento como de tercera generación, o nuevos derechos, y que están arraigados en nuestra vida cotidiana, que en última instancia protegen la dignidad del hombre en todas las formas de interrelación.

Es necesario entonces que la Constitución de la Provincia de Entre Ríos reconozca y promueva estos derechos a todos los habitantes, y que garantice en caso de violación, incumplimiento o aprovechamiento de aquellos, tendrán las herramientas necesarias para ser protegidos.

Para la protección de los derechos que se proyectan en este artículo se presentó por separado el proyecto de Amparo Colectivo de los Intereses Difusos.

Por estos fundamentos solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

1MOSSET ITURRASPE, Jorge. La Reforma de la Constitución. Pág. 94. ED Rubinzal Culzoni, Año 1994.

2DROMI – MENEM, pág. 147. Op. Cit. 

José A. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 734)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCIÓN…

“DE LOS NUEVOS DERECHOS”

CAPITULO...”  

DERECHO A LA SALUD

ART. …el Estado Provincial reconoce y promueve el derecho a la salud de todos sus habitantes; garantizando en forma igualitaria a cada uno de ellos el acceso a los medios necesarios para lograr una adecuada calidad de vida.

ALLENDE (José)

FUNDAMENTOS

Necesidad de la incorporación y fundamentos:

Se trata el tema en virtud de la ley Nº 9768 de necesidad de la reforma en su  art. 1 inc. 18. “reconocer el derecho a la salud en su integralidad, bajo los principios de universalidad y gratuidad, y como fundamental para el desarrollo sustentable y la dignidad de las personas”.

El artículo 12 del PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS Y SOCIALES, define el derecho a la salud como "el derecho que toda persona tiene al disfrute del más lato nivel posible de salud física y mental".

En virtud de la incorporación de las convenciones internacionales a nuestra legislación, y el respeto de las soberanías provinciales, es que le corresponde  a nuestra provincia la incorporación de este derecho.

Por un lado la adecuación normativa, por el otro; la importancia que reviste en todo ser humano el reconocimiento de su derecho a la salud, directamente relacionado con el derecho a la vida y a la dignidad humana. Y esto en última instancia es lo que se tiende a proteger.

Si hablamos de adecuación a las normas internacionales, debemos hablar del principio de no discriminación, de igualdad de tratamiento para todos.

En este sentido, “Todos los habitantes que sufren discapacidades o enfermedades crónicas o prolongadas pueden acceder en forma igualitaria al uso y goce de los medios o herramientas que posee el sistema sanitario en general para lograr la mejor calidad de vida posible compatible con esa discapacidad o enfermedad.

… y que tienen como objetivo fundamental “proveer el otorgamiento de prestaciones de salud igualitarias, integrales y humanizadas, tendientes a la promoción, protección, recuperación y rehabilitación de la salud1”.

Pero en este sentido, la realidad escapa a la redacción de las normas jurídicas, ya que la provincia está desactualizada, por ser una de las pocas provincias que no adhirió a la ley nacional Nº 24.901 Sistema de Prestaciones Básicas en habilitación y rehabilitación integral a favor de las personas con discapacidad”. Por lo tanto si vamos a incluir en ella el derecho de que todos los habitantes gocen de forma igualitaria de este derecho, debemos necesariamente trabajar para que sea operativo, previendo este tipo de omisiones.

Por otra parte, el Estado no puede garantizar que los habitantes van a gozar de buena salud, sino que van a poder en un pie de igualdad, usar - en forma razonable - todas las herramientas disponibles para tener la mejor salud posible.

Es por ello que mínimamente el estado deberá garantizar: a) disponibilidad: es decir que los establecimientos cuenten con programas de salud; b) calidad: condiciones sanitarias, personal capacitado para las características de los establecimientos, insumos para atender a quienes recurran a ellos y; c) accesibilidad: es decir que reciban en la medida de las posibilidades a quienes requieran atención sin discriminación por causas personales (sexo, raza, etnia, personas con discapacidades, con VIH, mujeres, niños. etc.)

La salud es un derecho básico de las personas, que debe ser garantizado a través de acciones que aseguren que todos los miembros de la sociedad accedan a una cobertura médica adecuada, en conclusión, y teniendo en cuenta que nuestra Carta Magna Provincial incorpora la tutela y protección de los derechos humanos del pueblo es que se propicia la inclusión de este derecho humano básico para todos los ciudadanos.

Por todas las razones expuestas solicito a mis pares la aprobación y posterior incorporación a nuestra Carta Magna de estos derechos en la Sección en que se incluyan los derechos de tercera generación.

1www.saludyjusticia.com.ar

José A. Allende

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 747)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Sustitúyese el art. 143 de la Constitución por el siguiente:

Art. 143: El Tribunal de Cuentas es un órgano de control externo del Estado. Designará y removerá a sus funcionarios alternos y a sus empleados, dándose su propio presupuesto y reglamento.

Tendrá a su cargo la aprobación o desaprobación de la percepción y/o inversión de caudales públicos, que tuvieren a su cargo los funcionarios y administrativos de todos los órganos de la Provincia, de los Municipios, y de los organismos descentralizados, autárquicos, interprovinciales, internacionales y/o fondos en el cual se acumulen fondos públicos provinciales, y en general, todo control que no esté expresa y particularmente previsto a cargo de los otros controladores que prevea esta Constitución.

Las decisiones - cualquiera fuera su contenido - serán recurribles por ante la primera instancia judicial, con competencia contencioso-administrativa y serán ejecutables por la Fiscalía de Estado.

Composición.

El Tribunal de Cuentas, estará compuesto por seis miembros: dos abogados, dos contadores, y dos ciudadanos, designados mediante concurso público a través del Consejo de la Magistratura, las primeras dos categorías, y los ciudadanos, mediante voto directo a propuesta del Consejo Asesor Económico y Social.

Para ser miembro del Tribunal de Cuentas, se requiere ser ciudadano argentino, tener treinta años de edad, y para los abogados y contadores, deberán contar con seis años de ejercicio activo de la profesión.

Los Fiscales del Tribunal serán abogados, elegidos de la misma forma que los miembros del Tribunal, cumplimentando los mismos requisitos.

Durarán cuatro años en sus funciones, no podrán ser reelectos, y se renovará por mitades, cada dos años.

Podrán ser removidos únicamente a instancia del Consejo de la Magistratura, mediante Jurado de Enjuiciamiento en los casos y situaciones que se prevea para este aspecto.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS
De una interpretación armónica de las disposiciones de la Ley 9.768, surge claramente que ésta H. Convención tiene facultades para modernizar, actualizar, en resumen, de reformar las previsiones constitucionales actuales con relación a este Órgano de Control.

No hay lugar a duda alguna que el Legislador pretendió dar preponderancia a la instalación o creación de herramientas de control que resulten eficaces, contundentes en su accionar, y que cumplan justamente con lo que la palabra control implica: es el reclamo de toda la sociedad entrerriana, en este aspecto primordial que es el control del gasto público provincial.

La importancia de la materia que Legislador le ha dado, surge expresamente plasmada en el Artículo 1º, y en particular en los incisos: 9º Introducir normas sobre Control de Gestión interno y externo de los organismos estatales centralizados, descentralizados, autónomos y/o autárquicos.; el inciso 10º Crear procedimientos alternativos de control, prevención y solución de conflictos relacionados con la prestación de servicios públicos, garantizando la participación ciudadana.; y el inciso 26º Crear entes de control de empresas y de inversiones públicas y privadas prestadoras de servicios públicos, con participación popular y determinando sus competencias y atribuciones.

La otra idea prevalente del Legislador es la necesaria coexistencia entre técnicos, especialistas (idóneos) y por otro lado, la incorporación de la participación ciudadana, ambos aspectos consideramos que se encuentran plasmados en el Proyecto que se propone.

Así se ha establecido que la designación de los técnicos que integren el Tribunal de Cuentas, y los Fiscales que actúen en su órbita, accedan por concurso, conforme lo prevé el Artículo 1º, inciso 3º Establecer el requisito de la idoneidad para el acceso a los cargos públicos ... de la Ley 9768.

Por otro lado, se ha integrado a dicho órgano de control a la sociedad entrerriana, legítima controladora directa del gasto público, teniendo en cuenta su doble carácter de destinataria final del gasto público, y primordial y esencial aportante al financiamiento de dicho gasto, como contribuyente a través del pago de los impuestos y demás tributos. La participación ciudadana directa en las cuestiones de interés público aparece requerida por el Legislador, en el Artículo 1º, inciso 2º Establecer una “cláusula de participación popular” que reconozca y garantice el logro de la democracia participativa en lo económico, político, social y cultural de todas las personas y asociaciones civiles, sindicales y profesionales establecidas en el territorio de la Provincia, como también el ya transcripto inciso 26º de la norma legal citada.

En concreto, lo único que esta H. Convención tiene vedado realizar es la eliminación del Tribunal de Cuentas conforme lo prevé el Art. 4, inciso 11º de la Ley 9.768.

La otra cuestión a tener en cuenta, en la previsión constitucional de controles, es la definición con precisión y exactitud del ámbito en que cada órgano de control se desempeñará, a efectos de evitar que por la superposición de controles, ningún órgano controle y también, a efectos de no obstaculizar el normal desarrollo de la actividad pública en general.

En este orden de ideas, consideramos que el Tribunal de Cuentas es el órgano de control por excelencia, y que a efectos de “cerrar” el círculo que conforman las diferentes herramientas de control, el Tribunal de Cuentas ejercerá todo tipo de control que no se encuentre expresa y particularmente previsto en cabeza de otro órgano.

Por estas consideraciones, y por los demás argumentos que se vertirán al informar este Proyecto en la Comisión respectiva y en sesión plenaria, es que solicitamos la aprobación por esta H. Convención.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Control del Estado.

LIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 748)
LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Sustitúyense los arts. 140, 141 y 142 de la Constitución por los siguientes:

Artículo 140. Para ser el Contador General o el Tesorero General de la Provincia se requiere ser ciudadano argentino, tener treinta años de edad, ser contador con seis años de ejercicio activo de la profesión.

Artículo 141. El Contador General y el Tesorero General serán nombrados en la forma prescripta por el artículo 135, inciso 17, propuestos de la terna vinculante que elevará el Consejo de la Magistratura, durarán ocho años, no pudiendo ser reelectos en forma inmediata. Son removibles por Jurado de Enjuiciamiento.

Artículo 142. La Contaduría General y la Tesorería General de la Provincia, son órganos de control interno de la Administración Pública, con la estabilidad indicada en el artículo anterior. Podrán designarse adjuntos, o en su caso, afectados particularmente a diferentes áreas, direcciones, departamentos o cualquiera otra forma de división.

La Contaduría tendrá a su cargo el control previo de las órdenes de pago y de la correlación de éstas con las previsiones presupuestarias oportunamente aprobadas por la Legislatura. Sin el visto bueno de la Contaduría, no podrán cumplirse dichas órdenes de pago. En caso que aquélla observe la orden de pago, deberá denunciar la misma, en forma inmediata al Tribunal de Cuentas.

La Tesorería procederá al pago o cancelación de las órdenes de pago que se encuentren visadas por la Contaduría, y autorizadas expresamente por las autoridades competentes; y llevará el registro de todos los ingresos o percepciones, por cualquier concepto.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

De una interpretación armónica de las disposiciones de la Ley 9.768, surge claramente que esta H. Convención tiene facultades para modernizar, actualizar, en resumen, de reformar las previsiones constitucionales actuales con relación a ambos órganos.

No hay lugar a duda alguna que el Legislador pretendió dar preponderancia a la instalación o creación de herramientas de control que resulten eficaces, contundentes en su accionar, y que cumplan justamente con lo que la palabra control implica: es el reclamo de toda la sociedad entrerriana, en este aspecto primordial que es el control del gasto público provincial.

La importancia de la materia que Legislador le ha dado, surge expresamente plasmada en el Artículo 1º, y en particular en los incisos: 1º Revisar, reformar, actualizar o modificar las disposiciones que siguen ... 140, 141 y 142 en cuanto a ampliar las funciones, atribuciones y facultades del Contador y Tesorero de la Provincia, preservando las existentes ...; inciso 9º Introducir normas sobre Control de Gestión interno y externo de los organismos estatales centralizados, descentralizados, autónomos y/o autárquicos.; el inciso 10º Crear procedimientos alternativos de control, prevención y solución de conflictos relacionados con la prestación de servicios públicos, garantizando la participación ciudadana.; y el inciso 26º Crear entes de control de empresas y de inversiones públicas y privadas prestadoras de servicios públicos, con participación popular y determinando sus competencias y atribuciones.

La otra idea prevalente del Legislador es la necesaria coexistencia entre técnicos, especialistas (idóneos), aspectos consideramos que se encuentran plasmados en el Proyecto que se propone.

Así se ha establecido que la designación de ambos funcionarios Contador General y Tesorero General como también los Adjuntos, o en su caso, los específicamente afectados, que actúen en su órbita, accedan por concurso, conforme lo prevé el Artículo 1º, inciso 3º Establecer el requisito de la idoneidad para el acceso a los cargos públicos ... de la Ley 9768.

En concreto, lo único que esta H. Convención tiene vedado realizar es la eliminación del Contador General y del Tesorero General, conforme lo prevé el Art. 4, inciso 10º de la Ley 9.768.

La otra cuestión a tener en cuenta, en la previsión constitucional de controles, es la definición con precisión y exactitud del ámbito en que cada órgano de control se desempeñará, a efectos de evitar que por la superposición de controles, ningún órgano controle y también, a efectos de no obstaculizar el normal desarrollo de la actividad pública en general.

En este orden de ideas, consideramos que resulta necesario prever en la Constitución en el ámbito de actuación de ambos funcionarios; evitando las referencias funcionales abstractas o por omisión del texto constitucional, y la superposición de controles con otros órganos que así lo prevean.

La Contaduría controla en forma previa a la realización de cualquier pago, su verificación o correlación con el Presupuesto General de la Provincia. No analiza la razonabilidad o conveniencia del gasto. Éste lo decide y en su caso responde por él, funcionario que otorga o firma la orden de pago.

La Tesorería procede a la realización del pago en sí mismo, siempre que dicha orden de pago cuente con la autorización por funcionario competente, y el visto bueno de la Contaduría. Asimismo recae en la Tesorería, la registración no sólo de los egresos sino también de los ingresos públicos, por cualquier causa o motivo.

Por estas consideraciones, y por los demás argumentos que se vertirán al informar este Proyecto en la Comisión respectiva y en sesión plenaria, es que solicitamos la aprobación por esta H. Convención.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Control del Estado.

LV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 749)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Agréguense los siguientes artículos a la Constitución Provincial:

Artículo I: El Consejo de la Magistratura estará integrado por quince miembros como mínimo que deberán ser magistrados y representantes del Ministerio Público, abogados de la matrícula provincial vigente, profesores universitarios pertenecientes a Facultades de Derecho de la región, representantes de organizaciones sociales, y diputados. El mandato de los consejeros es de cuatro años, no pudiendo ser reelegido en forma inmediata.

Todos sus miembros serán elegidos por el voto directo por el claustro que representan y en forma proporcional, salvo los diputados. Éstos serán designados por la propia Cámara, integrándose esta representación con dos diputados de la primera minoría, y el tercero pertenecerá a la segunda minoría.

La organización, facultades, competencia y funcionamiento del Consejo de la Magistratura, será reglamentado por una ley especial que deberá ser aprobada con mayoría de dos tercios de sus miembros, en ambas Cámaras, que garantice el justo equilibrio de cada uno de los estamentos que lo componen.

Artículo II: El Consejo de la Magistratura tendrá a su cargo las siguientes atribuciones, las que se ejercerán conforme la ley especial que alude la norma anterior:

a.- la selección de los postulantes a integrar ternas vinculantes, que elevará al Poder Ejecutivo para que disponga su designación, para cubrir cargos vacantes en los Juzgados de Paz Letrados; y con Acuerdo del Senado, en el Poder Judicial de la Provincia y Ministerio Público.

b.- la selección de los postulantes a integrar ternas vinculantes, para que el Superior Tribunal de la Justicia de la Provincia provea la designación de suplentes, interinos y/o subrogantes que resulten necesarios en los Tribunales Inferiores de la Provincia, Ministerio Público ante éstos, y en los Juzgados de Paz Letrados.

c.- ejercer la acusación en el enjuiciamiento de los jueces de Tribunales Inferiores, que no sean susceptibles de juicio político.

d.- ejercer la administración de los recursos económico-financieros que la ley general de presupuesto asigne al Poder Judicial y al Ministerio Público, conjuntamente con el  representante del Superior Tribunal de Justicia de la Provincia y con el Procurador General.

e.- crear, administrar y dirigir la Escuela de la Magistratura de la Provincia, que tendrá por objeto la implementación de cursos de capacitación, actualización, especialización y perfeccionamiento de funcionarios y empleados judiciales, y abogados de la matrícula.

Artículo III: También estará a cargo del Consejo de la Magistratura, la selección de los postulantes a integrar ternas vinculantes, que elevará al Poder Ejecutivo para que disponga su designación, para cubrir cargos vacantes en el Tribunal de Cuentas, Contador General, Tesorero General, todos con Acuerdo del Senado; y para la designación de Fiscales que actúen ante Tribunal de Cuentas, Contadores y Tesoreros Adjuntos y Alternos al Contador General y al Tesorero General.

En estos casos, el claustro profesional se integrará con representantes del Consejo de Profesionales de Ciencias Económicas de Entre Ríos, y el claustro académico con docentes de las Facultades de la región, donde se dicte la carrera de Contador, con las mismas condiciones y recaudos que se prevén en el Artículo I.

Artículo IV: La ley especial que reglamente las disposiciones de esta Sección, deberá tener en cuenta las siguientes consideraciones:

a.- prever un procedimiento de selección para vacancias que resulte público, transparente y con criterios objetivos de evaluación, que garantice el acceso al cargo por razones de idoneidad técnica y moral, el respeto a las instituciones democráticas y a los derechos humanos.

b.- prever un procedimiento con aplicación de idénticos criterios, pero más sencillo en su sustanciación, a efectos de cubrir interinatos, suplencias o subrogancias.

c.- podrá prever un procedimiento más riguroso para las vacancias en el Superior Tribunal de Justicia, y en el Ministerio Público que deba actuar ante aquél, pero deberá resolver sobre la integración del Consejo de la Magistratura en lo que respecta al claustro de magistrados y representantes del Ministerio Público.

d.- las sesiones serán públicas como también sus decisiones.

e.- regular la consulta no vinculante de los colegios profesionales, autoridades municipales, organizaciones no gubernamentales, sindicales o de cualquier otro tipo, que actúen en el departamento o localidad que corresponda al cargo a seleccionar.

f.- garantizar la autonomía funcional del Consejo de la Magistratura y su autarquía financiera, y la estabilidad de sus miembros.

PASQUALINI

FUNDAMENTOS

Teniendo en cuenta la labor llevada a cabo por el actual Consejo de la Magistratura de la Provincia, creado por Decreto GOB Nº 39/03, considero que éste ha alcanzado “la mayoría de edad”, en el sentido que la experiencia en su desarrollo actual puede de calificarse exitosa en términos generales, pudiendo avanzarse aún más en sus atribuciones y competencia, dada esa lograda madurez.

Podemos discurrir y debatir quiénes son sus miembros: resulta ineludible que los sectores directamente involucrados en el servicio de justicia deben estar representados: funcionarios judiciales y del Ministerio Público, abogados y usuarios o consumidores de dicho servicio público esencial (la sociedad en general, a través de las organizaciones que la nuclean en lo social y no, en lo político).

A estas representaciones, se suman a los representantes del ámbito científico o académico ya que justamente la finalidad primordial de la constitucionalización de este órgano, es lograr servidores de Justicia idóneos, y este claustro aporta también la indiscutible experiencia como evaluador.

También se suma a representantes de las distintas visiones políticas que imperan en la sociedad: los diputados tanto de la mayoría como de la primera minoría, que a diferencia de las anteriores representaciones su visión será más general contemplando todas las aristas de la designación o acusación en sí misma, evitando hacerse eco de los intereses sectoriales de las otras representaciones.

Pero sin duda la novedosa innovación respecto del actual Consejo de la Magistratura, creado por Decreto, se encuentra en el Capítulo de su competencia: la selección de todos los miembros del Poder Judicial y del Ministerio Público incluso aquellas designaciones que resulten interinas, provisorias, suplencias; como también el otorgamiento al Consejo a crearse de la facultad de acusar el procedimiento de enjuiciamiento de tribunales inferiores y del Ministerio Público que actúa ante éstos; la corresponsabilidad en materia de administración de los recursos económico-financieros destinados a solventar los gastos del Poder Judicial y del Ministerio Público; y por último, la dirección y administración de la Escuela de la Magistratura.

De nada sirve el esfuerzo del Estado en establecer reglas de designación de funcionarios que, luego de acceder a la función, permanezcan en ella sin actualizarse, especializarse o perfeccionarse. Ahora bien, dicha Escuela no debe ser coto exclusivo de magistrados y funcionarios del Ministerio Público, sino que debe implementarse que sea de acceso a quienes no lo sean, y se encuentren interesados en postularse, abogados de la matrícula o empleados judiciales abogados.

Por otro lado, se ha descartado la intervención dentro del Consejo de la Magistratura, del Poder Ejecutivo o en su caso de cualquier colaborador de éste, como también a representantes de la Cámara de Senadores de la Provincia.

La exclusión sencillamente obedece a que éstos, intervendrán en la designación y también en su caso en el enjuiciamiento, en etapas posteriores ergo, habría una suerte de quiebre de la indiscutible imparcialidad con la que los consejeros deben obrar, cuestionándose así la transparencia de su funcionamiento.

Resta agregar que considero necesaria la participación a modo consultivo no vinculante, de la sociedad a través de sus fuerzas vivas de la localidad donde el postulante cumplirá funciones, o el acusado se encuentre cumpliéndolas; participación que no afecta en modo alguno, las atribuciones de los consejeros que son quienes resolverán en definitiva.

En congruencia, con los Proyectos de Tribunal de Cuentas, Contador General y Tesorero General de la Provincia donde la suscripta interviene como coautora, y los demás funcionarios aludidos en las normas proyectadas, se prevé el mecanismo del Consejo de la Magistratura para acceder a estos cargos, convocando en este caso al Consejo de Profesionales de Ciencias Económicas de Entre Ríos, y a las Facultades de la región, donde se dicte la carrera de Contador.

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente.

Flavia E. Pasqualini

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 750)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Agréguese el siguiente artículo a los nuevos derechos:

Art. 1°- Los ciudadanos, como integrantes de la sociedad civil, deberán participar de las tareas de inteligencia criminal que lleve a cabo el Estado, integrando mayoritariamente los organismos competentes y que tenga por objeto la prevención del delito en todas sus formas, de manera de asegurar la correcta y oportuna utilización de datos, informes y antecedentes por parte de la autoridad policial o judicial.

Una ley determinará las tareas y participación ciudadana en la labor de inteligencia criminal, los que serán elegidos por voto directo a propuesta de organizaciones civiles reconocidas por el Estado Provincial.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

La seguridad personal es uno de los problemas que más le cuesta resolver al Estado actual, y al Gobierno que lo conduce.

La función de prevención depende en gran medida de la información con que cuente la autoridad competente y la buena y oportuna utilización de la misma.

Una buena labor de inteligencia permite adelantarse a la comisión del delito, y también a obtener resultados positivos en la investigación posterior a la comisión del mismo.

La que está más interesada en este resultado es sin duda la victima directa, que es la sociedad civil y sus integrantes.

Algunos Estados modernos, en la labor de la inteligencia criminal, dan activa participación a los ciudadanos que son los interesaos directos en hacerle llegar la información a la policía o al juez, y que a dicha información la utilicen adecuada y prestamente.

La ley definirá y conceptualizará la tarea y la forma en que los ciudadanos participarán en ella.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 751)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo Primero: Incorpórese el siguiente artículo al capitulo de Control de la Gestión:

Art. 1°- Todo persona mayor de edad podrá acceder, en relación a los integrantes del poder legislativo, a la información de los sueldos, las dietas, gastos de representación, gastos reservados, compensaciones de cualquier tipo, subsidios de los que disponen y destino de los mismos, empleados a su cargo, tareas asignadas, lugar de prestación de servicios, contrataciones de servicios o de obras, y toda otra información vinculada a cuestiones económicas y/o administrativas.

Podrá asimismo acceder, fácilmente, a cantidad y calidad de proyectos de cualquier tipo presentados; gestiones llevadas a cabo de cualquier tipo, en beneficio propio y/o de terceros, con los resultados obtenidos, a la rendición mensual del destino de los fondos de cualquier tipo y a los que disponga o tenga acceso, y por cualquiera causa y objeto.

Bastará con presentarse ante el Presidente de la Cámara que corresponda y solicitar la información, la que deberá entregarse en el plazo de tres días corridos. En caso de demora, dilaciones, aplazamientos o prorrogas, podrá exigirlo por medio del juez de instrucción en turno.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

El control directo por parte de los ciudadanos de sus representantes debe asegurarse y a la vez facilitarse; por eso esta norma.

Más que cualquier organismo de control, el que hace el ciudadano común es realmente el que sirve y el que se procura exista en las democracias modernas.

Los representantes del pueblo, especialmente los que integran el poder del Estado con más atribuciones y que además funciona deliberativamente, deben permitir fácilmente que el ciudadano común tenga acceso a la información que hace al costo de cada legislador y el destino y resultado de su actividad y de los fondos que utiliza.

Este derecho es complementario de las funciones de control que harán los organismos pertinentes, agregándole al control interno o externo del poder en cuestión, el control por parte del ciudadano común.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 752)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorporar al texto constitucional los siguientes artículos:

Art. 1: El Consejo de la Magistratura, tendrá a su cargo la administración del poder judicial, la selección, la acusación y la disciplina de los jueces, resultando su designación del equilibrio entre la representación política y la correspondiente a las corporaciones de los magistrados, de los abogados, de las universidades de la región y de la ciudadanía.

Estará presidido por el Presidente del Superior Tribunal de Justicia.

La ley determinara la proporcionalidad de la representación política, representada por los órganos elegidos democráticamente, la corporativa, y la ciudadana.

La elección de los representantes del sector corporativo se hará en forma directa por los integrantes de las asociaciones que los aglutinen.

Los ciudadanos serán propuestos por organizaciones no gubernamentales y elegidos directamente por voto popular.

Sus miembros duraran el plazo que establezca la ley no podrán ser reelectos.

Una ley sancionada con mayoría de dos tercios reglamentará el mismo.

ALASINO

FUNDAMENTOS
El Consejo de la Magistratura ha venido del sistema parlamentario a morigerar, en el sistema presidencialista, las atribuciones del gobernador.

Hecho por el cual, al tratarse de un organismo no natural en nuestro sistema político, debe ser tratado con mucho cuidado para no irse de bruces con nuestro sistema político.

La representación política es la representación -valga la redundancia- democrática por excelencia, por lo que en nuestra propuesta debe guardar el debido equilibrio con las representaciones sectoriales. La incorporación de la representación ciudadana debe resultar del simple razonamiento, no solo participativo, sino que si estamos proponiendo que los ciudadanos puedan y deban ser jurados, cuanto mas pueden contribuir al mejoramiento del poder judicial y a su independencia.

Todos deben ser elegidos democráticamente, es decir por votación popular, deben tener un mandato limitado y no pueden ser reelegidos, lo que asegura la rotación de las personas y no que permanezcan en sus cargos indefinidamente, como lo vemos en los órganos, en los que se permite la reelección.

Las funciones son cuatro: administración, selección, acusación y disciplina, las que permitirán que los jueces se dedique exclusivamente a atender las cuestiones jurisdiccionales dejando en el consejo, las otras funciones que le ocupan un tiempo precioso, permitiendo y posibilitando se lo dediquen a su actividad específica.

El necesario contacto entre el Consejo y el Superior Tribunal lo dará la identidad entre la Presidencia del Consejo y del mas alto tribunal de la Provincia.

Augusto J. Alasino

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 753)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Apruébese la siguiente Cláusula Transitoria:

Cláusula Transitoria: En la primera elección de Diputados Provinciales se elegirán, el total. De igual forma, y en la sesión preparatoria, se practicará un sorteo que definirá, quienes cesaran en sus mandatos los primeros dos años para la renovación parcial, y quienes completaran el mandato.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

La norma prepara el transito ordenado de una renovación total a la definitiva renovación parcial de la cámara de representantes. La forma del sorteo lo resolverá el cuerpo legislativo al que pertenecerán los legisladores.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 754)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

PROYECTO DE CONSULTA POPULAR

Art. 1.- Incorporar como art. ... al texto de la Constitución de la Provincia el siguiente texto:

“Todo asunto de interés general para la Provincia puede ser sometido a consulta popular, no obligatoria y no vinculante, por la Legislatura o por el Gobernador, dentro de sus respectivas competencias, o por iniciativa popular.

La sanción, reforma o derogación de una ley, puede ser sometida a la aprobación o rechazo del electorado de la Provincia, por una ley de convocatoria de la legislatura que no puede ser vetada. La aprobación, por mayoría de votos válidos afirmativos, la convertirá en ley y su promulgación será automática. El voto será obligatorio y el resultado del referéndum será vinculante. No podrá utilizarse este mecanismo en materia de presupuesto, tributos y tratados interjurisdiccionales.”

Art. 2.- De forma.

ACHARTA – DE LA CRUZ DE ZABAL – GIANFELICI – HAIEK.

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

Siguiendo la línea de otros proyectos que proponen introducir mecanismos de democracia semidirecta, ahora proponemos introducir en el nuevo texto constitucional, la consulta popular y el referéndum legislativo, como dos modos de lograr mayor participación ciudadana en las decisiones trascendentes para la provincia.

La consulta popular hace referencia a la facultad del pueblo para expedirse mediante votación acerca de proposiciones que le son presentadas por los órganos legislativos o ejecutivos, sin que su pronunciamiento obligue jurídicamente a los órganos del Estado; sólo tiene por finalidad dar a conocer la expresión de la opinión del pueblo sobre determinados problemas o cuestiones políticas de trascendencia. Trata de fortalecer políticamente la decisión que se adopte sobre una materia determinada.

La consulta popular tiene carácter “facultativo, ante legem y no decisorio”. Es “facultativo”, porque los órganos que tienen la atribución de convocarla no están obligados a hacerlo; es “ante legem”, porque primero se consulta la opinión popular y luego se dicta la ley o acto administrativo que corresponda; y es “no decisorio” o “no vinculante”, porque el resultado obtenido no vincula, es decir, no obliga a los órganos de gobierno a seguir la voluntad popular expresada por la votación.

En cuanto a la materia sujeta a consulta popular, nuestro proyecto propone que sea “todo asunto de interés general para la Provincia”, dando una amplitud suficiente para que cualquier decisión de los órganos del gobierno, antes de ser tomada, pueda darse a conocer a la ciudadanía y receptar de los electores la opinión sobre esa propuesta. Pero no puede ser cualquier tema, se debe referir a una cuestión de cierta trascendencia, cuya decisión, pueda afectar a todos los entrerrianos o a un sector de los mismos (presupuesto, medio ambiente, tributos, etc.). Esto se vincula y supone una política de transparencia en la gestión pública.

Quienes pueden realizar la convocatoria son: a) la legislatura, en materias de su incumbencia, a través de una ley que no exigirá mayorías especiales para, de ese modo, facilitar que pocos miembros de ambas cámaras (por mayorías simples) puedan ponerse de acuerdo para obtener de la ciudadanía una opinión de un proyecto de ley que pretende sancionarse; b) el gobernador, en materias reservadas, que puede hacer la convocatoria sólo por decreto, y de esa manera obtener el respaldo popular de un proyecto de decreto o resolución que regule algún asunto de importancia para la provincia de tal manera que cuando ese proyecto sea un decreto o una resolución esté reforzada políticamente su aceptación por la opinión popular; c) por iniciativa popular, permitiendo que un grupo de ciudadanos, con los requisitos establecido para la iniciativa popular, obliguen al congreso a tratar un proyecto de ley que convoque a una consulta popular.

El otro mecanismo es el referéndum legislativo, por el cual la Legislatura, que es la única que tiene la facultad de sancionar las leyes, convoca al electorado para que participe en ese acto. En este caso el pueblo “no gobierna ni delibera” desplazando la función propia de sus autoridades. Aquí el Congreso es quien sanciona la ley, pero la sanciona “ad referéndum” de la aprobación del electorado, que integra y complementa con su voluntad popular el acto de sanción de las leyes, propio de la legislatura. La “sanción” en la etapa constitutiva recibe la participación del electorado, con repercusión en la eficacia ya que la ley queda promulgada automáticamente. El objetivo del referéndum legislativo no es obtener una opinión del electorado sino someter un proyecto de ley al “veredicto del pueblo”. Es un mecanismo facultativo para el Poder Legislativo, no obstante algunas constituciones provinciales lo establecen como un mecanismo obligatorio para algunas decisiones de suma trascendencia para la provincia, como por ejemplo para ceder una parte del territorio de la provincia, para modificar los límites de los departamentos en los que se divide la provincia, reforma constitucional, etc.

En nuestro proyecto de reforma proponemos que todo proyecto de ley, que no trate sobre presupuesto, tributos y tratados, pueda ser sancionado mediante este mecanismo. Para ello, es necesario que la Legislatura convoque al electorado, mediante una ley que no puede ser vetada por el Poder Ejecutivo, a un sufragio en el cual solo podrán participar los electores, es decir, quienes estén inscriptos en el padrón electoral. En este caso el voto es obligatorio para los electores quienes solo pueden votar por la “aprobación” o “rechazo” del proyecto de ley. El resultado del sufragio es vinculante para la legislatura, de la forma que si el electorado se expide por el “rechazo” del proyecto, la Legislatura no podrá sancionarlo y convertirlo en ley. En cambio, si el electorado lo “aprueba”, para lo cual basta la mayoría de votos válidos afirmativos, el proyecto se convierte automáticamente en ley (el Poder Ejecutivo no puede vetarlo y no es necesario que este lo promulgue porque la misma es automática). La idea de introducir en el texto constitucional la cantidad de votos necesarios para la aprobación de un proyecto de ley, está fundada en la necesidad de hacer lo más operativo posible el mecanismo de referéndum legislativo. No obstante que el Poder Ejecutivo no debe promulgar una ley sancionada por este mecanismo, sin embargo si debe publicarla en el Boletín Oficial de la Provincia.

En virtud de lo expuesto, invito a los Sres. y Sras. Convencionales a la aprobación del presente texto.

Emiliano Acharta – Adriana De la Cruz de Zabal – Darío R. Gianfelici – María M. Haiek.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 755)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

POLÍCIA JUDICIAL

PODER JUDICIAL

MINISTERO PÚBLICO

Art. Nº   : El Ministerio Público tiene a su cargo la policía en función judicial con capacitación técnica para la investigación y participación en los procedimientos judiciales y dependerá en forma directa del Procurador Fiscal General del Superior Tribunal de Justicia.”

“La función de la policía judicial estará regulada por el código de procedimiento penal y ley complementaria y reglamentos”.

Artículo Nº   : De forma.

ACHARTA – DE LA CRUZ DE ZABAL – GIANFELICI – HAIEK.

FUNDAMENTOS

POLICIA EN FUNCIÓN JUDICIAL

“El Constituyente y la constitución son la personificación y objetivación del Estado y del Derecho.” Dra. Beatriz F. Vecchio.

INTRODUCCION

Seguridad, derecho, utopía o imagen.

La función de la policía tiene su base en lo jurídico, en un nivel del sistema, con más precisión; los reglamentos y códigos de las distintas reparticiones policiales del país, incluida la nuestra, podemos encontrar como norma fundamental rectora aquella que manda a los integrantes de la institución policial, mantener, restablecer el orden y preservarlo. La seguridad es un derecho.

Lo cierto ese que para los argentinos la palabra seguridad es una reminiscencia y miscelánea de tres conceptos: derecho, utopía e imagen. Derecho como una consagración legislativa. Utopía entendiéndose como aspiración a una seguridad absoluta, similar al precoz sueño anarquista borgeano e imagen que mucho tiene que ver con la pasión y la historia de los argentinos, es decir sobre la particular manera de ver las instituciones y el mundo en general.

El derecho a ver “en el brazo armado de la justicia” –Salvador Maciá- un policía un amigo y de que sea o no una utopía depende en gran medida de nuestra especial forma de comprender y entender el mundo.

El mejor abordamiento del presente tema debemos conceptualizar primero que es la Policía, luego desarrollaremos sus funciones y diferencias.

Definición de Policía:

La policía es la fuerza de seguridad encargada del mantenimiento del orden público y la seguridad de los ciudadanos, además se encuentra sometida a las órdenes de las autoridades políticas del momento.

Diferencia Básicas entre Policía Administrativa y Policía en Función Judicial:

Policía Administrativa:

* Por su naturaleza jurídica: Administrativa.

* En relación a su tarea: Prevención y Seguridad.

* Por su dependencia: Depende del Jefe de Policía Departamental, nombrado por el poder político del momento.

* Por la ley que regula su función: Ley emanada de la legislatura de la Provincia, actual ley nº 5654.

Policía en Función Judicial:

* Por su naturaleza jurídica: Constitución Provincial de Entre Ríos.

* En Relación a su tarea: Buscar rastros y/o pruebas de los hechos delictivos acaecidos.

* Por su dependencia: Depende del Fiscal General del Superior Tribunal de Justicia.

* Por la ley que regula su función: Código de Procedimientos Penal Provincial.

REALIDAD ACTUAL:

El poder judicial actual necesita para llegar a la real investigación de los delitos acaecidos dentro de la sociedad, poseer más recursos humanos especializados, es decir necesita a saber: a) tener un cuerpo médicos especializado en las antiguas y nuevas formas de investigación forenses; b) cuerpo de fiscales comprometidos con la justicia y la verdad y c) contar ambos grupos con la policía en función judicial, la cual debe estar constantemente investigando y buscando rastros para llegar a la verdad objetiva del hecho delictual denunciado.

Por cuanto la realidad nos indica que estos tres grupos de personas trabajando inter e intra relacionados, logran el descubrimiento real de los delitos, dado concretizan la búsqueda completa e íntegra de rastros, es decir se objetiviza las pruebas, tanto de cargo como descargo de la/s persona/s imputada/s o a imputar, para el solo fin de encontrar la verdad de lo acaecido en ese hecho investigado.

La policía en función judicial, debe nacer dentro de un estado de derecho y por cuanto debe estar basada primeramente en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos y luego desarrollada en el Código de Procedimiento Penal o ley complementaria al mismo, donde debe estar contemplada y regulada su función y desarrollo en forma íntegra de la actividad policial judicial.

Vélez Mariconde, nos informa que "…aunque sea considerada, al lado de la policía de seguridad (o preventiva), como una rama de la policía, la judicial se distingue sustancialmente de aquélla en cuanto se advierte la naturaleza y la finalidad de los actos que constituyen ambas actividades del Estado", agrega "Mientras la policía de seguridad tiende, pues, a "prevenir hechos futuros", la judicial tiende a "reprimir hechos acaecidos,...".

Entonces teniendo en cuenta que se trata más bien de una función eminentemente dinámica y relacionada a la actividad desarrollada por los miembros del Poder Judicial es que la denominaremos POLICIA EN FUNCION JUDICIAL (De hecho tanto en Francia como en España tiene la misma denominación.).

Por lo tanto, ella se define como la actividad de las fuerzas de seguridad en investigación, esto es el esclarecimiento de hechos delictivos, conocidos por sí mismos o por denuncia. Actividad desarrollada sobre la base del conocimiento de informaciones y datos que surgen de la propia función y enriquecida con la labor científica de los gabinetes periciales, regulada por la ley de procedimientos penal con el objetivo de evitar que los hechos cometidos sean llevados a consecuencias ulteriores, a la individualización de los culpables y en relación directa a una causa penal que lleva adelante un juez o un fiscal depende del principio que rija el código procesal y bajo la dependencia funcional de éstos, para que tal actividad resulte base de la acusación.

REGLAMENTO DE LA POLICIA ADMINISTRATIVA: Ley 5654:

Si nosotros leemos los primeros artículos del Reglamento General de la Policía se nos presentan algunas certezas y algunos interrogantes:

1) Certeza: la función de la policía es idéntica la función prescripta en la constitución para el Poder Judicial salvando las distancias, en lo que hace a la realización de valores y funciones: “La policía es el organismo del estado cuyo objeto es mantener el orden público y garantizar el libre ejercicio de los derechos y garantías individuales y colectivas; dentro del ámbito que le enseñan la Constitución y las leyes”…art. 1 ley 5654”.

2) No necesitamos decirlo nosotros que la ley establece funciones judiciales par la Policía “La policía de la Provincia cumple funciones de policía de seguridad y Judicial, con exclusión de aquellos hechos que sean ajenos a su competencia.” Art. 2 de la ley 5654.
Si reducimos a su mínima expresión la función de la Policía y de los jueces no existe dilación en afirmar que las únicas diferencias son en cuanto al tiempo de actuación de uno y otro, la policía es el primer contacto entre el Estado y los Derechos, esto es para preservar su ejercicio o para volver a su estado natural, esto es reestablecer el orden social con el fin de garantizar el estado fáctico del derecho es menester aclarar esto, garantizar en los hechos el derechos.
1- Si el juez necesita de garantías constitucionales para bregar por los valores legales, cuantas mas garantías es menester que la policía tenga ya que nunca el policía tiene ni el tiempo, ni la tranquilidad necesaria en la mayoría de los casos para preservar el orden y cumplir las funciones de garantías.

2- Pensar en un Poder Judicial sin Policía Judicial es pensar en un Poder Judicial mutilado corriendo el riesgo que sus sentencias sean meramente reclamativas.

3- Existen tantas policías o clases de policías como funciones del estado: “policía administrativa, científica, de costumbres, de estrados, de seguridad, gubernativa, internacional, del trabajo, femenina, marítima, militar, municipal, preventiva, secreta, judicial, represiva, sanitaria, y hasta la policía comunitaria como una de las últimas de que se conoce su nombre, pero en lo que concierne al Poder Judicial es conditio sine qua non que el Poder Judicial cuente con una Policía Judicial, esto deviene del art. l65 de la Constitución de Entre Ríos, “El Poder Judicial conoce y decide…. En las causas criminales”….siendo su potestad en ese sentido, exclusiva”. No puede existir un conocimiento independiente ni menos una decisión independiente si no se cuenta con una herramienta humana que dependa directamente del Poder Judicial, ésta es la razón fundamental: ASEGURAR LA INDEPENDENCIA DE LAS DECISIONES JUDICIALES, PRESCRIPTAS EN NUESTRA CONSTITUCION.

4- Y la Segunda razón fundamental no menos valiosa es la necesidad de ir disminuyendo cada vez más la policía ejecutiva, represiva, ya que el tamaño de la policía ejecutiva es inversamente proporcional en las sociedades al grado de educación de una comunidad.

ANEXO:

Constitución de la Provincia de San Luís: “Policía judicial: Artículo 216: El Poder Judicial dispone de la fuerza pública para el cumplimiento de sus decisiones. El Poder Legislativo propende a la creación y estructuración de la policía judicial, integrada por personal con capacitación técnica, exclusivamente dependiente del Poder Judicial.”

Provincia de Buenos Aires: “El Senado y Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de Ley: D 968/01-02 D-50/03-04 D-88/05-06: Artículo 1.- Modificase los artículos 59 y 280 de la L. 11.922, los que quedarán redactados de la siguiente manera: 

Artículo 59.- El Agente Fiscal tendrá las siguientes facultades:

1.- Dirigirá, practicará y hará practicar la investigación penal preparatoria, actuando con la colaboración de la Policía en función judicial, solicitando las medidas que considere necesarias, ante los jueces o ante cualquier otra autoridad.

Por resolución fundada y en las causas complejas, podrá delegar la dirección de la investigación en la Policía en Función Judicial, previa comunicación al Fiscal General y Juez de Garantías:-

Artículo 280.- Carácter de las actuaciones. Todos los procedimientos son públicos.

No obstante en las causas criminales y en la etapa Penal Preparatoria, cuando fuera necesario para la investigación del hecho, podrá disponerse el secreto de la investigación solo por cuarenta y ocho (48) horas, siempre que la publicidad ponga en peligro el descubrimiento de la verdad, entorpezca las diligencias o quita eficacia a los actos, realizados o a realizarse, siendo prorrogable por veinticuatro (24) horas, todo lo que deberá resolverse por auto fundado.

Dicha medida no será oponible al Ministerio Público Fiscal, ni tendrá efecto sobre los actos irreproducibles.

En los casos de delegación previstos por el párrafo segundo del inciso 1º del art. 59, podrá decretarse el secreto por todo el tiempo que dure la medida.-

En este caso será también inoponible a la Defensa.

Artículo 2.- Incorporase como inciso 11 del artículo 294 de la L. 11.922 (texto según leyes 12059 y 12405), el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 294.- Atribuciones. Los funcionarios de la Policía tendrán las siguientes atribuciones:…

11) Dirigir la Investigación Penal Preparatoria, en los casos de delegación previstos por el párrafo segundo, inciso 1 del artículo 59.

En tales supuestos, la Policía en Función Judicial podrá

a. Disponer de todas las medidas necesarias para el esclarecimiento del hecho y decretar el secreto de las investigaciones, con los alcances del art. 280.

b. Requerir directamente del Juez de Garantías las medidas previstas por los Capítulos II, III y IV del Título VIII del Libro Primero del presente Código, debiendo comunicarlas al Fiscal interviniente

c. Ser designado para el diligenciamiento y efectivización de las medidas coercitivas ordenadas por el Juzgado

La Policía deberá informar semanalmente y por escrito al Fiscal, de las actuaciones, diligencias realizadas y el mérito de las mismas. Asimismo deberá informar las denegatorias a las medidas de coerción requeridas, para su eventual impugnación.
Artículo 3.- Modificase el artículo 61 de la L. 12.061, el que quedará redactado de la siguiente manera:

Artículo 61.- Dirección de la actuación policial. Diligencias urgentes: En aquellos casos en los que la demora en proceder pudiere perjudicar gravemente el éxito de la investigación, el Fiscal interviniente comisionará a un miembro de la Policía Judicial o de la policía en función judicial para que se constituya en el lugar del hecho con el objeto de controlar el cumplimiento de las instrucciones impartidas a los preventores. En tales casos, los funcionarios policiales en función judicial deberán practicar las diligencias que aparecieren urgentes a fines de preservar el objeto de la investigación. Para el registro de lugares o requisas de personas deberán requerir la autorización correspondiente al Fiscal interviniente, quien a su vez la solicitará al Juez de Garantías.

En causas complejas en las que se denote organización delictiva y peligrosidad de los participantes y hasta la implementación de la Policía Judicial, por resolución fundada podrá:

a) Delegar la dirección de la investigación durante un término que no podrá exceder los 30 días renovables, en la Policía en Función Judicial.

b) Disponer en el caso del inciso precedente, la reserva de la investigación por el tiempo que dure la delegación, la que resultará inoponible a la defensa

En ambos supuestos, deberá comunicarlos al Fiscal General y Juez de Garantías interviniente.

En ningún caso la delegación podrá comprender la convocatoria ni recepción de la declaración indagatoria del imputado del art. 308 ni la impugnación de las medidas no decretadas por el Juez de Garantías.

El Fiscal podrá indicar o señalar las medidas de prueba u objeto de la investigación a realizarse, sin perjuicio de aquellas que disponga la policía en Función Judicial.
Artículo 4.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

FUNDAMENTOS
Frente a la creciente ola de inseguridad y a los planteos cada vez mas frecuentes por parte de la población, respecto de la inacción policial no solo en la prevención sino en la investigación de los delitos, es que debemos echar mano a las herramientas legislativas para esbozar algunas soluciones coyunturales.

Adelanto en tal sentido que no es mi interés ni mi intención dar marcha atrás al proceso de judicialización de la justicia penal, pero la realidad hoy nos indica que el sistema de garantías sustentado, entre otros principios, en el de la exclusiva dirección judicial de los proceso penales, hoy no solo no es fielmente respetado, sino que además aparece como una ingenuidad en momentos en que las decisiones a tomarse deben ser en algunos casos audaces y hasta relegando ciertos principios.

De acuerdo al texto constitucional y a la organización institucional de nuestro estado provincial, la policía “de seguridad” cumple las funciones de prevenir y reprimir el delito y la policía “judicial” la de llevar adelante las investigaciones judiciales para el eventual “castigo” de los penalmente responsables.

Aún no se encuentra legalmente reglamentada la organización de la Policía Judicial que prevé el art. 166 de la Constitución provincial.

Si bien existen numerosos proyectos e iniciativas, aún no contamos con el instrumento legal que la organice, lo que será recién el puntapié inicial de una policía con amplios conocimientos judiciales para la investigación de los delitos.

Pero mientras se organiza y organice ese cuerpo, la dirección investigativa está actualmente en manos exclusivas y excluyentes del Ministerio Público Fiscal, abarrotado de causas, con escasísimos recursos humanos y tecnológicos.

Por el presente proyecto, solo se tiende a que mientras se organice la Policía Judicial, el Fiscal en la investigación de aquellos casos de delitos graves y complejos, pueda delegar temporariamente en la policía esa dirección pesquisatoria.

Es lógico y razonable que para desmantelar redes delictivas y mientras se especialice y capacite a la policía judicial, se precise del concurso del personal policial que es quien hoy patrulla las calles y cuenta con informaciones directas por su contacto con la gente.

La reforma que impulso se circunscribe a la modificación de los arts. 59, 280 y 294 del CPP y 61 de la Ley Orgánica del Ministerio Público.

En el art. 59 incorporo la posibilidad de delegar la dirección investigativa a la policía, por resolución fundada y con comunicación al Fiscal General y Juez de Garantías.

Este anoticiamiento permitirá por una parte el contralor por el Ministerio Público y Juez de Garantías para evitar abusos o delegaciones infundadas o impropias y por otro, que conforme la facultad que también se otorga en la modificación del art. 294, el Juzgado ya esté previamente notificado.

Uno de los temas más delicados en esta reforma, es el del secreto de las investigaciones.

Con el agregado al art. 280, se posibilita la restricción durante todo el tiempo que dure la medida (es decir, 30 días).- De la manera en que se formula la propuesta, no implica un ocultamiento o veda al ejercicio del derecho de defensa, puesto que esa restricción no será oponible a la defensa y está mas que nada direccionada hacia aquellas investigaciones en las cuales aún no puede darse con el imputado o autor del hecho, justamente para que sin perturbaciones pueda accederse a la verdad.

Con la incorporación del inciso 11 al art. 294, se establecen concretamente los alcances policiales de la delegación, destacándose la que le permite requerir directamente del Juez de Garantías de las medidas de coerción necesarias, en consonancia con la notificación que el Fiscal debió formular al disponer la delegación.

Constitución de la Provincia de San Juan: “SECCION SEXTA PODER JUDICIAL CAPITULO III ATRIBUCIONES Y DEBERES. ATRIBUCIONES Y DEBERES: ARTICULO 207 º.- La Corte de Justicia tiene las siguientes atribuciones y deberes: … 10) Ejerce superintendencia sobre la Policía Judicial.- CAPITULO IV. POLICIA JUDICIAL. ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO: ARTICULO 213º.- El Poder Judicial dispone de la fuerza pública necesaria para el cumplimiento de sus funciones. La Corte de justicia organiza la Policía Judicial, de acuerdo a esta Constitución y a la ley; esta Policía es de su exclusiva dependencia.”
Constitución de la Provincia de Río Negro: “SECCION QUINTA: PODER JUDICIAL, CAPITULO VI: IMPERIO DE SUS FALLOS - POLICIA JUDICIAL: Artículo 223.- El Poder Judicial dispone de la fuerza pública para la ejecución de sus decisiones. Las autoridades deben prestar inmediata colaboración a los jueces y funcionarios judiciales.-Organiza la policía judicial con capacitación técnica para la investigación y participación en los procedimientos.”
Constitución de la Provincia de La Rioja: “CAPITULO VIII, Función Judicial, Artículo 134.- Policía Judicial. Los jueces disponen de la fuerza pública necesaria para el cumplimiento de sus funciones. El Tribunal Superior organiza la Policía Judicial de acuerdo a esta Constitución y a la ley; ésta policía es de su exclusiva dependencia.”

Constitución de la Ciudad Autónoma  de Buenos Aires “TITULO V PODER JUDICIAL CAPÍTULO SEXTO - MINISTERIO PÚBLICO: ARTÍCULO 125.- Son funciones del Ministerio Público: 3. Dirigir la Policía Judicial.”

Constitución de la Provincia de Santiago del Estero: “TÍTULO IV, PODER JUDICIAL, CAPÍTULO I, PRINCIPIOS GENERALES: Artículo 186.- Policía Judicial. La Policía Judicial, dependiente del Superior Tribunal de Justicia y al servicio de los jueces y del Ministerio Público, según lo determine la ley, podrá tener a su cargo las funciones de investigación de los delitos y el aseguramiento de los responsables en los términos que la ley establezca.”

Código Procesal Penal de Entre Ríos Ley 4843 (actual, vigente) ya regula la policía en función judicial: Libro II: CAPITULO II, ACTOS DE LA POLICIA JUDICIAL (Nota: No estando creada la Policía Judicial en Entre Ríos, corresponde a la Policía Administrativa ejercer las funciones de aquélla, conforme le son atribuidas por este Código Procesal Penal). Artículo 186º. Función. La Policía Judicial deberá investigar, por iniciativa propia, en virtud de denuncia o por orden de autoridad competente, los delitos de acción pública, impedir que los cometidos sean llevados a consecuencias ulteriores, individualizar a los culpables y reunir las pruebas para dar base a la acusación. Si el delito fuere de acción pública dependiente de instancia privada, sólo deberá proceder cuando reciba la denuncia prevista por el artículo 7. Artículo 187º. Composición. Serán oficiales y auxiliares de la Policía Judicial los funcionados y empleados a los cuales la ley acuerda tal carácter. Serán considerados también oficiales de la Policía Judicial los de la Policía Administrativa en cuanto están obligados a cumplir las funciones que este Código establece; y auxiliares, los suboficiales y demás empleados de ella. La Policía Administrativa actuará siempre que no pueda hacerlo la Judicial, y desde que ésta intervenga será su auxiliar, sin perjuicio de las ordenes directas que reciban de los Jueces y Fiscales. Artículo 188º. Subordinación. Los oficiales y auxiliares de la Policía Judicial dependerán del Superior Tribunal y cumplirán sus funciones bajo la dirección y vigilancia del Ministerio Fiscal, debiendo ejecutar también las ordenes de los Jueces y Fiscales. Los oficiales y agentes de la Policía Administrativa en cuanto cumplan actos de la Policía Judicial, estarán en cada caso bajo la autoridad de los Jueces y Fiscales, sin perjuicio de la autoridad administrativa a la que estén sometidos. Artículo 189º. Atribuciones. Los Oficiales de la Policía Judicial tendrán las siguientes atribuciones: 1º) recibir denuncias; 2º) cuidar que el cuerpo y los rastros del delito sean conservados y que el estado de las cosas no se modifique hasta que llegue al lugar el Juez o el Agente Fiscal, según corresponda instrucción formal o citación directa; (Nota: Cuidar que el cuerpo y los rastros del delito sean conservados y que el estado de las cosas no se modifique hasta que llegue al lugar el Juez -disposición de aplicación transitoria conforme al art. 3 inc. 1 de la Ley 4.843).3º) si hubiera peligro de que cualquier demora comprometa el éxito de la investigación, hacer constar el estado de las personas, cosas y lugares, mediante inspecciones, planos, fotografías, exámenes técnicos y demás operaciones que aconseje la policía científica; 4º) practicar los secuestros impostergables de los instrumentos del delito y objetos que puedan servir para la investigación; 5º) proceder a los allanamientos sin orden en los casos autorizados y a las requisas urgentes con arreglo a las normas de la instrucción judicial; 6º) ordenar si fuere indispensable la clausura del local en que suponga, por vehementes indicios, que se ha cometido un delito grave o proceder conforme al artículo 281; 7º) interrogar a los testigos; 8º) citar o aprehender al presunto culpable en los casos y forma que este Código autoriza (art. 281 y ss.), y disponer su incomunicación en las condiciones establecidas por el artículo 212, por un término máximo de doce (12) horas, que no podrá prolongarse sin autorización judicial;  9º) recibir declaración al imputado en la forma y con las garantías que este Código establece (arts. 205, 290, 291, 292, 293 y siguientes). Si tal declaración no fuere ratificada judicialmente, no podrá ser incorporada en su oportunidad al debate (Texto según Ley 8326/90); 10º) usar de la fuerza pública en la medida que sea necesario. Los auxiliares de la Policía Judicial tendrán las mismas atribuciones para los casos urgentes o cuando cumplan ordenes de Jueces o Fiscales. Artículo 190º. Secuestro de Correspondencia. Prohibición. Los oficiales y auxiliares de la Policía Judicial no podrán abrir la correspondencia que secuestren, sino que la remitirán intacta a la autoridad judicial competente. Sin embargo en los casos urgentes podrán ocurrir a la más inmediata, la que autorizará la apertura si lo creyere oportuno. Artículo 191º. Comunicación y Procedimiento. Los oficiales de la Policía Judicial comunicarán inmediatamente al Agente Fiscal los hechos delictuosos que lleguen a su conocimiento, y al Juez de instrucción, los de su competencia. Cuando no intervengan enseguida el Juez o el Fiscal, los Oficiales de la Policía Judicial realizarán una investigación preliminar observando en lo posible, salvo que corresponda citación directa, las normas de la instrucción formal. El sumario de prevención, en el que se hará constar lugar y fecha, en que fue iniciado, las generales de las personas que en él intervienen y las declaraciones recibidas, informes producidos y diligencias practicadas, será remitirlo a la autoridad judicial competente dentro del término de diez (10) días, el que podrá prorrogarse por otro tanto si la investigación, distancias o dificultades insalvables así lo exigieren, de lo que se dejará constancia. (Nota: Comunicación y Procedimiento. Los Oficiales de la Policía Judicial comunicarán inmediatamente al Juez de Instrucción los hechos delictuosos que lleguen a su conocimiento. Cuando no intervenga enseguida el Juez, los Oficiales de la Policía Judicial realizarán una investigación preliminar, observando en lo posible, l as normas de instrucción formal. El sumario de prevención, en el que se hará constar el lugar y fecha en que fue iniciado, las generales de las personas que en él intervienen y las declaraciones recibidas, informes producidos y diligencias practicadas, será remitido a la autoridad judicial competente dentro del término de diez (10) días, el que podrá prorrogarse por otro tanto si la investigación, distancias o dificultades insalvables así lo exigieran -disposición de aplicación transitoria conforme lo impuso el art. 4 de la Ley 8326/90, la cual mantuvo la norma transitoria según el art. 3 de la Ley 4843 con la presente redacción). Artículo 192º. Casos de Citación Directa. Cuando se investigue un delito que dé lugar a citación directa, los Oficiales de la Policía Judicial redactarán un acta en la que harán constar todas las diligencias que practiquen, especificando con la mayor exactitud posible el hecho, las inspecciones, operaciones técnicas y declaraciones recibidas, como asimismo toda circunstancia útil. El acta será firmada, previa lectura, por el Oficial y en lo posible, por las demás personas que hubieren intervenido. (Nota: Su aplicación total quedó en suspenso en los términos dispuestos por la disposición transitoria del art. 3 inc. 2º de la Ley 4.843). Artículo 193º. Sanciones. Los oficiales y auxiliares de la Policía Judicial que violen disposiciones legales o reglamentadas, que omitan o retarden la ejecución de un acto propio de sus funciones o lo cumplan negligentemente, serán reprimidos por los Jueces o los Tribunales, de oficio o a pedido del Ministerio Fiscal y previo informe del interesado. La sanción que corresponda podrá graduarse entre un apercibimiento, multa de 500 a 5.000 pesos m/n, y arresto hasta de quince (15) días, sin perjuicio de la suspensión, cesantía o exoneración que pueda disponer el Superior Tribunal, y de la responsabilidad penal que pueda corresponder. Los oficiales y agentes de la Policía Administrativa en cuanto actúen en reemplazo de la Policía Judicial (art. 188, última parte), podrán ser objeto de las mismas sanciones, pero la suspensión, cesantía o exoneración de ellos sólo podrá ser dispuesta por el Poder ejecutivo.

Código Procesal Penal de Entre Ríos Ley 9754 (aún no entra en vigencia) regula la policía en función judicial en forma indirecta, -por lo que deberá adaptarse con arreglo al código procesal actual-: “Libro Segundo INVESTIGACIÓN PENAL PREPARATORIA Título I NORMAS FUNDAMENTALES Capítulo I DISPOSICIONES GENERALES ARTICULO 203.- Competencia. Los delitos de acción pública serán investigados con arreglo a las disposiciones de este título. Su investigación se llevará a cabo mediante la Investigación Penal Preparatoria a cargo del Ministerio Público Fiscal, conforme las disposiciones de esta ley y la reglamentación que se dicte. ARTÍCULO 204.- Finalidad de la Investigación. La Investigación Penal Preparatoria tendrá por objeto: a) Impedir que el delito cometido produzca consecuencias ulteriores; b) Investigar los hechos con apariencia de delitos fueran denunciados o conocidos, con la finalidad de preparar la eventual acusación que permita el juicio penal a sus responsables o determinar el sobreseimiento; c) Reunir los elementos que permitan: 1) La individualización de los presuntos autores, partícipes, cómplices o instigadores; 2) Comprobar las circunstancias que agraven o atenúen la responsabilidad penal de los imputados; 3) Determinar las circunstancias que permitan establecer la existencia de causales de justificación, inculpabilidad, inimputabilidad o excusas absolutorias; 4) Comprobar la extensión del daño causado por el hecho; 5) Averiguar la edad, educación, costumbres, condiciones de vida, medios de subsistencia y antecedentes del Imputado; el estado y desarrollo de sus facultades mentales, las condiciones en que actuó y las demás circunstancias que tengan vinculación con la ley penal.

ARTÍCULO 205.- Oportunidad. En los casos en que se autorice la aplicación de criterios de oportunidad para establecer la prioridad en la persecución penal, el Fiscal decidirá el archivo de las actuaciones dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 210, sin perjuicio de su investigación posterior. ARTÍCULO 206.- Actuación directa e indirecta. El Fiscal deberá proceder directa e inmediatamente a la investigación de los hechos que aparezcan cometidos en el ámbito de su competencia territorial y material, de conformidad a la ley respectiva. Practicará los actos de investigación necesarios y, cuando corresponda, requerirá la intervención del Juez de Garantías. Las diligencias a practicar fuera de su ámbito territorial, se encomendarán al Fiscal que corresponda. No obstante ello, el Fiscal actuante podrá autorizar al Fiscal Adjunto, a los Investigadores Fiscales y/o a cualquier otro funcionario judicial o policial o de las fuerzas de seguridad, siempre que no considere necesario trasladarse para actuar directamente o cuando la urgencia del caso no lo permita, o resulte apropiada la utilización de cualquier medio técnico para desarrollar el acto. ARTÍCULO 207.- Actuación policial inmediata. Recibida una denuncia, noticia criminis, o producida cualquier circunstancia que dé motivo a proceder en ejercicio de la acción penal, sin perjuicio de la inmediata comunicación por cualquier medio al Fiscal o al Fiscal Adjunto, los funcionarios policiales deberán realizar inmediatamente los actos urgentes y necesarios para impedir que los hechos cometidos sean llevados a consecuencias ulteriores y asegurar los elementos de prueba que ayuden al esclarecimiento del hecho y a la individualización o aprehensión de sus autores. La denuncia, y en su caso los elementos vinculados a ella, serán remitidos al Fiscal que corresponda en el término máximo de 24 horas. Se considerará falta grave del funcionario policial la falta de comunicación al Fiscal o al Fiscal Adjunto dentro de las 12 horas de recibida la denuncia y falta de entrega de la denuncia al Fiscal fuera del plazo de 24 horas. ARTÍCULO 208.- Atribuciones de la Policía. Son atribuciones y deberes de la Policía: 1) Recibir denuncias. 2) Cuidar que los rastros materiales que hubiere dejado el delito sean conservados y que el estado de cosas no se modifique hasta que llegue al lugar el Fiscal. 3) Disponer, en caso necesario, que ninguna de las personas que se hallaren en el lugar del hecho o sus adyacencias se aparten del sitio mientras se lleven a cabo las diligencias que correspondan, de lo que deberá darse cuenta inmediatamente al Fiscal. 4) Si hubiere peligro que cualquier demora comprometa el éxito de la investigación, hacer constar el estado de las personas, las cosas y los lugares mediante los procedimientos técnicos necesarios. 5) Proceder a los allanamientos, a las requisas urgentes y los secuestros impostergables, de conformidad a las disposiciones de este Código. 6) Aprehender a los presuntos culpables en los casos y formas que este Código autoriza. ARTÍCULO 209.- Atribuciones de los Investigadores Fiscales. El personal de investigación de la Fiscalía, tendrá además de las enunciadas en el artículo anterior las siguientes atribuciones y deberes: 1) Interrogar a los testigos. 2) Informar al presunto imputado y a la víctima sobre los derechos constitucionales que los asisten y los que este Código reglamenta. 3) Si fuere indispensable, ordenar la clausura del local en que se suponga, por vehementes indicios, que se ha cometido un delito grave, o proceder conforme al artículo 342, con noticia inmediata al Juez de Garantías.”

En virtud de lo expuesto invito a la aprobación del presente Texto.

Emiliano Acharta – Adriana De la Cruz de Zabal – Darío R. Gianfelici – María M. Haiek.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 760)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Agréguese al texto constitucional complementando el art 9 con el artículo 9 Bis que dice:

“La Educación es el derecho de y para todos de aprender a lo largo de toda la vida y acceder a los conocimientos y la información, necesarios para el ejercicio ciudadano en una sociedad democrática, justa y culturalmente diversa.”

DE PAOLI – CEPEDA – ROGEL.

FUNDAMENTOS

El tiempo social, que es múltiple y complejo, debe re-visitarse y construirse desde donde se produce. Aunque el presente esté saturado de “Ahoras”, la educación para toda la vida, nos conmueve a pensar no solamente en el tiempo de la formación, sino en la formación como tiempo, acercándonos a la temporalidad apropiada por la subjetividad de cada sujeto.

La educación de y para todos puede transitar de modo horizontal y vertical, para aquellos que estén en el sistema formal y también para quienes desde afuera con experiencias heterogéneas, desarrolladas desde su propia identidad y con múltiples saberes, tengan igual posibilidad de continuar aprendiendo y que en ningún caso (educación formal o no formal) signifiquen terminalidad, la travesía del conocimiento puede durar toda la vida.

“La obligación social hoy - afirma Tenti Fanfani- es con los conocimientos” y si recordamos, Gramsci nos dijo “Un auténtico pensador, no necesita que nadie piense por él.”

Estimulados por la Ley de Reforma Parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, Nº 9768, Art. 1º, inc. 42 a: “Garantizar………, la educación permanente……”, proponemos un texto 9 Bis que favorece la serie conceptual del derecho a enseñar y aprender para todos los habitantes.

Además de ampliar la obligatoriedad, de contemplar a los jóvenes, a la educación superior y a la cultura, debemos fortalecer el concepto de que la educación es un instrumento irrenunciable de cambio y que contribuye a superar la marginación y la exclusión, siendo además garantía de paz social y es en este sentido precisamente que debemos incluir pautas de educación durante toda la vida ya que nadie puede esperar hoy que el acervo inicial de conocimientos que se constituyen en las etapas obligatorias de la educación alcancen para toda la vida, en razón de que en la dinámica del mundo hoy, existe una actualización permanente saber. La educación durante toda la vida representa la clave para transitar en el siglo XXI en que deben dejar de considerarse ciclos cerrados e independientes para considerarlos imbrincados, concurrentes, complementarios y articulados.

Sr. Presidente, en razón de los fundamentos expresados solicitamos la incorporación de este artículo al texto constitucional que complementa y amplía los alcances del artículo 9.

Griselda L. De Paoli – Silvina E. Cepeda – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 763)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1º: Incorpóranse a la Sección I, Declaraciones, Derechos y Garantías, a continuación del actual artículo 19°, los siguientes artículos:

Art.…: La Caja de Jubilaciones y Pensiones de la Provincia es el órgano de seguridad social de la Provincia de Entre Ríos. Otorga Jubilaciones y Pensiones a funcionarios y empleados provinciales y municipales. Sus resoluciones agotan la vía administrativa.

La estructura y autoridades de la Caja se determinan por ley. La Federación de Jubilados y Pensionados de la Provincia de Entre Ríos participa en su conducción con derecho a ejercer auditoría externa sobre aspectos administrativos-contables de la gestión.

Art…: Toda remuneración de funcionarios y empleados provinciales y municipales tiene carácter remunerativo y bonificable. El total de haberes es la base económica para el cálculo de aportes al sistema de seguridad social.

ARTÍCULO 2º: Derógase el inciso 27º del artículo 135.

REGGIARDO – DÍAZ (Carlos)

FUNDAMENTOS

La Ley 9768 autoriza a la Convención Constituyente la posibilidad de reformar el art. 135° inc. 27 de la Constitución Provincial que actualmente determina la atribución del Poder Ejecutivo para conceder pensiones y jubilaciones.

Permite, también, ampliar las normas e instituciones referidas a la materia de seguridad social sin alterar los preceptos establecidos en el art. 19° e introducir normas sobre control de gestión externa de los organismos estatales autónomos y/o autárquicos.

Desde el año de sanción de la Constitución actualmente vigente (1933) al presente, se han producido, en el plano de la realidad, significativas variaciones por numerosas causas (económicas, políticas, institucionales, demográficas, culturales) que determinan la conveniencia de actualizar las normas constitucionales que tratan el tema con el objetivo de brindar a los destinatarios mayor seguridad jurídica, celeridad en el trámite para la obtención del beneficio y posibilidades de control externo que coadyuven a una mejor calidad de gestión.

El actual sistema que atribuye al Ejecutivo la exclusividad en la concesión de las jubilaciones y pensiones provinciales ha demostrado en la práctica entorpecimiento, dilaciones e inconvenientes que conspiran contra la inmediatez, celeridad y economía que debieran regir como principios rectores del procedimiento administrativo previsto para la obtención de los beneficios previsionales provinciales.

Otro aspecto trascendente para la regular gestión de la Caja lo constituye el modo en que el Estado reconoce conceptos integrativos del haber de los empleados en actividad sobre los que se deduce el porcentual de aportes jubilatorios.

En este orden, de manera constante el Estado ha adoptado el criterio de pagos “no remunerativos” o “en negro” que no se incluyen en la base económica para el cálculo de los aportes jubilatorios.

De allí que el derecho a percibir un importe de beneficio acorde con los reales haberes obtenidos en actividad quede conculcado en perjuicio no sólo de los legítimos acreedores a jubilación o pensión sino la economía de la propia Caja, ya que ingresan a ésta cantidades inferiores de dinero que le impiden cumplir satisfactoriamente el rol que le asigna el sistema.

Las continuas crisis financieras que afronta la Caja por esta razón han sido sorteadas transitoriamente con subsidios del Estado, paliativos que no son genuinos ni aconsejables debido a que desnaturalizan la función y contribuyen a un innecesario endeudamiento cuyo peso recae sobre los administrados, en particular, aquellos que con su empleo público conforman los fondos de reparto.

Es así, entonces, que sea oportuno y conveniente revisar los preceptos y temas específicos habilitados por la Ley n° 9768 incorporando al texto constitucional normas que permitan resolver con sentido superador las actuales falencias que observa el sistema vigente.

En función de lo expuesto proponemos la derogación del actual inc. 27) del artículo 135 delegando en el propio organismo previsional provincial el deber y la atribución funcional de otorgar los beneficios de jubilación y pensión, reconocidos éstos como derechos de quienes legítimamente han cumplido con la cantidad de aportes que establece la Ley.

Por tal motivo, la palabra “concesión” nos resulta inadecuada ya que conceptualmente está más ligada a la discrecionalidad del otorgante que a deberes propios de la función pública.

El proyecto puesto a consideración reconoce a la Caja la atribución de otorgar jubilaciones y pensiones instaurando sus pronunciamientos como última instancia administrativa con habilitación recursiva directa a la potestad revisora del Poder Judicial competente en materia contencioso-administrativa.

Esta concepción condice y asegura en la práctica los principios de la seguridad social, en particular, los de inmediatez, celeridad y economía, inmanentes a la naturaleza del derecho de que se trata y que deben presidir el accionar de la institución.

A fin de fortalecer el sistema consideramos útil y necesario que el texto constitucional admita y garantice el derecho a la participación en la conducción de la Caja de la organización civil que nuclea a los Jubilados y Pensionados de la Provincia, a la que se le reconoce un rol en la conducción del organismo y la facultad de ejercer una auditoría externa constante con el fin de coadyuvar al conocimiento oportuno, objetivo y concomitante de la gestión administrativa y contable de la Caja.

Las ventajas de las auditorías externas ha sido ampliamente reconocida debido a que complementa las auditorías o controles internos del organismo brindando mayor seguridad sobre la actuación de sus administradores responsables.

Por último, consideramos que es absolutamente necesario proteger la Caja y los afiliados mediante la expresa prohibición al Estado del pago bajo la modalidad de conceptos “no remunerativos” o “en negro” a efectos de evitar el desvío o faltante de recursos genuinos que deberían conformar las acreencias que le posibilitarían cumplir eficazmente sus fines.

Una vez más reiteramos la necesidad de que la Reforma de la Constitución Provincial en la que estamos empeñados dote al Estado de herramientas institucionales idóneas para que los derechos y garantías declamados en sus preceptos se transformen y traduzcan al plano de la realidad a través de actos, conductas y resultados que beneficien al pueblo de la Provincia.

Este proyecto se enmarca coherentemente en ese principal objetivo.

Santiago C. Reggiardo – Carlos C. Díaz.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 764)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Disposición Transitoria: “La Provincia de Entre Ríos ratifica la imprescriptible soberanía de la Nación Argentina sobre las Islas Malvinas y los demás espacios marítimos e insulares del Atlántico Sur”.

Disposición Transitoria: “Los veteranos de la guerra del Atlántico Sur residentes en la Provincia de Entre Ríos, que carezcan de suficiente cobertura social, tendrán preferencia en los servicios o programas de salud, vivienda, trabajo, educación, capacitación profesional y en el empleo público”.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

El presente proyecto tiene por objeto incorporar una cláusula constitucional a fin de garantizar una asistencia y protección integral a los veteranos de guerra de las Islas Malvinas Georgias del Sur y Sándwich del Sur.

La guerra por la recuperación de las Islas Malvinas constituye uno de los episodios más dolorosos de nuestra historia reciente, no sólo por la derrota en el campo de batalla, sino por sus implicancias a nivel social. A nadie escapa que un buen número de entrerrianos que luchó en el conflicto, ha resultado seriamente afectado física y emocionalmente, viendo frustrados sus proyectos de vida al encontrarse seriamente limitados para reinsertarse en la comunidad, víctimas del fantasma de la guerra que ya nunca abandonará sus mentes y sus corazones.

Pero además no sólo las consecuencias directas de la guerra han dejado mella en el alma de estos compatriotas que entregaron sus vidas en defensa de la Nación Argentina, también fueron víctimas del olvido o la indiferencia de la sociedad y de los gobernantes que muchas veces, referenciaron el valor de estos hombres en sus discursos pero jamás asumieron el compromiso de proveer una compensación adecuada que signifique un verdadero reconocimiento y agradecimiento al valor y la hombría de estos héroes.

En este contexto no podemos obviar que la guerra de las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sándwich del Sur se erige como una causa de todos los argentinos, quienes nunca hemos de olvidar la heroica tarea llevada adelante por nuestros veteranos de guerra quienes eternamente serán acreedores de nuestro respeto y más alta consideración.

Todos sabemos lo difícil que ha sido para nuestros veteranos de guerra el regreso a casa: han atravesado dificultades laborales, de vivienda, y sobre todo asistenciales, a raíz de las secuelas de la terrible experiencia que les ha tocado vivir.

Consideramos que no resulta suficiente que la sociedad evoque la causa de Islas Malvinas Georgias del Sur y Sándwich del Sur, en remembranza de aquel 2 de Abril de 1982; el reconocimiento a nuestros héroes demanda otro tipo de respuesta.

Asimismo el anhelo que los territorios por los que tanta sangre se derramó vuelvan a estar bajo dominio patrio, debe ser enunciado como cláusula transitoria, precisamente porque todos aguardamos una pronta y pacífica recuperación.

Por tanto, este proyecto tiene por objeto garantizar mediante acciones positivas, a todos aquellos veteranos de guerra una asistencia y protección integral y por otro lado ratificar la soberanía nacional sobre aquéllos territorios.

El tratamiento propuesto ha sido receptado también en los siguientes textos:

Constitución reformada de la Ciudad de Buenos Aires. Cláusulas Transitorias vigésimo primera.

Constitución reformada de la Provincia de Buenos Aires. Sección I Declaraciones, Derechos y Garantías, Art. 36 inciso 10

Constitución reformada de la Provincia de Formosa. Primera parte Capítulo Primero, Art. 8 de Declaraciones, Derechos y Garantías.

Constitución reformada de la Provincia de Neuquén. Primera parte Derechos y Garantías, Art. 20.

Constitución reformada de la Provincia de Corrientes. Disposiciones Generales.

Constitución reformada de la Provincia de Chubut. Primera parte, Declaraciones Derechos, Garantías y Deberes, Capítulo II, Derechos Sociales, Art. 36.

Constitución reformada de la Provincia de Santiago Del Estero. Art. 31

Por todo lo expuesto, solicito al Sr. Presidente la aprobación del presente proyecto.

Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 765)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCION I

DECLARACIONES, DERECHOS Y GARANTIAS

Respeto y protección de la vida.

Art….: La vida, desde su concepción y hasta su fin natural; la dignidad y la integridad física y moral de la persona son intangibles. Su respeto y protección es deber de todos y en especial de los poderes públicos.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

1. Habilitación:

Conforme lo establecido en el ART. 1º la ley 9768, en particular el inciso 20 : “Incorporar los derechos de las mujeres, niños, ancianos y personas con capacidades especiales y/o diferentes (…)” teniendo presente que la reserva formulada por la República Argentina al ratificar la Convención sobre los Derechos del Niño en cuanto aclara nuestro país considera “niño” a toda persona desde el momento de su concepción y hasta los dieciocho años de edad y el inciso 21 que habilita a: “ Incorporar las medidas y previsiones sobre Derechos Humanos implementadas en los Pactos, Tratados y Convenciones Internacionales sobre la materia, así como la interpretación que de ellos hagan los organismos internacionales de protección y control de tales Pactos” determinan que la Convención Constituyente se encuentra facultada para sancionar el presente proyecto de reforma, tendiente a la protección y respeto de la vida humana desde la concepción y hasta su fin natural.

Esta habilitación, asimismo, encuentra su apoyo en la evidente realidad de que el derecho a la vida y a la personalidad jurídica son, estrictamente, derechos fundamentales, es decir, aquellos que dan fundamento a todos los demás derechos y garantías, sin los cuales estos no existen por carecer de apoyatura.

a) Antecedentes Legales:
Resulta ser el Código Civil redactado por el Dr. Dalmacio Velez Sársfield y sancionado como ley Nº 340 en fecha 29 de septiembre de 1869, el antecedente inicial en este camino tendiente al respeto y protección de la vida humana desde la concepción, al establecer de manera expresa y concluyente en el art. 70 que: “Desde la concepción en el seno materno comienza la existencia de las personas (…)”.

La legislación punitiva argentina, sancionada en consecuencia en el año 1921 y vigente a la fecha, protege al feto a partir del momento de su concepción y lo considera persona desde ese instante reprimiendo al que le diere muerte directa o indirectamente, cualquiera sea su grado de desarrollo (art. 85, Código penal).
b) Antecedentes Constitucionales. Los Tratados Internacionales con Jerarquía Constitucional:

1. La Constitución Nacional de 1994.

La reforma de 1994 introdujo, en esta y otras materias, cambios sustanciales en nuestro sistema constitucional. Uno de ellos consiste en la constitucionalización de los Tratados y Convenciones sobre Derechos Humanos, que enumera expresamente y de otros que en el futuro así sean calificados por el Congreso con la mayoría especial que el articulo 75 inciso 22 indica.

Esta modificación constitucional se advirtió en la propia Convención Constituyente de Santa Fe –Paraná, “… tiene una importancia fundamental y básica para el prestigio internacional de nuestra Patria…”, “…damos un salto de décadas y casi secular en materia de derechos” (Intervención del convencional ZAFFARONI, Convención Nacional Constituyente, 23ª Sesión Ordinaria (Continuación), 3-VIII-1994, pags. 3009 y 3008 respectivamente).

Asimismo, se destaco allí que “La consagración de la jerarquía constitucional de los tratados y convenciones internacionales sobre derechos humanos es, sin duda alguna, uno de los aportes mas valiosos de esta Convención Constituyente a las profundización de nuestra democracia. La justificación del propio sistema democrático radica en ser el medio más idóneos para la protección y promoción de estos derechos inalienables y de la dignidad humana” (Inserción solicitada por el convencional ALFONSIN, Convención Nacional Constituyente, 23ª Sesión Ordinaria (Continuación), 3-VIII-1994, pag. 3093).

Dicha innovación, sin embargo encuentra ciertos precedentes en las Constituciones Provinciales.

Es que, en relación con la incorporación expresa al texto constitucional de un tratado internacional, tal como acontece con el art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, puede destacarse el antecedente especifico de la Constitución de la Provincia de Neuquén, de 1957, en la cual se establece que: “Art. 13 - Los habitantes de la Provincia gozan en su territorio de todos los derechos y garantías enumerados en la Constitución Nacional y en esta Constitución, con arreglo a las Leyes que reglamenten su ejercicio y de los Derechos del Hombre sancionados por la organización de las Naciones Unidas en París en 1948, los que se dan por incorporados al presente texto constitucional”.

Luego la Constitución de la Provincia de San Juan, de 1986, por su parte consagra bajo el titulo de “Derechos Implícitos” el Art.12. “La enumeración de libertades, derechos y garantías establecidos en esta Constitución, no deben entenderse como la negación de otros derechos, libertades y garantías no enumeradas, siempre que fluyan del espíritu de ésta, de la Constitución Nacional y de la Declaración Universal de los Derechos Humanos.”

En el mismo sentido, otras constituciones provinciales previas a la Reforma de la Constitución Nacional de 1994, al establecer los derechos y garantías de los que gozan las personas en sus jurisdicciones, incluyeron, entre esos derechos y garantías – y sus correspondientes deberes y restricciones-, además de los receptados por la Constitución Nacional, los que nacen de “la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y los tratados universales o regionales de derechos humanos ratificados por la Nación” (Constitución de la Provincia de San Luis, articulo 11, primer párrafo); y aquellos reconocidos en “los tratados internacionales ratificados por la Republica Argentina” (Constitución de la Provincia de Córdoba -1987-, art.18; y Constitución de la Provincia de Tierra del Fuego -1991-; art. 13)

Bajo estas premisas, la Convención Nacional Constituyente de 1994, incorporó en el artículo 75 inciso 22, los “Tratados Constitucionales” que se encuentran, en la “pirámide jurídica” o en el sistema del ordenamiento jurídico interno, en el mismo nivel que la Constitución Nacional. Esto quiere decir que le ordenamiento jurídico le reconoce el mismos carácter fundante y de referencia – punto de comparación para la validez de las restantes normas-, que el que le corresponde al propio texto constitucional.

Art. 75 inciso 22: “(…) Los tratados y concordatos tienen jerarquía superior a las leyes. La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; en las condiciones de su vigencia, tienen jerarquía constitucional, no derogan artículo alguno de la primera parte de esta Constitución y deben entenderse complementarios de los derechos y garantías por ella reconocidos. Sólo podrán ser denunciados, en su caso, por el Poder Ejecutivo nacional, previa aprobación de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara. Los demás tratados y convenciones sobre derechos humanos, luego de ser aprobados por el Congreso, requerirán del voto de las dos terceras partes de la totalidad de los miembros de cada Cámara para gozar de la jerarquía constitucional.”

En este orden de ideas, los tratados constitucionales al complementar la Primera Parte de la Constitución Nacional sin que se admitan derogaciones de esta por parte de aquellos, resulta evidente que todos estos tratados deben integrarse en un sistema unitario, como lo es el propio texto de la Constitución.

La regla de la complementariedad de los tratados entre si y con el texto constitucional es de especial trascendencia. Así por ejemplo, la afirmación del articulo 1º de la Declaración Universal de los Derechos Humanos (Asamblea General de las Naciones Unidas, 10 de diciembre de 1948) “Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los otros.” no limita estos derechos a la libertad e igualdad y al trato fraternal solo para ser invocados por los seres humanos nacidos. Por el contrario, la citada norma debe complementarse (perfeccionarse), en nuestro ordenamiento jurídico, con, por ejemplo, con la “Convención Americana sobre Derechos Humanos” (suscripta en San José de Costa Rica en fecha 7 al 22 de noviembre de 1969) que establece:

Articulo 1. “Obligación de Respetar los Derechos: 2) Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano”; el Artículo 3.  “Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica: Toda persona tiene derecho al reconocimiento de su personalidad jurídica.”; el Artículo 4.  “Derecho a la Vida: 1) Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente”.

En consecuencia, el concebido no nacido es un ser humano con iguales derechos – de ejercicio según su condición- que el ser humano nacido, entre ellos el derecho a la libertad, al trato igualitario y fraterno. No hay seres humanos de distinta categoría.

Con este mismo sentido tutelar, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Nueva York, 1966) establece: Articulo 6.1 “El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente” y para el caso de los países donde la pena de muerte subsista, el Pacto la restringe, como una medida de excepcionalidad y mas extrema gravedad, razón por la cual la excluye en los caso enumerados en el Articulo 6.5: “No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de menos de 18 años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez.” (en igual sentido, art. 4.5 de la “Convención Americana sobre Derechos Humanos” que también excluye de esta pena a los ancianos).
Debemos, asimismo, tener presente la reserva que formuló la República Argentina al ratificar la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989 –legislación actualmente vigente y de Jerarquía Constitucional por la que se aclaraba que nuestro país considera “niño” a toda persona desde el momento de su concepción y hasta los dieciocho años de edad.
Desde la óptica particular de la represión de un especifico delito contra la humanidad, la “Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio” (Naciones Unidas, 1948) da especial protección a la vida frente a los atentados perpetrados “con la intención de destruir, total o parcialmente, un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal” (art. 2). Entre las disposiciones que la Convención adopta se destaca, en lo que aquí interesa, la tipificación como “Delito de Genocidio” a las “medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno de un grupo” (art. 2-d), protegiendo así, tanto la subsistencia del conjunto como a sus miembros no nacidos.
También los tratados constitucionales reconocen la especial significación de la vida en el seno materno, y su relación con el bienestar de la madre. Protegiendo a la madre embarazada se salvaguarda la vida del por nacer, y así lo regula la “Convención sobre la Eliminación de Todas las formas de Discriminación contra la Mujer” (Naciones Unidas, 1979) en sus arts. 11.2 a y d y 12.2. Vale recordar que el derecho a la salud acordado en este tratado a las madres embarazadas, se potencia en el ordenamiento jurídico Argentino, pues la protección comienza desde la concepción del por nacer, tutela que habilita y fundamenta la existencia de los Planes Maternos –Infantiles desde el inicio del embarazo a cargo de las Obras Sociales y del Estado.

Finalmente, en concordancia con lo argumentado, es de trascendental importancia la regulación contenida en la “Convención sobre los Derechos del Niño” (Naciones Unidas, 1989), que debe interpretarse conforme la ya mencionada reserva realizada por la Republica Argentina al suscribirlo, al clarificar que nuestro país considera “NIÑO” a toda persona desde el momento de su concepción y hasta los dieciocho años de edad.

Así el Articulo 7º de la Convención establece: “Los Estados partes reconocen que todo niño tiene el derecho intrínsico a la vida” y agrega que estos Estados “garantizaran en la máxima medida posible la supervivencia y desarrollo del niño” y por ello en protección de la salud del niño (art.24) los Estados asumen el deber de adoptar “medidas apropiadas” para “asegurar atención sanitaria prenatal y posnatal apropiada a las madres” (art. 24.d), es decir, se atiende al niño a través de la madre.

En este orden de ideas y en coherencia con los derechos y garantías descriptos, debemos tener presente el nuevo plan del gobierno nacional elaborado a inicios de este año 2008 y se denomina, PLAN NACER, impulsado por el Ministerio de Salud y Ambiente de la Nación, brindará más y mejor salud a las embarazadas y niños y niñas desde la concepción y hasta seis años que no posean cobertura social. El Plan Nacer Argentina se instrumenta en conjunto con las Provincias en el marco del Plan Federal de Salud e intenta reducir en un 50% la mortalidad infantil. Comienza en las provincias del NOA y NEA, donde aspira a inscribir a casi un millón de beneficiarios. (Cfr. www.nacer.gov.ar).

2. Las Constituciones Provinciales:

La protección del derecho a la vida desde su momento inicial es un punto central del constitucionalismo moderno. Así gran parte de las Constituciones Provinciales mas modernas optaron por consagrar el derecho a la vida desde el momento de su concepción, además de establecer que ello exige- repárese, como obligación- el respeto y protección por la comunidad y, especialmente por el propio Estado.

CONSTITUCION DE LA PROVINCIA DEL CHACO

Art. 15.- La Provincia, dentro de la esfera de sus atribuciones, garantiza a todas las personas el goce de los siguientes derechos 1. A la vida y a la libertad, desde la concepción; a la integridad psicofísica y moral.

CONSTITUCION DE LA PROVINCIA DE CATAMARCA

Artículo 64º.- III- De la niñez: 1º.- A la vida, desde su concepción

CONSTITUCION DE LA CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES

ARTÍCULO 10.- Rigen todos los derechos, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional, las leyes de la Nación y los tratados internacionales ratificados y que se ratifiquen. Estos y la presente Constitución se interpretan de buena fe. Los derechos y garantías no pueden ser negados ni limitados por la omisión o insuficiencia de su reglamentación y esta no puede cercenarlos.

CONSTITUCION DE LA PROVINCIA DE CORDOBA

Artículo 19. Todas las personas en la Provincia gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio: 

1. A la vida desde la concepción, a la salud, a la integridad psicofísica y moral y a la seguridad personal.

CONSTITUCION DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES

Artículo 12.- Todas las personas en la Provincia gozan, entre otros, de los siguientes derechos:

A la vida, desde la concepción hasta la muerte natural.

CONSTITUCION DE LA PROVINCIA DE CHUBUT

ARTICULO 18. Todos los habitantes de la Provincia gozan de los derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional y la presente, con arreglo a las leyes que reglamentan su ejercicio.

En especial, gozan de los siguientes derechos:

1. A la vida desde su concepción y a la dignidad e integridad psicofísica y moral, las que son inviolables. Su respeto y protección es deber de los Poderes públicos y la comunidad.

CONSTITUCION DE LA PROVINCIA DE TUCUMAN

Art. 40. - Dentro de la esfera de sus atribuciones, la Provincia procurará especialmente que las personas gocen de los siguientes derechos:

A una existencia digna desde la concepción con la debida protección del Estado a su integridad psicofísica con la posibilidad de disponer de una igualdad en las oportunidades

CONSTITUCION DE LA PROVINCIA DE JUJUY

-Derecho a la vida. Artículo 19. 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida y está protegida por la Constitución y la ley 

2. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes conexos con los políticos. 

3. Si se dictare ley nacional que estableciera la pena de muerte, todo condenado a ella por sentencia judicial firme tendrá derecho a solicitar el indulto o la conmutación. No se podrá ejecutar la pena de muerte mientras la solicitud estuviere pendiente de decisión ante autoridad competente. 

4. Toda persona debe respetar la vida de los demás y está obligada a actuar de modo tal que no produzca hechos, actos u omisiones que pudieren amenazar o hacer peligrar la existencia sana, digna y decorosa de sus semejantes

CONSTITUCON DE SAN LUIS

Respeto y protección de la vida

Art. 13. La vida desde su concepción, la dignidad y la integridad física y moral de la persona son intangibles. Su respeto y protección es deber de todos y en especial de los poderes públicos.

Evitar la desaparición forzada de personas es deber indelegable y permanente del Estado Provincia.

CONSTITUCION DE LA PROVINCIA DE SANTIAGO DEL ESTERO

Artículo 16º: Derechos individuales. Todas las personas gozan en la Provincia de los siguientes derechos:

1. A la vida en general desde el momento de la concepción;

CONSTITUCION DE LA PROVINCIA DE TIERRA DEL FUEGO, ANTÁRTIDA E ISLAS DEL ATLÁNTICO SUR
Artículo 14.- Todas las personas gozan en la Provincia de los siguientes derechos:

1 - A la vida desde la concepción.

Por las razones expuestas, Sr. Presidente, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de reforma en tan trascendente tema.

Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXVI
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 766)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo xx: La Provincia de Entre Ríos asegura la tutela judicial continua y efectiva, el acceso irrestricto a la justicia, la gratuidad de los trámites y la asistencia letrada a quienes carezcan de recursos suficientes y la inviolabilidad de la defensa de la persona y de los derechos en todo procedimiento administrativo o proceso judicial.

Las causas deben decidirse en tiempo razonable. El retardo en dictar sentencia y las dilaciones indebidas cuando sean reiteradas, constituyen falta grave. Toda decisión administrativa o jurisdiccional debe fundarse razonada y suficientemente.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

La tutela judicial efectiva, ha sido definida por la Corte Suprema de Justicia de la Nación como el concepto genérico donde se engloban garantías que se desarrollan en distintos aspectos de la protección jurisdiccional de las personas y que se extienden a todos los tipos de procesos judiciales y administrativos (Conf. CSJN, Fallos 327:4185 "Astorga Bracht, Sergio y otro c/ COMFER. Dto. 310/98 s/ amparo ley 16.986").

El artículo propuesto plasma en la Constitución provincial el derecho a la “tutela judicial efectiva”, que en el marco de la Norma Fundamental Nacional se encuentra reconocido en el artículo 14 que reconoce a todos los habitantes “el derecho de peticionar a las autoridades”, del artículo 18 en cuanto garantiza el “debido proceso legal”  y luego de la reforma de 1994 a través del artículo 75 inciso 22 en cuanto otorgó jerarquía constitucional al los tratados internacionales que reconocen este derecho en forma expresa en varios de ellos. Por lo que la tutela Judicial efectiva tiene jerarquía constitucional, otorgada por el bloque de constitucionalidad federal.

En efecto, de los once tratados incorporados con la última reforma de la Constitución Nacional, cuatro de ellos tutelan el acceso a la justicia. En tal sentido la Declaración Universal de Derechos Humanos, de 1948 en el artículo 8 establece que “toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la constitución o por la ley”.

La Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre de 1948 en el artículo XVIII, dispone que “toda persona puede ocurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos. Asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente”.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica- garantiza en el artículo 8 que “toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa; d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley; f. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza. 4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos. 5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia.”
Asimismo, en el artículo 25 dispone que Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales. 2. Los Estados partes se comprometen: a. a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; b. a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y c. a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.”
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, en el informe 105/1999, afirmó en relación a los arts. 8° y 25 del Pacto de San José de Costa Rica que "de ambas disposiciones se desprende la garantía que tiene toda persona de que se respeten las reglas básicas del procedimiento no sólo en cuanto al acceso a la jurisdicción, sino también en cuanto al cumplimiento efectivo de lo decidido. En este sentido, esta Comisión ha señalado que la protección judicial que reconoce la Convención comprende el derecho a procedimientos justos, imparciales y rápidos, que brinden la posibilidad pero nunca la garantía de un resultado favorable".

En ese mismo informe la Comisión realizó una amplia interpretación del principio de tutela judicial efectiva, estableciendo que la misma significa "la garantía de la libre entrada a los tribunales para la defensa de los derechos e intereses frente al poder público, aun cuando la legalidad ordinaria no haya reconocido un recurso o 

acción concreto. Este principio implica lógicamente un conjunto de garantías elementales en la tramitación de los procesos judiciales".
De esta forma se diagrama a la tutela judicial efectiva como una garantía instrumental que permite el ejercicio del resto de los derechos reconocidos por el ordenamiento a los ciudadanos. (Conf. GUTIERREZ COLANTUONO, Pablo A. y EGEA, Federico M, “Especialidad y tutela judicial efectiva en Neuquén. El fallo González” LL Patagonia, 2006, p. 529).

A mayor abundamiento, cabe destacar que se trata de derechos y garantías que, por su parte, han sido interpretados y desarrollados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en los casos “Velásquez Rodríguez” (CIDH, sentencia del 29/7/1988); “Godínez Cruz” (CIDH, sentencia del 20/1/1989); “Baena” (CIDH, sentencia del 2/2/2001); “Cantos” (CIDH, sentencia del 28/11/2002); “Ivchoer Bronstein” (CIDH, sentencia del 6/2/2001), y en la Opinión Consultiva 18/03 y el caso “Yatama” (CIDH, sentencia de 23/6/2005). 
Por último, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, de 1966 prevé en el artículo 2, apartado 3, que “cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que: a) Toda persona cuyos derechos o libertades reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un recurso efectivo, aun cuando tal violación hubiera sido cometida por personas que actuaban en ejercicio de sus funciones oficiales; b) La autoridad competente, judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso, y desarrollará las posibilidades de recurso judicial; c) Las autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”.
El contenido del derecho a la tutela judicial efectiva comprende en un triple enfoque
a) la libertad de acceso a la justicia, eliminando los obstáculos procesales que pudieran impedirlo, 

b) de obtener una sentencia de fondo, es decir motivada y fundada, en un tiempo razonable, más allá del acierto de dicha decisión, 

c) que esa sentencia se cumpla, o sea, a la ejecutoriedad del fallo.

Al respecto, explica Gelli que las garantías procesales se inician con el derecho a la jurisdicción, es decir, con el derecho de peticionar ante tribunales judiciales la emisión de una sentencia justa y eventualmente absolutoria.

El derecho a la jurisdicción se integra con la obligación, por parte del Estado de crear tribunales judiciales independientes del poder político, adjudicarles competencia y disponer las reglas de procedimiento que respeten los principios del debido proceso adjetivo. (Conf. GELLI, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina -Comentada y Concordada-, La Ley, Buenos Aires, 2001, p. 146/147).

Entre los derechos que comprende en los tres momentos antes señalados podemos mencionar:

a) El derecho a ocurrir ante los tribunales de justicia y a obtener de ellos una sentencia útil.

b) El derecho a acceder a una instancia judicial ordinaria y a lograr un control judicial suficiente sobre lo actuado en sede administrativa.

c) El derecho a la eliminación de las trabas que impidan u obstaculizan el acceso a la jurisdicción;

d) El derecho a la interpretación de las normas reguladoras de los requisitos de acceso a la jurisdicción en forma favorable a la admisión de la pretensión, evitándose incurrir en hermenéuticas ritualistas -in dubio pro actione-. 

e) El derecho a peticionar y obtener tutela cautelar para que no se torne ilusorio el derecho que se defiende.

f) El derecho a una decisión fundada que haga mérito de las principales cuestiones planteadas.

g) El derecho a tener la posibilidad de ejecutar en tiempo y forma la sentencia y, por ende, a su cumplimiento por parte de la autoridad condenada.

h) El derecho al desarrollo del proceso en una dimensión temporal razonable.

(Conf. PERRINO, Pablo Esteban; "El Derecho a la Tutela Judicial Efectiva y el Acceso a la Jurisdicción Contencioso Administrativa" en Revista de Derecho Público 2003-1, Proceso Administrativo I, 1º ed., Santa Fe. Rubinzal Culzoni, p. 261).

El derecho a la tutela judicial efectiva ya es derecho vigente en virtud de los tratados mencionados y, en principio, no es imprescindible legislar en este ámbito. Sin embargo, resulta necesario y conveniente hacerlo, dado que la jerarquía del derecho suele contrastar con la falta de aplicación habitual a su respecto (Conf. STJER, Sala de Procedimientos Constitucionales y Penal, "SABBIONI, Roberto Florentino c/ IOSPER y Superior Gobierno s/ acción de amparo" del 4/3/2008). 

En igual sentido, el Máximo Tribunal recientemente se ha pronunciado en una sentencia, justamente en relación al Estado Entrerriano. (CSJN, "Recurso de hecho deducido por la actora en la causa MARÍA, Flavia Judith c/Instituto de Obra Social de la Provincia de Entre Ríos y Estado provincial" del 30/10/2007).

En el caso, la apoderada de la actora interpuso acción de amparo, ejecución y prohibición, y medida cautelar innovativa, contra el Instituto de Obra Social de la Provincia de Entre Ríos (IOSPER) y el Estado Provincial, reprochándoles actuar omisivo y contrario a las normas vigentes sobre personas con discapacidad respecto de la accionante, quien padece de serias secuelas post-traumáticas, y de tratamientos, y que, como consecuencia de ello, necesita imperiosamente de los servicios que por ley debe brindarle la obra social.

La Corte, con muy buen criterio, sostuvo que “la sentencia que rechaza el amparo es asimilable a definitiva cuando se demuestra que produce agravios de imposible o dificultosa reparación ulterior, por la presencia de arbitrariedad manifiesta, al incurrir en un injustificado rigor formal; o no se exhibiese como derivación razonable del derecho aplicable, dado que, entonces, resultan vulneradas las garantías de defensa en juicio y debido proceso”.
El proyecto parte del presupuesto según el cual la Constitución Nacional y los Tratados internacionales establecen un piso de derechos y no un techo.

La fuente de la propuesta es el artículo 15 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires de 1994 que es conteste con estándares internacionales y  regula exhaustivamente la materia en el derecho provincial comparado. En tal sentido, la norma establece “La provincia asegura la tutela judicial continua y efectiva, el acceso irrestricto a la justicia, la gratuidad de los trámites y la asistencia letrada a quienes carezcan de recursos suficientes y la inviolabilidad de la defensa de la persona y de los derechos en todo procedimiento administrativo o judicial. Las causas deberán decidirse en tiempo razonable. El retardo en dictar sentencia y las dilaciones indebidas cuando sean reiteradas, constituyen falta grave.” 

Los jueces de posibilitar el acceso de las partes al juicio, sin restricciones irrazonables, interpretando con amplitud las leyes procesales en cuanto a la legitimación, puesto el rechazo de la acción en virtud de una interpretación restrictiva o ritualista importa una vulneración al derecho a la tutela judicial efectiva. Justamente, es un principio básico de interpretación constitucional que la libertad es la regla y la limitación es la excepción, la que debe interpretarse restrictivamente.
El derecho de acceso a la justicia es uno de aquellos que resultan operativos con su sola invocación e irrestricto en su ejercicio. Por el contrario, cualquier condicionamiento del trámite judicial, resulta violatorio de esa garantía constitucional. (Conf. GEROSA LEWIS, Ricardo T. “Tutela judicial efectiva acceso a la jurisdicción y tasa de justicia” LL Patagonia, 2006, p. 637).

A tal fin, y de acuerdo a las legislaciones más modernas, resulta sumamente necesario, que los habitantes de la provincia de Entre Ríos cuenten con un reconocimiento expreso en el texto constitucional del derecho a la tutela judicial efectiva. 

Por todo lo expuesto es que solicitamos a la Honorable Convención la sanción del presente proyecto.

Martín J. Acevedo Miño.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 768)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:

Artículo 1°: Incorporase el siguiente artículo a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos:

Art:... El estado provincial reconoce al deporte como un derecho social, promueve el desarrollo de las actividades deportivas, facilitando las condiciones materiales, técnicas y profesionales para su organización y desenvolvimiento, garantizando a todos los habitantes el acceso a la práctica del deporte. Asegura y reconoce la participación de las Instituciones deportivas en la elaboración de la política deportiva provincial. Reconoce y preserva la existencia y fines sociales de las Instituciones Deportivas, en especial protegiendo su infraestructura Deportiva”

Artículo 2°: De forma.

ROGEL – DE PAOLI – BRASESCO – ALLENDE (Clidia).

FUNDAMENTOS

El deporte como medio de realización de la persona es un derecho reconocido oficialmente. Se fomenta su acceso, se promociona su práctica, se incentiva su integración social, siendo un compromiso del Estado. El deporte es un típico derecho fundado a través el cual el hombre logra un sentido a su vida, practicándolo, realizándolo.

El deporte es salud, educación y cultura. Cuatro derechos en uno o un derecho que integra a los demás. En todo caso su relación con los demás indicados es apretada.

- Salud por el hecho que la actividad mantiene la vitalidad corporal y mental de allí que se estreche, además, con el derecho a la integridad física.

- Educación pues el deporte es formativo de valores, ideales, metas. Disciplina a la persona. 

- Cultura en razón que cada pueblo tiene sus propias prácticas que van pasando de generación en generación trascendiendo fronteras, hasta que se convierten en universales.

Modernamente, el deporte se ha integrado dentro del denominado derecho al ocio en la idea de canalizar el tiempo libre de la persona, buscando una adecuada utilización del ocio -activo, fructífero- que trasciende en actividad y en movimiento lo que se da perfectamente con el deporte. Es necesario por lo antes narrado incorporarlo a la constitución, a fin de permitir contar con una piedra fundamental que proteja a las Instituciones deportivas y al deporte en general.

En nuestra provincia fue la escuela Publica  la responsable de educar nuestro cuerpo, a fin de que los hombre se sientan íntegramente formados, mas precisamente en el Histórico Colegio de Concepción del Uruguay J.J. de Urquiza. Fue precisamente ese colegio Histórico que trato de desplazar los ejercicios militares por los deportivos, imitando de esta manera la modalidad Ingresa. Fue en la final del siglo pasado donde surgen los clubes  formados por estudiantes secundarios. Hay un hecho relevante que ubican a nuestra provincia en los Juegos Olímpicos Modernos a través de la figura de José B. Zubiaur, por lo que surge que la Provincia de Entre Ríos ha sido una adelantada en temas deportivos.

En Constituciones de avanzada como la española de 1978, la constitucionalización del deporte no ha resultado afortunada en tanto no se lo reconoce como derecho subjetivo sino que se lo incluye en el marco de un artículo destinado a recoger el derecho de los ciudadanos a la protección de la salud.

Debemos incluirlo entre los derechos económicos, sociales y culturales y de manera expresa, reconociendo particularmente su carácter socializador, en función de las virtudes que antes enunciamos.

Indudablemente que no puede dejar de considerarse, tras ese reconocimiento expreso, el importantísimo rol que cumplen las instituciones deportivas y recreativas, sean clubes, asociaciones, federaciones que tienen un claro carácter integrador y de movilización social en el ámbito barrial, o de una localidad o región.

Si por un lado no podemos soslayar la repercusión económica que tiene hoy la actividad deportiva y los recursos que se movilizan en él tales como la generación de puestos de trabajo, la producción de indumentaria deportiva, la dinámica de los medios de comunicación, el turismo tampoco podemos dejar de hacer referencia a la relevancia que adquieren las prácticas deportivas y las propuestas de las instituciones deportivas al momento de considerar la necesidad de encontrar mecanismos de formación para nuestros jóvenes y de canalización de energías ante los problemas de su vida cotidiana, contribuyendo a la autoestima, la relación con personas de su edad en torno a iguales intereses.

Resulta pertinente entonces su expresa incorporación, tal como lo propugna el presente proyecto.

Conforme las razones expuestas, las que se darán en Comisión y en la Asamblea, solicitamos que el presente proyecto sea aprobado.

Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco – Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 773)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

FUNCIONES E INTEGRACIÓN DEL C.G.E.

Artículo 1) - Modifíquese el Art. 206 de la Sección IX de Educación Común cuyo texto queda redactado de la siguiente forma:

Art. 206 - La planificación, organización, supervisión, dirección técnica-administrativa y financiera de la enseñanza obligatoria, será confiada al Consejo General de Educación, organismo autónomo compuesto por un Director que ejercerá su Presidencia y vocales en número tal que la mitad sean nominados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado y la otra mitad, elegidos por asamblea provincial de docentes.

Durarán en el cargo cuatro años.

El cargo de Vocal o Presidente del Consejo General de Educación es incompatible con el de toda otra función pública, con excepción del ejercicio de la docencia universitaria.

Las atribuciones del Consejo serán deslindadas por la ley.

Artículo 2) - Modifíquese el Art. 207 de la Sección IX de Educación Común cuyo texto queda redactado de la siguiente forma:

Art. 207 - Para ser Presidente y vocal se requiere:

1) ser argentino nativo o naturalizado con cinco años de ejercicio de la ciudadanía;

2) tener por lo menos treinta años de edad;

3) haber obtenido el título docente, y contar con 6 años –como mínimo- de  antigüedad en el ejercicio de la docencia estatal.

4) ser nativo de la provincia o tener en ella domicilio inmediato de, al menos, 5 años.

Artículo 3) - Incorpórese la Cláusula Transitoria a continuación de la Constitución Provincial, cuyo texto queda redactado de la siguiente forma:

La selección de aspirantes para la designación de los vocales integrantes del Consejo General de Educación será fijada por la Ley respectiva.

DÍAZ (Carlos) – REGGIARDO.

FUNDAMENTOS

Tal como lo habilita la ley de convocatoria a reformar la Constitución Provincial, a continuación se propone una ampliación en las competencias e integración del Consejo General de Educación. La propuesta que se presenta tiene como finalidad otorgar las herramientas suficientes al Consejo y por el otro lado democratizar el gobierno de la educación.

Es bueno efectuar una recorrida acerca de la estructuración del sistema educativo en nuestro país. Desde su creación, y a lo largo del tiempo, el sistema educativo argentino se estructuró de una forma vertical piramidal. El camino del mando, propio de esa lógica, fue diseñado en forma de cadena y con su consecuente “obediencia” a esas estructuras.

Las dictaduras sufridas en el país acentuaron los rasgos autoritarios y represivos, dejando huellas de temor que aún hoy se percibe hasta en aquellos que no vivieron esos oscuros años de terrorismo de Estado.

Paralelamente no pocas fueron las luchas populares por conquistas sociales y participativas que dejaron serias secuelas y mártires en la memoria colectiva y, que además, sembraron la esperanza de mayor participación en la conducción del patrimonio social. La educación, en este contexto, sintió en su propio seno aquellos avatares y cuanto fenómeno político, económico y cultural movió a la sociedad en su conjunto.

No obstante los visionarios de 1933 pensaron en un modo de articular la organización y la administración de la escuela pública en el marco de un paradigma que identificaba las necesidades propias de aquella época. Así quedó expresada la idea de la conformación de un cuerpo colegiado, voluntad de dar significado a una pluralidad acotada que, si bien respondía a conceptos superadores organizacionales, dejaba en suspenso la participación democrática en gobierno de la educación, al menos escasamente explícita en el texto constitucional. Ese diseño, en comunión con ese accionar organizativo, ha sido el instituido aceptando una testimonial minoría con voz y voto dentro del conjunto de decisiones del poder administrado por los distintos gobiernos de turno y en el marco de una mayoría imposible de contradecir, establecida la inequidad existente en la participación y la voz de los protagonistas del quehacer cotidiano.

No puede estar ausente de estas reflexiones el daño ocasionado por el neoliberalismo imperante en la década de los 90, tanto con la distribución del poder como con la toma de decisiones de desresponsabilizar al Estado Nacional del financiamiento educativo para contar con mayores recursos para pagar la deuda externa. Ese conjunto de decisiones ayudó significativamente a detener la participación de los protagonistas verdaderos, demandantes de la democracia necesaria y capaz de plantear y resolver las necesidades educativas en sus distintos niveles y modalidades como así también en sus ámbitos distritales, regionales o departamentales.

Tampoco escapa a esta razón la necesidad de la idoneidad, la experiencia, el conocimiento y el conjunto de aptitudes necesario para la participación a instituir en un cuerpo colegiado digno de un pueblo en donde la demanda permanente está signada por la equidad, la igualdad, la solidaridad y el compromiso social.

A la democracia indefectiblemente hay que fortalecerla con más democracia y a la República necesariamente debemos apuntalarla con actitudes republicanas.

Este es el sentido con el que la participación popular puede abordar nuevos desafíos en un mundo en crisis.

Recuperar los valores de la dignidad es un reto irrenunciable en donde la visón colectiva constituye una necesidad imperante, ahí reside el secreto de la participación.

Sabrán los señores Convencionales reconocer el verdadero sentido de las instituciones de la democracia, en todas sus dimensiones, para dotarlas de las herramientas necesarias para su pleno desarrollo o bien quedará acotado el discurso de la participación en algunos pocos argumentos signados de demagogia.

Nuevos son estos tiempos, nuevos son los desafíos y nueva es la posibilidad de enriquecer la pluralidad, la diversidad, el consenso y el futuro de los entrerrianos.

Carlos C. Díaz – Santiago C. Reggiardo.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 774)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

1-Incorpórese a la Sección I de DECLARACIONES, DERECHOS Y GARANTIAS de la Constitución de Entre Ríos, el capítulo “Derecho de los consumidores y usuarios”

SECCIÓN I-Declaraciones, derechos y garantías:

CAPITULO: “Derecho de los consumidores y usuarios”.

Art.(..) Los consumidores de bienes y servicios tienen derecho a la protección de su salud, seguridad e intereses económicos, a recibir información adecuada, veraz y a la libertad de elección.

Los usuarios de servicios públicos en general y en particular de aquellos en dónde no existan monopolios naturales, tienen derecho al acceso efectivo a los mismos, debiendo el Estado Provincial  garantizarlo.
También deberá garantizar la defensa de la libre competencia en el abastecimiento de bienes y servicios en donde no existan monopolios naturales, debiendo tener participación accionaria en todas ellas, fomentando el traspaso de las empresas con monopolios naturales al ámbito estatal mediante acciones directas.

Deberán crearse organismos de control de las empresas de bienes y servicios públicos, de carácter autónomo y autárquico, que garanticen la participación del usuario en las decisiones vinculadas a la participación de capitales privados, tarifas y subsidios.

El estado provincial establecer tarifas sociales en servicios públicos a familias en situación de indigencia y pobreza.

Las normas que se dicten deberán fijar procedimientos eficaces de prevención y solución de conflictos para los consumidores.

ALLENDE (Clidia) – VILLAVERDE.

FUNDAMENTOS

El objetivo primordial de la inserción de estos derechos en nuestra carta magna es a fin de garantizar, los intereses de los demandantes dentro del proceso de consumo tendiendo consecuentemente a una mejor calidad de vida de todos sus habitantes.

Sería sencillo pensar que en cualquier situación de intercambio, las dos personas intervinientes en el acto que realizan se benefician, pero cuando ese supuesto equilibrio de beneficios se distorsiona, se quiebra, creciendo desmesuradamente las ventajas para una de las partes, en desmedro o perjuicio para la otra, desaparece la equidad y ahí comienza el derecho del consumidor y la obligación del Estado de protegerlos.

Es por ello que entendemos que hoy en día con los deshumanizados dogmas económicos cada vez más fuertes que han roto el equilibrio entre la oferta y la demanda, resulta inevitable la protección integral desde el estado al consumidor que deviene en la parte más débil de esta relación. La protección  del consumidor resulta ser el corolario del Interés público y social.

La Argentina fue el primer país latinoamericano en incluir de manera expresa la protección de los consumidores, consagrando dicha protección por primera vez en la Constitución de Chaco de 1958.

Previamente a su incorporación en la constitución nacional se los consideraba comprendidos en el plexo de los derechos no numerados o implícitos del Art. 33 de la Constitución Nacional. Posteriormente con la sanción de la ley 24240 de Defensa del Consumidor promulgada el 13 de octubre de 1993 se consolidó un sistema de protección jurídica dirigida directa y específicamente a la tutela de los consumidores, caracterizado por contener normas de protección y defensa de todo aquel que actúa en carácter de consumidor y usuario, a la que adhirió nuestra provincia de Entre Ríos mediante La ley 8973.

En el año 1994, la reforma constitucional, adhiriendo a una corriente internacional que busca jerarquizar los derechos de “tercera generación”, consagró expresamente en su Art. 42 las prerrogativas de los usuarios y consumidores, también algunas constituciones provinciales expresamente lo contemplan como la de: Córdoba, Formosa, Chubut, San Juan, Río Negro, Catamarca, La Rioja, Santa Cruz, Buenos Aires y Neuquén.

Por ende en la actual reforma de nuestra constitución provincial resulta indispensable la protección de usuarios y consumidores y en este aspecto se propone una redacción similar al Art. 42 de la Constitución Nacional, pero con una concepción más social, por cuanto estamos convencidos del rol fundamental que tiene y debe cumplir el Estado en relación a las empresas de servicios públicos con o sin monopolios naturales, desterrando por cierto las políticas de la década del 90 de privatizaciones y desregulaciones, que tanto daño han hecho al país.

Propugnamos establecer en nuestra constitución que el estado debe garantizar el acceso a los servicios públicos, tener participación accionaria en todas las empresas de servicios públicos, garantizando la libre competencia y respecto de las con monopolios naturales que nunca debieron salir del ámbito estatal, debe desarrollar políticas activas tendientes a su traspaso.

El presente proyecto reconoce la universalidad del derecho al acceso efectivo de los servicios públicos, por cuanto entendemos que en el contexto de búsqueda de una sociedad integrada, igualitaria y no discriminatoria el derecho a acceder a los servicios esenciales de luz, agua, cloaca y gas lo tiene toda persona, no importa su condición socio-económica, consecuentemente proponemos la inclusión constitucional del deber del estado de establecer tarifas sociales, como una forma de inclusión social de todos, sin discriminación.

Asimismo consideramos saludable contar con organismos de control de los bienes y servicios públicos con participación de los usuarios, los que proponemos sean de carácter autónomo y autárquico a fin garantizar la neutralidad e imparcialidad.

La iniciativa que se presenta, tiene por objetivo principal garantizar integralmente los derechos de usuarios y consumidores, para ello se deberá avanzar con el dictado de normas que establezcan procedimientos concretos, prácticos y específicos de prevención y solución de conflictos tendiente a lograr eficazmente un debido resguardo de los derechos que constitucionalmente se reconocen.

Por las consideraciones expuestas precedentemente proponemos a los Convencionales Constituyentes el acompañamiento y aprobación del presente proyecto.

Clidia A. Allende – Rubén A. Villaverde.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 776)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo xx: La propiedad, dentro del alcance y naturaleza que esta Constitución le asigna, es inviolable. Ningún habitante de la provincia puede ser privado de ella sino en virtud de sentencia fundada en ley.

Podrá expropiarse por razones de utilidad pública o bienestar general, por ley de la Legislatura, indemnizando previamente, en todos los casos, sin excepción. Si la finalidad no se cumpliere o fuere desvirtuada, el expropiado podrá reclamar la devolución fijándose las compensaciones a que hubiere lugar.

El mismo procedimiento corresponderá cuando no se realicen, dentro de un término prudente, las obras para las cuales se hayan efectuado donaciones y cesiones de propiedad, aun cuando estuviesen escrituradas.

El acceso a la justicia de todos sus habitantes, en ningún caso puede limitarse por razones económicas. La ley debe establecer un sistema de asistencia profesional gratuita y el beneficio de litigar sin gastos.

Las tasas, impuestos y contribuciones solo pueden ser impuestas por la legislatura.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

El derecho de propiedad se extiende a todos los bienes, materiales o inmateriales, susceptibles de apreciación pecuniaria que pueda poseer una persona (EKMEKDJIAN, Miguel Ángel, Tratado de derecho constitucional, Tº II, Ed. Artes Gráficas Candil, Buenos Aires, 2001, p. 157) y constituye uno de los atributos más importantes del hombre, ya que desprovisto de éste por obra de la ley positiva el hombre tendría sumamente restringido su campo de desarrollo y creatividad, generando un grave perjuicio para la sociedad en orden a su progreso y bienestar.

Es sin duda alguna uno de los pilares fundamentales sobre los que se sostienen las sociedades prósperas y activas. La Argentina fue pensada desde su nacimiento con un régimen jurídico en el que estaba fuertemente protegido el derecho individual a la propiedad. El mismo estaba contemplado en el Estatuto provisional de 1815 (artículo 1°), en el Reglamento provisional de 1817 (artículo 1°), en la Constitución de 1819 (artículo 109) y en la Constitución de 1826 (artículo 159). Es, siguiendo esta línea de protección que en la Constitución Nacional de 1853/60 se establece el derecho de propiedad como un derecho “casi absoluto” que surge claramente del juego de los artículos 14 y 17 de la misma.

Asimismo, se encuentra consagrado en el artículo XXIII de la Declaración Americana de los Derechos del Hombre, en el artículo 17 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y en el artículo 21 del Pacto de San José de Costa Rica.

El derecho de propiedad ha sido definido por la Corte Suprema de Justicia como aquel que “comprende todos los intereses apreciables que el hombre puede poseer fuera de sí mismo, de su vida y de su libertad, con lo que todos los bienes susceptibles de valor económico o apreciables en dinero alcanzan nivel de derechos patrimoniales rotulados unitariamente como derecho constitucional de propiedad.” (Conf. CSJN, Fallos 145:307, “Bourdié c/ Municipalidad de la Capital”).

El fundamento que inspiró a nuestros constituyentes deviene del constitucionalismo liberal clásico, que reconoce, entre otras fuentes la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de agosto de 1789 enuncia en artículo 2 que “el objeto de toda asociación política es la conservación de todos los derechos naturales e imprescriptibles del hombre. Estos derechos son la libertad, la propiedad, la seguridad y la resistencia a la opresión”.
Además, fue tomado de la Constitución Americana de 1787 que contempla la protección de la propiedad como derecho individual básico en la enmienda V, ratificada en 1791 que dispone que “a nadie se lo privará de la vida, la libertad o los bienes sin el debido proceso legal; no se expropiará la propiedad privada para uso público sin justa compensación” y, nuevamente en la enmienda XIV, ratificada en 1868, que establece que “... ningún Estado dictará o aplicará leyes que restrinjan los privilegios e inmunidades de los ciudadanos de los Estados Unidos; ni privará a nadie de la vida, libertad o propiedad sin el debido proceso legal....”
No es caprichoso este doble tratamiento, en el caso de la enmienda V se refiere a la propiedad dentro de un marco de derechos de las personas acusadas y de las exigencias procesales respecto de la privación de la propiedad. (Conf. “Fuentes vs. Shevin”, 407U.S. 67,80, de 1972 y “Mitchell vs. W.Gant Co”, 416 U.S. 600, de 1974).

En el caso de la XIV enmienda se relaciona con los derechos de las personas nacidas o naturalizadas en los Estados Unidos, al establecer que “…tampoco un Estado privará a una persona... o de la propiedad sin el debido proceso de ley” está relacionado con el concepto de Estado, entendiéndose no solamente los organismos del gobierno estadual sino los organismos del gobierno local cuando actúan so color de la autoridad oficial aunque sea contrariamente a la ley estadual. (Conf. The Constitution and what it Means Today”. La Constitución de los Estados Unidos y su significado actual. Princeton University Prees, Traducción, LEAL, Aníbal, 1º edición en español, Ed. Fraterna S.A., 1987, p. 592/597).

La concepción de “inviolabilidad” de la propiedad plasmada en el artículo 17 de la constitución Nacional, tiene como contracara el término “confiscatoriedad”, prohibida por la misma norma constitucional, de manera que de la simple lectura de la norma surge claramente que todo acto o ley del que resulte una violación al derecho de propiedad, importa una confiscación.

En tal sentido, se trata de un derecho inviolable en los términos de la Constitución Nacional en tanto prohíbe la confiscatoriedad. Sin embargo, el propio artículo 17 admite que no se trata de un derecho absoluto en tanto dispone tres únicas excepciones: sentencia fundada en ley, expropiación por causa de utilidad pública y a través de las cargas que el Congreso Nacional impone.

El uso, ejercicio o disposición de la propiedad han sido entendidos como simples derechos o prerrogativas del titular en orden a lo dispuesto por el artículo 14 de la Constitución Nacional, en cuanto dispone que los habitantes de la Nación gozan, entre otros derechos, del de usar y disponer de su propiedad. Así, el uso, ejercicio o disposición de la propiedad, son prerrogativas o derechos del titular de la misma que no constituyen obligaciones o requisitos que el titular deba cumplir para contar con el amparo constitucional. En efecto, para que un derecho de propiedad goce de la protección constitucional basta con que se trate de un derecho adquirido, de un derecho que esté en el patrimonio de su titular, siendo irrelevante que ese derecho sea, además, un derecho ejercido.

Sin duda el derecho de propiedad ha sido uno de los derechos fundamentales al que más se ha ido despojando de contenido desde el concepto de propiedad como un derecho casi “absoluto”, plasmado en la constitución de 1853/60 hasta la actualidad. Habiendo pasados por etapas en la que se pretendió su total aniquilamiento.

En tal sentido, el concepto genérico de propiedad constitucional, que engloba todas sus formas posibles ha sido acuñado por la jurisprudencia de la Corte al señalar que el término propiedad utilizado por la Constitución comprende todos los intereses apreciables que el hombre puede poseer fuera de si mismo, de su vida y de su libertad, con lo que todos los bienes susceptibles de valor económico o apreciables en dinero alcanzan el nivel de derechos patrimoniales rotulados unitariamente cono derecho constitucional de propiedad (Conf. GIL DOMINGUEZ, Andrés, Constitución, emergencia y amparo, Ed. Ad- Hoc, Buenos Aires, 2002, p. 41).

Así, nuestro Máximo Tribunal ha sostenido que “...las palabras libertad y propiedad comprensivas de toda vida social y política, son términos constitucionales y deben ser tomados en el sentido más amplio. El término propiedad, cuando se emplea en los artículos 14 y 17 de la constitución o en otras disposiciones de ese estatuto comprende, como lo ha dicho esta Corte, todos los intereses apreciables que el hombre pueda poseer fuera de si mismo, fuera de su vida y de su libertad. Todo derecho que tenga un valor reconocido como tal por la ley, sea que se origine en las relaciones de derecho privado, sea que nazca de actos administrativos (derechos  subjetivos privados o públicos), a condición de que su titular disponga de una acción contra cualquiera que intente interrumpirlo en su goce así sea el Estado mismo, integra el concepto constitucional de propiedad....” (CSJN, Fallos 145:307 “Bourdié c/ Municipalidad de la Capital”).

Sin embargo, tal criterio no fue el que predominó en todos los tiempos. Justamente, es del caso recordar que a partir del año 1922 comenzó una doble limitación al derecho de propiedad proveniente de la función social y la doctrina de la emergencia. Tal cuestión fue decidida por la Corte en el fallo “Ercolano c/ Lantieri de Renshaw” (CSJN, Fallos 136:170) y en “Horta c/ Harguindegui” (CSJN, Fallos 137:47) donde la Corte admitió los reclamos efectuados fundándose en que “ni el derecho de usar y disponer de la propiedad, ni ningún otro derecho reconocido por la Constitución, reviste el carácter de absoluto. Un derecho ilimitado seria una concepción antisocial. La reglamentación o limitación del ejercicio de los derechos individuales es una necesidad derivada de la convivencia social. Reglamentar un derecho es limitarlo, es hacerlo compatible con el derecho de los demás dentro de la comunidad y con los intereses superiores de esta ultima. La misma Constitución ha consignado limitaciones especiales respecto de algunos derechos; pero no siendo posible prever ni establecer en ella todas las condiciones a que seria menester subordinarlos para hacerlos adaptables a la vida de relación, ha confiado al Poder Legislativo la misión de reglamentar su ejercicio, poniendo al mismo tiempo un limite a esa facultad reguladora (arts. 14 y 28)”.
A mayor abundamiento, recuérdese que la limitación al derecho de propiedad quedó convalidada en el año 1934 por el Alto Tribunal en el caso “Avico Agustín c/ De la Pesa Saúl C” (CSJN, Fallos 171:71) donde se expuso que para que la restricción de derechos fundamentales en emergencia fuera válida debían reunirse las siguientes cuatro condiciones: a) existencia de una situación de emergencia, b) la sanción de una ley que proteja intereses generales de los ciudadanos, c) que exista una proporción adecuada entre la emergencia y los medios empleados para solucionarla (razonabilidad) y d) duración limitada en el tiempo. Así, cumplidos tales extremos, se considera que el ejercicio de la emergencia encuadra dentro de los límites de la Constitución. “Siempre que se restrinjan derechos amparados por la Constitución Nacional mediante la invocación de razones finalistas o intereses generales, habrá de ponerse excesivo celo en el control jurídico de razonabilidad de las medidas empleadas”.
Ahora bien, la fórmula que se propone contempla distintos aspectos del derecho de propiedad acordes con las Constituciones mas actuales, tal es el caso de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires de 1997, la Constitución del Neuquén y la Constitución de Tucumán, ambas reformada en el año 2006, intentando superar los obstáculos que hacen al derecho fundamental a la propiedad. Teniendo en consideración que en la Carta Magna de la provincia de Entre Ríos, solo surge como un derecho implícito en los términos del artículo 6º en tanto dispone que “Los derechos, declaraciones y garantías enumerados en la Constitución Nacional y que esta Constitución da por reproducidos, no serán entendidos como negación de otros derechos y garantías no enumerados, pero que nacen del principio de la soberanía del pueblo, de la forma republicana de gobierno y que corresponden al hombre en su calidad de tal”. Urge la incorporación de una fórmula que represente los mejores estándares en la materia.

Indiscutiblemente, se toma como punto de partida parte de los principios básicos establecidos por el constituyente nacional en el texto de 1853/60 al establecer que “la propiedad, dentro del alcance y naturaleza que esta Constitución le asigna, es inviolable. Ningún habitante de la provincia puede ser privado de ella sino en virtud de sentencia fundada en ley.”
Al tratar la expropiación por causa de utilidad pública, se prevé expresamente la necesidad de una ley previa sancionada por la legislatura, indemnizando previamente, en todos los casos, sin excepción. Asimismo, se establece como salvaguarda del derecho individual de propiedad la incorporación de la expropiación inversa para el caso de que la finalidad no se cumpliere o fuere desvirtuada, o cuando no se realicen dentro de un término prudente las obras para las cuales se hayan efectuado donaciones y cesiones de propiedad, aun cuando estuviesen escrituradas.

Una innovación que se propone es la prohibición de la limitación por razones económicas del acceso a la justicia, delegando en la legislatura el establecimiento de un sistema de asistencia profesional gratuita y el beneficio de litigar sin gastos.

El fundamento de esta disposición reside en garantizar una tutela judicial efectiva, entendida como la libertad de acceso a la justicia, eliminando los obstáculos procesales que pudieran impedirlo, en la especie de índole económica. En tal sentido, destacase que el derecho de acceso a la justicia es uno de aquellos que resultan operativos con su sola invocación e irrestricto en su ejercicio. Por el contrario, cualquier condicionamiento del trámite judicial, resulta violatorio de esa garantía constitucional. (Conf. GEROSA LEWIS, Ricardo T. “Tutela judicial efectiva acceso a la jurisdicción y tasa de justicia” LL Patagonia, 2006, p. 637).

En cuanto a la previsión de que las tasas, impuestos y contribuciones solo pueden ser creados por la legislatura, debemos recordar que el artículo 17 de la Constitución Nacional dispone que sólo el Congreso impone las contribuciones que se expresan en el artículo 4 de dicho texto legal. En tal sentido, surge en forma manifiesta que el constituyente al prever la creación de impuestos no ha querido otra cosa que atribuir esa facultad a los representantes del pueblo.

Conforme al principio de legalidad, la ley debe precisar el hecho imponible, el contribuyente, la base imponible, el monto de la contribución, las exenciones y reducciones impositivas, y las infracciones y sanciones por el incumplimiento de la obligación tributaria. Es que el tributo, además de responder a la ley como garantía formal, debe ser justo con garantía sustantiva innominada. (DE CARLOS, Nereo N. “Límites de la delegación legislativa en materia tributaria y el respeto al principio de legalidad” LL 21/09/2005, p. 15).

Asimismo, el principio de legalidad en materia tributaria es absoluto, por lo que no admite excepción alguna y alcanza tanto a la creación de impuestos, tasas o contribuciones, como a la modificación de los elementos esenciales: hecho imponible, alícuota, base de cálculo, sujetos alcanzados y sujetos exentos. La competencia del Congreso es exclusiva en la materia, no puede ser ejercida por ninguno de los otros dos poderes, ni siquiera en situaciones de emergencia (Conf. GELLI, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina -Comentada y Concordada-, La Ley, Buenos Aires, 2001, p. 35), por lo que consideramos que es preciso y necesario adecuar los postulados de la Constitución entrerriana a los parámetros fijados por el constituyente nacional.

En sustento de ello, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que “los principios y preceptos constitucionales son categóricos en cuanto prohíben a otro poder que el Legislativo el establecimiento de impuestos, contribuciones y tasas”. (CSJN, Fallos 321:366, “Kupchik”).

Es preciso, recordar que la jurisprudencia más importante de la Corte en materia de derecho de propiedad ha sido un tanto contradictoria y lesiva, en algunos casos, del derecho de propiedad hasta reducirlo casi a la nada al justificar hasta la apropiación de los ahorros de los argentinos, por parte del Estado Nacional. Mencionemos algunos casos a modo de ejemplo:
a. En 2002, en el fallo “Smith” (CSJN, Fallos 325:028), el Alto Tribunal mas allá de reconocer la crisis económica consideró que el decreto y las normas de emergencia dictadas posteriormente contienen tres abusos en relación a la Constitución: a) Un exceso en el uso de las facultades delegadas, ejercicio violatorio de los artículos 17,18 y 28 de la Constitución Nacional, en el modo en que se condicionó y restringió la libre disposición de la propiedad privada de los particulares, b) una afectación de los derechos adquiridos, al prescindir por completo de las relaciones jurídicas nacidos al amparo de la legislación anterior como ser la que garantizaba la intangibilidad de los depósitos, c) irrazonabilidad de los medios elegidos para resolver la crisis, por la desproporción de las restricciones que aniquilan la propiedad.

El conjuntos de medidas financieras adoptadas provocó un generalizado menoscabo en la situación patrimonial del conjunto social en consecuencia las restricciones cuestionadas carecen de razonabilidad y proporción e irrazonabilidad de los instrumentos normativos empleados por el Estado para superar la emergencia generando un inédito y prolongado estado de incertidumbre.

b. En 2.003 en “San Luís” (CSJN, Fallos 326:417) la Corte sostiene y aún amplia, el criterio protectorio del derecho de propiedad. En efecto, resolvió que: 1) Es inconstitucional la “pesificación” de los ahorros en moneda extranjera, dado que el Poder Ejecutivo, mediante dicho régimen, transformó compulsiva y unilateralmente la sustancia de tales depósitos, disponiendo su conversión a pesos con apartamiento de lo dispuesto en la ley de emergencia pública 25.561, consagrando una grave lesión al derecho de propiedad; 2) La “pesificación” de las imposiciones bancarias en moneda extranjera atenta contra el principio de razonabilidad, ya que si bien en situaciones de extrema gravedad es legítimo exigir a los miembros de la sociedad un sacrificio en virtud del principio de solidaridad social, dicho régimen no efectúa una distribución equitativa del perjuicio, haciendo recaer mayormente sobre el ahorrista los efectos perjudiciales de la crisis, excediendo el ejercicio válido de los poderes de emergencia y; 3) El sistema jurídico conformado por el “corralito financiero” y la “pesificación” de depósitos, al vulnerar los derechos adquiridos de los ahorristas mediante la modificación de la moneda de origen –pese a un régimen que garantizaba categóricamente su inalterabilidad-, ha arrasado lisa y llanamente con la garantía de la propiedad y destruido la seguridad jurídica. (Amplíese de BASTERRA Marcela, “El Derecho de Propiedad en Argentina a través de la Interpretación de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (1853-2003) ¿La Emergencia en la Constitución o la Constitución en Emergencia?”, AA.VV, “Constitución de la Nación Argentina”- Libro de la Asociación Argentina de Derecho Constitucional- . Editorial Rubinzal Culzoni,  2003, tomo I, p. 127/170).

c. En 2004 la Corte Suprema de Justicia de la Nación se expidió en la causa: "Cabrera” (CSJN, Fallos 327:2905), considerando que quienes aceptaron voluntariamente y sin reserva la pesificación o la desafectación de sus depósitos en dólares a la paridad establecida por el decreto 214/02, no pueden pretender recuperar la diferencia cambiaria. (Ampliar de BASTERRA Marcela I. “El fallo “Cabrera”. Los “vaivenes” de nuestro máximo tribunal en busca de un estándar razonable en torno a la protección del derecho de propiedad”, JA,  Lexis Nexis 2004, III, Fascículo 9, 1/9/2004).

d. En el caso “Bustos (CSJN, Fallos 327:4495), el Máximo Tribunal rechazó la demanda con sustento en que si bien el mantenimiento de una artificial equivalencia de valor entre el peso argentino y el dólar estadounidense, condujo a un proceso de deterioro del aparato productivo nacional, la situación constituyó indudablemente una emergencia cuya declaración por la ley 25.561 encuentra amparo constitucional en los poderes de los departamentos políticos del Gobierno Federal destinados a hacerle frente.
e. Por último, el caso “Massa” (CSJN, Fallos 329:5913) fue una respuesta superadora de de los pronunciamientos anteriores en tanto la Corte, confirmando la sentencia de primera instancia, ordenó a la entidad bancaria demandada la entrega de los importes que la actora había depositado, en moneda extranjera, o su equivalente en pesos para obtener esa cantidad en el mercado libre de cambios, mediante la siguiente regla: a) el accionante recibirá $1.40 por cada dólar estadounidense, ajustado por el CER (Coeficiente de Estabilización de Referencia) hasta el momento efectivo de cobro; b) percibe además un interés del 4% anual no capitalizable por el prolongado lapso de tiempo que transcurrió hasta la reintegración del capital.

Sin embargo, el decisorio no contiene un control de constitucionalidad concreto en cuanto a los medios empleados por los poderes políticos, para apalear la última gran crisis económica financiera. (BASTERRA, Marcela. “El fallo Massa. ¿Fue “la decisión final” en torno a la pesificación? ¿Ejerció la Corte la tarea del control de Constitucionalidad?” Suplemento JA, Lexis Nexis 2007-II, Fascículo 4, p.19)

Sentado lo anterior, a fin de superar los obstáculos que ha enfrentado a lo largo del tiempo el derecho de propiedad, es el momento oportuno para brindarle una tutela expresa en el texto constitucional de la provincia de Entre Ríos, por ello es que solicitamos a la Honorable Convención Constituyente la aprobación del presente proyecto.

Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.
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PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 779)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

INCORPÓRASE A LA CONSTITUCIÓN PROVINCIAL LOS SIGUIENTES ARTÍCULOS:

ARTÍCULO…:“Créase el Jurado de Concursos de oposición y antecedente para el ingreso a la Administración Pública que tendrá a su cargo la realización y fiscalización de los concursos pertinentes. En su integración se garantizará la representación de los empleados públicos a través de las Asociaciones Sindicales con personaría gremial y la del Estado Provincial en la proporción y número que una Ley especial reglamentaria lo determine, la que también enunciará las funciones del organismo”.

ARTÍCULO…:“Créase el Tribunal de Disciplina para la Administración Pública, en cuya integración se asegurará la participación de los trabajadores de la misma a través de las Asociaciones Sindicales con personería gremial y la del Estado Provincial en la proporción y número que la ley especial lo determine, la que también enunciará sus funciones garantizándose un proceso justo y el derecho de defensa del trabajador”.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

El presente proyecto encuentra su correlato en otro proyecto de mi autoría el cual, propone agregar al Artículo 21 de la Constitución actual, el ingreso al empleo público a través del régimen de concurso de oposición y antecedentes.

En consonancia con lo expuesto, y advirtiendo la necesidad de contar con un instrumento hábil para garantizar la idoneidad, la imparcialidad y transparencia en el proceso de selección de los agentes dependientes de la Administración es que propongo la constitución del Jurado de Concursos, el cual deberá corresponder con la misión aquí reseñada.

Asimismo, propongo dejar a la Legislatura la reglamentación de su conformación y funciones, tal cual lo dispone el actual artículo 21 de la Constitución cuya modificación no se encuentra habilitada por la ley N° 9768, que declara la necesidad de la reforma. Al respecto sugiero que, la incorporación de este articulado, sea integrado a continuación del actual artículo 21.

En razón de mi actividad sindical considero imprescindible que el nuevo articulado garantice la participación gremial en la conformación del jurado ya que son estos quienes conocen directamente las funciones a desarrollar, como también están en inmejorables condiciones para merituar concretamente sobre la idoneidad y calidad de los postulantes al cargo respectivo. Destaco que quien surja como representante de la agrupación gremial para conformar el Jurado lo será luego de una transparente y democrática elección.

En lo referido al Tribunal de Disciplina, debo expresar que el mismo es la respuesta a la necesidad de garantizar la existencia de un proceso justo donde el trabajador ejerza sus derechos, sin arbitrariedades.

Por último en lo referido a la participación gremial en la conformación del mismo, además de las consideraciones vertidas precedentemente en lo relativo al jurado de concursos, merece reafirmar que no existe nadie con mayor idoneidad que los propios empleados para defender los derechos de sus pares, motivo por el cual la integración de los tribunales deberá constar necesariamente con su presencia.

Iguales consideraciones que las vertidas en lo referido al jurado de concursos me caben en lo relativo a la necesidad de que una ley reglamente su conformación y funcionamiento de acuerdo a lo prescripto en los artículos propuestos.

Por estas razones y por las otras que surgieran en el tratamiento de la comisión respectiva es que solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte Nro. 780)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO 1°): SUSTITÚYESE el inciso 3° del artículo 167 de la Constitución Provincial por el siguiente texto: “Conocerá y resolverá como Tribunal de última instancia en las causas contencioso administrativas.

Los Tribunales inferiores de primera instancia en lo contencioso administrativo entenderán en estas causas, previo agotamiento de la vía administrativa pertinente. Una ley especial determinará el procedimiento y los recursos judiciales pertinentes.

ARTICULO 2°): INCORPORESE como cláusula transitoria… del artículo 167 inciso 3°: “La Legislatura creará en el plazo de 120 días de sancionada la presente, el fuero en lo contencioso administrativo que estará compuesto de juzgados de primera instancia y cámaras de apelaciones. Hasta tanto se de cumplimiento a esta cláusula, el Superior Tribunal de Justicia, entenderá en forma originaria y exclusiva en las causas contencioso administrativas”.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

El artículo 1° inciso 1) de la ley 9768 que declara la necesidad de la reforma de la Constitución Provincial habilita a modificar el artículo 167 inciso 3) de la misma.

Este proyecto tiene basamento en la necesidad manifiesta de dotar a los justiciables de nuestra provincia de tribunales especializados en la materia contencioso administrativa con todos los beneficios que ello acarrea.

Al entender del suscripto, tal creación resolverá las cuestiones concernientes  a la relación de empleo público.

Tal entendimiento se deriva de mi situación de dirigente gremial donde es mi principal objetivo la defensa de los derechos del empleado público en su relación con la Administración. Mi experiencia, a través de la cual he percibido la imperiosa necesidad de contar con la herramienta propuesta, me permite afirmar, sin temor a equivocarme, que la modificación acarreará sensibles soluciones en las futuras disidencias.

Estas cuestiones son resueltas en la actualidad por el S.T.J, en pleno, lo que dificulta que sean emitidas en tiempo oportuno pudiendo devenir las mismas, por dicho motivo, injustas por tardías.

En esta propuesta se prevé que una vez denegada y firme la cuestión planteada ante la Administración Publica, los interesados puedan acudir a tribunales especiales en la materia.

Agotada que fuera la primera instancia quedará habilitada la segunda instancia, quedando a salvo los recursos extraordinarios posibles ante el S.T.J.

En consecuencia, y por los motivos expuestos, es que solicito a los Señores Convencionales el tratamiento y aprobación del presente proyecto.

José A. Allende

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXIII

PROYECTO DE PROYECTO

(Expte. Nro. 781)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo…: El Estado propicia el arraigo de las familias rurales en su medio. Promoverá la economía sustentable de las pequeñas y medianas explotaciones agropecuarias y evitará la concentración de la propiedad y de la explotación de la tierra.

Artículo…: La adquisición de inmuebles rurales queda limitada a las personas físicas residentes o que demuestren un mínimo de residencia en el país y a las personas jurídicas con sede central y domicilio en el país, que no sean controladas por persona física o jurídica extranjera.

El Fiscal de Estado promoverá la declaración judicial de nulidad de los actos que contravengan esta disposición.

Artículo…: La producción agropecuaria de personas físicas o asociaciones de cualquier tipo que utilicen inmuebles rurales cuya superficie continua o discontinua supere a la de la unidad económica en proporción que según destino establezca la ley, será gravada con un impuesto por uso extendido de la tierra que será destinado a promover educación, trabajo y bienestar de la familia rural.
REGGIARDO – DÍAZ (Carlos).

FUNDAMENTOS
Las relaciones económicas marcadas por el proceso de globalización del capitalismo a escala planetaria, han determinado profundos cambios en el comercio internacional.

Los grandes conglomerados multinacionales, impulsados por el factor de mano de obra barata y otros aspectos favorables a la obtención de ganancias, orientaron inmensos flujos de capital durante los últimos veinte años hacia radicaciones de filiales en China, India y otros países asiáticos, produciendo procesos de industrialización y urbanización acelerada.

El crecimiento económico de esos países, cuyas poblaciones representan casi el 40 por ciento de la población mundial, ha determinado el fortalecimiento de sus mercados internos. Sus poblaciones disponen de creciente capacidad de consumo. Ello ha modificado, entre otras consecuencias, la relación de los precios relativos de los bienes transables internacionalmente.

Las demandas de productos primarios y de alimentos por parte de esas gigantescas economías ha causado el aumento del valor de los productos primarios exportables, llamados “comodities” que siguen una invariable espiral ascendente.

El viejo esquema de la CEPAL, que fuera válido durante décadas, ha cambiado. La teoría del “Deterioro de los Términos de Intercambio” definía que los países sub-desarrollados asistían a procesos de empobrecimiento paulatino a causa de la pérdida de valor proporcional de sus productos primarios en el mercado internacional con relación al valor de los artículos manufacturados, originados principalmente en los países industrializados del primer mundo.

En la actualidad la situación se ha invertido y los países exportadores de “comodities”, como la Argentina, presentan cuentas favorables en sus balances de pagos y tasas de crecimiento económico nunca alcanzadas antes.

El cambio de la economía internacional sucintamente descripto explica la coyuntura favorable por la que atraviesa Argentina, que se beneficia con los precios internacionales de sus cosechas a partir del año 2001 cuando comenzó el ciclo ascendente de los valores. Ello hizo posible que el país superara con asombrosa rapidez la profunda crisis económica y social en la que fue sumergido como consecuencia de la aplicación de las políticas neoliberales ejecutadas por el menemismo.

El fuerte incremento de los precios internacionales de las materias primas moviliza a capitales especulativos que son atraídos por expectativas de fuertes ganancias en la producción agropecuaria y de alimentos elaborados. Esta realidad los lleva a invertir en tierras productivas para posicionarse a futuro.

En este contexto, Argentina es presa apetecible por su potencial de producción agropecuaria. Se trata de la pampa húmeda, cuyas fronteras agrícolas se expanden para el cultivo de la soja, fácilmente adaptable a diversos climas, calidades de suelos y regímenes de lluvias.

Consecuencia de esta realidad es la aparición de los llamados “pooles de siembra”, constituidos por inversores financieros cuyo efecto es el desplazamiento de pequeños y medianos productores que, por su escala, no pueden competir con los elevados precios de los alquileres de la tierra que aquéllos ofrecen y los menores costos productivos de los pooles que, cuanto mayor es la superficie, más se abaratan.

El fenómeno de concentración de la tierra al que asistimos en todas las zonas del país se está viendo favorecido por las actuales políticas públicas, que al disminuir a valores mínimos el margen de rentabilidad mediante altísimas retenciones a la exportación de granos, en especial de soja, deja sólo en condiciones de obtener márgenes apreciables de ganancias a la producción en gran escala y condena a la desaparición a pequeños y medianos productores.

Se podría escribir un libro para destacar la importancia estratégica que en el concierto de las naciones se le asigna a Latinoamérica -en vista de un futuro previsible y cercano-, por constituir nuestro continente un reaseguro y reservorio de alimentos, agua potable, reservas petrolíferas y fuentes alternativas de energía, entre otros recursos naturales básicos para asegurar la vida humana en el planeta.

No es ocioso extendernos en este tipo de consideraciones porque al momento de pensar el planeamiento futuro de nuestra Provincia es crucial definir hasta dónde la cuestión de los recursos naturales y bienes colocados al servicio de la producción pequeña, mediana o, por el contrario de la gran escala, es materia de interés nacional.

Porque importa a la supervivencia de fuentes de trabajo, de los pueblos y ciudades del Interior, la suerte de las pequeñas y medianas explotaciones agropecuarias y el bienestar de la familia rural en su medio. Y esto reviste interés provincial y nacional.

En este sentido resulta primordial resolver la cuestión de la tenencia y uso de la tierra y por ello creemos necesario introducir en el texto de la Constitución un marco de referencia claro para la preservación de las pequeñas y medianas explotaciones agropecuarias.

La tierra y sus reservas naturales constituyen un legado estratégico para las futuras generaciones y es hoy invalorable capital que podemos asegurar a los argentinos del mañana.

Según divulgaciones periodísticas de diversas fuentes, ya están en manos de extranjeros, en Mendoza: 500.000 has.; en San Luis 40.000; en San Juan 2.000.000; Catamarca 100.000; Formosa, Chaco y Corrientes 1.400.000; Santa Fe 130.000; Entre Ríos 100.000; Santiago del Estero, Tucumán y La Rioja, 120.000 ; La Pampa y Buenos aires 13.000.000; Ushuaia y Tierra del Fuego 100.000 Has. de bosques; Chubut 20.000 has del Lago Rosario; Santa cruz 80.000 has.

Como resulta fácil deducir, para el poder adquisitivo de los habitantes del primer mundo, venir a comprar tierras a nuestro país resulta accesible, sencillo. Es un remozado disfraz del nuevo colonialismo en la etapa de globalización.

A ello debe sumarse que por nuestro territorio transcurre una de las reservas de agua dulce más grandes el planeta, lo que pone a nuestro país en la mira estratégica de las corporaciones internacionales que ya preparan los negocios ante la escasez mundial del vital elemento.

En este orden, no es casualidad el interés –y la compra- de 205.000 hectáreas de la Laguna del Iberá, en la Provincia de Corrientes, por el ciudadano norteamericano Douglas Thomkins.

Con relación al texto constitucional que proponemos debemos precisar que la Constitución Nacional reconoce a los habitantes del suelo argentino el goce de los derechos que enumera, entre ellos el de propiedad (art. 17° C.M.). Pero no extiende ese reconocimiento a los extranjeros residentes en el exterior, o a las de sociedades con sede en el exterior, o con filiales controladas desde el exterior. De allí que la norma que propiciamos sancionar no puede ser reprochada de inconstitucional.

Lo mismo cabe decir respecto de la introducción constitucional de un impuesto progresivo que llamamos de utilización extendida de la tierra, con el fin de desalentar los emprendimientos de escala importante a la vez que dotar de recursos adicionales al desenvolvimiento de la pequeña y mediana empresa agropecuaria y facilitar el arraigo de las familias rurales en su medio proveyendo a la educación, el trabajo y el bienestar.

Una política de Estado provincial (y nacional) debe preservar la existencia de múltiples actores productivos afincados y comprometidos con el suelo que trabajan y su progreso. Porque es el progreso del Interior es decir, de la mayor parte del país.

La volatilización del hombre real posado sobre la tierra con su proyecto de vida consustanciado con lo que siembra, cosecha, cría o produce, dejaría desmantelado y en riesgo el espacio natural y el espacio productivo, el espacio en el que se concretan valores.

Atendiendo a los poderes públicos sobre esta materia destacamos que el Poder de Policía –aplicable al caso- es facultad concurrente de la Nación y de las Provincias.

Antiguamente, en el marco de la concepción del Estado liberal, el poder de Policía se limitaba a la facultad de prevención estatal en materia de Salubridad, Higiene y Seguridad.

Conforme al avance de las concepciones que asignan al Estado la misión trascendente de promover el bienestar general en orden al bien común, las facultades emergentes del Poder de Policía se han extendido a aspectos tales como proveer a la tranquilidad pública, la seguridad social, la protección de la minoridad contra toda forma de explotación, la libertad de tránsito y movimiento y en economía la regulación de actividades monopólicas, sobre lealtad comercial, defensa de la competencia, etc.

El Poder de Policía ha pasado así de ser un concepto limitado a la prevención de daños a un concepto más amplio de promoción del bienestar de los habitantes con incidencia en aspectos económicos y sociales, tal como acontece con la tenencia de la tierra.

A través de una clara disposición constitucional como la que se propicia se ha de plasmar de manera definitiva la orientación que deben tener los Poderes Públicos en orden de proveer al Bienestar General, fijando la intervención del Estado en la defensa de su territorio, sus recursos naturales, su producción y su gente.

Debemos construir desde la Constitución los cimientos inconmovibles de una Política de Estado en defensa del campo entrerriano, de sus productores, de sus familias, de los pueblos y ciudades de esta Provincia, para que queden a salvo de embates parlamentarios que eventualmente pudiera dar una accidental mayoría cuya dirigencia estuviera dispuesta a actuar en contra de los intereses generales, como aconteciera en tristes ejemplos del pasado.

Es dable destacar que el presente proyecto de ley coincide conceptualmente con nutrida legislación existente en los países más desarrollados, los que imponen estrictas prohibiciones y restricciones para la adquisición de inmuebles rurales por parte de personas no nacionales o no residentes. Asimismo, podemos citar como antecedente inmediato del presente el proyecto de ley de la Cámara de Diputados de la Provincia de Entre Ríos, que cuenta con media sanción, así como los presentados ante la Cámara de Diputados de la Nación por varios legisladores, a instancias de la Federación Agraria Argentina.

Los criterios expuestos encuentran también fundamento en las disposiciones de la DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y DEBERES DEL HOMBRE, Bogotá, 1948., cuyo Artículo XXIII establece que: “Toda persona tiene derecho a la propiedad privada correspondiente a las necesidades esenciales de una vida decorosa que contribuya a mantener la dignidad de la persona y del hogar”.

Asimismo en el PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES, Resolución 2200 Asamblea General de las Naciones Unidas, Nueva York 1966, que en el Artículo 1° punto 2° expresa que: “Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de las obligaciones que derivan de la cooperación económica internacional basada en el principio de beneficio recíproco, así como del derecho internacional. En ningún caso podría privarse a un pueblo de sus propios medios de subsistencia”.

Por las razones expuestas, solicitamos de los Sres. Convencionales su voto afirmativo para la presente iniciativa.

Santiago C. Reggiardo – Carlos C. Díaz

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 786)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCION I

DECLARACIONES, DERECHOS Y GARANTIAS
Art. XXX “El estado provincial garantiza y facilita el acceso a la educación pública, gratuita y obligatoria a los niños con discapacidad que habiten en el territorio de la Provincia de Entre Ríos.

El estado provincial procederá a la remoción de todos los obstáculos de orden arquitectónico, urbanístico, edilicio, de comunicación y/o tecnológico que impidan o dificulten a los niños con discapacidad el acceso a los edificios, aulas, sanitarios, salones de acto, talleres, gabinetes, etc. donde se imparta la educación.

Asimismo el estado provincial proporciona los medios y recursos humanos y/o tecnológicos necesarios para que el educando con discapacidad pueda acceder a los conocimientos en las condiciones en que lo hacen sus pares realizando también las adaptaciones curriculares necesarias para ello.

De ninguna manera puede utilizarse como límite o excusa al cumplimiento de esta obligación principal del estado las cuestiones presupuestarias, de escasez de personal o falta de vacantes.

El estado provincial fomenta la formación de docentes con conocimientos especiales en educación de niños con discapacidad e incorporará a la planta de educadores en los establecimientos donde se imparta educación preescolar, primaria y secundaria a maestros integradores en caso de resultar necesario para alcanzar el objetivo propuesto con esta norma”.

ACEVEDO MIÑO

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

EL PROBLEMA DE LA EDUCACION FORMAL PARA LOS NIÑOS CON DISCAPACIDAD.

El nacimiento de un niño es siempre un motivo de alegría, felicidad y misterio. Lo es para sus padres, sus abuelos, hermanos y la sociedad toda.

Cada niño trae consigo una esperanza, muchas expectativas y siempre un desafío.

Cada niño que nace implica una responsabilidad para sus padres y para el Estado (municipal, provincial y nacional) donde vaya a desarrollar su vida.

Hay que velar por su salud, su seguridad y su educación, su formación en valores positivos tanto desde el punto de vista espiritual o emocional como social y de integración al medio.

La evolución de nuestro derecho positivo ha asegurado a los niños una interesante protección de sus derechos para formarse como personas hasta el momento en que puedan valerse por si mismo.

La normativa internacional ha proporcionado numerosos institutitos que protegen a los niños – más allá de los alarmantes datos de la realidad – de los avatares que deben afrontar en el mundo actual.

No caben dudas en las legislaciones del mundo – dejando de lado algunas pequeñas diferencias – que todas las personas gozan de derechos y son protegidas por el estado desde el momento de su concepción en el seno materno dejando de lado “cualquier tipo de discriminación”.

¿Pero que pasa cuando nace un niño con algún tipo de discapacidad?

Todo lo dicho en el primer párrafo de estos fundamentos se mantiene y diría con seguridad que se potencia.

Sus padres, sus hermanos, sus abuelos sienten que tienen una profunda responsabilidad para la atención de ese niño. Sienten que deben “cuidarlo especialmente”, “alimentarlo especialmente”, “educarlo especialmente”, “amarlo especialmente”.

De repente descubren un mundo que no conocían.

Muchos padres que ya lo eran de otros hijos, ante el nacimiento de uno con discapacidad, se ven enfrentados a problemáticas no vividas con sus anteriores hijos y esto se repite en todo el entorno familiar del niño.

Este mundo desconocido y en tinieblas propone luchas en varios frentes a los padres, el mas conocido es con el sistema de salud vigente en la sociedad moderna que no los contiene y le ofrece resistencias y dificultades constantes obligándolos – aunque parezca mentira – a recurrir a los amparos judiciales para lograr la atención médica o asistencia especial para su hijo.

Pero no solo en salud hay obstáculos sino también y especialmente, aunque menos conocidos, los hay con el sistema de educación formal.

Es en lo atinente a las responsabilidades del estado con relación a la educación donde se presentan las mayores falencias sobre las que realizamos esta propuesta.

Todos los padres se preocupan por la educación de sus hijos y realizan esfuerzos importantes (en la medidas de sus posibilidades económicas) para “ponerlos en competencia” en un mundo donde si no se tiene formación se está prácticamente excluido del mercado laboral.

Los niños con discapacidad según nuestras leyes tienen derechos, los tienen porque son personas, pero resulta que son una “personas con discapacidad” y allí aparecen una innumerable cantidad de situaciones no previstas y por ello aparecen los obstáculos, las barreras, las  intrigas, las angustias y padecimientos tanto para el niño como para su entorno.

“La persona con discapacidad, como sujeto pleno de derecho, no existe en la vida social y política. No existe, a priori, la idea social de que la persona con discapacidad, estudia, trabaja, se casa, procrea y envejece, como el resto de los integrantes de la sociedad.” (1).

Debemos preguntarnos que inconvenientes encuentran los padres cuando su hijo discapacitado alcanza la edad escolar y va a un establecimiento educativo a inscribirlo y que respuestas o soluciones le proporciona el estado para brindar iguales oportunidades a estos niños para ser “incluidos” en el sistema de aprendizaje formal, público, gratuito y obligatorio.

Este proyecto pretende tomar sólo una pequeña parte de este gran tema de las “personas con discapacidad” y aportar para la legislación de nuestra provincia un bálsamo destinado a hacer posible el disfrute de algunos de los derechos más básicos de una sociedad organizada como es el de aprender.

(1) Prof. Luis Liendro. La discapacidad en “libertad condicionada”.

EL PROBLEMA DE LA EDUCACION PARA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD.

Como ya lo expresáramos en el párrafo anterior, el sistema educativo formal y obligatorio no contempla – o lo hace muy someramente – las circunstancias de los niños con diferentes tipos de discapacidades – aún las mínimas - y por lo tanto ofrece todo tipo de inconvenientes para aquel niño que deba asistir a una institución educativa por ejemplo en una silla de ruedas o con problemas de visión o audición.

La mismísima Ley Federal de Educación Nº 24.195 incorpora dos menciones muy tibias sobre este particular en el Capitulo I, art. 5 y Capitulo VII, que son absolutamente insuficientes para dar solución al problema. Por otro lado y como ocurre con todas las leyes que abordan el tema, terminan siendo meramente declamativas y no establecen sistemas claros de solución a la problemática ni sanciones en caso de incumplimientos, lo cual en la práctica se traduce en que el problema continúa y la solución no se hace efectiva.

Sería muy soberbio de nuestra parte pensar que con la norma que proponemos solucionaremos todos los problemas de acceso a la educación formal de todos los niños con distintos tipos de discapacidad. Pero permítasenos soñar con que imponiendo estas obligaciones al estado provincial aliviaremos en gran medida la pesada carga de una familia que intenta vanamente incorporar a su niño en un sistema educativo que no solo no lo contiene ni lo contempla sino que permanentemente le esta haciendo notar su discapacidad con el grave perjuicio psicológico que ello implica.

La discriminación es hija del estigma. La mejor forma de comprender los efectos nocivos de la discriminación por las razones que quieran esgrimirse será apropiándose del estigma ajeno, al menos en un ejercicio de imaginación, esto dará lugar a la necesidad de informarse y saber más sobre la discapacidad, y para ello no habrá mejor manera de hacerlo que acercándonos al otro, al diferente.

Es necesario adecuar los edificios educativos para que el niño con discapacidad pueda acceder a ellos, a sus gabinetes, a sus talleres o a sus sanitarios por si mismo y no que necesite la incómoda ayuda de algún buen samaritano que pueda aparecer o no para socorrerlo.

Es necesario no solo incorporar personal docente con conocimientos especiales y específicos sobre educación de niños con discapacidad a los establecimientos de educación pública preescolar, primaria y secundaria sino también brindar formación sobre ésta temática a todos los educadores que están al frente del aula para que puedan interactuar con los maestros integradores.

Es necesario dotar de las herramientas y tecnologías necesarias a las instituciones de educación pública para que puedan contener e incluir a los niños con discapacidad.

Y es absolutamente necesario que estos niños sean ADMITIDOS en los colegios públicos logrando de esta manera llevar a la práctica la permanente declamación pública de la clase política respecto de la no discriminación de cualquier tipo.

FUENTES FORMALES DEL PROYECTO.

El art. 75 inc. 23 de la Constitución Nacional al detallar las atribuciones del Congreso Nacional, expresa: “legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad. Dictar un régimen de seguridad social especial e integral en protección del niño en situación de desamparo, desde el embarazo hasta la finalización del período de enseñanza elemental, y de la madre durante el embarazo y el tiempo de lactancia.”

Las leyes especiales que sirven de antecedentes son: Ley Nacional Nº 22.431 “Sistema de protección Integral de los Discapacitados”; Ley Nacional 24.147 “Talleres protegidos de Producción”; Ley Nacional 24.901 “Sistema de Protecciones Básicas en Habilitación y Rehabilitación Integral a favor de las Personas con Discapacidad”; Ley 25.280 “Convención Interamericana para la eliminación de toda forma de discriminación contra las Personas con Discapacidad”; Ley 25.644 “Sistema de Protección Integral de las Personas con Discapacidad en el Trasporte Colectivo Terrestre de Jurisdicción Nacional” Ley Provincial 6866.

La Ley Federal de Educación Nº 24.195 incorpora dos menciones en el Capitulo I, art. 5 y Capitulo VII.

ANTECEDENTES EN OTRAS CONSTITUCIONES PROVINCIALES

No existen en las Constituciones de las restantes Provincias de la República Argentina normas similares a la propuesta en este proyecto con lo cual quedaría nuestra Carta Magna a la cabeza en materia de reconocimientos - y práctica efectiva - de derechos esenciales a las personas con discapacidad.

Por lo expuesto, Señor Presidente, consideramos que esta H. Convención debe sancionar la norma propuesta, para ser incorporada al nuevo texto de la Carta Magna.

Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 789)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO....: el estado provincial garantizará que no se introduzcan especies exóticas que amenacen la biodiversidad y la salud o bienestar económico de los habitantes y controlará o erradicará aquellas que ya se han establecido en el territorio.
CEPEDA – DE PAOLI – ROGEL.

FUNDAMENTOS

Se denomina invasión biológica al resultado de un proceso que comienza cuando un organismo arriba a un sitio fuera de su rango de distribución natural como resultado de la acción del hombre (intencional o accidental), logra sobrevivir y reproducirse y sus descendientes persisten. La población aumenta su rango de distribución produciendo profundos impactos negativos sobre el ecosistema receptor, causando daños ecológicos y socioeconómicos.

A pesar de que la importancia de las invasiones biológicas ha sido reconocida desde hace mucho tiempo, la mecánica de estos procesos no se comprende aún con profundidad, existiendo hasta el presente numerosos interrogantes sin respuestas adecuadas. Posiblemente la pregunta más importante sea: ¿qué características debe poseer una especie para comportarse como un invasor efectivo? Si bien hasta ahora no existe una respuesta completa a esta pregunta, sí existe bastante evidencia de que la respuesta no es simple. En otras palabras, la capacidad de invasión de una especie a un medio ambiente dado depende de numerosos factores, los cuales en general tienen que ser tomados en cuenta simultáneamente para poder brindar una predicción adecuada.

Más allá de las incertidumbres existentes sobre el tema, es bien sabido que el movimiento de especies fuera de su área de distribución natural constituye un componente significativo de los cambios globales inducidos por actividades humanas. Su impacto es comparable a la sobreexplotación de poblaciones silvestres, la alteración de ciclos biogeoquímicos, el aumento de las concentraciones atmosféricas de gases causantes del efecto invernadero y las modificaciones de la cobertura vegetal resultantes de cambios en el uso de la tierra. Luego de la conversión de hábitats, la introducción de especies exóticas es la mayor amenaza a la diversidad biológica global.

El proceso de intercambio e introducción de especies se ha incrementado junto con el aumento del tránsito e intercambio entre continentes. Algunas de las rutas que conducen a las introducciones son el turismo, los embarques, las aguas de lastre, la pesquería, la agricultura, el transporte terrestre y aéreo, la forestación, la horticultura, el paisajismo, el comercio de peces ornamentales y la crianza con fines cinegéticos.

El grado del movimiento de especies transportadas por los humanos no tiene precedentes a escala geológica, y ha sido descrito como “una de las más grandes convulsiones históricas de la flora y fauna del mundo”. Si bien la gran mayoría de las especies exóticas no se establece porque el nuevo ambiente no es adecuado para sus requerimientos, un cierto porcentaje de éstas no sólo logra establecerse, sino también se dispersa a expensas de las especies nativas. Estas especies exóticas que desplazan a las nativas a través de depredación, enfermedades o alteración del hábitat son denominadas especies invasoras.
Entre los atributos que poseen las especies exóticas para invadir se cuentan una alta tasa reproductiva, una alta capacidad de dispersión, especies generalistas de hábitat y/o dieta, especies pioneras, reproducción vegetativa o clonal y asociación con los seres humanos.

No obstante, cabe preguntarse porqué las especies exóticas tienen un impacto tan grande sobre la biodiversidad autóctona. Esto se debe en parte, a que al colonizar una nueva localidad, los invasores biológicos llegan a un ambiente donde carecen de enemigos naturales (depredadores, patógenos, competidores y parásitos) con los que han coevolucionado por miles o millones de años. Asimismo, las especies autóctonas no disponen de defensa contra los invasores, una nueva y repentina fuerza selectiva.

Sin embargo, los efectos de las invasiones biológicas no se limitan sólo a la biodiversidad, sino que afectan también a la salud humana y el bienestar económico mediante la introducción de especies vectores de enfermedades, malezas o plagas de los cultivos.

El costo económico (que asciende a millones de dólares cada año), se cuantifica a través de los daños que causan a actividades humanas, (agricultura, ganadería, silvicultura, acuicultura, industrias, etc.) o mediante la estimación de los fondos necesarios para erradicarlas.

Por ejemplo, el mejillón Limnoperma fortunei originario de Asia, llegó al Río de la Plata en 1991 posiblemente en algún barco y no atrajo a atención hasta que comenzó a generar pérdidas millonarias. Tardó solamente diez años en expandirse desde el bajo delta del Paraná hasta Paraguay y el sur de Brasil y es muy probable que en pocos años su área de distribución cubra todo el continente americano. En su lugar de origen no es plaga porque cuenta con depredadores naturales, pero en América del Sur se reproduce a una velocidad vertiginosa.

En 1991 tenía una densidad de 3 a 4 ejemplares por metro cuadrado. Dos años después alcanzaban picos de más de 80.000 metros cuadrados en igual superficie. Hoy, en el Paraná Inferior, sus densidades superan los 120.000 individuos por metro cuadrado.

Estas pobladas colonias viven adheridas a cualquier sustrato duro natural (rocas, ramas sumergidas, valvas de otros moluscos, etc.) o artificial (cementos, barcos, cañerías, etc.). De este modo, son capaces de tapar filtros o disminuir el caudal de agua que circula por las cañerías lo que provoca graves problemas en la mayoría de las plantas energéticas o industriales que utilizan agua de los ríos para su funcionamiento como lo son las plantas potabilizadoras, centrales térmicas, nucleares o hidroeléctricas.

No sólo son cuantiosos los daños materiales, también lo son los ecológicos. Como todo intruso, éste compite con las especies autóctonas y desplaza a algunas de ellas. Además, este molusco resulta un gran filtrador de plancton (probablemente más de un litro por hora por individuo) lo que incide sobre la disponibilidad de alimento para otros organismos acuáticos, en particular las formas juveniles de peces, lo que a su vez tiene efectos sobre todos los niveles tróficos superiores de la cadena alimenticia.

Los mayores problemas de conservación del Parque Nacional el Palmar los originan las especies exóticas que han sido introducidas por el hombre. Entre los animales exóticos se destaca el jabalí (Sus scrofa). Esta especie ha prosperado destruyendo nidos y crías de animales silvestres, como así también renovales de distintas especies nativas como la palmera yatay, ya que busca sus raíces para alimentarse. Entre la flora exótica se encuentra al Paraíso (Melia azedarach). Este árbol, originario de Asia, fue muy utilizado en el siglo pasado para formar arboledas en las viviendas rurales. Escapándose del cultivo, se ha diseminado notablemente en toda la región y especialmente en el área desplazando a especies vegetales nativas. El control de esta especie se torna difícil debido a que es de muy fácil dispersión. Las aves silvestres comen su fruto y diseminan sus semillas por todo el Parque. En la actualidad existen planes de manejo que intentan solucionar esta problemática, a través de acciones que controlen el número y área ocupada por estas especias exóticas.

Otra especie altamente invasora en islas del Río Uruguay y ambientes ribereños en la provincia de Entre Ríos es la Acacia Negra (Gleditsia triacanthos). En la Argentina fue introducida como ornamental y se ha naturalizado en la región pampeana, donde genera importantísimos daños económicos en sistemas agrícolas y ganaderos. Es una especie sumamente peligrosa por su capacidad invasora (rápido crecimiento, período juvenil corto, gran producción de semillas, alta germinación de semillas), por el nivel de daño económico y ecológico que causa y por su difícil control.

El Sauce Exótico (Salix babilónica, Salix alba, etc.), es una especie muy invasora y peligrosa porque es capaz de invadir ambientes naturales prístinos, desplazando a la vegetación nativa. Puede establecerse por semillas o a partir de fragmentos vegetativos y, como es frecuentemente plantada en las riberas de los ríos, sus tallos y ramas, que naturalmente se cortan y desprenden, son dispersados por el agua, colonizando nuevas áreas. Los impactos del sauce pueden ser muy importantes: puede obstruir los canales de ríos y arroyos y hasta generar verdaderos pantanos aguas arriba de los tramos bloqueados. Produce grandes fluctuaciones en la disponibilidad de nutrientes en los ríos ya que su gran sistema radical toma nutrientes del suelo, de la napa de agua y de los arroyos bloqueando su circulación y, con la caída de las hojas, genera un pulso masivo de material. Todos estos cambios físico-químicos se traducirán en importantes efectos sobre la flora y fauna asociada a los ambientes acuáticos invadidos.

Como hemos apreciado, en la actualidad se gastan importantes sumas de dinero en el control de especies exóticas invasoras. La reducción de la tasa de introducción de especies constituye una prioridad en los esfuerzos de conservación, a la vez que ofrece un control más efectivo y económico. Sin embargo, ahora son cruciales los programas de erradicación o control de las mismas y, así como en el manejo de incendios, la supresión o eliminación de una invasión es más fácil si ésta es pequeña. Por lo tanto la detección temprana implicará mínimos costos de control y erradicación.

No obstante, debido a la falta de información y difusión, muchos ciudadanos y gobernantes tienen una pobre apreciación de la magnitud y el costo económico y ecológico del problema. En consecuencia, las respuestas, si existen, son en su mayoría fragmentarias, tardías e ineficaces. Y si sumamos a esto la ausencia de recursos adecuados para combatir eficientemente este problema, surge la necesidad y la urgencia de ir conformando alianzas y concertando esfuerzos entre todos los que compartimos un territorio, de modo de evitar nuevas invasiones y controlar las ya existentes con el objeto final de evitar mayores pérdidas de diversidad biológica.

Es importante resaltar, sin embargo, que el problema de las especies exóticas no radica en su carácter exótico por si, sino que surge cuando producen un proceso de invasión ecológica que elimina la biota local y acelera la homogeneización antrópica del planeta.

El potencial de expansión de plagas graves y de organismos causantes de enfermedades aumenta dramáticamente con el mayor movimiento de las personas, mascotas, vida silvestre y materiales de una a otra parte del mundo. Además, el cambio climático global podría provocar aumentos de las temperaturas que generarían las condiciones necesarias para la dispersión de invertebrados como los mosquitos transmisores de enfermedades, como la fiebre amarilla o malaria.

Dada la importancia del problema, los gobiernos deben aprobar y hacer cumplir leyes y restricciones aduaneras que prohíban la introducción de especies exóticas; y, debido a la imposibilidad de predecir los impactos que muchas especies exóticas tendrán sobre la diversidad biológica, economía, cultura y salud humana, cualquier esfuerzo para evitar, controlar o erradicar las introducciones debería basarse en el principio de precaución.

FUENTE DE INFORMACIÓN

- UICN. Borrador de Guías para la prevención de pérdidas de diversidad biológica ocasionadas por invasión biológica. Cuarta Reunión del Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico, Técnico y Tecnológico. Junio de 1999.

- Jon Paul Rodríguez. La amenaza de las especies exóticas para la conservación de la biodiversidad suramericana. Interciencia. Vol. 26 Nº 10. Oct 2001.

- APN, INTA-EEA Concordia, FVSA. Lista de árboles y arbustos recomendados para la “Cuenca del Aº Palmar” – Entre Ríos.

Silvina E. Cepeda – Griselda L. De Paoli – Fabián D. Rogel.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 802)

La HONORABLE Convención Constituyente SANCIONA:
Artículo 1°: Incorpórese el siguiente texto a continuación del ítem F del inciso 14º del artículo 47 de la Constitución Provincial: 

“La Secretaría del Tribunal Electoral, a cargo del Secretario Electoral, con remuneración e inamovilidad propia de los magistrados judiciales, tendrá las siguientes atribuciones y funciones:

1. Entender y resolver en las cuestiones vinculadas a la formación y funcionamiento de los Partidos Políticos y procesos electorales en la jurisdicción de la provincia, sus resoluciones serán apelables ante el Tribunal Electoral Provincial.

2. Elaborar su presupuesto de gastos y elevarlo a la consideración del Poder Legislativo.

4. Nombrar su personal conforme a la legislación vigente.

5. Asistir en materia de funcionamiento interno al Tribunal Electoral.

6. Ejecutar su presupuesto.

7. Cuando se convoque a elecciones generales para cubrir los cargos electivos provinciales, solicitará la constitución del Tribunal Electoral de inmediato y previa evaluación de las circunstancias, podrá solicitar a los demás poderes del Estado todos los elementos y recursos necesarios para cumplir su tarea.

8. El Tribunal Electoral, a través de su Secretaría, podrá elevar a la legislatura de la provincia, el proyecto de ley que establezca las normas procedimentales que regulen su funcionamiento”

ROGEL – MONGE – GUY – ARRALDE – CEPEDA – DE PAOLI – BRASESCO – ALLENDE (Clidia).

FUNDAMENTOS

De conformidad a lo establecido por el artículo 1º punto 33 de la ley 9768 que declara la necesidad de la reforma parcial de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, esta Convención está habilitada a “Otorgar mayor autonomía, funciones y desarrollo al Tribunal Electoral Provincial.”

Convencidos, no solo de la conveniencia, sino de la necesidad de darle al Tribunal Electoral y a su Secretaría el marco constitucional para que puedan cumplir de la mejor manera la tarea encomendada por el constituyente, cual es la de legitimar con la mayor transparencia los procesos electorales.

En este sentido se estaría otorgando por primera vez el derecho de defensa doble que establece el Tratado Interamericano de Derechos humanos a toda persona física o jurídica.

Es decir no solo un fallo de primera instancia sino además la doble instancia de la apelación ordinaria y no como en la actualidad que el Tribunal Electoral falla por única vez y sobre sus fallos queda la construcción jurídica de un recurso de apelación extraordinario ante el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia.

El art.8 del Tratado Interamericano de Derechos Humanos-Pacto de San José de Costa Rica- así lo impone y esta circunstancia ya fue aplicada en el caso de Gorriarán Merlo por el juicio del asalto a “La Tablada”, que se ordenó la nulidad del juicio por falta de doble instancia en la defensa.

Por otra parte no puede suceder como en la actualidad que el Presidente del Tribunal de Justicia de la Provincia se ocupe de cuestiones de trámites diarios como es firmar la orden para que se pague una factura de energía o de teléfono como en la actualidad.

El Tribunal Electoral está para la tarea importante de otorgar a los entrerrianos todas las garantías de que no habrá la menor sospecha de parcialidad durante el desarrollo del proceso electoral.

Para ello tenemos que sacarle la mayor cantidad de tareas meramente administrativas y equipararlo a como funciona la Justicia Electoral Nacional con un Juez- en este caso la Secretaría- y una apelación a la Cámara Nacional Electoral-en este caso al Tribunal Electoral Provincial.

Es por lo expresado que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.
Fabián D. Rogel – Jorge D. Monge – Juan C. Arralde – Silvina E. Cepeda – Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco – Clidia A. Allende.
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 803)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Incorpórese a una nueva sección de derechos y garantías de la Constitución de Entre Ríos los siguientes artículos:

Software Libre

Artículo
: El Estado Provincial tiene la obligación y el deber de implementar Políticas de Estado que posibiliten el correcto uso y administración de los fondos públicos, la independencia tecnológica, el control y el acceso a la Información, la confiabilidad, estabilidad y seguridad de todos los ciudadanos, para lo cual incentiva al uso de las nuevas tecnologías y secuencias de instrucciones a utilizar en los dispositivos de procesamiento digital de datos, conocidos como Programas o Software. El software utilizado por el Estado, los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, los Organismos Descentralizados y las Empresas donde el Estado posea mayoría accionaria, emplearán en sus sistemas y equipamientos informáticos exclusivamente programas o software que brinden, sin costo adicional, las siguientes libertades:

1. uso irrestricto del software con cualquier propósito

2. inspección exhaustiva de sus mecanismos de funcionamiento y acceso al código fuente o de origen respectivo

3. uso de los mecanismos internos y de cualquier porción arbitraria del software para adaptarlo a necesidades especificas

4. modificación del software y su distribución libre y pública, tanto de las modificaciones como del nuevo software resultante bajo las mismas condiciones del software original de modo que toda la comunidad se beneficie.

Artículo
: Todo software que reúna los requisitos enunciados en el artículo anterior es reconocido por el Estado Provincial como “Software Libre” y será utilizado por el Estado en forma exclusiva, y siendo el Estado responsable de garantizar un desarrollo sustentable adecuado al uso de las nuevas tecnologías, es su deber:

1. fomentar el uso de Software Libre

2. desarrollar una planificación económica, social y tecnológica compatible con la protección de los derechos al conocimiento y desarrollo de todo ciudadano.

3. promover la participación social en actividades de Software Libre que tiendan a complementar el bienestar de los ciudadanos y de la comunidad

4. propiciar e incentivar las actividades de entidades gubernamentales y no gubernamentales que desarrollen actividades en la materia.

5. desarrollar y fomentar campañas destinadas a la concientización de la ciudadanía de sus derechos al conocimiento pleno de las tecnologías que utilizan.

6. establecer la obligatoriedad del uso de software libre y la educación informática en todos los niveles y modalidades de enseñanza.

7. propiciar el desarrollo de software libre para satisfacer las necesidades del Estado y la comunidad, priorizando los desarrollos realizados por profesionales locales.

8. en caso de no existir una solución de software libre que satisfaga las necesidades planteadas, la misma debe desarrollarse y la Ley establecerá los mecanismos a seguir hasta que se haga efectivo dicho desarrollo, siempre garantizando que los mecanismos de almacenamiento de información puedan ser inspeccionados o abiertos.

9. el uso de software no libre en el Estado solo podrá hacerse efectivo a través de un permiso especial y para fines de estudio e investigación, o por lo expuesto en el inciso anterior.
10. la Ley reglamentará los plazos, condiciones y formas en que se efectuará la transición de la situación informática actual del Estado a una que satisfaga las condiciones aquí expresadas y orientará, en tal sentido, las licitaciones y contrataciones futuras de software.

11. la Ley reglamentará los plazos, condiciones y formas en que se efectuará la transición de la situación informática actual del Estado a una que satisfaga las condiciones aquí expresadas y orientará, en tal sentido, las licitaciones y contrataciones futuras de software.

SCHOENFELD

FUNDAMENTOS

A La Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos

Software Libre

Introducción

Brusca caída en desarrollo tecnológico

“De acuerdo con el cuarto Informe Global sobre Tecnologías de la Información y las Comunicaciones que analiza 104 economías del mundo, tras ocupar en 2003 un modesto pero auspicioso 50° puesto y de estar 45° en el 2002, la Argentina descendió bruscamente al 76° lugar entre 2004 y lo que va del año. Siete países de América latina, encabezados por Chile y seguidos por Brasil, México, Uruguay, Colombia, Panamá y El Salvador, ocupan mejores posiciones. Entre las causas que frenan el desarrollo de las tecnologías de la información y las comunicaciones -las llamadas TIC- en América latina el informe apunta al deficiente marco legal del sector, al escaso estímulo del gobierno y a las bajas tasas de penetración de Internet... Al país le resta mucho por hacer en materia de desarrollo tecnológico y para comenzar con la tarea será necesario un cambio de actitud frente a tan importante cuestión. Según el Informe Global que comentamos, la Argentina ocupa el último puesto en materia de éxito de las políticas de promoción de las TIC, el penúltimo lugar con respecto al parámetro Prioridad de las TIC en el gobierno e igual posición en relación con la efectividad de la elaboración de leyes del sector”. La Nación, 25/03/05.

Es evidente que nos encontramos en un progresivo retroceso en cuanto al desarrollo tecnológico que imposibilita nuestra participación en la actual Era Digital, y las razones que obstaculizan este deterioro del conocimiento y que amplían la llamada “brecha digital” podrían subsanarse y así evitaríamos seguir estando relegados en este proceso cada vez mayor de dependencia.

Un elemento de suma importancia en el desarrollo tecnológico es precisamente el software, motor de la tecnología aplicada, y que además posee una característica muy interesante y que lo distingue de cualquier otro producto que adquirimos: la propiedad del software no se adquiere, solo obtenemos una Licencia de uso del software que regula las maneras en las que el usuario puede utilizarlo, modificarlo y distribuirlo. Si bien la variedad de tipos de licencia abarca todo el rango de posibilidades, desde las condiciones más estrictas hasta las más liberales, se las puede clasificar en dos grandes categorías: Licencias Libres y Licencias Privativas o Propietarias.

Es sabido que todas las herramientas de procesamiento de datos aportan muchas y conocidas ventajas, pero una vez comenzada la informatización de una tarea, la computadora se vuelve imprescindible, y la tarea pasa a depender de su disponibilidad. Por ello, es sumamente necesario que estas Licencias otorguen al usuario la libertad para realizar ampliaciones y correcciones, caso contrario se produce una dependencia tecnológica en la que el proveedor está en condiciones de dictar unilateralmente términos, plazos y precios.

Variados documentos informan que aproximadamente el 90% del software utilizado en la administración pública es ilegal, y esto se debe a que se utiliza Software Privativo o Propietario sin pagar las correspondientes Licencias.

En este proyecto trataremos de explicar las razones por las cuales es imprescindible que el Estado utilice Software con Licencia Libre.

Temario

El Estado y la Protección de la Información
Licencias Libres y Licencias Privativas
El Software Libre es un asunto de libertad, no de precio
Transparencia de Funcionamiento y Seguridad Nacional
Formatos Secretos y Dependencia
Software de Seguridad
Efecto de Red y Monopolio
Usuario Libre
Desarrollo Local
El costo del software
El costo de la migración
Software Libre: la solución más apta
Software Libre en las Escuelas
Software Libre en el Estado y hambre
Hacia una verdadera Política de Estado en Software
Estado del desarrollo del Software Libre
Antecedentes en Argentina y en otros países
UNESCO
Conclusión
El Estado y la Protección de la Información

El Estado, para cumplir con sus funciones, debe almacenar y procesar información relativa al gobierno y a los ciudadanos. Por ende, es obligación del Estado resguardar la privacidad e integridad de esos datos, garantizando su protección en cuanto a:

* Filtración: los datos confidenciales deben ser tratados de tal manera que el acceso a ellos sea posible exclusivamente para las personas e instituciones autorizadas.

* Acceso: los datos deben ser almacenados de tal forma que el acceso a ellos por parte de las personas e instituciones autorizadas esté garantizado durante toda la vida útil de la información.

* Manipulación: la modificación de los datos debe estar restringida, nuevamente, a las personas e instituciones autorizadas.

Si cualquiera de estos aspectos es descuidado, las consecuencias para el Estado y para el individuo pueden ser graves, y cuando la información es procesada electrónicamente, su vulnerabilidad a estos riesgos depende del software que los procese.

Volver al Temario
Licencias Libres y Licencias Privativas

Cuando adquirimos un software, a través de una erogación monetaria o sin ella, lo que estamos adquiriendo es una Licencia respecto de los usos que le podemos dar a dichos programas, ya que el software, como mercadería, por lo general, no está a la venta.

Esta situación es muy diferente a, por ejemplo, comprar una mesa o un automóvil, donde el cliente adquiere el título real sobre algo que es suyo y que puede prestar, regalar, modificar, revender, citar, alquilar, etc.. Al "comprar un programa", el usuario por regla general no adquiere derecho de propiedad alguno, y en muchos casos ni siquiera pasa a ser propietario del medio magnético u óptico en el que el software es entregado, que continúa siendo propiedad del autor original.

Como dijimos anteriormente, las Licencias pueden ser clasificadas en dos grandes categorías:

* Licencias Privativas: el software licenciado de modo privativo otorga al usuario solamente el derecho de ejecutar el programa "tal como es" (hasta con errores incluidos) y en una sola y determinada computadora, prohibiendo expresamente todo otro uso.

* Licencias Libres: el software gobernado por una licencia libre (software libre) permite al usuario no solo ejecutar el programa en tantas computadoras como desee, sino también copiarlo, inspeccionarlo, modificarlo, mejorarlo, corregir errores y distribuirlo, o contratar a alguien para que lo haga.

Los derechos otorgados al usuario bajo una licencia privativa son insuficientes para las necesidades operativas del Estado, el software libre en cambio hace imperativo su uso en forma exclusiva en todas las áreas de la administración pública ya que ofrece ventajas de índole: económica, social, operativa y de seguridad nacional.

Antes de continuar es necesario aclarar que tanto el software privativo como el libre, están bajo copyright1 desde el momento de su publicación. El software libre, es libre porque quien tiene el copyright decide publicarlo bajo una licencia que lo hace libre.

Los programas de computadora están cubiertos por copyright en todo el mundo. Actualmente uno de los grandes problemas con los que se enfrenta el software libre es el de las patentes de software. En algunos países, especialmente Japón y EEUU, se ha vuelto posible registrar ideas implementadas en software bajo el sistema de patentes (en Argentina no tenemos este problema, pero siempre hay que estar atentos para evitar posibles modificaciones a las leyes en este sentido). Así, no sorprende encontrar en esos países patentes sobre el “doble clic”.

Volver al Temario
El Software Libre es un asunto de libertad, no de precio

Software Libre proviene de la traducción inglesa del término “Free Software”, y por lo general su interpretación lleva a confusiones. La palabra inglesa “free” tiene dos significados generales: puede referirse a libertad como “libre” o puede referirse a precio como “gratis”. Cuando hablamos de software libre, estamos hablando de libertad, no de ser gratis. Específicamente se refiere a que el usuario es libre de ejecutar el programa, cambiarlo y redistribuirlo.

A veces los programas libres son distribuidos gratuitamente, y otras veces se cobra dinero por ellos. A menudo se da el caso de conseguir en forma gratuita un programa libre y luego encontrarlo a la venta en otro lugar. Pero el programa es libre a pesar del precio simplemente porque los usuarios tienen la libertad de usarlo a su gusto.

Normalmente, son los programas no libres los que se venden a un precio elevado, y aunque algunas veces un comercio nos dé una copia sin cobrar, con precio o sin él, el programa no es libre si los usuarios no tienen libertad en su uso.

Como el software libre no tiene nada que ver con el precio, un precio bajo no indica que el programa sea más libre o esté más cerca de serlo. Por eso, quien redistribuye copias de software libre puede cobrar por hacerlo y obtener réditos económicos. Redistribuir software libre es una actividad legítima.

Software Libre no significa “no comercial”. Un programa libre debe estar disponible para uso comercial, desarrollo comercial y distribución comercial. El desarrollo comercial del software libre ha dejado de ser inusual a pasar a ser muy importante.

De modo más preciso, el software libre se refiere a cuatro libertades con las que cuentan los usuarios, conocidas como “libertades centrales”:

* Libertad 0: la libertad de usar el programa, con cualquier propósito.

* Libertad 1: la libertad de estudiar cómo funciona el programa, y adaptarlo a sus necesidades (el acceso al código fuente es una condición previa para esto).

* Libertad 2: la libertad de distribuir copias.

* Libertad 3: la libertad de mejorar el programa y hacer públicas las mejoras a los demás, de modo que toda la comunidad se beneficie (el acceso al código fuente es un requisito previo para esto)

Un programa es software libre si los usuarios tienen todas estas libertades. Al ser los usuarios libres de hacer esto significa (entre otras cosas) que no tenemos que pedir o pagar permisos.

La libertad para usar un programa significa la libertad para cualquier persona u organización de usarlo en cualquier tipo de sistema informático, para cualquier clase de trabajo, y sin tener obligación de comunicárselo al desarrollador o a alguna otra entidad específica.

Para que las libertades de hacer modificaciones y de publicar versiones mejoradas tengan sentido, es necesario tener acceso al código fuente del programa. Por lo tanto, la posibilidad de acceder al código fuente es una condición necesaria para el software libre.

Estas libertades deben ser irrevocables, por lo tanto si el desarrollador del software tiene el poder de revocar la licencia: el software no es libre.

Son aceptables, sin embargo, ciertos tipos de reglas sobre la manera de distribuir software libre, mientras no entren en conflicto con las libertades centrales. Por ejemplo, copyleft es la regla que implica que, cuando se redistribuya el programa, no se pueden agregar restricciones para denegar a otras personas las libertades centrales. Esta regla no entra en conflicto con las libertades centrales, sino que más bien las protege ya que garantiza que ningún software libre puede llegar a convertirse, por ejemplo, en privativo.

Volver al Temario
Transparencia de Funcionamiento y Seguridad Nacional

Una característica esencial de toda licencia privativa es la prohibición expresa al usuario de intentar descubrir la manera en la que el programa funciona. Esta limitación puede ser razonable para un programa de juego, pero es inaceptable en todos aquellos casos en los que el programa maneja información útil, importante y confidencial.

Al no poder inspeccionar el software, a los usuarios sólo le queda la posibilidad de usarlo y confiar en que sus proveedores, y también todos y cada uno de los empleados de sus proveedores, e incluso las entidades gubernamentales bajo las que sus proveedores operan, se comporten de manera impecable y priorizando la seguridad del cliente aún por encima de sus propios intereses personales, comerciales, nacionales o estratégicos.

Esta confianza ya ha sido rota repetidas veces. Podemos citar dos ejemplos de la extensa lista, ambos ampliamente documentados (ver página 31 - La Puerta Trasera de Interbase y Clave Criptográfica que incluye Windows NT Atribuible a la NSA)

El software libre permite al usuario la inspección completa y exhaustiva del mecanismo que utiliza para procesar los datos e información que le introducimos.

Poder inspeccionar y conocer el mecanismo de procesamiento que utiliza un software no solo se remite a lo académico, sino que además nos permite:

* saber si el programa cumple efectivamente con su función,

* o si incluye vulnerabilidades intencionales o accidentales que permitan a terceros acceder indebidamente a los datos, o que de alguna manera llegue a impedir que los usuarios legítimos de la información puedan acceder a la misma.

Que cualquier software permita ser inspeccionado es una excelente medida de seguridad, ya que los mecanismos que utiliza para procesar la información que le introducimos estarán expuestos constantemente a la vista de profesionales capacitados, con lo que se vuelve inmensamente más difícil ocultar funciones maliciosas.

Volver al Temario
Formatos Secretos y Dependencia

Esta dependencia tecnológica se puede observar en la manera en que los programas almacenan la información introducida. Si el programa usa un formato de almacenamiento estándard, entonces el usuario puede estar seguro de que en el futuro podrá seguir descifrando la información. Si, por el contrario, los datos se almacenan en un formato secreto, el usuario queda atrapado en un determinado proveedor, que es el único que puede ofrecer alguna garantía de acceso a ellos.

Las licencias libres están adheridas a standards, y como habilitan al usuario a su inspección esto hace que se transparenten los formatos de almacenamiento de información, de modo que el usuario tiene la tranquilidad de que siempre podrá acceder a sus datos.

Las licencias privativas en cambio, almacenan los datos en formato secreto, es decir que los datos o la información que el usuario introduce en el programa o software, información que es del usuario, es codificada y almacenada en un formato que es de propiedad del autor del programa, y que el usuario no tiene derecho a investigar.

Al estar los datos codificados en un formato secreto, el usuario depende absolutamente de que el propietario del software continúe permitiéndole el uso de los programas, porque de otra manera no puede acceder a su propia información. El propietario del software tiene, a todos los efectos prácticos, la potestad de decidir si un usuario determinado puede acceder o no a los datos que él mismo elaboró. Lo que ocurre aquí es que los datos del usuario están siendo tomados como rehén por el propietario del software ya que la única manera que el usuario tiene de asegurarse que aún en el futuro podrá acceder a ellos, es a través de continuar usando programas de ese autor, y no de otro.2
Volver al Temario
Software de Seguridad

Ante determinadas situaciones, es común encontrar los siguientes planteos: “¿es necesario ocultar el código en ciertas áreas? ¿la publicidad del código no facilita el acceso indebido a los criminales informáticos?”.

Esta es una confusión de conceptos muy recurrente que es necesario aclarar.

El software de seguridad (que es el que está en discusión en estas preguntas) es como un seguro de caja fuerte: aunque se sepa como funciona, es necesario conocer la "clave" o "combinación" que su dueño fijó para abrirla. La seguridad depende de la protección de esa combinación, no del mecanismo en sí, siempre y cuando el mecanismo sea lo suficientemente bueno.

Hay programas libres para usar los mecanismos de seguridad más fuertes conocidos. El hecho de que sean libres les da una garantía de calidad, ya que su publicidad permite que cualquiera pueda detectar y reparar los fallos y riesgos a la seguridad que contenga. Cuando se oculta el funcionamiento, sólo aquellos que tienen intenciones de vulnerar esta seguridad se toman el trabajo de desarmarlo y ver como funciona, aumentando el riesgo.

En resumen: es posible tener programas libres de máxima seguridad, y es más fácil controlar que funcionen correctamente y auditarlos.

Volver al Temario
Efecto de Red y Monopolio

Todo programa de computadora, y en especial aquellos que se utilizan para comunicar información (procesadores de texto, planillas de cálculo, administradores de correo electrónico, navegadores de Internet, gestores de bases de datos, etc.), exhiben lo que técnicamente se conoce como "network effect" o "efecto de red".

El efecto de red implica que la utilidad del software aumenta con la cantidad de personas que lo usa, es decir con el tamaño de la "red de usuarios" del programa.

Los proveedores de software privativo conocen esto muy bien, y todos ellos utilizan el mismo mecanismo para aprovecharlo: en cuanto alcanzan una porción significativa del mercado, comienzan a almacenar los datos en un formato secreto.

El objetivo que el autor de software privativo persigue con esta estrategia es que la comunicación más perfecta y sencilla se produzca exclusivamente entre usuarios que utilizan el mismo programa. Lo peor es que la estrategia funciona. La razón más citada para usar Microsoft Word es que "es la única manera de intercambiar datos cómodamente con el resto del mundo", independientemente de la calidad o el precio del producto. Si Word almacenara los datos siempre en un formato público (lo que sería perfectamente factible), el usuario podría elegir el programa que mejor satisface sus necesidades, independientemente de cuánta gente lo usa. Por cierto, Word es solo un ejemplo. Si no fuera Word el programa dominante de la categoría, habría otro que estaría en su lugar, y el argumento seguiría valiendo con la misma fuerza, dado que el software privativo, como mecanismo, conduce inevitablemente al monopolio.

Volver al Temario
Usuario Libre

El software privativo se licencia de tal modo que sólo puede ejecutarse en una sola y determinada computadora o sistema operativo. Ya no es el usuario quien decide que tipo de computadora y sistema desea utilizar, sino que esa elección queda enteramente a discreción del propietario del programa. Lógicamente nadie puede obligar al propietario del software a hacer que su programa esté disponible para una determinada plataforma, y como la licencia de su software es meramente de uso, y no de modificación, tampoco es posible que el usuario mismo adapte ese software para llevarlo a la plataforma que necesita.

Este hecho, combinado con el monopolio inevitable al que conduce el efecto de red, hace que la elección del usuario esté dictado por las decisiones del propietario del software dominante, en vez de ser hecha en base a sus propias necesidades.

Esto es claramente visible en el mercado de computadoras de escritorio, en el que la predominancia de Windows ha convertido a las computadoras basadas en procesadores de la familia Intel aparezcan al ojo no entrenado como la única alternativa viable.

De la misma manera, valiéndose del mismo mecanismo de almacenar datos en formatos secretos que pueden cambiar a discreción, sin necesidad de autorización, los productores de software privativo periódicamente obligan a sus clientes a adquirir actualizaciones innecesarias de sus programas. El recurso es simple: comercializan una versión nueva del producto, y retiran la vieja del mercado. La nueva versión usa un nuevo formato, incompatible con el anterior. El resultado es que el usuario, aunque esté conforme con las prestaciones de la versión con la que cuenta, no tiene más remedio que adquirir la versión más "moderna", porque es la única forma que tiene de leer los archivos que le envían sus conocidos y colegas que tienen la versión nueva.

Por cierto, a menudo estas actualizaciones forzadas traen aparejadas otras, porque el nuevo software tiene requerimientos de hardware3 más ambiciosos, y consume más memoria, o necesita un procesador más rápido, causando gastos innecesarios, etc.

Un claro ejemplo de esta dependencia tecnológica puede verse en la misma legislación argentina, donde: el ciudadano argentino debe pagar una licencia a Microsoft para poder cumplir con sus deberes impositivos.

Desde hace un tiempo, la AFIP exige a los contribuyentes la presentación de diversas declaraciones en formato digital. La idea, por cierto, es razonable, pero la manera en la que la AFIP la implementó es tal que exige que la presentación sea hecha exclusivamente a través de la ejecución de programas específicos provistos por esa organización. Estos programas, es cierto, son gratuitos, pero entre sus requerimientos de ejecución se incluye como sistema operativo exclusivamente a "Windows 95, 98 o superior". Es decir que el Estado está exigiendo a los ciudadanos que compren un determinado producto de un determinado proveedor al solo fin de poder cumplir sus obligaciones impositivas.

También podemos agregar que, siendo esto muy conocido por todos, los programas de computadora a menudo contienen errores, y no siempre se adecuan perfectamente a las necesidades del usuario. Nadie se asombra ya de perder horas de trabajo porque debió reiniciar su sistema, ni de que sus datos desaparezcan debido a la acción de un virus, ni de los procesos detenidos porque la computadora no responde. El usuario está resignado, y acepta estos problemas como parte del precio a pagar por el uso de la herramienta. Sin embargo, ninguna de estas fallas es inherente a las computadoras: son tan solo la expresión tangible de la impotencia del usuario final ante las fallas de un mecanismo sobre el que no tiene ningún control, y del que depende para poder llevar a cabo su tarea.

Esta falta de control alcanza niveles grotescos. Tomemos como ejemplo el sistema de emisión de pasaportes de la Policía Federal. Cuando argentinos que viven en el exterior tienen un hijo en un país que se rige por el Jus Sanguinis4, digamos Alemania, el niño no es argentino ni alemán, es apátrida5. Alemania se rehúsa a emitir un pasaporte para el niño. Argentina sí lo emite, pero a la hora de ingresar la nacionalidad del niño, el programa carece de la opción "apátrida", por lo cual se lo anota como alemán, decisión tan arbitraria como designarlo hindú. En síntesis, tenemos aquí un caso en el que el defecto de un software modifica de hecho la legislación.

La clave de la operatividad está en el control, y el software libre permite operar correcta y eficientemente. El software libre es en general mucho más robusto que sus contrapartes privativas sencillamente porque cuando los usuarios encuentran un defecto lo pueden arreglar (o hacer arreglar) de acuerdo a sus propios intereses. Y al ser la corrección libre, al igual que el programa original, basta con que algún usuario en el planeta encuentre méritos para resolver el problema para que esté solucionado para todos los demás. El usuario puede adaptar el programa a sus necesidades sin pedirle permiso a nadie, eligiendo plazos, presupuestos y proveedores de acuerdo a sus posibilidades y prioridades, y resolviendo sus problemas de una vez por todas, en vez de continuar luchando contra ellos cotidianamente.

El cliente de software privativo, que ha adquirido meramente una licencia limitada de uso, no tiene otro remedio que recurrir al autor del programa, en la esperanza de que éste se sienta inclinado a corregir la situación en tiempo y forma. Recordemos que la licencia de uso del software es "tal como está", de modo que el autor tampoco tiene obligación de corregir eventuales errores.

A veces, el usuario está en condiciones de incentivar al autor a corregir un error o agregar una función que necesita, pagándole para que lo haga, pero hay obstáculos:

* casi siempre, el usuario es una organización mucho más chica y menos poderosa que el autor, de modo que su capacidad de incentivarlo es muy limitada

* el autor es la única organización que tiene derecho a corregir y modificar el programa, por lo que puede dictar precio, condiciones y plazos

* aún cuando el usuario pague por el desarrollo del arreglo o de la nueva función, la propiedad intelectual sigue siendo exclusivamente del autor, que seguirá lucrando con la nueva funcionalidad adquirida con el dinero del cliente

La libertad que otorga el software libre para realizar modificaciones no está destinada solamente a los programadores, que si bien son éstos los que pueden capitalizarla en primera instancia, son los usuarios los que se benefician en forma significativa porque de esta manera pueden contratar a cualquier programador (no necesariamente al autor original) para que corrija errores o añada funcionalidad.

Las personas que el usuario puede contratar no sólo no tienen exclusividad alguna sobre la posibilidad de contratación, sino que tampoco la adquieren a partir de sus modificaciones. De esta manera, el usuario tiene la plena libertad de asignar sus recursos para resolver sus necesidades de acuerdo a sus propias prioridades, pidiendo varias cotizaciones y quedándose con aquella que le ofrezca mejor relación precio/prestación, sin exponerse a chantajes y extorsiones.

Volver al Temario
Desarrollo Local

Es necesario aclarar que el software difiere de otras creaciones intelectuales (tales como los libros o las obras de arte) en varios aspectos; en realidad el software es más parecido al conocimiento científico, y el desarrollo de software a la investigación.

En el mundo científico, las libertades de uso de conocimiento previo, y la libre circulación del conocimiento, son valores importantes, apreciados, y que originan el progreso.

Cuando Sir Isaac Newton dijo: "Si he visto más lejos, es porque me he subido sobre los hombros de gigantes”, estaba valorando estás libertades, otorgadas por los "gigantes", que le permitieron llevar a cabo su desarrollo.

De la misma forma, en el mundo del software libre, está disponible el trabajo de "gigantes", como un capital inicial sobre el cual desarrollar y realizar verdadera innovación, en vez de reinventar la rueda una y otra vez.

Al igual que los científicos, los desarrolladores de software libre tienen como uno de sus incentivos el prestigio de la creación intelectual, que se logra mediante la publicación del trabajo. De ahí que la libertad de inspección y uso provee un marco para promover el desarrollo y la innovación en software, y la libertad de distribución promueve un incentivo.

Además del incentivo personal, existe un incentivo económico. El software, como herramienta, requiere mantenimiento (deployment, adaptación, modificaciones durante su uso, reparaciones de errores). Para realizar adecuadamente ese mantenimiento es necesario saber la forma en la cual opera el software. Cuando el software no es libre, ese conocimiento es exclusivo del autor, y por lo tanto este tiene un monopolio sobre estos servicios asociados. Las libertades que otorga el software libre permiten la ruptura de este monopolio, promoviendo la libre competencia, es decir un mercado donde estos servicios pueden ser prestados por cualquier persona capacitada, y donde el precio es fijado por las necesidades reales, no por una decisión monopólica.

De esta forma, las libertades en el software crean un incentivo de valor directo económico y puesto de trabajo que además pueden transferirse a la industria local si el software fue desarrollado en el extranjero. La libertad de distribución no actúa en perjuicio de este incentivo económico, ya que el software se desarrolla como un objeto abstracto con un alto valor intelectual, y la realización de copias tiene un costo casi nulo que no es lo que se paga al contratar el desarrollo de software.

Si el usuario está habilitado para ejecutar un programa, pero no para inspeccionarlo ni modificarlo, entonces no puede aprender de él, se vuelve dependiente de una tecnología que no sólo no comprende sino que le está expresamente vedada.

Los profesionales de su entorno están igualmente limitados, no pueden dar respuesta a muchos problemas porque el conocimiento necesario para darla está restringido. De esta manera ven cada vez mas limitada la posibilidad de ofrecer valor agregado y sus horizontes laborales se estrechan junto con sus posibilidades de aprender más.

Hay que reconocer que los propietarios de software privativo ofrecen cursos en los que capacitan a profesionales para resolver problemas, pero no es de sorprender que esos cursos sean altamente costosos, agregando a esto que nunca revelan todos los detalles y tampoco se puede corroborar si lo que enseñan es realmente correcto. En definitiva, nadie sabe exactamente qué pasa, solamente se sospecha. Y aún si una de estas sospechas fuera correcta, aún en el improbable caso de que alguien, fortuitamente, descubriera la causa de un determinado error y pudiera eliminarlo para siempre... ¡Tendría prohibido hacerlo!
La solución a la mayoría de los problemas de nuestra computadora es apretar “reset”, y el software privativo reduce a los profesionales locales precisamente al papel de "muñequitos para apretar reset".

El cliente que exige a un profesional local que le dé soporte sobre un programa privativo está pidiendo lo imposible. Si lo que necesita es un campo fértil de profesionales competentes, que conozcan a fondo los productos que soportan, y que estén en condiciones de ofrecer soluciones definitivas a los problemas que surjan, y no meros parches, estará en mejores manos adoptando software libre para su operación.

Al usar software libre, que los profesionales pueden analizar a fondo, comprender y mejorar, el usuario queda en posición de poder exigirle al personal de soporte que los sistemas cumplan su tarea a la perfección.

Ya no caben las excusas “se colgó” ni los mecanismos “reset” porque no hay nuevos y oscuros componentes sobre los que el profesional no tiene control, y por ende responsabilidad. Aquí está todo abierto, todo el que quiere puede aprender, todo el que quiere puede colaborar, y si alguien no sabe es porque no quiso aprender, no porque alguien le ocultó la información necesaria para cumplir con su tarea.

Es cierto que no existen aún soluciones libres para todas las necesidades de los usuarios. Si vamos al caso, tampoco existen soluciones privativas para todas las necesidades.

El software libre sienta las bases para un desarrollo local sólido y autónomo con profesionales locales que ofrecen soluciones.

En aquellos casos en que la solución libre no existe, hay que desarrollarla, lo que significa esperar a que alguien más tropiece con la necesidad y lo desarrolle, o desarrollarlo uno mismo (o lo que es igual, pagar para que alguien lo desarrolle). La diferencia está en que en aquellos casos en que sí hay una solución libre disponible, el usuario puede utilizarla inmediatamente y sin reparos de ningún tipo, mientras que con las soluciones privativas siempre tiene que pagar, y lo que obtiene a cambio es una "solución" cerrada y secreta, en vez de una herramienta que le permita crecer y operar con seguridad y libertad.

Volver al Temario
El costo del software

El software no sólo cuesta un precio de adquisición de licencia. También cuesta mantenerlo, operarlo, ajustarlo. Es importante para el usuario el poder mantener estos costos bajo control, pues de lo contrario puede llegar a verse impedido de llevar a cabo sus metas, a fuerza de erogaciones no planificadas.

Una consecuencia directa de las características aquí planteadas del software libre, es que su uso es libre: todo aquel que lo tiene en su poder puede usarlo cuantas veces quiera, en cuantas computadoras quiera, a los fines que quiera, y de esta manera el usuario se libera de toda dependencia de un proveedor único, y puede administrar su crecimiento y operación con total autonomía, sin temor de costos ocultos ni extorsiones.

La licencia privativa de uso bajo la que se comercializa el software privativo no solo es altamente costosa, sino que además coloca al usuario en multitud de problemas. Por ejemplo, la obligación de pagar nuevamente al proveedor del sistema cada vez que expande su operación, pese a que éste no aporta nada nuevo. Peor aún, el proveedor obliga al cliente a hacer su propia auditoría respecto de la correcta aplicación de las licencias. Este problema se agrava debido a la falta de provisión, por parte del titular de los derechos de autor, de herramientas efectivas para controlar el uso de software, de modo que, a medida que aumenta la cantidad de máquinas y usuarios, este mismo control se va haciendo cada vez más caro, hasta superar los costos de la misma licencia.

Volver al Temario
El costo de la migración

Una migración (en este caso, pasar de software privativo a software libre) involucra costos en relevamientos, toma de decisiones para implementar los nuevos sistemas, mano de obra para implementar el cambio, conversión de datos, reentrenamiento del personal, y eventualmente gastos en licencias y/o desarrollo (no todo el software libre es gratis) y tiempo.

Todos estos son costos fijos, que se pagan una vez. El software privativo o propietario utilizado también tuvo sus costos fijos que fueron pagados y no pueden ser recuperados.

Pero comparando con los costos que demanda el uso de software privativo, éste tiene otros costos involucrados: actualizaciones permanentes (a veces acentuadas por un efecto de monopolio autosostenido), pérdida de interoperabilidad, mantenimiento (con un contratista con el monopolio sobre el mantenimiento, y capaz de cobrar lo que quiera) y por sobre todo, el inmenso precio que tiene para el estado la pérdida de las libertades que le garantizan el control de su propia información. Estos costos son permanentes y crecientes a lo largo del tiempo (incluso si sólo se consideran los monetarios), y tarde o temprano, superaran a los costos fijos de realizar una migración.

Por lo tanto, dado que la migración nos beneficiará económicamente conviene llevarla a cabo lo antes posible, en vez de esperar que los costos crezcan hasta volverse incontrolables.

Es un costo a corto plazo, pero un ahorro enorme a largo plazo, y que además produce beneficios no económicos mayores.

Volver al Temario
Software Libre: la solución más apta

Obviamente, al Estado debe elegir la solución mas apta para sus necesidades. La clave del problema está en el significado de "más apta".

La solución más apta no es necesariamente la solución más usada en el mercado; muchas veces la solución más exitosa lo es solamente por que la empresa que la promovió tuvo una mejor campaña publicitaria o porque atrapó al mercado en un monopolio.

Tampoco es necesariamente más apta la que tiene toda la funcionalidad necesaria; el Estado necesita más que eso: necesita ser independiente tecnológicamente, poder tener control sobre su propia información y poder proteger la seguridad de sus datos. Esas son algunas de las aptitudes que sólo el software libre puede otorgar, aptitudes que el Estado no puede dejar de lado. Lo que el Estado puede dejar de lado, es funcionalidad no crítica.

Por ello, la solución más apta, sea cual fuere, será siempre un programa libre; los programas no libres tienen características que los hacen completamente inutilizables para un Estado, por someterlo a riesgos importantísimos, aún cuando la solución libre con la que se cuenta sea ligeramente menos funcional o más costosa.

Volver al Temario
Software Libre en las Escuelas

Como ya hemos visto hasta aquí, hay razones generales por las que todos los usuarios de computadoras deben utilizar software libre, y estas razones también son aplicables a las escuelas, pero al hablar de educación existen también otras razones importantes de destacar.

Al hablar de escuelas, la primera razón para usar software libre en las mismas supone un ahorro económico significante. Incluso en los países más desarrollados, los recursos económicos de las escuelas siempre son escasos, y el software libre permite a las mismas, al igual que a cualquier otro usuario, la libertad de copiar y redistribuir el software, y usarlo en todas las computadoras que dispongan. En los países pobres esto es más que fundamental.

Los autores de software privativo como plan estratégico muchas veces donan copias de su software a las Escuelas, hecho que “supuestamente” elimina las desventajas económicas de su uso. Y decimos “supuestamente” porque luego las Escuelas deberán pagar las actualizaciones y terminarán gastando más dinero de lo que cuesta una Licencia. Este primer motivo, el económico, para utilizar software libre en las Escuelas es el mas obvio, siempre el primero enunciado, y aunque es importante, no deja de ser superficial.

Existen razones mas profundas.

La escuela debe enseñar a los estudiantes estilos de vida beneficiosos para la sociedad en su conjunto. Si las escuelas enseñan software libre, entonces los estudiantes utilizarán software libre cuando se gradúen y esto ayudaría a que la sociedad en su conjunto se librara del dominio y abuso de las mega corporaciones.

Aquellos estudiantes mas entusiastas en la programación tendrán una especial curiosidad por leer el código fuente de los programas que usen a diario, y solo serán buenos programadores si escriben y leen código. Necesitan leer y comprender programas reales que la gente utiliza en la realidad. El software libre permite a los estudiantes, de cualquier edad y situación, a aprender cómo funciona y los impulsa a leer los códigos fuente para que aprendan tanto como quieran saber. El software privativo en cambio rechaza su sed de sabiduría ya que “el conocimiento es secreto, aprender está prohibido”.

El software libre rechaza el “sacerdocio de la tecnología”, que inmoviliza a las personas en la ignorancia de su funcionamiento.

Hemos hablado de libertad de controlar nuestras propias computadoras, y por consiguiente también tenemos la libertad de cooperar unos con otros, premisa educativa en todos los niveles. Y si continuamos profundizando, la misión fundamental de las escuelas es enseñar a sus alumnos a ser buenos ciudadanos y buenos vecinos, cooperar con aquellos que necesitan ayuda. En el ámbito informático, esto se traduce en enseñar a compartir el software, conocimientos y soluciones. Las escuelas y el software libre enseñan a compartir y cooperar. El software privativo en cambio, no permite compartir, es ilegal hacerlo, y mucho menos permite cooperar.

Bueno sería escuchar en un aula “si traen software a la escuela, deben compartirlo con sus compañeros”, o escuchar “si encontraste la solución, la compartimos entre todos”. Y claro está que para que esto suceda, la escuela debe, entre otras cosas, predicar con el ejemplo: todo el software que instalen debería estar disponible para que los alumnos lo copien, se lo lleven a su casa, lo utilicen, lo investiguen, lo modifiquen y lo compartan tanto como quieran.

Enseñar a los estudiantes a utilizar software libre y a participar en la comunidad del software libre, debe ser una lección cívica llevada a la práctica, enseñando que el modelo a imitar es el del servicio público y no el de los grandes monopolios.

Volver al Temario
Software Libre en el Estado y hambre

No es necesario definir lo que es el hambre, pero si es necesario recalcar que es el gobierno el que debe garantizar que la población no pase hambre.

Actualmente el hambre no debe plantearse como un problema de disponibilidad sino de distribución. Es un problema cuyo origen es en su mayor parte humano. Obedece a malas decisiones de determinadas personas, especialmente de las clases dirigentes. Y aunque el análisis podría extenderse a otras organizaciones y empresas, el destino de fondos por parte de los gobiernos a pagar licencias de software, fácilmente reemplazables por sus alternativas libres, podrían ser derivados a alimentar a miles de personas.

La implementación de software libre en el estado, entonces, además de conveniente por varios motivos (técnicos, seguridad, etc.) es una urgencia, y por consiguiente todo ciudadano tiene el derecho y el deber de hacer que los fondos del Estado no sean destinados a pagos de licencias.

Una licencia que se paga, es alguien que sufre hambre. Alguien que muere de hambre.

Una premisa para que existan proyectos y planes gubernamentales que combatan el hambre, es que existan fondos para llevarlos adelante. Una forma de asegurar estos fondos, es no malgastar el dinero público. Pagar licencias de software es justamente eso, malgastar el dinero público.

El actual mercado de software privativo o propietario obliga al Estado a una erogación permanente en el tiempo, a una Partida Anual en el Presupuesto destinada al pago de licencias.

Si se usara software libre, esta partida de fondos, aseguraría la continuidad del apoyo financiero, por ejemplo, a un programa alimentario.
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Hacia una verdadera Política de Estado en Software

La implementación de una política de software libre dentro del Estado no constituye una utopía irrealizable, debe constituirse en un proyecto que a mediano plazo trascienda los gobiernos de turno, con un plan debidamente elaborado, con personal capacitado y con la participación de todos.

Sería irresponsable y carente de buen sentido concebir un proyecto de estas características sin la participación de todos. El estado dispone dentro de las Universidades públicas o privadas, en el seno de las Cámaras de profesionales, de los numerosos y valiosos idóneos independientes y dentro del mismo plantel de profesionales del Estado, de los conocimientos y medios para encarar un proyecto de esta envergadura. Es sólo voluntad política lo que distingue y diferencia la acción de la inacción.

Nos encontramos ante los albores de un importante cambio cultural, y como todo proceso de cambio, pleno de oportunidades y ávido de aportes de creatividad, y es necesario que sea el Estado quien lidere este suceso en nuestra provincia y en el país.

Si nos lo propusiéramos, podríamos convertirnos en líderes del desarrollo de esta nueva forma de tratamiento del software. Nos hallamos ante una posibilidad cuya magnitud ni siquiera podemos avizorar.

No debe intimidarnos la potente fuerza del mercado y las habituales prácticas comerciales imperantes, ya que poseemos el pleno convencimiento que así como el software comenzó siendo libre, también pueden introducirse modificaciones al actual status, que arrojará beneficios, no sólo para el Estado, sino para todos los ciudadanos.

El estado debe convertirse en una organización fuerte y austera, y este Proyecto de Reforma Constitucional apunta en esa misma dirección.

Idealizamos el escenario futuro con un Estado exigente en sus normas, precavido en el cuidado de la información que maneja, con pocos organismos que dispongan de fuertes herramientas y fiables vínculos informáticos, con redes informáticas seguras, con demandas de software libre de alta performance y calidad, conviviendo en determinados espacios no críticos con productos de software propietario como alternativa sucedánea y momentánea del software libre. No descartamos que en ese futuro en el sector privado continúe preponderando el software privativo o propietario, compitiendo fuertemente con nuevos desarrollos de software libre.
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Estado del desarrollo del Software Libre

Actualmente, existen soluciones de software libre listas para instalar y usar en las siguientes funciones, entre muchas otras:

* Estación de trabajo 

* Infraestructura de red (para máquinas Linux, Windows, Macintosh, Unix, etc.)

* Servidor de archivos

* Servidor de impresoras

* Servidor de correo electrónico

* Servidor de WWW

* Servidor de acceso a Internet

* Gestión de bases de datos

* Desarrollo de software

* Gestión de oficina (procesador de la palabra, hoja de cálculo, etc.)

* Correo electrónico y comunicaciones en general

* Navegación de Internet

Como ya dijimos, no existen aún soluciones libres para todos y cada uno de las necesidades que podamos imaginar, pero eso también es cierto del software privativo. En estos casos, la respuesta es, claramente, desarrollarlo, creando una solución duradera, que nos permita crecer y administrar nuestros datos con seguridad y libertad.
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Antecedentes en Argentina y en otros países

Los países europeos no han necesitado leyes para impulsar el uso de software libre y ya han comenzado a transitar ese camino, persiguiendo un objetivo de seguridad. El conocido caso Echelon (ver página 32) ha constituido un acelerador de adopción de software libre para diversos organismos estatales europeos, ya que fueron los códigos fuentes cerrados que permitieron se conviertan en victimas de un espionaje internacional.

Este resonante caso ha impulsado una adhesión espontánea al software libre de numerosas organizaciones gubernamentales de países europeos, fuerzas armadas, empresas de primer nivel, y distinguiéndose particularmente aquellas agencias donde la seguridad asume fuerte criticidad.

Dentro de los países europeos esta corriente es liderada por Francia, donde se discute una norma legal del mismo estilo que la propuesta en este informe.

En España, distintos gobiernos regionales están desarrollando sus propias distribuciones de software libre, no sólo para uso administrativo sino también académico. Así tenemos LinEx en Extremadura, GuadaLinex en Andalucía, LliureX en La Comunidad Valenciana, Molinux en Castilla-La Mancha y MAX en la Comunidad de Madrid.

La República Popular China ha adoptado desde hace varios años el software libre como una política de estado, donde además de las mismas razones enunciadas precedentemente debe coexistir un infaltable componente ideológico que es esperable, pero no quita entidad a nuestra línea de argumentos.

En los países escandinavos el uso de software libre se halla muy difundido, probablemente porque uno de sus hijos, el finlandés Linus Torvalds, fuera quien diseñara en 1991 el sistema operativo Linux, software libre por excelencia.

En los EEUU, la NASA6 y la US NAVY7, entre muchas otras organizaciones, han adoptado software libre para sus necesidades más críticas.

El gobierno de la Ciudad de México (DF) ha iniciado una importante migración para la adopción de software libre en forma generalizada, siendo este país, dentro de los de occidente, quien lidera su transformación.

Brasil utilizará Software Libre en sus dependencias oficiales, lo cual fue anunciado en noviembre de 2007 por el Director de SerPro (Servicio Federal de Procesamiento de Datos) quien expresó que Brasil puede economizar aproximadamente 540 millones de euros utilizando software libre en sus dependencias oficiales.

El gobierno Chileno recientemente aprobó el uso de software libre en la administración pública anulando un contrato previo con Microsoft para el mantenimiento de las redes y de los equipos en escuelas y bibliotecas chilenas. El Ministerio de Educación y la Universidad de la Frontera creó el software libre “EduLinux”, una distribución que hoy está en más de 1500 escuelas chilenas y funcionando en más de un 90% de las bibliotecas. Actualmente las Fuerzas Armadas chilenas están planificando la creación de una distribución militar que interconecte a las ramas de la defensa chilena.

La Republica Dominicana promociona el uso y proliferación del Software libre en el campo educativo y científico. Dispone de dos fundaciones, una en la capital de Santo Domingo y la otra en la ciudad de Santiago. Codigolibre.org

El Estado venezolano inició el plan de migración a Software Libre, que busca que el Estado domine las tecnologías que usa y sea independiente de empresas externas. El Ministerio del Poder Popular para las Telecomunicaciones e Informática presentó el plan de acción para completar con éxito la migración a Software Libre de toda la Administración Pública Nacional. El ministro señaló que el Estado venezolano "no invertirá ni un bolívar más en la compra de software propietario", y que hará que se cumpla el plan de migración. "Todos los recursos del Estado van dirigidos hacia el desarrollo del Software Libre. La política del Estado venezolano es el Software Libre", resaltó.

Cuba organizó un ejército de casi 4.000 programadores en software libre, específicamente bajo el sistema operativo Linux con el objetivo de romper la dependencia con el software privativo o propietario reinante. Desde el año 2005 Cuba utiliza software libre y capacita jóvenes en su manejo enseñando los beneficios ideológicos de este software a través de 600 centros distribuidos por toda la isla con más de 7.000 computadoras puestas al servicio de los estudiantes. El objetivo principal del gobierno es romper la dependencia digital con Windows y con todos los programas propietarios. El gobierno cubano acusó a su par norteamericano de imponerle múltiples barreras para limitar su desarrollo tecnológico y aseguró que existe un embargo comercial para restringir la compra de dispositivos y el acceso a sitios Web. Es por este punto que abandonar Windows y migrar a Linux pasa a tomar relevancia central en el enfrentamiento ideológico.

En nuestro país se apoya activamente el desarrollo del software libre en general, a través del portal www.softwarelibre.gov.ar
En Argentina ya son varias las empresas e instituciones gubernamentales que lo han adoptado para sus servidores, junto con hardware desarrollado en el país.

Sería restrictivo sólo mencionar a los países que están en esta línea ya que también lo están haciendo las provincias, como por ejemplo la de Buenos Aires y el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Algunas ciudades como la reciente ordenanza de la ciudad de Santa Rosa (La Pampa) o las numerosísimas ONGs que se han enrolado en esta postura.

A comienzos del año 2000 en la Universidad Nacional de Córdoba comenzó a gestarse un plan estratégico de informatización de todas las unidades académicas siendo usuaria de Software Libre desde hace mucho tiempo, cuando en el año 1995 llegaron las primeras distribuciones de Linux a las distintas facultades. Fue gracias a la iniciativa de algunos docentes quienes comenzaron a conocerlo e instalarlo. Desde entonces la U.N.C utiliza un alto porcentaje de equipamiento con Software Libre. La escasez de recursos en las universidades presentaron al software libre como una gran solución al momento de evitar mayores costos en licenciamientos. Pero además, la estabilidad que proporciona el uso de estos programas es también un motivo de gran peso para su utilización, no se ha registrado ningún caso grave de ataque de virus en los equipos que funcionan bajo software libre.

En agosto de 2001, la Dirección Provincial de Vialidad de Tucumán comenzó la migración de sus sistemas a Software Libre. Realizó una licitación y la empresa que salió adjudicada fue Tucumán Linux. Este proyecto se llevó a cabo por varios motivos, además de que en muchas oportunidades es común que las estaciones de trabajo Windows sean atacadas por virus. La migración total de las 42 estaciones de trabajo duró dos semanas con los cursos de capacitación para los usuarios (10 días hábiles). El curso para el centro de cómputo se extendió un poco más, dado que este personal no tenía ningún conocimiento en relación a GNU/Linux. Con la capacitación dictada al personal del centro de cómputos de la DPV, quedaron totalmente aptos para utilizar y configurar GNU/Linux, y de esta forma no depender de la empresa para el mantenimiento de su parque informático. El costo total del proyecto de migración fue de 6.500 PESOS. Si bien en la DPV contaban con licencias de software, el costo para actualizarlas y mantenerlas en el tiempo es bastante mayor. Durante el año de este proyecto (2001), si una empresa o institución del estado quería licenciar 40 Pcs con Windows, Software de oficina y Antivirus no estaba gastando menos de 35.000 a 40.000 DOLARES, sólo en licencias. La devaluación del Peso frente al Dólar, torna aún más prohibitivo el pago de las licencias de software privativo. Aunque no sea la ventaja más importante, es de gran valor comparar las erogaciones necesarias para mantener un parque informático bajo software libre y compararlo con uno bajo software propietario. No hay duda alguna que la diferencia es grande y que va a continuar creciendo.

Estos son solo algunos ejemplos de una larga lista.

Volver al Temario
UNESCO

Latinoware reúne a 2.500 usuarios y creadores de programas de "código abierto" o software libre, que intercambian experiencias para "reducir las distancias entre pobres y ricos bajo una verdadera política de inclusión".

En el año 2007, en esta conferencia se presentó la " Guía Práctica sobre Software Libre, su selección y aplicación local en América Latina y el Caribe ", elaborada por la Oficina Regional de Ciencia de la UNESCO (Organización de Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura). Los autores: Federico Heinz y Fernando da Rosa.

La UNESCO apoya el Software Libre y la publicación de este documento es prueba de ello para todas las organizaciones o particulares que quieran entender un poco más de software libre.

El material está dividido en capítulos explicando qué es el software libre, cómo migrar desde software privativo o propietario, cómo desarrollar la plataforma y cómo aplicarla en la administración pública y en organizaciones sociales y educativas, entre otros ejes temáticos.

Este material de libre distribución es un recurso útil para difundir y acompañar los primeros pasos hacia una migración a Software Libre para quienes recién se acercan a este concepto. Así, la guía sirve de herramienta de difusión, apoyo, y aplicación de políticas vinculadas al Software Libre en la región.

Se invita a las personas interesadas a leer la guía, copiarla, distribuirla y hacer usos y obras derivadas para facilitar así la comprensión del concepto de Software Libre y promover su adopción en diferentes ámbitos, especialmente en organizaciones sociales, educativas y en la administración pública.

Volver al Temario
El material se encuentra en formato .pdf y disponible en:

http://www.vialibre.org.ar/wp-content/uploads/2007/11/gsl.pdf
Portal UNESCO de Software Libre:

http://www.unesco.org/webworld/portal_freesoft/index.shtml
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Federico Heinz

Argentino, nacido en Córdoba, es programador profesional con estudios en el país y en el exterior, con cuatros años y medio de formación académica en la Technische Universität de Berlin, Alemania.

Es co-fundador y Presidente de la Fundación Vía Libre dedicada a fomentar el libre flujo de la información y el conocimiento.

www.vialibre.com.ar
Participa en forma activa en la discusión y creación de legislación respecto al uso de herramientas informáticas en el Estado. Su trabajo es reconocido internacionalmente y ha influenciado iniciativas legislativas y privadas en muchos países.

Desde hace años se dedica a la difusión y promoción del uso del software libre tanto a nivel nacional como internacional. Su actividad principal es promover su uso como una herramienta de desarrollo sustentable e independencia tecnológica, especialmente para Latinoamérica.

Posee una vasta experiencia en desarrollo de software libre para empresas y para el Estado tanto en nuestro país como en el exterior.

Es uno de los oradores oficiales de la Free Software Foundation, y uno de los promotores de la creación de su filial latinoamericana FSFLA cuyo Consejo de Administración preside desde que la organización quedara constituida el 23 de noviembre de 2005.

www.gnu.org/people/speakers.html
www.fsfla.org
Conclusión

Es importante destacar que independientemente del origen del software, este informe trata de privilegiar a aquel cuya licencia alienta la participación y colaboración de los usuarios y profesionales del medio en vez de aislarlos, discriminarlos, limitar o prohibir el conocimiento y a la vez de estimular la competencia desterrando los monopolios.

El uso de software ilegal en el Estado es una indeseada situación, por todos conocida desde hace muchos años, que implica que el mismo Estado, por abierta omisión en su acción, está no sólo tolerando sino incitando a la comisión de un ilícito, cual es el hecho de emplear software sin licencia. Las instituciones, como organizaciones fundamentales de la república, deben poseer una conducta ética irreprochable, que constituya un claro ejemplo para los ciudadanos. Podemos advertir que coexisten tres factores concurrentes que generan este acto ilícito: la falta de recursos o asignaciones presupuestarias suficientes para solventar los derechos de uso, desidia o indolencia de funcionarios de distinto nivel y en algunos casos la más absoluta ignorancia de las obligaciones legales.

Actualmente el estado provincial no posee el grado de control necesario de la información digitalizada que procesa ni tampoco el completo control sobre la legalidad del software que utiliza, incrementándose a pasos agigantados una cierta “servidumbre” tecnológica que además incrementa el gasto público en forma innecesaria, y en corto tiempo seremos espectadores de demandas y juicios millonarios promovidos por las grandes corporaciones multinacionales que dejaran de ser lo que hasta hoy han fomentado: “amigos que nos abren las puertas a la era digital”.

El uso de software libre es aplicable a todo tipo de organizaciones grandes y pequeñas, gubernamentales o no gubernamentales. Pero lo que en el emprendimiento privado es mera conveniencia, para el Estado se vuelve crucial. El Estado administra información pública y privada acerca de los ciudadanos, y simultáneamente propiedad de los ciudadanos. La inseguridad intrínseca en la operación "secreta" del software privativo implica exponer estos datos a un riesgo injustificable de sustracción y alteración.

También desde los puntos de vista social y estratégico es imperativo el uso de software libre, siendo la única manera de garantizar no sólo la democratización del acceso a la información y los sistemas del Estado, sino también la competitividad de la industria local de software, potencial fuente de trabajo de altísimo valor agregado. El software privativo nos aleja cada vez más del desarrollo local y nacional, y esas grandes sumas de dinero que exportamos a compañías de otros países deberían ser usadas para avanzar en la libertad del conocimiento y desarrollo local.

La dependencia tecnológica emergente de la naturaleza del software privativo es claramente inaceptable para el Estado. Los contribuyentes nos vemos forzados a adquirir software de una determinada marca y modelo al solo efecto de cumplir nuestras obligaciones tributarias. El Estado está expuesto al chantaje a través de la información que tiene almacenada en formatos privativos secretos, al sabotaje a través de vulnerabilidades deliberadas, y todo esto a pesar de estar disponibles las herramientas y los conocimientos necesarios para no estar expuestos a estos problemas.

El Estado, por su envergadura y por su papel de administrador de los bienes comunes, es particularmente vulnerable a los riesgos del software privativo, a la vez que está en una posición particularmente estratégica para beneficiarse con las ventajas del software libre, y también para contribuir a su desarrollo. Pongamos por ejemplo a las provincias, todas embarcadas en costosísimos programas de informatización, que podrían formar un conglomerado para financiar el desarrollo de una solución libre a su problemática, y compartirla entre todas.

El uso de soluciones basadas en software libre no es gratis, pero además de fomentar el uso de software legal, su uso evita perjuicios económicos, horas de trabajo perdidas, falta de capacidad de reacción, decisiones forzadas, dependencia tecnológica, inseguridad de datos, actualizaciones innecesarias, etc. A esto se suma la eliminación de los costos de licencia, tanto los ostensibles como los ocultos.

El software-dependencia no es un problema técnico sino de decisión por parte de todos en general: del Estado, de usuarios, empresarios, responsables de instituciones, políticos, etc. Todos somos los implicados.

No podemos seguir atados a generaciones de sistemas que bien podrían ser desarrollados en nuestras ciudades, por ciudadanos capacitados, por profesionales de nuestro territorio. El Estado no puede ni debe seguir cerrando las puertas a numerosos técnicos que podrían ofrecernos una alternativa y desarrollar sus capacidades y conocimientos, lo que implicaría además una fuente laboral importante.

Implementar el uso de software libre en el Estado no solo proporciona ventajas de ahorro monetario, sino también muchas otras ventajas que son inmediatas y más importantes, al punto de ser cruciales para la adopción de estas políticas en el Estado: Independencia Tecnológica, Control de la Información, Confiabilidad y Estabilidad, y Seguridad.
Creemos que la libertad es sinónimo de desarrollo y bienestar, pero debe existir coherencia entre lo declamado y lo realizado en la práctica. No podemos seguir dependiendo tecnológicamente de multinacionales perdiendo nuestro poder de decisión, la posibilidad de avance tecnológico propio y sin alternativas posibles.

Volver al Temario
La "Puerta Trasera" de Interbase

El sistema de base de datos conocido como "Interbase" fue comercializado por muchos años por la firma Borland bajo una licencia privativa, en la cual se prohibía al usuario la inspección del programa. Durante el año 2000, sin embargo, Borland decidió publicar el programa bajo una licencia libre, gracias a la cual el programa está hoy a disposición del público en general, y está siendo sometido a escrutinio por programadores de todo el mundo. Recientemente, este escrutinio arrojó como resultado que durante al menos seis años, Borland había entregado a sus clientes (clientes que habían pagado por el privilegio de usar su software) un programa que contenía una "puerta trasera", es decir un mecanismo oculto mediante el cual los conocedores del secreto podían forzar la entrada al sistema y manipular los datos del cliente a su antojo.

Nunca quedó claro si la puerta trasera había sido instalada con conocimiento de la dirección de la empresa o no. El hecho de haber hecho público el programa sin haber eliminado previamente esas funciones (en cuanto evidencia incriminatoria) sugiere que éstas fueron incorporadas al producto por algún programador anónimo, sin autorización de la empresa. De lo que no caben dudas es que la intención fue maliciosa, y los usuarios de este producto estuvieron, sin saberlo, varios años a merced de los iniciados en el secreto. Hoy, gracias a que el programa está disponible bajo una licencia libre, la puerta trasera pudo ser cerrada.

Volver al Temario
Windows NT Incluye una Clave Criptográfica Atribuible a la NSA

La National Security Agency (Agencia de Seguridad Nacional, más conocida como NSA) de los EEUU es una poderosa entidad de contraespionaje, cuyas atribuciones incluyen, por ejemplo, la de dejar temporariamente sin efecto las garantías constitucionales de los ciudadanos, y que restringe fuertemente la comercialización de dispositivos de seguridad, en particular de encriptación de datos. Es gracias a la NSA que es ilegal exportar tecnología de encriptación "fuerte" de datos desde de los EEUU, salvo algunas excepciones. Una de estas excepciones es el software de seguridad incluido con Microsoft Windows NT, que se comercializa bajo una licencia de tipo privativa.

El mecanismo de seguridad de NT permite agregar mecanismos de encriptación al sistema, pero sólo si esos mecanismos han sido previamente "firmados" digitalmente por Microsoft Corp., lo que puede ser interpretado como una medida razonable para asegurar al usuario que el mecanismo está intacto y no ha sido alterado antes de la instalación.

El hecho de que esté prohibido analizar el funcionamiento de un programa no quiere decir que nadie lo haga, y menos cuando de seguridad se trata. Especialistas en seguridad inspeccionaron, con gran esfuerzo y probablemente en violación de la ley, el mecanismo de seguridad de Windows NT, y descubrieron el lugar donde está almacenada la "clave pública" mediante la cual el programa puede determinar si la "firma digital" es auténtica o no. Lo curioso es que descubrieron que, junto a esta clave pública, había almacenada una segunda, de origen y función desconocidos. Esto llamó la atención de alguna gente, pero siendo imposible determinar para qué servía la segunda clave, la cosa pasó relativamente inadvertida.

Un tiempo después, Microsoft liberó el fatídico "Service Pack 5", una actualización del sistema operativo, y lo puso a disposición del público a través de Internet. Lo particular del caso es que, durante el proceso de producción de esta actualización, algún empleado de Microsoft se olvidó de llevar a cabo un paso de "limpieza previa" de los programas. El objetivo de esta limpieza es eliminar del programa todo rastro de los nombres con los que el programa se refiere a cada elemento de datos. La omisión del paso de limpieza permitió a los especialistas originales corroborar que lo que habían encontrado era la clave pública de Microsoft, ya que el sistema se refería a ese ítem de datos bajo el nombre "MS_KEY" (abreviatura de "Microsoft Key", o "Clave de Microsoft"). La sorpresa fue grande, sin embargo, cuando vieron que el nombre de la segunda clave era "NSA_KEY" ("Clave de la NSA").

Microsoft salió por cierto al cruce de la acusación de haber incluido una clave de la NSA en Windows NT, alegando que esa segunda clave era también de Microsoft, pero nunca ofreció una explicación satisfactoria para el nombre de la clave, ni indicación alguna de su función. Concretamente, no sabemos si la NSA tiene o no una puerta trasera a todas las computadoras que operan con Windows NT (y subsiguientes) del planeta, pero existe suficiente evidencia circunstancial como para preocuparse, sobre todo para entidades que manejan datos confidenciales, ya que la única suposición que puede hacerse sin comprometer su seguridad es que la NSA tiene completo acceso a ella.

Volver al Temario
Echelon

Echelon es la mayor red de espionaje y análisis para interceptar comunicaciones electrónicas de la historia y es controlada por la comunidad UKUSA, y sus miembros, todos de habla inglesa, son: Estados Unidos, Canadá, Gran Bretaña, Australia y Nueva Zelanda.

Echelon puede capturar comunicaciones en casi todo el mundo e incluye análisis automático y clasificación de las interceptaciones.

Se estima que ECHELON intercepta más de tres mil millones de comunicaciones cada día.

A pesar de haber sido presuntamente construida con el fin de controlar las comunicaciones militares y diplomáticas de la Unión Soviética y sus aliados, se sospecha que en la actualidad es utilizado también para encontrar pistas sobre tramas terroristas, planes del narcotráfico, inteligencia política y diplomática, espionaje económico y la invasión de privacidad en gran escala.

Varias fuentes afirman que estos estados han ubicado estaciones de intercepción electrónica y satélites espaciales para capturar gran parte de las comunicaciones establecidas por radio, satélite, microondas, móviles y fibra óptica. Las señales capturadas son luego procesadas por una serie de supercomputadoras, conocidas como “diccionarios”, las cuales han sido programadas para buscar patrones específicos en cada comunicación, ya sean direcciones, palabras, frases o incluso voces específicas.

El sistema está bajo la administración de la NSA (National Security Agency). Esta organización cuenta con 100.000 empleados tan sólo en Maryland, Estados Unidos, por lo que es probablemente la mayor organización de espionaje del mundo.

A cada estado dentro de la alianza UKUSA le es asignado una responsabilidad sobre el control de distintas áreas del planeta. La tarea principal de Canadá solía ser el control del área meridional de la antigua Unión Soviética, y luego se puso mayor énfasis en el control de comunicaciones por satélite y radio en Centro y Sudamérica.

Los Estados Unidos, con su gran cadena de satélites espías y puertos de escucha controlan gran parte de Latinoamérica, Asia, Rusia Asiática y el norte de China.

Gran Bretaña intercepta comunicaciones en Europa, Rusia y África.

Australia examina las comunicaciones de Indochina, Indonesia y el sur de China.

Nueva Zelanda barre el Pacífico occidental.

Según algunas fuentes el sistema dispone de 120 estaciones fijas y satélites geoestacionarios. Estos podrían filtrar más del 90% del tráfico de internet. Las antenas de Echelon pueden captar ondas electromagnéticas y trasmitirlas a un lugar central para su procesamiento. Se recogen los mensajes aleatoriamente y se procesan mediante los diversos filtros buscando palabras clave. Este procedimiento se denomina "Control estratégico de las telecomunicaciones".

En 2001, el Parlamento Europeo constató la existencia de este "sistema de interceptación mundial de las comunicaciones, resultado de una cooperación entre los Estados Unidos, el Reino Unido, Canadá, Australia y Nueva Zelanda".

Volver al Temario
http://es.wikipedia.org/wiki/ECHELON
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1 Copyright: en el Derecho anglosajón se utiliza esta la noción de copyright (traducido literalmente como derecho de copia) que, por lo general, comprende la parte patrimonial de los derechos de autor.
2 También es cierto que muchos programas ofrecen la posibilidad de leer documentos codificados en formatos foráneos (por ejemplo, WordPerfect y Word pueden cada uno leer archivos creados por el otro), esta función es por lo general incompleta (es común la pérdida de imágenes, fuentes, etc.) y poco confiable, perdiendo a menudo información que estaba presente bajo la aplicación original, pero que no aparece en la nueva.

3 Hardware: parte física de una computadora y de cualquier dispositivo electrónico. Conjunto de elementos materiales que conforman una computadora.
4 Jus Sanguinis: causa para la concesión de la nacionalidad atendiendo a la ascendencia de una persona.
5 Apátrida: cualquier persona a la que ningún Estado considera destinatario de la aplicación de su legislación.
6 NASA: siglas, en inglés, de la Administración Nacional de Aeronáutica y del Espacio de los Estados Unidos, agencia gubernamental responsable de los programas espaciales.
7 US NAVY: Armada de los Estados Unidos, responsable de llevar a cabo operaciones navales.
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Zulema E. Schoenfeld

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 805)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Articulo :    “Ambas Cámaras del Poder Legislativo funcionarán –en forma permanente u ocasional– en el lugar que cada una de ellas disponga. El lugar de asiento fijado no reconocerá mas autoridad que la de la misma cámara no pudiendo otro poder del estado entrometerse en el funcionamiento legislativo sin incurrir en violación de la presente constitución.”

BÁEZ
FUNDAMENTOS

Si bien lo lógico y normal seria la existencia de un “Palacio Legislativo” separado e independiente de otros poderes , la realidad actual - arrastrada desde hace décadas - hace que la Legislatura sea parte –ediliciamente hablando– de la genéricamente considerada “Casa de Gobierno” , la cual resulta ser a su vez la sede el Poder Ejecutivo y – a causa de ello – se encuentra bajo el poder de disposición de éste , estando a su disposición - por alegadas y claras cuestiones de seguridad - el control de entrada y salida, la disponibilidad del ingreso, y las medidas de orden y de seguridad, pasando por ende el Poder Legislativo a perder independencia en cuanto a su funcionamiento en cumplimiento de sus facultades y obligaciones constitucionales y legales.

En consecuencia se hace necesario establecer- para darle seguridad jurídica a la validez del funcionamiento de las cámaras legislativas - la posibilidad que éstas fijen su lugar de funcionamiento, no limitándolo incluso a la Capital Provincial atento a que los componentes legislativos - como representantes del pueblo y en base a la necesidad de inmediación, participación, y control del pueblo de los departamentos en el funcionamiento y el proceso de formación de las leyes - pudiera disponer que el cumplimiento de las sesiones ( ya sean éstas ordinarias, especiales o de prórroga ) se realicen fuera del ámbito o territorio de la Capital Provincial.

Fernando D. Báez.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 806)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCION VIII

“DEL RÉGIMEN MUNICIPAL”

Autonomía

Artículo 180:- El Pueblo de la Provincia de Entre Ríos por medio de esta constitución reconoce la existencia de los municipios como una comunidad natural fundada en la convivencia con base territorial y asegura a la organización municipal su autonomía política, administrativa, económica, financiera e institucional,  delegándole a los municipios, dentro de sus respectivas jurisdicciones, el dominio originario de los recursos naturales que no podrán ser privatizados.

En el ejercicio de sus atribuciones los municipios son independientes según los establecen esta constitución y las leyes que se dicten en su consecuencia.

Ciudades – Pueblos - Comunas

Artículo 181:- Los municipios con una población de cinco mil habitantes como mínimo se denominan ciudades, designándose como villas o pueblos a los que tengan al menos dos mil quinientos habitantes.

Las ciudades y villas o pueblos serán gobernadas por municipalidades.

Los grupos de población con mil habitantes y menos de dos mil quinientos se denominan comunas, una ley especial reglamentará su gobierno que será elegido por el pueblo y las competencias, como también la creación de nuevos municipios.

Carta Orgánica y Ley Orgánica de Municipios

Artículo 182:- Los municipios reconocidos como ciudades podrán dictar sus propias cartas orgánicas o estatutos.

En tanto no la sancionen se regirán por la Ley Orgánica de Municipalidades, cuya aplicación deberán efectuar también los municipios reconocidos como villas o pueblos y las comunas, la cual se ajustará a lo previsto en los artículos siguientes.

Los poderes ejecutivos deberán convocar a elección estatuyente para sancionarlas, en base a ordenanzas dictadas al efecto que deberán contemplar la representación proporcional con la mitad más uno de los integrantes para la mayoría.

Condiciones para las Cartas Orgánicas

Artículo 183:- Las cartas orgánicas o estatutos deberán observar las siguientes condiciones:

1- Las municipalidades a partir del reconocimiento de su autonomía, se organizarán mediante un sistema de gobierno representativo y republicano, con elección directa de sus autoridades compuestas por los departamentos o poderes ejecutivo y deliberativo cuyo mandato durará cuatro años, pudiendo crear un poder judicial.

2- El voto será universal, secreto y obligatorio para ciudadanos nacionales y extranjeros empadronados todos en el registro cívico provincial, siendo elegido el órgano ejecutivo a simple pluralidad de sufragios. Los vocales del Consejo Deliberante se elegirán también a simple pluralidad de sufragios, mediante un sistema de representación proporcional otorgando al partido mayoritario la mitad mas uno de sus integrantes.

3- Establecerán las condiciones e incompatibilidades personales para ser elegido representante del departamento ejecutivo y del deliberativo, debiéndose mantener el número de vocales de las actuales municipalidades y un máximo de diez para las que se creen en el futuro, pudiendo ser reelegidos por una sola vez.

4- Creación de un órgano de control de cuentas elegido por el cuerpo deliberativo, presidido por la mayoría y con participación de la primera minoría.

5- Reconocer al pueblo del municipio los derechos políticos de iniciativa, referéndum y revocatoria de los mandatos de los representantes, como así de participación popular en organismos vecinales, consultivos, de control y de gestión.

6- Podrán crear uniones asociativas regionales y celebrar convenio con otras municipalidades y gobiernos provinciales y extranjeros con fines de desarrollo y promoción del bien común y cumplimiento de tratados internacionales de aplicación en la Nación Argentina.

7- Expresarán la propiedad de los recursos fiscales coparticipables en su jurisdicción y la facultad de crear y percibir impuestos y tasas compatibles con los otros estamentos del Estado y con los demás requisitos previstos en esta constitución.

8- Designarán la responsabilidad por deudas de la corporación municipal y por daño civil de sus integrantes originadas en faltas u omisiones.

9- Crearán normas sobre acefalía.

10- Establecerán además de estas condiciones, que tienen todas las demás facultades y obligaciones no enunciadas en esta Constitución, las que importen su derivado y las que sean compatibles con su naturaleza y autonomía política.

11- Tutelar, promover y garantizar los derechos humanos, el medio ambiente y los recursos naturales, derecho del consumidor y a la salud.

Competencia territorial.

Artículo 184:- La competencia municipal se desarrolla dentro de los límites territoriales asignados por ley a los municipios existentes como a los por crearse.

Competencia material

Artículo 185:- La competencia material municipal se desempeña dentro de las siguientes funciones, atribuciones y finalidades:

1- Gobernar y administrar los intereses públicos locales con arreglo al bien común.-

2- Convocar a comicios para elección de sus autoridades y juzgar la validez y elección.- Juzgar políticamente a las autoridades municipales.

3- Proponer ternas para la designación de jueces de paz letrados en su jurisdicción.-

4- Designar empleados y funcionarios y removerlos con observancia de ordenanzas sobre carrera administrativa y estabilidad. Garantizando condiciones de trabajo y salariales adecuadas mediante la formalización de convenios colectivos de trabajo.

- Establecer un procedimiento y recursos administrativos.

5- Ejercer el poder de policía municipal.

a. Pedir el auxilio de la fuerza pública y recabar órdenes de allanamiento.

b. Tener a su cargo obras y servicios públicos y concesionarlos.

c. Controlar, inspeccionar y reglamentar la salubridad, higiene, sanidad, control del agua, habitaciones y locales públicos y privados; moralidad y comodidad públicas, ancianidad, discapacidad y desamparo, ornamento, beneficencia, vialidad, paseos, plazas públicas, tránsito, transporte urbano, apertura, cierre, arriendo de calles, subsuelo y espacio aéreo, cementerios, servicios fúnebres y viviendas sociales.

d. Crear juzgados de faltas; aplicación, sanción y penalización de faltas y contravenciones, controlar, desalojar, demoler y reglamentar construcciones, mercados, comercios y publicidad; también la calidad y precio de todo aquello destinado a faenamiento, fabricación y expendio de alimentos  y productos, pudiendo secuestrarlos, decomisarlos y aplicar multas.

e. Reglamentar y controlar toda obra que se realice en su jurisdicción y la salubridad e higiene de los establecimientos destinados al uso público e industrial en coordinación con las leyes sobre la materia y elaborar políticas públicas sobre urbanización, planificación y ejecución edilicia.

6- Reglamentar las restricciones y servidumbres a la propiedad; calificar la expropiación por utilidad con arreglo a las leyes sobre la materia.

7- Votar el presupuesto de gastos y cálculo de recursos y rendir cuentas anualmente. Percibir los tributos que se generen en su jurisdicción. Publicar periódicamente el estado de ingresos y egresos.

8- Contraer empréstitos con objetos determinados y aprobados por mayorías especiales del concejo deliberante, con cuidado de la afectación del presupuesto. Similar mayoría requerirá para enajenar o gravar bienes municipales, emitir bonos, valores, obligaciones negociables, letras de tesorería y títulos públicos y cotizar en bolsa con la finalidad de financiar la adquisición de bienes de capital y obras de interés general.

9- Adquirir y construir obras o prestar los servicios municipales por administración o previa licitación, cuando lo estime conveniente y adoptar políticas públicas para la descentralización de sus funciones.

10- Designar políticas públicas destinadas a preservar, fomentar y promover el turismo, la educación y la cultura, el patrimonio artístico y cultural, coordinando las acciones con el Estado Provincial y Nacional cuando sea conveniente o necesario; también el cuidado, protección y desarrollo del medio ambiente, la cultura ambiental y los recursos naturales de su jurisdicción territorial. Promover el comercio y la industria en todos sus ramos y el respeto y garantía de los derechos del consumidor, al ambiente sano y a la salud.

11- PODER JUDICIAL Y AMPARO.- Los municipios que por sus Cartas Orgánicas creen el poder judicial, además de las faltas y contravenciones, dictarán normas que garanticen procedimientos breves y expeditos, otorgando además, la acción de amparo ante hechos, actos u omisiones ilegítimas de las autoridades y de particulares con la única condición que no hubieren iniciado otra causa judicial. A tal efecto deberán coordinar con el Estado Provincial las materias que estarán sujetas a su jurisdicción, contemplando los recursos ordinarios y extraordinarios ante el Superior Tribunal de Justicia y la justicia federal en su caso. Podrán crear la institución de la Defensoría del Pueblo y otorgarle facultades, deberes y modos de designación de sus miembros mediante ordenanza especial. 

12- Participar en políticas activas destinadas a la asistencia social y desarrollo del bien común, obras y servicios, 

Ejercer funciones y gestiones en general inclusive financieras comunes con los gobiernos de otros Municipios, con el de la Provincial y el Nacional, sea en su propia jurisdicción o en la región de la que forme parte.

Y en general toda otra función inherente al poder municipal destinada al cumplimiento de sus fines, firmando para ello los pertinentes acuerdos, en ejercicio de sus atribuciones siempre que no colisionen con las propias y concurrentes del Estado Provincial, Nacional y las de sus reparticiones descentralizadas y autárquicas.

De los bienes y recursos municipales

Artículo 186:- Son bienes y recursos de las municipalidades:

1- Los provenientes de rentas y bienes propios, siendo exclusiva su facultad de imposición respecto de personas, cosas o formas de autoridad sujetas a jurisdicción municipal, evitando la doble imposición con gravámenes nacionales y provinciales.

2- Los declarados tales por las leyes nacionales y provinciales vigentes al momento sancionar la presente. Como así también los recursos naturales delegados, de acuerdo al artículo 124 de la Constitución Nacional, por el Gobierno Provincial.

3- El producido de los tributos que se fijarán como impuestos, tasas por retribución de servicios y mejoras, derechos, cánones, multas y todo ingreso originado en la explotación del patrimonio municipal y del que tuviere a su cargo por ley u ordenanza.

4- Los recursos originados en los impuestos nacionales y provinciales coparticipables en una proporción que la fijará la ley, debiendo distribuirse el monto recaudado entre municipalidades y comunas sobre una base de proporcionalidad, redistribución solidaria y automaticidad.

5- Los obtenidos por donaciones, legados, empréstitos y los provenientes de asignaciones especiales o permanentes de otras jurisdicciones del Estado Nacional y Provincial.

ALLENDE (José)
FUNDAMENTOS

La Ley N° 9.768, arts. 1°, incs. 39 al 41, nos permite incorporar en la sección “Régimen Municipal”, la autonomía de nuestros municipios.

UNA VISION ESTRATÉGICA.

A este proyecto intento encuadrarlo desde una perspectiva estratégica, por supuesto dentro del mandato más trascendente, que es la “autonomía política, administrativa, institucional, económica y financiera”, pero dejando a salvo los trazos también trascendentes del actual régimen municipal incorporado por la Constitución de 1933.

Y ello porque a nadie escapa el dato que en esta Provincia el sistema social, político y jurídico de los municipios y sus gobiernos, es mucho más profundo que el diseño normativo que podamos acordar en esta Convención; se trata de una verdadera cultura de la convivencia acuñada a lo largo de la historia de Entre Ríos, y practicada en muchas de nuestras manera de ser y actuar como grupo de personas.

Cada emprendimiento importante de los vecinos o de grupos de ellos, que se sueñan, piensan y dan movimiento al desarrollo de una comunidad entrerriana, pasan seguramente por los despachos de las municipalidades, primero como anhelos, luego como preocupaciones, después como proyectos y por últimos como realizaciones concretas, en ocasiones a través de varias generaciones.- Pongo un solo ejemplo, el “Enlace Vial Victoria - Rosario”, de cuyo origen, desarrollo y realidad concreta darán cuenta con acierto los Sres. Convencionales de Victoria, lo cual desde Nogoyá se acompañó más de una vez.

Estas y muchas otras razones me impulsan a poner esa mirada general – estratégica - sobre lo viejo y vigente en el sentir y obrar de nuestro pueblo, y sobre lo nuevo que le vamos a otorgar, no tanto para que se asuman obligaciones con novedosas instituciones, sino para que sumen a la experiencia histórica comunitaria otras posibilidades de desarrollo social desde sus propias experiencias y necesidades.

Tal vez podamos decir que en algunos aspectos estamos haciendo una “Constitución futurista”, como se dijo por algún convencional de 1933 y lo transcribí al fundar otro proyecto, y realmente, creo que tenemos derecho a plantearnos un futuro como proyecto normativo para los entrerrianos.- Quizás hasta planteamos alguna utopía para que las generaciones por venir sientan que pensamos en ellos.

Desde el aspecto “táctico”, digamos en el plano singular y normativo del proyecto en cuanto a propuesta de instituciones concretas, avanzo sobre lo nuevo pero sobre la base de lo conocido y experimentado, a fin que se reflejan las nuevas ideas y mecanismos de gobierno.

En consonancia con los arts. 5 y 123 de la Constitución Nacional y la Ley N° 9768, es que proyecto la “autonomía política, administrativa, institucional, económica y financiera”.

EL MUNICIPIO Y LA VIDA COTIDIANA.

Según me dicen, ante la escasa importancia que se le otorga a la organización municipal de gobierno en las universidades y en la política, el Dr. EDUARDO RUDA, abogado, afiliado a la UCR de la Ciudad de Crespo, para justificar su importancia y la necesidad de ponerla al alcance de los vecinos, cuenta esta historia en sus clases:

“Una persona preocupada por los temas políticos y del acontecer general que a diario se ven en TV y diarios, vivía preocupada por la incidencia de temas políticos importantes, los temas legales importantes y pensaba por ejemplo en la deuda externa y el condicionamiento de su vida por esos temas, o el déficit fiscal y la desocupación, o sea los grandes temas tratados cada día y que inciden en los poderes del Estado.

Uno de los días en que se levantó para ir a su trabajo reflexionó acerca de lo que hacía diariamente en su vida cotidiana. Cuando se despertó fue al baño como hacemos todos y abrió una canilla, advirtió que el agua derramada era provista por un servicio municipal; luego utilizó el inodoro, y advirtió que se trataba de otro servicio; cuando salió a la calle, ya el pensamiento lo atrapaba con más fuerza, se fijo al salir que habían retirado los residuos, también lo hacía la municipalidad; alzó la vista y vio la luz de la calle encendida, también un servicio municipal; comenzó a caminar y advirtió que barrían la calzada; cuando llegó a la esquina el semáforo estaba en intermitente y los coches cruzaban con cuidado; más adelante, colocaban nueva carpeta asfáltica en una calle, fue cuando recordó que llevaba en su bolsillo la boleta de contribución por mejoras que vencía ese día; y continuó para arribar al negocio en que trabajaba, ingresó y colgado en lugar visible, estaban la habilitación y el carnet sanitario de todo el personal puestos en lugar visible.- Entonces se dijo que maravilloso es esto, porqué me habré preocupado y aún deprimido durante tanto tiempo por cosas que si bien son de importancia, no me permitían ver lo que me rodea y no participo en ello, siendo que puedo colaborar como vecino.- Todas esas situaciones de alguna manera, pasaban por un servicio o prestación municipal”.

Esa es la importancia del municipio y su gobierno, esa es la necesidad de diseñar una norma jurídica que permita a muchas personas estar al lado de quienes los gobiernan y ayudar en ello.

AUTONOMÍA
Vistas las discusiones de los doctrinarios, jurisprudencia y políticos desde 1853/60 a 1994, decir “autonomía” no es por si un concepto preciso ni pacífico.- Quienes nos precedieron, jamás se pusieron de acuerdo, con las consecuencias para convencionales y legisladores a lo largo de muchos años.

Y todo ello porque la norma fundamental en el artículo 5, al referirse al Estado Municipal, se refirió solo al “régimen municipal”.

Sostener el reconocimiento de un régimen municipal autónomo, diría, era una agresión al sistema federal de gobierno durante muchos años, pues no olvidemos que un gobierno federal es un ente descentralizado, por cuanto distribuye el poder político en varios centros de poder.

La divergencia surgía de aquéllos que entendían al municipio y su gobierno como un desprendimiento administrativo del estado provincial, negándole por ello autonomía o mayor capacidad de decisión que lo otorgado en definitiva.- Se hablaba de la “autarquía” para restar dimensión como gobierno independiente tal cual pensamos ahora.

Es decir, en alguna opinión doctrinaria, se trataba nada más que de un grado mayor o menor de atribuciones, que es en definitiva el sistema o régimen adoptado por la Constitución de Entre Ríos en 1933.

De allí es que la autonomía política se entendía como una gran liberalidad o concesión casi inadmisible, dejándose de lado algo sabido hoy, que es el beneficio de la participación ciudadana en la vida pública local, por un lado, y el darse sus propias reglas y gestión de gobierno, por otro.- Pero se desdeñaba a la vez un aspecto histórico- político que dominó la vida de Entre Ríos desde 1810 hasta 1874, que es la lucha por el federalismo, por las autonomías provinciales enlazadas a la lucha por la libertad y la democratización de nuestros pueblos.

Es que si los intereses de la ciudad se gestionan y deciden en su propio ámbito y por su propia gente, es de ese modo que se preservan y acrecientan los beneficios para la comunidad ¿quiénes más aptos para decidir, que los propios interesados?

ASI – parafraseando un viejo aforismo - DIOS BAJARÁ TAMBIÉN A LAS CALLES DE CADA UNO DE NUESTROS PUEBLOS y no sólo atenderá en Buenos Aires.

LA REFORMA DE 1994

A todo esto, la redacción del artículo 5° de la Constitución Nacional jamás indicó algún criterio para diseñar el gobierno de los municipios, en efecto, brevitatis causa dice:= “Cada Provincia dictará para sí una constitución bajo el sistema representativo republicano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías …; y que asegure su administración, su régimen municipal …”.

Y así comenzaron las diferentes opiniones que anticipé, de las cuáles se pudo salir con definitiva claridad con la Reforma de 1994.

La Convención de 1994, además de sostener intacto en la Constitución Nacional el artículo 5°, diseñó tomándolo ya de constituciones provinciales, de la doctrina municipalista moderna y de la jurisprudencia también actualizada, que habían roto el cerco de la nebulosa y de la duda, el artículo 123, que dice:- “Cada provincia dicta su propia constitución, conforme a lo dispuesto por el artículo 5° asegurando la autonomía municipal y reglando su alcance y contenido en el orden institucional, político, administrativo, económico y financiero”.

Las constituciones de Córdoba de 1987, Jujuy, La Rioja, Salta, San Juan, San Luis y Santiago del Estero, rompiendo el cerrojo de la “autarquía” – que se puede conceptuar como una autonomía limitada, como la actual Constitución de Entre Ríos – ya antes de 1994, habían consagrado la autonomía de los municipios.

En tanto, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, dictó un fallo consagratorio para los sostenedores de la autonomía municipal.- Es el caso “Rivademar c/ Municipalidad de Rosario”, el 21/ 03/ 89, del cual el Maestro Horacio Daniel Rosatti extrae ocho ítems –“La reforma de la constitución”, ed. Rubinzal Culzoni, pag. 221 -, que marcan las diferencias cualitativas con el viejo sistema del desprendimiento administrativo:

-“a) Origen constitucional y no meramente legal del ente.- b) la base sociológica (poblacional) del ente.- c) la imposibilidad constitucional de supresión del ente.- d) la capacidad legisferante (en sentido lato) del ente.- e) el alcance general de la normativa generada por el ente.- f) el carácter de persona jurídica de Derecho Público del tipo necesario (y no solo posible o contingente), según la vieja clasificación del Velez Sarfield al art. 33 del Código Civil, del ente.- g) la posibilidad de crear entes autárquicos, para lo cual se debe ser algo distinto a un ente autárquico, y h) la elección popular de las autoridades del ente”.

Y hoy estamos en eso, en otorgar “autonomía” a nuestros municipios, bajo ciertas reglas.

APROXIMACIÓN A UN CONCEPTO Y A LA NORMA
Entonces para sumar claridad a esto que nos aprestamos a sancionar como norma constitucional, brevemente, podemos plantearnos:- 

a) qué es la “autonomía”;

b) a qué reglas se debe someter este instituto por crear, porque cabe advertir, es facultad de esta Honorable Convención darle un piso al nuevo diseño, pero también un techo.

LA PRIMERA CUESTION.- Con referencia al primer punto, dice el Maestro Rosatti – ob. cit. pag. 223 – que existe autonomía cuando se reconocen las siguientes atribuciones:

“1°) Autonormatividad constituyente, o sea capacidad para darse u otorgarse la propia norma fundamental (es la que define sus objetivos y determina su estructura basal) en el marco del derecho no originario.

2°) Autocefalía, o sea capacidad para elegir sus propias autoridades, que darán vida a los órganos políticos encargados de la conducción de los asuntos locales.

3°) Autarcía o autarquía, o sea autosatisfacción económica y financiera, deberá tener recursos propios y la posibilidad de disponerlos.

4°) Materia propia, o sea el reconocimiento de un contenido de facultades específicas, con legislación, ejecución y jurisdicción propias.- Y

5°) Autodeterminación política, que se le reconozcan garantías de independencia política y económica para el ejercicio de las atribuciones mencionadas anteriormente”.-

En definitiva.- En pocas palabras un municipio autónomo es el que sanciona su propio estatuto o carta orgánica, elige su propio gobierno y asume por si las decisiones en lo institucional y político; recauda sus recursos, realiza sus propias operaciones financieras y se administra a si mismo.-

LA SEGUNDA CUESTION.- Sentado ello, referido a la segunda cuestión – a qué reglas se somete – es claro que la Legislatura de Entre Ríos nos indica una regla ineludible, darle la autonomía política, y luego que esta se oriente a varios aspectos, como darse su propia norma fundamental, sus autoridades, instituciones, administración, economía y finanzas propias y cronograma electoral.- Son los incs. 39 y 40, Ley 9768, también el inc. 41.-

La autonomía política y los demás contenidos tienen así pautas que seguir, lo cual nos hace reflexionar entre la institución vigente, según la normativa actual y en la que innovaremos.-

Pero cabe advertir, lo vigente no es enteramente desechable y lo nuevo puede o no ser aceptado en alguno de sus aspectos, porque existe un verdadero condicionamiento, que es la cultura municipalista de Entre Ríos, lo que vive y entiende como municipio y municipalidad el habitante de esta Provincia.

Es que, francamente y para descartar algunos contenidos del inc. 41, no parece acertado según la experiencia de estos últimos 75 años, que un municipio se extienda más allá de su ejido como regla obligatoria, porque además de los condicionamientos económicos que tendría, se deben atender servicios como vialidad y salud en el medio del campo, está amenazado en ello uno de los principios básicos de la convivencia en que se funda el conglomerado urbano, que es la vecindad.

La vecindad es un elemento sociológico natural, que hace unificar objetivos claros para aquéllos que, en el suceder diario, comparten satisfacción y necesidades a cada paso y con ello hasta abrazan ideas similares en cuanto se ocupan de iniciativas vecinales, por ejemplo.- Entonces cabe preguntarse ¿hasta donde se es vecino entre una persona domiciliada en la ciudad de Nogoyá y otra de Crucesitas 8ª? ¿Cuando piden por el arreglo de los pozos en la ciudad, puede hacerse similar planteo para arreglar las rutas de la campaña?

Para reforzar esta idea, basta con leer los diarios nacionales cuando dan noticias de ciudades que piden su propia autonomía en la Pcia. de Buenos Aires, adonde existen los “municipios partidos”.- Hoy al parecer un gran fracaso porque son olvidadas en las ciudades centrales.

Respecto a la descentralización de funciones, art. 1°, inc. 41, literal f), Ley N° 9768, entiendo que cualquier norma sobre este tema que se introduzca en el sistema constitucional, debe ser facultativa y desde ya, si hubiere de descentralizar funciones del Gobierno de la Provincia, se deberían transferir por convenios como hasta el presente y previamente decidido por el gobierno municipal.

Por todo lo expuesto solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.

José A. Allende.

–A la Comisión de Régimen Municipal.
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PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 807)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art 1º: Incorpórese a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos el siguiente artículo:

Artículo… : Derecho de acceso a la Información Pública

“Toda persona tiene derecho a solicitar y a recibir información completa, veraz, adecuada y oportuna en forma irrestricta, informal y gratuita y en término perentorio, de cualquiera de los poderes del Estado, así cómo de los entes, empresas u organismos en los que el Estado tenga participación. El principio será la publicidad de toda la información pública. Excepcionalmente y por tiempo limitado, podrá suspenderse dicho derecho fundada y razonablemente, cuando deba preservarse la información por mediar razones de Estado, que pongan en juego intereses públicos superiores.
La denegatoria o mora en suministrar la misma, admitirá la interposición de la acción de amparo sin más trámite.1
Derecho al reparto equitativo de los órganos de prenda en la distribución de la Publicidad Oficial

La publicidad oficial será difundida de un modo eficaz, que permita para llegar a destinatarios definidos en forma objetiva, respetando la pluralidad de medios y su asignación se regirá por los principios de transparencia, veracidad, responsabilidad, eficacia, no discriminación y austeridad en el gasto.

Sólo tendrá por objeto promover, difundir o informar derechos y deberes de los habitantes, consultas públicas, programas de gobierno, condiciones o requerimientos de licitaciones o concursos públicos y medidas en casos de emergencias públicas En los entes y sociedades controladas por la provincia la publicidad deberá estar relacionada en forma directa con el objeto social de los mismos.

En la publicidad oficial no se podrán incluir mensajes discriminatorios ni contrarios a los principios, valores, declaraciones, derechos y garantías que configuran el régimen republicano y democrático consagrado en la Constitución Nacional y en la Constitución de la Provincia.

El Estado garantizará la adjudicación de la publicidad oficial en los medios de prensa que se inscriban a tal fin en forma objetiva y equitativa, respetando la pluralidad y prescindiendo de la postura ideológica que los mismos puedan asumir.

MONGE – DE PAOLI.

FUNDAMENTOS

I- Derecho al acceso a la Información Pública2
Como derivación de la forma republicana y representativa escogida por nuestro país, todos los actos que el Estado realiza deben ser públicos y transparentes. Quienes deseen informarse, opinar o participar en el manejo de las cosas públicas deben tener el derecho de acceder fácilmente a la información pública y ésta, debe facilitarse en forma completa, irrestricta, adecuada, oportuna y veraz.3
Por ello se hace necesario consagrar este derecho en el nuevo texto constitucional y con mayor razón si se tiene en cuenta el valor que tiene para el ejercicio de otros derechos y el contralor en sí mismo de los actos de gobierno.4
Es imprescindible y necesario que todo gobierno democrático comunique sus propios actos de gobierno, especialmente todo lo referente al manejo de fondos públicos, efectuar publicidad institucional, llevando adelante campañas de prevención, concientización y educación en numerosas áreas, así como cumplir obligaciones legales en materia de bienes y servicios, o anunciar licitaciones, contratos, concursos y todo lo referente a la actividad comercial que realiza.

Para que exista realmente una democracia participativa es imprescindible que no medien obstáculos en el libre acceso a las fuentes de información y debe impedirse el monopolio de la información gubernamental o que ésta sólo este a disposición de quienes asumen un rol oficialista. La finalidad de la publicidad tiene que ser su llegada a quien está dirigida, o sea al público en general, y no un modo de castigar la crítica periodística o utilizarla para premiar el amiguismo o a quienes asumen un rol oficialista.

De esta forma a través de la incorporación de mecanismos de transparencia en la gestión pública y publicidad de los actos de gobierno se podrá lograr una real participación ciudadana que permitirá ejercer el control de aquéllos permitiendo prevenir y señalar las conductas inapropiadas pues no basta con la aplicación de sanciones tardías que llenan de insatisfacción a la comunidad.

El art. 42 de la Constitución Nacional acuerda a los usuarios y consumidores el derecho “…a una información adecuada y veraz”.

Por su parte, la actual Constitución entrerriana de 1933 sólo reconoce a los habitantes el derecho a la libertad de expresión5, pero no garantiza en forma explícita el derecho al acceso a la información.

Hay que tener presente que el bien jurídico tutelado es el acceso a la información pública, que constituye un bien colectivo, en tanto, en su aspecto social, el derecho protege la publicidad y la libre circulación de la información, a fin de que sea accesible a todos en forma efectiva. Es un derecho de incidencia colectiva que protege un bien de esa naturaleza. Sin perjuicio de ello cualquier ciudadano o las personas jurídicas protectoras de intereses colectivos, que revistan la calidad de “afectado” –o afectados-, en los términos del art. 43 de la Constitución Nacional, “y, por lo tanto, de legitimado activo. Su denegación importará la violación de las garantías de la defensa en juicio y de la tutela judicial efectiva (artículos 18 y 42 de la Constitución Nacional y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos).6
En la actualidad se considera que el derecho al acceso a la información constituye un derecho humano, además de un medio más eficiente de participación y control de la ciudadanía sobre los actos de gobierno.7
Al incorporarse con rango constitucional los Tratados Internacionales, junto a la Constitución Nacional forman el Bloque de Constitucionalidad Federal, el cual se aplica directamente en las jurisdicciones provinciales. En consecuencia los Tratados previstos en el art. 75 inc. 22 de la C.N., automáticamente son fuente directa de nuestro ordenamiento jurídico y esta interpretación ha sido receptada en forma mayoritaria en la doctrina y jurisprudencia de numerosos fallos emanados de tribunales provinciales.8 9 En consecuencia, esta Convención tiene la oportunidad de introducir este derecho en la Constitución Provincial.

En la actualidad rige en nuestro país la Convención Interamericana de Lucha contra la Corrupción que en la Argentina.10 A través de la cual no sólo se trata de sancionar actos de corrupción, sino también la prevención de los mismos y en ello juega un rol muy importante para la transparencia de la gestión pública la publicidad de los actos de gobiernos y una esencial herramienta es el derecho de los ciudadanos de acceder a las fuentes de información como también poner a su alcance los recursos pertinentes cuando aquélla no se proporciona, o se la brinda en forma parcial, desactualizada o directamente se omite la misma.

Incorporar este derecho a nuestra Constitución es un reclamo de todos los sectores y así lo han hecho diversas Provincias, muchas de las cuales han dictado las leyes reglamentarias.

El acceso rápido, ágil y sin obstáculo a la información pública permitirá una mejor prevención de los actos de corrupción y la profundización de la participación ciudadana al hacerlo partícipe de la fiscalización de la labor gubernamental con independencia de la que tengan que realizar los órganos de control.

En este sentido es obligación del Estado brindar el marco institucional apropiado para la lucha contra tal flagelo.

Expresamente incorporaron el derecho de acceso a la información pública, la Provincia de Buenos Aires, Ciudad Autónoma de Bs. As., Catamarca, Córdoba, Chubut, Formosa, Jujuy, La Rioja, Misiones, Río Negro, 11 Santa Cruz y Tierra del Fuego.

A su vez Pcia. De Bs. As., Ciudad Autónoma de Bs. As., Catamarca, Córdoba, Chubut, Jujuy, Río Negro y Tierra del Fuego además han dictado las leyes reglamentarias.

Otras Provincias reconocen el derecho a la información en forma implícita y han dictado normas reglamentarias, como es el caso de Entre Ríos, Chaco, La Pampa, Mendoza, Neuquén, Salta, San Juan, 12 San Luis, Santa Fe, Santiago del Estero.

En el Derecho comparado han previsto en sus constituciones el Derecho a la Información las Constituciones de Brasil, 13 Canadá, 14 Chile, 15 Colombia, 16 Costa Rica, 17 Ecuador, 18 Guatemala, 19 Honduras, 20 Jamaica, 21 Nicaragua, 22 Panamá, 23 Paraguay, 24 Perú, 25 Uruguay, 26 Venezuela, 27 Austria, 28 España, 29 Hungría, 30 Portugal, 31 Suecia.32
No obstante no estar consagrado constitucionalmente el derecho al acceso a la información pública, si lo está por vía reglamentaria en otros países, a saber: Bolivia33, EEUU34, Alemania35, Bulgaria36, Francia37, Reino Unido.38

Las leyes reglamentarias deberán:

* Establecer reglas claras y equitativas para la distribución de la publicidad oficial en el territorio de la provincia; es imprescindible contar con elementos objetivos que permitan una adecuada distribución de las pautas publicitarias oficiales, en forma transparente y equitativa respetando la independencia y libertad de expresión del medio de publicidad impidiendo cualquier forma de discriminación.

* La publicidad oficial debe interpretarse como un vínculo entre el Estado y la ciudadanía, y no un mecanismo destinado al sostenimiento económico de personas o empresas. Debe interpretarse como un contrato, no una dádiva o una prebenda para aquellos que se nutren de los tiernos pastos del presupuesto al amparo del calor oficial o viven del elogio obsecuente.

* Deberá prever las sanciones y multas a aplicar a quienes omitan o brinden información retaceada, parcial o desactualizada. Ello sin perjuicio del derecho de acudir a la vía de la acción de amparo que le asiste al requirente de aquélla.39
* Por otra parte, debe derogarse la parte pertinente del Decreto n° 1169/05 de la Provincia de Entre Ríos, que impone el trámite administrativo ante la denegatoria de la información solicitada, embistiendo contra principios y requisitos que se mencionan en el mismo texto del decreto y que sólo resulta de aplicación al Órgano Ejecutivo.40

II- El derecho al reparto igualitario de la publicidad oficial en los medios de Prensa

También debe incluirse en el texto constitucional el derecho al reparto equitativo de la publicidad oficial reglamentándose los mecanismos para su distribución en forma objetiva 41 y equitativa en los medios de prensa evitando que se haga un reparto inequitativo de las partidas asignadas a tal fin y evitar que se distribuya la pauta publicitaria en función de las posturas de los medios de prensa frente al gobierno de turno. La adjudicación de la publicidad oficial debe regirse por los principios de interés general, no discriminación, veracidad, transparencia, responsabilidad, eficacia y austeridad en el gasto.

Las partidas que se asignan para publicidad, son fondos públicos y en consecuencia deben utilizarse aventando toda sospecha de favoritismo o su otorgamiento como premios a quienes son afines al gobierno y como contrapartida su retaceo o marginación a guisa de castigo de los medios de prensa que tienen opiniones independientes o son críticos de los actos de gobierno.

Si bien los directamente perjudicados son los medios de comunicación en general y los periodistas en particular, a todos los ciudadanos les alcanzan los efectos negativos que del manejo de la publicidad oficial hagan los funcionarios públicos.

Si los medios de comunicación son censurados o manipulados con la utilización de la publicidad oficial pagados con dineros públicos, todos los entrerrianos seríamos victimarios de esta situación, pues la información que recibiremos podría estar distorsionada o fragmentada.

Debe tenerse en cuenta que nuestro país se ha adherido a normas supranacionales que deben respetarse y que coinciden básicamente con la norma que pretendemos incorporar en el texto constitucional a reformarse.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos prohíbe específicamente la restricción de la libertad de expresión por vías o medios indirectos. Del mismo modo, y tal cual lo señalan la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión establece en el Principio 13 que “la utilización del poder del Estado y los recursos de la hacienda pública, la concesión de prebendas arancelarias, la asignación arbitraria y discriminatoria de publicidad oficial y créditos oficiales, el otorgamiento de frecuencias de radio y televisión, entre otros, con el objetivo de presionar y castigar o premiar y privilegiar a los comunicadores sociales y a los medios de comunicación en función de sus líneas informativas, atentan contra la libertad de expresión y deben estar expresamente prohibidos por la ley. Y tal como lo advierte la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en una sociedad democrática se deben garantizar “las mayores posibilidades de circulación de noticias, ideas y opiniones”.42

La infundada adjudicación a un medio y la negativa a otro de contratar publicidad oficial importa además afectar el principio de igualdad consagrado en la Constitución Nacional pues supone un ejercicio arbitrario de las facultades discrecionales que, como se destacó, deben siempre respetar el principio de la razonabilidad.

Esto fue claramente expresado en la Declaración de Chapultepec, adoptada por la Conferencia Hemisférica sobre Libertad de Expresión celebrada en Méjico el 11 de marzo de 1994. De dicho documento, importa destacar tres principios esenciales, los que textualmente dicen: “6. Los medios de comunicación y los periodistas no deben ser objeto de discriminaciones o favores en razón de lo que escriban o digan.- 7. Las políticas arancelarias y cambiarias, las licencias para la importación de papel o equipo periodístico, el otorgamiento de frecuencias de radio y televisión y la concesión o supresión de publicidad estatal, no deben aplicarse para premiar o castigar a medios o periodistas.- 10. Ningún medio de comunicación o periodista debe ser sancionado por difundir o formular críticas o denuncias contra el poder público.-” Resulta evidente que el manipuleo de la publicidad oficial, además de una discriminación que viola el principio de igualdad consagrado en la Constitución Nacional (art. 16), constituye una vía indirecta que afecta la independencia del periodismo al beneficiarse a determinados medios en perjuicio de otros.43

La Opinión Consultiva nº 5/85 de la Corte Internacional de Justicia dependiente de las Naciones Unidas afirma en cuanto al derecho de la libertad de expresión, que “así como comprende el derecho de cada uno a tratar de comunicar a los otros sus propios puntos de vista, implica también el derecho de todos a conocer opiniones y noticias, para el ciudadano común tiene tanta importancia el conocimiento de la opinión ajena o de la información que disponen otros como el derecho a difundir la propia (…).

Por ello es necesario plasmar en el texto constitucional una norma que elimine la discrecionalidad gubernamental 44 en la distribución de la pauta publicitaria oficial de manera que sea equitativa la misma y que tengan acceso todos los medios de prensa sin excepción estableciéndose los mecanismos pertinentes a tal fin para que todos los medios que se anoten como proveedores puedan ser contratados por el estado para la difusión de sus actos de gobierno.

El artículo 14 de la Constitución Nacional consagra para todos los habitantes de la Nación el derecho "de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa. Respetar y promover el pluralismo y resguardar los derechos consagrados en la Constitución Nacional y Provincial, son deberes indelegables del Estado Democrático. Es importante destacar que el art. 26 de la Constitución de la Provincia de Río Negro expresamente refiere al Derecho de Información y Expresión.45

A tal fin deberá crearse un Registro Público de Medios de Difusión de la Publicidad. En el mismo deberán inscribirse los periódicos, revistas, emisoras de radio y televisión, las empresas productoras de programas para radio y televisión y los portales de Internet que estén interesados en ser adjudicatarios de publicidad oficial. Cada uno de los medios especificados constituirá una categoría. A través de la ley reglamentaria deberá establecerse las pautas a las que se ajustará la asignación de de publicidad oficial, con la finalidad de lograr un reparto igualitario de aquélla. Mientras no se haya agotada la lista de proveedores inscriptos no podrá otorgarse pautas publicitarias a quienes ya le ha sido asignada anteriormente.

La falta de lineamientos legales claros y concretos atenta contra la transparencia y favorece la discrecionalidad. Por ello es necesario que se dicte una legislación clara y específica que regule las partidas y distribución y control de la publicidad del sector público evitando que medie discriminación por razones políticas en su otorgamiento, máxime que ello implica una forma indirecta 46 de interferir con la libertad e independencia de los medios y periodistas, en franca violación a la libertad de expresión y libertad de prensa, 47 logrando silenciar la prensa ante la eventualidad del retiro o limitación del otorgamiento de la publicidad oficial.48
Las razones expuestas muestran la necesidad de reglamentar la adjudicación de la publicidad oficial puesto que la misma se efectúa con dineros públicos, lo cual obsta a un manejo arbitrario de los recursos y de la selección de los medios periodísticos en los que se realiza la aludida publicidad. Por ello debe complementarse con normas reglamentarias apropiadas tendientes a impedir el monopolio de la información gubernamental o que sólo se proporcione a sectores con estrechos vínculos con el gobierno de turno. Debe mediar igualdad y paridad inclusive en la propaganda oficial.

De esta forma se evitará las presiones o perjuicios que reflejan diversos fallos jurisprudenciales a lo largo del país a raíz de la las presiones que se ejercen en la elección de los órganos de prensa para el otorgamiento de pautas publicitarias o directamente su retiro.49

Con tales argumentos y las que estamos dispuestos a verter en oportunidad de su tratamiento, dejamos fundamentada la iniciativa que antecede, impetrando de nuestros pares la consideración favorable de la misma.

Antecedentes:

1) Proyecto de Ley 3399/06 - Adjudicación de la Publicidad Oficial;

2) Proyecto de Ley presentado por la Defensora del Pueblo de Río Negro sobre Publicidad Oficial,

3) Dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales de la Legislatura de la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur;
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42 Cftr. Proyecto de Ley Defensora de Río Negro sobre Publicidad Oficial. Se agrega que:” Esta iniciativa parlamentaria tiene como finalidad última, que no se promueva la discrecionalidad y se faciliten posibles actos de corrupción. Resulta fundamental propiciar el debate y llegar a la elaboración de normas que faciliten la transparencia en el manejo de la publicidad oficial”

43 Cftr. Fundamentos del Proyecto de ley 3399/06 adjudicación de la publicidad oficial

44 Cftr. CSJN, in re: "Arenzon, Gabriel Darío c/Estado Nacional Arg. (Ministerio de Educación) - Dirección Nacional de Sanidad Escolar s/amparo". CSJN, 15/05/84. Fallos: 306:400c/Nación Argentina”, del 15 de mayo de 1984, Fallos 306:400, considerando. VI, al referirse al ejercicio de facultades discrecionales, los magistrados supremos de la Nación afirmaron: “Que la circunstancia de que la recurrente obrase en ejercicio de facultades discrecionales en manera alguna puede constituir un justificativo de su conducta arbitraria, pues es precisamente la razonabilidad con que se ejercen tales facultades el principio que otorga validez a los actos de los órganos del Estado y que permite a los jueces, ante planteos concretos de la parte interesada, verificar el cumplimiento de dicho presupuesto”. Cftr. Además, "Consejo de Presidencia de la Delegación Bahía Blanca de la Asamblea Permanente por los Derechos Humanos". CSJN, 23/06/92. Fallos: 315:1361. "Solá, Roberto y otros c/ Estado Nacional (Poder Ejecutivo) s/ empleo público". CSJN, 25/11/97. Fallos: 320:2509.

45 Constitución del 20/06/1988: Derecho de Información y Expresión. Artículo 26.- Es inviolable el derecho que toda persona tiene de expresar libremente sus ideas y opiniones, y de difundirlas por cualquier medio, sin censura de ninguna clase. Nadie puede restringir la libre expresión y difusión de ideas, ni trabar, impedir ni suspender por motivo alguno el funcionamiento de los talleres tipográficos, difusores radiales y demás medios idóneos para la emisión y propagación del pensamiento, ni decomisar sus maquinarias o enseres, ni clausurar sus locales, salvo en casos de violación de las normas de policía laboral, higiene y seguridad, requiriéndose al efecto orden judicial. Aquel que abusare de este derecho sólo será responsable de los delitos comunes en que incurriere a su amparo y de las lesiones que causare a quienes resultaren afectados. Se admite la prueba como descargo de la conducta oficial de los funcionarios y empleados públicos. Los delitos cometidos por cualquiera de esos medios nunca se reputarán flagrantes. Todos los habitantes de la Provincia gozan del derecho del libre acceso a las fuentes públicas de información. No podrá dictarse ley ni disposición que exija en el director o editor, otras condiciones que el pleno goce de su capacidad civil, ni que establezca impuestos a los ejemplares de los diarios, periódicos, libros, folletos o revistas”.

46 Cftr. La CSJN, en fallo del 12/06/1997, “Emisiones Platenses S.A. s/ Acción de Amparo”, considerando 24 de la disidencia, - Dres. Fayt, Petracchi y Bossert - incursionado en este tema señaló: …que la libertad de expresión puede verse conculcada a través de vías no solamente directas –como sería la clausura de un periódico– sino también indirectas. Entre estas últimas, los Dres. Fayt, Petracchi y Bossert señalaron “…el manejo discrecional en la entrega de la publicidad oficial.”; y reforzaron su posición diciendo que “Cada una de éstas minan las bases sobre las que se asienta la prensa, que sigue siendo condición necesaria para un gobierno libre.”

47 Cftr. CSJN, 05/09/2007, Editorial Río Negro S.A. c. Provincia del Neuquén: “Corresponde hacer lugar a la acción de amparo deducida por una editorial a los fines de que el Gobierno de la Provincia del Neuquén cese en el hecho de privarla de las pautas de publicidad oficial contratada con la provincia mencionada, el cual habría tenido lugar de haber difundido una información contraria a dicho gobierno, pues, el comportamiento de la provincia demandada configura un supuesto de presión que puso en riesgo la integridad del debate público, afectando injustificadamente y de modo indirecto la libertad de prensa y el legítimo interés que los lectores del diario tienen en la actuación de los funcionarios públicos.

48 CSJN, 12/06/1997, “Emisiones Platenses S.A. s/ Acción de Amparo”, considerando 20 de la disidencia - Dres. Fayt, Petracchi y Bossert- : “Si el otorgamiento de la propaganda oficial es un arbitrio discrecional de la autoridad competente, que se concede o retira a modo de recompensa o de castigo; si ello gravita sobre la fuente preferente de financiamiento del medio, no es aventurado sostener que unos serían proclives a endulzar sus críticas al gobierno de turno para mantener la que les fue asignada y otros, para alcanzarla. Esto, claro está, no es consistente con la amplia protección de que goza la libertad de prensa en nuestro ordenamiento que no admite un condicionamiento de esta especie.”

49 Cftr. CSJN, 05/09/2007, Editorial Río Negro S.A. c. Provincia del Neuquén. E el caso, una editorial de Río Negro publicó una información relativa a una supuesta maniobra vinculada al procedimiento de integración del Superior Tribunal de la Provincia del Neuquén. El Gobierno de esta provincia decidió reducir la publicidad oficial en ese medio de prensa. A raíz de esa decisión, la editorial interpuso una acción de amparo a los fines de que se le restituyera la distribución originaria de la publicidad oficial. La Corte Suprema de Justicia de la Nación hizo lugar, por mayoría, a la acción incoada y ordenó a la Provincia demandada a que las futuras publicaciones sean adjudicadas con un criterio compatible con los principios que informan la libertad de prensa.

Jorge D. Monge – Griselda L. De Paoli.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 808)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º: Sustituir los Artículos 152 y 153 de la Constitución Provincial, por los siguientes: 

Artículo 152. La Justicia de Menor Cuantía integra el Poder Judicial y será ejercida por Jueces letrados que reúnan las mismas condiciones para ser Juez de 1º Instancia. Serán designados por el Poder Ejecutivo de la terna vinculante que eleve el Consejo de la Magistratura, con Acuerdo del Senado. Tendrá competencia judicial no penal, y en actuaciones administrativas que establezca la Ley orgánica que se dicte. También especificará un procedimiento expedito, sencillo y económico, e incluso la gratuidad del mismo. 

Artículo 153. Deberán crearse Juzgados de Menor Cuantía en todas las ciudades que sean cabeceras de Departamento, y en aquellos centros de población, previo informe favorable del Superior Tribunal o del Consejo de la Magistratura. 

CLÁUSULA TRANSITORIA: Los Juzgados de Paz Legos actualmente existentes en toda la Provincia, se transformarán en Juzgados de Menor Cuantía, luego que se produzca vacancia de sus titulares en los casos y situaciones previstas por la normativa legal vigente.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Teniendo en cuenta lo dispuesto en el Artículo 1, inciso 1º de la Ley 9.768 se propone sustituir la organización de la Justicia de Paz, por la “Justicia de Menor Cuantía”, mediante la profesionalización de la misma atento que se excluye la posibilidad de crear órganos jurisdiccionales “legos” o “no letrados”.

El mantenimiento de la Justicia de Paz – dividida en Justicia de Paz Letrada y de Paz Lega – es una rémora que conspira contra el profesionalismo que debe fomentarse y lograrse en todo el ámbito del Poder Judicial.

El nombre que se le otorga, no implica que estos Juzgados solamente entiendan en cuestiones patrimoniales “menores”, sino que alude a aquellos reclamos de intervención judicial, de las llamadas “cuestiones domésticas” (por ejemplo: cobros de pesos hasta determinado monto, cuestiones relaciones con Defensa del Consumidor, cuestiones de policía provincial o municipal, etc.) que habitualmente se mantienen fuera de la judicialización atento los costos que implica el abordaje del reclamo judicial, no sólo en el aspecto del costo económico sino también en la abreviación de tiempos procesales.

La estructura dinámica que se propone de esta Justicia de Menor Cuantía es propicia para asumir cuestiones familiares de urgencia, en las poblaciones donde no funcione Justicia de Familia, o en su caso, Justicia no penal de 1º instancia.

Por otro lado, no se descarta la competencia que actualmente tienen todos los Juzgados de Paz, en cuestiones de índole administrativa.

Se equipara a la Justicia de Menor Cuantía a la Justicia de 1º instancia, en cuanto a su designación mediante Consejo de la Magistratura. En particular se tiene en cuenta que – por expediente separado – se propone la intervención del Municipio, y de las demás sectores sociales de la población en el procedimiento dentro del ámbito del Consejo de la Magistratura. Esto es en razón que, dada la autonomía municipal que establecen todos los proyectos sobre este aspecto, la intromisión de ambos Estados en el quehacer del otro, no es propia del reconocimiento de la ansiada autonomía. Se consideró propicia la designación por el Poder Ejecutivo, con Acuerdo del Senado. 

Por estas razones, y por aquellas que se abundarán en el tratamiento en Comisión como en sesión plenaria, es que aconsejamos la sanción del presente.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 809)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I – Agregar un artículo a la Sección II Régimen Económico y del Trabajo (o donde los señores convencionales crean correcto) quedando el artículo en la Constitución de la siguiente manera:

Artículo Nro __– 

Se equipara la retribución económica del personal del Registro Civil a los empleados del Poder Judicial que realizan tareas de igual tenor.

ALSINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

Hacemos nuestros los fundamentos expresados a continuación, confeccionados por empleados del Registro Civil de Concordia.

La tarea de mejorar la gestión de las instituciones públicas en la búsqueda de una mayor calidad de los servicios que se entregan a la ciudadanía, debe ser un objetivo principal de Gobierno. El Registro Civil es una de las instituciones de mayor importancia para los ciudadanos de de la provincia, ya que a través de esta institución se valida, la existencia de una persona, su nacionalidad, su filiación.

El Registro Civil es una Institución Jurídico - Social imprescindible, ya que satisface necesidades de primer orden del Estado y de todos los habitantes. A través de sus funciones permite el desarrollo y protección de los derechos personalismos y los derechos humanos, ignorados durante décadas en nuestro territorio.

La identificación de la personas sería difícil por no decir imposible determinar, sin un Sistema de Registro del Estado Civil que, de manera detallada y fidedigna, refleje todos aquellos hechos y actos que inciden en el transcurso de la vida de las mismas, desde su nacimiento hasta su defunción.

* La importancia de existir. Si una persona no existe no puede adquirir derechos ni contraer obligaciones y una persona existe legalmente, si su nacimiento está inscripto en el Registro Civil. De lo contrario es un muerto civil.

Es imprescindible para la concreción de todos los derechos personalisimos, civiles, comerciales y defensas penales de los habitantes que la persona esté debidamente registrada, es decir que exista legalmente.

La Registración de los nacimientos, reconocimientos de filiación, defunciones, matrimonios¡Error! Marcador no definido.

E "Derecho (matrimonios)"¡Error! Marcador no definido. y documentos nacionales de identidad de los habitantes, hace posible conocer los antecedentes familiares y personales de cada uno gracias a los empleados y funcionarios del Registro Civil.

*Los empleados del Registro Civil estamos postergados por el Gobierno.

Tenemos por objeto desarrollar una política integral de todos los recursos que refuerce la misión de construir un Estado al servicio de la ciudadanía, participativo, solidario, en el marco de una gestión eficiente y transparente. Para ello se requiere impulsar diversas políticas que modernicen la gestión de la Institución en la búsqueda de la señalada calidad en la entrega de servicios a la ciudadanía.

La ordenación de la comunidad en este sentido es obligación del Estado y su instrumento ordenador por excelencia es la Constitución, ella debe garantizar los derechos Civiles, Sociales y Políticos de los ciudadanos. Esto no puede ser omitido por los Señores Convencionales porque ellos son los representantes de la Soberanía Popular.

El incumplimiento de cualquiera de los atributos del Registro Civil, exige las más drásticas medidas administrativas y técnicas del gobierno para su fortalecimiento y modernización, incluida la dotación de apoyo financiero y recursos humanos calificados, en forma sostenida, para que pueda cumplir plenamente sus funciones legales y estadística. En el contexto de una sociedad moderna, es inaceptable que el Registro Civil presente omisiones de hechos vitales, sea vulnerable a falsificaciones y adulteraciones, duplicaciones de registro de un mismo hecho vital, esté sujeto a alta incidencia de registros tardíos, carezca de adecuados medios de preservación y protección de la confidencialidad, etc. Todo ello tiene serias repercusiones negativas para el país, particularmente en la transparencia de los servicios electorales, servicios de identificación de la población, mantenimiento de los registros de población, servicios sociales, servicios de salud, en la seguridad nacional, etc. Su impacto negativo se refleja con gran claridad en su incapacidad de generar la información para la producción de estadísticas vitales continuas, sin la cual no es posible la planificación económica y social de un país, en una forma racional.

La tarea del Registro Civil debe ser de carácter continuo, permanente, eficiente y eficaz.

Es un auxiliar de la justicia, por lo que los señores jueces de la provincia y de todas las otras jurisdicciones, requieren nuestro auxilio para su objetivo legal.

Organizar el Registro Civil acorde a la realidad, equiparándolo con Poder Judicial de la Provincia es vital.
El Registro Civil es custodio de la identidad de los cuidadnos de Entre Ríos.
Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXXXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 810)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo Primero: Incorpórese al texto constitucional el siguiente artículo:

Art. .....: El Estado promoverá una política de población referida a la actividad agraria y rural. Para ello deberá proteger a la familia y a la pequeña y mediana explotación rural, atendiendo sus necesidades dándole prioridad a los servicios públicos, y sosteniendo y subsidiando la producción para mejorar su rentabilidad, y que fomentar el arraigo familiar.

ALASINO – PASQUALINI.

FUNDAMENTOS

Las políticas poblacionales son una constante en los países de Europa, y están encaminadas a evitar el desarraigo de la familia rural. Para ello se atienden no solamente las necesidades económicas mediante subsidios, aportes, precios sostenidos, sino también dotando a la familia rural, en su lugar de residencia, de servicios públicos que le permitan acceder fácilmente a comunicaciones, servicios, informática, etc.

Estas políticas ruralistas se elaboran con el fin de propender a la constitución de establecimientos productivos agrarios así como mecanismos que permitan generar riquezas, utilizando como fuente de imposiciones cargas y contribuciones directas. El eje para efectivizarlas ronda principalmente en determinar quien es el dueño de las propiedades agraria, la intervención del estado para determinar su titularidad procurando eliminar el anonimato dominial es fundamental. Cabe destacar también, que la gran rentabilidad que obtuvo la Argentina perjudicó sustancialmente a los propietarios rurales estos se verían beneficiados con una política poblacional agraria basada en el sostenimiento de  subsidios que aseguren la rentabilidad.

Históricamente nuestro país brindó apoyo a la comunidad rural a fin de lograr los asentamientos en zonas despobladas. Nuestra provincia en particular es una de las que más captó, en ese momento, la inmigración extranjera que se arraigaba en nuestras tierras y desarrollaba actividades agrícolas.

Las políticas de los albores de Entre Ríos fomentaron este tipo de actividades y ayudaron a los inmigrantes a establecerse definitivamente en esta provincia.

Hoy, muchos de los descendientes de aquellos pioneros, se ven obligados a dejar sus lugares o lo que es peor, permitir que sus hijos y nietos migren hacia las ciudades más grandes empujados por la falta de infraestuctura y de posibilidades de crecimiento. Como consecuencia de esto, somos testigos de un disgregamiento familiar que trae aparejado una merma en las actividades de los pequeños y medianos productores, ya que como sabemos, la base de esta actividad es la mayoría de las veces, la familia.

La norma que presentamos, va a permitir que la actividad legislativa encamine, según las urgencias, necesidades y ubicación geográfica, la decisión que mejore y promueva lo que pretendemos.

Augusto J. Alasino – Flavia E. Pasqualini.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXXXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 811)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Suprimir el inciso 6º del artículo 81 y el inciso 26 del artículo 135 que se funden en el artículo 8 que se reemplaza por el siguiente:

Artículo 8. El Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas será uniformemente llevado en toda la Provincia por las autoridades del Poder Judicial, sin distinción de creencias religiosas ni ninguna otra, en la forma que establece la ley.

El Superior Tribunal de Justicia designa a sus funcionarios y empleados y ejerce inspección sobre sus oficinas, exigiendo y promoviendo la corrección inmediata de las irregularidades y deficiencias que se detecten, en ejercicio de su Superintendencia conforme a la ley.

Para ser Director del Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas y Jefe de Oficina Seccional se requiere ser ciudadano argentino, tener título nacional de Abogado, veinticinco años de edad, y tres por lo menos en el ejercicio activo de la profesión de Abogado o de la magistratura. Su designación lo es por el Consejo de la Magistratura.

PASQUALINI - ALASINO
FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:

Hacemos nuestros los fundamentos expresados a continuación, confeccionados por empleados del Registro Civil de Concordia.

El Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas tiene desde siempre una inseparable relación material con el Poder Judicial. Es nuestro propósito hacer formal e institucional esa vinculación para que, en los hechos y en el derecho, la actividad fundacional del Registro Civil y la tarea magna de la magistratura aúnen esfuerzos en pos del bien común, fundados en las razones de hecho y el derecho que pasamos a exponer. Antes de ello, advertimos que todas las citas legales que efectuamos lo son del Código Civil salvo la consideración 12) que lo es del Código Penal.

1) Todos sabemos que en las llamadas “declaratorias de herederos” los señores jueces pronuncian su sentencia “en cuanto ha lugar por derecho”. Es decir, reconocen que no saben bien qué otros herederos tiene o puede tener el causante.

Pero si el Registro de datos de identidad y filiación fuera suyo, del Juez, cada magistrado tendría de inmediato acceso a la verdad material que necesita y sabría bien quién es quién, qué grado de parentesco tiene con cada causante, si cada actor o demandado vive o no, etcétera. Es decir, tendríamos la seguridad jurídica de la que hoy carecemos.

2) El artículo 247 establece la presunción de paternidad del niño durante el concubinato de la madre, pero no puede operar nunca jamás en los Registros Civiles sin la declaración judicial previa. Es decir, los hijos naturales se mantendrán abandonados por el Estado mientras el Registro Civil no esté institucionalmente dentro del Poder Judicial.

3) Lo mismo sucede con las presunciones de paternidad y las declaraciones de las cónyuges en las situaciones previstas por los artículos 243 y 244: no pueden ejecutarse en los Registros Civiles sin la declaración judicial previa.

4) Caso de los artículos 249 y 3296 bis. Los incluyo juntos porque ambos eliminan al reconociente tardío de la sucesión del hijo. Pero ¿Cómo sabe el Juez la fecha del reconocimiento si el Registro no es suyo? ¿En base a qué antecedente dentro del proceso sucesorio pedirá el informe al Registro Civil?

Averiguamos en el Registro Civil de Concordia. Allí su Jefe de Oficina, el Dr. Alberto José Arias que hace 18 años que está, nunca jamás recibió un pedido de informes semejante. Claro está, el solicitante de la herencia, intentará ocultar que es un reconociente tardío; no lo manifestará ante el Juez de la sucesión. Otro caso de inseguridad jurídica.

5) Caso del artículo 313. Esta norma permite la adopción del hijo del cónyuge por una vía expedita. Por esta razón, el cónyuge puede reconocer falsamente hijos, que son niños ya inscritos por la madre soltera quién tiene el propósito de darlo en adopción por un precio en dinero. Luego, la esposa del falso reconociente lo “adopta” por la vía casi informal que autoriza el Código Civil. Si el Registro Civil fuera parte del Poder Judicial, los falsos reconocientes tendrían más respeto por la institución y en la mayoría de los casos se abstendrían de proceder de mala fe. Otra situación de grave inseguridad jurídica.

6) Caso del artículo 314. Aquí tenemos un nuevo y claro contexto de inseguridad jurídica: El Estado tiene la obligación de conocer si el pretenso adoptante tiene hijos pero, no obstante ello, el Juez que entiende en la adopción se limita a la prueba que aporta el actor, que puede ser falaz. Pero si el Registro Civil le perteneciera, si fuera suyo, el Juez sabría bien qué hijos tiene el recurrente.

7) Caso del artículo 503: Esta norma establece que “las obligaciones no producen efecto sino entre acreedor y deudor, y sus sucesores a quienes se transmitiesen”. Pero los señores jueces no saben bien quién es pariente de quién y en qué grado y si es o no su heredero. No puede permitir el Estado Provincial que como todo antecedente los interesados “informen” al Juez de la sucesión lo que ellos deseen. Así se permiten las graves irregularidades denunciadas públicamente1. Y volvemos a la seguridad jurídica que podríamos garantizar si el Registro Civil perteneciera al Poder Judicial.

8) Caso del artículo 1078. El deudor de daño moral debe saber a quién pagar porque quiere y debe pagar bien. Pero no conoce a todos los herederos y no sabrá qué decir ante el Juez Civil y Comercial, que se limitará a la prueba que se aporte, tanto por el deudor como por los herederos-acreedores, que pueden ser sólo herederos supuestos. Éstos, aunque presenten una declaratoria de herederos a su favor no será suficiente garantía para el deudor, porque –se sabe- las declaratorias de herederos no causan estado y pueden ampliarse en adelante, si aparecen otros sucesores.

Si queremos respetar la seguridad jurídica el Juez no debería limitarse a la simple declaración del demandante, porque bien podrá haber otros titulares que el actor oculte maliciosamente para que puedan demandar en otro juicio. En tal caso, el demandado se verá constreñido a pagar otra vez y no podrá repetir el pago anterior o parte de él2.

Para su defensa integral el mismo deudor deberá conocer y aportar él mismo, ante el primer Juez, los datos de todos los herederos forzosos de la víctima, lo que es propuesto por el doctor Guillermo A. Borda3, pero resulta absolutamente improcedente, porque el obligado a conocer fehacientemente el estado de familia es el Poder Judicial, lo que debería ofrecer a sus judiciables. De tal forma se dictarían sentencias acordes con la realidad familiar de cada uno. De eso se trata la tan vapuleada “seguridad jurídica,” que podría brindarse a los ciudadanos desde un Registro Civil Judicial. Porque si el Registro Civil fuera del Juez, sería distinta la situación. Para mejor.

9) Caso del artículo 3283. Es más que importante que el Juez de la sucesión sepa cuál fue el último domicilio del difunto porque de él resulta su propia competencia. En el estado actual, el Juez debe limitarse a la prueba testimonial que ofrezca el interesado o la informativa al Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas o al Registro Nacional de las Personas. Pero el Registro Civil debería ser suyo, para tener acceso a la verdad material de inmediato y en forma directa.

10) Caso de los artículos 3430 y 3545. Entendemos que el Juez de la sucesión debe conocer el grado de parentesco de cada uno y todos, de lo que resultará que sabrá siempre quién es heredero real del difunto. Los supuestos de sucesores de mejor derecho y los derechos del heredero aparente que se planteen al Juez de la sucesión serán de sencilla resolución para él si el Registro Civil le perteneciera.

11) El cúmulo de denuncias penales que en todos estos años efectuó el Dr. Alberto José Arias por hechos ilícitos conocidos en su desempeño, según me informó, serían directamente determinados –todos ellos- y atendidos por el Fiscal en turno si cada Jefe de Oficina fuera Abogado y autoridad judicial.

12) Conocer el estado de familia es imprescindible para el Juez que entiende en la causa penal contra el acusado de haber matado a su esposa o su hijo o su padre, para imponer el agravante por el vínculo del artículo 80°, inciso 1°, o el agravante del 142° inciso 2°; (privación de la libertad personal); o del artículo 107° (abandono de personas), etcétera, porque el Código Penal agrava las penas en razón del parentesco; o, a la inversa, su artículo 185° excusa de pena los hurtos, defraudaciones y daños que recíprocamente se cometan entre cónyuges, ascendientes, descendientes, afines en la línea recta y hermanos y cuñados -cuando viviesen juntos- y los que cometa el consorte viudo respecto de las cosas de su difunto cónyuge. Otras veces –repetidamente- los jueces de instrucción necesitan conocer la edad exacta del acusado, para establecer fehacientemente si era, o no, imputable por su mayoría o minoría de edad a la fecha del hecho que aparece como delictuoso. Es decir, el Estado Provincial vulnera el derecho constitucional de defensa de los procesados (artículo 18 C. N.) cuándo no les brinda espontánea y rápidamente estos antecedentes exculpatorios, que las personas humildes, simples e ignorantes de todo, pueden no saber ofrecer en su favor, ni manifestarlo correctamente ante su defensor.

13) Y no sólo para las causas criminales son esenciales estos antecedentes. El artículo 144 del Código Civil establece: “Los que pueden pedir la declaración de demencia son: 1º) El esposo o esposa no separados personalmente o divorciados vincularmente; 2º) Los parientes del demente…Es decir, el Juez que entiende en la demanda por interdicción tiene el deber de conocer si quiénes lo piden tiene legitimación activa, o sea, debe saber a ciencia cierta quiénes son los titulares de esas acciones. En las interdicciones debe conocerse que el/la cónyuge no está separado ni divorciado y si la sentencia respectiva no se inscribió en el Registro Civil, la parte actora podrá presentar en el proceso un acta de matrimonio sin nota marginal dónde conste tal resolutorio jurisdiccional, engañando al magistrado. Ídem en las demandas por daños y perjuicios (Véase punto 8). Esto podría evitarse si el Registro Civil fuera suyo, del Juez.

14) Los padrones electorales: Sabemos que los construye la Cámara Nacional Electoral y que los deriva por jurisdicciones a los Juzgados Federales con una Secretaría Electoral instalados en las capitales provinciales. Dichas autoridades judiciales componen la lista de electores sobre los datos que les brinda el Registro Nacional de las Personas. A su vez, el último construye su propia base de datos sobre el informe de los nacimientos y las actualizaciones de 16 años de los llamados documentos nacionales de identidad “0 año”4, que se producen en todos los Registros Civiles provinciales.

Es decir, el sistema es ambiguo e impreciso, podemos decir que es rengo, porque el régimen es sólo parcialmente judicial y la tarea se divide entre múltiples actores.5
Pero debemos reconocer que para la vida democrática es esencial la construcción fiel de los padrones. ¿Y qué mejor garantía que pasar los Registros Civiles a la órbita del Poder Judicial? De esta forma el sistema, para los entrerrianos, resultará bastante menos rengo porque podrá haber comunicados confirmatorios desde el Poder Judicial Provincial al Poder Judicial Nacional, con un control más exacto sobre las incorporaciones y bajas entrerrianas6. Ya lo hizo la Provincia de Santa Fe y también puede y debe hacerse en la Provincia de Entre Ríos.

15) En la norma proyectada prevemos que no se harán distinciones de ninguna clase, no solo religiosas como se regla en nuestra Constitución actual. Esto se explica por sí mismo, teniendo en consideración que el acto discriminatorio puede ser también por raza, nacionalidad, ideología, opinión política o gremial, sexo, posición económica, condición social o caracteres físicos, como bien tipifica la ley nacional 23.592. Pero nosotros también prevenimos las discriminaciones que podrían producirse por edad -piénsese en los ancianos-, por determinadas capacidades o incapacidades, por tendencias sexuales, por el estado de familia, por el ser físico o el modo de ser psicológico, o por diversidad cultural, etcétera.

16) CONCLUSIÓN: Para alcanzar el cumplimiento más fiel de la tarea fundamental y fundacional del Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas solicitamos la más firme decisión de los Señores Convencionales.

Vosotros podréis fortalecerlo como institución resolviendo su incorporación al Poder Judicial. No dudéis un instante porque al mismo tiempo fortaleceréis al mismo Poder Judicial, ya que integrado mejorará sensiblemente su administración de justicia como queda demostrado en este proyecto.

La Honorable Legislatura derivó a ésa Convención Constituyente, por su ley nº 9768 (inciso 43 de su artículo 1º), la facultad de establecer que los registros provinciales... se ubiquen en la órbita del Poder Judicial de la Provincia.

Resulta así que es ésta la hora de los señores Convencionales para decidir que en Entre Ríos el Registro Civil puede y debe ser de los señores jueces para resguardo de la seguridad jurídica.

Los entrerrianos esperamos confiados vuestra resolución.

1 Ver el diario “LA NACIÓN” del 1 de mayo de 1997, página 19, donde se informa: “Después de más de un año, cayó la banda de los falsos herederos”, con una fotografía del entonces diputado Aníbal Ibarra, que fue el denunciante. Se brinda la noticia del auto de procesamiento por estafa y falsificación de documentos contra cuatro presuntos delincuentes que se apropiaban de bienes del Estado, y lo era por decenas. La cuestión son las herencias vacantes, que eran las que se abrían por estos delincuentes, con documentos falsos.

2 El doctor Jorge Joaquín Llambías propone un pago único por daño moral, a favor del primero que demanda, en los casos de homicidios, porque es una sanción contra el delincuente y no un reintegro de valores económicos frustrados; y dice: “…Está habilitado para recabar la reparación del año moral quien ha sufrido un agravio de esa índole, siempre que el ofensor no haya sido sancionado con anterioridad por la comisión del hecho. Pues si así fuera, el ofensor ya habría expiado su falta y con ello estaría satisfecha la justicia; no habría razón para imponerle una nueva sanción a causa del mismo hecho: “non bis in idem”. (Tratado de Derecho Civil – Obligaciones, Tomo I, parágrafo 265, página. 309 y su nota 16; y con más detalle, en su Tomo II, parágrafo 2369, páginas 114 y ss. Pero no es éste el modo en que decide la jurisprudencia mayoritaria, como se conoce por todos.

3 “Reforma de 1968 en Argentina”, páginas 485/495 de la obra: “Enciclopedia de la responsabilidad Civil”, dirigida por los Dres. Atilio Aníbal Alterini y Roberto López Cabana, editorial Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1996.

4 Este DNI es el que se entrega a cada bebé que se inscribe en un Registro Civil, el que se actualiza obligatoriamente a los 8 y a los 16 años de edad. Esto se hace así para que pueda emitir su voto aún quién cumple 18 años el mismo día de la elección.

5 El Dr. Arias me presentó el caso de la Srta. Élida Ester Altamirano, D.N.I. Nº 21.426.233. Ella estuvo más de quince años privada de su identidad porque el abogado particular que tramitó el juicio de adopción que le encargó su madre, no redactó el imprescindible oficio que debía comunicar al Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas la sentencia de adopción plena dictada en el año 1984 y firme desde entonces. Está identificada sólo por la actuación oficial del Jefe del Registro Civil de Concordia citado, pero lo que dicho funcionario gestionó en 1999, podría haberse hecho por el propio Juez que entendió en su adopción en 1984. Porque si el Registro Civil hubiera sido judicial entonces, su adopción se habría inscrito de oficio en forma inmediata y la señorita Altamirano no hubiera sufrido daño alguno. Para mayores datos, la Srta. Altamirano, aún en 2007, no pudo votar porque todavía no se la incluyó en los padrones. Su expediente es el Nº 8619 Fº 163 año 1983 del Juzgado de 1ª Instancia en lo Civil y Comercial nº 3 de Concordia. Su suceso está presentado en la tesis del Dr. Arias: “RÉGIMEN PROCESAL PARA LA ADOPCIÓN Y COMENTARIO A LA RECIENTE LEY 26.061”, publicado en “Doctrina Judicial” de “Editorial La Ley”, Año XXII, Tomo I, año 2006, páginas 1 a 22.

6 Es decir, el sistema electoral es nacional y los informes iniciales los efectúa y los seguirá consumando el Registro Nacional de las Personas. Pero, si se admite el sistema que propugnamos el Poder Judicial de Entre Ríos podrá confirmar al Juez Federal en Paraná –a su Secretario Electoral-, todas las bajas y altas que antes le haya brindado la Cámara Nacional Electoral, detectando a los faltantes y determinando a los mal incluidos. Por caso, la omisión de la Srta. Altamirano presentado en nuestra nota al pie número ¡Error! Marcador no definido.. O sea que ella debió haber podido emitir su voto desde las elecciones nacionales de 2001 porque sin duda, con un régimen como el que postulamos, el Poder Judicial habría comunicado que ella sí, está “enrolada” desde 1999, lo que la administración demora en grado sumo y no sabemos por qué.

Flavia E. Pasqualini - Augusto J. Alasino
–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 814)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

MINISTROS DEL PODER EJECUTIVO
“Art. 127: El despacho de los negocios administrativos de la Provincia estará a cargo de ministros que no podrán exceder de diez, y una ley especial deslindará las competencias y funciones adscriptas al despacho de cada uno de los ministros, y podrá crear la figura del jefe de gabinete de ministros cuando resulte conveniente y oportuno”.

“Art. 133: Derógase del art. 133 la frase “tendrán el tratamiento de Señoría y”.

PESUTO – MARTINEZ (Marciano).

FUNDAMENTOS

Ha quedado demostrado empíricamente que el número de Ministros del Poder Ejecutivo acotado a tres es insuficiente. Por otra parte nos parece conveniente que tampoco exceda de diez, que nos parece cuantitativamente adecuado para atender a las cuestiones actuales y nuevas que presentan los nuevos desafíos de los tiempos. Asimismo la figura del jefe de gabinete de ministros, vigente en nuestra Constitución Nacional, y practicada en otras gestiones provinciales y municipales, no nos parece desacertada, siempre que el Poder Ejecutivo lo determine y la respectiva Ley lo faculte.

La derogación del tratamiento reverencial en el art. 133 es obvio.

Solicitamos la sanción de la norma que antecede.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 815)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

DEFENSA DEL MEDIO AMBIENTAL.

“Art.…..: Todos los habitantes de la Provincia tienen derecho a vivir en un medio ambiental adecuado para el desarrollo de la vida humana en condiciones de óptima salubridad y a que las actividades productivas no comprometan el bienestar de las generaciones futuras”.

“Art.….: Toda persona tiene el deber de evitar la contaminación ambiental y defender la ecología”.

“Art.…: Toda obra que cause o pueda causar actual o inminentemente un  daño ambiental, debe cesar”.

“Art.….: La Provincia garantiza una política de defensa del medio ambiente, con arreglo a los siguientes principios: 

a) Prevención de la contaminación del aire, el agua y el suelo.

b) Utilización racional de los recursos naturales.

c) Preservación, protección, conservación y recuperación de los recursos naturales y de la flora y fauna nativa.

d) Asignación de responsabilidad a los agentes de daños ambiental.

e) Compatibilización entre la actividad económica y el mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales.

f) Prohibición de ingresar a la Provincia residuos tóxicos, radioactivos o peligrosos.

g) Fomento de la educación ambiental.

h) Prohibición de establecimiento, realización o continuación de obras o actividades susceptibles de causar daños en el ambiente, sin las correspondientes evaluaciones previas de impacto ambiental.

“Art.….: Todo habitante de la Provincia, con la sola acreditación de tal condición, puede interponer acción de amparo con el objeto de hacer cesar las obras que, actual o inminentemente, causen o puedan causar daño ambiental. Dicha acción se halla exenta del pago de tasas judiciales. Toda prueba que se produzca durante la tramitación del proceso, tendiente a la acreditación del daño o peligro, serán a cargo del Estado Provincial, salvo que las costas resulten impuestas al demandado”.

“Art.…: Todo habitante de la Provincia tiene derecho, a solo pedido, a recibir información oportuna, veraz, completa y gratuita, sobre el impacto que causen o puedan causar sobre el ambiente obras o actividades públicas o privadas”.

“Art.….: Los Municipios deben participar activamente en la preservación del sistema ecológico, recursos naturales y medio ambiente”.
PESUTO – MARTINEZ (Marciano)

FUNDAMENTOS

La defensa del medio ambiental constituye una tarea de cumplimiento insoslayable tanto para los integrantes de los poderes públicos provinciales y municipales, como para las personas físicas y jurídicas radicadas en el territorio entrerriano.

En este sentido, proponemos la creación de un sistema de protección del medio ambiental que funcione coordinadamente con el actual Sistema Federal Ambiental- o aquel que en el futuro lo reemplace- de suerte que los principios fijados en nuestra Constitución Provincial operen como una base de defensa inalienable, en conjunción con los consagrados en normas nacionales, a partir de la cual las autoridades provinciales habrán de elaborar las diversas políticas tuitivas del ambiente que la hora demande.

No obstante, tratándose de una materia legislativa delegada en la Nación, es necesario que esta Convención evite invadir la competencia de los poderes nacionales.

Entre los principios básicos que consideramos deben ser establecidos en nuestra Constitución provincial se destacan, de un modo especial, el de prevención de daño ambiental y de responsabilidad de los productores. Asimismo, merece ser subrayada la posibilidad otorgada a todo habitante de la Provincia de accionar ante el magistrado competente a fin de que se disponga la inmediata interrupción de todo accionar dañoso del medio ambiental, así como también la obligación de llevar a cabo evaluaciones de impacto ambiental con carácter previo a la realización de obras o actividades susceptibles de dañar el ambiente.

Casi todas las Provincias, en sus constituciones, han consagrado normativas relacionadas con el medio ambiental y su protección, en defensa de la vida. Y más allá de las fronteras de nuestra Patria o de nuestro Continente, es constante la preocupación por la preservación de la ecología planetaria. Justamente para las décadas que vienen, es imprescindible ejercer los máximos resortes de protección en una permanente interrelación nacional e internacional.

Por todo ello, solicitamos la sanción de la norma propuesta.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

LXXXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 816)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

CULTURA.
“Art.….: El Estado Provincial promueve y difunde todas las creaciones de la cultura en cualquiera de sus manifestaciones contemplando la participación de la comunidad interesada en la proyección y concreción de tales fines. Se garantiza a todos los habitantes de la Provincia la preservación, recuperación y difusión del patrimonio de la cultura popular, las artesanías, las etnias y sus tradiciones”.

“Art.….: El Consejo Provincial de la Cultura será el órgano encargado de: elaborar y aprobar  planes, programas y proyectos relacionados con la creación de fuentes de trabajo para la actividad cultural, administrar los fondos destinados a la cultura por presupuesto de la Provincia y provenientes de otros recursos, representar a la Provincia en los organismos nacionales de competencia, y proponer políticas tendientes a la concreción de los objetivos dispuestos”.

“Art.…: El Consejo Provincial de la Cultura será presidido por el Secretario de Cultura de la Provincia. Lo integrarán además, dos representantes de cada Departamento, uno por la actividad artística y uno por los Municipios de cada Departamento, elegidos por consenso. Estos cargos serán honoríficos, sin  perjuicio del  reconocimiento de gastos por parte del Gobierno, y no tendrán calidad de funcionarios o empleados públicos derivada de su participación en este órgano. El Estado Provincial garantizará su funcionamiento”.

“Art.….: El Consejo Provincial de la Cultura emitirá recomendaciones y opiniones fundadas sobre la base de la idoneidad, transparencia y buena fe, las que no serán vinculantes ni obligatorias para las autoridades del Gobierno Provincial y de los Municipios”.

“Art.….: El Fondo de Fomento para la Cultura estará  formado por el uno por ciento de las rentas generales de la Provincia”.

PESUTO – MARTINEZ (Marciano)

FUNDAMENTOS

La cultura, como la forma de vivir de un pueblo, abarca y organiza muchas actividades que conforman la cotidianeidad de una sociedad dándole un perfil propio y definido desde el que se entrelaza y relaciona con otros pueblos y naciones.

Al igual que los recursos naturales, el medio ambiental o los acontecimientos históricos, la cultura forma parte del patrimonio común de todos los entrerrianos. En el cambiante mundo de hoy, la plena y libre actividad cultural nos permitirá englobar desde una óptica pluralista las diferencias y similitudes de una costa a la otra de nuestra Provincia, de manera tal que contemos con un soporte válido que proteja y garantice nuestras singularidades y a la vez nos permita recorrer los procesos de integración regional que tanto en lo económico como en lo social signan esta época.

Es por esto que la acción del Estado Provincial, que debe estar siempre presente en el acontecer cultural, amerita una redefinición en función de dinamizar los recursos tanto humanos como materiales hacia un mayor protagonismo de los actores directos de este quehacer: el Gobierno de la Provincia, que fija las políticas y aporta la visión global de la trama socio cultural de toda la comunidad entrerriana; los Municipios a fin de federalizar aún mas la gestión, y como células básicas de organización; y los trabajadores de la cultura, artífices finales de este campo.

Nuestro proyecto prevé la creación del Consejo Provincial de la Cultura, como cuerpo colegiado para sugerir, proyectar, y gerenciar la asignación de los recursos, permitiendo entonces asignar los mismos con mayor equilibrio y participación ciudadanos.

Se prevé, asimismo, la creación del Fondo de Fomento para la Cultura, y nos ha parecido justo y equitativo que sea del uno por ciento de las rentas generales. La experiencia a través de los años nos ha demostrado que no debemos dejar librado a los gobiernos las cifras destinadas a una cuestión tan seria y central. Por otra parte, de ella participarían en forma directa los Municipios, promotores y protectores de la cultura más autóctona y oculta, en la mayoría de las veces.

Todo es cultura, y cerrar los accesos a este conjunto de derechos fundamentales sería una grave omisión histórica.

Por todo ello, solicitamos la sanción de la propuesta precedente.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

LXXXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 817)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

PODER JUDICIAL

“Art.…….: El Superior Tribunal se compondrá, como máximo, de siete miembros, que en ningún caso podrán ser todos del mismo sexo. Uno de ellos ejercerá la Presidencia elegido por los demás integrantes del cuerpo, debiendo rotar cada año en el mandato, privilegiando al candidato de mayor antigüedad...”.

“Art.…….: Para ser miembro del Superior Tribunal de Justicia se requiere ser ciudadano argentino, tener título nacional de abogado, y diez  años por lo menos en el ejercicio activo de la profesión de abogado o de la magistratura”.

“Art.…….: Los miembros del Superior Tribunal de Justicia serán designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado, previo procedimiento de selección de los candidatos, donde se evalúen la idoneidad técnica y jurídica, sus aptitudes morales y su trayectoria.

Las sesiones del Senado para el tratamiento de los acuerdos será debidamente publicitada y pública, y se requerirá el voto favorable de los dos tercios de los miembros presentes para su aprobación”.

Art.…..: Derógase el artículo 159 de la Constitución Provincial.

PESUTO – MARTÍNEZ, (Marciano)

FUNDAMENTOS

Habilitados por la Ley 9768 proponemos la presente norma, toda vez que nos parece de necesaria actualización la composición del más alto cuerpo del Poder Judicial, acorde con los tiempos, con la experiencia histórica, y con nuevos desafíos y reclamos de la comunidad.

Creemos que fijar como máximo en siete el número de miembros del ST es bueno, porque coadyuva a limitar al poder proponente. De igual manera nos parece acorde con la necesidad de equidad de género y de no discriminación, establecer que no podrán ser todos del mismo sexo. Por otra parte nos parece importante fijar pautas para la selección del Presidente del alto cuerpo, promoviendo la renovación y a efectos de evitar la formación de grupos o bandos unidos por afinidades políticas o ideológicas.

Hemos considerado, también, la posibilidad de una mayor exigencia en la designación de los miembros del Superior Tribunal, habida cuenta del acuerdo seguramente unánime que no sean seleccionados por la vía del Consejo de la Magistratura, que tiene otras competencias. Y nos pareció importante que se mantenga la propuesta desde el Poder Ejecutivo hacia el Senado, pero previo procedimiento de selección, que deberá regularse por Ley o por Decreto del PE, donde se tengan en cuenta los valores esenciales que queremos en los Magistrados en general, y cuanto mas en los jerárquicos, y se garantice la real participación ciudadana, con indiscutible y pleno acuerdo del Senado en caso de aprobación del pliego.

Finalmente, se impone la derogación del art. 159 actual, dado el tratamiento anacrónico y poco democrático, que no amerita mayores comentarios.

Por todo lo expuesto solicitamos la aprobación de la propuesta.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

LXXXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 818)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

EDUCACION
“Art.…….: El mínimo de educación que el Estado está obligado a brindar y los habitantes de la Provincia a recibir, será hasta la enseñanza secundaria, la que deberá impartirse en las escuelas oficiales o privadas no estatales que ofrezcan garantías de estabilidad y eficiencia educacional y estarán sujetas a la enseñanza y a las leyes oficiales.

La obligación escolar se extiende desde los cuatro años del nivel inicial y hasta su finalización bajo las penas que la ley establezca.

La enseñanza en las escuelas del estado será gratuita, laica y obligatoria, integral, permanente y exenta de dogmatismos, garantizando la igualdad de oportunidades y la justicia social, con la participación de la comunidad educativa”.

“Art.……: El Estado reconoce a la familia como agente formador y socializador primario, siendo de responsabilidad indelegable de la Provincia la conducción del sistema educativo, privilegiando a la enseñanza de carácter esencialmente nacional y provincial, formadora de valores y libertad de conciencia, con respeto por los derechos humanos, los símbolos e instituciones patrios, la protección del medio ambiental y la libertad de conciencia. Tendrá como objetivo la formación integral de las personas con dimensión trascendente, y el desarrollo moral, intelectual, social y físico de los educandos. Se incorporará obligatoriamente en todos los niveles educativos el estudio de esta Constitución y sus normas”.

“Art.….: La organización y dirección técnica y administrativa de la Educación Primaria será confiada a un Consejo General de Educación presidido por un Director General de Escuelas que ejercerá su presidencia, y cinco vocales. El Director General de Escuelas será designado por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado, y deberá ser argentino nativo o naturalizado, poseer título docente y acreditar una antigüedad de diez años en el desarrollo de la docencia al frente de alumnos, mas cinco años en algún cargo directivo docente al que haya accedido por examen de oposición. Dos vocales serán designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado, dos a propuesta de los docentes y uno a propuesta de las cooperadoras escolares integradas por los padres de los alumnos. Los vocales deberán las mismas condiciones de idoneidad del Presidente y tendrán las atribuciones que la Ley les otorgue.

La Enseñanza Secundaria estará a cargo del Ministro respectivo designado por el Poder Ejecutivo y deberán mantenerse siempre los caracteres enunciados para la educación y la interrelación permanente con el Consejo general de educación”.

Art.…..: Derógase del art. 209 vigente la frase “siempre que fuese posible.
PESUTO – MARTÍNEZ (Marciano)

FUNDAMENTOS

La educación sigue siendo una responsabilidad indelegable y fundamental del Estado. La sociedad lo percibe a diario y lo ha demostrado vigorosamente ante la disminución del presupuesto destinado a ella o ante los paros reiterados de los maestros, a quienes cada vez más se los exime de responsabilidad por estos hechos. En nuestra Provincia se hace necesario que la Educación, como política de estado, indispensable para lograr la excelencia que se merecen los educandos, sea conducida por profesionales que demuestren capacidad, experiencia y formación integral. Consecuentemente, las autoridades responsables de un ámbito tan medular, deberán ser seleccionadas y reconocidas consecuentemente con la responsabilidad que deben asumir. Asimismo, en el marco del fortalecimiento de la democracia, los docentes desde sus organizaciones laborales deberán comprometerse en el desafío de la conducción para lograr los fines y objetivos de la política educativa.  Es también la sociedad civil a través de la familia quien deberá estar comprometida con los fines mencionados. Esta actitud se vería reflejada en el fortalecimiento de las Sociedades Cooperadoras que tan importante rol han desempeñado a través de los tiempos.

Es real que hay un profundo desprecio que un importante sector de la clase dirigente siente por la educación y por las ciencias, y allí se esconde el germen de graves amenazas para nuestro futuro. ¿Quién ha de ocuparse de afrontar y resolver el tremendo peligro que se cierne sobre nuestro País ante las más serias estadísticas que arrojan el resultado de cientos de miles que hoy están fuera del sistema educativo? A este respecto resultan oportunas algunas frases de Sarmiento quien en su época advertía: “¿No queréis educar a los niños por caridad? Pero hacedlo por miedo, por precaución, por egoísmo. Moveos: el tiempo urge, mañana será tarde”. Y agregaba: “Vuestros palacios son demasiados suntuosos, al lado de barrios demasiado humildes. El abismo que media entre el palacio y el rancho, lo llenan las revoluciones con escombro y sangre. Pero os indicaré otro sistema para nivelarlos: la escuela”. Nuestra sociedad ha abandonado este ideario y lo ha reemplazado por el utilitarismo egoísta y el descarnado economicismo. Volvamos a Sarmiento: “El sólo éxito económico nos transformará en una próspera factoría, pero no en nación. Una nación es bienestar económico al servicio de la cultura y la educación”.

Estamos ante la oportunidad histórica de revitalizar normas constitucionales esenciales y crear nuevas para fortalecer este derecho esencial de todos los entrerrianos, que es la Educación. Por esto nos ha parecido prudente y oportuno diferenciar los niveles, y preservando el Consejo General de Educación, pero reforzado y levemente modificado para la Educación Primaria, dejar la Enseñanza Secundaria en manos del Ministerio respectivo, que deberá ser creado a partir de la reforma del actual artículo 127 de nuestra Constitución Provincial. Entendemos también que ha llegado el momento, a pesar de tantas asignaturas pendientes en la distribución de los bienes y de la ausencia de tantas fuentes de trabajo (o tal vez por esas mismas razones) que la enseñanza secundaria sea obligatoria para nuestra población. Las más claras estadísticas arrojan destacables guarismos, respecto al mayor cúmulo de posibilidades laborales o al decrecimiento de nivel delictivo en una población joven con base de educación media o secundaria.

Finalmente, es de esperar que este interés, importante pero por ahora confuso, que está demostrando nuestra sociedad por la educación se traduzca en un mayor compromiso individual o social con el problema.

Desde esta Convención Constituyente, queremos aportar lo nuestro, ampliamente habilitados por la historia expectante.

Solicitamos la sanción de lo propuesto.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XC

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 819)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

CREACION DEL CONSEJO CIUDADANO DE SEGURIDAD EN LOS MUNICIPIOS.

“Art. . . . . : Es deber de los Municipios: crear un Consejo Ciudadano de Seguridad para la Prevención del Delito que dependerá directamente del Presidente del Municipio ó Junta de gobierno, y que estará integrado, además, por el Jefe Departamental de Policía, el Jefe de la Comisaría local respectiva, representantes del Poder Judicial, de las fuerzas vivas y de las comunidades vecinales en la proporción y número que los Municipios determinen. Será honorario y consultivo, y su finalidad será elaborar los lineamientos generales en materia de seguridad, ejercer el control y la actuación del uso de la fuerza por parte de los cuerpos de seguridad, y proponer estrategias, políticas y acciones en la prevención del delito y la violencia impulsando la participación ciudadana”.
PESUTO – MARTÍNEZ (Marciano)

FUNDAMENTOS

La seguridad es un bien propio de la convivencia social, es un derecho exigible por cada ciudadano, y una obligación del Estado de garantizarla en forma eficiente. A esta definición, que puede ser abstracta, hay que aportarle el desarrollo de una conciencia social sustentada en la responsabilidad compartida del problema, es decir, con la participación activa de todos los sectores involucrados. Esto hace a una concepción política basada en que solamente es posible transformar la realidad a través del protagonismo popular, inclusive en este tema tan específico que parece requerir especialización profesional.

La inseguridad, además, es un elemento desestabilizador del sistema democrático en el que todos pretendemos convivir, y la incertidumbre en cuanto a la propia persona, a la familia o a los bienes, genera un sentimiento de insatisfacción y temor que lleva a plantear, erróneamente, como alternativa, el autoritarismo frente a la aparente ineficacia democrática, planteo falaz y malintencionado.

Frente a este panorama, creemos que los gobiernos en un estado de derecho deben dar una respuesta eficiente a una sociedad preocupada por la inseguridad. Las instituciones del Estado Provincial deben modificar su funcionamiento y desarrollar con creatividad formas de prevención y participación popular en el accionar delictivo. Asimismo entendemos que, si bien la seguridad institucional está en manos del Gobierno Provincial, la participación ciudadana descansa en la célula primigenia de organización política, que es el Municipio. Por eso sostenemos que desde el Municipio, Junta de Fomento o Junta de Gobierno debe impulsarse, por mandato constitucional, la conformación del Consejo que hoy proponemos. Hemos tenido especialmente en cuenta la participación de las Comisiones Vecinales: ellos tienen la percepción más certera de cada situación.

Desde ya entendemos, y así lo ratificamos, que la función del Consejo Ciudadano de Seguridad no interfiere ni suple a la Policía Provincial, y que ésta debe acompañar y escuchar en forma permanente a los integrantes del Consejo.

Siempre hemos afirmado que esta Reforma Constitucional debe tener la impronta de la participación popular, y que la seguridad es un problema de todos.

Considerando que este es un aporte esencial a las premisas consignadas, solicitamos la sanción del presente proyecto.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Régimen Municipal.

XCI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 820)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

SOBERANIA SOBRE LAS ISLAS MALVINAS VETERANOS DE GUERRA.

DISPOSICION TRANSITORIA:

La Provincia de Entre Ríos ratifica la legítima e imprescriptible soberanía de la Nación Argentina sobre las Islas Malvinas, Georgias del Sur y Sándwich del Sur, y los espacios marítimos e insulares correspondientes, por ser parte del territorio nacional, y reafirma la voluntad de recuperación de dichos territorios y el ejercicio pleno de la soberanía en las condiciones que determina la Constitución Nacional.

El Gobierno de la Provincia orientará políticas tendientes a la asistencia y protección de los ex combatientes veteranos de guerra de Malvinas facilitando el acceso a la salud, al trabajo y a una vivienda digna.

PESUTO – MARTINEZ (Marciano)

FUNDAMENTOS

Nuestra Nación ha vivido hace menos de tres décadas una de las guerras más injustas, improvisadas e inoportunas de la historia argentina.

Tal vez este acontecimiento bélico y político, que fue el resultado de una decisión mesiánica de un general en retirada, marcó a los argentinos contemporáneos con la impronta especial de una toma de conciencia definitiva sobre el concepto grande de soberanía, y de pedazos argentinos fuera del continente que se reclaman desde siempre.

Por otra parte, ese acontecimiento luctuoso arrojó cientos de jóvenes muertos, y gran parte de ellos habitantes de nuestra Provincia. Pero muchos sobrevivieron, y transitaron después –y transitan todavía- el duro camino del desencuentro, de la incomprensión y del desarraigo.

No podemos soslayar esta cuestión vital para todas las generaciones de argentinos y entrerrianos, ni dejar pasar la histórica oportunidad de rendir homenaje a nuestros ex combatientes muertos en el campo de batalla y de institucionalizar medidas tendientes a beneficiar a los veteranos que están con nosotros, en reconocimiento por su entrega y heroísmo.

En tal sentido, y en concordancia plena con la primera disposición transitoria de nuestra Constitución Nacional sancionada en 1994, elevamos para su aprobación la presente.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

XCII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 821)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Organización Policial

“Art. 144: La Policía de la Provincia es el Organismo del Estado encargado de mantener el orden público y garantizar el libre ejercicio de todos los derechos individuales y colectivos, dentro del ámbito que señalan esta Constitución y las Leyes que en consecuencia se dicten. Cumple funciones de seguridad, preventiva y judicial en el territorio de la Provincia de Entre Ríos”.

“Art. 145: La Jefatura provincial estará a cargo de un Oficial Jefe Superior en actividad o en situación de retirado, que será secundado por un Subjefe con iguales características. Ambos serán designados por el Poder Ejecutivo”.

“Art. 146: Un Reglamento General de la Policía ratificado por Ley determinará la organización que debe tener la Institución Policial, las funciones y responsabilidades de sus empleados, los requisitos para la designación de Jefe Departamental, y las relaciones con la comunidad”.

PESUTO – MARTÍNEZ (Marciano)

FUNDAMENTOS

La ley 9.768 en su art. 1º, inc. 1, en concordancia con lo previsto en el art. 4º inc. 12, habilita la reforma que se propone.

Ciertamente es notorio el interés de toda la comunidad, sin distinción de estamentos o ideologías, de privilegiar e institucionalizar, renovando u otorgando nuevas responsabilidades, a todo cuanto tenga que ver con la seguridad pública. Es casi un clamor unánime. Por otro lado, es una de las funciones indelegables del Gobierno Provincial: garantizar la seguridad de todos los ciudadanos, velando por el respeto a su persona y a sus derechos.

A vez, el estado debe asegurar, según los principios constitucionales, la vigencia irrestricta de la libertad. No es sencillo obtener la coexistencia equilibrada entre ambos valores. Pero conciliar libertad con seguridad es un desafío de la Democracia. Y ambos valores -libertad y seguridad- no son antinómicos; antes bien, son valores complementarios, cuya simultánea vigencia es imprescindible para la vida social en un estado de derecho. La seguridad es el ámbito adecuado del desarrollo de la libertad, y el ejercicio de la libertad proporciona un contenido ético a la seguridad.

Por estas razones, apuntamos a remozar al Organismo Policial, conceptualizándolo con amplitud, determinando su responsabilidad en la protección de los máximos derechos y garantías, y confiriéndole puntualmente funciones más amplias en la prevención y en el ámbito judicial. Sin dudas, y con respecto a la primera, es dable destacar, y así lo ha demostrado la experiencia histórica, que la prevención del delito es siempre mas eficaz que su represión, ya que ataca las causas, en tanto que ésta se ocupa de los efectos. Con relación a la función judicial, es obvio que estamos haciendo referencia a la Policía Judicial, de inminente creación, en consonancia con el nuevo Código de Procedimiento Penal provincial, aprobado y aún sin fecha de vigencia efectiva.

Finalmente, creemos que es necesario un nuevo reglamento para la Institución Policial superador de la actual Ley 5654, no solo por el carácter obsoleto del actual, sino porque hemos de armonizar las diversas normas que integran en su conjunto la nueva Constitución que queremos. Y respecto a la cuestión que nos ocupa, nos referimos a la designación indiscutida de idóneos Jefes Departamentales de Policía, y a la interrelación que la Institución deberá mantener con los Consejos Ciudadanos para la Seguridad.

Por lo expuesto, solicitamos la aprobación del proyecto.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XCIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 822)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

MINISTERIO PÚBLICO

“Art.……..: El Ministerio Público es un órgano independiente con autonomía funcional y autarquía financiera, que estará a cargo de un Procurador General, un Defensor General y un Asesor General de Incapaces, y por los demás funcionarios que de ellos dependen”.

“Art.…..: Son funciones del Ministerio Público: Preparar y promover la actuación de la Justicia en defensa de los intereses generales de la sociedad, de oficio o a petición de los interesados, custodiar la jurisdicción y competencia de los Tribunales provinciales y la normal prestación del servicio de justicia, y dirigir la Policía Judicial”.

“Art.….: El Procurador General, el Defensor General y el Asesor General de Incapaces son designados y removidos en la misma forma y con los mismos requisitos que los miembros del Superior Tribunal de Justicia con iguales garantías e incompatibilidades. Los restantes funcionarios del Ministerio Público serán designados y removidos en la misma forma y con los mismos requisitos que los Jueces, y tendrán las mismas garantías e incompatibilidades”.
PESUTO – MARTÍNEZ (Marciano)

FUNDAMENTOS

La sociedad advierte, sin mucho esfuerzo, la ineficiencia de la administración de justicia: de allí la escasa credibilidad del ciudadano en ella. Nuestra Provincia no es la excepción. Por eso hoy tenemos la oportunidad histórica de crear los instrumentos necesarios para una óptima administración de justicia, garantizando el derecho de defensa en juicio (Art. 18 de nuestra Constitución Nacional), asegurando el libre e irrestricto acceso a las instancias judiciales de los sectores mas desprotegidos, ó para controlar la legalidad de los procedimientos judiciales en beneficio de los intereses de la comunidad.

Por ello, y habilitados plenamente por la Ley 9768, proponemos la creación integral del Ministerio Público. Porque, como dijo el Dr. Jorge Vanossi: “El Ministerio Público, en un estado de derecho, es la seguridad jurídica, puesto que es el que lleva adelante la acción pública. Es la llave del crecimiento y le otorga garantías jurídicas a las personas, porque conoce de antemano las consecuencias jurídicas de su actuar, negativas o positivas”.

Y este control solo puede ser posible en miras a su verdadera eficacia, si el Ministerio es independiente, autónomo y autárquico. Especialmente cuando se ejerza sobre el comportamiento de los funcionarios integrantes de otros poderes. De allí, en parte, nuestra postura con relación a su ubicación institucional. Y además, también, porque nuestra Constitución Nacional obliga a los estados provinciales a “asegurar su administración de justicia” (Art. 5) y en la reforma de 1.994 introduce al Ministerio Público independiente, lo que podría llevarnos a concluir que en la Provincia debemos legislar en forma análoga.

Solo la Provincia de Salta ha consagrado la norma constitucionalmente con plena independencia de otros poderes como la proponemos. Pero a pesar que la mayoría de la doctrina apoya esta postura, las Provincias han preferido sin dudas, seguramente dentro del contexto de debilidad de nuestro País, adherir a la tesis de la pertenencia al Poder Judicial, confiando en un fortalecimiento y cambio progresivos. Nosotros proponemos un cambio real, serio y profundo, similar al que consagra nuestra Constitución Nacional, art. 120, y reguló la Ley orgánica nº 24.946.

Solicitamos la aprobación de la propuesta.

Hermo L. Pesuto – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XCIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 824)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1.- Derógase el artículo 143 de la Constitución vigente.

Artículo 2.- Incorpórase al texto constitucional lo siguiente:

SECCIÓN (NUEVA)

ÓRGANOS DE CONTROL

CAPÍTULO II

ÓRGANO DE CONTROL EXTERNO

Tribunal de Cuentas

Art….: El Tribunal de Cuentas será un órgano de control externo de la hacienda pública, con autonomía funcional y autarquía financiera, elaborará su propio presupuesto y nombrará y removerá a sus empleados.

Tendrá a su cargo la aprobación o desaprobación de la percepción e inversión de los caudales públicos previa sustanciación del pertinente juicio de cuentas. Todos los casos de desaprobación de las cuentas darán lugar al juicio administrativo de responsabilidad que estará igualmente a su cargo.

Podrá en cualquier tiempo realizar inspecciones y adoptar las medidas necesarias para prevenir cualquier irregularidad con arreglo al procedimiento que determine la ley. Tendrá jurisdicción para el control externo de la hacienda municipal en aquellos municipios que no cuenten con un órgano de iguales funciones.

En la cuenta general del ejercicio su intervención se limitará al examen técnico de ella y al informe de los aspectos legales y contables de la misma, a fin de que la Legislatura ejerza las facultades que le confiere la Constitución provincial.

Los fallos del Tribunal de Cuentas quedan ejecutoriados treinta días después de su notificación y son apelables ante el fuero contencioso administrativo.

El Tribunal de Cuentas actuará como órgano requirente en los juicios de cuentas y administrativos de responsabilidad ante los tribunales judiciales e intervendrá en los juicios de residencia en la forma y condiciones que establezca la ley.

Art….: El Tribunal de Cuentas estará compuesto por tres miembros, uno de ello con titulo de abogado y dos con el de contador público, los que serán designados por el Poder ejecutivo previa selección por el Consejo de la Magistratura.
Para ser miembro se requiere haber cumplido treinta años de edad y cinco de ejercicio en la profesión. Eligirán de su seno a un presidente, el que se renovará anualmente. Son inamovibles y solo pueden ser removidos por el Jurado de Enjuiciamiento. Tienen iguales incompatibilidades, prerrogativas y remuneraciones que los jueces de primera instancia, alcanzándoles las mismas casuales de remoción.

Art….: Una Fiscalía General supervisará a los fiscales de cuentas y tendrá intervención obligatoria en todas las actuaciones en que estos soliciten la aprobación o el archivo de las rendiciones de cuentas. Podrá iniciar investigaciones de oficio, realizar denuncias, requerir medidas cautelares y allanamientos de domicilios y acceder a los registros contables oficiales y privados relacionados con el caso.

Estará integrada por tres fiscales generales con el título de abogado o contador designados por la oposición en la Cámara de Diputados a propuesta de los partidos políticos de oposición en proporción a la representación en ambas Cámaras. Durarán cuatro años en su función y tienen las mismas incompatibilidades, prerrogativas y remuneraciones que los fiscales de los juzgados de primera instancia, alcanzándoles las mismas causales de remoción con excepción de la pertenencia a partidos políticos.

MONGE – ARRALDE – ALLENDE (Clidia) – DE PAOLI – BRASESCO – ROGEL – CEPEDA – GUY.

FUNDAMENTOS
El presente proyecto establece la reforma constitucional del Tribunal de Cuentas de la Provincia, el que a los fines de realizar el control externo de la administración, deberá estar ubicado en un capitulo dentro de una Sección especial que se constituya en un cuerpo integral referido a los órganos de control y no como en la actualidad, en la Sección V, Capitulo V. Imaginamos esa Sección, denominada “Órganos de Control” integrada por dos capítulos, el I correspondiente a “Órganos de Control interno” en el que se ubica la Contaduría General de la provincia y un Capítulo II correspondiente a los “Órganos de control externo” en el que estarían incluidos los organismos ya existentes en nuestra Constitución: el Tribunal de Cuentas, la Tesorería de la Provincia, el Fiscal de Estado y en el que estarían incorporadas las nuevas figuras propuestas: la Auditoría General, el Defensor del pueblo y los entes de control de empresas públicas y privadas prestadoras de servicios públicos.

Al respecto de la propuesta que implica el actual proyecto, cabe mencionar que en el debate de la Convención Constituyente de 1933, el Tribunal de Cuentas nació como un órgano de control interno y preventivo, que no es la forma que tuvo definitivamente, ya que la idea era que la Contaduría General solo registrara los movimientos contables, en tanto que el Tribunal de Cuentas debía encargarse del control preventivo teniendo la figura de la observación de los actos del Ejecutivo, que fue dejada luego en manos de la Contaduría con informe al Tribunal de Cuentas en caso de insistencia, al que se le otorgaba el control posterior, con su correspondiente dictamen al Poder Legislativo, para su análisis y actuación.

Lamentablemente la Legislatura entrerriana – de hecho- ha renunciado al análisis y aprobación o desaprobación de las Cuentas Generales en función del dictamen de dicho tribunal, y con ello se ha perdido el control externo del 95% del presupuesto general que es lo que aproximadamente atañe al Poder Ejecutivo. Solo realiza control externo del Poder Legislativo, del Poder Judicial y de los Municipios y de quienes administran o reciben fondos provinciales, en tanto que efectúa de hecho un control interno del Poder Ejecutivo sobre el control interno ya realizado por la Contaduría General de la Provincia.

Mediante la presente iniciativa se le concede al Tribunal de Cuentas autonomía funcional y la facultad de elaborar y ejecutar su propio presupuesto como garantías de mayor independencia. En efecto, para un efectivo control externo de la marcha general de la administración provincial y de los entes de derecho privado en que tenga injerencia el Estado provincial, como también de la fiscalización y vigilancia de las operaciones financiero – patrimoniales, se precisa de un Organismo de absoluta independencia funcional y financiera, y para ello se debe instrumentar un sistema económico que le de sustento suficiente para su operatividad, esta es la razón de ser del proyecto que se presenta para su consideración. Una forma de recortar la autonomía del Tribunal de Cuentas consiste en privarla de los medios financieros necesarios para que opere debidamente como Órgano del estado; y más aún cuando estamos frente a un Organismo que debe controlar la Hacienda Pública sin que se considerara específicamente la autarquía financiera del Ente, solo se estaría favoreciendo la morosidad y la ineficiencia, que en el caso, si esta es grave, produce un fuerte desprestigio social que se caracteriza por la pérdida de credibilidad en los funcionarios públicos restándole autoridad ética y política a los mismos. La autonomía del Tribunal, es preciso puntualizarlo, ha de comprender, la de la facultad exclusiva para nombrar y remover su personal, la intangibilidad de las asignaciones a los jueces de cuentas, como también la disponibilidad sin retaceos de los medios económicos necesarios para el cabal funcionamiento del organismo.

Para ello se debe asegurar la autonomía del tribunal de cuentas, estableciendo la inamovilidad de los jueces, de igual manera que los miembros del Poder Judicial, quienes sólo pueden ser removidos con causa, previo pronunciamiento del jurado para magistrados, es decir, que su movilidad no queda librada a la discrecionalidad del Poder Ejecutivo.

En lo concerniente a las remuneraciones, el Tribunal de Cuentas mediante delegación practicada por una ley de presupuesto, dispuso la equiparación con los emolumentos de los miembros del Superior Tribunal de Justicia toda vez que dicha equiparación no tiene asidero constitucional, antes bien, la equiparación es manifiestamente con los jueces de primera instancia, al establecer el texto magno provincial en su artículo 143 in fine que dispone “Los miembros del Tribunal de Cuentas son enjuiciables en la misma forma y en los mismos casos que los jueces de primera instancia”.

Pensamos en un Tribunal de Cuentas que esté facultado para realizar en cualquier momento inspecciones y auditorias de estados contables y adoptar preventivamente medidas para evitar cualquier irregularidad.

En otro orden, este órgano debe tener función jurisdiccional, ello significa que tenga coacción para cuando previene o corrige o trata de prevenir y corregir irregularidades, cuando el funcionario es remiso a adoptar decisiones para corregir o prevenir, además de tener la tarea de juzgar las cuentas. El funcionario público responsable determinado por ley, que recauda y administra fondos y bienes públicos, esta obligado a “rendir cuentas” de dicha gestión. Se debe presentar ante éste Tribunal compuesto por Abogados y Contadores, que de manera independiente y técnica evaluará las explicaciones de los actos administrativos desarrollados, y con medios de prueba, validos y suficientes, conforme a la ley, dictará el fallo correspondiente.

Al respecto, debe mencionarse que la ley de creación del Tribunal de Cuentas  Nº 4997 como luego la Nº 5796 contemplaban tanto la figura del juicio de cuentas y del juicio de administrativo de responsabilidad. Este último fue suprimido por la ley 8738 concomitantemente con el memorable bochorno público que afecto grandemente las facultades y credibilidad del Tribunal de Cuentas y de las instituciones en general. Así las cosas, dicha facultad – que nunca debió quitarse – al estar prevista en el texto constitucional no estará sujeto a los vaivenes de la legislación ordinaria.

También se prevé una Fiscalía General cuyas funciones serán: a) supervisar a los fiscales tomando intervención en todas las actuaciones que ingresen a despacho de estos, sean estas expedientes, pedidos de informes, rendiciones de cuentas, solicitudes y demás, siendo obligatoria su intervención cuando se solicite su archivo o aprobación de la rendición de cuentas; b) iniciar investigaciones de oficio y realizar todas las denuncias que considere pertinente; c) realizar todo tipo de actos necesarios para clarificar actuaciones de empelados, administradores, funcionarios y proveedores del Estado y demás sujetos de derecho privado que administren o reciban fondo públicos, solicitar medidas judiciales cautelares, allanamiento de domicilios y acceder a los registros contables públicos y privados a efectos d salvaguardar la transparencia en el manejo de fondos del erario.

Estará integrada por tres fiscales generales con el título de abogado o contador designados por la Cámara de Diputados a propuesta de los partidos políticos de oposición en proporción a la representación legislativa de estos, entendiéndose que en dicha proporción legislativa se comprende también a la representación con que cuenten en la Cámara de Senadores. Durarán cuatro años en su función teniendo las mismas incompatibilidades, prerrogativas y remuneraciones que los fiscales de los juzgados de primera instancia, alcanzándoles las mismas causales de remoción, a excepción de la pertenencia a partidos políticos que hace a la esencia de su función.

Mediante éste mecanismo simple y transparente, no solo se asegura la transparencia en el manejo de los fondos públicos, sino que además se fortalece la República y se defiende la forma de gobierno representativa y democrática.

Por tales razones y las que estamos dispuesto a brindar con motivo de su tratamiento impetramos de nuestros pares la consideración favorable de la presente iniciativa.

Jorge D. Monge – Juan C. Arralde – Clidia A. Allende – Griselda L. De Paoli – Luis A. Brasesco – Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Raúl D. Guy.

–A la Comisión de Control del Estado.

XCV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 825)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

SECCION VIII

Régimen Municipal

Capitulo I

DE LOS MUNICIPIOS

Artículo...- Esta Constitución reconoce y garantiza la existencia del Municipio como una comunidad natural y necesaria que, unida por lazos de vecindad y arraigo, tiende a la búsqueda del bien común a través del desarrollo de políticas públicas locales sobre la base de principios republicanos y democráticos. Asegura el régimen municipal basado en su autonomía institucional, política, administrativa, económica y financiera.

Artículo…- Todo centro de población estable de más de mil quinientos habitantes dentro del ejido, constituye un Municipio, que será gobernado por una corporación municipal, independiente de todo otro poder en el ejercicio de sus atribuciones, con arreglo a las prescripciones de esta Constitución, de la ley orgánica que, en su consecuencia, se dicte por la Legislatura y de las Cartas Orgánicas Municipales. Para determinar el número de habitantes se tomará como base el último censo nacional, provincial o municipal legalmente practicado.

Artículo...- La delimitación territorial de los municipios es determinada por ley, la que requiere para su aprobación el voto de los dos tercios de los presentes de cada cámara y tendrá en cuenta la zona en que se presten los servicios municipales y el inmediato crecimiento poblacional. La creación de un nuevo municipio no significará afectar los recursos que percibe cada uno de los ya existentes.

Capitulo II

CARTAS ORGANICAS MUNICIPALES

Artículo...- Las Cartas Orgánicas Municipales son sancionadas y reformadas por convenciones constituyentes municipales convocadas por la autoridad ejecutiva local, en virtud de ordenanza sancionada al efecto por dos tercios de la totalidad de los miembros del concejo, en fechas que no podrán coincidir con otras elecciones. La Convención Municipal será integrada por el doble del número de Concejales, elegidos por voto directo y por el sistema de representación proporcional d`Hondt hasta completar las bancas. Para ser Convencional se requieren las mismas condiciones que para ser Concejal.

Artículo...- Los Municipios dictan su Carta Orgánica conforme a esta constitución, debiendo asegurar:

1º La Organización y funcionamiento del gobierno local bajo los principios del sistema democrático, representativo y republicano, con elección directa de las autoridades.

2º El voto universal, igual, secreto, obligatorio y de extranjeros.

3º Un órgano colegiado, con representación proporcionalidad, asegurando al partido mayoritario la mayoría absoluta de la representación.

4º De crearse un órgano ejecutivo, la elección a simple pluralidad de sufragios.

5. Los derechos de iniciativa, consulta popular y revocatoria.

6. El procedimiento para su reforma total o parcial.

Artículo...- Los Municipios con más de 10.000 habitantes podrán crear por Carta Orgánica Municipal su propio Tribunal de Cuentas, con selección por concurso público de oposición y antecedentes de sus integrantes.

Capitulo III

LEY ORGANICA MUNICIPAL

Artículo…- La Legislatura sanciona la Ley Orgánica Municipal para los Municipios que no tengan Carta Orgánica, asegurando:

1.- Un Departamento Ejecutivo, a cargo de una persona, con el título de Presidente Municipal, que gozará de una remuneración pagada por el tesoro municipal. 

2.- Un Concejo Deliberante, el que se compondrá del número de miembros, titulares y suplentes, que establezca la ley orgánica de los municipios y serán elegidos según el principio de la representación proporcional, en la forma que establece el artículo 51. Será presidido por el Vicepresidente Municipal.

Transitoria: La legislatura deberá dictar la LOM dentro del año siguiente a la aprobación de esta Constitución.

Artículo….- Formarán el cuerpo electoral de los municipios:

1º Los electores del municipio inscripto en el registro cívico provincial 
2º Los extranjeros inscriptos, que sepan leer y escribir en idioma nacional, mayores de diez y ocho años, con dos por lo menos de residencia inmediata en el municipio al tiempo de su inscripción.

Al efecto, se confeccionará un padrón suplementario de extranjeros.

Articulo…- Las funciones electivas municipales serán cargas públicas de las que nadie podrá excusarse sino por excepción establecida en la Ley de la materia.

Artículo…- Para ser Concejal será necesario tener la mayoría de edad, vecino del municipio con residencia inmediata anterior mínima de dos años y saber leer y escribir. Durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones, su renovación será total al final de cada periodo.

En ningún caso pueden constituirse los Concejos Deliberantes con más de una quinta (1/5) parte de extranjeros.

Artículo…- El Concejo Deliberante puede, con dos tercios de la totalidad de sus miembros, corregir y aún excluir de su seno a cualquiera de ellos por desorden de conducta en el ejercicio de sus funciones o por indignidad y removerlo por inhabilidad física o moral sobreviniente a su incorporación que le impida desarrollar el cargo.

Artículo…- El Presidente Municipal es el jefe de la administración municipal y representa al municipio en sus relaciones oficiales; tendrá por objeto cumplir y hacer cumplir las ordenanzas y resoluciones que dicte el concejo deliberante y ejecutará los demás actos determinados por el ordenamiento jurídico.

El reemplazante legal del Presidente Municipal es el Presidente del Concejo Deliberante. En caso de acefalía por muerte, renuncia o destitución del Presidente, desempeñará sus funciones hasta completar el período.

Artículo…- El Presidente y Vicepresidente Municipal son elegidos directamente por el pueblo a simple pluralidad de sufragios, en forma conjunta, duran en sus funciones el término de cuatro años.

Artículo…- Para ser nombrado Presidente y Vicepresidente Municipal se requiere ser argentino, tener veinticinco años de edad, una residencia inmediata no inferior de cuatro años en la jurisdicción municipal y las demás condiciones exigidas para ser miembro del concejo deliberante, siendo incompatible el cargo con el de miembro del concejo y con el de empleado o legislador nacional, provincial y municipal.

Artículo…- Corresponde la destitución del Presidente Municipal por condena penal, razones de incapacidad sobreviniente que le impida desarrollar el cargo, o por conducta indebida para el desempeño de sus funciones. Para la destitución se requiere los dos tercios de votos de la totalidad de los miembros del Concejo Deliberante.

Artículo…- El Presidente, Vicepresidente, Secretarios Municipales y los miembros del Concejo Deliberante, están obligados, previo a acceder a sus cargos, a manifestar sus bienes mediante declaración jurada.

Artículo…- La Ley Orgánica deberá otorgar al electorado de cada Municipio, y para casos expresamente enumerados los derechos de iniciativa, plebiscito, referéndum y revocatoria de las autoridades municipales.

Artículo…- La Ley Orgánica determinará las atribuciones que competen al Concejo Deliberante y al Departamento Ejecutivo, según la naturaleza de cada uno.

Capitulo IV

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo…- Son atribuciones inherentes al Gobierno Municipal, sin perjuicio de las que establezcan las Cartas Orgánicas y la Ley Orgánicas de Municipios:

1º Gobernar y administrar los intereses públicos locales dirigidos al bien común, asegurando la transparencia, el equilibrio fiscal y la publicidad de los actos de gobierno.

2º Convocar los comicios para la elección de su presidente, vicepresidente y miembros del concejo deliberante y juzgar la validez o nulidad de las elecciones.

3º Proponer al Poder Ejecutivo del la Provincia el nombramiento de una persona para el cargo de juez de paz de su jurisdicción, previo concurso público de oposición y antecedentes.

4º Votar su presupuesto de gasto y cálculo de recursos.

5º Nombrar los agentes de la administración municipal, garantizando la igualdad en el acceso e idoneidad para el cargo; removerlo con justa causa y con sujeción a los principios de estabilidad consagrados en esta Constitución.

6º Tener a su cargo las siguientes materias: salubridad, moralidad e higiene pública, obras y servicios públicos urbanos, recreación y espectáculos públicos, ornamento, vialidad vecinal, transito y transporte urbano; uso y ocupación del espacio público y su subsuelo, paisaje, cementerios, abastos, deportes, turismo y todo lo relativo a política urbanística. Establecer restricciones y servidumbres.

7º Disponer y fomentar las políticas de apoyo y difusión de los valores culturales. Conservar y defender el patrimonio natural, cultural, histórico y artístico.

8º Crear, determinar y percibir recursos en el marco de lo dispuesto por el artículo…….

9º Contraer empréstitos con objetos determinados, con dos tercios de votos de la totalidad de los miembros del concejo. En ningún caso el servicio de la totalidad de los empréstitos podrá comprometer más de la cuarta parte de la renta, total por todos los conceptos de ingresos, ni el fondo amortizante, aplicarse a otros objetos.

10º Enajenar, conforme los recaudos que establece la normativa vigente, en subasta o mediante ofrecimientos públicos o gravar lo bienes municipales, con dos tercios de votos de la totalidad de los miembros del concejo.

11º Adquirir o construir, previa licitación pública, las obras que estime conveniente.

12º Fomentar la enseñanza común y especial, estableciendo dentro del municipio las escuelas que sus recursos les permitan, con sujeción a las leyes y planes generales de la materia.

13º Regular el procedimiento administrativo y el régimen de faltas.

14º Requerir autorización legislativa para proceder a expropiar bienes con fines de interés social y de utilidad pública.

15º Promover el desarrollo sustentable, contribuir a la defensa y protección medioambiental y ejercer el poder de policía en su ejido.

16º Prestar servicios de previsión y asistencia social a grupos vulnerables;

17º Establecer mecanismos y acciones positivas para la defensa de los derechos de usuarios y consumidores.

18º Desarrollar actos destinados a lograr el presupuesto participativo.

19º Promover la participación y el desarrollo de las organizaciones no gubernamentales, cooperativas, mutuales y otras que tiendan al bienestar general, fomentando la discusión, planificación y gestión de las políticas públicas.

20º Crear comisiones vecinales, consejos económicos y sociales y otras formas de integración vecinal a la gestión local sin que sus decisiones vinculen en manera alguna al gobierno Municipal.

21º Constituir sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria y sociedades del Estado.

22º Crear organismos descentralizados o consorcios para la prestación de servicios públicos u otras finalidades determinadas, pudiendo integrar organizaciones intermunicipales y micro-regiones para cumplir su objeto.

23º Desarrollar políticas tendientes al desarrollo de las áreas rurales, dentro y fuera de su ejido.

Todas las demás atribuciones y facultades que se derivan de las enumeradas, o que sean indispensables para hacer efectivos los fines de las instituciones municipales, sin perjuicio del ejercicio de las facultades concurrentes con la Nación y la Provincia, cuando se encuentre comprometido un interés nacional o provincial.

Artículo…- No habrá transferencia de competencia, servicios o funciones sin la respectiva reasignación de recursos aprobados por ley y ratificada por el municipio interesado.

El Estado Provincial puede acordar con los municipios la delegación de servicios públicos y poder de policía, en materia de competencia municipal en las zonas no sujeta a jurisdicción del municipio.

Artículo…- Los municipios pueden crear juzgados de faltas para el juzgamiento de las infracciones a las normas municipales y a aquellas en las que el municipio sea autoridad de aplicación, pudiendo extender su competencia a otras materias como protección al usuario y consumidor, mediación comunitaria y demás atribuciones que le sean asignadas legalmente. Ejercen su jurisdicción en base a los principios de inmediatez, especialización, celeridad, economía, sencillez, publicidad y oralidad, de modo de asegurar a los vecinos la justa resolución de los conflictos y controversias sometidas a su conocimiento, respetando el debido proceso y el derecho de defensa.

Las disposiciones orgánicas municipales y las ordenanzas que en consecuencia se dicten pueden autorizar a las autoridades para imponer multas; disponer la demolición de construcciones, clausura y desalojo de los inmuebles; secuestro, decomiso o destrucción de objetos, para lo cual los municipios pueden requerir el auxilio de la fuerza pública y recabar órdenes de allanamiento.

Artículo...- Los municipios tendrán rentas y bienes propios, siendo exclusiva su facultad de imposición respecto de personas, cosas o formas de actividad sujetas a jurisdicción municipal; y dispondrán de los siguientes recursos:

1. Impuestos municipales establecidos en la jurisdicción respectiva, que respeten los principios constitucionales de la tributación y la armonización con el régimen impositivo provincial y federal.

2. Los precios públicos municipales, tasas, derechos, patentes, contribuciones por mejoras, multas y todo ingreso de capital originado por actos de disposición, administración o explotación de su patrimonio.

3. Donaciones, legados y demás aportes especiales.

4. Lo proveniente de la coparticipación, la participación en regalías, derechos o tributos en general percibidos por la Provincia y la Nación por explotación de los recursos naturales de su jurisdicción.

Artículo…- La coparticipación para los Municipios, no podrá ser inferior al 20% del total de tributos percibidos del orden nacional y de la propia recaudación provincial por todos los conceptos. La misma debe contemplar para su distribución, parámetros objetivos que tomen en cuenta la población, extensión territorial, indicadores sociales y económicos, responsabilidad fiscal, eficacia de la gestión y las diversidades geográficas, en base a principios de proporcionalidad y redistribución solidaria de esos montos. El incumplimiento de la presente cláusula habilita de manera operativa a la petición del Mandamiento del Art. 26.

Cláusula transitoria: El piso de la masa coparticipable será aplicable inmediatamente de sancionada esta Constitución por los actuales índices de cada municipio de acuerdo a lo siguiente: el dieciséis por ciento (16%) para el año 2009 y se adicionará el uno por ciento (1%) por año para completar el por ciento (20%) establecido como mínimo en el ejercicio del año 2013.

Artículo…- Constituyen bienes del dominio municipal todas las tierras fiscales ubicadas dentro de sus respectivos ejidos, excepto las pertenecientes a la Nación o a la Provincia.

Artículo…- Los municipios, como personas civiles, pueden ser demandados ante los tribunales ordinarios, sin perjuicio de lo dispuesto por las leyes de competencia federal, sin necesidad de autorización previa y sin privilegio alguno. Si fueran condenadas al pago de una deuda, podrán ser ejecutadas en la forma ordinaria y embargadas sus rentas, hasta en un veinte por ciento (20%) del total de la cuenta recursos siempre que, transcurrido un año desde la fecha en que el fallo condenatorio quedó firme, los respectivos cuerpos deliberantes no arbitraran los recursos para efectuar el pago. Exceptúense de esta disposición, las rentas o bienes especialmente afectados en garantía de una obligación.

Artículo…- El presidente y demás miembros del municipio, son responsables civilmente por los daños que causaren con sus faltas u omisiones en el ejercicio de su mandato.

Artículo…- Los Municipios pueden celebrar convenios entre sí para el desarrollo económico y social y constituir regiones, microregiones, y organismos intermunicipales para la prestación de servicios, realización de obras públicas, cooperación técnica y financiera o actividades de interés común de su competencia. Pueden celebrar acuerdos con la Provincia, el Gobierno Federal u organismos descentralizados, para el ejercicio coordinado de facultades concurrentes e intereses comunes.

Artículo…- En caso de acefalía total de los Municipios, la Legislatura con los dos tercios de votos de cada Cámara, declara la intervención, por un plazo no mayor de noventa días, y autoriza al Poder Ejecutivo Provincial a designar un comisionado para que convoque a nuevas elecciones para completar el período. Si la Legislatura se hallare en receso, puede decretarla el Poder Ejecutivo ad referéndum de la Legislatura, a cuyo efecto, por el mismo decreto, debe convocarla a sesiones extraordinarias para el tratamiento de la medida.

La intervención sólo tendrá por objeto restablecer el normal funcionamiento de los órganos intervenidos y se limitará a atender los asuntos ordinarios, con arreglo a las ordenanzas y demás normas vigentes.

Capitulo V

CENTROS RURALES DE POBLACION

Artículo...- En las poblaciones estables de menos de mil quinientos habitantes se establecen Centros Rurales como delegaciones territoriales autárquicas. La ley determina las condiciones para su existencia, categorías, competencia material y territorial, asignación de recursos, respetando los principios de proporcionalidad y redistribución solidaria, y forma de gobierno que asegure su organización y funcionamiento bajo los principios del sistema democrático, representativo y republicano, con elección directa de sus autoridades, los que duran cuatro años en sus funciones.

La prestación de los servicios públicos básicos son a cargo del Gobierno de la Provincia, el cual debe instrumentar los medios para hacerlos efectivos en forma regular.

GUY – CEPEDA – BRASESCO – DE PAOLI – ROGEL – ARRALDE – MONGE.

FUNDAMENTOS

La Constitución de Entre Ríos data de 1933 y en su Régimen Municipal, que desarrolla entre los Arts. 180 a 200, cumple con el Art 5 de la Constitución Nacional, aunque por su temporalidad, debe ahora ajustarse a lo dispuesto en el nuevo Art 123 de la C.N., específicamente en la declaración de la autonomía institucional, dado que, tanto en la Constitución Provincial, como en la Ley Orgánica de Municipios, ya se desarrollan y ejecutan con limitaciones, los aspectos políticos, administrativos,  económicos y financieros.

Asegurar la autonomía municipal ha sido y es una cuestión doctrinaria del federalismo que sostenemos como Nación, por tanto carecen de sentido la sola declaración autonómica, que con la más clara hipocresía ejerce la Constitución de la Provincia de Buenos Aires reformada después de confirmado el actual 123 de la CN., o como en aquellas autonomías condicionadas de Neuquén, Chubut y Salta, que se quedan a mitad de camino y aunque presentan distintos matices, las expresiones de autonomía, solo son declarativas.

La denominación de autonomía, sin contenido autonómico, desprecia años de lucha por el reconocimiento de la autodeterminación para que el vecino sea quien proclame sus instituciones, por supuesto que, siempre admitiendo un poder descentralizado desde el Municipio a la Provincia y desde ésta al orden nacional, que, en procura de la protección de la integración del sistema federal, se somete al armónico y coordinado ejercicio de competencias entre los tres niveles, a los que se le debe sumar un cuarto, nacido de la mano de la reforma de 1994, con la instauración de la autonomía de la Ciudad de Bs. As.

Seguramente hay todavía visos del paternalismo, en algunas mentes que persisten en considerar que hay peligro, si se liberan las habilidades de los vecinos, para que cada municipio, establezca su propia organización.

Entre Ríos, por imperio de éste proceso constituyente, ingresa a la fase final de la discusión y queremos despejar si es que existen, los ribetes autoritarios en el desarrollo del concepto autonómico. Para ello, proponemos algunos aspectos que creemos de indispensable inclusión al momento de escribir el régimen municipal con reconocimiento de la autonomía.

Esta autonomía también es consecuencia lógica del avance de la democracia y de la posibilidad que hemos tenido de ejercer nuestros derechos cívicos en forma continuada, estamos convencidos que el ejercicio democrático y la participación ciudadana serán los impulsores políticos de municipios cada vez más independientes y con mayores potestades. Las normas que hoy sancionamos tienen que ser funcionales hacia este avance democrático y permitir e impulsar que los entrerrianos nos organicemos en municipios más independientes y autónomos.

Debemos tener en cuenta que en un mundo globalizado hemos aprendido a valorar las “diferencias”. Nuestra legislación debe receptar este imperativo, lo diferente no solo debe aceptarse, sino que incluso hay que impulsarlo.

La riqueza que genera los diferentes es lo que nos permite crecer. Garantizando lo autonomía estamos también garantizando que cada municipio soluciones sus diferentes problemas en forma diferente, evitando de esta forma aquellas legislaciones que trataban temas municipales encorsetados mediante modelos únicos.

Nuestra constitución debe reconocer la existencia del municipio como una comunidad natural fundada en la convivencia y asegurar el régimen municipal basado en su autonomía política, administrativa, económica, financiera e institucional, en cumplimiento del art 123º de la CN. En el marco de éste razonamiento incorporamos aquí, los resortes mas importantes para que, teniéndolos en cuenta, se pueda concretarse la normatividad autonómica, sin prejuicios, sin condicionamientos, sin ataduras, para que los vecinos de las comunidades, puedan ejercer libremente su determinación, siempre que se cumplan los elementos del régimen municipal que ponemos a consideración.

Los arts. 5º y 123º de la C.N. establecen el imperativo a las provincias de asegurar la autonomía municipal y su potestad de reglar el alcance y contenido.

En este proyecto se ha optado por el máximo alcance posible en el sentido institucional, político, administrativo, económico y financiero. Es decir, tomando la autonomía ya no como imperativo constitucional, sino como adhiriendo decididamente a un principio filosófico de organización política, se otorga la máxima amplitud a cada pueblo de nuestra provincia para poder auto normarse, sin encontrar más limitaciones que las nomás instituidas en esta constitución y en la constitución nacional.

Se vera que la estructura vertebral de este proyecto es la confianza en el civismo de los ciudadanos y en su responsabilidad. No vemos por que tienen que existir límites numéricos para establecer diversos grados de autonomía. Si bien no discutimos la potestad de esta convención de reglar el alcance la de autonomía, no encontramos fundamentes sólidos para considerar que una población de más de 1500 habitantes es menos responsable o mes organizada que una de más de 20.000, por el contrario la realidad política provincial actual acredita que tal vez existan mayores responsabilidades cívicas en poblaciones pequeñas que engrandes centros urbanos.

Debemos vencer tentaciones paternalistas y reconsiderar aquellas posturas que terminan convirtiendo al convencional y al legislar provincial en constituyentes de los pequeños municipios. También la realidad descarta aquellas posiciones que asocian prestaciones de servicios con autonomía, es decir aquellas posiciones que otorgan mayor grado de autonomía conforma a la mayor cantidad de servicio que puede prestar el municipio. Lo cierto es que las pequeñas comunas de nuestra provincia muchas veces deben suplir las deficiencias nacionales y provinciales, cuando no su deserciones de los servicios y competencias (salud, seguridad, educación, etc.)

Concluyendo, este proyecto opta por dar la mayor grado de autonomía, sin establecer ningún tipo de limitación numérica, de servicio o cualquier otra, posibilitando que todos los ciudadanos de la provincia puedan autonormarse, decidiendo con responsabilidad cívica cual es la mejor forma de organización política institucional para su municipio y de esta forma ser artífice de su propio destino, sin que nadie sustituya sus facultades por el prejuicio de ser una comunidad pequeña.

Recursos de las Municipalidades:

Otras de las garantías de la funcionalidad de la autonomía en especial y del régimen municipal, esta en establecer un piso porcentual en la coparticipación nacional y provincial de impuestos no inferior al 20%. Este artículo tiene una importancia esencial y es la garantía casi excluyente dado que en el aspecto financiero esta anclado todo el proyecto. Sostenía Alberdi “sin finazas, sin rentas, no hay gobierno”. Con esto se asegura constitucionalmente un piso de ingresos a los municipios que sin duda va a garantizar la autonomía y va permitir el desarrollo de los mismos.

Los recursos deberían estar defendidos por las correspondientes disposiciones constitucionales que garanticen un porcentaje de coparticipación de impuestos nacionales y provinciales.

En éste sentido, y como queda dicho desde el apotegma del padre de la Constitución Nacional, hay unanimidad en el pensamiento nacional, respecto a que no existe autonomía sin el acompañamiento de una clara protección de los recursos municipales. En ése marco, los fondos pertenecientes a la recaudación tributaria nacional y provincial, que no le pertenecen a ninguna de los dos niveles, sino al Municipio, deben llegar a él, de manera automática, a fin de no retacear la prestación de servicios y despreciar el insumo que en un país capitalista, es base para la materialización de la autonomía: el dinero.

Por ello entendemos que deben asegurarse en la parte que corresponde, con un porcentaje predeterminado en la Constitución Provincial, el que oportunamente deberá redistribuirse entre todos los municipios según una fórmula polinómica que defienda equitativamente las condiciones de cada organización 

Entendemos que el régimen de coparticipación de impuestos nacionales y provinciales debe basarse en que la masa de coparticipación no debe ser menor al 20% de la totalidad de los tributos nacionales y provinciales; y que la legislatura dicte una ley que fije la distribución entre las distintas jurisdicciones municipales en base a parámetros objetivos (población, superficie, grado de complejidad, etc.); con equidad y solidaridad.

Esta ley debe establecer un mecanismo de transferencia a la totalidad de las jurisdicciones que sea universal, automático y contemporáneo.

Como puede observarse, no hemos establecido rigurosos marcos determinantes de las Cartas Orgánicas, porque justamente, respetamos la autonomía de cada comunidad que sólo responde a la Constitución. En las Cartas orgánicas, exigimos que solo establezca pisos democráticos mínimos para su dictado el que será optativo y como puede apreciarse se asegura:

1º La organización y funcionamiento del gobierno local bajo los principios del sistema democrático, representativo y republicano, con elección directa de las autoridades.

2º El voto universal, igual, secreto, obligatorio y de extranjeros.

3º Un órgano colegiado, con representación proporcionalidad, asegurando al partido mayoritario la mayoría absoluta de la representación.

4º De crearse un órgano ejecutivo, la elección a simple pluralidad de sufragios.

5. Los derechos de iniciativa, consulta popular y revocatoria.

6. El procedimiento para su reforma total o parcial.

Con esta descripción queda claro que cada Municipio podrá optar por el sistema de gobierno que prefiera materializando la autonomía en el más alto grado de su realización.

La competencia, en rigor, clave de la integración federal, queda determinada claramente en éste régimen, teniendo en cuenta además, a los municipios que no cuenten con autonomía plena, a través de una Ley Orgánica que garantice los aspectos institucionales con criterios de calidad democrática y republicana, hasta que se opte por la Carta, que deberá ajustarse a las pautas que antes se describen.

Siempre será la Legislatura la que determinará los límites territoriales de cada municipio, donde nos mantenemos en el criterio de Municipio Urbano, con ejido, pero habilitando un espacio de acuerdo Municipio-Provincia, para que se produzca la prestación de servicios en áreas rurales no alcanzadas por ejido, pero con las necesidades insatisfechas a raíz de la falta de cobertura. Esto tiende a establecer el sistema de protección de zonas rurales sobre la base de proximidad geográfica y posibilidad efectiva de brindar servicios municipales, con recursos pactados con el gobierno provincial atendiendo a los límites departamentales.

El federalismo argentino está en crisis y no es porque hay dificultades para la elección de los gobernantes provinciales, o porque el desempeño de las instituciones locales se debilite.

El federalismo se encuentra en crisis, porque el gobierno federal provoca tensión entre el reconocimiento de las incumbencias que le debe a cada estado provincial y su necesidad de hegemonía en el control del poder del Estado. En ésta lucha, el gobierno central gana día a día y contagia a los gobiernos provinciales en relación con los municipios.

Como resultado de la pérdida de la noción del concepto de federalismo, cada nueva generación de argentinos, se separa de los ideales que nos dieron la riqueza de una Nación multicultural y pluralista.

Permitir la inclusión de la autonomía municipal en la Constitución de Entre Ríos, no es sólo una obligación primaria impuesta por la CN en su Art 123, sino un objetivo genuino para bloquear al centralismo, en la utilización perversa de la mágica palabra “autonomía”, para fines que permitan debilitar su concepto.

Porque son las herramientas con las cuales el vecino ejerce su libertad, un primer paso es impedir que queden fuera de las disposiciones constitucionales aspectos centrales y sostenedores del verdadero poder autonómico, sin que medie condicionamiento alguno para con el gobierno provincial, y es por ello, que pretendemos reafirmar la autonomía, no solo como definición de un régimen, sino también como un sistema, donde no existe autonomía, si no hay aseguramiento de los recursos en la Constitución.

Este régimen, que se pone a consideración, viene de la mano de la Unión Cívica Radical y abreva fuertemente en el espíritu de los convencionales de 1933 y de lo que estos tomaron de nuestra doctrina.

Dada la situación política de entonces, la Unión Cívica Radical, nace para la reafirmación y defensa del régimen republicano, representativo y federal, con exclusión de toda forma corporativa, que intente sustituir la voluntad individual que sólo reside en el pueblo, en honor a nuestros mayores y a la doctrina que nos enseñaron, con ésta convicción, proponemos a los Sres. Convencionales que se adopte éste sistema autonómico, porque estamos convencidos que es el puente directo al alcance de todas las posibilidades institucionales de desarrollo y ése desarrollo será definitivamente cierto, cuando se aliente el renacimiento de la vida municipal sin tapujos, ya que el municipio está en la base de toda estructura democrática.

El mundo vive transformaciones profundas, donde la globalización tiene dos caras.

Para evitar mayores perjuicios de la cara negativa, la solución es pensar en lo global, pero actuar en lo local.

La manera democrática de esta actuación, es reconociendo la existencia de un Municipio como nuestra cultura e idiosincrasia lo entiende, alcanzando esa categoría con una población de 1500 o mas habitantes (cuestión opinable en doctrina y a resolver en la convención, dada la diferencias culturales, económicas, geográficas, etc. de los pueblos entrerrianos), que puedan darse sus propias instituciones, sin intervencionismos aberrantes que bloquean la acción del hombre y lo vuelven dependiente.

La reivindicación de las bases federalistas y municipalistas de los Arts. 5 y 123 que contempla la Constitución Nacional en todos sus aspectos, se encuentran intencionalmente incluidos en este sistema con el abierto propósito de promover el desarrollo político democrático armónico de cada una de las áreas pobladas de la provincia, y dando soluciones a las menos pobladas con la concurrencia de facultades Municipio/Provincia, así, vamos impulsando su crecimiento económico y consolidando la democracia en cada una de las localidades entrerrianas que están, y en cada una de las que en el futuro se erigirán.

Todo esto, concatenado sistemáticamente con la garantización de los recursos suficientes para cumplir las respectivas funciones.

Este proyecto también impulsa en si mismo, como consecuencia natural, una muy fuerte reforma de la administración pública municipal, de forma tal que el gobierno de la cosa pública responda a principios de eficiencia social, austeridad republicana, centralización, imparcialidad, equidad, igualdad y publicidad de sus actos y regulaciones.

En la Unión Cívica Radical, no tenemos más obligación, que ajustarnos a nuestra profesión de fe y a nuestras bases de acción política, que desde hace más de 100 años, con aciertos y errores, pero siempre con patriotismo, contribuyen al engrandecimiento de esta Nación.

En síntesis, las difíciles situaciones geográficas del siglo XVIII y XIX, la sabia legislación contenida en los preceptos constitucionales del 33 y las normas que en consecuencia se dictaron, sumado al espíritu independiente de los entrerrianos han permitido una madurez institucional en los municipios como para que hoy estemos garantizando la autonomía municipal. El avance de la democracia y su consecuente descentralización, más el rescate de las diferencias avalan políticamente esta consagración. Y si bien no hay otra forma de legislar que no sea estar convencido de la buena fe de los hombres y funcionarios, también es bueno no pecar de ingenuidad al establecer este caro anhelo de los municipalistas sin protegerlos de la tentación de los funcionarios provinciales y nacionales de derivar funciones, servicios sin los correspondientes recursos. 

Raúl D. Guy – Silvina E. Cepeda – Luis A. Brasesco – Griselda L. De Paoli – Fabián D. Rogel – Juan C. Arralde – Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Régimen Municipal.

XCVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 826)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo1º: Introducir el presente texto como nuevo derecho en el Régimen Económico y del Trabajo, de acuerdo al Inciso 27, art. 1º Ley 9768:

Artículo...:   “El Estado Provincial promoverá y protegerá a los entes basados en las asociación, organización y gestión solidaria, brindando a éstas un tratamiento impositivo adecuado a su naturaleza, fomentando la exención impositiva a aquellas que colaboren con el desarrollo económico de la provincia. Promoverá la industrialización y distribución de la producción de las cooperativas, otorgando prioridad en las concesiones de servicios públicos, reconociendo las cooperativas de producción y trabajo como fuente de generación de empleo decente, dándole prioridad en las licitaciones que realice el estado, alentando la propiedad y gestión de empresas por sus trabajadores, estimulando el ahorro popular a través de la promoción de bancos y cajas de ahorro cooperativas y promoviendo la participación en los Consejos Consultivos.”

ROGEL – CEPEDA – BRASESCO – DE PAOLI.

FUNDAMENTOS

Seguramente en la voluntad de que no se retrocediera, la ley 9768 protegió la mención de las cooperativas. Reafirmando el carácter progresista de las pautas establecidas por los Constituyente del 33 en relación con el movimiento cooperativo en nuestra provincia y estando habilitada la posibilidad de su ampliación de acuerdo al inciso 27 del art. 1º de la ley de convocatoria en el que se hace hincapié en la producción como un bien de la sociedad y como principio fundamental para el desarrollo sustentable, nuestra propuesta tiene como fundamento fortalecer y completar esas avanzadas propuestas, con promoción y difusión del Sistema Cooperativo y Mutual en la población en general; alentando la organización y desarrollo de las cooperativas y mutuales, proponiendo y asegurando a todos sus habitantes la asociación cooperativa con características de libre acceso, adhesión voluntaria y organización democrática y solidaria. Las cooperativas en la provincia de Entre Ríos deberán cubrir necesidades comunes, propender al bienestar general y brindar servicios sin fines de lucro. La adecuada fiscalización por parte del estado garantizará el carácter y finalidad de las mismas. Desarrollará la capacitación de dirigentes de cooperativas y mutualidades a fin de fomentar la actividad con la finalidad de generar nuevos puestos  de trabajo en las áreas económico-productivas y en las actividades de servicios asistenciales y de recreación a los efectos de mejorar y reactivar la situación actual de las economías e regionales. Estimular la creación de entidades de economía solidaria para atender necesidades de servicios insatisfechas.

Dice Juan Somavía, Director General de la OIT “las cooperativas pueden desempeñar un papel fundamental en la capacitación y la habilitación de hombres y mujeres para aprovechar las oportunidades creadas por la globalización, así como en la dotación de medios de protección frente a las desventajas de este proceso”.

Resulta pertinente entonces su expresa incorporación, tal como lo propugna el presente proyecto.
Conforme las razones expuestas, las que se darán en Comisión y en la Asamblea, solicitamos que el presente proyecto sea aprobado.
Fabián D. Rogel – Silvina E. Cepeda – Luis A. Brasesco – Griselda L. De Paoli.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 827)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I – Incorpórase como segundo párrafo del artículo 82 de la Constitución de Entre Ríos el siguiente texto:

“Los proyectos deberán ser tratados por la Cámara de origen dentro del año de su presentación”.

VILLAVERDE – ALLENDE (Clidia).

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

El proyecto que presentamos refiere a una de las materias habilitadas por la ley Nº 9768 de necesidad de reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos, en su artículo 1º, inciso 1, cuando autoriza a modificar el trámite de sanción de las leyes.

Ha servido de inspiración para el mismo, los debates que presenciamos y protagonizamos en el ámbito de la Comisión permanente de “Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral” de esta Convención, generados en torno al artículo 82 de la Constitución Provincial, particularmente en lo referido a la ampliación de la facultad de iniciativa legislativa.

Efectivamente, en el seno de la citada Comisión, se analizaron varias propuestas tendientes a ampliar la potestad de presentar proyectos de ley hacia otros organismos, además de los actualmente admitidos: el Poder Ejecutivo y los miembros de Poder Legislativo (art. 82 de la Constitución vigente). En ese marco, se consideró la posibilidad de que pudieran tener impulso legislativo: el Superior Tribunal de Justicia - en materias con repercusión en el poder que encabeza - o el Defensor del Pueblo.

Asimismo se analizó la extensión de esa facultad resultante de la eventual aprobación del mecanismo de iniciativa popular habilitado por el art. 1º, inciso 24 de la ley 9768.

Más allá de la decisión final adoptada sobre el tema principal, hubo una discusión accesoria a ésta, pero vinculada. Fue la de la fijación de un plazo para el tratamiento de los proyectos presentados por los propuestos como nuevos habilitados. Término al que quedaba obligado el Poder Legislativo. Y es sobre este punto que deseamos cristalizar un criterio único en la Constitución provincial.

Es un elemento constitutivo de la iniciativa popular que una vez que se presente, con los requisitos normativos exigidos, haya una obligación de tratamiento legislativo, lo cuál se torna operativo mediante el establecimiento de una plazo para ello. Esa particularidad, imprescindible para la efectividad del instituto de democracia semi-directa analizado, también se pretendió hacer extensiva a las iniciativas de los otros organismos públicos a quienes se pretendía otorgar iniciativa legislativa. O sea reconocerle a los nuevos legitimados, la garantía de tratamiento parlamentario de sus proyectos.

Consideramos que de admitirse esto, los proyectos presentados por los integrantes de cualquiera de las Cámaras, representantes genuinos del pueblo, se encontraban en una notoria desventaja puesto que para ellos no existe el  deber  de tratamiento por parte del cuerpo.

En vistas de ello, juzgamos conveniente proponer que todo proyecto que ingrese a las Cámaras – sin distinción de autoría - tenga obligatoriamente que ser considerado en el término de un año desde su presentación. De este modo no hay diferencia de trato. Cualquiera sea el promotor, la Cámara de origen deberá expedirse sobre el mismo.

En principio, el proyecto se sustenta en sí mismo al reafirmar el sistema representativo – republicano (art. 1 de la Constitución Nacional y 1 de la Provincial). Pero además, procura calidad institucional y eficiencia legislativa. Aspiraciones, éstas últimas, que surgen como una demanda social inexcusable.

La crisis de los poderes legislativos es grave. La práctica parlamentaria argentina muestra un debilitamiento de los órganos legislativos en cualquiera de las esferas estatales, frente a sus respectivos ejecutivos. Ello se manifiesta en la permanente delegación de facultades legisferante; en la aprobación inmediata y casi exclusiva de iniciativas provenientes del Ejecutivo y en las estadísticas de bajo o nulo tratamiento y sanción de los presentados por sus miembros, relegándose principalmente las impulsadas por los representantes de las minorías. Punto sobre el que, particularmente, expusimos en la Comisión señalando el carácter de “no natos”, que invariablemente desde su presentación, tienen los proyectos de la oposición.

Como consecuencia de  los vicios enunciados, la doctrina especializada ha dicho que: “Los cuerpos legislativos –tanto federal como estaduales en general – se hallan en un grado de parálisis alarmante” (ZUCCHERINO, Ricardo Miguel – MORENO RITHNER, María Josefina, “Tratado de Derecho Federal, Estadual, Estatuyente y Municipal”, Tomo I – Segunda Edición, pág. 470). Y dando cuenta de la preocupación se ha comenzado todo un desarrollo teórico a los fines de revertir ese déficit institucional.

Pues bien, creemos que en ese plano la propuesta ofrece una alternativa “contra –tenencia”, que puede devolver prestigio al órgano legislativo, en tanto le impone la discusión y el pronunciamiento sobre todo proyecto de ley radicado en su seno.

El instituto parece así, como un procedimiento más acorde con la naturaleza del órgano legislativo, que actúa por deliberaciones y decisiones expresas, frente a otros, como la sanción ficta de leyes. Ésta ultima solución - promovida por algunos convencionales, aunque luego abandonada - atribuye un sentido positivo o poder sancionatorio a la inacción, por un determinado lapso, de la Cámara revisora respecto de un proyecto de ley que ha obtenido media sanción de la Cámara de origen. O sea, que el no-tratamiento por parte de aquella de un proyecto con media sanción, por simple el transcurso del tiempo, puede convertirse en ley.

En principio debe señalarse que, desde el punto de vista jurídico, es objetable atribuir al silencio el carácter de una manifestación de voluntad positiva. Pero más cuestionable resulta, en el ámbito del derecho parlamentario, puesto que es contrario a la naturaleza de sus funciones y a la relevancia de sus consecuencias. Además importaría admitir para la Cámara toda lo que se veda a sus miembros. Efectivamente, es una norma usual de los Reglamentos Internos de las Cámaras que sus integrantes tienen el deber de manifestarse en forma expresa, por la afirmativa o por la negativa en las votaciones, estándoles, en principio, prohibido no pronunciarse. Sólo como excepción y con autorización del Cuerpo, pueden abstenerse de participar en una votación, siempre que esa actitud individual no tenga incidencia alguna en la conformación de la voluntad del cuerpo. 

En definitiva, el procedimiento que proponemos, sin desnaturalizar el ejercicio pleno de la función legislativa, permitirá efectivamente hacer del parlamento local una verdadera y efectiva caja de resonancia de los intereses de sus representados.

Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XCVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 828)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

I – Incorpórase como inciso nuevo del artículo 135 de la Constitución de Entre Ríos, el siguiente:

Artículo 135.- Son atribuciones y deberes del Poder Ejecutivo:...(...)....

Inciso nuevo: Celebrar convenios interjurisdiccionales e internacionales sometiéndolos a la Legislatura para su aprobación. Tratándose de los últimos, deberá darse cuenta oportunamente al Congreso federal, conforme lo establecido en el artículo 124 de la Constitución Nacional.

II – Incorpórase como inciso nuevo del artículo 81 de la Constitución de Entre Ríos, el siguiente:

Artículo 81.- Corresponde al Poder Legislativo:...(...)....

Inciso nuevo.- Aprobar o desechar los convenios Interjurisdiccionales e internacionales.

Si la Legislatura rechazare o modificare el acuerdo, el Poder Ejecutivo podrá vetar la ley correspondiente, pero si aquella insistiere en su sanción con dos tercios de los votos de los presentes, el criterio legislativo será definitivo.

VILLAVERDE – ALLENDE (Clidia).

FUNDAMENTOS

Señor Presidente:

El proyecto que presentamos versa sobre el trámite legislativo de los tratados ínter jurisdiccionales e internacionales que celebre la Provincia. La materia ha sido habilitada por el artículo 1º, inciso 32 de la Ley Nº 9768 de declaración de necesidad de reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos.

Las relaciones ínter jurisdiccionales e internacionales se efectivizan a través convenios que la Provincia está facultada a celebrar en virtud de su autonomía. Precisamente por eso, hemos impulsado la reafirmación de esa potestad mediante la propuesta ya presentada, de inclusión de una nueva norma, en la Sección del Régimen Económico y del Trabajo de la Constitución (Expte. Nº 713).

En dicha iniciativa de reforma impulsábamos declarar que le corresponde a la Provincia: “Promover un federalismo de concertación con el gobierno federal y entre las provincias, con la finalidad de satisfacer intereses comunes y participar en organismos de consulta y decisión, así como establecer relaciones intergubernamentales e ínter jurisdiccionales, mediante tratados y convenios.” (inciso 2) y “Realizar gestiones y acuerdos en el orden internacional para satisfacción de sus intereses, compatibles con la política exterior de la Nación y sin perjuicio de las facultades del Gobierno federal. (inciso 7).

Pues bien, respecto de los convenios Inter-provinciales la Constitución vigente cuenta con las previsiones correspondientes. Son las fijadas en los artículos 81 inciso 1º y 135 inciso 7º, que responden armónicamente a la cláusula 107 de la Constitución nacional histórica, hoy 125.

Resulta necesario incluir ahora, el trámite de aprobación que deben seguir los convenios ínter jurisdiccionales. Ellos han tenido mucho desarrollo y significativa relevancia en la práctica institucional argentina, sobre todo, los suscriptos con el Gobierno federal. Además, hay que actualizar el texto constitucional, en función del reconocimiento de la facultad provincial de suscribir convenios internacionales, que se produjo a partir del nuevo artículo 124 de la Constitución Nacional.

Entonces, se trata de fijar el mecanismo de realización o formalización de los mismos.

Respecto de los convenios Inter.-jurisdiccionales, por ser éste un proyecto complementario de nuestra propuesta ya citada, se encuentra sobre-entendido que algunas disposiciones especiales contenidas en ella desplazan en su aplicación aspectos previstos en el régimen general de tramitación de convenios propiciado. Así, respecto de los convenios ínter jurisdiccionales por los cuáles la provincia delegue competencias reservadas requieren también la aprobación legislativa, pero por una mayoría calificada, conformada por las dos terceras partes del total de los miembros de ambas Cámaras.

Con relación a los convenios internacionales su posibilidad esta sujeta a que resulten compatibles con la política exterior de la Nación y no afecten las facultades delegadas al Gobierno Federal o el crédito público de la Nación, debiendo ponerlos en conocimiento del Congreso nacional (art. 124 de la Constitución Nacional).

En cuanto al procedimiento propiamente, es indiscutible la competencia del Poder Ejecutivo en la negociación del convenio y su firma, por lo que se la incluye como un inciso nuevo en el artículo 135 de la Constitución actual.

Los convenios suscriptos deberán ser sometidos a la aprobación por ley. En ese caso, Legislatura podrá aceptarlos o rechazarlos. Por esa razón se lo incorpora como inciso nuevo del artículo 81 actual.

Si Legislatura rechazare o modificare el acuerdo. En el caso, el trámite prosigue de manera análoga a lo que ocurre en el trámite de las leyes: el Poder Ejecutivo tendrá derecho de veto pero si la Legislatura insiste, el gobernador se verá en la necesidad de renegociar el tratado.

Rubén A. Villaverde – Clidia A. Allende.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

XCIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 829)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

REGIMEN MUNICIPAL

Municipio:

Art. ...: Esta Constitución reconoce la existencia del Municipio como una comunidad sociopolítica con vida propia sostenida en la capacidad de desarrollo integral y organización jurídica suficiente en el que, unidos por lazos de vecindad y arraigo, las familias concurren en la búsqueda del bien común.

Ejido municipal – Territorio

Art. …: El ejido municipal será coincidente con su territorio, estableciéndose mediante ley, la que requerirá aprobación de las dos terceras partes de la Legislatura, la que tenderá a convenir reglas de jurisdicción compartida con la Nación, Provincia ó Municipios, en espacios territoriales congruentes y adyacentes en materias de intereses comunes y posibilidad efectiva de prestación de servicios.- 
Categoría

Art. … : Esta Constitución reconoce dos categorías de Municipios a saber: Primera, ciudades con un asentamiento estable de más de 5.000 habitantes, y Segunda, villas o pueblos de menos de 5.000 habitantes y más de 1.500 dentro de sus ejidos respectivos. Con menos de 1.500 habitantes se conforman las Juntas de Gobierno.- Los censos nacionales, provinciales o municipales, legalmente practicados o aprobados, determinarán la categoría de cada Municipio.

Autonomía:

Art. …: Los Municipios gozan de autonomía política, administrativa, económica y financiera. Los Municipios de Primera Categoría, así como las cabeceras de Departamento, previa aprobación de la Declaración de Autonomía Institucional podrán dictar su propia Carta Orgánica de acuerdo a las prescripciones de esta Constitución,  y gozarán de autonomía institucional.

Art. …: La autonomía Institucional requiere la Ordenanza declarando la necesidad de la misma y puesta a consideración de la ciudadanía mediante referéndum, siendo su pronunciamiento vinculante y posterior convocatoria a Convención Constituyente. Esta convocatoria no podrá ser coincidente con otra elección.

Art. …: Todo centro de población estable que se forme fuera de los Municipios actuales y que contengan más de 1.500 habitantes dentro de la superficie de un Municipio existente, podrá solicitar del Poder Ejecutivo reconocido como Municipio de Segunda con las prerrogativas de esta Constitución.

Fusión:

Art. ..: Los municipios contiguos entre si pueden anexarse o pueden fusionarse con autorización de la ley especial, previa conformidad prestada mediante ordenanza por los respectivos órganos deliberativos y ratificada por referéndum obligatorio de las poblaciones interesadas.

Regionalización – Ordenamiento Territorial

Art. ..: La regionalización para desarrollo integral debe realizarse sobre la base de la participación de los municipios en la elaboración de las políticas provinciales en materia de ordenamiento territorial de los espacios interjuridiccionales, cuando los ejidos se encuentren vinculados a planes y procesos de desarrollo económico social a escala regional o subregional.

Los Municipios pueden agruparse en subregiones para el desarrollo económico y social y establecer organismos con facultades para el cumplimiento de sus fines. 

Cuerpo Electoral:

Art. …: Formarán el cuerpo electoral de los Municipios:

1. Los electores del Municipio inscriptos en el registro cívico provincial.

2. Los extranjeros inscriptos, que sepan leer y escribir en idioma nacional, mayores de dieciocho años, con dos por lo menos de residencia inmediata en el Municipio al tiempo de su inscripción y que comprueben cumplir con alguna de las siguientes cualidades:

a) Ser contribuyente por pago de impuestos directos o contribuciones.

b) Estar casado con mujer argentina.

c) Ser padre de hijos argentinos.

d) Ejercer profesión liberal.

Al efecto, se confeccionará un padrón suplementario de extranjeros.

Competencia:

Art. …: Sin perjuicio de las atribuciones que correspondan a la provincia, la Ley Orgánica o las Cartas Orgánicas determinarán las siguientes funciones y atribuciones para los Municipios, referente a las siguientes áreas: 

1) Obras y Servicios Públicos.

2) Orden, Planificación y Seguridad en el Tránsito y Transporte urbano.

3) Higiene y Salubridad Pública.

4) Salud, Asistencia y Seguridad Social.

5) Educación y Cultura.

6) Protección del Medio Ambiente.

7) Recreación, Turismo y Deporte.

8) Cualquier otra función relacionada con los intereses locales, dentro del marco de esta Constitución.

No habrá transferencias de competencia, servicios o funciones nacionales o provinciales sin la respectiva reasignación de recursos aprobados por la ley y ratificada por el Municipio interesado mediante ordenanza con el voto de los 2/3 del cuerpo legislativo.

Gobierno Municipal:

Art. …: Los Municipios de Primera categoría serán gobernados por Municipalidades cuyas autoridades será designadas bajo el sistema representativo y republicano por elección popular, secreta y directa. Los Municipios de Segunda Categoría, estarán gobernados por Juntas de Fomento elegidas en la misma forma. 

Autoridades:

Art. …: Las Municipalidades se compondrán de un Concejo Deliberante y un Departamento Ejecutivo. El primero, tendrá por objeto sancionar ordenanzas y dictar resoluciones en los asuntos administrativos que ante la Municipalidad se promuevan.

El Departamento Ejecutivo, tendrá por objeto hacer cumplir las Leyes, Ordenanzas, Decretos y Resoluciones y representar a ésta en todos sus actos externos.

Art. ..: Para ser Vocal de las Municipalidades necesario tener veintiún años, ser vecino del Municipio con residencia anterior mínima de dos años, saber leer y escribir y pagar impuesto o ejercer alguna profesión o industria lícita.

Gobierno Municipal

Art. ..: La rama deliberativa de las Municipalidades se compondrá del número de miembros, titulares y suplentes, que establezca la Carta Orgánica o la Ley Orgánica de los municipios y serán elegidos según el principio de la representación proporcional, en la forma que establece el artículo 51. Será presidido por uno de sus miembros y éstos durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones. Su renovación se hará totalmente pudiendo ser reelectos.

Art. ..: El Departamento Ejecutivo estará a cargo de una sola persona con el título de Presidente de la Municipalidad, el que durará cuatro años en sus funciones, pudiendo ser reelecto una vez e indefinidamente en forma alternada; gozará de una remuneración, pagada por el tesoro municipal.-

Para ser nombrado Presidente de la Municipalidad, se requiere tener treinta años de edad y las demás condiciones exigidas para ser vocal del Concejo Deliberante.-

En el mismo acto eleccionario y con similares condiciones y requisitos, se elegirá un Vicepresidente, la Ley o Carta Orgánica podrá asignarle funciones acorde al cargo que inviste.

Incompatibilidades

Art. ..: En los municipios es incompatible el cargo de jefe de Presidente Municipal con todo otro cargo público, excepción hecha del ejercicio de la docencia.-

Puede ejercer oficio, profesión, comercio o industria siempre que en sus actividades no contrate con el Municipio. También es incompatible con el ejercicio de otra función pública electiva, cualquiera fuere su naturaleza.

Rentas y Bienes:

Art. ..: Las Municipalidades tendrán rentas y bienes propios, teniendo facultad de imposición respecto de personas, cosas o formas de actividad sujeta a competencia municipal, la que ejercitará conforme a su Carta o Ley Orgánica y con las limitaciones que ella establezca, respecto de sus bases o para impedir se sancionen gravámenes incompatibles con los nacionales o provinciales.

Recursos

Art. …: Dispondrán también de los siguientes recursos;

1) Lo recaudado por impuestos, tasas, patentes, contribuciones por mejoras, multas y recargos por contravenciones,

2) Los provenientes de la coparticipación provincial y federal, cuyos porcentajes no podrán ser inferiores a los vigentes al momento de sanción de esta reforma.

3) Los provenientes de las rentas de sus bienes, actividades económicas, donaciones, legados, subsidios y empréstitos los cuales no podrán comprometer más de la cuarta parte de la renta anual.

4) Tributos, regalías, derechos y demás que corresponda bajo competencia municipal respetando los principios de la tributación y la armonización con el régimen impositivo provincial y federal.

Art. …: La ley que regula la coparticipación de recursos a los municipios asegurará los principios de transparencia, automaticidad en la remisión de los fondos, simplicidad y objetividad en la definición de los criterios repartidores, respetando pautas de equidad, solidaridad y eficiencia. No podrá modificarse la distribución de recursos vigentes a la sanción de esta reforma en desmedro de los Municipios.

Art. ...: Las Municipalidades y Juntas de Fomento no podrán establecer impuestos directos ni indirectos sobre la producción y frutos del país, ni sobre los establecimientos industriales y sus productos, con excepción de los de seguridad, higiene u otro de carácter esencialmente municipal y de las tasas por retribución de servicios.

Sociedades Intermedias
Art. ...: Se reconocerá y se impulsará la organización de las sociedades intermedias representativas de intereses vecinales, que se integren para promover el progreso, desarrollo y mejoramiento de las condiciones de vida de los vecinos.

Estas podrán proponer a las autoridades municipales y empresas privadas, todas aquellas medidas que tiendan a mejorar los servicios primordiales a la comunidad y solicitar su inserción dentro de los organismos que tiendan a promover y desarrollar todas las facultades que la ley les asigne.

Estarán facultadas para ejercer el derecho de petición, iniciativa y reclamo representando a vecinos y usuarios de servicios municipales.

Concesión de servicios

Art. ...: Para la concesión de servicios públicos esenciales por períodos mayores a 10 años se requerirá licitación pública convocada por los 2/3 del cuerpo legislativo y su posterior sometimiento a referéndum popular. Ninguna concesión podrá ser prorrogada y superar el plazo mencionado sin el procedimiento antes descripto.-

Inmbargabilidad

Art. …: Las Municipalidades y Juntas de Fomento, como personas civiles, pueden ser demandadas ante los Tribunales ordinarios, sin perjuicio de lo dispuesto por las leyes de competencia federal, sin necesidad de autorización previa y sin privilegio alguno.

Si fueran condenadas al pago de una deuda, podrán ser ejecutadas en la forma ordinaria y embargadas sus rentas, si transcurrido un año desde la fecha en que el fallo condenatorio quedó firme, los respectivos cuerpos deliberantes no arbitraran los recursos para efectuar el pago.

Cuando se disponga el embargo de los recursos coparticipables, tanto de origen nacional como provincial, como las rentas no afectadas a servicios públicos esenciales, la autoridad que lo determine sólo podrá afectar el veinte por ciento (20%) de dichos recursos.

Exceptúense de esta disposición, las rentas o bienes especialmente afectados en garantía de una obligación.

Ley Orgánica y Carta Orgánica:

Art. ...: Los Municipios y Comunas se regirán por las disposiciones de la Ley Orgánica sancionada al efecto, la que regulará los deberes y atribuciones de los mismos, a excepción de aquellos que dicten su propia Carta Orgánica de acuerdo a los preceptos que se establecen: 

Art. ..: La Ley y Carta Orgánica, deberá garantizar:

1) El sistema representativo y republicano, con elección directa de sus autoridades y el voto universal, igual, secreto y obligatorio y de extranjero.

2) Elección directa con representación proporcional en los cuerpos colegiados.

3) Regimenes participación, audiencia pública, consulta, iniciativa, referéndum, plebiscito, y revocatoria de mandatos.

4) Establecer y garantizar mecanismos de participación, confección y control ciudadano del presupuesto.

5) Nombrar los funcionarios y empleados municipales bajo los principios de la idoneidad y capacidad para la función a encomendar, mediante sistema de concurso público, establecer el escalafón y carrera administrativa, los ascensos y promociones. Preverá un régimen laboral a través de convenio colectivo de trabajo.

6) Publicación mensual de los actos de Gobierno mediante Boletines Informativo Municipal, también publicado en versión digital a través de la Web con libre acceso.

7) Competencias del Departamento Ejecutivo y Honorable Concejo Deliberante.

8) Inhabilidades e Incompatibilidades para integrar el Departamento Ejecutivo y Honorable Concejo Deliberante.

9) Plan Estratégico de Gestión para el Desarrollo Sustentable, con participación ciudadana.

Todas las demás funciones y atribuciones de interés municipal para el cumplimiento de sus fines no prohibida constitucionalmente y no sea incompatible con las funciones de los poderes del Estado.

Carta Orgánica:

Art. …: La Carta Orgánica será dictada por una convención constituyente municipal convocada al efecto por el Honorable Consejo Deliberante respectivo. Se compondrá de un  número de miembros igual al doble de dicho cuerpo elegido en forma secreta, directa y proporcional, asegurando la participación de las minorías. Para ser convencional constituyente municipal se requieren los mismos requisito que para ser concejal. Estas elecciones no serán simultáneas ni coincidentes con las de otras autoridades estatales.

Art. ..: Los Municipios con autonomía Institucional, además de lo establecido precedentemente, deberán establecer en su Carta Orgánica:

a) Convocar a Comicios para Elección de sus autoridades

b) Mecanismos y procedimientos para la reforma de la Carta Orgánica.

c) Sistema de Juicio Político y revocatoria de mandatos.

d) Tribunal de Cuentas Municipal, con autonomía funcional y presupuesto propio, que tendrá a su cargo el control de legalidad y auditoria contable del gasto. Establecerá pautas respectos los alcances y facultades en los trámites de aprobación y rechazo de percepción e inversión de fondos públicos, coordinando su accionar con demás organismos de control establecidos constitucionalmente.

e) Crear la Defensoría del Pueblo, cuya función será la de proteger los derechos e intereses públicos de los ciudadanos y la comunidad; con absoluta independencia frente a los actos, hechos y omisiones de la Administración Pública Municipal ante el ejercicio ilegal o ilegítimo en sus funciones.

f) Preverán la creación de tribunales de faltas, su organización, funcionamiento, integración, atribuciones, condiciones de elegibilidad, remoción de sus miembros y competencia.

Municipios de Primera Categoría:

Art. …: Los Municipios de primera categoría serán gobernados por Municipalidades, las que tendrán las siguientes atribuciones con arreglo a las siguientes bases:

Corresponde a las Municipalidades:

a) Ejercer el gobierno municipal y administrar los intereses de los ciudadanos propendiendo al desarrollo general e integral de la comunidad.

b) Convocar a los comicios para la elección de su Presidente y miembros del Concejo Deliberante y sus suplentes y juzgar la validez o nulidad de las elecciones.

c) Tener a su cargo las obras de salubridad y ornamento, los establecimientos de beneficencia, la vialidad vecinal, los cementerios y demás objetos que por su naturaleza caigan bajo su jurisdicción. Inspeccionar y exigir que se mantenga en las debidas condiciones de salubridad e higiene todo establecimiento público o industrial.

d) Confeccionar el presupuesto de gasto y cálculo de recursos a partir de la participación ciudadana.

e) Establecer o aumentar el monto de los impuestos, contribuciones o de las tasas sobre los servicios a su cargo.

f) Contraer empréstitos con objetos determinados, con dos tercios de votos de la totalidad de los miembros del Concejo. En ningún caso el servicio de la totalidad de los empréstitos podrá comprometer más de la cuarta parte de la renta, ni el fondo amortizante aplicarse a otros objetos.

g) Enajenar en subasta pública o gravar los bienes municipales, con dos tercios de votos de la totalidad de los vocales.

h) Adquirir o construir, previa licitación, las obras que estime conveniente.

i) Fomentar la enseñanza común y especial, estableciendo dentro del municipio las escuelas que sus recursos les permitan, con sujeción a las leyes y planes generales de la materia.

j) Todas las demás atribuciones y facultades que se derivan de las enumeradas, o que sean Indispensables para hacer efectivos los fines de las instituciones municipales.

Municipios gobernados por Juntas de Fomento.

Art. …: Los Municipios de Segunda Categoría, estarán gobernados por una Junta de Fomento compuesta por vocales  titulares y suplentes, cuyo número será el que establezca la Ley Orgánica. El vocal que encabece la lista, presidirá la Junta y el segundo vocal la Vice Presidencia, y reemplazará al Presidente en caso de acefalía.

Art. …: La Junta de Fomento, tendrán las mismas atribuciones y deberes que las Municipalidades, con arreglo a lo establecido en Ley Orgánica dictada al efecto.

Art. …: La Ley Orgánica de los Municipios establecerá pautas de nombramiento y contratación  de personal que se requieren para cumplir los servicios.

Art. …: Las Municipalidades de Segunda Categoría someterán su presupuesto, cuentas de inversión de sus rentas y ordenanzas impositivas, a la aprobación legislativa. No pudiendo contraer empréstitos.

Si la Legislatura no se manifestara sobre la aprobación o desaprobación de las ordenanzas a que se refiere este capítulo, cuarenta días después de haberle sido sometidas, podrá dársele ejecución. Dicho término, se contará desde la entrada del asunto a la secretaría de la Cámara respectiva.

Centro Rural

Art. ..: En las poblaciones estables de menos de 1.500 habitantes, se establecerán centros rurales. La ley determina las condiciones para su existencia, competencia material y territorial, asignación de recursos y forma de Gobierno.-

Conflicto

Art. ..:Los conflictos suscitados entre distintos municipios o los de éstos con otras autoridades de la Provincia, son dirimidos, originaria y exclusivamente por el Superior Tribunal de Justicia.

Este actúa también para resolver, en igual forma, los conflictos  de poderes en las municipalidades.

Intervención

Art. ..: Los municipios y comunas sólo podrán ser intervenidos por ley fundada en:

1. Acefalía.

2. Desconocimiento manifiesto de la Constitución Provincial, las cartas orgánicas o la Ley Orgánica de Municipalidades y comunas por parte de la totalidad de sus autoridades.

3. La existencia de conflictos entre sus órganos que comprometan gravemente la vigencia del principio de autoridad y las instituciones municipales.

4. En las demás circunstancias previstas en las respectivas cartas orgánicas o en la Ley Orgánica de Municipalidades y comunas.

Art. ..: Promulgada la Ley que, con excepción del caso de acefalía, requerirá el voto afirmativo de los dos tercios de los miembros de la Legislatura, el Poder Ejecutivo Provincial designará un interventor.

Este convocará a elecciones que se llevarán a cabo dentro de un plazo no mayor de tres meses para completar el período interrumpido por la intervención. El interventor continuará en el cargo hasta la asunción de las autoridades que resulten de las elecciones generales convocadas para cubrir las vacantes.

Interventor

Art. ...: El interventor tiene facultades exclusivamente administrativas. Su función deberá circunscribirse a garantizar el funcionamiento de los servicios públicos y hacer cumplir las ordenanzas vigentes a la fecha de su asunción, dentro de las prescripciones de la carta orgánica del municipio intervenido o de la Ley Orgánica de municipalidades y comunas.

Para ser designado interventor se requieren las mismas condiciones que se exigen para ser intendente o autoridad ejecutiva superior en el municipios o comuna intervenidos.

Los nombramientos y designaciones de funcionarios y personal efectuados durante la intervención tendrán carácter transitorio y cesarán con la misma.

Interventor Federal

Art. ...:En los casos de intervención federal a la Provincia, ésta no reconoce la intervención automática a los gobiernos municipales o comunales, sino en tanto se encuentre justificada por la causa que motiva la primera debiendo ser ella fundada en cada caso por la ley federal respectiva.

ALMADA

FUNDAMENTOS

“Los Trabajadores, columna vertebral del proceso, están organizándose para que su participación trascienda largamente de la discusión de salarios y condiciones de trabajo. El país necesita que los trabajadores, como grupo social, definan cuál es la sociedad a la cual aspiran de la misma manera que los demás grupos políticos y sociales. Ello exige capacitación intensa y requiere también que la idea constituya la materia prima que supere a todos los demás instrumentos de lucha.” Juan D. Perón

El Estado Municipal constituye una de las raíces fundamentales donde se nutre la esperanza de un cambio significativo en las formas y métodos para la administración del Estado y por ende un fortalecimiento en la participación democrática de la ciudadanía, promoviéndose instrumentos de renovación política, además por el aumento de la población y la demanda de solución de los problemas sociales.

Planteamos un modelo municipal entrerriano, abrevando de las fuentes de derecho comparado, armonizándolo con la Provincia y la Nación, surge este proyecto de organización municipal con nuestra historia, geografía y cultura.

Partimos de un reconocimiento del modelo municipal originario, propio de nuestra provincia, realizando un proceso de revisión y reformulación para que nos encuentre preparados para encarar la reforma municipal que responda a los intereses y expectativas sociales, así como viables y sustentables en el tiempo.

El fortalecimiento de los municipios supone asumir algunos desafíos, concretar un plan de gobierno elaborado con enfoque estratégico,  desde la responsable y activa tarea del Concejo Deliberante y la participación de la ciudadanía, los primeros retomando un rol protagónico en la definición de la políticas gubernamentales, compatibilizando con los mecanismos de participación ciudadana, preservando que no soslaye ni desjerarquice el Cuerpo Deliberativo.

El municipio debe reconocer frente a la ciudadanía cuáles serán sus estrategias de inserción en el mundo que lo rodea, ordenar el diálogo con la Provincia y la Nación, una estrategia que reconozca al municipio como responsable final de la planificación territorial, eliminar el modelo burocrático autoritario asentado en las ordenanzas, reglamentaciones y cultura municipales que desembocan en los largos y tediosos procesos ó tramites administrativos, y además transitar el camino de la formación de cuadros políticos, técnicos y administrativos, la jerarquización de la carrera administrativa en un marco de las negociaciones colectivas con las representaciones gremiales de los trabajadores.

La necesidad de establecerse como un espacio para el  ejercicio democrático de la ciudadanía por excelencia, preparados para acompañar los proceso de reformas en los demás niveles estatales, aportando no solo los criterios y pensamientos, sino políticas activas de administración y gestión que puedan armonizarse para el fortalecimiento y la integración en un Proyecto Nacional y Popular.

Juan C. Almada.

–A la Comisión de Régimen Municipal.

C

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 830)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

“Art. …): El salario de los trabajadores del Estado, provinciales o municipales y el haber de los pasivos solo podrán ser afectados en situaciones de emergencia económica, mediante ley aprobada con el voto afirmativo de los 2/3 de las Cámaras Legislativas y por un plazo máximo de 180 días.

Esta ley no podrá generar remuneraciones y haberes inferiores al salario mínimo, vital y móvil.”

ALMADA.

FUNDAMENTOS

Nuestra Constitución Nacional establece en su Art. 14 bis, que el trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes , en condiciones dignas y equitativas, a recibir una remuneración que, en relación a su capacidad y destreza le asegure un nivel de vida conveniente para el trabajador y su familia (art. 14 - Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre).

La Declaración Universal de los Derechos Humanos, también expresa que toda persona tiene derecho al trabajo, a condiciones  equitativas y satisfactorias del mismo, a igual salario por igual trabajo, una remuneración que le permita una existencia conforme a la dignidad humana, a un nivel de vida adecuado para él  y su familia, asegurando el bienestar y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios (arts. 23 y 25).

La emergencia es un accidente imprevisto, súbito, pensemos en un terremoto, una guerra, una epidemia, situación en la cual pretender una aplicación rigurosa de los derechos humanos es imposible, al decir de muchos, atenta contra el sentido común y por ello la suspensión de los derechos humanos se encuentran contemplados en los pactos que el Art. 75 de la Constitución Nacional  le reconoce jerarquía constitucional, ello es el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos a los cuales se agregan las disposiciones de la Convención Contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes.

El principio rector de la Corte Interamericana es contrario a la suspensión o restricción de los derechos, los cuales deben ser respetados y garantizados a menos que situaciones extraordinarias y de extrema gravedad, donde las medidas y facultades ordinarias que están previstas constitucionalmente fracasan o son notablemente insuficientes para solucionar las crisis, esimismo prevé que otros derechos nunca deben ser suspendidos por grave que fuere la situación.

En nuestro ámbito, bajo el paraguas de la denominación “emergencia”,  asistimos a las “declaraciones de emergencia económicas y financieras” sistemáticas como método de incrementar la discrecionalidad  y la arbitrariedad en el manejo de la cosa pública, como único camino o alternativa en las crisis la Administración Provincial o Municipal que no se originan en ningún accidente y menos aún súbito o imprevisto, sino que es consecuencia de  yerros ó imprevisibilidad en las administraciones que han instituido como “garantes” de la gestión a quienes son ajenos a las decisiones de Política Administrativa, los empleados públicos quienes se transforman en víctimas de esa situación, mediante el “congelamiento” o “reducción” salarial.

En el leading case Lawes vs Ireland (1961) la Corte Europea definió la Emergencia Pública, como una situación de crisis excepcional e inminente  que afecta el público en general y no solamente a algunos grupos en particular y que se erige como un peligro para la vida organizada de la comunidad.

La Convención Americana sobre Derechos Humanos impide la suspensión de  derechos entre los que podemos señalar: derecho a la vida, derecho a la integridad personal, principio de legalidad, la protección a la familia, los derechos del niño y las garantías judiciales necesarias para la protección de esos derechos y en ese sentido no debemos soslayar lo obvio: los salarios constituyen el mecanismo por el cual los trabajadores y sus familias obtienen los bienes necesarios para desarrollar dignamente su vida, y su disminución en el poder adquisitivo, sea por vía del congelamiento salarial ó reducción, pone en peligro esa subsistencia ó bienestar integral que se desea preservar.

Nuestra Corte ha tenido varias oportunidades para expresarse en ese aspecto, en “Peralta” donde se refería a la preservación de la vida misma de la Nación y del Estado; en “Bustos” donde consideró que para superar la adversidad que significaba la emergencia defines del 2001, TODOS los sectores debían deponer sus intereses en pos del bienestar general.

Las emergencias económicas y financieras locales enuncian un propósito solamente fiscal y local, ocupando parte esencial lo relativo al recorte en los sueldos, (aportes y contribuciones) de los empleados de la administración pública, violentando leyes integradoras de una política laboral nacional más que centenaria, protectora del carácter alimentario del salario, que ha proporcionado el concepto de alimentos para definir lo necesario para una existencia digna (art. 374, C. Civil).

La sanción de las llamadas leyes de emergencia deben considerarse excepcional y restrictivamente, con precisa relación a su objeto, evitando que se extiendan al sistema general de derechos subjetivos y protegidos, instaurando impropiamente los peligros y daños que aquellas leyes especiales procuran contener. Cuando una parte orgánica de ese sistema, con normas armónicamente vinculadas, protege el salario del trabajador, es contrario a derecho dictar cláusulas que modifiquen o alteren esos resguardos.

En definitiva la sanción de una ley de emergencia, presupone el lógico sometimiento de la misma a la Constitución, porque no existen panaceas al margen de las instituciones y a pesar de ser en los últimos años recurrente en la historia argentina, no constituye la suspensión de derechos de los trabajadores un camino inexorable, por ello la presunción de legalidad se diluye y surge la arbitrariedad.

Las garantías de la razonabilidad en las declaraciones de emergencia deben ser deben ser expresamente establecidas, puesto que se ha consagrado gravísimas inequidades, consistente en reducir sustancial, arbitraria y desigualmente los ingresos de los agentes públicos, sin considerar sus necesidades básicas, ya que la remuneración del trabajador es uno de los elementos estructurales de las Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, que le permite acceder a los bienes necesarios y convenientes para él y su familia, lo cual no puede quedar librada a la suerte ó “garante” de las administraciones con la consiguiente inestabilidad, incertidumbre y angustia de los trabajadores.

Se deben ratificar expresamente la garantía constitucional al salario, como el emolumento que le permite acceder a los alimentos, la salud, la educación, el desarrollo integral familiar; asegurando las bases para la construcción de una nueva sociedad que reconoce en la preservación de esa célula básica, a través de la cultura del trabajo y la contraprestación del mismo, el desarrollo integral con justicia social de la comunidad.

Sino se protege y garantiza el ingreso y sustento familiar, lo demás es un decálogo de buenas intenciones.

Juan C. Almada

–A la Comisión de Régimen Municipal.

CI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 831)

LA HONORABLE CONVENCION CONTITUYENTE SANCIONA:

Incorporase a nuestra actual constitucional el siguiente artículo:

La enmienda o reforma versará sobre un articulo y sus concordantes, debiendo ser sancionada con el voto afirmativo de los dos tercios del total de los miembros de ambas Camara legislativas y sometida a consideración del pueblo de la provincia; convocado al efecto en oportunidad de la primera elección siguiente, en forma de referéndum obligatorio popular, cuyo pronunciamiento será vinculante y determinará la incorporación o no de la enmienda al texto constitucional.

No podrán enmendarse artículos de la sección “Declaraciones, derechos y garantías”

Reforma de esta naturaleza no pueden llevarse a cabo sino con intervalos de dos años.

ALMADA
FUNDAMENTOS

La enmienda es una materia introducida en las constituciones de algunos países como Estados Unidos.

Este instituto permite reformar un tema puntual de la carta magna, sin necesidad de invocar a una convención constituyente.

El proceso de reforma de la constitución demanda reglas precisa emanadas del propio orden constitucional, que contemplen dentro de su articulado la necesidad de futuras reformas, estableciendo procedimientos claros.

El diccionario de la real academia española define el verbo “enmendar” como:

1) arreglar, quitar, defectos

2) resarcir, subsanar los daños

El instituto de la enmienda de la constitución permite la modificación de uno o dos artículos llevada por la legislatura con una mayoría especial preestablecida pero sin alterar el espíritu, propósitos y coherencia del texto constitucional al punto de convertirlo en contradictorio o incoherente .Luego concurre una instancia de consulta al electorado para dotar a la enmienda de consenso popular.

Resulta prescindible regular este procedimiento con algunos límites y precisamente con algunos límites, al órgano legislativo se imponen limitaciones:

A) Solo puede ser enmendado un numero determinado de artículos (uno o dos)

B) Se fija el intervalo entre una enmienda y otra (dos, tres o cuatro años)

C) Se estipulan materias o partes  de la constitución en las cuales  no se podrá realizar enmienda

Muchas provincias han incorporado en sus constituciones el instituto de la enmienda.

La constitución de San Juan, de Chubut, Rió Negro, Misiones ,Buenos Aires, Mendoza, Formosa, Chaco, San Luis, Tierra del Fuego, La Rioja, Neuquén, Tucumán 

La nueva Carta. Magna de Entre Ríos debe incorporar un procedimiento de modificación que prescinda de la necesidad de la necesidad de convocar a una convención y que sea la propia Legislatura, a  través de lo que denominamos iniciativa parlamentaria, promovido por la ciudadanía, la que pueda aprobar algunas modificaciones que, al requerir una mayoría agravada de dos tercios del total a de sus miembros, implica un gran consenso y madurez política para sustentar la enmienda   

Posteriormente será el pueblo del provincia quien ratificara, mediante un referéndum que requerirá el 50 % mas 1 del os votos emitidos a favor, el que deberá resolver la legitimidad de la enmienda.

Este paso obliga a que la decisión política sea ratificada  por pueblo, en quien recaerá definitivamente el poder de reforma.

Nos parece sumamente importante limitar en numero de artículos que se pueden reformar a través de una enmienda, como así también dejar en claro el intervalo de una enmienda y otra.

Pero lo que resulta imprescindible es, sobre todo, dejar expresamente aclarado en el articulado, que materias o institutos no pueden ser modificados mediante el mecanismo de enmienda, vale decir, establecer una especie de núcleo pétreo que no puede modificarse sino a través de una convención.

Con estas limitaciones: el numero de artículos que se pueden reformar, el intervalo entre una enmienda y otra y la determinación de las materias que no pueden ser objeto de enmienda, nos aseguraremos un mecanismo de reforma de nuestra de nuestra constitución totalmente confiable y adecuado, para adaptar la misma a  los cambios que, inevitablemente, se darán en el futuro.

Juan C. Almada.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 832)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1°: Incorporase a la Constitución Provincial el siguiente artículo:

“Art. Es deber del Estado, la familia y la sociedad promover al desarrollo e integración económica y socio cultural de las mujeres, niños, ancianos y las personas con necesidades especiales.

El Estado asegura a través de acciones positivas, la equidad en el acceso a las oportunidades, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por la Constitución Nacional, por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, las leyes y esta Constitución, sancionando todo acto discriminatorio”.

CARAMELLE

FUNDAMENTOS

Honorable Convención:

Someto a su consideración este Proyecto de Reforma por el que se presenta nuevos artículos a incorporar a la Constitución artículos referidos a los derechos de las mujeres, niños, ancianos y personas con capacidades especiales y/o diferentes dentro de las políticas públicas.

A nivel nacional, con la reforma de la constitución nacional de 1994, el Estado fijó como política la de proteger por medio de acciones positivas la igualdad real de oportunidades y de trato especialmente a los niños, las mujeres, los ancianos y las personas discapacitadas, facultando al Congreso de la Nación (artículo 75 inc. 23) a “Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad”
De esta forma, podemos decir que “Las medidas de acción positiva en general tienen por finalidad garantizar la igualdad real de trato, desbrozando los impedimentos culturales que condicionan y limitan la igualdad en los hechos.

El presente proyecto, a diferencia de la actual constitución, nace de la concepción de considerar a las personas con necesidades especiales en su entorno familiar y social como parte inescindible y constituyente de la sociedad entrerriana.

Así, el Estado Provincial, a través del diseño y ejecución de acciones positivas, asume un rol pro activo en el cambio del paradigma socio cultural hacia la integración y el desarrollo de las personas con necesidades especiales asegurando la equidad en el acceso a las oportunidades.

OBJETIVOS

Considerando:

Que se establece como uno de los principios que han de regir la política social, la de llevar a cabo una política de integración de las personas ya sean mujeres, niños, ancianos y personas con capacidades especiales y/o diferentes, amparándolas especialmente para el disfrute de los derechos que se les otorga a todos los ciudadanos de Entre Ríos.

Que resulta necesario aspirar a la plena integración en la vida social, laboral, educacional y recreativa de dichas personas, por lo cual debemos adoptar normativas concretas y eficacias para obtener soluciones positivas;

Que las mismas estarán dirigidas a eliminar la discriminación y las barreras para el acceso de las personas a los servicios, edificios, el transporte, las comunicaciones, la educación, el mercado laboral y los sectores sociales;

Que es un compromiso de todos los habitantes de esta Ciudad avanzar en la integración de las personas a la vida social;

Que una sociedad se considera plenamente desarrollada cuando incluye en su desarrollo a todos los sectores de sus habitantes logrando una inclusión plena;

Que todas las personas: mujeres, niños, ancianos y personas con capacidades especiales y/o diferentes se proyectan como personas productivas y útiles a la comunidad, en la medida de sus potencialidades y capacidades;

Que se trata con este marco legal consolidar una autentica equiparación de oportunidades y eliminación de obstáculos para una integración y participación óptima de todas las personas, con el consiguiente beneficio para la dignificación de la persona;

Que en definitiva se pretende lograr una mayor conciencia social respecto de la importancia de garantizar el ejercicio de derechos de las personas, articulando los distintos sectores de la ciudad;

Los Derechos Humanos son universales, civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, y pertenecen a todos los seres humanos.

Están establecidos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los Pactos Internacionales, la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación.

Los Derechos Humanos incluyen los siguientes derechos indivisibles, interdependientes, e interrelacionados:

-El derecho a un estándar de vida adecuado, incluyendo alimentación, vivienda y vestimenta.

-El derecho a un seguro social, asistencial y protección

-El derecho a la no discriminación por cuestiones de edad u otro estatus, en todos los aspectos de la vida, incluyendo el empleo, acceso a vivienda, cuidado de la salud y servicios sociales.

-El derecho a los más altos estándares de salud.

-El derecho a ser tratado con dignidad.

-El derecho de protección ante cualquier rechazo o cualquier tipo de abuso mental.

-El derecho a una amplia y activa participación en todos los aspectos: sociales, económicos, políticos y culturales de la sociedad.

-El derecho a participar enteramente en la toma de decisiones concernientes a su bienestar.

La ciudad garantiza a las personas la igualdad de oportunidades y trato y el pleno goce de sus derechos. Vela por su protección y por su integración económica y sociocultural, y promueve la potencialidad de sus habilidades y experiencias. Para ello desarrolla políticas sociales que atienden sus necesidades específicas y elevan su calidad de vida; las ampara frente a situaciones de desprotección y brinda adecuado apoyo al grupo familiar para su cuidado, protección, seguridad y subsistencia; promueve alternativas a la institucionalización.

Tal como sostuviéramos al inicio de este Proyecto, integración significa incluir a las partes de manera tal que pueda formarse un todo. Este concepto fundamental es pilar de los principios constitucionales vigentes en materia de discapacidad.

Es una Política especial de la Ciudad promover el acceso a la salud y a la educación a toda persona e incluyendo a las personas con necesidades especiales.

Eda R. Caramelle

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 834)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Ampliar el artículo 41 de la Constitución de Entre Ríos que quedará redactado de la siguiente manera:

Art. ... El estado reconoce la función social y económica de la cooperación libre. Estimula y fomenta el desarrollo de las mutuales, asociaciones civiles, empresas de autogestión y cooperativas de distintos objeto social que persiguen el bien común, que gozarán de exenciones impositivas, conforme lo garantice la ley. El Estado les asegura una adecuada asistencia, y correcto ejercicio de fiscalización que garantice su carácter y finalidad, y difunde el pensamiento y la educación cooperativista y mutualista.

MÁRQUEZ – SCHOENFELD – HEYDE.

FUNDAMENTOS

Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos:

Los constitucionalistas de 1933 previeron dejar sentado en nuestra carta magna un artículo que protegiera y estimulara la tendencia cooperativista. Pero, aunque hay un reconocimiento a las cooperativas, no lo hay a las mutuales y todas aquellas instituciones que persiguen un fin social. Por eso la ley de necesidad de reforma, en el artículo 1º, inciso 27, habilita la ampliación del Régimen Económico y del trabajo, y procura que modernice su alcance.

Desde el punto de vista histórico, es importante destacar que las primeras mutuales en el país, surgieron con la llegada de los inmigrantes y que el día del mutualismo fue establecido el 1º sábado de octubre, mediante el Decreto 22946 del 25 de Septiembre de 1945, por el General Juan Domingo Perón.

Muchas de las provincias que han reformado sus constituciones, como es el caso de Buenos Aires, Formosa y San Luis, reconocen no sólo a las cooperativas sino también a las mutuales, y otras instituciones que persiguen el bien común y están comprometidas con la realidad social.

Quiero expresar que este proyecto se nutre del aporte que me acercara el Presidente del Instituto de Promoción de Cooperativas y Mutuales de Entre Ríos, quien me presentó un trabajo realizado por distintas instituciones de la provincia que quisieron hacer el aporte a esta reforma desde la experiencia concreta.

El origen de las cooperativas y mutuales en nuestro país son parte de nuestra historia y está fuertemente ligado a los inmigrantes, a los regimenes laborales y la situación económica, a la necesidad de agruparse cuando se tiene un mismo fin. Han formado parte del  proceso de desarrollo y crecimiento de nuestro país durante el siglo pasado, y también de la potencialidad del esfuerzo de miles de personas que a lo largo de estos años han formado parte del movimiento cooperativo y mutualista.

Pero como las cooperativas y mutuales fueron una respuesta en el siglo pasado, también hay que reconocer a las empresas de autogestión y las asociaciones civiles sin fines de lucro, que se han formado para dar respuesta a cuestiones de desigualdad, a situaciones económicas desfavorables para grandes sectores de la población.

Considero de suma importancia para la construcción de una provincia justa y equitativa, el reconocimiento, fomento y protección de estas instituciones que muchas veces trabajan desde el anonimato para mejorar la calidad de vida, no de sus asociados, sino de vastos sectores de la población, sobre todo los que se encuentran en situación de riesgo y vulnerabilidad social.

Por las razones expuestas y las que se agregarán oportunamente, solicito a mis pares el tratamiento del presente proyecto de reforma.

Luis M. Márquez – Zulema E. Schoenfeld – Mario R. Heyde.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 835)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Incorporar al artículo 37 de nuestra Constitución Provincial el siguiente texto:

“El Estado promoverá las condiciones esenciales para la diversificación e industrialización en toda la cadena de valor de la producción, posibilitando el incremento de su rendimiento. Especialmente resguardará al pequeño y mediano productor, y garantizará su participación, a través de sus organizaciones, en el marco del Consejo Asesor Económico y Social, conforme lo determine la ley.

El estado, mediante su legislación, procurará el acceso a la propiedad de la población rural, permitiendo a cada familia conservar la propiedad de la tierra en la que trabaja”.

MÁRQUEZ – SCHOENFELD – HEYDE.

FUNDAMENTOS

El presente proyecto de reforma, que pretende dejar sentado en nuestra carta magna la defensa al pequeño y mediano productor, es una síntesis de los proyectos presentados y debatidos en el marco de la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable, y de las opiniones vertidas por los autores y señores convencionales que formamos parte de la misma. Es también un intento de generar los consensos necesarios sobre un tema tan trascendente para todos los habitantes de nuestra provincia.

Cabe destacar que el mismo también es el resultado de un trabajo donde se tuvieron en cuenta el texto del artículo 37 de nuestra constitución actual, que es núcleo pétreo y que avanza sobre la defensa de la producción, y de los conceptos contemporáneos que aparecían en los expedientes presentados, que marcaban las diferencias de época y la visión de los hombres de este tiempo.

En este sentido, quiero destacar los conceptos de industrialización en toda la cadena de valor y diversificación que he incorporado en el presente proyecto como parte de una visión moderna e integrada, porque considero que el artículo 37 sólo hace mención a las industrias madres y no avanza sobre este tema que considero de vital importancia para nuestra época y para los tiempos que vienen.

Quiero remarcar que cuando hago alusión al productor no sólo estoy pensando en el rural en sus distintas áreas, sino también de todos los productores que conforman las economías regionales tan variadas que existen en nuestro territorio provincial como lo es, por ejemplo, el citricultor, el arrocero, el pescador, entre otros.

Por último, he incorporado en el proyecto una instancia de participación de los sectores de la producción en el marco del recientemente aprobado Consejo Asesor Económico y Social porque creo fervientemente en el diálogo y en el consenso como eje para articular las políticas públicas.

Por las razones expuestas y las que se agregarán al momento de tratamiento del presente proyecto, es que solicito a mis pares el tratamiento del presente proyecto.

Luis M. Márquez – Zulema E. Schoenfeld – Mario R. Heyde.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 836)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Reemplazar el primer párrafo del art. 42 de la Constitución Provincial, y los incisos a), b), c) y h) del mismo, y se incorporen párrafos en el inciso g
Artículo…. “El estado provincial garantiza y tutela el trabajo en todas sus formas, el que gozará de la protección de las leyes. Está obligado a promover la ocupación plena y productiva de sus habitantes; a ejercer de manera indelegable el poder de policía del trabajo, promover la capacitación y formación de los trabajadores, impulsar la colaboración entre empresarios y trabajadores. Todas las personas en la provincia tendrán derecho:

a) A la libre elección de su trabajo y a trabajar en condiciones dignas, equitativas, salubres, seguras y morales. A una jornada limitada, con descansos y vacaciones pagas; y a disfrutar su tiempo libre, a capacitarse y a su mejoramiento económico; a una retribución justa, a un salario mínimo vital y móvil, igual retribución por igual tarea.

b) El estado provincial otorgará los beneficios de la seguridad social, siendo integral e irrenunciable, establecerá un seguro social obligatorio, jubilaciones y pensiones móviles, la protección integral de la familia, la compensación económica familiar y el acceso a una vivienda digna.

c) A la protección contra el despido arbitrario y a la inembargabilidad de la indemnización laboral y de una parte sustancial del salario y haber previsional.

g) El asociacionismo gremial, debiendo fomentarlo y orientarlo; a asociarse libre y democráticamente en gremios o sindicatos que puedan federarse o confederarse en defensa de sus intereses económicos, sociales y profesionales; ser directivos o representantes gremiales, con estabilidad en su empleo y garantías para el cumplimiento de su gestión, garantizando la participación femenina; garantizando a los gremios el derecho a celebrar convenios colectivos, la huelga y recurrir a la conciliación y al arbitraje”.

h) La provincia deberá establecer tribunales especializados para solucionar los conflictos del trabajo con gratuidad de las actuaciones en beneficio del trabajador”.

MÁRQUEZ – SCHOENFELD – HEYDE – DÍAZ (Gustavo)

FUNDAMENTOS

Honorable Convención Constituyente de Entre Ríos:

Lo que se propone en primer término con este proyecto es modificar la parte introductiva del art. 42 suprimiendo la disposición que sea el estado quien reglamentará por leyes especiales las condiciones de trabajo de los obreros y empleados residentes en la provincia, e incorporar el principio de que el estado garantice y tutele el trabajo, y que éste gozará de la protección de las leyes.

Intentando hacer una síntesis de los orígenes de este artículo a reformarse parcialmente, de su letra y por que no de su espíritu, debemos señalar que la inserción del art. 42 en la constitución provincial de 1933, significó la expresión del denominado constitucionalismo social, fruto y síntesis de un proceso histórico a partir de luchas y reclamos sociales que exigió incorporar a sus leyes fundamentales estos derechos de contenido económicos y sociales, y que implicaron un ascenso de la clase trabajadora.

Esa norma incorporada, hoy art. 42 de la Constitución de Entre Ríos de 1933, contiene pautas de gran relevancia para la protección de los derechos sociales y que mediante esta reforma intentaremos complementar.

Y si queremos avanzar en la modernización del régimen del trabajo debemos tener presente la constitución de 1949, que cambié el rumbo de la clase obrera en nuestro país y que avanzó sobre los derechos esenciales de los trabajadores.

Observemos que la técnica legislativa utilizada fue la de reglamentar por leyes especiales todo lo vinculado a los derechos y régimen del trabajo, y creo que acá debemos reformar el primer párrafo del artículo estableciendo claramente que “el trabajo”, que “todo trabajo” debe tener tutela de parte del estado. Allí estará comprendido la tutela del trabajo tanto manual como intelectual, el público y el privado, el provincial y el municipal y al mantenerse la idea de que las leyes deben ampararlo, entiendo que se refiere a todo tipo de norma.

Tengamos presente que a nivel nacional se han dictado leyes de derecho individual y colectivo de trabajo como, por ejemplo, la Ley de Contrato de Trabajo y sus modificaciones, Estatutos Especiales, Regímenes de Asociaciones Sindicales, Convenciones Colectivas del Trabajo, Ley de Conciliación Obligatoria, etc., pero no obstante ello se torna indispensable darle rango constitucional a principios básicos laborales, gremiales y de la seguridad social.

Proponemos que se establezca la obligación del estado de “promover la ocupación plena”, esto es, que programe una política de pleno empleo, como lo establecen constituciones contemporáneas como la de España, Portugal y Grecia, y constituciones provinciales recientemente reformadas. Con ello se empalma la idea del trabajo como un deber propio del estado social de derecho como, por ejemplo, en la creación de programas de generación de empleo y formación profesional de los trabajadores, etc.

Asimismo, planteamos incorporar el principio de indelegabilidad del poder de policía del estado provincial y su obligación de promover la capacitación y formación de los trabajadores y de impulsar la colaboración entre empresarios y trabajadores.

Más adelante, el proyecto enuncia todos los derechos que deben asegurase al trabajador, a los gremios y sus representantes, y los de la seguridad social como así también los del empleo público.

Así, con la reforma que proponemos a nivel provincial, junto a las mencionadas leyes nacionales y la segura incorporación de los instrumentos internacionales vigentes en la materia, presentarán un panorama amplio de protección de los distintos aspectos del derecho del trabajo: desde trabajar en condiciones dignas, equitativas y satisfactorias, así como a su libre elección y el compromiso estatal de adoptar medidas para eliminar toda discriminación en la esfera del empleo, entre otros.

Estos derechos requieren contar con disposiciones en los plexos jurídicos de base como la constitución provincial, ya que aún legislado a nivel nacional, le exigirán al estado acciones determinadas para lograr los resultados a que apunta su inclusión, ya que hoy los poderes públicos deben crear condiciones para el acceso a un estado social de derecho.

El nuevo art. 42 debe constar de partes diferenciadas: la primera de ellas es la enunciación inicial indicada en cuanto a la tutela del trabajo y que las leyes deben tutelar también y algunas obligaciones del estado, para luego tratar los derechos del trabajador, los gremiales y los de la seguridad social.

En los derechos del trabajador proponemos que aparezcan disposiciones genéricas referidas al trabajo y servicio, al lugar y condiciones personales de cada trabajador como sujeto de preferente atención constitucional.

Así al proponer que “Todas las personas en la provincia tendrán derecho: 1- A la libre elección de su trabajo y a condiciones de trabajo dignas, equitativas, salubres, seguras y morales”, estamos indicando que toda reglamentación debe ponderar las especiales características de cada tarea en lo que respecta a las condiciones de seguridad y salubridad, y que los órganos de gobierno implementen sistemas de control que sean eficientes.

De la norma se infiere que todo trabajo debe satisfacer requisitos de higiene y seguridad, no exceder las posibilidades normales de esfuerzo y posibilitar la recuperación por medio del reposo, o sea evitar cualquier situación que atente contra la calidad humana.

Al incorporarse principios que tutelan la “jornada limitada, el descanso y las vacaciones pagas y a disfrutar su tiempo libre” lo que se busca es asegurar al trabajador el derecho a un tiempo de ocio y lograr eficacia y excelencia en los resultados del propio trabajo. En torno al tope de la jornada laboral, consideramos dejarla a la legislación y convenios colectivos.

El precepto de “salario mínimo vital y móvil” busca la justa retribución de acuerdo a las tareas y está estrechamente vinculado a un mínimo de subsistencia como obligación del estado y es base para el cálculo indemnizatorio. Debe atender no sólo a la subsistencia física del trabajador y su familia, incluyendo vivienda, alimentación, salud y vestimenta, sino también la educación, instrucción y esparcimiento.

La “movilidad” del salario constitucional obliga a actualizarlo para mantener el poder adquisitivo y conforme a las modificaciones del costo de vida.

La incorporación del principio “igual retribución por igual tarea” persigue sortear diferencias de género, nacionalidad, edad, religión, etc., y pretende que la retribución responda a pautas objetivas de categorización, tipo de tareas, habilidades, etc., evitando un trato remunerativo desigual y prohibiendo hacer discriminación. En este sentido, cabe destacar que la palabra remuneración comprende el salario como las demás retribuciones, premios o pagos suplementarios, jornales, etc.

Incorporando el principio de “retribución justa” nos estamos refiriendo a un salario justo en atención al trabajo prestado, el producto de ese esfuerzo, las necesidades del trabajador y de su familia y el bien común, pudiendo no coincidir con la pactada por las partes. Este derecho abarca tanto a los dependientes como a tareas prestadas sin relación de dependencia, como honorarios de profesionales o peritos y debidamente indexados, si hay desvaloración monetaria.

La “protección contra el despido arbitrario” busca proteger al trabajador en el caso de despido sin causa, no solo por medio de la indemnización legal, sino también por otros sistemas alternativos como subsidios de desempleo, etc. Asimismo tiende a asegurar al trabajador los salarios necesarios para su subsistencia y permitirle llegar a su jubilación, garantizar la permanencia en el empleo, siendo un factor de tranquilidad y seguridad social.

Lo necesario para la subsistencia del trabajador y su familia se ve reformado con los principios de inembargabilidad de la indemnización laboral, de una parte sustancial del salario y haber jubilatorio.

Por su parte el derecho a la “organización sindical libre y democrática” encuentra fundamento en la libertad de asociarse con fines gremiales. Se estaría consagrando el pluralismo sindical con estructura democrática obligatoria, esto es, con alternancia en el poder, la transparencia en el acceso a los cargos de la asociación, igualdad de afiliados, renovación periódica mediante comicios, publicidad de sus actos, etc.; quedando invalidadas las estructuras sindicales no democráticas y las prácticas antidemocráticas. Proponemos también la incorporación de los principios de federarse y confederarse en defensa de los intereses económicos, sociales y profesionales de los gremios.

En lo que respecta a los derechos gremiales de los trabajadores la actual constitución sostiene que será la ley la que reglamentará el asociacionismo gremial, debiendo fomentarlo y orientarlo.

El derecho a la sindicalización libre importa el de afiliarse, no afiliarse y a desafiliarse de un sindicato, por lo cual no sería compatible con este principio constitucional un ordenamiento según el cual el derecho de trabajar en determinadas actividades queda supeditado a una afiliación necesaria y permanente.

Establecer en la reforma el derecho de los trabajadores a “ser directivos o representantes gremiales, con estabilidad en su empleo y garantías para el cumplimiento de su gestión”, se está protegiendo al representante gremial, no siendo la intención constitucional reconocer un privilegio o fuero personal. De lo que se trata es de proteger la gestión y estabilidad del trabajador representante mientras la ejerce, para asegurar la efectiva protección de los intereses que representa, no perdiendo el empleador el derecho a premiar y a remunerar mejor un mayor rendimiento, garantizando asimismo la participación de la mujer en cargos de entidades gremiales.

Cabe destacar que lo que buscamos es garantizar a los sindicatos o gremios “concertar convenios colectivos de trabajo”, “recurrir a la conciliación y arbitraje, y el derecho de huelga”, como derechos de los gremios y no de los trabajadores.

La incorporación del derecho de los gremios a “celebrar convenios colectivos de trabajo”, responde al principio de autonomía normativa para el cumplimiento de sus fines y protección por actividades, ejerciendo el sindicato poderes delegados y la homologación de los mismos es un acto propio de los poderes de control del estado.

Si bien ya existen los convenios colectivos ante de la reforma, es necesarios protegerlos de ataques de inconstitucionalidad, por ejemplo, fundados en que se confiere a los gremios facultades legislativas.

Por su parte el derecho de los gremios a “recurrir a la conciliación y al arbitraje”, aparecen como medios de solución de conflictos entre empleados y sus empleadores, donde el estado es mediador necesario. Son mecanismos tendientes a resolver pacífica y armonizadamente conflictos individuales o colectivos, mediante comisiones paritarias y otras formas de representación de los sectores en conflicto.

Por su parte el derecho de “huelga” también es un derecho gremial, colectivo y no individual. Comprende las huelgas de solidaridad a favor de pretensiones de otros trabajadores, y que no es un derecho absoluto reglamentable por ley.

En cuanto a los derechos de la “seguridad social y la familia” son garantías ligadas al trabajo que buscan la subsistencia mediante la satisfacción de necesidades básicas. El término seguridad social que proponemos tiene un sentido muy amplio ya que absorbe riesgos y situaciones como enfermedad, accidentes, invalidez, vejez, muerte, nacimiento, casamiento, protección a la minoridad, formación cultural, paros forzosos, jubilaciones, etc.

Este artículo no significa que la cobertura de todas estas contingencias sociales deban estar exclusivamente a cargo del estado y financiadas por éste, sino que hace referencia a los objetivos que corresponden cumplir al legislador.

Por último, el sistema de jubilaciones y pensiones como el sentido del concepto de movilidad están en directa relación con los servicios prestados por el trabajador, donde el reconocimiento constitucional de la movilidad de las prestaciones es una variable para mantener una adecuada relación entre aquello que se percibe en la actividad y lo que corresponde en la pasividad, buscando mantener un nivel de vida acorde con el que se tenía mientras se estaba en la actividad laboral.

Por las razones expuestas y las que se agregarán oportunamente, es que solicitamos a mis pares el tratamiento del presente proyecto de reforma.

Luis M. Márquez – Zulema E. Schoenfeld – Mario R. Heyde – Gustavo E. Díaz.

–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 839)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1) - Modifíquese el Art. 209 de la Sección IX de Educación Común cuyo texto queda redactado de la siguiente forma:

Artículo 209 - La enseñanza será confiada, siempre que fuese posible, a docentes titulados, para los que se dictarán leyes de escalafón y estabilidad.

DIAZ (Carlos) – REGGIARDO – DE LA CRUZ DE ZABAL – HAIEK.

FUNDAMENTOS

Haciendo uso de las atribuciones que confiere la convocatoria a reforma constitucional, se da cumplimiento a una adecuación de los términos de redacción del artículo de acuerdo a los títulos expedidos para impartir educación en todos los niveles de educación. A los fines el Artículo 71 de la Ley de Educación se especifica que quien haya cursado la formación docente es capaz de enseñar, generar y transmitir los conocimientos y valores necesarios para la formación integral de las personas, el desarrollo nacional y la construcción de una sociedad más justa. 

No obstante y teniendo en cuenta la ley vigente se mantiene la posibilidad de impartir educación mediante personal idóneo, técnicos, especialistas o profesionales siempre que estén contemplados sus accesos en las normativas vigentes. 

Durante décadas el sistema educativo argentino confió determinadas cátedras a docentes no titulados, puntualmente en la enseñanza del nivel medio, pero con un profundo conocimiento de los saberes que desarrollaban ya que su idoneidad permitía ejercer sin dificultades la labor pedagógica. Esta idoneidad estaba dada por los conocimientos propios de sus profesiones o los adquiridos en determinada formación para el desempeño de actividades productivas o de servicios vinculados estrechamente con la vida social y cultural de aquella sociedad, cuyo propósito residía en la educación del ciudadano. Nuestra historia reciente está plagada de ejemplos de esas generaciones egresadas de aquella escuela formadora de hombres y mujeres capaces de ingresar sin problemas al mundo del trabajo o a estudios superiores.

La formación de docentes se fue masificando a partir de la sanción de la paradigmática Ley 1420 de educación común, gratuita, laica y obligatoria para todo el país. Como consecuencia de su contenido, el normalismo se extendió por todos los rincones de la patria y así fue que los primeros titulados fueron los maestros destinados a la enseñanza primaria, para lo que estaba dispuesta la obligatoriedad. Más adelante aquellos maestros debieron cursar estudios superiores para mejorar la calidad educativa y promover un sistema que fue atendiendo la demanda propia de la sociedad. Al mismo tiempo, la escuela media se disponía a formar ciudadanos con conocimientos y valores propios de una construcción colectiva y en ese marco, paralelamente fueron diseñados los profesorados para cubrir las expectativas y necesidades académicas de la enseñanza media.

El nivel inicial, último en aparecer en nuestro sistema educativo, marcó una verdadera innovación al concebirse como una unidad pedagógica para la educación de los más pequeños, “sujetos de derechos y partícipes activos de un proceso de formación integral” tal como lo expresa la actual Ley Nacional N° 26.206.

Es menester, entonces, dotar a la escuela obligatoria hoy de docentes titulados en sus tres niveles, para confiar la enseñanza. No obstante, y en casos de inexistencia de tales acreditaciones, ya la ley contempla a quienes poseen la idoneidad y el conocimiento suficientes para desempeñar la labor docente dando prioridad al título específico.

Carlos C. Díaz – Santiago C. Reggiardo – Adriana De La cruz de Zabal – María M. Haiek.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 840)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:
Artículo 1) – Incorpórense los siguientes artículos: 

Artículo. …..: El Estado garantiza a los profesionales el derecho a colegiarse y constituír organizaciones previsionales y jubilatorias bajo los principios de solidaridad e intangibilidad de los aportes.

Artículo. ….: Se garantiza a los Colegios Profesionales el control de la matrícula de sus asociados, competencia en materia disciplinaria y ética profesional y renovación periódica de los cargos directivos por elección de los matriculados.

DIAZ (Carlos) – REGGIARDO – DE LA CRUZ DE ZABAL.

FUNDAMENTOS

Producto de políticas de apertura universitaria a nuevos y amplios estratos de la población y de los logros sociales que protagonizaron los jóvenes en las primeras décadas del siglo XX (1), donde el derecho a un título superior llegó con justicia indiscutible más allá de cerradas elites, es la extensa lista de egresados que anualmente se acreditan en el país como nuevos profesionales, fundamentalmente de las carreras tradicionales de nivel universitario.

Estas situaciones convivieron y lo hacen aún con escasas y deficientes gestiones de genuina inserción laboral para esas importantes masas de egresados, generando un notable desequilibrio.

Durante décadas y aún en la actualidad se viene soportando y sobrellevando con medidas paliativas, sin acudir a soluciones de base  lo que redunda en mayor amplitud de esa brecha entre el número de egresados y un destino laboral digno para los mismos, más acentuada aún durante procesos de debilitamiento económico que no permite absorber ese flujo de nuevos trabajadores capacitados.

Las consecuencias son poco alentadoras: 

- importante cantidad de profesionales desocupados como tales, otros sub-ocupados en su actividad con la consiguiente pauperización del servicio que prestan y en perjuicio directo sobre los destinatarios de los mismos; 

- acentuado incremento de la competencia desleal y del ejercicio ilegal (2); 

- y debilitamiento de las cajas de profesionales con el consecuente desmejoramiento de las remuneraciones y los servicios que le corresponde al sector pasivo; 

Por lo antedicho, y considerando en primer término que “La colegiación de profesionales es la institucionalización de un ente por parte del Estado por medio del cual delega la conducción, las normativas y el control de aspectos inherentes a sus ejercicio….”, (3) y luego que, “…el objetivo de los colegios de profesionales es aunar esfuerzos para el beneficio de los profesionales que ejercen cada profesión y, también, de la población, destinataria de sus servicios…” (4), en relación a la situación actual del profesional, se deduce que el Estado debe ejercer su poder de policía, acompañando a los colegios en la optimización de la calidad del servicio que los profesionales brindan y protegiendo al trabajador calificado que formó durante años y que deviene en su propio recurso humano.

(1) “La reforma universitaria expresaba pues la contradicción entre los avances sociales de principios de siglo, el avance de los regímenes democráticos, el desarrollo de la ciencia en término generales y la decadencia de las “casas de altos estudios”” A 90 años de la Reforma Universitaria: Vigencia y actualidad 

También: * REFORMA UNIVERSITARIA DE 1918 - La Juventud Argentina de Córdoba a los hombres libres de Sudamérica - Manifiesto de Córdoba - 21 de junio de 1918 - Tomado de Federación Universitaria de Buenos Aires

* A 83 años de la Reforma Universitaria:

(2) Entrevistas a profesionales de la Odontología, Contables y de la Arquitectura e Ingeniería

(3) Código de Etica – Colegio de Odontólogos de la Provincia de Entre Ríos – Apartado I: “De los Colegios en general”

(4) Ley de Colegiación Odontólogos de Entre Ríos.

Carlos C. Díaz – Santiago C. Reggiardo – Adriana De la Cruz de Zabal.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 841)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA

Art. – Las políticas en materia de recursos naturales, ambiente y desarrollo sustentable que involucren: relevamientos técnicos, planificación de uso sostenible de los recursos naturales, aprobación o rechazo de estudios de impacto ambiental, fiscalización técnica y evaluaciones ambientales estratégicas estarán a cargo de un organismo integrado por especialistas propuestos por las universidades e institutos especializados de la región.

A tales fines el Estado provincial arbitrará todo lo necesario para celebrar acuerdos y convenios con las universidades, institutos de investigaciones y centros de estudios ubicados en el ámbito geográfico indicado, sin perjuicio de extenderlo al resto del país y al exterior a los efectos de cumplimentar dicho objetivo.

CEPEDA – BRASESCO – DE PAOLI – GUY – ROGEL.

FUNDAMENTOS

Estando habilitado el tratamiento del presente tema por el inciso29 del art. 1 de la ley de declaración de necesidad de la reforma parcial de la Constitución de Entre Ríos Nº 9768 que expresa: “Disponer cláusulas que establezcan los siguientes principios de política sobre sustentabilidad y ambiente: prevención precautoria, sustentabilidad, equidad intergeneracional y gradualidad. Asimismo sobre ordenamiento ambiental territorial y obligatoriedad de las evaluaciones del impacto ambiental, evaluaciones de impactos ambientales acumulativos y evaluaciones estratégicas, conforme la escala de la ley Marco Ambiental determine al efecto, impulsamos la creación de este organismo.

Las definiciones de temas tan relevantes, exigen diagnósticos técnicos basados en investigaciones de fundamentación científica que impidan :a) visiones fragmentadas, b) desconfianzas o recelos sectoriales y que aseguren un enfoque sistémico o integrador de la temática, en función de concebir políticas de estado que a la vez aseguran un ambiente sano, no lo limiten en el principio de la sustentabilidad que se deriva de las comunidades que de el se mantienen.

Este organismo recuperara a los recursos humanos altamente capacitados que se encuentran en nuestras universidades e institutos, a los que convenio mediante se podrá como parte activa del mismo.

Esto además le da un canal a las universidades e institutos para incentivar la investigación científica en nuestra provincia de manera sistemática y continua, asegurándose que esos documentos no queden guardados en los ámbitos académicos sino siendo valiosas herramientas para la toma de decisiones de los poderes públicos. El Estado recupera también a sus investigadores y profesionales de las ingenierías, de la biología, agronomía, economía, especialistas en ecología, biodiversidad, recursos hídricos, etc. Los que en un trabajo interdisciplinario serán quienes con una visión del conjunto puedan operar sobre el diagnostico y sobre las medidas a adoptar en la planificación monitoreo de las decisiones que en esta materia tome la autoridad política.

Seria una forma también de asegurarnos continuidad en las políticas ambientales ya que no habría ruptura o fragmentación a partir de toma de decisiones de decisiones que se sustenta en planes estratégicos de desarrollo.

El agua, la tierra, la flora, la fauna, al aire y la influencia de las intervenciones antropogénicas son demasiados importantes como para que no decidamos poner en manos de especialistas las recomendaciones de su cuidado y en manos de decisión 

política los planes para conservarlos al servicio de las generaciones presentes y de las que vendrán.

Los organismos internacionales nos advierten a los efectos de nuestra responsabilidad y el deber de actuar en consecuencia, “Ha quedado consagrado el principio de que el hombre tiene el derecho fundamental a la libertad y a la igualdad, dentro de condiciones satisfactorias, en su ambiente cuya calidad le permita vivir en dignidad y bienestar. Asimismo tiene el deber fundamental de proteger y de mejorar el ambiente para las generaciones presentes y futuras.” Sin duda alguna este juicio indica además que debemos tener la capacidad de concretar organismos, metodologías de trabajos del brazo de la ciencia y con los científicos que correspondan.

Silvina E. Cepeda – Luis A. Brasesco – Griselda L. De Paoli – Raúl D. Guy – Fabián D. Rogel.

–A las comisiones de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular y de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CIX
PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 842)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Incorporase a la Sección II Régimen Económico y del Trabajo de la Constitución vigente los siguientes artículos 

Art. ..:El trabajo es un derecho y un deber social.

El Estado Provincial asegura a todo trabajador el reconocimiento de los derechos consagrados en la Constitución Nacional, en los convenios y Tratados ratificados y los que en adelante la Nación ratifique, y considera las recomendaciones de la Organización Internacional del Trabajo y en las leyes que en su consecuencia se dictaron y se dicten.

Protege el trabajo en todas sus formas y en todos sus ámbitos públicos y privados. 

Promueve el empleo y el trabajo decente en igualdad de condiciones para toda persona que trabaje en el territorio provincial.

Art.    : El trabajo no registrado se prohíbe y condena  en el territorio provincial. El Estado Provincial debe garantizar y promover las acciones tendientes a su erradicación en el sector público y privado.

Art. …: Esta Constitución reconoce como derecho y garantiza la íntegra conformación y  percepción del salario y su movilidad de acuerdo a principios que tutelen y promuevan una existencia digna, los que se concretarán mediante la negociación colectiva tanto en el sector público como privado.

HAIEK – GIANFELICI – ACHARTA – DE LA CRUZ DE ZABAL – DÍAZ (Carlos).

FUNDAMENTOS

La Sección II Régimen económico y del Trabajo de la Constitución Provincial consagra normas referidas a un período histórico determinado de la actividad económico-Laboral de nuestra Provincial, por lo que resulta necesario actualizar sus textos con los nuevos postulados e institutos del Derecho Laboral y así lo formula la ley Nº 9768 en su art. 1 inc. 1.

La propuesta es incorporar estos artículos a la Sección II de Régimen Económico y del Trabajo y tiene como finalidad incluir en nuestra Constitución la ampliación de las bases jurídico-políticas del derecho laboral.

1-Así, concebimos al trabajo como un derecho y un deber social y no como una mercancía, esta declaración debe adquirir rango constitucional a fin de enmarcar la acción del Estado Provincial en las relaciones laborales cualquiera sea la naturaleza de la misma.

Además, cumple una función esencial frente al fenómeno no abordado por políticas de estado respecto a las crisis por la incorporación en escenario del empleo de figuras contractuales civiles, comerciales, la falta de características de dependencia en esas relaciones laborales, las empresas unipersonales, el tele-trabajo, entre otras.

En esta tesitura, es un instrumento de desarrollo y progreso no sólo para el individuo sino también para el conjunto social.

2-Se incorpora el concepto de “trabajo decente”, concepto que nació en el seno de la OIT, que desde sus orígenes promueve el trabajo en condiciones de dignidad y equidad.

No corresponde definir el concepto para no limitarlo, pero podemos afirmar que “el trabajo decente” supone la adopción clara de una posición relacionada con la dignidad de la persona humana.

Tal como sostiene Ermida Uriarte “el trabajo decente es un concepto dinámico, en tanto es también un paradigma o formulación ideal, donde todos los países tiene una meta que no pueden dejar de cumplir, que es el mejoramiento progresivo de las condiciones laborales.

Incorporarlo al texto constitucional implica asignarle a Nuestra Provincia el compromiso de implementar desde su jurisdicción y dentro de la orbita de su competencia planes y programas en los que se promueva el empleo y el trabajo a fin de que “hombres y mujeres por igual puedan lograr trabajar  en condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad, en el cual los derechos son protegidos, con una remuneración adecuada y protección social”1.

En miras al cumplimiento de este fin, se deberán tener cuatro objetivos claros: a) conseguir se respeten los principios y derechos fundamentales en el trabajo; b) crear mayores oportunidades de empleo y de ingresos para hombres y mujeres; c) Extender la protección y Promover el diálogo social.

Este concepto resulta transversal a todo tipo de trabajo ya sea por la forma de contratación o por la calidad del sujeto- trabajador discapacitado, trabajo de mujeres, trabajo infantil, trabajo de extranjeros, entre otros- .

Respecto al trabajo infantil, el mismo constituye una violación a los derechos básicos del niño, incluyendo el derecho a la educación, el derecho a no ser explotado y abusado y el derecho a ser excluido de trabajos que son dañinos para su desarrollo físico, mental, espiritual y moral.

La Convención sobre Derechos del Niño, ratificada por ley Nº 23.849, así como también los Convenios de la OIT ratificados por nuestro país, resultan de contenido dispositivo y programático relativo a la protección de estos derechos.

El Convenio Nº 183 de 1.973 de la OIT ratificado por ley Nº 24.650 de 1.996, establece como principio general que la edad mínima para el empleo no deberá ser inferior a la edad en que cesa la obligación escolar, o en todo caso a los 15 años (art. 2.3), no obstante Argentina hizo uso de la opción prevista en el art. 2.4 que autoriza al “Miembro cuya economía y medios de educación estén insuficientemente desarrollados” para “ previa consulta con las organizaciones de los empleadores y de trabajadores interesados… especificar inicialmente una edad mínima de 14 años.

La ley de Ordenamiento Laboral Nº 25.877 advirtiendo la insuficiencia de inspectores para detectar casos de explotación infantil y de sus sanciones ejemplares para los empresarios que  abaratan sus costos mediante la contratación de chicos, estableció en su art. 35: el Ministerio de Trabajo realizará en todo el territorio nacional acciones coordinadas con las respectivas jurisdicciones de fiscalización para la erradicación del trabajo infantil.

Resulta trascendental la cuestión de protección de la familia, que involucra el trabajo de mujeres, de menores y las políticas de erradicación del trabajo infantil en el mundo.

Análisis aparte merece el tratamiento de los trabajadores discapacitados, por ello consideramos necesario que se de jerarquía constitucional provincial a la promoción de la “inclusión” de trabajadores discapacitados, mediante norma técnicas acordes a cada actividad y/o sector, garantizando el respeto a la diversidad a fin de alcanzar una igualdad justa; calidad de vida mas alta lo que supone tener autosuficiencia y autonomía, (que le permitan ejercer su derecho a formar su familia, atender su salud, su vivienda, su acceso al trabajo).

Para ello, se prevé que se establezcan y controlen los sistemas de selección de personal que garanticen las condiciones, prevean las ayudas técnicas y los programas de capacitación y adaptación necesarios para una efectiva integración de las personas con discapacidad a sus puestos de trabajo.

Con el acceso a la información correspondiente para la verificación del cumplimiento de la normativa vigente.

Se concibe como una Obligación del Estado Provincial indelegable, de hacer efectiva las políticas relacionadas con las personas discapacitadas, controlando el cumplimiento de las normas y principios establecidos en el ordenamiento jurídico.

Promocionar la creación por ejemplo de “talleres de producción” y cualquier otra forma de emprendimiento productivo a fin de garantizar la equitativa inserción socio laboral.

Otro ejemplo sería, el de reconocer y habilitar a través de la autoridad con jurisdicción, la organización de “talleres o grupos laborales protegidos“ a fin de establecer normas de control del cumplimiento del régimen laboral especial que garantice el trabajo registrado el acceso a su jubilación y obra social de acuerdo a principios de onerosidad del contrato con remuneración fijada por la autoridad competente, con jornada laboral especial con protección respecto a tareas insalubres y / o riesgosas; régimen indemnizatorio incluido  accidente de trabajo o enfermedad profesional.

El estado provincial y los municipios deberán elaborar programas de apoyo al empleo garantizando el financiamiento conforme la inclusión de las partidas presupuestarias al efecto.

En el segundo articulo propuesto, se declara la condena del trabajo en negro y las políticas de desempleo. Queda a cargo exclusivo del Estado Provincial, la implementación de políticas para la erradicación de este flagelo.

Se combate el desempleo porque el trabajo es el medio mas digno de satisfacer las necesidades básicas del ser humano y lo dignifica, por lo que la generación de un campo propicio para el crecimiento de la demanda de empleo debería ser uno de los pilares de las políticas de Estado tanto en la Nación como en las Provincias y Municipios.

Si analizamos lo datos oficiales (M.T.) respecto al desempleo a la sub-ocupación y a la proliferación de los planes jefes y jefas de hogar se observa que la desocupación afectó a todo el espectro social: uno de cada cuatro desocupados tiene formación terciaria universitaria o completo estudios superiores o se encuentra trabajando en condiciones que no le permiten cubrir sus necesidades básicas, sumado a la sobre-oferta de mano de obra especialmente entre jóvenes.

Trabajo sin registro:

Uno de cada tres trabajadores está sin registrar (M.T.) 

Desprotección para un importante numero de trabajadores; desfinanciamiento de las prestaciones sociales presentes y futuras; falta de respeto por las normas de la competencia entre empresas, atenta contra la seguridad jurídica y afecta negativamente al sistema de salud2.

Crisis del Sistema Jubilatorio

No solo por la desfinanciación del régimen por el trabajo sin registrar para el caso del régimen de reparto sino por la incertidumbre que provocan las AFJP.

Respecto al último articulo, se pretende incluir la problemática de la Inequitativa distribución del salario y de la Inequitativa distribución de las horas del trabajo

La situación de los Trabajadores extranjeros se contempla en estas normas, al consagrar la protección amplia al trabajador migrante y su familia al plasmar la igualdad de trato. Dicho mandato está consagrado en norma nacional ley migratoria Nº 25.871, que recoge como antecedente la Convención Internacional sobre Protección de todos los Derechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, de ONU, instrumento que se encuentra en proceso de estudio para la ratificación en nuestro país.

Por su parte l Declaración Socio Laboral del MERCOSUR establece en su parte pertinente que: “…todo trabajador migrante independiente de su nacionalidad, tiene derecho a ayuda, protección e igualdad de derechos y condiciones de trabajo reconocidas a los nacionales del país en el que estuvieran ejerciendo sus actividades, de conformidad con las reglamentaciones profesionales de ese país…”. Por ser nuestra provincia limítrofe con países hermanos, esta realidad nos toca muy de cerca.

Por todo lo expuesto invitamos a los Sres. Convencionales a acompañar la presente propuesta.

1 Raúl Horacio Ojeda. Promoción del empleo y del trabajo decente. Rubinzal Culzoni editores. Reforma Laboral ley 25.877. Pág. 133.

2 Gacetilla del Ministerio de Trabajo del 26- 08- 2003.

María M. Haiek – Darío R. Gianfelici – Adriana De la Cruz de Zabal – Emiliano Acharta – Carlos C. Díaz.
–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable.

CX

PROYECTO DE REFORMA
(Expte. Nro. 844)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

INCORPORACION DEL DEPORTE Y LA EDUCACION FISICA EN LA CONSTITUCION DE ENTRE RIOS

Artículo. …….: El Estado Provincial deberá fomentar, coordinar y ejecutar la actividad deportiva y la educación física para todos los habitantes de Entre Ríos,  garantizando las condiciones para su organización y normal desarrollo, fijando los recursos para su promoción e integrando a la comunidad deportiva en dicha ejecución a través de las entidades creadas al efecto.

Artículo. …..: La educación física y el deporte escolar serán financiados por el Estado Provincial con un monto que no deberá ser menor al Uno por Ciento (1 %) del presupuesto educativo que tiene garantizado el Consejo General de Educación.

TALEB

FUNDAMENTOS

Recorriendo la historia de la humanidad observamos que el hombre siempre compitió, en diversas facetas de su vida, desde los albores de los tiempos. A medida que las civilizaciones fueron avanzando, se comenzó a organizar la competencia entre los hombres y más cerca en lo cronológico, la actividad de las diferentes competencias empezaron a ser reglamentadas y ya en tiempos de la civilización griega se sentaron fuertes estructuras para las distintas disciplinas, iniciando el camino el atletismo. Pero ya antes egipcios, persas y chinos tenían diversas justas deportivas organizadas.

El siglo XIX y fundamentalmente el XX marcaron el desenvolvimiento y crecimiento de las actividades deportivas; pero seguramente y unido a ello, la enseñanza de la educación física significó un pilar central y una nueva etapa en la iniciación de niños y jóvenes en la actividad deportiva. Claramente y a medida que la sociedad de la era industrial empezó a lograr un mayor tiempo de ocio, éste fue utilizado en múltiples actividades y el deporte, en sus diversas disciplinas, tomó uno de los lugares primordiales en la vida del hombre moderno.

El deporte ha servido en general para acercar a los pueblos, aún a aquellos que se encontraban en guerra, de allí su importancia como un factor integrador del ser humano.

Hoy el deporte es factor preponderante en la vida de la civilización, con competencias de todas las disciplinas organizadas en todos los niveles, sean éstas locales, provinciales, nacionales o internacionales.

Ubicándonos ya en nuestra Provincia, en estos últimos dieciocho años, desde la sanción de la Ley del Deporte 8.347 (en 1990), se fue realizando un amplio proceso de organización del deporte por parte del estado entrerriano. La creación del Consejo Provincial del Deporte significó el inicio de un camino de participación de las organizaciones del deporte federado, de los municipios y de las autoridades del Estado Provincial en la vida deportiva entrerriana, con la culminación cada año en la Fiesta del Deportista Entrerriano, llevada a cabo luego de la realización de los Juegos Deportivos Entrerrianos. Asimismo y si bien el deporte federado ha ido fortaleciéndose en Entre Ríos, es harto evidente que para lograr un mejor nivel y un mayor número de deportistas se hace absolutamente necesario que el estado entrerriano amplíe la cobertura de educación física a los niños y adolescentes para tener una base cada vez más amplia que nutra al espectro deportivo provincial. En este sentido, y para que esto se cumpla, es imprescindible que la educación física y el deporte escolar tengan un rol preponderante en la vida escolar. 

Lo dice muy bien la Carta Internacional de la Educación Física y el Deporte de la UNESCO en su Preámbulo cuando proclama la idea “de poner el desarrollo de la educación física y el deporte al servicio del progreso humano, favorecer su desarrollo y exhortar a los gobiernos, las organizaciones no gubernamentales competentes, los educadores, las familias y los propios individuos a inspirarse en ella, difundirla y ponerla en práctica”. Indica además en su Artículo Primero: “la práctica de la educación física y el deporte es un derecho fundamental para todos”; “que todo ser humano tiene el derecho fundamental de acceder a la educación física y al deporte, que son indispensables para el pleno desarrollo de su personalidad”; resalta que “el derecho a desarrollar las facultades físicas, intelectuales y morales por medio de la educación física y el deporte deberá garantizarse dentro del marco del sistema educativo como en el de los demás aspectos de la vida social”; “que cada cual, de conformidad con la tradición deportiva de su país, debe gozar de todas las oportunidades de practicar la educación física y el deporte, de mejorar su condición física y de alcanzar el nivel de realización deportiva correspondiente a sus dones”; “que se han de ofrecer oportunidades especiales a los jóvenes, comprendidos los niños de edad preescolar, a las personas de edad y a los deficientes, a fin de hacer posible el desarrollo integral de su personalidad gracias a programas de educación física y deporte adaptados a sus necesidades”. Agrega en el Artículo 2 “que la Educación y el Deporte constituyen un elemento esencial de la educación permanente dentro del sistema global de educación”; “que la educación física y el deporte, dimensiones esenciales de la educación y de la cultura, deben desarrollar las aptitudes, la voluntad y el dominio de sí mismo de cada ser humano y favorecer su plena integración en la sociedad, que se ha de asegurar la continuidad de la actividad física y de la práctica deportiva durante toda la vida, por medio de una educación global, permanente y democratizada”; “que en el plano del individuo, la educación física y el deporte contribuyen a preservar y mejorar la salud, a proporcionar una sana ocupación del tiempo libre y a resistir mejor los inconvenientes de la vida moderna”. “En el plano de la comunidad, enriquecen las relaciones sociales y desarrollan el espíritu deportivo que, más allá del propio deporte, es indispensable para la vida en sociedad”; “que todo sistema global de educación debe atribuir a la educación física y al deporte el lugar y la importancia necesarios para restablecer el equilibrio entre las actividades físicas y los demás elementos de la educación y reforzar sus vínculos”. Yendo al  Artículo 3 manifiesta “los programas de educación física y deporte han de concebirse en función de las necesidades y las características personales de los participantes, así como de las condiciones institucionales, culturales, socioeconómicas y climáticas de cada país. Estos programas han de dar prioridad a las necesidades de los grupos desfavorecidos de la sociedad”. Manifiesta también que “dentro de un proceso de educación global, los programas de educación física y deporte han de contribuir, tanto por su contenido como por sus horarios, a crear hábitos y comportamientos favorables a la plena realización de la persona humana”; “que el deporte de competición, incluso en sus manifestaciones espectaculares, debe seguir estando, según el ideal olímpico, al servicio del deporte educativo, del que es culminación y ejemplo, y ha de permanecer al margen de toda influencia de intereses comerciales fundados en la búsqueda de beneficios”. Ya en su artículo 5 y refiriéndose a lo indispensable que son las instalaciones y materiales adecuados, la UNESCO también indica que “deben preverse e instalarse el equipo y los materiales apropiados en cantidad suficiente para facilitar una participación intensiva y en toda seguridad en los programas escolares y extraescolares de educación física y deporte”; “que los gobiernos, los poderes públicos, las escuelas y los organismos privados competentes deben aunar sus esfuerzos a todos los niveles y concertarse para planificar el establecimiento y la utilización óptima de las instalaciones, el equipo y los materiales destinados a la educación física y el deporte y que en los planes de urbanismo y de ordenación rural se han de incluir las necesidades a largo plazo en materia de instalaciones, equipo y material para la educación física y el deporte teniendo en cuenta las posibilidades que ofrece el medio natural”.

En nuestro país fue un hito la sanción en el año 1974 de la Ley Nacional del Deporte Nº 20655. Se debe indicar que, ya por entonces, no escapaba a los legisladores nacionales la importancia del deporte y la educación física. Por ello  esta norma sancionada hace más de treinta años disponía en el Capítulo I, Artículo 1º) incisos: a) que “La utilización del deporte como factor educativo coadyuvante a la formación integral del hombre y como recurso para la recreación y el esparcimiento de la población; b) La utilización del deporte como factor de la salud física y moral de la población; e) Promoción de una conciencia nacional de los valores de la educación física y del deporte y la implementación de las condiciones que permitan el acceso a la práctica de los deportes de todos los habitantes del país, y en especial de los niños y los jóvenes considerando a la recreación como auténtico medio de equilibrio y estabilidad social; Art. 3º) inciso a) Asegurar la adecuada formación y preparación física y el aprendizaje de los deportes en toda la población, con atención prioritaria en los padres, educadores, niños y jóvenes fomentando el desarrollo de prácticas y competencias deportivas adecuadas a los casos; inciso b) Promover la formación de docentes especializados en educación física y de técnicos en deporte y procurar que tanto la enseñanza como la práctica de los mismos se encuentren orientadas y conducidas por profesionales en la materia; inciso d) Asegurar que los establecimientos educacionales posean y/o utilicen instalaciones deportivas adecuadas; inciso f) Promover la formación y el mantenimiento de la infraestructura deportiva adecuada y tender hacia una utilización plena de la misma: inciso j) Exigir que en los planes de desarrollo urbano se prevea la reserva de espacios adecuados destinados a la práctica del deporte. Capítulo II, Artículo 5º) inciso m) se indica: “Colaborar con las autoridades educacionales competentes para el desarrollo de las actividades deportivas”.

Todo esto nos indica que inclusive antes que la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) realizara su declaración a favor del deporte y la educación física, nuestros hombres políticos habían trazado los lineamientos sobre ésto, con ideas claras y aplicables.

Entre Ríos, con la sanción de la Ley Provincial del Deporte Nº 8.347 muestra que no carece nuestra Provincia de una ley acorde que fomente y apoye el deporte. En efecto, la Ley 8347, aprobada a fines de 1989 y promulgada a inicios del año 1990 ha venido rigiendo la actividad deportiva desde aquel momento. Dicha Ley reitera en forma casi similar todos los principios incluidos en la Carta de la UNESCO. Así en su  primer Capítulo, Artículo 1º), en los siguientes incisos dice: a) resalta que “el deporte, en cualquiera de sus expresiones deberá ser utilizado como factor de salud física y moral de la población, ayudando de esta forma y como educador, a la formación del hombre y la mujer entrerriana; f)  del mismo artículo agrega “Promocionar los valores de la educación física y el deporte desde los ejemplos dados en la Provincia y el País: g) Crear condiciones que permitan el acceso al deporte en todos los habitantes, en especial niños y jóvenes; en el Art. 3º) incisos b) resalta “Promover la formación de docentes especializados en educación física y de técnicos en deporte y procurar que tanto la enseñanza como la práctica de los mismos se encuentren orientadas y conducidas por profesionales en la materia; d) Asegurar que los establecimientos educacionales posean y/o utilicen instalaciones deportivas adecuadas; f) Promover la formación y el mantenimiento de la infraestructura deportiva adecuada y tender hacia una utilización plena de la misma: j) Exigir que en los planes de desarrollo urbano se prevea la reserva de espacios adecuados destinados a la práctica del deporte”. En el Capítulo II, Art. 5º) inciso m) “Colaborar con las autoridades educacionales competentes para el desarrollo de las actividades deportivas”.

Ahora bien, es importante resaltar que a pesar de todos los  considerandos existentes en nuestra Ley del Deporte, tanto la educación física como el deporte escolar carecen al día de hoy de un financiamiento acorde con la inmensa importancia que significa atender las necesidades de la juventud en esta área. En efecto, al día de hoy el área de Coordinación Física del Consejo General de Educación carece de un presupuesto determinado, otorgándosele algunas sumas para cubrir los eventos que se van realizando, por ejemplo intercolegiales, capacitación, compra de material didáctico para desarrollo de las clases que resulta insuficiente ya que solo alcanza a cubrir un escaso 7,5% de la totalidad de escuelas existentes. De allí la necesidad de que se tome muy en cuenta que este área educativa debe contar con un presupuesto fijado por nuestra Constitución como acontece con la instrucción formal, toda vez que hasta el día de hoy se sigue desconociendo la importancia que tiene la educación física como factor de contención social  para niños y jóvenes.

Es necesario resaltar la importancia del Consejo Provincial del Deporte que, creado a partir de la sanción de la Ley 8347, ha sido durante estos últimos 17 años el ente que aglutinó los proyectos, discusiones y desarrollo de muchos programas del deporte entrerriano, con una amplia participación de la dirigencia deportiva de clubes, federaciones, municipios y gobierno provincial.  Si tenemos en cuenta la importancia que tienen en la actualidad los Consejos Consultivos como entes colaboradores para la elaboración de proyectos y planes de desarrollo en diversas áreas, podemos concluir que ya se cuenta en Entre Ríos con una organización que ha sido ampliamente utilizada y que ha tenido en los últimos años un importante protagonismo en la vida deportiva entrerriana. Es indudable que el Co.Pro.DER debe continuar siendo el Consejo Consultivo del Deporte para la provincia de Entre Ríos como un genuino representante de la comunidad deportiva y de su dirigencia.

Por supuesto que también podríamos hacernos eco de lo que diferentes constituciones latinoamericanas dicen con respecto al deporte y la educación física y así, Colombia lo fija en el Artículo 52 de su Constitución de 1991, Ecuador en el Artículo 82 de su Constitución de 1998, Perú en el Artículo 14 de su Constitución de 1993, Brasil en su texto constitucional de 1988 hace una extensa reseña sobre la importancia del deporte dedicándole el Título VIII, Capítulo III y una Sección (la 3ª) “Del deporte”; también Guatemala en su carta madre del año 2002 se refiere al deporte, destinándole inclusive un porcentaje en el presupuesto general de ingresos ordinarios del Estado que no debe ser menor al 3 % del total, definiendo inclusive a qué ítems dedicarán dicho porcentaje. Todo ello no hace más que confirmar que no es desacertada la idea de incluir en nuestra Constitución un artículo que fije qué porcentaje del presupuesto educativo debe estar dedicado a la educación física y el deporte escolar.

Como se puede observar, en uno de los artículos de este proyecto se habla en el mismo de inversiones para la educación física y el deporte escolar, y no caben dudas que si se desea obtener resultados concretos será necesario invertir en el futuro en la escuela y el deporte escolar. Los altos índices de escolarización en Entre Ríos nos brindan el espacio y las condiciones necesarias para el desarrollo de la alfabetización motriz y deportiva de los niños y jóvenes que forman parte del sistema educativo.

No podemos soslayar que toda inversión en educación física genera frutos casi en forma inmediata no sólo como semillero de futuros deportistas que podrán honrar a nuestra provincia con sus logros, sino también como un factor primordial que, según ya se esbozó anteriormente, permite la contención social de un vasto sector de la población, la cual, por su situación económica, generalmente se ve privada de acceder a los beneficios que otorgan dicha actividad. También la promoción de la educación física es importante para la detección temprana de problemas físicos y es factor de prevención de enfermedades.

La promoción de la sana cultura física no sólo es indispensable para sectores de bajos ingresos donde puede llegar a existir déficit en la estimulación familiar sino también es imprescindible para sectores de medianos y altos ingresos donde la tecnología ha hipnotizado a los jóvenes disociando sus vidas de la cultura del cuerpo.

Pero no acaban allí sus bondades sino que la promoción de la educación física en el ámbito escolar permite a los jóvenes socializarse, utilizar sus energías positivamente y canalizar así sus necesidades físicas y expresivas que necesariamente redundan en ser mejores personas y por ende ciudadanos aptos para la vida en comunidad.

Por todo ello, solicito a los Señores y Señoras Convencionales la aprobación del presente Proyecto y la inclusión de estos dos artículos en la Constitución de la Provincia de Entre Ríos.

Raúl. A. Taleb.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 845)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

“La Educación es un Derecho y una Obligación y es deber inexcusable del Estado Provincial proveer la infraestructura necesaria para tornarla en el método más eficaz y capaz de lograr una inclusión social verdadera y único motor indiscutible del ascenso social.

La educación será obligatoria desde preescolar hasta el término de la etapa secundaria.

El Estado promoverá la educación en oficios necesarios para agregarle valor a la producción y a la mano de obra del trabajador entrerriano.”
PÉREZ – HEYDE.

FUNDAMENTOS
Señor Presidente los pueblos que avanzan en el ascenso social, son aquellos que hacen de la educación el centro y eje de su función. En este País debemos recordar el impulso brindado a la educación en las Presidencias del Gral. Juan Domingo Perón, etapa en la cual todos los argentinos sin exclusión tenían acceso a la educación; produciéndose allí el auténtico ascenso social. Somos ejemplo muchos argentinos y entrerrianos, que por generaciones accedimos a estudios superiores, llegando a obtener títulos terciarios y universitarios proviniendo de familias de trabajadores, que antes de el período mencionado, estábamos condenados, con suerte, a continuar con la tarea de nuestros padres o madres, dignísimas ellas, pero sin posibilidad de soñar con estudios superiores.

A los señores convencionales, proveer conformidad a esta propuesta, será un auténtico gesto de justicia social.

María C. Pérez – Mario R. Heyde.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 846)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

“Todos los varones y mujeres de la Provincia gozan del derecho de disponer el control responsable sobre sus decisiones sexuales, incluida la salud sexual y reproductiva, siendo el Estado Provincial el garante de las misma y propenderá a difundir y promocionar intensivamente la educación sexual en todos los niveles de la educación formal e informal.”
HEYDE – PÉREZ

FUNDAMENTOS

Señor presidente: en los tiempos actuales las personas deciden sobre sus vidas y cuando más bajo es su nivel socio-económico, menor es la capacidad de decidir, por desconocimiento y falta de acceso monetario a las precauciones que debe y quiere tener, es cuando las enfermedades de transmisión sexual y un número de hijos que no podrá alimentar y educar llegan.

El Estado como responsable de la vida de los ciudadanos, debe prever y encausar métodos educativos, en la escuela y más allá de ella, que coloquen al alcancen de todos el conocimiento y las herramientas para una salud plena.

Mario R. Heyde – María C. Pérez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 847)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

“Las bancas legislativas: concejales, diputados, senadores y convencionales pertenecen a los partidos políticos por los cuales resultaron electos y accedido a las bancas.”

PEREZ – HEYDE.

FUNDAMENTOS

Es constitucional la participación de los partidos políticos y sólo a través de los mismos se aceptan las candidaturas y se participa en un acto electoral como candidato. Por ello el electorado vota no sólo al candidato/a, sino a una plataforma electoral, presentada por el partido al cual pertenece, su nombre está inserto en una boleta con el nombre del partido. Si el candidato electo, una vez en funciones decide cambiar de partido o integrar un bloque diferente, estará traicionando el voto popular, primer y última instancia de decisión. Señores convencionales, evitar la traición a los designios del pueblo es una de nuestras tareas.

María C. Pérez – Mario R. Heyde.

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

CXIV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 848)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTICULO: Incorporar a la Constitución de la Provincia de Entre Ríos los principios consagrados en los siguientes Pactos, Tratados y Convenciones Internacionales: La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; teniendo éstos jerarquía constitucional y siendo complementarios de los derechos y garantías ya normados con antelación por la Constitución Provincial.

El Estado garantizará a todos los habitantes de la provincia, la protección de los derechos y garantías consagrados en los Pactos, Convenciones y Tratados Internaciones enumerados en el párrafo anterior, facultando a los organismos estatales de derechos humanos a fiscalizar su efectivo cumplimiento, debiendo la Legislatura sancionar una Ley que reglamente su ejercicio.

PÉREZ – HEYDE.

FUNDAMENTOS
Los mismos se realizaran in voce en la Sesión de la Comisión a la que el Proyecto  sea oportunamente girado para su tratamiento.

María C. Pérez – Mario R. Heyde.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXV

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 849)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°: Sustitúyese el artículo 139 de la Constitución Provincial por los siguientes:

ARTÍCULO…..: El Fiscal de Estado es el encargado de defender el patrimonio de la provincia. Es parte legítima y necesaria en los juicios contencioso-administrativos, y en toda controversia judicial en que se afecten intereses del estado provincial. Tiene a su cargo, además, la ejecución judicial de las acreencias, multas y los impuestos provinciales. La ley determinará los casos y la forma en que ejerce sus funciones.

El Fiscal de Estado deberá instar por ante quien corresponda la declaración de nulidad, inconstitucionalidad, ilegitimidad o ilegalidad de todo acto administrativo del Poder Ejecutivo que entienda contrario a los intereses del Estado.

Para ser Fiscal de Estado se requieren las mismas condiciones exigidas que para ser fiscal del Superior Tribunal de Justicia. Es nombrado por el Poder Ejecutivo a propuesta del Consejo de la Magistratura, no pudiendo ejercer la profesión de abogado mientras desempeñe esta función. Es inamovible mientras dure su buena conducta, y es enjuiciable en la misma forma y en los mismos supuestos que los jueces de primera instancia.
El fiscal de Estado tiene autonomía institucional respecto de todos los poderes del Estado, prepara y ejecuta el presupuesto de su repartición; designa su personal que no puede ser removido, trasladado, ascendido o sancionado sin su conformidad.

Artículo 2°: Modifíquese el inc. 17° del art. 135 en cuanto al nombramiento del Fiscal de Estado.

FEDERIK – ROMERO – KUNATH – MARQUEZ – CHIESA.

FUNDAMENTOS

1. Habilitación expresa

El presente proyecto se enmarca en uno de los puntos expresamente habilitados por la ley N° 9.768 que declara la necesidad de la reforma constitucional. En efecto, el art. 1° de dicha ley habilita la revisión, reforma, actualización o modificación por esta Convención Constituyente de los arts. 135, inc. 17° y 139 de la Constitución Provincial.

2. Funciones del Fiscal de Estado

El proyecto concibe diferentes funciones para el Fiscal de Estado, manteniéndose obviamente la principal de llevar a cabo la “representación judicial del Estado Provincial”.

A su vez, se agregó expresamente una función que conforme la redacción del art. 139 actual, escapa a la coordinación del Fiscal de Estado. Me refiero a los procesos judiciales de cobro de deudas tributarias así como multas impuestas por órganos estatales con competencia para ello en virtud del ejercicio del poder de policía.

El segundo artículo proyectado pretende dejar debidamente zanjado las funciones de “control de legalidad” de los actos de gobierno con la función de “asesoría” previa de tales actos de gobierno, que debería quedar a cargo de una Asesoría Letrada de Gobierno.

La referida Asesoría Letrada de Gobierno sería un órgano consultivo, distinto de la Fiscalía de Estado, a cargo de un funcionario político designado y removido directamente por el Poder Ejecutivo, que tendría como función principal efectuar un análisis de legalidad previa a todos los actos de gobierno y como función secundaria –pero no menos importante- la de representar judicialmente al Poder Ejecutivo frente a las demandas interpuestas por la Fiscalía de Estado en el ejercicio de sus funciones en sede judicial de control de legalidad.

3. Requisitos. Nombramiento. Remoción. Estabilidad.

El proyecto mantiene las mismas condiciones exigidas que en la Constitución Provincial de 1933; esto es, que se cumpla con aquellas exigidas para ser fiscal del Superior Tribunal de Justicia.

Se modifica sustancialmente el procedimiento para el nombramiento, asegurándole de tal forma la independencia necesaria para desempeñar sus funciones, especialmente, la de controlar la legalidad de los actos de gobierno. En efecto, se estipula que el Fiscal de Estado sea nombrado por el Consejo de la Magistratura, obviamente, a través de un concurso público de selección

Por último, se establece la incompatibilidad para el Fiscal de Estado de no poder ejercer la profesión de abogado mientras desempeñe esta función y que resulta inamovible en su cargo mientras dure su buena conducta, siendo enjuiciable en la misma forma y en los mismos supuestos que los jueces de primera instancia.

Julio A. Federik – Rosario M. Romero – Sigrid E. Kunath – Luis M. Márquez – Manuela T. Chiesa.

–A la Comisión de Control del Estado.

CXVI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte Nro. 850)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Modifíquese el artículo 44 que quedará redactado de la siguiente manera:

ARTÍCULO 44: Toda enajenación de los bienes del fisco o del municipio, compras y demás contratos susceptibles de licitación se harán bajo esta forma, en audiencia pública asegurando la participación de los organismos de control competentes y, según el caso, de los Colegios Profesionales con vinculación temática y los usuarios, bajo la pena de nulidad y sin perjuicio de las responsabilidades emergentes.

FEDERIK – CHIESA – MÁRQUEZ – KUNATH – ROMERO – BARRANDEGUY.

FUNDAMENTOS

En atención a las modificaciones e incorporaciones que se han aprobado y las que aún se encuentran pendientes de tratamiento referentes a los organismos de control y, de conformidad con las facultades que le son atribuidas a éstos, se propicia la presente modificación para asegurar su participación efectiva en todos los procesos licitatorios.

Julio A. Federik – Manuela T. Chiesa – Luis M. Márquez – Sigrid E. Kunath – Rosario M. Romero – Raúl E. Barrandeguy.

–A la Comisión de Control del Estado.

CXVII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 851)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO. .... El Estado Provincial reconoce y defiende el derecho a la identidad personal de cada uno de sus habitantes. Los organismos y dependencias del Estado tienen la obligación de velar y controlar que todos los habitantes se encuentren debidamente identificados, comunicando inmediatamente al Registro Civil en los casos que correspondiere. No podrá negarse ningún derecho reconocido por el orden jurídico en base a la falta de identificación de una persona. En los procesos por supresión o alteración de la identidad originada en un acto del Estado, las costas del juicio estarán a su cargo.

FEDERIK – CHIESA – BARRANDEGUY – ROMERO – KUNATH – MÁRQUEZ.
FUNDAMENTOS

Se proyecta una norma constitucional en defensa del derecho a la identidad de los habitantes. No sólo entendida para que, con la ayuda Estatal, cada vez más, los datos inscriptos de la población coincidan con la realidad biológica sino también en lo referente al acceso de tales datos propios de parte de quien tuviere dudas.

El proyecto no sólo intenta concretar derechos ya incorporados en nuestro ordenamiento jurídico a través de la Convención sobre los Derechos del Niño y su incorporación en nuestra Constitución Nacional (art. 75, inc. 22º) sino que también procura facilitar la concreción del derecho a través del aseguramiento de un proceso judicial libre de costos para quien tuviere dudas sobre su filiación o suponga que le fue suprimida o alterada su identidad real.

En igual sentido, se proyecta una norma que inserta un deber directo para los empleados y funcionarios de organismos y dependencias del Estado por cuanto tienen la obligación de velar y controlar que todos los habitantes se encuentren debidamente identificados, debiendo comunicar inmediatamente al Registro Civil en los casos que correspondiere. Especialmente, cada Director de escuela es responsable de la identificación de todos sus alumnos desde el momento de su ingreso.

Por último, y a fin de evitar el impedimento práctico al acceso a la salud pública o a la educación pública que sufren aquellos niños no inscriptos, se fija el principio de que no podrá negarse ningún derecho reconocido por el orden jurídico en base a la falta de identificación de las personas.

Julio A. Federik – Manuela T. Chiesa – Raúl E. Barrandeguy – Rosario M. Romero – Sigrid E. Kunath – Luis M. Márquez.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXVIII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 852)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

ARTÍCULO…: La Asesoría Letrada de Gobierno es un órgano consultivo del Poder Ejecutivo, tiene a su cargo el control previo de legalidad y legitimidad de los actos administrativos.

Representa al Poder Ejecutivo en aquellos procesos en que la Fiscalía de Estado, en ejercicio de sus funciones, insta la declaración de nulidad, inconstitucionalidad, ilegitimidad o ilegalidad de un acto administrativo.

La AsesorÍa Letrada de Gobierno estará a cargo un Asesor, que deberá ser abogado, el que será designado y removido directamente por el Poder Ejecutivo.

FEDERIK – CHIESA – ROMERO – KUNATH – BARRANDEGUY – MÁRQUEZ.

FUNDAMENTOS

El artículo proyectado pretende dejar debidamente delimitadas las funciones de “control de legalidad” de los actos de gobierno con la función de “asesoría” previa de tales actos de gobierno que, como se proyecta, debería quedar a cargo de la Asesoría Letrada de Gobierno.

La referida Asesoría Letrada de Gobierno sería un órgano consultivo, distinto de la Fiscalía de Estado, a cargo de un funcionario político designado y removido directamente por el Poder Ejecutivo, que tendría como función principal efectuar un análisis de legalidad previa a todos los actos de gobierno y como función secundaria –pero no menos importante- la de representar judicialmente al Poder Ejecutivo frente a las demandas interpuestas por la Fiscalía de Estado en el ejercicio de sus funciones en sede judicial de control de legalidad.

Julio A. Federik – Manuela T. Chiesa – Rosario M. Romero – Sigrid E. Kunath – Raúl E. Barrandeguy – Luis M. Márquez.

–A la Comisión de Control del Estado.

CXIX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 853)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art 1º: Incorpórense al artículo  25 de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos los siguientes segundo, tercero y cuarto apartados:

Segundo Apartado: 

Acción de amparo. “Toda persona física o jurídica tiene derecho a interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente, amenace, restrinja, altere, impida o lesione de manera manifiestamente ilegitima o arbitraria, derechos y garantías reconocidos por la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales, esta Constitución y las leyes nacionales o provinciales y los tratados interjurisdiccionales en los que la Provincia sea parte.

Procederá la acción de amparo ambiental contra cualquier acto u omisión de autoridad pública o de un particular, sea una persona física o jurídica, que en forma ilegítima, lesione, restrinja, altere, impida o amenace intereses difusos o colectivos de los habitantes, en relación con la preservación, protección y conservación del medio ambiente, tales como la conservación del aire, el agua, el suelo, la flora, la fauna y el paisaje; la preservación del patrimonio histórico, cultural, artístico, arquitectónico y urbanístico; la correcta elaboración, almacenamiento, transporte y comercialización de mercaderías destinadas a la población, el manejo y la disposición final de residuos; la tutela de la salud pública y en general; en defensa de los valores del ambiente, reconocidos por la comunidad.

Los jueces pueden declarar de oficio la inconstitucionalidad de la norma en que se funda el acto u omisión lesiva”.

Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las personas jurídicas que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización”.

Tercer apartado: 

Hábeas Data. Toda persona, podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. 

No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística.” 

Cuarto apartado:

Amparo por mora de la Administración Pública. "Para el caso de que esta Constitución, una ley u otra norma impongan a un funcionario, repartición o ente público administrativo un deber concreto a cumplir en un plazo determinado, toda persona afectada que fuere parte en un expediente administrativo puede demandar su cumplimiento judicialmente promoviendo acción de amparo por mora en la Administración Pública y peticionar la ejecución inmediata de los actos que el funcionario, repartición o ente público administrativo se hubiera rehusado a cumplir. Presentada la acción, el juez se expedirá sobre su procedencia, teniendo en cuenta las circunstancias del caso, y si lo estimare pertinente requerirá a la autoridad administrativa interviniente que, en el plazo que le fije, informe sobre las causas de la demora aducida. La decisión del juez será inapelable. Contestado el requerimiento o vencido el plazo sin que se lo hubiere evacuado, previa comprobación sumaria de los hechos denunciados, de la obligación legal y del interés del reclamante, el juez librará mandamiento judicial para que en el plazo que prudencialmente establezca según la naturaleza y complejidad del dictamen o trámite pendiente resuelva las actuaciones bajo apercibimiento de aplicar una multa diaria por cada día de retraso a la Administración Pública sin perjuicio de las sanciones civiles y penales en que incurra el funcionario público a cuyo cargo estaba a cargo el cumplimiento de la orden judicial. El incumplimiento de la orden judicial será considerada causa grave y causal de exoneración.

MONGE

FUNDAMENTOS

Honorable Convención Constituyente:

La Constitución Provincial de 1933 que fuera precursora del amparo en el país, ha quedado desactualizada respecto a las nuevas constituciones provinciales reformadas luego de 1994. 

La tradición amparista en nuestra Provincia, ha sido resaltada por el STJER en innumerables fallos: "...la doctrina judicial emergente de innumerables pronunciamientos de los distintos Tribunales de esta  Provincia a través de una señera tradición amparista ya  sexagenaria... (p. ej., S.T.J.E.R., 14/6/37, in re:  "Piris, Martín", cit. por Béhèran, Roberto, "El amparo y las acciones de ejecución y prohibición en Entre Ríos", pág. 30,  nº 1.11.3., nota 47, Delta Ed., Paraná, 1995".[1], agregándose en otro fallo:   “…con una tradición amparista de más de seis décadas, precediendo casi un cuarto de siglo el reconocimiento por la Corte Suprema de Justicia de esta garantía, la Provincia de Entre Ríos al reglamentar los arts.25, 26 y 27 de su Constitución Local ha establecido un procedimiento sumarísimo en la Ley 8369/90 que permite la tramitación del amparo,..”[2]

Esta es la oportunidad para mejorar la redacción referida al amparo genérico, actualizando su contenido acorde con los antecedentes jurisprudenciales existente, tanto en la provincia como en el ámbito nacional, tomando como referencia además las redacciones de las constituciones provinciales modificadas luego de la reforma a la constitución nacional de 1994.

La redacción propuesta, se compadece con el art. 1° de la ley 8369 y este nuevo texto complementará y enriquecerá el art. 1° de la ley 8369 que fuera sancionado antes de la reforma de 1994.

La ampliación del artículo 25 –mediante la incorporación de nuevos párrafos- de nuestra constitución nos parece apropiada, respetando y manteniendo el número que actualmente tiene. De esta manera la referencia al amparo en viejos y valiosos antecedentes jurisprudenciales seguirán teniendo vigencia.

La Ley N° 9768, -que declara la necesidad de la reforma de la constitución provincial- permite ampliar y mejorar en general el contenido de los derechos  de los entrerrianos. En el art. 4° establece: que “ La Convención Constituyente no podrá bajo pena de nulidad absoluta…apartarse de la competencia establecida en la presente Ley” y  específicamente bajo el título “Deberá abstenerse de…Eliminar o modificar los principios, declaraciones, derechos y garantías contenidos en los artículos….23, 24, 25, 26, 27,… de la Constitución Provincial, lo que autoriza implícitamente a mejorarlos.

Además en el art. 1, “autoriza a incorporar”, en el inc. 1), expresamente el reconocimiento del medio ambiente; en el 13) los derechos de los consumidores y usuarios de bienes y servicios públicos; en el 14) los intereses difusos y colectivos y su tutela a partir de acciones judiciales específicas; en el 15) la acción de hábeas data u otra de protección de datos personales; en el inc. 16) el reconocimiento al derecho a la salud, bajo los principios de universalidad, integridad y gratuidad…”.

Por último se incorpora el amparo por mora en la administración pública, siguiendo los lineamientos que desde hace más de treinta años rige en el orden nacional desde la entrada en vigencia de la ley 19.549/72.

El writ of mandamus –acción de ejecución- previsto en el art. 26 de la actual constitución entrerriana, guarda alguna similitud con el actual “amparo por mora” [3] pues ambos son remedios tendientes a proteger al perjudicado por la inacción de un funcionario a autoridad pública. Refiriéndose a “los amparo por mora” en las nuevas constituciones provinciales, Miguel Carrillo Bascary, dice que “Estas especies de la institución son relativamente novedosas para el derecho argentino, consagran las formas surgidas del ámbito del common law, conocidas como “mandamus” (amparo ante la inacción de una autoridad pública obligada a una conducta precisa por la ley o reglamentos) y el “injuction” (amparo contra la acción de autoridad pública en contra de las regulaciones). [4] Reconoce este autor que “destacado precedente lo constituye Entre Ríos cuya carta fundamental sancionada en 1933 legisló tanto el “mandamus” como el “injuction” en sus arts. 26 y 27 respectivamente” [5]

El STJER ha dicho que: “El amparo por mora de la administración no se encuentra regulado expresamente en la Ley de Procedimientos Constitucionales que, no obstante, admite implícitamente su procedencia, resultando de factible viabilidad conforme a la normativa regulatoria del procedimiento de la acción específica de ejecución (cfme.: arts. 25, sigts. y ccdts., Ley N º8369) o de la acción genérica de amparo (cfme.: arts.1º a 24º, ley cit.)”.[6]

Lo expuesto nos lleva a proponer su inclusión en el texto constitucional como lo han hecho las constituciones de San Juan [7], San Luis, Santiago del Estero. [8].

En la Provincia de Tucumán, el Código Procesal Constitucional -Ley n° 6.944 prom. 2.3.1999 pub. 8.3.1999, establece, en el Art. 70.- “Amparo por mora de la administración. Cuando la Constitución, la ley u otra norma con fuerza de ley imponga a un funcionario, repartición o ente público administrativo un deber concreto de cumplir en un plazo determinado y la administración fuere morosa en la tramitación de un expediente administrativo, toda persona afectada que fuere parte del mismo puede solicitar al Tribunal en lo Contencioso Administrativo, libre orden de pronto despacho”. 

“Dicha orden es procedente cuando la autoridad administrativa ha dejado vencer los plazos fijados y en caso de no existir éstos, si hubo una irrazonable demora en su tramitación sin emitir el dictamen o resolución de mero trámite o de fondo que requiere el interesado”.

“Presentado el petitorio, el Tribunal se expide sobre su procedencia, teniendo en cuenta las circunstancias del caso, y si lo estima pertinente requiere a la autoridad administrativa interviniente, en el plazo que le fije, informe sobre las causas de la demora aducida. La decisión del Tribunal es inapelable. Contestado el requerimiento o vencido el plazo sin que se lo haya evacuado, resuelve librar la orden para que la autoridad administrativa responsable despache las actuaciones en el plazo que se establezca en atención a las circunstancias del caso”.

“La desobediencia a la orden de pronto despacho es puesta en conocimiento de la autoridad superior correspondiente a los mismos a los efectos de la sanción disciplinaria que proceda y a la Justicia Penal. Asimismo faculta al Tribunal a aplicar, a petición de parte, las sanciones pecuniarias compulsivas y progresivas tendientes al cumplimiento de su decisión, cuyo importe es en beneficio de la parte perjudicada por el incumplimiento. La condena será graduada prudencialmente por el Tribunal de acuerdo a las circunstancias del caso y a la entidad de la desobediencia, previa intimación, bajo apercibimiento por el término de cinco (5) días.

“En el supuesto de quedar expedita la acción judicial por aplicación del artículo 19 de la Constitución Provincial, no serán de aplicación las sanciones previstas en el presente artículo”.

En suma por las razones expuestas y las que estamos dispuestos a brindar en oportunidad de su consideración, impetramos la aprobación de la iniciativa que antecede, la que para su confección se ha tenido en cuenta la ponencia presentada por el Dr. Roberto Béhèran, que fuera aprobada en el VII Congreso Provincial de Derecho celebrado en la ciudad de Concordia los días 5,6 y 7 de agosto del año 2000, su libro citado precedentemente y su asesoramiento.

[1] Superior Tribunal de Justicia de Entre Ríos, Sala Penal, fallo del 26/9/1995, en autos "Asselborn de Morinico, Stella Maris c/ Sup. Gbno. de la Provincia - Acción de Amparo" Jdo. Civ. y Com, Villaguay. Voto Dr. Carubia, adhesión de los restantes vocales. 

[2] STJER, Sala Penal, fallo del 22/9/1995, en autos  "González, Conrado Ramón c/ Poder  Ejecutivo Provincial- Acción de Amparo" [Jdo. Correccional Nº 2 - Paraná, voto Dr. Carlín al que se adhirieran los restantes vocales, publicado en "Jurisprudencia de las Cortes y Superiores Tribunales de Provincia", t. IV, "Recurso de Amparo", Abeledo Perrot, pág. 135.

[3] Cftr. Béhèran, Roberto, “El amparo y las acciones de ejecución y prohibición en la Provincia de Entre Ríos” Delta Editora, 1995, Capítulo Cuarto, pág. 100/104.

[4]  Miguel Carrillo Bascary “Novedad sobre el amparo en las recientes constituciones Provinciales”,.. 1988 pág. 688.

[5]  Miguel Carrillo Bascary “Novedad sobre el amparo en las recientes constituciones Provinciales”,.. 1988 pág. 689, nota (8). Actualmente se encuentran reglamentados en los arts. 25 y 26 de la ley de procedimientos constitucionales, nº 8369. 

[6] Cftr. STJER, Sala Penal, 7/5/199, en autos “Aimone, Victoria  c/Caja de Jubil. y Pens. de  E. R. - Acción de ejecución"- Jdo. Civ. y Com., Victoria, voto Dr. Carubia, adhesión Dr. Chiara Díaz; ídem. "Afranchino, Juana E. y Otras c/ Caja de Jubil. y Pens. de E.R. - Acción de Ejecución", fallo del 20/5/1997, voto Dr. Chiara Díaz, adhesión Dr. Carubia, abstención Dr. Carlín.

[7] Amparo por mora artículo 41 Constitución de San Juan: “Toda persona que sufriere un perjuicio material, moral o de cualquier naturaleza, por incumplimiento del deber que una ley u ordenanza imponga a un funcionario o entidad pública en forma expresa y determinada, puede demandar ante el juez competente la ejecución inmediata del o los actos que el funcionario o entidad pública rehusa cumplir. El juez previa comprobación sumarísima de los hechos denunciados y el derecho invocado, librará el mandamiento encaminado a exigir el cumplimiento inmediato del deber omitido.

[8] Artículo 61 de la Constitución de Santiago del Estero: “Amparo por mora. En los casos que esta Constitución, una ley u otra norma impongan a un funcionario, repartición o ente público administrativo, un deber concreto a cumplir en un plazo determinado, toda persona afectada puede demandar su cumplimiento judicialmente y peticionar la ejecución inmediata de los actos que el funcionario, repartición o ente público administrativo hubiera rehusado cumplir. La ley reglamentará el ejercicio de esta garantía”.

Jorge D. Monge.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXX

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 854)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 47, inc. 3º. Esta Constitución garantiza el pleno ejercicio de los derechos políticos a todos los ciudadanos y la igualdad real de oportunidades entre varones y mujeres para el acceso a los cargos electivos, conforme la Ley electoral que reglamente su ejercicio.

ACEVEDO MIÑO

Sr. Presidente:

El artículo 1º, Apartado 1º de la Ley Provincial Nº 9768 que declaró la necesidad de reforma de nuestra Constitución Provincial, autorizó la reforma del artículo 47, inciso 3º de la Constitución vigente.

El mismo, establece que “La Legislatura dictará la ley electoral que será uniforme para toda la provincia y reconocerá por base las prescripciones siguientes: … 3' El reconocimiento del derecho de sufragio a la mujer, en el orden provincial o municipal, o en ambos a la vez podrá ser hecho por la Legislatura con carácter facultativo u obligatorio”.

Como se puede apreciar, la ley electoral a dictarse por la Legislatura – según el texto a reformar - no será obligatoriamente reconocedora de los derechos electorales femeninos, toda vez que se le otorga carácter facultativo al reconocimiento de tales derechos.

Esta realidad choca de frente con la actualidad normativa constitucional y de derecho internacional de nuestro país, según las reformas que durante décadas se han hecho en nuestro sistema normativo, tales como el régimen electoral nacional, y el reconocimiento de la igualdad real de oportunidades plasmado en la Constitución Nacional reformada en 1994.

Han sido muchos los adelantes en materia de igualdad real de oportunidades entre ambos sexos, por lo que a nuestro juicio la redacción de la Constitución provincial en cuanto a este punto amerita ser modificada.

Así, elevamos la igualdad real de oportunidades a rango constitucional, estableciendo que “El sistema electoral provincial garantiza la igualdad de derechos electorales entre ambos sexos, el derecho de sufragio y el derecho a ser elegido, conforme la Ley electoral que reglamente tales derechos”.

La igualdad de trato y la no discriminación electoral no deben ser aplicadas solamente por razones de sexo. Tanto el Pacto de San José de Costa Rica, cuanto el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y su protocolo facultativo, contienen cláusulas antidiscriminatorias de carácter general, en relación con el derecho de todos los ciudadanos a tener acceso a las funciones públicas de sus respectivos países. En tal sentido estimamos que el texto propuesto cuadra perfectamente con tal motivación.

Por las razones expuestas, Sr. Presidente, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de reforma.

Martín J. Acevedo Miño.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXI

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 855)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo nuevo. Se prohíbe la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas de administración o de emergencia pública, por el término máximo de sesenta (60) días, y dentro de las bases de la delegación que el Poder Legislativo establezca.

La caducidad resultante del transcurso del plazo previsto en el párrafo anterior será automática, pero no importará revisión de las relaciones jurídicas nacidas al amparo de las normas dictadas en consecuencia de la delegación legislativa.

ACEVEDO MIÑO.

Sr. Presidente:

La Ley Provincial Nº 9768 que declaró la necesidad de reforma de nuestra Constitución Provincial, autorizó la introducción del instituto de la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo provincial, ya vigente en el orden nacional.

El artículo 76 de la Carta Magna nacional, establece que “Se prohíbe la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas de administración o de emergencia pública, con plazo fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la delegación que el Congreso establezca. La caducidad resultante del transcurso del plazo previsto en el párrafo anterior no importará revisión de las relaciones jurídicas nacidas al amparo de las normas dictadas en consecuencia de la delegación legislativa”.

De tal modo, es necesario posibilitar la facultad del Poder Legislativo provincial en delegar facultades en el Poder Ejecutivo, pero imponiéndole expresos requisitos y plazos de caducidad automáticos. Calificada doctrina nacional la ha admitido, aún cuando arrecian detractores de tal concesión del poder legislativo al ejecutivo (en el orden nacional). Quiroga Lavié, por ejemplo, sostiene que la propia Corte nacional ha convalidado dicha delegación en el recordado caso “Delfino”, cuando luego de sostener enfáticamente que estaba prohibida en nuestra Constitución, vino a sostener, en el mismo fallo, que en le caso no se había producido una delegación legislativa, sino simplemente una utilización de la potestad reglamentaria del entonces art. 86 inc. 2. La Corte sostuvo que cuando el Ejecutivo llenaba los vacíos de la ley, aunque se creasen nuevas obligaciones o se restringiese un derecho, ello no era legislar, sino la reglamentación ejecutiva autorizada por la Constitución (Fallos 148:130)

En nuestro proyecto se posibilita, pues, la delegación, sólo en materias determinadas de administración, o en situaciones de emergencia pública. No se podrá delegar facultades, por tanto, en otras materias de potestad estrictamente legislativa.

Asimismo, consideramos que el plazo de sesenta días de delegación, se justifica, ante determinados hechos políticos, sociales, económicos, medioambientales, o de otra naturaleza, que justifiquen tal delegación.

La razón de ser de dicho límite temporal es que funcionaría como un “receso” del Poder Legislativo en la materia delegada, dada su similitud de extensión temporal entre el receso ordinario legislativo y la delegación legislativa proyectada.

De este modo, quedará redactado el artículo de la siguiente manera: “Se prohíbe la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas de administración o de emergencia pública, por el término máximo de sesenta (60) días, y dentro de las bases de la delegación que el Poder Legislativo establezca. La caducidad resultante del transcurso del plazo previsto en el párrafo anterior será automática, pero no importará revisión de las relaciones jurídicas nacidas al amparo de las normas dictadas en consecuencia de la delegación legislativa”.

Finalmente cuadra advertir que en todo el mundo se legisla a partir de delegaciones legislativas, efectuadas por el congreso a los gobiernos. En los Estados Unidos esa práctica ha sido convalidada por la Corte Federal en la medida en que el Congreso haya establecido “estándares inteligibles”  para su implementación que puedan ser controlados luego por el propio Congreso o por los jueces (caso Panamá, 293 US 388, 1935, entre otros). En Francia la delegación legislativa fue justificada por Duguit (ver Traité de Droit, París, 1924, tomo 4, págs. 661 y sgtes). Situaciones similares se han dado en Alemania y en España.

De todos modos, Sr. Presidente, consideramos que una cláusula como la propuesta, de la que esperamos justamente que no se haga un uso indiscriminado en desmedro de la sagrada función de los cuerpos deliberativos en cualquier república que se precie de tal, debería ser aprobada precisamente en estos términos.

Por las razones expuestas, Sr. Presidente, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de reforma.

Martín J. Acevedo Miño.

–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular.

CXXII

PROYECTO DE REFORMA

(Expte. Nro. 856)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 135, inciso 17: Nombrar con acuerdo del Senado y previo concurso de oposición y antecedentes al Contador, Tesorero y Director General de Escuelas.

Nombrar con acuerdo del Senado a los vocales del Consejo General de Educación y los demás funcionarios para los cuales la ley establezca esta forma de nombramiento.

Artículo 135 inciso 19: Nombrar con acuerdo del Senado y a propuesta en terna vinculante del Consejo de la Magistratura a los Jueces de todas las instancias y fueros, a los integrantes del Ministerio Público en todas sus instancias, al Fiscal de Estado y a los miembros del Tribunal de Cuentas. 

Pasados treinta días hábiles desde la comunicación de la terna, se considerará que el Poder Ejecutivo ha optado por el primer concursante en el orden de mérito. Pasados otros treinta días sin que el Senado se expida se considerará que ha prestado el acuerdo a dicho concursante.

El Poder Ejecutivo deberá fundar suficientemente su opción por el segundo o tercer concursante.

Artículo 154: Los Jueces de todas las instancias y fueros y los integrantes del Ministerio Público en todas sus instancias son designados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado previa propuesta en terna vinculante del Consejo de la Magistratura.

Artículo 163: Toda vacante en la magistratura deberá ser provista dentro del término de treinta días de producida. En caso contrario, el Superior Tribunal proveerá a la designación con carácter provisorio por el plazo máximo de un año y no podrá cubrirse el cargo de la misma forma hasta tanto se cumpla con la designación de acuerdo al artículo 154. Serán nulas todas las resoluciones que dicten los Jueces provisorios pasado el término mencionado precedentemente.

Artículo xx: El Consejo de la Magistratura se integra con ocho miembros titulares, con sus respectivos suplentes elegidos de la siguiente forma:

1. Dos abogados matriculados en el Colegio de Abogados de Entre Ríos, en el ejercicio activo de la profesión, elegidos por el voto directo de sus pares. Deben tener domicilio real en la Provincia.

2. Dos magistrados o funcionarios judiciales del Poder Judicial de la Provincia, en actividad, elegidos por el voto directo de sus pares.

3. Dos profesores titulares regulares o eméritos de cátedras universitarias de facultades de Derecho, ambos con domicilio real en la Provincia. Estos Consejeros pueden ser magistrados jubilados o abogados jubilados como tales. No podrán ser ambos profesores Jueces o funcionarios judiciales en actividad. Tampoco podrán ser ambos representantes abogados matriculados.

4. Un representante de organizaciones sociales, profesionales o sindicales, con personería jurídica o gremial, con domicilio en la Provincia. 

5. Un representante de los empleados titulares del Poder Judicial de la Provincia, del Tribunal de Cuentas o de la Fiscalía de Estado, según el caso, elegido por el voto directo de sus pares.

Para la selección de los funcionarios del Tribunal de Cuentas el Consejo se integrará, además, con un representante de los profesionales en Ciencias Económicas matriculados en la Provincia, elegido por el voto directo de sus pares y un profesor titular, regular de cátedra universitaria de la carrera de Ciencias Económicas. 

Los Consejeros duran cuatro años en sus funciones y no pueden ser reelegidos sin un intervalo de un periodo completo por lo menos. Designan a su Presidente y tienen los mismos requisitos e inmunidades que los Jueces de Primera Instancia. Son removibles por Juicio Político y se desempeñan ad honorem.

No pueden ser Consejeros los representantes mencionados en los incisos 1; 3 y 4 que sean contratistas, asesores, apoderados, funcionarios, empleados o contratados del Estado Provincial o de sus Municipalidades.

Artículo xx: El Consejo de la Magistratura tiene únicamente las siguientes atribuciones excluyentes:

1. Seleccionar mediante concurso público de antecedentes, oposición y entrevistas públicas a los integrantes de las ternas de candidatos para Jueces y Ministerio Público, en todas las instancias y fueros, Fiscal de Estado y miembros del Tribunal de Cuentas.

2. Comunicar dicha selección al Poder Ejecutivo de conformidad con lo previsto por el art. 135, inciso 19.

3. Dictar su propio reglamento de funcionamiento y administración.

4. Ejercer facultades disciplinarias sobre sus miembros y empleados.

5. Administrar los fondos que le asigne el presupuesto para cumplir con las demás funciones mencionadas en este artículo.

ACEVEDO MIÑO.

FUNDAMENTOS

La propuesta del presente proyecto pretende dotar de jerarquía constitucional al  Consejo de la Magistratura como sistema de selección de Jueces y miembros del Ministerio Público y otros  funcionarios especificados en la norma.

Como sabemos, la figura del Consejo de la Magistratura tiene su reconocimiento a nivel nacional a partir de la reforma de 1994, que en el artículo 114 dispone: “El Consejo de la Magistratura, regulado por una ley especial sancionada por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara, tendrá a su cargo la selección de los magistrados y la administración del Poder Judicial. El Consejo será integrado periódicamente de modo que se procure el equilibrio entre la representación de los órganos políticos resultante de la elección popular, de los jueces de todas las instancias y de los abogados de la matrícula federal. Será integrado, asimismo, por otras personas del ámbito académico y científico, en el número y la forma que indique la ley...” 

Cabe destacar, que la norma citada, hace alusión a una ley especial que debe reglamentar el Consejo de la Magistratura. Es la misma a la que luego hace referencia el artículo 115 de la Constitución Nacional para la determinación de la integración y el procedimiento del jurado de enjuiciamiento al que se encomienda la competencia destitutoria de los jueces federales de los tribunales inferiores. Claro esta, que dicha ley requiere ser sancionada por mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara. (Conf. BIDART CAMPOS, Germán. Manual de la Constitución Reformada, T.III, Ediar, Buenos Aires, 2005, p. 369/370).

No obstante, la amplísima discreción deparada al Congreso Federal por el artículo 114 de la Constitución Nacional, esta norma de desarrollo institucional resguarda los derechos de las minorías políticas y de los Estados provinciales, al exigir que la ley reglamentaria sea sancionada por la mayoría absoluta de la totalidad de los miembros de cada Cámara.

La incorporación del Consejo de la Magistratura al sistema judicial argentino respondió a la necesidad de sanear y hacer más eficaz la designación de magistrados y o la remoción de los jueces, apartándolas de consideraciones y disputas político- partidarias.

De todos modos, se sostuvo que el Consejo constituía un órgano ajeno a la tradición judicial argentina, ya que provenía de un sistema –el continental europeo- en el que el judicial no constituía estrictamente un poder del Estado, por lo cual su creación allí había significado algún grado de independencia de la judicatura respecto al Poder Ejecutivo, situación que no se daba en la organización constitucional argentina.

Sin embargo, y aunque implicó un cambio sustantivo en torno a la organización del Poder Judicial, los convencionales constituyentes estaban facultados para operar la reforma judicial y la solución que arbitraron no vulneró ningún principio de la república democrática. (Conf. GELLI, María Angélica, Constitución de la Nación Argentina -Comentada y Concordada-, La Ley, Buenos Aires, 2001, p. 683/684).

Es decir que, en el sistema nacional, el Consejo de la Magistratura no es un órgano “extrapoder” que éste fuera del Poder Judicial, sino que “orgánicamente” lo integra. En efecto, el Consejo de la Magistratura es un órgano integrado dentro del poder judicial, con competencias –no judiciales- que son propias de dicho poder, y que antes de la reforma de la Constitución Nacional de 1994 incumbían a los órganos judiciales.

En conclusión, aunque el artículo 144 de la Constitución Nacional no menciona la naturaleza institucional del Consejo de la Magistratura, claro es que por su ubicación dentro de nuestra Carta Magna, para los Convencionales Constituyentes nacionales el Consejo de la Magistratura forma parte del Poder Judicial, desde luego sin funciones jurisdiccionales.

Consideramos válido hacer referencia al Consejo de la Magistratura de la Provincia del Neuquén, ya que fue incorporado recientemente a través de la reforma constitucional del año 2006. Además dado que el Consejo de la Magistratura de la Provincia del Neuquén goza de algunas particularidades, en relación a otros, por ejemplo, el predominio de la representación de origen político y la minimización de la presencia de jueces. No obstante, también debe mencionarse que en dicha provincia, se adoptó expresamente la teoría de que el Consejo de la Magistratura es un órgano extrapoder, al que la nueva sistemática constitucional le dedica un título propio, el V. (Constitución de Neuquén, artículo 249).

En cuanto a las facultades, funciones e integración de éste organismo, son divergentes las opiniones de los operadores, debido a que se trata de aspectos sumamente importantes, en tanto de ellos depende la efectividad del sistema para lograr sus fines. 

Por su parte, el articulo 114 de la Constitución Nacional establece: “…Serán sus atribuciones: 1. Seleccionar mediante concursos públicos los postulantes a las magistraturas inferiores. 2. Emitir propuestas en ternas vinculantes, para el nombramiento de los magistrados de los tribunales inferiores. 3. Administrar los recursos y ejecutar el presupuesto que la ley le asigne a la administración de justicia. 4. Ejercer facultades disciplinarias sobre magistrados. 5. Decidir la apertura del procedimiento de remoción de magistrados, en su caso ordenar la suspensión, y formular la acusación correspondiente. 6. Dictar los reglamentos relacionados con la organización judicial y todos aquellos que sean necesarios para asegurar la independencia de los jueces y la eficaz prestación de los servicios de justicia. ”

En la provincia de Entre Ríos, el decreto 39/2003 (Publicado en el BO el 15/12/2003) ha significado una experiencia razonablemente positiva. En tal sentido, creó en la provincia el Consejo de la Magistratura, como órgano asesor permanente del Poder Ejecutivo Provincial, estableciendo como competencia exclusiva y excluyente proponerle, mediante concursos públicos y ternas vinculantes, la designación de los integrantes del Ministerio Público, pupilar y fiscal en cualquiera de las instancias, jueces, con exclusión de los Jueces de Paz, y vocales de cámaras, excluyendo el nombramiento de los vocales del Superior Tribunal de Justicia, del Defensor por ante ese Tribunal y del Fiscal General.

Asimismo, en cuanto a su composición, el artículo 2 del decreto dispone que “estará integrado por nueve (9) miembros de acuerdo a la siguiente composición: a) El Secretario de Justicia de la Provincia, en representación del Poder Ejecutivo. b) Dos representantes de los abogados, designados por el voto directo de los profesionales matriculados en el Colegio de Abogados de Entre Ríos. c) Dos representantes de los magistrados y funcionarios judiciales, elegido por el voto directo de los mismos. d) Dos académicos, un magistrado o funcionario judicial y un abogado, profesores universitarios titulares, asociados o adjuntos ordinarios, con domicilio real en la Provincia de Entre Ríos, uno perteneciente a la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional del Litoral, elegido por el consejo directivo de la misma y el restante a la Facultad de Derecho de la Universidad Católica Argentina (subsede Paraná), elegido por el voto directo de su claustro docente. e) Un representante de los empleados del Poder Judicial de Entre Ríos elegido por el voto directo de los mismos. f) Un representante de las organizaciones sociales, con personería jurídica y/o gremial al momento del dictado del presente decreto y cuyo objeto social tenga vinculación con la defensa del sistema democrático, de los derechos humanos y del sistema republicano de gobierno. A estos efectos, la Secretaría de Justicia abrirá un registro de las mismas y procederá a su ulterior convocatoria para la elección del representante”.

Sin embargo, aunque nuestra provincia cuente con el organismo pertinente, es necesario reasegurar la creación del Consejo de la Magistratura mediante su incorporación en el texto constitucional. A tal fin pasaremos a explicar los fundamentos de cada una de las disposiciones propuestas:

1. Selección de los miembros del Poder Judicial.

a. Miembros del Superior Tribunal de Justicia.

Existe un amplio consenso en cuanto a que el Consejo es el encargado de seleccionar a los Jueces de Primera y de Segunda Instancia así como también a los integrantes del Ministerio Público -excluidos el Fiscal y el Defensor del Superior Tribunal-. Pero las opiniones se dividen cuando se trata de la selección de los miembros de Superior Tribunal de Justicia y de los integrantes del Ministerio Público en su más alta jerarquía. 

El proyecto 321 de los Convencionales Romero, Carlín y Kunath no modifica el régimen vigente. Es decir que, de aprobarse la idea del bloque mayoritario, aquellos jueces y funcionarios seguirán siendo elegidos por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado, sin intervención alguna del Consejo. Es importante destacar que no se ha fundamentado esta decisión en particular. 

No coincidimos con esta postura que no hace más que mantener el status quo: el poder político seguiría teniendo una altísima ingerencia en el órgano máximo del Poder Judicial, precisamente en donde más independencia y conocimientos jurídicos se necesita. Creemos que no tiene mucho sentido mejorar el cuerpo y no preocuparse por la cabeza. Aunque el Poder Ejecutivo eligiese a los más capaces y probos -lo que no siempre ocurre- estarían de todos modos presionados por devolver el favor -en el mejor de los casos.

A todo evento ponemos de resalto el error de la concepción según la cual el Poder Judicial debe acompañar las políticas del gobierno de turno. Por el contrario, entendemos que la misión es administrar justicia según el leal saber y entender con independencia del poder político. 

La historia entrerriana muestra que el Estado en más de una ocasión ha desconocido o intentado desconocer los límites que impone la Constitución y los derechos que ésta consagra, tornando difuso el límite entre el Derecho y el Poder. El capricho del gobernante de turno se ha disfrazado bajo las formas de instrumentos jurídicos. ¿Qué pasaría por ejemplo, si el Superior Tribunal decidiera acompañar una política convalidando el despido arbitrario y masivo de empleados públicos o el no pago de sueldos para citar sólo dos ejemplos?

¿Qué alternativas tiene el ciudadano a estos arbitrarios vaivenes? Sin duda la única respuesta posible es el Poder Judicial, contralor del obrar estatal, garante de las promesas constitucionales y guardián de la seguridad jurídica. Es cierto que el Superior Tribunal de Justicia entrerriano ha sabido ponerle coto a muchos de los intentos del Estado de violar los derechos de los ciudadanos. Pero partiendo una amplísima mayoría de esos intentos de los gobiernos de turno, es más que conveniente que el poder político tenga la menor ingerencia posible en el nombramiento de los Jueces que, en última instancia, van a decidir sobre la validez de los actos que ese poder emita. 

Es el Poder Judicial el que en mérito al sistema difuso de control de constitucionalidad y al sistema de control recíproco o de pesos y contrapesos que consagra la Constitución Nacional en beneficio del ciudadano, debe garantizar la seguridad jurídica como un capítulo del bien común. Esto mismo es lo que pone de resalto Alterini cuando rememora una figurativa anécdota: "Federico II El Grande fue particularmente autoritario. Pero los habitantes de Prusia sentían el amparo de la seguridad jurídica porque se sabían protegidos por los Jueces.

Cuenta la historia que el Monarca autócrata quiso comprar unas tierras a un campesino, quien no estaba dispuesto a venderlas, entonces, lo amenazó con imponerle esa venta, en uso de sus poderes como Emperador. Y que el dueño de las tierras, sin amedrentarse, le dió una respuesta cuyo recuerdo es, me parece, el mejor modo de concluir las reflexiones sobre la seguridad jurídica y el progreso económico: "No, Majestad; no será así mientras en Prusia haya Jueces". (ALTERINI, Atilio A., Previsibilidad de la responsabilidad civil de la empresa, R.D.C.O., 1998, pág. 319). 

En síntesis, la necesidad de independencia del poder político es aún más necesaria en los miembros del Superior Tribunal que en los grados inferiores. La intervención del Consejo en su nombramiento contribuye a lograr ese objetivo.

b. Jueces de Paz:

Con respecto a los Jueces de Paz, éstos se asimilan al resto de los del Poder Judicial eliminando la intervención de los Concejos Deliberantes. Esa intervención es anacrónica, contribuye a la politización de su nombramiento y sólo retardaría el proceso de selección. El proyecto del bloque oficialista tampoco ha fundamentado el por qué del mantenimiento de la intervención de los Consejos Deliberantes. 

Si bien estos magistrados resuelven cuestiones de pequeña cuantía, no por ello dejan de ser jueces, que como tales, pueden declarar la inconstitucionalidad de normas. No se advierte diferencia de naturaleza jurídica que justifique un proceso de selección diverso a los otros magistrados. Máxime, considerando que ahora que serán letrados.

La acotada competencia territorial y material que tienen podría hipotéticamente justificar un proceso más simple, con menos pasos. Pero nunca uno más complejo, con intervención de dos órganos legislativos -municipal y provincial-. No debe perderse de vista que, en definitiva, son empleados de la provincia y no de los municipios.

Por tales fundamentos, entendemos y proponemos que los Jueces de Paz sean seleccionados y nombrados por idéntico procedimiento al del resto de los magistrados.

2. Miembros del Tribunal de Cuentas y la Fiscalía de Estado

También proponemos que el Consejo intervenga en la selección de los miembros del Tribunal de Cuentas y de la persona a cargo de la Fiscalía de Estado. En mérito a la brevedad, nos remitimos al proyecto que también presentamos referido específicamente a éste último órgano.

3. Propuesta en ternas vinculantes. Intervención del Poder Ejecutivo y del Senado

Dijimos más arriba que el poder político no debe tener una incidencia importante en la designación de jueces. Y por eso propusimos que el Consejo intervenga en el proceso de selección de todos los magistrados, incluidos los del Superior Tribunal. 

Ahora bien, ello no quiere decir que no deba tener algún grado de injerencia lo que no significa una contradicción con lo anterior. La intervención de los poderes políticos -mínima pero intervención al fin- tiene como objeto evitar que la selección de jueces se convierta en un proceso anquilosado. 

El proyecto 190 de los Convencionales Reggiardo, Haiek, Acharta, Schvartzman, Zabala y Díaz, propone excluir completamente la intervención política ubicándose en extremo opuesto a la propuesta de Romero, Carlin y Kunath. Lo contrario de un error no necesariamente es correcto.

En efecto, una exclusión absoluta podría derivar en la formación de una corporación sólo apta para iniciados, independiente del poder político, sin duda, pero con el riesgo de que esté completamente divorciada de la realidad.

Una forma de lograr la mejor selección posible, es a nuestro criterio, que el candidato pase por un triple filtro: el del Consejo que elaborará las ternas con criterios técnicos sin intervención alguna del poder político, el del Poder Ejecutivo que elegirá de esa terna -y sólo de esa terna- y el del Senado que podría no coincidir con el segundo y no dar el acuerdo.

Otra alternativa es que el Poder Ejecutivo tenga algún representante en el Consejo. Pero en ese caso, el Consejo elevaría una propuesta única y directa al Senado.

4. Nombramientos de Jueces por el Superior Tribunal de Justicia.

El párrafo que se agrega al artículo 163 propuesto intenta dar solución a un problema muy importante pero poco estudiado: el de las suplencias por plazos prolongados.

Así, por ejemplo, si un magistrado obtiene una licencia por enfermedad por un plazo de dos meses existen dos alternativas: que un par se haga cargo de los dos juzgados o que se nombre un suplente con dedicación exclusiva al vacante. El Superior Tribunal optó por la última. Es habitual que designe Jueces Suplentes por acordada a tenor del actual artículo 163. La idea ha sido seguramente dar una solución práctica al problema concreto de una vacancia más o menos prolongada pero a la larga ha traído muchos y graves inconvenientes.

Asimismo, si se jubila un miembro del Superior Tribunal y es reemplazado por un Camarista, el que a su vez es reemplazado por un Juez de primera instancia el que a su vez es reemplazado por el Secretario del Juzgado, que a su turno es suplantado por un empleado del mismo juzgado con título de abogado, que a su vez es reemplazado por otro empleado que no es de la planta permanente, o sea un empleado en negro. El ejemplo es ficticio pero no está alejado de lo que realmente ocurre.

Se ha llegado al punto en que una amplia mayoría de magistrados, funcionarios y empleados son suplentes en sus cargos y sus nombramientos no se han efectuado de acuerdo al procedimiento que ordena la Constitución. Así a marzo de 2008, en el fuero civil y comercial de Paraná -o con esa competencia-, de ocho jueces de primera instancia, seis son suplentes y de nueve camaristas, seis son suplentes. 

Muchas de esas situaciones se mantienen durante años provocando una precaria situación en el Poder Judicial. El magistrado suplente no goza -obviamente- de inamovilidad lo que podría afectar su independencia. Por otra parte, el justiciable sometido a una decisión judicial bien podría plantear la afectación de la garantía del Juez natural consagrada por la Constitución Nacional. En ese sentido entendemos que el actual artículo 163 de la Constitución provincial es contrario al artículo 18 de la Constitución Nacional que garantiza el debido proceso legal.

Una posibilidad sería lisa y llanamente prohibir esta alternativa. Pero existen problemas prácticos que hay que resolver. Hoy sería materialmente imposible que un Juez tenga a su cargo dos Juzgados por más de un brevísimo período de tiempo. 

Por eso hemos escogido una solución intermedia. Se mantiene la legitimidad de la designación por el Superior Tribunal pero sólo por un plazo máximo de un año que estimamos más que suficiente para que pueda cubrirse el cargo en forma definitiva por el procedimiento ordinario Consejo de la Magistratura, Poder Ejecutivo, Senado. 

No se nos escapa que posiblemente se objete este punto de la propuesta a tenor de lo dispuesto por la ley 9768, artículo 4, inciso 13 que dispone "La Convención no podrá.eliminar, modificar o alterar en cualquier forma las previsiones, garantías, derechos, obligaciones e incompatibilidades establecidas para los Magistrados, Funcionarios y Empleados del Poder Judicial en los artículos...163 de la Constitución vigente."

Creemos que el proyecto no viola dicha previsión. En efecto, lo que la ley prohíbe es operar sobre las garantías, derechos y deberes de los Magistrados en forma personal pero no sobre las atribuciones del órgano Superior Tribunal. Atribuciones, que como vimos, repugnan a la Constitución Nacional. 

5. Nombramiento y acuerdo fictos.

Se establecen dos plazos concatenados de 30 días cada uno, de forma que si el Poder Ejecutivo o el Senado no cumplen con su deber de expedirse se considera nombrado y prestado el acuerdo respectivamente el concursante que haya obtenido el primer lugar en la terna.

El objetivo es agilizar el trámite. En el sistema propuesto los poderes políticos retienen un mínimo grado de participación en la designación de magistrados pero se evita que puedan obstruir una designación sin siquiera pronunciarse.

Podría hipotéticamente argumentarse que en la práctica habitual, 30 días sólo abarca una o dos reuniones del Senado con lo que se le daría un plazo excesivamente breve para expedirse. Sin embargo, creemos que la solución no es establecer un plazo más largo sino que los Senadores sesionen más frecuentemente si es que tienen algún motivo fundado para no prestar el acuerdo.

6. Miembros del Consejo.

En este punto se creyó importante ser lo más preciso posible para evitar que por vía de ley se altere el equilibrio que debe existir en la conformación del órgano. 

Al respecto, el artículo 114 de la Constitución Nacional dispone que el Consejo “será integrado periódicamente de modo que se procure el equilibrio” entre las representaciones de sus integrantes. Para aproximarnos al sentido del “equilibrio” y superar la ambigüedad del texto constitucional –sostiene Bidart Campos- debemos entender que el equilibrio no depende solamente del numero de representantes de cada sector, sino además de quien es el designante de ellos. Por ejemplo, si a las personas del ámbito científico y académico las nombrara el Congreso o el Poder Ejecutivo, el equilibrio quedaría perturbado, cosa que no ocurriría si la designación proviniera de las universidades o de las academias nacionales. 

Estamos ante un “equilibrio institucional” para el mejor funcionamiento del Poder Judicial, según las competencias atribuidas al Consejo; entonces deben quedar en claro por lo menos dos cosas: a). que el equilibrio entre las cuatro representaciones no equivale a la igualdad en la cantidad de cada una; y b). que ese mismo equilibrio debe impedir que por el numero y/o el modo de designación de las representaciones políticas la integración y el ejercicio de las competencias del Consejo queden a merced del predominio del Ejecutivo, del Congreso, o de los partidos políticos. (Conf. BIDART CAMPOS, German. Manual de la Constitución Reformada, T.III, Ediar, Buenos Aires, 2005, p. 373/374).

Es necesario resaltar enfáticamente que el Consejo exige independencia, y no la tendría si se convirtiera en un organismo instrumentado política o partidariamente para subordinar el Poder Judicial a los poderes políticos.

Los proyectos Nº 321 -Romero, Carlín y Kunath- y 190 -Reggiardo, Haiek, etc.- son demasiado laxos. En ese aspecto consideramos más acertado al proyecto Nº 190 -Pesuto y Martínez-.

A diferencia de otros, no se incluyen representantes ni del Poder Ejecutivo ni del Poder Legislativo. Como ya dijimos, estos poderes retienen un grado de intervención que le permite al primero elegir de la terna y al Senado prestar o no el acuerdo.

No tiene ningún sentido que conformen el Consejo. Si así fuera, tendrían una doble representación en el proceso y una ingerencia desmesurada. Puede decirse que desde la vigencia del Decreto 39/2003, el Poder Ejecutivo ha respetado puntillosamente las decisiones del Consejo a pesar de sus facultades y de tener como representante precisamente al Presidente del órgano. Es cierto. Pero no existe garantía alguna de que esto sea así en futuros gobiernos. Es por eso que creemos que no tiene que haber representantes del Poder Ejecutivo ni del Poder Legislativo. 

Para el hipotético caso de que se decida que el Consejo sea integrado por un representante del Poder Ejecutivo tal como lo proponen todos los proyectos del bloque mayoritario, Nº 321 -Romero, Carlín y otros-; 558 -Federik-; y 467 -José Allende-, debería descartarse el sistema de ternas vinculantes y optarse por el sistema de elevación de propuesta única y directa al Senado -558 Federik-.

Se ha tomado del Proyecto 190 algunas de las incompatibilidades de forma de tener Consejeros sin relación con los poderes políticos.

Respecto a las personas del ámbito académico, tal como lo dispone hoy el Decreto 39/2003 uno de ellos tiene que ser Juez o Funcionario y el otro abogado en ejercicio. Con lo cual, en la práctica se amplía a tres el número de representantes de los abogados y de los Jueces, sólo que uno de ellos tiene que ser profesor.  

En el proyecto se acuerda la posibilidad de que puedan ser Consejeros aquellos profesores que no estén en actividad como magistrados o como abogados litigantes. En realidad, sería ideal que así fuera de modo de tener otro estamento realmente diferente.

7. Funciones del Consejo de la Magistratura.

Creemos que el órgano debe cumplir la función de seleccionar y debe hacerlo eficiente y diligentemente. Será un órgano especializado en esa función. Aprovechando esa especialidad es que se amplía el abanico de funcionarios que puede elegir.

Por la misma razón -entre otras- se excluyen otras posibles funciones tales como ser órgano de acusación de Jueces, administrar el Poder Judicial y ejercer el régimen disciplinario de empleados, que podrían crear serios conflictos con el Superior Tribunal. En efecto, la experiencia a nivel nacional en ese aspecto ha sido negativa, por lo que debemos superar tales obstáculos para no cometer errores.

Por todo lo expuesto se solicita a la Honorable Convención Constituyente la aprobación del presente Proyecto.

Martín J. Acevedo Miño

–A la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Carlín.

SR. CARLÍN – Solicito, señor Presidente, que se modifique el curso de este expediente ya que por las peculiaridades que el mismo tiene, entiendo que debe ser enviado a la Comisión de Control del Estado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si hay asentimiento se modifica el giro de este expediente a la Comisión de Control del Estado.

–Asentimiento general de los señores convencionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se gira a la Comisión de Control del Estado.

Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–Se lee:

CXXIII

PROYECTO DE RESOLUCION

(Expte. Nro. 778)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

Artículo 1º: Que la Jura de la Constitución de Entre Ríos, reformada por la Convención Constituyente que inició sus sesiones el 22 de enero de 2008, se llevará a cabo en el Colegio Histórico de Concepción el Uruguay “Justo José de Urquiza”, en el salón de actos “Alejo Peyret”,

Artículo 2º: A efectos de dar cumplimiento a lo resuelto en el artículo 1º, las autoridades de la Convención Constituyente, en forma conjunta con el Poder Ejecutivo provincial y las autoridades del Colegio Histórico, procederán a articular las acciones necesarias para tal fin.

ROGEL – DE PAOLI.

FUNDAMENTOS

El Colegio del Uruguay “Justo José de Urquiza” es importante no sólo por ser el primer establecimiento laico del país sino porque permitió el ingreso a sus aulas de jóvenes de todas las religiones, razas y condiciones sociales, siendo auténticamente democrático en su origen, accediendo a la educación secundaria adolescentes de toda la provincia y el país y países vecinos.

Pero además se otorgaron becas a jóvenes de escasos recursos en cada uno de los departamentos entrerrianos y en cada provincia, llegando a Entre Ríos, al Colegio del Uruguay, niños de los más apartados rincones de la Nación a un establecimiento que les otorgaba no sólo pensión, como comer y dormir en el mismo instituto, sino también vestimenta, atención médica y libros, estableciendo una imprenta para hacer ediciones baratas y de bolsillo cuando los textos eran escasos y muy caros.

Es decir que tenemos al Colegio del Uruguay como pionero en la educación gratuita, permitiendo que jóvenes provenientes de hogares humildes lograsen obtener su título secundario gracias a la benevolencia de su creador.

Pero eso no es lo único ponderable de su creación sino que a sus aulas llegaron niños de todas las provincias argentinas, como decíamos hace un momento, hijos de caudillos, de militares que lucharon por la Independencia y la defensa del país, de ciudadanos destacados que carecían de medios económicos para enviar a sus vástagos a estudiar.

Todos llegaron al Colegio del Uruguay, compartieron la comida, los paseos en grupo, las travesuras, las picardías, los  estudios, las “alambradas”, los mismos profesores,  los mismos conocimientos. Allí confraternizaron correntinos, bonaerenses, mendocinos, salteños, jujeños, riojanos, catamarqueños, santafesinos, santiagueños, tucumanos, de territorios nacionales y especialmente entrerrianos, además de paraguayos y uruguayos que le permitieron tener una visión internacional de nuestras relaciones, con la presencia de profesores franceses, alemanes, españoles, belgas, etc., muchos perseguidos por sus ideas revolucionarias, republicanas, liberales, socialistas, etc.

Allí se dieron cuenta estos muchachos que los jóvenes de otras provincias tenían las mismas necesidades y los mismos deseos de ellos, que las luchas de los caudillos, de los cuales muchos eran sus hijos, habían sido lucha de intereses y de falta de conocimiento, de diálogo, que siempre enriquece y permite sortear numerosas dificultades.

Allí, en el Colegio del Uruguay, se comenzó a forjar la UNIÓN NACIONAL, ya que estos jóvenes al regresar a sus respectivas provincias, muchos con estudios universitarios, ocuparon cargos expectables en las distintas jurisdicciones y muchos de ellos a gobernar provincias, viendo que otros ex alumnos ocupaban cargos similares en otros lugares del país.

Es decir, en el Colegio del Uruguay se forjó la UNIÓN NACIONAL y se consolidó luego por obra de sus discípulos, ya que al conocerse, al “amigarse”, al entenderse todos los hombres del interior y de la Capital comenzaron a pensar en el país que querían y por el cual tanto había trabajado y luchado.

Esa es la importancia del Colegio del Uruguay. Fue fuente de educación para los desposeídos, fue gratuita, fue laica, cuando el dogmatismo se mostraba con dureza y fue forjador y consolidador de la Unión Nacional. Realmente, podemos decir, hizo de Argentina una Nación, con objetivos comunes y claros.

Pero además debemos decir que sus aulas dieron alojamiento durante más de 20 años al Gobierno de la Provincia de Entre Ríos. Cuando fue Concepción del Uruguay Capital entrerriana, la mitad norte del grandioso edificio fue destinado al asiento del Poder Legislativo y de numerosas oficinas del Poder Ejecutivo.

Y podemos agregar también que cuando se realiza la reforma constitucional de 1883 sus aulas sirvieron de recinto para las deliberaciones, que culminaron con el traslado de la Capital a esta ciudad de Paraná.

Creemos que estas razones son poderosas para solicitar que los actos correspondientes a la jura de la Constitución reformada se realicen en el Colegio del Uruguay “Justo José de Urquiza”, establecimiento que ha estado al servicio del país, egresando de él tres presidentes de la Nación y dos vicepresidentes, que por rara casualidad o no, fueron acompañantes de dos grandes caudillos de la historia nacional. Nos referimos al Dr. Francisco Beiró, Vicepresidente electo de Hipólito Irigoyen y el Dr. Hortensio Quijano, compañero de fórmula del Juan Domingo Perón.

Hacer el acto central en la Plaza Ramírez le quitaría el símbolo de la unión nacional, que debe ser objeto de toda Constitución Federal, como la que pretendemos.

Las Plazas son en general lugar de concentraciones, de luchas de intereses. Pongamos como ejemplo lo ocurrido días pasados en la Plaza de Mayo, donde gobierno y oposición se enfrentaron duramente.

La Plaza Ramírez, el 1º de Mayo de 1851, fue sitio desde donde se produce el Pronunciamiento, es decir la separación de la provincia de Entre Ríos de Buenos Aires, siendo subliminarmente una declaración de guerra al centralismo porteño y la política de Rosas. Es decir que podemos afirmar que fue símbolo de la división, que se perpetuó por años entre el urquicismo y el rosismo.

Muchos años después el General Aramburu decretó la eliminación de la constitución de 1949, escasamente defendida por el “menemismo” en la reforma de 1994 y la reposición o vigencia de la Constitución de 1853.

Nuevamente la Pirámide fue símbolo de la división que tanto mal hizo al país, de peronistas y antiperonistas.

Por eso solicitamos que sea en el aula magna del Colegio del Uruguay, el salón de actos “Alejo Peyret”, el lugar donde se desarrollen todos los actos referidos a la Jura de la Constitución, porque fue en sus distintos recintos donde se consolidó la unión nacional superando las viejas antinomias que tanto daño hicieron al país.

Fabián D. Rogel – Griselda L. De Paoli.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXXIV

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 794)

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE RESUELVE:

ARTICULO 1º.- Dejar establecido que la numeración de los artículos de la Constitución que sean reformados, y los que sean aprobados como nuevos, es de carácter provisoria, quedando la numeración definitiva supeditada al control y armonización integral del texto definitivo.

ARTICULO 2º.- De forma.

KUNATH – MÁRQUEZ – CARLÍN – BAEZ – ROMERO – FEDERIK – DE LA CRUZ DE ZABAL – CHIESA – VILLAVERDE – ALASINO – MONGE – REGGIARDO – DE PAOLI – MARTÍNEZ, (Marciano).

FUNDAMENTOS

Sr. Presidente, el presente proyecto de Resolución tiende a establecer que la numeración de los artículos que sean reformados por esta H. Convención, tengan una numeración provisoria. Esto responde a que en esta primer etapa de trabajo de la Honorable Convención Constituyente, se irán tratando y en su caso aprobando, las diversas iniciativas de los Sres. Convencionales, en el orden en que se han presentado o tratado en las diferentes Comisiones de trabajo.

Es por ello que, todos los proyectos que sean despachados por las Comisiones, luego tratados y aprobados por el Plenario, serán considerados en la Comisión de Redacción y Revisión. Con ello vuelven al seno de la Convención, y con posterioridad a la Comisión a la espera de que sean tratados todos los proyectos. Recién allí, y fenecido el trabajo de las restantes Comisiones, será posible la armonización y ordenación del texto definitivo con la consiguiente numeración. Y finalmente, ese texto ordenado será remitido a la H. Convención para su aprobación.

Es por ello, que consideramos pertinente, desde la Comisión de Redacción y Revisión, presentar el presente Proyecto de Resolución.

Sigrid E. Kunath – Luis M. Márquez – Miguel A. Carlín – Fernando D. Baez – Rosario M. Romero – Julio A. Federik – Adriana De la Cruz de Zabal – Manuela T. Chiesa – Rubén A. Villaverde – Augusto J. Alasino – Jorge D. Monge – Santiago C. Reggiardo – Griselda L. De Paoli – Marciano E. Martínez.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXXV

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 798)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

EL ACCESO A LA INFORMACIÓN REFERIDA A LOS SRES. CONVENCIONALES

Artículo 1°: Disponer que en la “página web” de la Convención Constituyente se disponga la creación de un apartado en el que consten los antecedente académicos y profesionales de los Sres. Convencionales, dentro del cual se encontrara la siguiente información:

a) Formación Académica del Convencional.

b) Especialidad del Convencional.

c) Currículo Completo referente a cargos ocupados.

d) Artículos publicados por el Convencional.

e) Y todo otro tipo de información que se estime necesaria a los efectos de informar a la ciudadanía.

Artículo 2°: En virtud del art. que antecede Facultar a la Presidencia de esta comisión para que arbitre los medios a tales efectos y disponga la inclusión de la información detallada en el artículo precedente, lo que deberá constar en la página web dentro de los treinta (30) días de aprobado el presente proyecto.

PASQUALINI – PÉREZ – ZABALA – HEYDE – CALZA – SALOMÓN – ARRALDE – KUNATH – VILLAVERDE – GUY – ROMERO – TALEB – CARAMELLE.

FUNDAMENTOS

Que en virtud de lo ya convenido en el recinto de esta Honorable Comisión, en lo referido al Derecho a la Información de la Ciudadanía que esta Honorable Convención entiende como uno de los puntos centrales de este proceso de reforma, es que entendemos que este tipo de información le puede ser de gran utilidad a la ciudadanía entrerriana, toda ves que le permite llegar a conocer mas en detalle cual es la formación académica y profesional que poseen aquellos ciudadanos que fueron elegidos para reformar la carta magna provincial.

Flavia E. Pasqualini – María C. Pérez – Gregorio D. Zabala – Mario R. Heyde – Nelio H. Calza – Jorge Salomón – Juan C. Arralde – Sigrid E. Kunath – Rubén A. Villaverde – Raúl D. Guy – Rosario M. Romero – Raúl A. Taleb – Eda R. Caramelle.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXXXVI

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 801)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

Art.1: La Honorable Convención Constituyente rinde su homenaje al federalismo entrerriano y a sus caudillos.

Art. 2: Facultase a Presidencia para gestionar la colocación de placas en las Plazas: Francisco Ramírez de Concepción del Uruguay y 1º De Mayo de la ciudad de Paraná, para las que se sugiere la siguiente leyenda:

“Homenaje a los caudillos entrerrianos:

Y al pueblo que los acompaño en su lucha por el federalismo.

Honorable Convención Constituyente 2008.

ALLENDE, (Clidia) – CEPEDA – ROGEL – ARRALDE – DE PAOLI – GUY – MONGE – BRASESCO.

FUNDAMENTOS

En la concepción de que los hechos sociales no tienen un solo protagonista, y que no son producto unicausal y que no merecen ser vistos solo como emergentes aislados sino que debemos integrar múltiples perspectivas en el análisis de los mismos, proponemos analizar el federalismo desde sus diferentes manifestaciones, aún desde aquella embrionaria, que se relaciona con el ambiente natural.

Nuestra provincia, con sus espacios de arroyos múltiples, de montes que cubrían gran parte de su territorio fueron conformando un espíritu altanero propio del montaraz, pero a la vez ensimismado y muy firme en sus convicciones relacionadas al arraigo a su universo local.

El aislamiento, el estrecho contacto con el terruño, las dificultades que obligaron a nuestros antepasados a superar las adversidades, fueron conformando un espíritu caracterizado por la simbiosis del poblador con su tierra.

Por ello no asombra que desde el primer momento de la revolución, Entre Ríos adhirió a la causa que le anunciaba posesión criolla sobre ese territorio y no es extraña tampoco la irrupción de aquellos protagonistas auténticos y mayores de nuestra historia.

Caracterizados, en la expresión de Félix Luna por el sentido federalista de su lucha, el recelo antiporteño de su pensamiento, el signo popular de su trayectoria y la impronta tradicionalista de sus personalidades.

Indudablemente que construir una Nación, construir una provincia implicaba algo más que poblar desiertos o levantar ciudades, es por eso que superando la historia ideal para las celebraciones escolares, hoy homenajeamos a los caudillos entrerrianos, hombres de carne y hueso, como dijimos antes protagonistas auténticos y mayores de nuestra historia, constituidos en los nombres y los rostros de la entrerriana en las luchas de mayo primero y en las de la organización después. Hombres de su tiempo, comprometidos con su tiempo, intérpretes del sentir y de las expectativas de su pueblo, que en muchos casos los transformó en leyenda.

Cuál es factor común en ellos? Indudablemente el signo popular de sus trayectorias, la capacidad de asumir compromisos en los que se jugaba la vida misma y la temeridad de sus acciones. Popularidad y representatividad espontánea.

Soñaron una voz resonante para la provincia de Entre Ríos, una voz nutrida de sentimientos entrerrianos, una voz que debe seguir escuchándose ante cada agravio al federalismo, desde el poder central.

Se proyectan hoy a nuestro presente, están aquí, precisamente porque su presencia en la historia no fue circunstancial, fue trascendente, idealista, sobre todo representativa e indudablemente sus aportes fueron indispensables para la construcción de ésta, nuestra provincia, verdadera construcción de voluntades armonizadas.

Como convencionales Constituyentes entrerrianos, hombres y mujeres del 2008, posicionados en nuestra tarea de producir la mejor constitución posible para nuestra provincia y en el convencimiento de que representará la voluntad suprema de los intereses de todos, rendimos este homenaje a los hombres de nuestra historia, comprometidos con su presente y con el futuro, como hoy lo estamos nosotros con el nuestro, tenemos la obligación de superar los ismos y los istas parcializantes para actuar desde la capacidad de consensuar en esta instancia, desde nuestra entrerriana. Consolidamos desde este homenaje abarcador, el pluralismo como valor cívico y de su correlato la tolerancia y para la memoria presente y futuro, solicitamos el acompañamiento de los señores convencionales para la colocación de ambas placas en las plazas simbólicas de la provincia.

Clidia A. Allende – Silvina E. Cepeda – Fabián D. Rogel – Juan C. Arralde – Griselda L. De Paoli – Raúl D. Guy – Jorge D. Monge – Luis A. Brasesco.

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.

CXXVII

PROYECTO DE RESOLUCIÓN

(Expte. Nro. 813)

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE RESUELVE:

La Honorable Convención Constituyente se Pronuncia enérgica y categóricamente en contra de cualquiera de los hechos criminales y antidemocráticos acaecidos durante los golpes de estado y mal llamadas: “Revoluciones”, que fueron y serán recordadas como sangrientas, fusiladoras y enemigas del pueblo y de sus derechos humanos, y se Sancione y Declare: “Infames Traidores a la Patria” a quienes ofenden a la Democracia y a los Ciudadanos, reivindicando a esos nefastos dictadores.

SCHOENFELD

FUNDAMENTOS

Ante los hechos acaecidos en la Tercera Sesión Plenaria de fecha del 13 de marzo del 2008 y protagonizada por el Convencional Marciano Martínez integrante del Bloque Viva Entre Ríos y que desde mi sentimiento y vivencias fue una apología a favor de los nefastos regímenes militares, no puedo más que manifestar el estupor que me provocó recordar como fueron violentados nuestros derechos, como fuimos lastimados y perseguidos por nuestros ideales y sentimientos más puros y nobles y donde jamás se nos dio la oportunidad de hacernos oír.

Algunos de nosotros podemos contarlo y recordarlo con dolor, pero de muchos miles de ciudadanos argentinos ni siquiera sabemos hasta hoy de su destino, considerándolos muertos y/o desaparecidos.

En muchos casos se nos consideraba lacras humanas, contagiosos y/o contaminantes por sólo abrazar, como en mi caso particular, una ideología humanista y cristiana, y que, de un día al otro fui dejada cesante por la “Ley de Seguridad Nacional” sin derecho a defensa y sin conocer las causas; habiendo accedido a un cargo técnico en el INTA por concurso y en mérito de antecedentes, documentación que se adjunta y amerita lo expresado.

En mi caso tuve “agallas”, audacia y/o coraje de enfrentar las circunstancias y no claudicar en mis principios y lucha, mientras que otros, que hoy se titulan democráticos estuvieron escondidos, fueron “alcahuetes” y colaboradores de los procesos mencionados.

Es lisa y llanamente intolerable oír en éste Honorable ámbito de la Convención Constituyente que algún integrante de la misma haga mención reivindicando, de algún modo, esos hechos sangrientos y a esos Traidores a la Patria.

Por lo expuesto en breve síntesis, Solicito que la Honorable Convención Constituyente de la Provincia de Entre Ríos se pronuncie al respecto.

Zulema E. Schoenfeld

–A la Comisión de Peticiones, Reglamento y Presupuesto.
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PRESENTACIONES PARTICULARES

- La Junta Coordinadora de Laicos Arquidiócesis de Paraná remiten texto que proponen se incorpore como preámbulo de la Constitución Provincial. (Expte. Nro. 589)
- El Dr. Juan Carlos Cavallaro remite aportes sobre el Tribunal de Cuentas. (Expte. Nro. 595)
- El Presidente del Instituto de Promoción Cooperativa y Mutualidades de Entre Ríos remite propuesta referida a otorgarle rango constitucional al Mutualismo. (Expte. Nro. 601)
- El Intendente de La Paz, Francisco Nogueira, remite proyecto de reforma referido al Régimen Municipal. (Expte. Nro. 616)
- El diputado provincial José O. Cáceres solicita sanciones y la expulsión del convencional Marciano Martínez por la reivindicación de gobiernos surgidos de factos a través de la supresión de las garantías constitucionales. (Expte. Nro. 624)
- El Presidente de la Asociación de Ex Presos Políticos de Entre Ríos “La Solapa” solicita el tratamiento de una cláusula que inhabilite la participación en cargos o funciones en órganos del Estado a aquellas personas que hubieran participado en el aparato estatal durante ejercicio de gobiernos dictatoriales o que hayan apoyado públicamente a gobiernos de esa naturaleza. (Expte. Nro. 634)
- El Licenciado Héctor A. Adon remite proyecto de reforma referido a la seguridad y protección ciudadana. (Expte. Nro. 635)
- El señor Miguel E. Ramos remite proyecto de reforma referido a las funciones del suplente del Presidente Municipal. (Expte. Nro. 665)

- Los representantes de la Sociedad Civil ante el Consejo de la Magistratura remiten a proyecto de reforma referido a dicho Consejo. (Expte. Nro. 669)

- El Foro por los Derechos de las Mujeres y diferentes organizaciones remiten proyecto de reforma referido a los derechos de las mujeres y equidad de género. (Expte. Nro. 670)

- La Fundación Horizonte remite proyecto de reforma referido al libre acceso a la información pública. (Expte. Nro. 671)

- El Foro de la Sociedad Civil remite proyecto de reforma referido el acceso libre a la información pública. (Expte. Nro. 694)

- Integrantes de la Agrupación “Militancia Peronista” de Gualeguaychú remiten propuestas de reforma referidas al régimen municipal y régimen electoral. (Expte. Nro. 698)

- La Contaduría General de la Provincia remite propuesta vinculada a los artículos 140, 141 y 142 de la Constitución Provincial referidos a la las funciones de dicho organismo. (Expte. Nro. 703)

- El Consejo Profesional de Ciencias Económicas eleva proyecto de reforma referido al Honorable Tribunal de Cuentas de la Provincia. (Expte. Nro. 738)

- El Dr. Luís Pedemonte, a/c Oficina Anticorrupción y Ética Pública de la Fiscalía de Estado, remite copia del Decreto Nro. 246/07, que abre el Procedimiento Participativo de Normas respecto del anteproyecto de ley de acceso a la información pública. (Expte. Nro. 741)

- Las Profesoras Miryan Romanut y Valentina Uranga remiten aporte referente a la los derechos de los analfabetos. (Expte. Nro. 743)

- Intendentes de Municipios de Segunda Categoría del departamento Uruguay remiten proyecto de reforma por el cual se modifican los Artículos 182, 185, 186, 190, 197, 198, 199, 200, 201 y se crea un artículo referido a las micro regiones. (Expte. Nro. 767)

- El Sr. Javier S. Paniagua remite nota solicitando se incluya, en los artículos referidos a la elaboración de proyecto de ley, la obligación de presentar al menos cinco proyectos al año por ciudadanos. (Expte. Nro. 804)

- El Consejo Profesional de Ciencias Económicas de Entre Ríos remite proyecto de reforma referido a la Contaduría General de la Provincia. (Expte. Nro. 823)

- El senador provincial Dr. Firpo remite iniciativas referidas a promover y proteger el desarrollo agroindustrial de pequeños y medianos productores. (Expte. Nro. 833)

- La Asociación de Personas que padecen Esquizofrenia y su Familia remite proyecto de reforma sobre derechos de personas con trastornos mentales. (Expte. Nro. 838)

- El doctor Roberto C. Quinodóz remite aportes referidos a la progresividad y el derecho a la vida. (Expte. Nro. 857)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana.
- Integrantes de la Agrupación Planeta Animal adhieren al proyecto de norma propuesto por la Asociación de Amigos del Antirrábico Municipal de Paraná. (Expte. Nro. 640)
–A la Comisión de Producción, Trabajo y Desarrollo Sustentable. (Para adjuntar al Expte. Nro. 273)
- La Asociación Mutual de Trabajadores del Arte, la Cultura y Actividades Afines remite aportes referidos a la incorporación del Mutualismo en la Constitución provincial. (Expte. Nro. 641)

–A la Comisión de Iniciativa y Participación Ciudadana. (Para adjuntar al Expte. Nro. 601)
- El Foro por los Derechos de las Mujeres y diferentes organizaciones expresan su beneplácito por la presentación de los proyectos de reforma presentados por las convencionales Schoenfeld, Romero y Clidia Allende que contemplan los derechos de las mujeres y la equidad de género. (Expte. Nro. 647)
–A la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. (Para adjuntar a los Exptes. Nros. 230 y 362)
- La Sra. Teresa Virgala de Arijón expresa malestar por las disputas, acusaciones y calificativos de algunos convencionales constituyentes y solicita que las discusiones sólo sean enriquecedoras de la reforma de la Constitución. (Expte. Nro. 615)
–En Secretaría a disposición de los señores convencionales.
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ARTÍCULO 92. SUPRESIÓN INCISO 5º. 
Texto Constitucional en la Sanción Nro. 2 de la Convención. 
Moción de sobre tablas (Expte. Nro. 169)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde el turno de las mociones de preferencia y de sobre tablas.

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 169–, que suprime el inciso 5º del Artículo 92 de la Constitución vigente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – De acuerdo al Artículo 57º del Reglamento, solicito el tratamiento sobre tablas de este dictamen.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción de tratamiento sobre tablas. Se requieren los dos tercios de votos.

–La votación resulta afirmativa por unanimidad.

8

ARTÍCULO 11. DEROGACIÓN. 
Texto Constitucional en la Sanción Nro. 5 de la Convención. 
Moción de sobre tablas (Exptes. Nros. 170 y 261)

SR. SECRETARIO (Reviriego) – En segundo término, se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 170 y 261–, que suprime el Artículo 11 de la Constitución vigente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Solicito el tratamiento sobre tablas de este dictamen, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, como está absolutamente acordado con todos los señores convencionales y en la Comisión de Labor, nos parece atinado que se haga una moción de tratamiento sobre tablas que comprenda a todos los dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión, a efectos de abreviar este trámite.

SR. PRESIDENTE (Busti) – ¿Está haciendo una propuesta señor convencional?

SR. ROGEL – Sí, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, estamos totalmente de acuerdo con la propuesta del convencional Rogel, pero sería conveniente hacer la moción luego de enunciar por Secretaría los dictámenes que han quedado reservado.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Está pendiente de votación la moción de tratamiento sobre tablas realizada por la señora convencional Kunath. Se requieren los dos tercios de votos.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Para ordenarnos, por Secretaría se informará, previo a la moción de tratamiento sobre tablas, los dictámenes que han sido reservado. ¿Está de acuerdo señor convencional Rogel?

SR. ROGEL – Sí, señor Presidente, estamos de acuerdo.
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DICTÁMENES COMISIÓN DE REDACCIÓN Y REVISIÓN

Textos Constitucionales en las Sanciones Nros. 6-1-3-4 de la Convención. 

Moción de sobre tablas (Exptes. Nros. 182, 161, 212-173-292 y 211-183-217-247)

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Además de los dos dictámenes de comisión para los que se aprobó su tratamiento sobre tablas, se encuentran reservado los siguientes: proponiendo texto constitucional referido a la sanción de la Convención (sanción Nro. 6) en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 182– que suprime el Artículo 13; proponiendo texto constitucional referido a la sanción de la Convención (sanción Nro. 1) en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 161– que modifica el Artículo 80; proponiendo texto constitucional referido a la sanción de la Convención (sanción Nro. 3) en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 212, 173 y 292– que sustituye el Artículo 64 de la Constitución vigente y proponiendo texto constitucional referido a la sanción de la Convención (sanción Nro. 4) en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 211, 183, 217 y 247– que modifica el Artículo 2 de la Constitución vigente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, solicito que estos dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión sean tratados sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Está a consideración la moción de tratamiento sobre tablas de los dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión, formulada por la señora convencional Kunath. Se requieren los dos tercios de votos. 

–La votación resulta afirmativa.
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ARTÍCULO 81. SUPRESIÓN INCISO 18. 
Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. 

Moción de sobre tablas (Expte. Nro. 166)

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, por unanimidad, en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 166– que suprime el Inciso 18) del Artículo 81 de la Constitución provincial.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la convencional Kunath.

SRA KUNATH – Señor Presidente, solicito que este dictamen sea tratado sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción de tratamiento sobre tablas. Se requieren los dos tercios de votos. Los que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo.

–La votación resulta afirmativa. 
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ARTÍCULO 90. MODIFICACIÓN. 
Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. 

Moción de sobre tablas (Exptes. Nros. 361 y 577 unif.)

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, por unanimidad, en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 361 y 577 unificados–, que modifica el Artículo 90 de la Constitución provincial.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Intereso su tratamiento sobre tablas, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción de tratamiento sobre tablas. Se requieren los dos tercios de votos. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

–La votación resulta afirmativa.
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ARTÍCULO 29. MODIFICACIÓN. 
Dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. 

Moción de sobre tablas (Expte. Nro. 162)

SR. SECRETARIO (Reviriego) – Por último, señor Presidente, se encuentra reservado el dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías Formas de Participación Popular, por unanimidad, en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 162–, que sustituye la palabra "agrícola" por "productiva" en el Artículo 29 de la Constitución Provincial.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Solicito su tratamiento sobre tablas, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Se va a votar la moción de tratamiento sobre tablas. Se requieren dos tercios de los votos. Los que estén por la afirmativa, sírvanse indicarlo.

–La votación resulta afirmativa.
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ARTÍCULO 92. SUPRESIÓN INCISO 5º.
Texto Constitucional en la Sanción Nro. 2 de la Convención. 
Consideración (Expte. Nro. 169)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar los dictámenes sobre los cuales se acordó el tratamiento sobre tablas. 

En primer término el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 169– que suprime el inciso 5º del Artículo 92 de la Constitución vigente.

-El texto del dictamen de comisión es el siguiente:
Honorable Convención Constituyente:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 2 C.R.R. efectuada por esa H. Convención; y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación con las modificaciones introducidas del siguiente texto constitucional.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo 1º – Suprímese el inciso 5º del artículo 92 de la Constitución de Entre Ríos, quedando el artículo citado redactado de la siguiente manera:

“Artículo 92 – Ambas Cámaras sólo se reunirán para el desempeño de las funciones siguientes: 

1º.- Apertura de las sesiones ordinarias.

2º.- Recibir el juramento de ley del gobernador y vicegobernador de la provincia.

3º.- Tomar en consideración la renuncia de los mismos funcionarios.

4º.- Declarar, con dos tercios de los votos presentes de cada Cámara, los casos de impedimento del gobernador, vicegobernador o de la persona que ejerza el Poder Ejecutivo.

5º.- Realizar la elección de gobernador y vicegobernador que prevé el artículo 118.

6º.- Considerar el veto del Poder Ejecutivo en la forma prescripta por el art. 88.”

Sala de Comisiones, 9 de abril de 2008.-

KUNATH – BARRANDEGUY – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – MONGE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano).
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, de acuerdo a lo conversado en la Comisión de Labor y que fuera trasladado a nuestro bloque, el Bloque de la Unión Cívica Radical ha tratado de hacer un esquema de ordenamiento del uso de la palabra, a los efectos de hacer mucho más efectivas y precisas las argumentaciones.

En este caso este sistema que hemos establecido, que me atrevería a decir que es uno de los pocos en la República Argentina de lo que hemos denominado en esta Convención de "doble vuelta", garantiza que el proceso de redacción y revisión nos dé la posibilidad de una segunda consideración.

Por lo tanto, habiendo sido discutido ampliamente en las comisiones y al momento de tratarse en el plenario, nuestro bloque, excepto que no haya satisfacción respecto al informe del miembro informante o que haya algún debate al respecto, habiendo unanimidad en estos dictámenes, los va a acompañar al momento de someterlos a votación. Obviamente, señor Presidente, me estoy refiriendo a los dictámenes de la Comisión de Redacción y Revisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Reggiardo.

SR. REGGIARDO – En el doble carácter de miembro de la Comisión de Redacción y Revisión y presidente del bloque de convencionales de la Coalición Cívica, reiteramos en cierto modo los conceptos que acaba de expresar al señor convencional preopinante, en el sentido de que esta segunda vuelta es una segunda oportunidad para todos los señores convencionales presentes en el recinto de proceder a una última revisión, a los fines de poder dar asentimiento o hacer alguna advertencia, alguna formulación, sobre el texto que hemos aprobado.

En nuestro caso, por haber participado en la comisión y haberlo conversado en nuestro bloque, prestamos nuestro acuerdo al texto tal cual está y, naturalmente, queda sometido a todos los señores convencionales en este pleno. Propiciamos, pues, su aprobación.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Señor Presidente, justamente, en el sentido de lo recientemente expresado por los señores convencionales, la idea de este tratamiento es nada más que aludir al trabajo que se ha hecho en el seno de la comisión y no adentrarnos en el debate o en la discusión de fondo, que ya ha sido dada en varias oportunidades, tanto en la comisión temática como en esta Convención donde fueron aprobados.

Simplemente, yendo al punto que nos ocupa, se trata de la supresión del Inciso 5º del actual Artículo 92, que establece los supuestos de Asamblea General, es decir, aquellos supuestos que taxativamente son enunciados, en los cuales deben reunirse ambas Cámaras. Estos supuestos son: la apertura de las sesiones ordinarias; tomar juramento a Gobernador y Vicegobernador; tomar en consideración la renuncia de los mismos; declarar con dos tercios de los presentes los casos de impedimento; realizar la elección de Gobernador y Vice en los supuestos del Artículo 118; esto es, para los casos de acefalía, y considerar el veto propuesto por el Poder Ejecutivo en los términos del Artículo 88.

De esta manera, someramente dejo explicado como quedaría redactado el Artículo 92, que ha sido exhaustivamente revisado en la Comisión de Redacción y Revisión. También, en consonancia con lo que fue la sanción que le dio el pleno, lo que se hace en este artículo es suprimir el Inciso 5º, que aludía a la elección de los senadores nacionales.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y particular el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 169– que suprime el inciso 5º del Artículo 92 de la Constitución vigente.

–La votación resulta afirmativa por unanimidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULO 11. SUPRESIÓN

Texto Constitucional en la Sanción Nro. 5 de la Convención. 

Consideración (Exptes. Nros. 170 y 261)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde, en segundo término, considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 170 y 261– que suprime el Artículo 11 de la Constitución vigente.

-El texto del dictamen de comisión es el siguiente:

Honorable Convención Constituyente:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 5 C.R.R. efectuada por esa H. Convención; y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación con las modificaciones introducidas del siguiente texto constitucional.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo 1º – Suprimir el artículo 11 de la Constitución Provincial vigente.

Sala de Comisiones, 9 de Abril de 2008.-

KUNATH – BARRANDEGUY – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – MONGE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano).
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – El Artículo 11 determina que la Legislatura dictará una ley especial sobre delitos de imprenta, estableciendo penas, procedimientos ante el jurado o la justicia. No voy a repetir aquí los fundamentos ya esgrimidos por los autores de las iniciativas en la respectiva comisión; solo voy a decir que hubo dos proyectos de diferentes bloques que han sido unificados y sobre los cuales la comisión dictaminó. 

Lo que hizo la Comisión de Redacción y Revisión fue emitir un dictamen unánime aconsejando suprimir el Artículo 11 de la Constitución provincial vigente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y particular el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 170 y 261– que suprime el Artículo 11 de la Constitución vigente.

–La votación resulta afirmativa por unanimidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULO 13. SUPRESIÓN

Texto Constitucional en la Sanción Nro. 6 de la Convención. 
Consideración (Expte. Nro. 182)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 182– que suprime el Artículo 13 de la Constitución vigente.

El texto del dictamen de comisión es el siguiente:

Honorable Convención Constituyente:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 6 C.R.R. efectuada por esa H. Convención; y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación con las modificaciones introducidas del siguiente texto constitucional.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo 1º – Suprimir el artículo 13 de la Constitución Provincial vigente.

Sala de Comisiones, 9 de abril de 2008.-

KUNATH – BARRANDEGUY – CHIESA – FEDERIK – MÁRQUEZ – ROMERO – MONGE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano).
SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – En igual sentido que en los dos dictámenes anteriores que hemos sancionado, el presente dictamen trata de la supresión de un artículo de la actual Constitución, en este caso el Artículo 13, que establece: “Todo ciudadano domiciliado en la provincia tiene la obligación de armarse a requisición de las autoridades constituidas, salvo las excepciones que las leyes de la materia determinen”. El texto que propone la Comisión de Redacción y Revisión es: “Suprimir el Artículo 13 de la Constitución Provincial vigente”.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y particular el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 182– que suprime el Artículo 13 de la Constitución vigente.

–La votación resulta afirmativa por unanimidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULO 80. MODIFICACIÓN

Texto Constitucional en la Sanción Nro. 1 de la Convención. 

Consideración (Expte. Nro. 161)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 161– que modifica el Artículo 80 de la Constitución vigente.

El texto del dictamen de comisión es el siguiente:

Honorable Convención Constituyente:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 1 C.R.R. efectuada por esa H. Convención; y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación con las modificaciones introducidas del siguiente texto constitucional.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo 1º – Modifíquese el artículo 80º de la Constitución de la Provincia de Entre Ríos, el cual quedará redactado de la siguiente manera: 

“Cada Cámara tendrá autoridad para corregir, con arreglo a los principios parlamentarios, a toda persona que, de fuera de su seno, viole los derechos de sus miembros, pudiendo además pasar los antecedentes a la justicia”.

Sala de Comisiones, 9 de abril de 2008.-

KUNATH – BARRANDEGUY – CARLÍN – CHIESA – FEDERIK – ROMERO – MONGE – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano)

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – La modificación de este artículo, señor Presidente, tiene que ver con la supresión de la posibilidad de que se pueda arrestar a alguien de fuera del seno de las Cámaras legislativas que viole los privilegios de sus integrantes. 

Llevada la sanción de la Convención al seno de la Comisión de Redacción y Revisión lo que esta hizo fue corregir la redacción, invirtiendo el orden de una de las frases. El texto propuesto es el siguiente: “Cada Cámara tendrá autoridad para corregir, con arreglo a los principios parlamentarios, a toda persona que, de fuera de su seno, viole los derechos de sus miembros, pudiendo además pasar los antecedentes a la justicia”.

Este dictamen contó con el apoyo unánime de los señores convencionales y se creyó conveniente traer al recinto esta redacción, que nos pareció superadora de la que había ingresado a la Comisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y particular el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 161– que modifica el Artículo 80 de la Constitución vigente, quedando el texto de la siguiente manera: “Cada Cámara tendrá autoridad para corregir, con arreglo a los principios parlamentarios, a toda persona que, de fuera de su seno, viole los derechos de sus miembros, pudiendo además pasar los antecedentes a la justicia”.

–La votación resulta afirmativa por unanimidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULO 64. MODIFICACIÓN

Texto Constitucional en la Sanción Nro. 3 de la Convención. 

Consideración (Exptes. Nros. 212-173 y 292)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 212, 173 y 292– que sustituye el Artículo 64 de la Constitución vigente.

-El texto del dictamen de comisión es el siguiente:

Honorable Convención Constituyente:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 3 C.R.R. efectuada por esa H. Convención; y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto constitucional.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo 1º – Sustituyese el artículo 64° de la Constitución Provincial por el siguiente: 

“Ambas Cámaras se reunirán en sesiones ordinarias cada año desde el quince de febrero hasta el quince de diciembre.

El Poder Ejecutivo las podrá convocar a sesión extraordinaria siempre que el interés público lo reclame.”

Sala de Comisiones, 9 de abril de 2008.-

KUNATH – BARRANDEGUY – CARLÍN – FEDERIK – ROMERO – MONGE – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – REGGIARDO – MARTÍNEZ (Marciano)

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración. 

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – Sobre este artículo en particular había diferentes propuestas pero todas animadas por el mismo espíritu que era, justamente, prolongar el período de sesiones ordinarias que actualmente rige en nuestra Constitución Provincial y que es de cuatro meses. Era necesario ponerlo en consonancia con los tiempos que vivimos y además con lo que sucede en la práctica parlamentaria que es la prórroga de los mismos, sistemáticamente, cada año. 

En este sentido el despacho salido de esta Convención decía “Ambas Cámaras se reunirán en sesiones ordinarias, todos los años, desde el 15 de febrero hasta el 15 de diciembre. El Poder Ejecutivo podrá convocarlas extraordinariamente siempre que el interés público lo reclame”. 

Lo que se ha hecho en la Comisión de Redacción y Revisión es volver, en una frase, a la redacción anterior del Artículo 64 donde decía “cada año”. Por lo tanto, la redacción que se propone es: “Ambas Cámaras se reunirán en sesiones ordinarias cada año desde el 15 de febrero hasta el 15 de diciembre”. También en el segundo párrafo se modificó la redacción quedando de la siguiente manera: “El Poder Ejecutivo las podrá convocar a sesión extraordinaria siempre que el interés público lo reclame”. 

Esta redacción, señor Presidente, nos pareció más sencilla y más apropiada para la nueva formulación del Artículo 64. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y particular el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 212, 173 y 292– que sustituye el Artículo 64 de la Constitución provincial por el texto siguiente: “Ambas Cámaras se reunirán en sesiones ordinarias cada año desde el 15 de febrero hasta el 15 de diciembre. El Poder Ejecutivo las podrá convocar a sesión extraordinaria siempre que el interés público lo reclame”. 

–La votación resulta afirmativa por unanimidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULO 2. MODIFICACIÓN

Texto Constitucional en la Sanción Nro. 4 de la Convención. 

Consideración (Exptes. Nros. 211-183-217 y 247)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 211, 183, 217 y 247– que modifica el Artículo 2 de la Constitución vigente.

-El texto del dictamen de comisión es el siguiente:

Honorable Convención Constituyente:

La Comisión de Redacción y Revisión ha considerado la sanción Nro. 4 C.R.R. efectuada por esa H. Convención; y por las razones que dará su miembro informante, aconseja la aprobación del siguiente texto constitucional.

PROYECTO DE TEXTO CONSTITUCIONAL

Artículo 1º – Modifícase el artículo 2° de la Constitución Provincial, el que quedará redactado en los siguientes términos: 

“El territorio de la Provincia queda dividido en diecisiete departamentos denominados: Paraná, Diamante, Victoria, Gualeguay, Gualeguaychú, Uruguay, Colón, Concordia, La Paz, Villaguay, Tala, Nogoyá, San José de Feliciano, Federación, Federal, Islas del Ibicuy y San Salvador, con los límites que les acuerdan las leyes vigentes y sin perjuicio de la facultad legislativa de crear otros y modificar la jurisdicción territorial y administrativa.”

Sala de Comisiones, 9 de abril de 2008.-

KUNATH – BARRANDEGUY – CARLÍN – FEDERIK – ROMERO – MONGE – VILLAVERDE – DE LA CRUZ DE ZABAL – MARTÍNEZ (Marciano)

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración. 

Tiene la palabra la señora convencional Kunath.

SRA. KUNATH – En este punto no tendríamos nada que agregar habida cuenta de que se mantuvo la misma redacción que fue sancionada por el pleno de la Convención. Simplemente lo que se ha hecho es agregarle al texto actual del Artículo 2, los tres departamentos que han sido creados de 1933 en adelante, que son: Federal, San Salvador e Islas. 

En el entendimiento de que no teníamos más nada por agregar en esta sanción, traemos como propuesta de texto constitucional la misma redacción que había ingresado a la comisión.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general y particular el dictamen de la Comisión de Redacción y Revisión proponiendo el texto constitucional referido a la sanción de la Convención en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 211, 183, 217 y 247– que modifica el Artículo 2 de la Constitución vigente que quedará redactado de la siguiente manera: “El territorio de la Provincia queda dividido en diecisiete departamentos denominados: Paraná, Diamante, Victoria, Gualeguay, Gualeguaychú, Uruguay, Colón, Concordia, La Paz, Villaguay, Tala, Nogoyá, San José de Feliciano, Federación, Federal, Islas del Ibicuy y San Salvador, con los límites que les acuerdan las leyes vigentes y sin perjuicio de la facultad legislativa de crear otros y modificar la jurisdicción territorial y administrativa.”

–La votación resulta afirmativa por unanimidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa nuevamente a la Comisión de Redacción y Revisión.

Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, queremos saludar con un aplauso la sanción de las primeras seis modificaciones al texto de la Constitución de la provincia de Entre Ríos.

–Aplausos.
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ARTÍCULO 81. SUPRESIÓN INCISO 18º. 
Dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. 

Consideración (Expte. Nro. 166)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen por unanimidad de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 166– que suprime el inciso 18° del Artículo 81 de la Constitución provincial.

Por Secretaría se dará lectura.

Honorable Convención: 

Vuestra Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral ha estudiado el proyecto obrante en el expte. número 166 que contiene la propuesta formulada por los señores convencionales Fabián Dulio Rogel, Silvina Cepeda; Juan Carlos Arralde, Luis Agustín Brasesco, Griselda Liliana De Paoli, Clidia Alba Allende de López, Rubén Villaverde, Raúl Darío Guy y Jorge Daniel Monge; y por las razones que se exponen en la fundamentación adjunta y/o la que en vuestro seno dará el miembro informante, aconseja prestar aprobación al siguiente

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1º –  SUPRÍMASE el inciso 18 del artículo 81 de la Constitución Provincial.

Sala de la Comisión, 11 de marzo de 2088

ARRALDE – REGGIARDO – CARLÍN – ALLENDE (José) – BARRANDEGUY – FEDERIK – ACHARTA – ROMERO – TALEB – ROGEL – MARTÍNEZ (Guillermo) – KUNATH – MONGE 

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

SR. CARLÍN – Pido la palabra.

Señor Presidente, el dictamen de referencia expedido por la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, se refiere a un proyecto presentado por los señores convencionales integrantes del Bloque de la Unión Cívica Radical: Fabián Rogel, Silvina Cepeda, Juan Carlos Arralde, Luis Agustín Brasesco, Griselda Liliana De Paoli, Clidia Alba Allende de López, Rubén Villaverde, Raúl Darío Guy y Jorge Daniel Monge, mediante el cual se propicia la derogación del inciso 18° del Artículo 81 de la Constitución provincial el que ha tenido acogida unánime y favorable de parte de esta comisión.

Indudablemente el tema se vincula directamente con una reforma que acaba de hacer esta asamblea hace breves instantes al Artículo 13 de la Constitución de la Provincia, que obliga a los ciudadanos a armarse a requisición de sus autoridades. Es así, señor Presidente, ya que el inciso 18° del Artículo 81, que propiciamos derogar, establece expresamente que corresponde a la Legislatura autorizar la reunión y la movilización de las milicias o parte de ellas en los casos permitidos por la Constitución nacional y aprobar o desaprobar la movilización que en cualquier tiempo hiciese el Poder Ejecutivo sin autorización previa.

Es decir, señor Presidente, que este tema se vincula con la posibilidad de las entonces denominadas milicias o, por decirlo de otra manera, ejércitos provinciales, que constituyen en el siglo XXI una rémora histórica y también se vincula –a esto hay que decirlo, señor Presidente– con otros proyectos que seguramente serán tratados en la próxima sesión y que ya cuentan, en algunos casos, con dictamen de la comisión que me honro de presidir. Por ejemplo, uno vinculado al Artículo 134 de la Constitución, donde dice que el Gobernador es Jefe del Estado provincial y Comandante de sus milicias, que propone suprimir la referencia a esa comandancia; y otro, con relación al Artículo 135, donde habla de las facultades del Gobernador, en los incisos 5°, 20° y 24°, también vinculado al ejercicio del poder de mando sobre estas milicias provinciales. 

Mantener en el año 2008, en pleno siglo XXI, estas disposiciones, implica una repugnancia a la regla del Artículo 75 inciso 26° de la Carta Magna nacional que pone en cabeza del Congreso la regulación del Ejército nacional y el Artículo 99, incisos 12°, 13° y 14° que convierten al Presidente de la República en Comandante en Jefe del Ejército nacional.

Ello debe tener una interpretación armónica con la prohibición del Artículo 126, también de la Ley madre nacional, cuando determina la prohibición a las Provincias para que levanten ejércitos, salvo excepciones en situaciones realmente graves como de una invasión exterior o de un peligro tan inminente que no admita dilación, levantándose toda una doctrina en función de estos dispositivos de la Constitución nacional, prohibitivos de la existencia de cuerpos provinciales.

De tal manera, señor Presidente, reitero el criterio que ha sustentado por unanimidad la comisión de referencia, aceptando la propuesta de los señores convencionales propiciantes, cuyos fundamentos por escrito son compartidos, en lo sustancial, por la comisión. 

Por estas breves razones, y adicionando los argumentos del informe respectivo acompañado por los autores del proyecto, es que solicitamos la aprobación del dictamen de referencia. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel. 

SR. ROGEL – Señor Presidente, quiero agradecer al señor Presidente de la comisión porque, evidentemente, además de escuchar las expresiones, se ha tomado el dedicado trabajo de tener muy a consideración, como el mismo lo ha expresado, los argumentos que hemos colocado por escrito. 

En razón de ello, el Bloque de la Unión Cívica Radical hace suyo los fundamentos, a los efectos de no ser reiterativos y por lo expresado por el miembro informante de la comisión, vamos a propiciar la aprobación del presente proyecto de reforma constitucional. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Reggiardo. 

SR. REGGIARDO – Señor Presidente, en nombre del Bloque Coalición Cívica-Partido Socialista, adherimos también a los fundamentos ya expresados por el señor Presidente de la comisión y propiciamos la aprobación de esta disposición. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si ningún otro señor convencional va a hacer uso de la palabra, se va a votar en general y en particular el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral en el proyecto de reforma que suprime el Inciso 18 del Artículo 81º de la Constitución provincial.

Por tratarse de un dictamen emitido por unanimidad, de acuerdo al Artículo 111º del Reglamento se va a votar a mano alzada. Los señores convencionales que estén por la afirmativa, sírvanse expresarlo. 

–La votación resulta afirmativa por unanimidad. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión. 
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ARTÍCULO 90. MODIFICACIÓN

Dictamen de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral. Consideración (Exptes. Nros. 361-577 unif.)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen por unanimidad de la Comisión Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, en los proyectos de reforma –Exptes. Nros. 361 y 577 unificados– que modifican el Artículo 90 de la Constitución provincial. 

Por Secretaría se dará lectura.

–Se lee:

Honorable Convención:

Vuestra Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral ha estudiado el proyecto obrante en los exptes. unificados números 361 y 577 que contiene la propuesta formulada por los señores convencionales Rubén Villaverde, Rosario Romero y Sigrid Kunath; y por las razones que se exponen en la fundamentación adjunta y/o la que en vuestro seno dará el miembro informante, aconseja prestar aprobación al siguiente

LA HONORABLE CONVENCION CONSTITUYENTE SANCIONA:

Artículo 1°) MODIFÍCASE al artículo 90 de la Constitución Provincial el que quedará redactado de la siguiente manera: 

“Artículo 90 – Cuando se haga la publicación oficial de las leyes de la provincia, se enumerarán ordinalmente y, en adelante, se mantendrá la numeración correlativa por la fecha de promulgación.

La ley dispondrá las medidas que aseguren la actualización y consolidación permanente del orden normativo provincial. Se confeccionará además un anexo de derecho histórico, conteniendo las disposiciones derogadas.” 

Sala de la Comisión, 28 de marzo de 2008.
CARLÍN – FEDERIK – KUNATH – MARTINEZ (Guillermo) – ROMERO – ARRALDE – MONGE –  ROGEL – ACHARTA – REGGIARDO – ACEVEDO MIÑO.

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.

Tiene la palabra el señor Convencional Carlín. 

SR. CARLIN – Señor Presidente, en virtud de lo conversado en la Comisión de Labor, en el sentido de evitar propuestas o discursos repetitivos, me voy a permitir, siendo autora de este proyecto por una parte la convencional Romero, integrante de la comisión, como también el convencional Villaverde, darle a la convencional Romero, coautora de la iniciativa, la posibilidad para que informe. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra la señora convencional Romero.

SRA. ROMERO – Señor Presidente, estamos proponiendo una modificación constitucional que consiste en el agregado al Artículo 90 actual de la Constitución, del siguiente párrafo: “La ley dispondrá las medidas que aseguren la actualización y consolidación permanente del orden normativo provincial. Se confeccionará además un anexo de derecho histórico, conteniendo las disposiciones derogadas”. 

Como ha dicho el señor Presidente de la comisión, el texto consensuado corresponde a dos iniciativas que confluyen: una del Convencional Villaverde y otra que nos pertenece conjuntamente con la Convencional Kunath. 

El Artículo 90 actual establece cómo se enumeran las leyes. El párrafo que proponemos agregar no es un párrafo que obedece a cuestiones formales, sino a lo que es la base de la organización jurídica provincial. 

Señor Presidente, el tema del ordenamiento legislativo es de preocupación en la humanidad desde hace muchísimos años. Desde aquel Corpus Iuris que propuso Justiniano, aquella codificación que instó Napoleón, hasta la Ley Nacional Nro. 24.967 dictada en junio de 1998, que dispuso la conformación de una comisión especial y la labor de un digesto jurídico argentino, es que la humanidad y la Argentina en particular, tienen una preocupación para que las normas vigentes sean conocidas, para que el derecho sea accesible. Y es preocupación de estos convencionales que así sea en la provincia de Entre Ríos.

Han existido iniciativas parlamentarias, incluso con media sanción en la provincia de Entre Ríos, en el sentido de la conformación de un digesto jurídico provincial. Pero quiero hacer una breve mención a lo que han sido otras experiencias provinciales, en especial aquellas que por la Ley Nro. 24.967 se dispuso desde el Congreso de la Nación.

En el orden nacional, señor Presidente, tenemos más de 26 mil leyes sancionadas, sin embargo se calcula que solamente 4 mil de ellas están vigentes. Desde 1998 se viene trabajando, en el orden nacional, con mucha dificultad y con las crisis que han mediado de aquel entonces hasta hoy, por recomponer nuevamente consolidando, ordenando y agrupando por materia todas las normas de la legislación nacional.

Muchas provincias argentinas han avanzado, como avanzó mucho en derecho público que fue base de la reforma en 1994, muchas provincias han consolidado sus normas, las han reordenado y tienen su Digesto. Nosotros esperamos que esta manda constitucional que pretendemos incorporar redunde en una ley que organice la conformación del Digesto, y no hemos querido, especialmente, designar a ninguno de los poderes, en especial me refiero al Poder Ejecutivo y al Poder Legislativo para que realice esta tarea, sino que hemos pretendido que el legislador debata sobre cuál de estos dos poderes del Estado tiene que ser el que organice el Digesto Jurídico en la provincia de Entre Ríos.

Quiero mencionar que hay un falso concepto de lo que es legislar bien. Legislar bien no es legislar mucho, sino legislar bueno, legislar con calidad. Ese falso concepto, muchas veces es alimentado, de algún modo, por alguna prensa que mide la labor legislativa y muy mal, por la cantidad de proyectos; a la labor legislativa queremos medirla por la calidad de los proyectos; y estamos convencidos de que incorporando esta frase, esta manda constitucional al actual Artículo 90 de la Constitución Provincial, estamos diciéndoles a los legisladores y a los entrerrianos que queremos un cuerpo normativo provincial ordenado, agrupado por materias, plenamente conocido, de fácil acceso que permita a cualquier ciudadano, que no sea especialista en el Derecho, saber qué obligaciones y qué derechos tiene conforme las leyes vigentes en la provincia. 

Creemos que de ser efectiva esta manda a través de la ley que corresponde dictar con posterioridad, vamos a hacer mucho por la construcción de ciudadanía porque un pueblo que conoce sus derechos es el que los ejerce; y por el contrario el que no los conoce difícilmente pueda ejercerlos y pueda exigir y dar cumplimiento a sus obligaciones.

Por otra parte, el tener ordenada la legislación hace mucho por la seguridad jurídica y también por esto que la Constitución nacional ha asegurado que es la posibilidad de acceder a la Justicia. El conocer los derechos también nos hace seguros al momento de acudir a los estrados judiciales y evita pleitos inconsistentes cuando se ejercen mal los derechos y se llega mal a los tribunales.

En el orden nacional no se ha logrado; cito el ejemplo de la provincia de San Luis, pero son muchas las provincias argentinas que sí tienen su Digesto, han logrado ordenar sus normas y han establecido disposiciones permanentes para que la labor del Digesto hecha en una oportunidad se continúe en forma permanente. No es lo que estamos propiciando nada más que una cuestión formal, señor Presidente, sino que es una cuestión de fondo que hace a la construcción de ciudadanía; y no me caben dudas de que si en el día de mañana, tenemos la ley accesible en forma transparente, en forma rápida y que a los ciudadanos les sea posible acceder a las normas, vamos a lograr mucho en la construcción de ciudadanía y mucho desde este simple precepto constitucional. 

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Villaverde.

SR. VILLAVERDE – Señor Presidente, como bien lo ha dicho la señora convencional Romero, los fundamentos por los cuales impulsamos el proyecto, que en un primer momento hablaba del Digesto Jurídico. Ha hablado sobre el tema de la seguridad jurídica y no voy a repetir los argumentos que ha expresado y con los cuales coincido. 

También sobre la necesidad de conocimiento de la ley por parte del conjunto de la población, no sólo de aquellos entendidos y que facilite la aplicación de un sistema de justicia lo más accesible a la comunidad.

Otro de los temas a que ha hecho referencia la señora convencional Romero, tiene que ver con el crecimiento desmedido de las leyes. Por lo que ella misma ha reflejado, se aprecia una actitud de generar proyectos o tomar decisiones que apunta más a la cantidad que a la calidad legislativa.

Y, finalmente, también planteamos la necesidad de que haya un archivo del derecho positivo vigente donde se encuentren todas las leyes y sus reglamentaciones ordenadas por materia, para que también sean conocidas por el conjunto de la comunidad.

En la iniciativa primaria que habíamos incorporado, hacíamos referencia también a la necesidad de que haya una comisión permanente en el ámbito legislativo, después acordamos sacar esa parte para que la ley determine cuál es el ámbito de funcionamiento; pero quiero recordar que, precisamente, el proyecto de ley que cuenta con media sanción en la Legislatura de la Provincia, contempla la creación de una comisión permanente en el ámbito de ésta, que pueda invitar al Poder Ejecutivo a través de los representantes correspondientes y también de la comunidad intermedia o de los colegios profesionales, para que trabajen en la actualización de este digesto jurídico que consideramos fundamental en la actualidad.

También creo que en la medida en que esta norma se implemente correctamente, puede servir para que en las distintas comunidades locales –particularmente cuando aprobemos lo de la autonomía municipal– se pueda incorporar en las cartas municipales también para ordenar la legislación vigente, porque realmente hay un crecimiento desmedido y por tal motivo un desconocimiento de la legislación vigente.

Es por estos motivos, más los que expresó el miembro informante de la comisión, que impulsamos este proyecto y pedimos su aprobación.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Reggiardo.

SR. REGGIARDO – Señor Presidente, sabemos que sin la ficción jurídica de que el derecho se presume conocido por todos, prácticamente no podría funcionar la administración de justicia ni tener base cierta, de alguna manera, la resolución de los jueces y el reconocimiento del Derecho. Pero también sabemos –como bien se ha dicho aquí– que es fundamental el conocimiento –y el acceso al conocimiento en este caso– de las normas vigentes como presupuesto fundamental para el ejercicio del derecho de defensa de los ciudadanos.

Por lo tanto, creemos sumamente importante el agregado de esta segunda parte que manda, en definitiva, la confección del Digesto Jurídico en los términos que están expresados en la norma. Por eso acompañamos, desde el Bloque de la Coalición Cívica-Partido Socialista, esta iniciativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y particular el dictamen de la Comisión de Poder Ejecutivo, Poder Legislativo, Poder Judicial y Régimen Electoral, en los proyectos de reforma que modifican el Artículo 90 de la Constitución provincial, el que quedará redactado de la siguiente manera: “Artículo 90: Cuando se haga la publicación oficial de las leyes de la provincia, se enumerarán ordinalmente y, en adelante, se mantendrá la numeración correlativa por la fecha de promulgación. 

La ley dispondrá las medidas que aseguren la actualización y consolidación permanente del orden normativo provincial. Se confeccionará además un anexo de derecho histórico, conteniendo las disposiciones derogadas.”

De acuerdo al Artículo 111º del Reglamento la votación se hará por signos. Los señores convencionales que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo. 

–La votación resulta afirmativa por unanimidad.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.
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ARTÍCULO 29. MODIFICACIÓN

Dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular. 

Consideración (Expte. Nro. 162)

SR. PRESIDENTE (Busti) – Corresponde considerar el dictamen por unanimidad de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 162– que sustituye la palabra “agrícolas” por “productivas” en el Artículo 29 de la Constitución provincial.

Por Secretaría se dará lectura.

–Se lee:

Honorable Convención: 

Vuestra Comisión de Nuevos Derechos y Garantías. Formas de Participación Popular, ha estudiado el proyecto obrante en el expte. número 162 que contiene la propuesta formulada por el señor convencional Rogel y otros; por los fundamentos que expondrá en el Plenario el señor Presidente y por unanimidad, aconseja prestar aprobación al siguiente

LA HONORABLE CONVENCIÓN CONSTITUYENTE SANCIONA:

Art 1: Sustituir la palabra ‘agrícolas’ por ‘productivas’ en art. 29 de la Constitución Provincial.

Art. 2: El artículo 29 quedará redactado de la siguiente manera: “Queda prohibida toda especie de tormentos y vejámenes, bajo pena de destitución inmediata y sin perjuicio de las responsabilidades en que incurran los empleados o funcionarios que los apliquen, ordenen o consientan. Las cárceles y colonias penales y productivas serán sanas y limpias, para seguridad y no para mortificación de los recluidos, debiendo constituir centros de trabajo”.

Sala de la Comisión, 3 de abril de 2008

ACEVEDO MIÑO – ROGEL – PÉREZ – HAIEK – PESUTO – BARRANDEGUY – SCHOENFELD – ALLENDE (Clidia) – DE PAOLI – BAEZ – SALOMÓN 

SR. PRESIDENTE (Busti) – En consideración.
Tiene la palabra el señor convencional Barrandeguy.

SR. BARRANDEGUY – Señor Presidente, la Comisión que me honro en presidir, acogió el dictamen de los señores integrantes del Bloque de la Unión Cívica Radical, que proponía sencillamente suprimir del texto del Artículo 29 de la Constitución vigente, la palabra “agrícola” y sustituirla por “productiva”.

En verdad el debate fue intenso, porque conjuntamente –y a propósito de esto– realizamos la derivación para el lugar pertinente. Tratamos un proyecto de los señores convencionales Kunath, Carlín, Romero y Federik, que proponían modificaciones en términos de –digámoslo de este modo– derecho de política penitenciaria, de fondo, respecto al Artículo 29 en consideración. 

La Comisión, cumpliendo un prurito de observación rigurosa a las disposiciones que convocan a esta Convención, decidió desagregar esta parte del material en tratamiento, para diferirlo y considerarlo cuando se trataran los Nuevos Derechos, –junto con el proyecto agregado al Expediente Nro. 307, de la señora convencional Pérez–, que proponía también modificaciones significativas en este aspecto, en el que la comisión consideraba que no se podía incurrir explícitamente sin afectar el texto del Artículo 29.

De tal suerte, se acoge la propuesta de sustituir la palabra “agrícola” por “productiva” en el Artículo 29 de la Constitución provincial, y solamente queda recordar que en una intervención verdaderamente imperdible, el señor convencional Federik nos recordó que esta disposición –que los establecimientos penitenciarios o cárceles, conocidos en el Artículo 29–, le agregaba lo de establecimientos agrícolas, colonias agrícolas. Se basaba en una corriente criminológica en boga, a comienzos del siglo pasado, que era el peligrosismo, la posibilidad hoy verdaderamente rechazada, por todas las corrientes tanto criminológicas como penales, de pensamiento criminológico moderno, de castigar a la persona peligrosa, sin un acto, que modifique el mundo material en perjuicio de un tercero, ha quedado absolutamente abandonada.

En aquel momento, lo explicaba el señor convencional Federik, se trataba de no castigar, porque obviamente la persona peligrosa, no era castigada, pero internar, aislar, ubicar en algún lugar donde pudiera ser vigilada, sin las características propias del encerramiento punitivo a aquellas personas estimadas peligrosas. 

Estas explicaciones que nos dio el convencional Federik, que fueron valoradas y compartidas por la comisión, nos llevaron a formalizar este despacho cuya aprobación, por ser por unanimidad, dejo interesada, señor Presidente.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Rogel.

SR. ROGEL – Señor Presidente, así como lo ha manifestado, además de los argumentos, fue el tratamiento que tuvo la modificación de este Artículo 29. En verdad, hay que agregarle que la Ley de Convocatoria Nro. 9768 nos mandaba, por imperativo de ella, solamente la modificación de esa palabra.

Cuando el Bloque de la Unión Cívica Radical presentó, queriendo hacer el aporte de estos denominados artículos de carácter formal, lo hizo en un entero respeto de lo que entendía que mandaba la Ley Nro. 9.768. Pero además, señor Presidente, porque creemos convencidamente que la introducción de esta palabra, por más pequeña que sea, y aunque para algunos pueda no expresar un sentimiento de derecho mucho más amplio, suprimir esa palabra por los argumentos que ha dado aquí, repitiendo los argumentos que diera el doctor Federik en la comisión, e introduciéndole la palabra que el Bloque de la Unión Cívica Radical propone, que es “productiva”, estamos convencidos de que nos acercamos plenamente a lo que consagra, como bien se dijo también en dicha comisión, al Artículo 18 de nuestra Constitución, cuando establece que “las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquella exija, hará responsable al juez que la autorice”.

Nosotros creemos que la redacción de nuestro Artículo 29, con esta modificación, transformando la palabra “agrícola” en “productiva”, debe ser interpretada como la reinserción plena que busca el Artículo 18 en la Constitución nacional. Por lo tanto, sí es menester agradecer, tanto a la señora convencional Pérez como al señor convencional Carlín, que eran autores de proyectos, no recuerdo a los demás pero creo que también la señora convencional Romero firmaba otro de los proyectos.

No olvidamos para nada, y por eso quedó en suspenso, que además de las incorporaciones que se le hizo a este Artículo 29, se pueda querer perfeccionarlo aún más, que nos sigue gustando mucho, porque establece casi una copia, una traslación de los derechos que persigue el Artículo 18 de nuestra Constitución nacional. 

De todas maneras la comisión –es bueno decirlo–, a sugerencia del Presidente y de todos sus miembros, ha dejado en suspenso para ver de qué manera –una de ellas ha sido, por ejemplo, lo que nos habilita la Ley Nro. 9.768 en materia de derechos humanos como alternativa– los señores convencionales puedan introducir las mejoras en el sistema carcelario, en el tratamiento de las personas detenidas, que crean no están contenidas en el artículo vigente de la Constitución.

Señor Presidente, por los motivos que ha dado el señor Presidente de la comisión, por los que ya habíamos reiterado, que para nosotros estaba estrictamente autorizada la modificación de esta palabra en la Ley Nro. 9.768, e interpretando finalmente que la palabra que nosotros cambiamos: “agrícola” por “productiva”, llena el espíritu total de lo que persigue el Artículo 18 de nuestra Constitución nacional, respecto de la reinserción sociolaboral de los detenidos, es que vamos a apoyar el dictamen de referencia.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Schvartzman.

SR. SCHVARTZMAN – Señor Presidente, simplemente quiero señalar que en el seno de la comisión, tal cual lo expresó su Presidente, convencional Barrandeguy, y el señor convencional preopinante Rogel, nuestro bloque coincidió plenamente en esta iniciativa, como así también en las distintas consideraciones que se hicieron para que no se descartaran las otras iniciativas presentadas, en el sentido de proteger los derechos de las personas que se encontraran en cárceles o colonias penales y productivas, tal cual quedó la redacción final de este artículo, propuesta que fue aprobada por unanimidad en el seno de la comisión, de manera que fueran incorporadas en los nuevos derechos que la ley habilitadora posibilita que se introduzcan en el texto constitucional.

En ese sentido, señor Presidente, el Bloque de la Coalición Cívica-Partido Socialista ha respaldado este dictamen en el convencimiento de que, en efecto, está en un todo de acuerdo con la Constitución nacional y con el espíritu del artículo original de la Constitución provincial, y sobre todo en el objetivo humanista y supremo de lograr la reinserción de los ciudadanos que se encuentran en cárceles o colonias penales y productivas, por supuesto, no para su castigo o mortificación sino, precisamente, para algún día poder reinsertarse en la sociedad entrerriana.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Tiene la palabra el señor convencional Pesuto.

SR. PESUTO – Los convencionales del Bloque Viva Entre Ríos hemos ratificado la sustitución del concepto “agrícolas” por “productivas” que se propone en el Artículo 29; pero hemos expresado que el actual Artículo 29 es muy completo y muy integrador, y por eso no requiere mayores modificaciones.

En su momento advertimos –y esto está en relación con lo que dijo el convencional Rogel– que posiblemente por vía de la aplicación y concreción de los derechos humanos vertidos en los pactos internacionales a los que ha adherido nuestra Constitución nacional, habría que atender también a los liberados, a los que tienen libertad condicional y a los que han sido puestos en libertad definitiva, que es una atención en la que el Estado provincial se ha quedado, según nuestro criterio, un tanto rezagado. En este sentido, estamos pergeñando un proyecto.

Ratificamos –reitero– lo aprobado y lo suscripto completando el Artículo 29.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar en general y particular el dictamen de la Comisión de Nuevos Derechos y Garantías.

Formas de Participación Popular, en el proyecto de reforma –Expte. Nro. 162– que sustituye la palabra “agrícolas” por “productivas” en el Artículo 29 de la Constitución vigente. 

De acuerdo con el Artículo 111º del Reglamento de la Convención, la votación se hará por signo. Los señores convencionales que estén por la afirmativa, sírvanse manifestarlo.

–La votación resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Busti) – Queda sancionado. Pasa a la Comisión de Redacción y Revisión.

La Presidencia comunica a los señores convencionales que quedan citados para mañana a las 17 horas para tratar los dictámenes de comisión que pasaron al Orden del Día de la próxima sesión.

No habiendo más asuntos por tratar, queda levanta la sesión.

–Son las 19.09.

     Norberto R. Claucich



Claudia Ormazábal

Director del Cuerpo de Taquígrafos

Directora Diario de Sesiones
* Los textos de los proyectos de los señores convencionales no fueron sometidos a corrección, respetándose su original. 
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